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QUE REFORMA, ADICIONA Y DEROGA DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY DE INSTITUCIONES DE 
CRÉDITO, LA LEY GENERAL DE TÍTULOS Y OPERACIONES DE CRÉDITO Y LA LEY ORGÁNICA DEL 
BANCO NACIONAL DE OBRAS Y SERVICIOS PÚBLICOS, REMITIDA POR EL EJECUTIVO FEDERAL EN 
LA SESIÓN DE LA COMISIÓN PERMANENTE DEL VIERNES 31 DE AGOSTO DE 2007  

México, DF, a 20 de agosto de 2007.  

Secretarios de la Comisión Permanente del Congreso de la Unión  
Presentes  

Para los efectos constitucionales y por instrucciones del presidente de la república, con el presente envío a 
ustedes la iniciativa de decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de 
la Ley de Instituciones de Crédito, la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito y la Ley 
Orgánica del Banco Nacional de Obras y Servicios Públicos, documento que el primer magistrado de la 
nación propone a la Cámara de Diputados, por el digno conducto de ustedes.  

A fin de dar cumplimiento a lo dispuesto en los artículos 18 de la Ley Federal de Presupuesto y 
Responsabilidad Hacendaria, y 69-H de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, acompaño copias de 
los oficios números 353-A-1. - 1052, mediante el cual la Dirección General Adjunta de Análisis Jurídico de la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público remitió el dictamen de impacto presupuestario de la presente 
iniciativa; y COFEME.06.3153, a través del cual la Comisión Federal de Mejora Regulatoria, emitió el dictamen 
regulatorio respectivo.  

Sin otro particular, reciban un cordial saludo.  

Atentamente  
Licenciado Armando Salinas Torre (rúbrica)  
Subsecretario de Enlace Legislativo  
   
   

Diputada María Elena Álvarez Bernal  
Vicepresidenta en Funciones de Presidenta  
Mesa Directiva de la Cámara de Diputados del Honorable Congreso de la Unión  
Presente  

Desde el inicie del presente sexenio, el Poder Ejecutivo federal se planteó como prioridad impulsar el 
crecimiento de la economía del país y el fomente de la certidumbre jurídica en les diversos ámbitos del 
desarrollo nacional. En este sentido, entre las estrategias consideradas para alcanzar el objetivo de conducir 
responsablemente la marcha económica del país, se encuentran las relativas a promover esquemas de 
regulación y supervisión eficaces en el sistema financiero, así como a impulsar una banca comercial sólida y 
eficiente, de manera que pueda cumplir adecuadamente su función.  

Es así como la administración a mi cargo estima pertinente someter a consideración del Congreso de la Unión 
diversas iniciativas para fortalecer el marco jurídico que rige al sector financiero. Dicho sector requiere una 
constante actualización y fortalecimiento del marco normativo que regula su organización y funcionamiento. 
Esta situación es evidente en el caso de las instituciones de crédito, las cuales requieren mecanismos que 
promuevan su competitividad y capitalización para un sano y equilibrado desarrollo de su actividad productiva, 
así como esquemas que fortalezcan las funciones de regulación y supervisión que desempeñan las 
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autoridades financieras de nuestro país, a fin de proteger los intereses del público usuario de los servicios 
financieros que prestan dichas instituciones.  

En ese sentido, el Poder Ejecutivo ha detectado ciertos aspectos de la Ley de Instituciones de Crédito que, de 
ajustarse a las condiciones actuales del sector financiero, podrían mejorar el funcionamiento y desarrolle del 
sector bancario. Por otra parte, existe una variedad de trámites de carácter administrativo que, al tener que 
ser cumplidos frente a diversas autoridades, se traducen en un elevado costo de regulación para las 
instituciones de crédito.  

Por lo anterior, las autoridades financieras del país, con la participación de actores involucrados en el sector, 
realizaron una revisión íntegra de la ley, a fin de identificar los trámites, requisitos y procedimientos que 
pudieran ser objeto de simplificación y ajuste en función de los propósitos antes descritos. Esto también 
pretende lograr una importante reducción de costos para los agentes participantes en el mercado para el 
Estado, así como para los usuarios de los servicios financieros que prestan dichas entidades.  

De igual forma, se revisaron diversas disposiciones sobre requisitos y procedimientos que han sido superados 
por las circunstancias actuales. En ese sentido, las autoridades financieras se han dado a la tarea de 
identificar las normas en que es posible realizar una labor de flexibilización, simplificación y reducción de 
costos, así como aquellas en las que es necesario o conveniente fortalecer y mejorar los procesos de 
autorización de importantes actos corporativos y de supervisión de los intermediarios.  

Por otra parte, la referida ley mantiene una asignación de facultades entre las autoridades financieras que 
puede resultar ineficiente en algunos aspectos, lo que provoca que los intermediarios sujetos a la misma, en la 
realización de sus actividades, tengan que acudir a diversas "ventanillas", lo cual resulta en costos para 
dichos actores económicos que, de otra forma, podrían quedar reducidos. En ese sentido, el Ejecutivo federal 
a mi cargo realizó un profundo análisis sobre la posibilidad de que dichas funciones queden concentradas en 
una sola autoridad que, por su organización y funcionamiento, se propone sea la Comisión Nacional Bancaria 
y de Valores. En efecto, la existencia de dos estructuras administrativas distintas con funciones similares 
puede causar deficiencias en los procedimientos, así como estructuras redundantes.  

Al respecto, en la experiencia internacional se advierten diversos casos en los que se encomiendan a una sola 
autoridad la supervisión, autorización y regulación del sector bancario. La propuesta descrita se refleja en la 
presente iniciativa y se considera un importante avance que facilitará las funciones de regulación, control y 
vigilancia de las instituciones.  

Por otro lado, el régimen vigente de operación y regulación de las instituciones de banca múltiple no distingue 
entre entidades que realizan parcial o totalmente las operaciones y actividades que permite la ley. Dicha 
situación genera que las instituciones que optan por realizar sólo ciertos tipos de operaciones de las 
permitidas en general incurran en costos regulatorios de forma injustificada. Al respecto, la propuesta 
flexibiliza el actual régimen y fomenta una asignación de costos regulatorios más adecuada.  

En resumen, mediante la presente iniciativa de reforma integral se pretende modificar una amplia gama de 
artículos de la Ley de Instituciones de Crédito. Se trata de un esfuerzo por actualizar dicha ley a fin de eliminar 
figuras que han caído en desuso, ajustar los procesos de autorización para organizarse y operar como 
institución de banca múltiple para hacerlos más claros y eficientes, flexibilizar el régimen relativo a las 
operaciones y actividades que pueden realizar las citadas instituciones y la regulación que les es aplicable, así 
como revisar las atribuciones de las autoridades financieras a fin de prever un sistema más eficiente.  

I. Actividades de banca y crédito  

Se establece la posibilidad de que las instituciones de crédito, en relación con el tipo de operaciones que 
realicen, se puedan ubicar en alguno de los siguientes supuestos: i) instituciones autorizadas para llevar a 
cabo la totalidad de las operaciones que permite la ley, es decir, como se prevé en el esquema vigente; o ii) 
instituciones autorizadas para realizar, a su elección, sólo algunas de las operaciones que les permite la ley, 
con la posibilidad de incrementar o disminuir el número de dichas operaciones. Con lo anterior se busca que 
la carga de regulación para las instituciones de crédito sea acorde con el tipo de operaciones que lleven a 
cabo.  
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Para efectos del esquema propuesto, es importante considerar que a la totalidad de las instituciones de banca 
múltiple actualmente es aplicable en forma integral la regulación vigente que se refiere a todas las actividades 
y operaciones que puede realizar un banco, sin importar si en la práctica éste no realiza algunas de ellas. Es 
decir, el esquema vigente asigna cargas y costos regulatorios idénticos a todas las instituciones de banca 
múltiple, sin reconocer las diferencias que existen en cuanto a su operación.  

En efecto, algunos bancos, conocidos como "regionales" o "de nicho" realizan únicamente cierta clase de 
operaciones especializadas o dirigidas a un sector específico, por ejemplo, algunos bancos filiales que 
realizan operaciones de banca mayorista. No obstante esto, a todas esas instituciones de banca múltiple se 
aplica la misma carga y costo de regulación que a las que realizan todas las operaciones permitidas en la ley. 
Por lo anterior, se propone contemplar que a las instituciones bancarias que lleven a cabo algunas de las 
operaciones que les permite la leyes sea aplicable la regulación correspondiente únicamente a dichas 
operaciones, con la posibilidad de que incrementen o disminuyan las operaciones que elijan en un momento 
dado, sujeto a la autorización correspondiente.  

Aunado a lo anterior, es importante destacar que, a nivel internacional, la estructura bancaria de diversos 
países contempla diferentes tipos de licencias o autorizaciones bancarias, o el establecimiento de sucursales 
de bancos extranjeros con regulación diferenciada por tipo de licencia o autorización. En el caso particular de 
México, se han realizado reformas al marco regulatorio del sistema financiero a fin de implementar estructuras 
de esa naturaleza, como las entidades de ahorro y crédito popular y, en la nueva Ley del Mercado de Valores, 
las casas de bolsa.  

El esquema propuesto permitirá reducir las barreras de entrada, así como los costos de transacción, ya que 
los costos y la regulación serían consistentes con las operaciones que realicen. En ese contexto, las 
instituciones bancarias deberán sujetarse a la regulación que corresponda a la naturaleza de su operación. Lo 
anterior incentivará la entrada de nuevos participantes en el sistema bancario, generando mayor competencia 
y penetración en el mercado.  

II. Realineación de facultades  

Como se mencionó, una de las principales reformas que plantea la presente iniciativa es transferir a la 
Comisión Nacional Bancaria y de Valores diversas facultades que actualmente ejerce la Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público. Tales funciones consisten principalmente en el otorgamiento de autorizaciones 
para la organización y operación de las instituciones de banca múltiple, sus fusiones, escisiones y diversos 
actos corporativos, así como la facultad de revocar la citada autorización para organizarse y operar como tal.  

La asignación de facultades que prevé la presente iniciativa tiene como propósito lograr mayor eficiencia y 
rapidez en los procedimientos administrativos a que están sujetas las instituciones de banca múltiple y, al 
mismo tiempo, eliminar o reducir en lo posible procedimientos que pueden llegar a ser redundantes. Por ello 
se propone que, para la autorización de diversos actos que impliquen la revisión de requerimientos de 
carácter técnico, la Comisión Nacional Bancaria y de Valores otorgue, escuchando la opinión, cuando así 
corresponda, del Banco de México. Cabe destacar que dada la relevancia de ciertas autorizaciones y su 
impacto en el sistema bancario, en ciertos casos la Comisión Nacional Bancaria y de Valores requerirá la 
opinión favorable del Banco de México.  

De igual forma, existen facultades para emitir regulación secundaria que actualmente ejerce la Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público, como las reglas para determinar la calificación de la cartera crediticia, para los 
requerimientos de capital de las instituciones de crédito. Respecto de esta regulación, ante la capacidad 
técnica y especialización que ha adquirido la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, a dicha comisión 
debería corresponder su emisión, debido a que cuenta con los elementos técnicos para ello.  

Con lo anterior se busca contar con un organismo sólido que abarque el ciclo regulatorio y de supervisión 
completo, desde la entrada del intermediario hasta su revocación; que sea capaz de adaptar la regulación de 
forma rápida y flexible al contexto económico nacional; que sea el único responsable de la regulación y 
supervisión del intermediario; y que actúe mediante procesos claros y eficientes.  

Lo antes descrito es congruente con la experiencia que prevalece en el ámbito internacional en la que se 
observa frecuentemente que las atribuciones relativas a la regulación y supervisión de instituciones bancarias 
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se encuentran concentradas en una sola autoridad. Tal es el caso de Brasil, Argentina, Japón, Australia, 
China, Singapur, Corea, Italia y Reino Unido.  

Al respecto, cabe destacar que existen otros casos dentro de la regulación del sistema financiero mexicano en 
los que se cuenta con autoridades que mantienen atribuciones sobre el ciclo completo de regulación y 
supervisión. Tales el caso de la misma Comisión Nacional Bancaria y de Valores, respecto de !-as entidades 
reguladas por la Ley de Ahorro y Crédito Popular, así como la Comisión Nacional del Sistema de Ahorro para 
el Retiro, respecto a las administradoras de fondos para el retiro.  

III. Vigilancia de auditores externos  

Con la presente iniciativa se propone otorgar facultades a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores para 
realizar labores de inspección y vigilancia a las empresas que presten a las instituciones de crédito servicios 
de auditoría externa. Entre las principales facultades que se pretenden conferir se encuentran las de requerir 
toda clase de información y documentación, practicar visitas de inspección, requerir la comparecencia de 
socios, representantes y demás empleados de las empresas que presten servicios de auditoría externa y 
reconocer normas y procedimientos de auditoría que deberán observar los auditores externos al dictaminar o 
emitir opiniones relativas a los estados financieros de las instituciones de crédito.  

A través de esta reforma, con el fin de proteger los intereses del público usuario, se establecen mejores 
controles respecto de la información financiera que presentan las instituciones de crédito a la Comisión 
Nacional Bancaria y de Valores, a efecto de que la autoridad cuente con mayor certidumbre de la citada 
información.  

IV. Contratación de prestación de servicios con terceros  

Se propone también actualizar el marco normativo respecto a la contratación con terceros de servicios 
necesarios para la operación de instituciones de crédito, para lo cual se establecen, de una forma clara, los 
casos en que la Comisión Nacional Bancaria y de Valores puede ordenar la suspensión parcial o total, 
temporal o ,definitiva, de la prestación de dichos servicios. De esta forma, se pretende otorgar mayor 
seguridad jurídica a las instituciones que los contraten.  

Asimismo, se establece expresamente que la Comisión Nacional Bancaria y de Valores puede solicitar a los 
prestadores de los servicios, por conducto de las instituciones de crédito, información y documentación 
respecto de los servicios que provean con base en dichos contratos, así como realizar visitas de inspección y 
decretar las medidas que estime necesarias para asegurar la continuidad de los servicios que las instituciones 
de crédito proporcionan a sus clientes.  

Lo anterior con el objetivo de que la norma sea clara y delimite las facultades de la autoridad respecto a la 
contratación mencionada, lo que abona a la certeza jurídica de la transacción, tanto para la institución de 
crédito como para el tercero correspondiente.  

V. Operaciones con personas relacionadas  

En esta iniciativa se agregan y precisan diversos aspectos relativos al tratamiento de las operaciones que 
lleven a cabo las instituciones de banca múltiple con las denominadas personas relacionadas. Al respecto, por 
una parte, se detalla el concepto de "operaciones con personas relacionadas", así como de los sujetos que 
pueden llevarlas a cabo y, por la otra, se propone adecuar los parámetros para calcular los límites aplicables a 
dichas operaciones.  

Esta actualización es fundamental, a efecto de modernizar y detallar claramente los controles y las acciones 
que permitan a las autoridades financieras evitar o reducir, en lo posible, la realización de operaciones que 
puedan poner en riesgo la estabilidad de las instituciones de crédito o incluso del sistema financiero en su 
conjunto. Asimismo, se propone establecer límites más adecuados para las operaciones que se celebren con 
las personas relacionadas, así como lograr mayor claridad al señalar qué tipo de operaciones estarán sujetas 
a dichos límites.  

VI. Inversiones de las instituciones de crédito y diversificación de riesgos  
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Se adecuan los parámetros para el cálculo de los límites a los que están sujetas las inversiones que realicen 
las instituciones de crédito en distintos rubros, a efecto de que éstos sean congruentes con los riesgos 
implícitos en dichas operaciones. De esta forma, se pretende fomentar una mayor congruencia y eficiencia en 
el esquema de inversión previsto en la ley vigente. Lo anterior se logra con límites más adecuados para 
dichas inversiones que lleven a cabo las instituciones de crédito. En el caso concreto, se propone que el límite 
se establezca como un porcentaje de la parte básica del capital neto a que se refiere el artículo 50 de la ley.  

Por lo anterior, en el artículo 50 se especifica que el capital neto de las instituciones de crédito estará 
compuesto por una parte básica y una complementaria, y se determinará conforme a las disposiciones que 
establezca la Comisión Nacional Bancaria y de Valores.  

De igual forma, se plantea modificar los límites de inversión en empresas no financieras, a efecto de que se 
reconozca el riesgo implícito conforme al porcentaje de inversión y al tipo de sociedad de que se trate, ya 
sean empresas que coticen o no en bolsas de valores.  

Adicionalmente, se contempla una adecuación al régimen de diversificación de riesgos, a fin de precisar los 
tipos de riesgos respecto de los cuales es conveniente para los bancos evitar concentrarlos en relación con 
una persona o grupo de personas que pudieran representar un mismo riesgo, sea de crédito, de mercado o de 
operación.  

VII. Autorización para la constitución de instituciones de banca múltiple  

Se pretende reconocer en ley la totalidad de las etapas del procedimiento de autorización para la organización 
y operación de una institución de banca múltiple. Asimismo, se actualizan y aclaran los requisitos que se 
deben satisfacer para la autorización para la organización y operación de una institución de banca múltiple.  

VIII. Organismos autorregulatorios bancarios  

En la iniciativa de reforma se contempla prever, por primera vez en el sistema bancario, la figura de los 
organismos autorregulatorios bancarios. Tales organismos serían las asociaciones gremiales de instituciones 
de crédito que obtengan el reconocimiento de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, y tendrían por 
objeto la implementación de diversos estándares de conducta y operación entre las instituciones de crédito 
que se encuentren agremiadas a ellos.  

El reconocimiento en ley de dichos organismos tiene como finalidad promover una mayor eficiencia y 
transparencia en las actividades y operaciones que realizan las instituciones de crédito, con lo cual se 
contribuiría al sano desarrollo del sistema financiero.  

IX. Apertura y reestructuración de créditos  

En virtud de que en la práctica las instituciones de banca múltiple se encuentran acotadas en materia de 
apertura y reestructuración de créditos, en las modificaciones que se proponen a través de la presente 
iniciativa se prevén las reglas generales para ambas figuras, así como los requisitos y procedimientos para el 
caso específico de reestructuras, incluyendo la posibilidad de prever el otorgamiento de garantías adicionales, 
modificación de tasas de interés, pagos parciales, y estudios que soporten la viabilidad de pago del adeudo 
agregado bajo las nuevas condiciones, en caso de que se requirieran recursos adicionales para la 
reestructura.  

Lo anterior, atendiendo la necesidad de implementar mecanismos que permitan incrementar las posibilidades 
de recuperación de cartera crediticia de las instituciones de crédito, respecto de los procesos de 
reestructuración.  

X. Suspensión parcial de operaciones de las instituciones de crédito  

Se propone otorgar facultades adicionales a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores que le permitan 
suspender o limitar de manera parcial las operaciones activas, pasivas y de servicios que realicen las 
instituciones de crédito, cuando no cuenten con la infraestructura o controles internos necesarios para realizar 
las operaciones que les fueron autorizadas, se incumpla con alguno de los requisitos que establece la Ley de 
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Instituciones de Crédito para el inicio de sus operaciones, realicen operaciones distintas de Las autorizadas, o 
bien, que sean declaradas por la autoridad judicial en estado de concurso mercantil.  

Dichas facultades se establecen con el fin de actualizar y mejorar las funciones de supervisión de la Comisión 
Nacional Bancaria y de Valores, en protección de los intereses del público usuario de las instituciones de 
crédito y del sistema financiero en general, acorde con el nuevo esquema de banca especializada antes 
mencionado.  

XI. Consejeros independientes, directivos y comisarios de instituciones de banca múltiple  

Se propone actualizar las disposiciones aplicables a las figuras de consejeros independientes, directivos y 
comisarios de las instituciones de banca múltiple, para lo cual se prevé reforzar en ley las características que 
tales sujetos deben reunir para desempeñar dichas funciones.  

A través de la actualización de los requisitos que se deben cumplir para fungir como consejero independiente, 
director y comisario de una institución de banca múltiple, se busca disminuir las posibilidades de que se 
presenten conflictos de interés o malos manejos en la administración de las citadas instituciones y, de esta 
manera, se incrementaría la protección al público y al sistema financiero.  

XII. Fusión y escisión de instituciones de banca múltiple  

Se propone eliminar vacíos jurídicos que existen en el texto de la ley vigente, para lo cual se señala con 
claridad el momento exacto en el que surtirá efectos la fusión de instituciones de banca múltiple, y se aclara 
que la misma deja sin efectos la autorización para organizarse y operar como institución de banca múltiple 
otorgada originalmente a la sociedad fusionada, que desaparece por consecuencia del citado acto corporativo.  

En este sentido, la reforma propuesta busca brindar mayor claridad respecto al procedimiento a través del 
cual se llevan a cabo las fusiones de las instituciones de crédito, se otorga mayor certeza jurídica a los 
participantes y se disminuyen costos regulatorios al eliminar la necesidad de que las instituciones de crédito 
que desaparecen consideren necesario acudir ante la autoridad para solicitar la revocación de la autorización 
que se les otorgó para organizarse y operar como tales.  

Asimismo, como consecuencia de la realineación de facultades que se establece en la presente iniciativa, se 
pretende eliminar el texto vigente relativo a la facultad que tiene la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, 
al autorizar una fusión, de cuidar en todo tiempo la adecuada protección de los intereses del público, así como 
de los trabajadores de las sociedades. Se propone lo anterior, dado que dicho texto resulta innecesario, ya 
que la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, organismo que, de conformidad con la citada realineación, 
será el encargado de autorizar las fusiones de referencia, ya cuenta entre las obligaciones que establece la 
ley que la regula, con la de llevar a cabo dicha protección y vigilancia de los intereses del público y de los 
trabajadores de las sociedades. Cabe señalar que el mismo tratamiento se aplica a la figura de la escisión de 
las instituciones de banca múltiple.  

XIII. Participación en el capital social de instituciones de banca múltiple  

Se propone establecer la obligación de que las personas que pretendan constituir una institución de banca 
múltiple o adquirir acciones de alguna que se encuentre en operación, acrediten que cuentan, entre otros 
aspectos, con honorabilidad e historial crediticio y de negocios satisfactorio y que no han sido sentenciados 
por delito patrimonial doloso.  

A través de dicha modificación, se pretende prevenir quebrantos en las instituciones de crédito e incrementar 
los niveles de protección del público ahorrador, mediante el establecimiento de controles más estrictos 
respecto de las personas que podrían ser accionistas de las citadas instituciones, excluyendo a aquellas 
personas que cuenten, en general, con antecedentes negativos en esos aspectos.  

XIV. Cartas de crédito  

La propuesta de reforma tiene como finalidad actualizar la legislación bancaria vigente para estar en 
concordancia con los usos y prácticas bancarias en materia de cartas de crédito, tanto a nivel nacional como 
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internacional. El texto vigente resulta insuficiente ya que únicamente se refiere a la carta de crédito comercial, 
y es omiso respecto a las garantías contingentes que en la actualidad son de uso común tanto en operaciones 
domésticas como internacionales.  

Por lo anterior, exclusivamente en lo relativo a las operaciones celebradas mediante el uso de cartas de 
crédito por parte de instituciones de crédito, se propone establecer la supletoriedad de los usos y prácticas 
que señalen expresamente las partes contratantes de este tipo de servicio, con base en estándares 
internacionales, así como delimitar -claramente la responsabilidad de las instituciones de crédito en dichas 
operaciones.  

Asimismo, se hace un reconocimiento de la existencia de la carta de crédito comercial y de las garantías 
contingentes, denominándoles de forma genérica "cartas de crédito". Además, y a fin de incrementar la 
seguridad jurídica del beneficiario de la carta de crédito, se propone establecer la posibilidad de que ésta 
pueda ser modificada o cancelada exclusivamente con la aceptación expresa de la institución emisora, del 
beneficiario y, en su caso, de la institución confirmadora, definiendo así su carácter de irrevocable.  

Lo anterior es relevante toda vez que ese tipo de instrumentos se utilizan cada vez con mayor frecuencia en el 
ámbito internacional. Ante esto, es necesario que el marco regulatorio con el que cuenta nuestro país 
responda a la demanda de los usuarios de ese tipo de instrumentos, con reglas claras, acordes con los usos y 
prácticas internacionales, y con las responsabilidades de los participantes claramente delimitadas. Las 
modificaciones propuestas buscan que el uso de este instrumento sea más generalizado, práctico, ágil y 
seguro.  

XV. Fortalecimiento en la supervisión  

Como se mencionó anteriormente, a través de las modificaciones que plantea la presente iniciativa, se busca 
actualizar y detallar las facultades de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores y, en especial, en su calidad 
de supervisor de las instituciones de crédito. Para esto, se especifican los tipos de visitas que la Comisión 
puede realizar a las citadas instituciones, y se señala claramente que la vigilancia se efectuará a través del 
análisis de la información contable, legal, económica, financiera, administrativa, de procesos y de 
procedimientos que obtenga, con la finalidad de evaluar el apego a la normatividad que rige a las instituciones 
de crédito, así como la estabilidad y correcto funcionamiento de éstas.  

Con lo anterior se actualiza el marco normativo correspondiente a efecto de hacer más eficientes las labores 
de supervisión de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, con lo que se brinda mayor certeza jurídica a 
las instituciones de crédito y a sus usuarios.  

XVI. Regulación de operaciones derivadas  

La Ley de Instituciones de Crédito vigente establece que las instituciones de crédito podrán realizar 
operaciones financieras conocidas como derivadas, siempre que se sujeten a las disposiciones que expida el 
Banco de México escuchando la opinión de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y de la Comisión 
Nacional Bancaria y de Valores. A través de la reforma que se propone, se faculta a ese Instituto Central para 
que, en ejercicio de las facultades que le otorga la ley que lo regula, pueda emitir las disposiciones de 
referencia sin la necesidad de escuchar la opinión de las demás autoridades financieras.  

La reforma mencionada en el párrafo anterior permitirá mayor flexibilidad y celeridad cuando sea necesario 
modificar dicha regulación, a efecto de atender las necesidades del mercado. Cabe señalar que la 
modificación es congruente con lo previsto en el artículo 176 de la nueva Ley del Mercado de Valores, 
publicada en el Diario Oficial de la Federación el 30 de diciembre del 2005, la cual faculta al Banco Central 
para regular la materia sin requerir opinión de otras autoridades.  

XVII. Publicación de la regulación  

La iniciativa prevé que la Comisión Nacional Bancaria y de Valores podrá solicitar directamente la publicación 
en el Diario Oficial de la Federación de las disposiciones y reglas de carácter general, así como de los actos 
administrativos que dicho órgano desconcentrado expida en el ámbito de su competencia, acorde con las 
leyes relativas al Sistema Financiero Mexicano. El objeto de esto es agilizar el procedimiento de publicación 
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en el citado Diario, ya que, dada la naturaleza de estos actos, resulta imperativo darlos a conocer a sus 
destinatarios de manera pronta y oportuna. Así, se sustituiría el procedimiento que actualmente se sigue a 
través de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, en cuyo ámbito se encuentra adscrita la propia 
Comisión; al tiempo que, con ello, se facilitará al público usuario la identificación y consulta de las referidas 
disposiciones, reglas y actos emanados de la mencionada Comisión, ya que habrán de publicarse dentro de 
una sección especial correspondiente a ese órgano y no al de la citada Secretaría.  

XVIII. Protección a terceros  

Con objeto de proteger los intereses del público, se contemplan mecanismos que permitan a las propias 
instituciones de crédito reaccionar, en la medida de lo posible, ante actos que pudieran representar un ataque 
fraudulento a los recursos de sus clientes.  

XIX. Banca de desarrollo  

La reforma tiene también como fin el fortalecimiento del gobierno corporativo de las instituciones de banca de 
desarrollo, a través de la creación de un comité de auditoría y un comité de recursos humanos y desarrollo 
institucional. El comité de auditoría podrá someter a la consideración del consejo directivo los proyectos, 
programas y demás asuntos relacionados con sus facultades.  

El comité de recursos humanos y desarrollo institucional, entre otras atribuciones, recomendará al consejo 
directivo el monto de la remuneración que corresponda a los consejeros externos con carácter de 
independientes y a los comisarios que sean designados por los titulares de los certificados de aportación 
patrimonial de la serie "B".  

Se modifica la Ley Orgánica del Banco Nacional de Obras y Servicios Públicos a efecto de que todas las 
instituciones de banca de desarrollo cuenten en su Consejo Directivo con un mínimo de dos consejeros 
externos con carácter de independientes.  

Por cuanto hace al marco de actuación de los consejeros externos de este tipo de instituciones, se prevé que 
deberán abstenerse de participar en asuntos que impliquen para ellos un conflicto de interés, además de que 
deberán mantener absoluta confidencialidad de los asuntos en los que participen con ese carácter.  

Finalmente, se precisan y actualizan las facultades indelegables del órgano de gobierno en cada una de las 
instituciones de banca de desarrollo.  

XX. Autorizaciones a terceros para realizar la domiciliación de pagos, ampliando los medios para la 
disposición de recursos  

En esta iniciativa se actualizan las figuras de referencia a efecto de otorgar una mayor amplitud en su uso, al 
tiempo que se establece la posibilidad de que los titulares de las cuentas de depósito que deseen objetar 
cargos realizados a través de la domiciliación de pagos de bienes y servicios, cuenten con un procedimiento 
que, al efecto, establecerá el Banco de México, mediante disposiciones de carácter general.  

Con la emisión de las citadas disposiciones se busca dotar de flexibilidad a los procedimientos que en las 
mismas se establezcan, ya que, al no estar establecidos directamente en la Ley de Instituciones de Crédito, 
su actualización, complementación o perfeccionamiento podrá llevarse a cabo de una manera ágil y oportuna, 
en razón de tratarse de una regulación secundaria.  

XXI. Adquisición de acciones representativas del capital social de ciertos intermediarios por parte de 
entidades financieras del exterior o sus filiales  

Se propone modificar los requisitos establecidos en el artículo 45-1 de la Ley de Instituciones de Crédito, 
relativos a la adquisición de acciones representativas del capital social de instituciones de crédito o 
sociedades financieras de objeto limitado, por parte de las instituciones financieras del exterior, sociedades 
controladoras filiales o filiales a que se refiere la misma Ley. Lo anterior tiene por fin permitir la posibilidad de 
que la citada institución o sociedad cuyas acciones sean objeto de adquisición pueda convertirse o no en filial 
y que, además, pueda operar como subsidiaria de una filial.  
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Al respecto, es pertinente tomar en cuenta que –de conformidad con el decreto por el que se reforman, 
derogan y. adicionan diversas disposiciones de leyes mercantiles, financieras y fiscales, publicado en el Diario 
Oficial de la Federación el 18 de julio de 2006– el artículo 45-1 antes referido quedaría reformado a partir del 
18 de junio de 2013 como parte de la eliminación de las referencias a las sociedades financieras de objeto 
limitado que prevé dicho decreto. En este sentido, con el fin de asegurar la mayor certeza jurídica en cuanto al 
texto del referido artículo 45-1 que quedaría vigente a partir del año 2013, en la presente iniciativa se prevé 
derogar las reformas a dicho artículo previstas en ese otro decreto y, a su vez, se contempla una disposición 
transitoria para que el supuesto de ese mismo artículo que se reforme en los términos previstos en la presente 
iniciativa sea aplicable a las sociedades financieras de objeto limitado por el tiempo en el que continúen 
reconocidas en ley.  

XXII. Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito  

En la presente iniciativa se propone reformar la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito, a efecto de 
actualizar los límites de los montos máximos para la emisión de cheques al portador, así como para el endoso 
en blanco de cheques, a fin de que los montos respectivos no sean muy altos y, con ello, se desincentiven 
actos ilícitos que se realizan actualmente con dichos instrumentos.  

Lo anterior se lograría a través de disposiciones de carácter general que, al efecto, emitirá el Banco de 
México, mismas que deberán ser publicadas en el Diario Oficial de la Federación.  

Por otra parte, se adiciona la posibilidad de que las instituciones fiduciarias den por terminado, sin 
responsabilidad alguna, el contrato de fideicomiso, en los casos en que no se hubiere cubierto la 
contraprestación debida, por un periodo igualo superior a tres años.  

Por las razones expuestas anteriormente, el Ejecutivo Federal a mi cargo, en el ejercicio de la facultad que le 
confiere el Artículo 71, fracción 1, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, por conducto 
de la H. Cámara de Diputados, somete a la consideración del H. Congreso de la Unión, la siguiente iniciativa 
de  

DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN, ADICIONAN Y DEROGAN DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA 
LEY DE INSTITUCIONES DE CRÉDITO, LA LEY GENERAL DE TÍTULOS Y OPERACIONES DE CRÉDITO 
Y LA LEY ORGÁNICA DEL BANCO NACIONAL DE OBRAS Y SERVICIOS PÚBLICOS  

ARTÍCULO PRIMERO.- Se REFORMAN los artículos 1°; 3°; 5 Bis 1, primer párrafo; 5 Bis 2; 7°; 8°; 9°, último 
párrafo; 10; 12, primer párrafo; 14; 17; 18; 19; 22; 23, fracciones II, VII y VIII; 24, último párrafo; 25, último 
párrafo; 27; 27 Bis; 27 Bis 1, primer párrafo; 27 Bis 3, fracción I; 28, primer y último párrafos, las fracciones I, II 
y el segundo y tercer párrafos de la fracción VI; 29 Bis, primer párrafo; 29 Bis 2, primer y segundo párrafos; 29 
Bis 4, fracción V, inciso c); 29 Bis 5, segundo y último párrafos; 29 Bis 12, último párrafo; 41; 42, fracciones I, 
III, VI, X, XI, XVI, XVIII, XXII, XXIII y penúltimo párrafo; 43; 44; 45-C, primer párrafo; 45-G, último párrafo; 45-
H, primer y cuarto párrafos; 45-I, primer párrafo y la fracción II; 46, segundo párrafo y fracciones XXV y XXVI; 
46 Bis; 47, primer párrafo; 50 primer, segundo, tercer y cuarto párrafos; 51, segundo párrafo; 52; 55; 57; 58, 
primer párrafo; 59, último párrafo; 61; 65; 71; 73, segundo párrafo, y las fracciones V, segundo párrafo y VII; 
73 Bis, sexto y séptimo párrafos, así como los incisos a) y b); 75; 76; 84, penúltimo y último párrafos; 85 Bis 1; 
87, primer, segundo y último párrafos; 88; 89; 90, tercer y último párrafos; 91; 93, primer párrafo; 96; 101; 106, 
fracciones VI, IX, XIII, XVII, inciso c), segundo párrafo y XX; 108, último párrafo; 112, inciso d) de la fracción 
III; 117 Bis; 122 Bis, primer párrafo, la fracción I, el inciso a) y el segundo párrafo del inciso b) de la fracción II; 
133; 134 Bis, primer párrafo; 134 Bis 1, fracción I, incisos e) y f); y 136; se ADICIONAN los artículos 5 Bis 5; 7 
Bis; 7 Bis 1; 7 Bis 2; 7 Bis 3; 8 Bis;10 Bis; 22 Bis; 23, con un párrafo al final; 40, con dos párrafos al final; 42, 
con las fracciones XI bis y XXIV; 45-H, con un párrafo al final; 46, con una fracción XXVI bis y con un párrafo 
al final; 46 Bis 1; 46 Bis 2; 51, con un párrafo al final; 60, con un párrafo al final; 72 Bis; 73, con una fracción VI 
y un tercer párrafo, pasando los actuales párrafos tercero y cuarto a ser los párrafos cuarto y quinto; 73 Bis, 
con los incisos d) y e); 73 Bis 1, con el inciso d); 90 Bis; 92, con dos párrafos al final; 93, con un segundo 
párrafo, pasando los actuales párrafos segundo y tercero a ser los párrafos tercero y cuarto, respectivamente; 
98 Bis; 100, con un párrafo al final; 101 Bis; 101 Bis 1; 101 Bis 2; 101 Bis 3; 101 Bis 4; 101 Bis 5; 106, con una 
fracción XXI; 106 Bis; 107 Bis; 112, con un párrafo al final de la fracción III; 115 Bis; 116 Bis 1; 134 Bis 4; y 
137 Bis; y se DEROGAN los artículos 42, fracción VIII y 45-I, fracción IV de la Ley de Instituciones de Crédito, 
para quedar como sigue:  
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Artículo 1°.- La presente Ley es de orden público y observancia general en los Estados Unidos Mexicanos y 
tiene por objeto regular el servicio de banca y crédito, la organización y funcionamiento de las instituciones de 
crédito, las actividades y operaciones que las mismas podrán realizar, su sano y equilibrado desarrollo, la 
protección de los intereses del público y los términos en que el Estado ejercerá la rectoría financiera del 
Sistema Bancario Mexicano.  

Artículo 3°.- El Sistema Bancario Mexicano estará integrado por el Banco de México, las instituciones de 
banca múltiple, las instituciones de banca de desarrollo y los fideicomisos públicos constituidos por el 
Gobierno Federal para el fomento económico que realicen actividades financieras y tengan el carácter de 
entidades paraestatales, así como los organismos autorregulatorios bancarios.  

Para efectos de lo dispuesto en el párrafo anterior, los fideicomisos públicos para el fomento económico que 
realicen actividades financieras serán aquéllos cuyo objeto o finalidad principal sea la realización habitual y 
profesional de operaciones de crédito, incluyendo la asunción de obligaciones por cuenta de terceros. Dichas 
operaciones deberán representar el cincuenta por ciento o más de los activos totales promedio durante el 
ejercicio fiscal inmediato anterior a la fecha de determinación a que se refiere el artículo 134 Bis 4 de esta Ley.  

Artículo 5 Bis 1.- Salvo que en las disposiciones específicas se establezca otro plazo, éste no podrá exceder 
de noventa días para que las autoridades administrativas resuelvan lo que corresponda. Transcurrido el plazo 
aplicable, se entenderán las resoluciones en sentido negativo al promovente, a menos que, en las 
disposiciones aplicables, se prevea lo contrario. A petición del interesado, se deberá expedir constancia de tal 
circunstancia, dentro de los dos días hábiles siguientes a la presentación de la solicitud respectiva ante la 
autoridad competente que deba resolver, conforme al Reglamento Interior respectivo. Igual constancia deberá 
expedirse cuando las disposiciones específicas prevean que, transcurrido el plazo aplicable, la resolución 
deba entenderse en sentido positivo. De no expedirse la constancia mencionada dentro del plazo citado, se 
fincará en su caso, la responsabilidad que resulte aplicable.  

...  

...  

...  

...  

...  

Artículo 5 Bis 2.- El plazo a que se refiere el artículo anterior no será aplicable a las promociones donde por 
disposición expresa de esta Ley las autoridades administrativas deban escuchar la opinión de otras 
autoridades, además de aquéllas relacionadas con las autorizaciones relativas a la constitución, fusión, 
escisión y liquidación de instituciones de crédito. En estos casos, no podrá exceder de ciento ochenta días el 
plazo para que las autoridades administrativas resuelvan lo que corresponda, y serán aplicables las demás 
reglas que señala el artículo 5 Bis 1 de esta Ley.  

Artículo 5 Bis 5.- Para efectos de la presente Ley, los plazos fijados en días se entenderán en días naturales, 
salvo que expresamente se señale que se trata de días hábiles. En los casos en que se haga referencia a un 
plazo en días hábiles, si éste vence en un día inhábil, se entenderá concluido el primer día hábil siguiente.  

Artículo 7°.- La Comisión Nacional Bancaria y de Valores, previo acuerdo de su Junta de Gobierno, podrá 
autorizar el establecimiento en el territorio nacional de oficinas de representación de entidades financieras del 
exterior. Estas oficinas no podrán realizar en el mercado nacional ninguna actividad de intermediación 
financiera que requiera de autorización por parte del Gobierno Federal y se abstendrán de actuar, 
directamente o a través de interpósita persona, en operaciones de captación de recursos del público, ya sea 
por cuenta propia o ajena. No obstante lo anterior, dichas oficinas podrán proporcionar, a petición de sus 
clientes, información sobre las operaciones que las entidades financieras del exterior que representan 
celebren en su país de origen, en el entendido de que tales oficinas no podrán difundir publicidad o 
propaganda al público en general respecto de operaciones pasivas.  
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Las actividades que realicen las oficinas de representación se sujetarán a las reglas que expida la Secretaría 
de Hacienda y Crédito Público, la que, para ello, escuchará la opinión del Banco de México y de la Comisión 
Nacional Bancaria y de Valores.  

La Comisión Nacional Bancaria y de Valores, previo acuerdo de su Junta de Gobierno, podrá declarar la 
revocación de las autorizaciones correspondientes cuando las referidas oficinas no se ajusten a las 
disposiciones a que se refiere este artículo, sin perjuicio de la aplicación de las sanciones establecidas en las 
presente Ley y en los demás ordenamientos legales.  

Las oficinas se sujetarán a la inspección y vigilancia de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, y 
cubrirán las cuotas que por estos conceptos determinen las disposiciones aplicables.  

Artículo 7 Bis.- Los organismos autorregulatorios bancarios tendrán por objeto implementar estándares de 
conducta y operación entre sus agremiados, a fin de contribuir al sano desarrollo de las instituciones de 
crédito. Dichos organismos podrán ser de diverso tipo acorde con las actividades que realicen.  

Tendrán el carácter de organismos autorregulatorios bancarios las asociaciones o sociedades gremiales de 
instituciones de crédito que, a solicitud de aquellas, sean reconocidas con tal carácter por la Comisión 
Nacional Bancaria y de Valores, previo acuerdo de su Junta de Gobierno.  

Artículo 7 Bis 1.- Los organismos autorregulatorios bancarios podrán, en términos de sus estatutos y 
sujetándose a lo previsto en el artículo 7 Bis 2 de esta Ley, emitir normas relativas a:  

I. Los requisitos de ingreso, exclusión y separación de sus agremiados;  

II. Las políticas y lineamientos que deban seguir sus agremiados en la contratación con la clientela a la cual 
presten sus servicios;  

III. La revelación al público de información distinta o adicional a la que derive de esta Ley;  

IV. Las políticas y lineamientos de conducta tendientes a que sus agremiados y otras personas vinculadas a 
éstos con motivo de un empleo, cargo o comisión en ellos, conozcan y se apeguen a la normativa aplicable, 
así como a los sanos usos y prácticas bancarias;  

V. Los requisitos de calidad técnica, honorabilidad e historial crediticio satisfactorio aplicables al personal de 
sus agremiados;  

VI. La procuración de la eficiencia y transparencia en las actividades bancarias;  

VII. El proceso para la adopción de normas y la verificación de su cumplimiento;  

VIII. Las medidas disciplinarias y correctivas que se aplicarán a sus agremiados en caso de incumplimiento, 
así como el procedimiento para hacerlas efectivas, y  

IX. Los usos y prácticas bancarias.  

Además, las asociaciones o sociedades gremiales de instituciones de crédito que obtengan el reconocimiento 
de organismo autorregulatorio bancario por parte de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores podrán llevar 
a cabo certificaciones de capacidad técnica de empleados, funcionarios y directivos de las instituciones de 
crédito, así como de sus apoderados, cuando así lo prevean las normas a que se refiere este artículo.  

Los organismos autorregulatorios bancarios deberán llevar a cabo evaluaciones periódicas a sus agremiados, 
sobre el cumplimiento de las normas que expidan dichos organismos para el otorgamiento de las 
certificaciones a que se refiere el párrafo anterior. Cuando de los resultados de dichas evaluaciones puedan 
derivar infracciones administrativas o delitos, a juicio del organismo de que se trate, éste deberá informar de 
ello a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, sin perjuicio de las facultades de supervisión que 
corresponda ejercer a la propia Comisión. Asimismo, dichos organismos deberán llevar un registro de las 
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medidas correctivas y disciplinarias que apliquen a las personas certificadas por ellos, el cual estará a 
disposición de la propia Comisión.  

Las normas autorregulatorias que se expidan en términos de lo previsto en este artículo no podrán contravenir 
o exceptuar lo establecido en la presente Ley y demás disposiciones aplicables.  

Artículo 7 Bis 2.- La Comisión Nacional Bancaria y de Valores expedirá disposiciones de carácter general en 
las que establezca los requisitos que deberán cumplir las asociaciones o sociedades gremiales de 
instituciones de crédito para obtener, acorde con su tipo, el reconocimiento de organismo autorregulatorio a 
que se refiere el artículo 7 Bis de esta Ley, así como para regular su funcionamiento.  

Artículo 7 Bis 3.- La Comisión Nacional Bancaria y de Valores tendrá facultades para:  

I. Vetar las normas de autorregulación que expidan los organismos autorregulatorios bancarios, cuando la 
propia Comisión considere que éstas puedan afectar el sano y equilibrado desarrollo del sistema financiero, 
en protección de los intereses del público, en cuyo caso tales normas no iniciarán su vigencia o quedarán sin 
efectos;  

II. Ordenar la suspensión, remoción o destitución de los consejeros y directivos de los organismos 
autorregulatorios bancarios, así como imponer veto de tres meses hasta cinco años, a las personas antes 
mencionadas, cuando cometan infracciones graves o reiteradas a esta Ley y demás disposiciones de carácter 
general que emanen de ella, con independencia de las sanciones económicas que correspondan conforme a 
esta u otras leyes, y  

III. Revocar el reconocimiento de organismos autorregulatorios bancarios cuando cometan infracciones graves 
o reiteradas a lo previsto en esta u otras leyes y demás disposiciones de carácter general que emanen de las 
mismas.  

Para proceder en términos de lo previsto en las fracciones II y III de este artículo, dicha Comisión deberá 
contar con el previo acuerdo de su Junta de Gobierno. Antes de dictar la resolución correspondiente, la 
Comisión deberá escuchar al interesado y al organismo de que se trate.  

Las resoluciones a que se refiere este artículo podrán ser recurridas ante la Comisión Nacional Bancaria y de 
Valores dentro de los quince días hábiles siguientes a la fecha en que se hubieren notificado. La propia 
Comisión, con aprobación de su Junta de Gobierno, podrá revocar, modificar o confirmar la resolución 
recurrida, previa audiencia del afectado.  

Artículo 8°.- Para organizarse y operar como institución de banca múltiple se requiere autorización del 
Gobierno Federal, que compete otorgar discrecionalmente a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, 
previo acuerdo de su Junta de Gobierno y opinión favorable del Banco de México. Por su naturaleza, estas 
autorizaciones serán intransmisibles.  

Dentro de los cinco días hábiles siguientes a la fecha en que la Junta de Gobierno de la Comisión Nacional 
Bancaria y de Valores haya resuelto otorgar la autorización a que se refiere el párrafo anterior, dicha Comisión 
notificará la resolución, así como su opinión favorable respecto del proyecto de estatutos de la sociedad de 
que se trate, a fin de que se realicen los actos tendientes a su constitución o a la transformación de su 
organización y funcionamiento, según corresponda. El promovente, en un plazo de noventa días contado a 
partir de dicha notificación, deberá presentar a la propia Comisión, para su aprobación, el instrumento público 
en que consten los estatutos de la sociedad en términos de esta Ley para posteriormente proceder a su 
inscripción en el Registro Público de Comercio sin que se requiera mandamiento judicial al respecto.  

La autorización que se otorgue conforme a este artículo, quedará sujeta a la condición de que se obtenga la 
autorización para iniciar las operaciones respectivas en términos del artículo 46 Bis de esta Ley, la que deberá 
solicitarse dentro de un plazo de ciento ochenta días contado a partir de la aprobación del instrumento público 
a que se refiere el párrafo anterior. Al efectuarse la citada inscripción del instrumento público, deberá hacerse 
constar que la autorización para organizarse y operar como institución de banca múltiple se encuentra sujeta a 
la condición señalada en este párrafo.  
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Las autorizaciones para organizarse y operar como institución de banca múltiple, así como sus 
modificaciones, se publicarán, a costa de la institución de que se trate, en el Diario Oficial de la Federación y 
en dos periódicos de amplia circulación de su domicilio social.  

Artículo 8 Bis.- Sin perjuicio de lo señalado en el artículo anterior, hasta en tanto entre en vigor la 
autorización para organizarse y operar como institución de banca múltiple, la sociedad correspondiente, una 
vez que se haya recibido la notificación mencionada en dicho artículo, podrá celebrar los actos necesarios 
para cumplir con los requisitos establecidos en el artículo 46 Bis de esta Ley para el inicio de operaciones, sin 
que, durante dicho periodo, pueda celebrar ninguna de las operaciones señaladas en el artículo 46 de esta 
Ley, excepto las previstas en su fracción XXIII. Durante el periodo antes referido, la sociedad de que se trate 
estará exceptuada de la aplicación de lo dispuesto en el primer párrafo del artículo 105 de esta Ley.  

La autorización para organizarse y operar como institución de banca múltiple conforme a esta Ley no surtirá 
sus efectos, sin que para ello sea necesaria declaración de autoridad alguna, cuando no se cumpla la 
condición referida.  

Artículo 9°.- ...  

I. a IV. ....  

Los estatutos sociales, así como cualquier modificación a los mismos, deberán ser sometidos a la aprobación 
de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores. Una vez aprobados los estatutos sociales o sus reformas, el 
instrumento público en el que consten deberá inscribirse en el Registro Público de Comercio sin que sea 
preciso mandamiento judicial.  

Artículo 10.- Las solicitudes de autorización para organizarse y operar como institución de banca múltiple 
deberán acompañarse de lo siguiente:  

I. Proyecto de estatutos de la sociedad que deberá considerar el objeto social y señalar expresa e 
individualmente las operaciones que pretenda realizar conforme a lo dispuesto por el artículo 46 de esta Ley, 
así como satisfacer los requisitos que, en términos de la presente Ley y de las demás disposiciones 
aplicables, deban contenerse;  

II. Relación e información de las personas que directa o indirectamente pretendan mantener una participación 
en el capital social de la institución de banca múltiple a constituir, que deberá contener, de conformidad con 
las disposiciones de carácter general que al efecto expida la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, previo 
acuerdo de su Junta de Gobierno, lo siguiente:  

a) El monto del capital social que cada una de ellas suscribirá y el origen de los recursos que utilizará para tal 
efecto;  

b) La situación patrimonial, tratándose de personas físicas, o los estados financieros, tratándose de personas 
morales, en ambos casos de los últimos tres años, y  

c) Aquélla que permita verificar que cuentan con honorabilidad e historial crediticio y de negocios satisfactorio.  

III. Relación de los probables consejeros, director general y principales directivos de la sociedad, acompañada 
de la información que acredite que dichas personas cumplen con los requisitos que esta Ley establece para 
dichos cargos.  

IV. Plan general de funcionamiento de la sociedad que comprenda por lo menos:  

a) Las operaciones a realizar de conformidad con el artículo 46 de esta Ley;  

b) Las medidas de seguridad para preservar la integridad de la información;  
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c) Los programas de captación de recursos y de otorgamiento de créditos en los que se refleje la 
diversificación de operaciones pasivas y activas de conformidad con la normativa aplicable, así como los 
segmentos del mercado que se atenderán preferentemente;  

d) Las previsiones de cobertura geográfica, en las que se señalen las regiones y plazas en las que se 
pretenda operar;  

e) El estudio de viabilidad financiera de la sociedad;  

f) Las bases para aplicar utilidades, en la inteligencia de que las sociedades a las que se autorice para 
organizarse y operar como instituciones de banca múltiple no podrán repartir dividendos durante sus tres 
primeros ejercicios sociales y que, en ese mismo periodo, deberán aplicar sus utilidades netas a reservas. La 
restricción anterior no será aplicable a las instituciones de banca múltiple que cuenten con un índice de 
capitalización superior en diez puntos porcentuales al requerido conforme a lo dispuesto en el artículo 50 de la 
presente Ley, y  

g) Las bases relativas a su organización, administración y control interno;  

V. Comprobante de depósito en garantía en moneda nacional constituido en institución de crédito o de valores 
gubernamentales por su valor de mercado, a favor de la Tesorería de la Federación, por una cantidad igual al 
diez por ciento del capital mínimo con que deba operar la sociedad conforme a la presente Ley, y  

VI. La demás documentación e información relacionada, que la Comisión Nacional Bancaria y de Valores 
requiera para el efecto.  

La Comisión Nacional Bancaria y de Valores tendrá la facultad de verificar que la solicitud a que se refiere el 
presente artículo cumpla con lo previsto en esta Ley, para lo cual dicha Comisión contará con facultades para 
corroborar la veracidad de información proporcionada y, en tal virtud, las dependencias y entidades de la 
Administración Pública. Federal, así como las demás instancias federales, entregarán la información 
relacionada. Asimismo, la Comisión podrá solicitar a organismos extranjeros con funciones de supervisión o 
regulación similares corroborar la información que al efecto se le proporcione.  

Cuando no se presente el instrumento público en el que consten los estatutos de la sociedad, para su 
aprobación, dentro del plazo de noventa días señalado en el segundo párrafo del artículo 8° de esta Ley; no 
se obtenga o no se solicite la autorización para iniciar operaciones en términos de los artículos 8° y 46 Bis de 
esta Ley, respectivamente; la sociedad inicie operaciones distintas a las señaladas en el artículo 8 Bis de esta 
misma Ley sin contar con dicha autorización, o se revoque la autorización para organizarse y operar como 
institución de banca múltiple al amparo de la fracción I del artículo 28 de esta Ley; la Comisión Nacional 
Bancaria y de Valores instruirá a la Tesorería de la Federación para hacer efectiva la garantía por el importe 
original del depósito mencionado en la fracción V de este artículo.  

En los supuestos de que se niegue la autorización, se desista el interesado o la institución de banca múltiple 
de que se trate inicie operaciones en los términos previstos en esta Ley, se devolverá el comprobante de 
depósito a que se refiere la citada fracción V.  

Una vez que se haya hecho la notificación a que se refiere el artículo 8° de la presente Ley y se haya otorgado 
la aprobación de los estatutos prevista en ese mismo artículo, el inicio de operaciones de la institución de 
banca múltiple deberá sujetarse a lo dispuesto en el artículo 46 Bis de esta Ley.  

Artículo 10 Bis.- Las sociedades ya constituidas que, conforme al artículo 8° de esta Ley, soliciten 
autorización para organizarse y operar como institución de banca múltiple deberán acompañar a la solicitud 
correspondiente la información y documentación señalada en el artículo 10 de esta Ley, así como el proyecto 
de acuerdo de su órgano de gobierno, que incluya lo relativo a la transformación de su régimen de 
organización y funcionamiento y la consecuente modificación de sus estatutos sociales.  

En el evento en que la Comisión Nacional Bancaria y de Valores otorgue su autorización en términos del 
artículo 8 de esta Ley a sociedades que, al momento en que dicha autorización entre en vigor, gocen de otra 
autorización para constituirse, organizarse, funcionar y operar, según sea el caso, como entidades financieras 
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de otra naturaleza, esa otra autorización quedará sin efectos por ministerio de ley, sin que resulte necesaria la 
emisión de una declaratoria expresa al respecto, por parte de la autoridad que la haya otorgado.  

Artículo 12.- Las acciones serán de igual valor; dentro de cada serie, conferirán a sus tenedores los mismos 
derechos, y deberán pagarse íntegramente en efectivo en el acto de ser suscritas, o bien, en especie si, en 
este último caso, así lo autoriza la Comisión Nacional Bancaria y de Valores considerando la situación 
financiera de la institución. Las mencionadas acciones se mantendrán en depósito en alguna de las 
instituciones para el depósito de valores reguladas en la Ley del Mercado de Valores, las que en ningún caso 
se encontrarán obligadas a entregarlas a los titulares.  

...  

...  

...  

Artículo 14.- Las personas que adquieran o transmitan acciones de la serie "O" por más del dos por ciento del 
capital social pagado de una institución de banca múltiple, deberán dar aviso de ello a la Comisión Nacional 
Bancaria y de Valores dentro de los tres días hábiles siguientes a la adquisición o transmisión.  

Artículo 17.- Cualquier persona física o moral podrá, mediante una o varias operaciones simultáneas o 
sucesivas, adquirir acciones de la serie "O" del capital social de una institución de banca múltiple, siempre y 
cuando se sujete a lo dispuesto por este artículo.  

Cuando se pretenda adquirir directa o indirectamente más del cinco por ciento del capital social ordinario 
pagado, o bien, otorgar garantía sobre las acciones que representen dicho porcentaje, se deberá obtener 
previamente la autorización de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, la que podrá otorgarla 
discrecionalmente, para lo cual deberá escuchar la opinión del Banco de México. En estos casos, las 
personas que pretendan realizar la adquisición o afectación mencionada deberán acreditar que cumplen con 
los requisitos establecidos en la fracción II del artículo 10 de esta Ley, así como proporcionar a la propia 
Comisión la información que, para tal efecto, se establezca mediante reglas de carácter general, previo 
acuerdo de su Junta de Gobierno.  

En el supuesto de que una persona o grupo de personas, accionistas o no, pretenda adquirir el veinte por 
ciento o más de las acciones representativas de la serie "O" del capital social de la institución de banca 
múltiple u obtener el control de la propia institución, entendiéndose por esto último la capacidad de imponer, 
directa o indirectamente, decisiones en las asambleas generales de accionistas de la institución; el mantener 
la titularidad de derechos que permitan, directa o indirectamente, ejercer el voto respecto de más del 
cincuenta por ciento del capital social de la institución; dirigir, directa o indirectamente, la administración, la 
estrategia o las principales políticas de la institución, ya sea a través de la propiedad de valores o por 
cualquier otro acto jurídico, se deberá solicitar previamente autorización de la Comisión Nacional Bancaria y 
de Valores, la que podrá otorgarla discrecionalmente, previa opinión favorable del Banco de México. Dicha 
solicitud deberá contener lo siguiente:  

I. Relación o información de la persona o personas que pretendan obtener el control de la institución de banca 
múltiple de que se trate, a la que se deberá acompañar la información que acredite cumplir con los requisitos 
establecidos en la fracción II del artículo 10 de esta Ley, así como aquélla otra prevista en las reglas de 
carácter general señaladas en el segundo párrafo del presente artículo;  

II. Relación de los consejeros y directivos que nombrarían en la institución de banca múltiple de la que 
pretenden adquirir el porcentaje aludido u obtener el control, a la que deberá adjuntarse la información que 
acredite que dichas personas cumplen con los requisitos que esta Ley establece para dichos cargos;  

III. Plan general de funcionamiento de la institución de banca múltiple de que se trate, el cual deberá 
contemplar los aspectos señalados en el artículo 10, fracción IV, de esta Ley;  

IV. Programa estratégico para la organización, administración y control interno de la institución de que se 
trate, y  



 16

V. La demás documentación conexa que requiera la Comisión Nacional Bancaria y de Valores a efecto de 
evaluar la solicitud correspondiente.  

Artículo 18.- Las instituciones de banca múltiple se abstendrán, en su caso, de efectuar la inscripción en el 
registro a que se refieren los artículos 128 y 129 de la Ley General de Sociedades Mercantiles de las 
transmisiones de acciones que se efectúen en contravención de lo dispuesto por los artículos 13, 17, 45-G y 
45-H de esta ley, y deberán informar tal circunstancia a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, dentro de 
los cinco días hábiles siguientes a la fecha en que tengan conocimiento de ello.  

La abstención referida en el párrafo anterior no dará lugar a la responsabilidad a que se refiere el artículo 129 
de la Ley General de Sociedades Mercantiles.  

Las adquisiciones de acciones y demás actos jurídicos para obtener el control de una institución de banca 
múltiple, que se realicen en contravención a lo dispuesto por los artículos 17, 45-G y 45-H de esta Ley, 
estarán afectos de nulidad y no surtirán efectos hasta que se acredite que se ha obtenido la autorización que 
corresponda, de modo que las personas que las hubieren adquirido o los hayan celebrado no podrán ejercer 
los derechos corporativos y patrimoniales respectivos. Una vez obtenidas las autorizaciones correspondientes, 
las adquisiciones y actos antes referidos serán convalidados.  

Artículo 19.- El capital mínimo para las instituciones de banca múltiple que tengan expresamente 
contempladas en sus estatutos sociales todas las operaciones previstas en el artículo 46 de esta Ley será el 
equivalente en moneda nacional al valor de noventa millones de Unidades de Inversión. Para los demás 
casos, la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, previo acuerdo de su Junta de Gobierno, determinará 
mediante disposiciones de carácter general el importe del capital mínimo de las instituciones de banca 
múltiple en función de las operaciones que tengan expresamente contempladas en sus estatutos sociales. En 
ningún caso el capital mínimo aplicable a una institución de banca múltiple podrá ser inferior al equivalente al 
cuarenta por ciento del capital mínimo previsto para las instituciones que realicen todas las operaciones 
previstas en el artículo 46 de esta Ley.  

El monto del capital mínimo con el que deberán contar las instituciones tendrá que estar suscrito a más tardar 
el último día hábil del año de que se trate. Al efecto, se considerará el valor de las Unidades de Inversión 
correspondiente al 31 de diciembre del año inmediato anterior.  

El capital mínimo deberá estar íntegramente pagado. Cuando el capital social exceda del mínimo, deberá 
estar pagado, por lo menos, en un cincuenta por ciento, siempre que este porcentaje no sea inferior al mínimo 
establecido.  

Cuando una institución de banca múltiple anuncie su capital social, deberá al mismo tiempo anunciar su 
capital pagado.  

Las instituciones de banca múltiple solo estarán obligadas a constituir las reservas de capital previstas en la 
presente Ley y en las disposiciones administrativas expedidas con base en la misma.  

Para cumplir con el capital mínimo, las instituciones, en función de las operaciones que tengan expresamente 
contempladas en sus estatutos sociales, podrán considerar el capital neto con que cuenten conforme a lo 
dispuesto en el artículo 50 de esta Ley. El capital neto en ningún momento podrá ser inferior al capital mínimo 
que les resulte aplicable conforme a lo establecido en el primer párrafo del presente artículo.  

La Comisión Nacional Bancaria y de Valores establecerá los casos y condiciones en que las instituciones de 
banca múltiple podrán adquirir transitoriamente las acciones representativas de su propio capital, sin perjuicio 
de los casos aplicables conforme a la Ley del Mercado de Valores.  

Artículo 22.- El consejo de administración de las instituciones de banca múltiple estará integrado por un 
mínimo de cinco y un máximo de quince consejeros propietarios, de los cuales los que integren cuando menos 
el veinticinco por ciento deberán ser independientes. Por cada consejero propietario se podrá designar a un 
suplente, en el entendido de que los consejeros suplentes de los consejeros independientes deberán tener 
este mismo carácter.  



 17

Por consejero independiente deberá entenderse a la persona que sea ajena a la administración de la 
institución de banca múltiple respectiva, y que reúna los requisitos y condiciones que determine la Comisión 
Nacional Bancaria y de Valores, mediante disposiciones de carácter general, en las que igualmente se 
establecerán los supuestos bajo los cuales se considerará que un consejero deja de ser independiente para 
los efectos de este artículo.  

En ningún caso podrán ser consejeros independientes:  

I. Empleados o directivos de la institución;  

II. Personas que se encuentren en alguno de los supuestos previstos en el artículo 73 de esta Ley, o tengan 
poder de mando;  

III. Socios o personas que ocupen un empleo, cargo o comisión en sociedades o asociaciones importantes 
que presten servicios a la institución o a las empresas que pertenezcan al mismo grupo empresarial del cual 
forme parte ésta.  

Se considera que una sociedad o asociación es importante cuando los ingresos que recibe por la prestación 
de servicios a la institución o al mismo grupo empresarial del cual forme parte ésta, representan más del cinco 
por ciento de los ingresos totales de la sociedad o asociación de que se trate.  

IV. Clientes, proveedores, prestadores de servicios, deudores, acreedores, socios, consejeros o empleados de 
una sociedad que sea cliente, proveedor, prestador de servicios, deudor o acreedor importante de la 
institución.  

Se considera que un cliente, proveedor o prestador de servicios es importante cuando los servicios que le 
preste la institución o las ventas que aquél le haga a ésta representen más del diez por ciento de los servicios 
o ventas totales del cliente, del proveedor o del prestador de servicios, respectivamente. Asimismo, se 
considera que un deudor o acreedor es importante cuando el importe de la operación respectiva sea mayor al 
quince por ciento de los activos de la institución o de su contraparte;  

V. Empleados de una fundación, asociación o sociedad civiles que reciban donativos importantes de la 
institución.  

Se consideran donativos importantes a aquéllos que representen más del quince por ciento del total de 
donativos recibidos por la fundación, asociación o sociedad civiles de que se trate;  

VI. Directores generales o directivos de alto nivel de una sociedad en cuyo consejo de administración participe 
el director general o un directivo de alto nivel de la institución;  

VII. Directores generales o empleados de las empresas que pertenezcan al grupo financiero al que pertenezca 
la propia institución;  

VIII. Cónyuges, concubinas o concubinarios, así como los parientes por consanguinidad, afinidad o civil hasta 
el primer grado, de alguna de las personas mencionadas en las fracciones III a VII anteriores, o bien, hasta el 
tercer grado de alguna de las señaladas en las fracciones I, II, IX y X de este artículo;  

IX. Directores o empleados de empresas en las que los accionistas de la institución ejerzan el control;  

X. Quienes tengan conflictos de interés o estén supeditados a intereses personales, patrimoniales o 
económicos de cualquiera de las personas que mantengan el control de la institución o del consorcio o grupo 
empresarial al que pertenezca la institución, o el poder de mando en cualquiera de éstos, y  

XI. Quienes hayan estado comprendidos en alguno de los supuestos anteriores, durante el año anterior al 
momento en que se pretenda hacer su designación.  
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El consejo deberá reunirse por lo menos trimestralmente, y en forma extraordinaria, cuando sea convocado 
por su presidente o por los consejeros que representen, al menos, el veinticinco por ciento del total de 
miembros del consejo o por cualquiera de los comisarios de la institución. Para la celebración de las sesiones 
ordinarias y extraordinarias del consejo de administración, se deberá contar con la asistencia de los 
consejeros que representen, cuando menos, el cincuenta y uno por ciento de todos los miembros del consejo, 
de los cuales por lo menos uno deberá ser consejero independiente.  

Los accionistas que representen, cuando menos, un diez por ciento del capital pagado ordinario de la 
institución tendrán derecho a designar un consejero. Únicamente podrá revocarse el nombramiento de los 
consejeros de minoría, cuando se revoque el de todos los demás.  

El Presidente del consejo tendrá voto de calidad en caso de empate.  

Artículo 22 Bis.- Para efectos del artículo 22 de esta Ley, se entenderá por:  

I. Control, lo previsto en el artículo 17 de esta Ley;  

II. Consorcio, el conjunto de personas morales vinculadas entre sí por una o más personas físicas que 
integrando un grupo de personas, tengan el control de las primeras;  

III. Grupo de personas, las personas que tengan acuerdos, de cualquier naturaleza, para tomar decisiones en 
un mismo sentido. Se presume, salvo prueba en contrario, que constituyen un grupo de personas:  

a) Las personas que tengan parentesco por consanguinidad, afinidad o civil hasta el cuarto grado, los 
cónyuges, la concubina y el concubinario.  

b) Las sociedades que formen parte de un mismo consorcio o grupo empresarial y la persona o conjunto de 
personas que tengan el control de dichas sociedades.  

IV. Grupo empresarial, el conjunto de personas morales organizadas bajo esquemas de participación directa o 
indirecta del capital social, en las que una misma sociedad mantiene el control de dichas personas morales. 
Asimismo, se considerarán como grupo empresarial a los grupos financieros constituidos conforme a la Ley 
para Regular las Agrupaciones Financieras.  

V. Poder de mando, la capacidad de hecho de influir de manera decisiva en los acuerdos adoptados en las 
sesiones de la asamblea de accionistas o del consejo de administración o en la gestión, conducción y 
ejecución de los negocios de la institución de banca múltiple de que se trate o de las personas morales que 
ésta controle. Se presume que tienen poder de mando en una institución de banca múltiple, salvo prueba en 
contrario, las personas que se ubiquen en cualquiera de los supuestos siguientes:  

a) Los accionistas que tengan el control de la administración.  

b) Los individuos que tengan vínculos con la institución de banca múltiple o las personas morales que integran 
el grupo financiero al que aquella pertenezca, a través de cargos vitalicios, honoríficos o con cualquier otro 
título análogo o semejante a los anteriores.  

c) Las personas que hayan transmitido el control de la institución de banca múltiple bajo cualquier título y de 
manera gratuita o a un valor inferior al de mercado o contable, en favor de individuos con los que tengan 
parentesco por consanguinidad, afinidad o civil hasta el cuarto grado, el cónyuge, la concubina o el 
concubinario.  

d) Quienes instruyan a consejeros o directivos relevantes de la institución de banca múltiple, la toma de 
decisiones o la ejecución de operaciones en la propia institución o en las personas morales que ésta controle. 
Se considerarán directivos relevantes el director general de las instituciones de crédito, así como las personas 
físicas que, ocupando un empleo, cargo o comisión en aquéllas o en las personas morales que controlen 
dichas instituciones o que la controlen, adopten decisiones que trasciendan de forma significativa en la 
situación administrativa, financiera, operacional o jurídica de la propia institución o del grupo empresarial al 
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que ésta pertenezca, sin que queden comprendidos dentro de esta definición los consejeros de dichas 
instituciones de crédito.  

Artículo 23.- ...  

...  

...  

I. ...  

II. El cónyuge, concubina o concubinario de cualquiera de las personas a que se refiere la fracción anterior. 
Las personas que tengan parentesco por consanguinidad o afinidad hasta el segundo grado, o civil, con más 
de dos consejeros.  

III. a VI. ...  

VII. Quienes realicen funciones de regulación y supervisión de las instituciones de crédito, salvo que exista 
participación del Gobierno Federal o del Instituto para la Protección al Ahorro Bancario en el capital de las 
mismas, o reciban apoyos de este último, y  

VIII. Quienes participen en el consejo de administración de otra institución de banca múltiple o de una 
sociedad controladora de un grupo financiero al que pertenezca una institución de banca múltiple.  

...  

La persona que vaya a ser designada como consejero de una institución de banca múltiple y sea consejero de 
otra entidad financiera deberá revelar dicha circunstancia a la asamblea de accionistas de dicha institución 
para el acto de su designación.  

Artículo 24.- ...  

I. a IV. ...  

Los comisarios de las instituciones deberán contar con calidad técnica, honorabilidad e historial crediticio 
satisfactorio en términos de las disposiciones a que se refiere la fracción II del artículo 10 de esta Ley, así 
como con amplios conocimientos y experiencia en materia financiera, contable, legal o administrativa y, 
además, deberán cumplir con el requisito establecido en la fracción I del presente artículo.  

Artículo 25.- ...  

...  

...  

Las resoluciones a que se refiere este artículo podrán ser recurridas ante la Comisión Nacional Bancaria y de 
Valores dentro de los quince días hábiles siguientes a la fecha en que se hubieren notificado. La propia 
Comisión, con aprobación de su Junta de Gobierno, podrá revocar, modificar o confirmar la resolución 
recurrida, previa audiencia de las partes.  

Artículo 27.- Para la fusión de dos o más instituciones de banca múltiple, o de cualquier sociedad o entidad 
financiera con una institución de banca múltiple, se requerirá autorización previa de la Comisión Nacional 
Bancaria y de Valores, con aprobación de su Junta de Gobierno, previa opinión favorable del Banco de 
México, y se efectuará de acuerdo con las bases siguientes:  
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I. Las sociedades respectivas presentarán a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores los proyectos de los 
acuerdos de las asambleas de accionistas relativos a la fusión, del convenio de fusión, y de las modificaciones 
que correspondería realizar a los estatutos de las propias sociedades y al convenio de responsabilidades a 
que se refiere la Ley para Regular las Agrupaciones Financieras; el plan de fusión de dichas sociedades, con 
indicación de las etapas en que deberá llevarse a cabo; los estados contables que presenten la situación de 
las sociedades y que servirán de base para la asamblea que autorice la fusión; los estados financieros 
proyectados de la sociedad resultante de la fusión y la información a que se refieren las fracciones I, II, III y IV 
del artículo 10 de esta Ley, así como la demás documentación e información relacionada que la Comisión 
Nacional Bancaria y de Valores requiera para el efecto;  

II. La autorización a que se refiere este artículo, así como el instrumento público en el que consten los 
acuerdos y el convenio de fusión, se inscribirán en el Registro Público de Comercio;  

La institución de banca múltiple que subsista quedará obligada a continuar con los trámites de la fusión y 
asumirá las obligaciones de la fusionada desde el momento en que la fusión haya sido acordada, siempre y 
cuando dicho acto haya sido autorizado en los términos del presente artículo.  

La fusión surtirá efectos frente a terceros cuando se hayan inscrito la autorización y el instrumento público en 
el que consten los acuerdos de fusión ante el Registro Público de Comercio;  

III. Una vez hecha la inscripción a que se refiere la fracción II de este artículo, los acuerdos de fusión 
adoptados por las respectivas asambleas de accionistas se publicarán en el Diario Oficial de la Federación y 
en dos periódicos de amplia circulación en la plaza en que tengan su domicilio las sociedades;  

IV. La autorización que otorgue la Comisión Nacional Bancaria y de Valores para la fusión de una institución 
de banca múltiple como fusionada, dejará sin efectos la autorización otorgada a ésta para organizarse y 
operar como tal, sin que, para ello, resulte necesaria la emisión de una declaratoria expresa por parte de la 
autoridad que la haya otorgado, y  

V. Durante los noventa días siguientes a partir de la fecha de la publicación a que se refiere la fracción IV de 
este artículo, los acreedores de cualquiera de las sociedades, incluso de las demás entidades financieras del 
o de los grupos financieros a los que pertenezcan las sociedades objeto de la fusión, podrán oponerse 
judicialmente a la misma, con el único objeto de obtener el pago de sus créditos, sin que esta oposición 
suspenda la fusión.  

La fusión de una institución de banca múltiple que pertenezca a un grupo financiero, sea como fusionante o 
fusionada, se sujetará a lo dispuesto por este artículo y no le será aplicable lo previsto en el artículo 10 de la 
Ley para Regular las Agrupaciones Financieras.  

Artículo 27 Bis.- Para la escisión de una institución de banca múltiple se requerirá autorización previa de la 
Comisión Nacional Bancaria y de Valores, con aprobación de su Junta de Gobierno y después de escuchar la 
opinión del Banco de México.  

La sociedad escindente presentará a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores el proyecto de acta que 
contenga los acuerdos de su asamblea general extraordinaria de accionistas relativos a su escisión, proyecto 
de reformas estatutarias de la sociedad escindente, proyecto de estatutos sociales de la sociedad escindida, 
estados contables que presenten la situación de la sociedad escindente y que servirán de base para la 
asamblea que autorice la escisión, estados financieros proyectados de las sociedades que resulten de la 
escisión y la demás documentación conexa que requiera la Comisión Nacional Bancaria y de Valores a efecto 
de evaluar la solicitud respectiva.  

La autorización a que se refiere este artículo y los acuerdos de la asamblea de accionistas relativos a la 
escisión y la escritura constitutiva de la escindida se inscribirán en el Registro Público de Comercio. A partir de 
la fecha en que se inscriban surtirá efectos la escisión.  

Una vez hecha la inscripción anterior, los acuerdos de escisión adoptados por la asamblea de accionistas de 
la sociedad escindente se publicarán en el Diario Oficial de la Federación y en dos periódicos de amplia 
circulación en la plaza en que tenga su domicilio social la escindente.  
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Durante los noventa días naturales siguientes a partir de la fecha de publicación a que se refiere la fracción 
anterior, los acreedores de la sociedad escindente podrán oponerse judicialmente a la misma, con el objeto de 
obtener el pago de sus créditos, sin que esta oposición suspenda la escisión.  

La sociedad escindida no se entenderá autorizada para organizarse y operar como institución de banca 
múltiple y la sociedad escindente que subsista conservará la autorización que se le haya otorgado para esos 
efectos.  

Con motivo de la escisión, a la sociedad escindida no se le podrán transmitir operaciones activas ni pasivas 
de las instituciones de crédito, salvo en los casos en que lo autorice la Comisión Nacional Bancaria y de 
Valores.  

En el evento de que la escisión produzca la extinción de la institución de banca múltiple escindente, la 
autorización otorgada para organizarse y operar como tal quedará sin efectos, sin que resulte necesaria la 
emisión de una declaratoria expresa al respecto.  

Artículo 27 Bis 1.- El Instituto para la Protección al Ahorro Bancario podrá organizar y operar instituciones de 
banca múltiple, exclusivamente con el objeto de celebrar operaciones de transferencia de activos y pasivos de 
las instituciones de crédito en liquidación en términos de lo previsto en el artículo 122 Bis 29 de esta Ley. Las 
instituciones organizadas y operadas en términos de este artículo, podrán prestar el servicio de banca y 
crédito a que se refiere el artículo 2 de la presente Ley a partir de su constitución, sin requerir de la 
autorización expresa de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores. Para tales efectos, la citada Comisión 
emitirá la constancia correspondiente, a solicitud del Instituto para la Protección al Ahorro Bancario, siempre 
que la Junta de Gobierno de este último haya determinado en el método de resolución correspondiente a la 
respectiva institución de crédito en liquidación, la transferencia de activos y pasivos en términos del artículo 
122 Bis 29 de esta Ley. El Instituto para la Protección al Ahorro Bancario deberá publicar la citada constancia 
en el Diario Oficial de la Federación y en dos periódicos de amplia circulación nacional.  

...  

...  

...  

...  

Artículo 27 Bis 3.- ...  

I. Transmitir las acciones representativas del capital social de la institución de que se trate a otra institución de 
banca múltiple autorizada, en cuyo caso deberán fusionarse ambas sociedades previa autorización de la 
Comisión Nacional Bancaria y de Valores en los términos del artículo 27 de esta Ley, o  

II. ...  

...  

Artículo 28.- La Comisión Nacional Bancaria y de Valores, con aprobación de su Junta de Gobierno, después 
de escuchar a la institución de banca múltiple afectada y la opinión del Banco de México, podrá declarar la 
revocación de la autorización que le haya otorgado a aquélla para organizarse y operar con tal carácter, en los 
casos siguientes:  

I. Si no inicia sus operaciones dentro del plazo de treinta días a partir de la fecha en que se notifique la 
autorización a que se refiere el artículo 46 Bis de esta Ley;  

II. Si la asamblea general de accionistas de la institución de banca múltiple de que se trate, mediante decisión 
adoptada en sesión extraordinaria, resuelve solicitarla. En aquellos casos en que la institución solicite además 
que la liquidación se lleve de conformidad con lo previsto en el Apartado C de la Sección Segunda del 
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Capítulo II del Título Sexto de esta Ley, la Comisión Nacional Bancaria y de Valores escuchará la opinión del 
Instituto para la Protección al Ahorro Bancario al respecto;  

III. a V. ...  

VI. ...  

a) y b) ...  

Lo previsto en la presente fracción no será aplicable cuando la institución de que se trate demuestre ante la 
Comisión Nacional Bancaria y de Valores que cuenta con los recursos líquidos necesarios para hacer frente a 
las obligaciones de pago que correspondan, o bien, cuando la obligación de pago respectiva se encuentre 
sujeta a controversia judicial, a un procedimiento arbitral o a un procedimiento de conciliación ante la 
autoridad competente.  

Las cámaras de compensación, las contrapartes centrales, las instituciones para el depósito de valores, el 
Banco de México, así como cualquier acreedor de la institución, podrán informar a la Comisión Nacional 
Bancaria y de Valores cuando la institución se ubique en alguno de los supuestos a que se refiere esta 
fracción.  

La declaración de revocación se publicará en el Diario Oficial de la Federación y en dos periódicos de amplia 
circulación en el país, se inscribirá en el Registro Público de Comercio y pondrá en estado de disolución y 
liquidación a la sociedad, sin necesidad del acuerdo de la asamblea de accionistas, conforme a lo previsto en 
la Sección Segunda del Capítulo II del Título Sexto de esta Ley. La Comisión Nacional Bancaria y de Valores 
deberá hacer del conocimiento del Instituto para la Protección al Ahorro Bancario la declaración de 
revocación.  

Artículo 29 Bis.- Cuando la Comisión Nacional Bancaria y de Valores tenga conocimiento de que una 
institución de banca múltiple ha incurrido en alguno de los supuestos previstos en el artículo 28 de esta Ley, le 
notificará dicha situación para que, en un plazo de quince días hábiles contados a partir de la fecha en que 
surta efectos la notificación respectiva, la propia institución manifieste por escrito lo que a su derecho 
convenga y presente los elementos que, a su juicio, acrediten que se han subsanado los hechos u omisiones 
señalados en la notificación, o bien, para que formule la solicitud a que se refiere el artículo 29 Bis 2 de esta 
Ley.  

...  

Artículo 29 Bis 2.- Respecto de aquella institución que incurra en la causal de revocación a que se refiere la 
fracción V del artículo 28 de la presente Ley, la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, una vez que haya 
escuchado la opinión del Banco de México, podrá abstenerse de revocar la autorización respectiva, con el 
propósito de que dicha institución continúe operando en términos de lo previsto en la presente Sección.  

Lo dispuesto en el párrafo anterior procederá siempre y cuando la institución de que se trate, previa 
aprobación de su asamblea de accionistas celebrada de conformidad con lo dispuesto por el artículo 29 Bis 1 
de esta Ley, lo solicite por escrito a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, y acredite ante ésta, dentro 
del plazo a que se refiere el artículo 29 Bis de este mismo ordenamiento, la ejecución de los siguientes actos 
aprobados por dicha asamblea:  

I. a II. ...  

...  

...  

...  

Artículo 29 Bis 4.- ...  
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I. a IV. ...  

V. ...  

a) a b) ...  

c) La institución de banca múltiple respectiva incurra en alguno de los supuestos previstos en las fracciones IV 
y VI del artículo 28 de esta Ley, en cuyo caso la Comisión Nacional Bancaria y de Valores procederá 
conforme a lo dispuesto por el artículo 29 Bis de esta Ley, con el fin de que dicha institución manifieste lo que 
a su derecho convenga y presente los elementos que, a su juicio, acrediten que se han subsanado los hechos 
u omisiones señalados en la notificación respectiva;  

VI. a VIII. ...  

...  

...  

Artículo 29 Bis 5.- ...  

La Comisión Nacional Bancaria y de Valores deberá proceder a declarar la revocación de la autorización para 
organizarse y operar como institución de banca múltiple, cuando tenga conocimiento de que la institución de 
que se trate hubiere incurrido en cualquiera de los supuestos a que se refieren los incisos a), b) y c) de la 
fracción V del artículo anterior, salvo que la propia Comisión, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, el 
Banco de México o el Instituto para la Protección al Ahorro Bancario soliciten que se convoque a sesión del 
Comité de Estabilidad Financiera a que se refiere la Sección Quinta del presente Capítulo, en cuyo caso se 
estará a lo dispuesto por el artículo 29 Bis 12 de la presente Ley.  

...  

Asimismo, en caso de que se actualice el supuesto previsto en el inciso c) de la fracción VII del artículo 29 Bis 
4 de esta Ley, la Comisión Nacional Bancaria y de Valores procederá a declarar la revocación de la 
autorización señalada en ese mismo precepto.  

Artículo 29 Bis 12.- ...  

Cuando el Comité de Estabilidad Financiera determine que una institución no se ubica en alguno de los 
supuestos previstos en el artículo 29 Bis 6 de esta Ley, la Comisión Nacional Bancaria y de Valores revocará 
la autorización para organizarse y operar como institución de banca múltiple y el Instituto para la Protección al 
Ahorro Bancario procederá en términos de lo dispuesto por la Sección Segunda del Capítulo II del Título Sexto 
de esta Ley.  

Artículo 40.- ...  

El consejo directivo deberá contar con un comité de auditoría, que tendrá carácter consultivo. La Comisión 
Nacional Bancaria y de Valores establecerá, mediante disposiciones de carácter general, las atribuciones que, 
como mínimo, deberá ejercer dicho comité de auditoría, así como la forma en que el propio comité deberá 
quedar integrado, la periodicidad de sus sesiones y la oportunidad y suficiencia de la información que deba 
considerar.  

El comité de auditoría podrá someter directamente a la consideración del consejo directivo los proyectos, 
programas y demás asuntos relacionados con las facultades a que se refiere el párrafo anterior, y deberá 
comunicarle las diferencias de opinión que existieran entre la administración de la institución de banca de 
desarrollo de que se trate y el propio comité de auditoría.  

Artículo 41.- La Secretaría de Hacienda y Crédito Público fijará las bases de carácter general para establecer 
la remuneración que corresponda a los consejeros externos con carácter de independientes y comisarios de 
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las instituciones de banca de desarrollo que sean designados por los titulares de los certificados de aportación 
patrimonial de la serie "B".  

Las instituciones de banca de desarrollo contarán con un comité de recursos humanos y desarrollo 
institucional. Sin perjuicio de las demás atribuciones que correspondan a dicho comité, éste recomendará al 
consejo directivo el monto de la remuneración que corresponda a los consejeros externos con carácter de 
independientes y comisarios antes referidos, de conformidad con lo establecido en el primer párrafo de este 
artículo.  

Las designaciones de consejeros en las instituciones de banca de desarrollo se realizarán de conformidad con 
sus respectivas leyes orgánicas, así como con lo previsto en el presente artículo.  

Los consejeros externos con carácter de independientes deberán observar los requisitos a que se refiere el 
artículo 22, así como lo dispuesto en el artículo 23 segundo párrafo y fracciones II a VI, ambos de esta Ley.  

Los consejeros externos con carácter de independientes no tendrán suplentes y prestarán sus servicios por un 
período de cuatro años. Los períodos de dichos consejeros serán escalonados y se sucederán cada año. Las 
personas que funjan como tales podrán ser designadas con ese carácter más de una vez.  

La vacante que se produzca de algún consejero externo con carácter de independiente será cubierta por el 
nuevo miembro que se designe para integrar el consejo directivo y durará con tal carácter sólo por el tiempo 
que faltare desempeñar al sustituido.  

Al tomar posesión del cargo, cada consejero deberá suscribir un documento elaborado por la institución de 
banca de desarrollo de que se trate, en donde declare bajo protesta de decir verdad que no tiene impedimento 
alguno para desempeñarse como consejero en dicha institución, y en donde acepte los derechos y 
obligaciones derivados de tal cargo.  

Artículo 42.- ...  

...  

...  

I. Nombrar y remover, a propuesta del director general, a los servidores públicos de la institución que ocupen 
cargos con las dos jerarquías administrativas inferiores a la de aquél, y a los demás que señale el reglamento 
orgánico, así como concederles licencias;  

II. ...  

III. Aprobar el establecimiento, reubicación y clausura de sucursales, agencias y oficinas en el país y en el 
extranjero.  

IV. a V. ...  

VI. Aprobar los estados financieros de la institución para proceder a su publicación. Los estados financieros 
anuales se aprobarán previo dictamen de los comisarios y deberán estar suscritos por el director general, el 
responsable de la contabilidad de la institución y el responsable de las funciones de auditoría interna, 
conforme a su competencia, previo a su aprobación.  

VII. a VII bis. ...  

VIII. Se deroga.  

VIII bis. a IX bis. ...  
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X. Aprobar los programas anuales de adquisición, arrendamiento y enajenación de bienes muebles e 
inmuebles, de realización de obras y prestación de servicios, que la institución requiera, así como las políticas 
y bases generales que regulen los convenios, contratos o acuerdos que deba celebrar la institución con 
terceros, en estas materias, de conformidad con las normas aplicables y sin que dichos programas, políticas y 
bases relativos a sus sucursales sean objeto del ejercicio de las atribuciones a que se refiere el artículo 37, 
fracciones XX y XXIII, de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal en materia de arrendamiento 
de bienes inmuebles.  

XI. Proponer a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público las modificaciones al reglamento orgánico;  

XI bis. Aprobar la cesión de activos y pasivos.  

XII. a XV. ...  

XVI. Aprobar las inversiones en el capital de las empresas a que se refieren los artículos 75, 88 y 89 de esta 
Ley, así como su enajenación;  

XVII. ...  

XVIII. Aprobar la estructura orgánica, niveles de empleo, las bases para la elaboración de tabuladores de 
sueldos, política salarial y para el otorgamiento de incentivos; políticas de ascensos, promociones y 
jubilaciones; lineamientos de selección, reclutamiento y capacitación; criterios de separación; indicadores de 
evaluación de desempeño para la determinación de compensaciones y demás prestaciones económicas y de 
seguridad social establecidas en beneficio de los servidores públicos que laboren en la sociedad, así como las 
condiciones generales de trabajo de la institución, a propuesta del director general, y la remuneración de los 
consejeros y comisarios designados por los titulares de los certificados de aportación patrimonial de la serie 
"B", por recomendación del comité de recursos humanos y desarrollo institucional, como excepción a lo 
dispuesto por los artículos 31, fracción XXIV, y 37, fracciones VIII, XVIII y XVIII bis, de la Ley Orgánica de la 
Administración Pública Federal;  

XIX. a XXI. ...  

XXII. Autorizar el programa de financiamiento acorde con las metas que, para la institución de banca de 
desarrollo de que se trate, fije al efecto la Secretaría de Hacienda y Crédito Público;  

XXIII. Conocer y, en su caso, aprobar los informes que le presente el comité de administración integral de 
riesgos, así como los límites prudenciales de riesgos que al efecto le proponga éste, y  

XXIV. Analizar y aprobar, en su caso, los asuntos que someta a su consideración el comité de auditoría y 
dictar las medidas aplicables o procedentes en materia de control interno.  

En los supuestos establecidos en las fracciones III, VII, IX y XV de este artículo se requerirá de la autorización 
expresa de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público.  

...  

Artículo 43.- El director general, dentro de sus funciones administrativas, someterá a la consideración del 
consejo directivo los proyectos y programas relacionados con las facultades que al propio consejo confiere el 
artículo anterior.  

Además de las señaladas en esta y otras leyes, es facultad del director general la de designar y remover 
delegados fiduciarios.  

El director general será designado por el Ejecutivo Federal, a través del Secretario de Hacienda y Crédito 
Público, y tal nombramiento deberá recaer en la persona que reúna los requisitos señalados en el artículo 24 
de esta Ley.  
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Los mismos requisitos deberán reunir los servidores públicos de la institución que ocupen cargos con las dos 
jerarquías administrativas inferiores a la del director general y los que para estos efectos determine el 
reglamento orgánico. Su designación se hará con base en los méritos obtenidos y con sujeción a lo dispuesto 
por el citado artículo 24. Cuando a criterio de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, los servidores 
públicos que ocupen cargos con las dos jerarquías administrativas inferiores no realicen funciones de carácter 
sustantivo, los podrá eximir de los requisitos contenidos en la fracción II del artículo 24 de esta Ley.  

La Comisión Nacional Bancaria y de Valores, con acuerdo de su Junta de Gobierno y después de escuchar al 
interesado, podrá determinar que se proceda a la remoción o suspensión de los delegados fiduciarios y 
servidores públicos que puedan obligar con su firma a la institución, con excepción del director general, 
cuando considere que tales personas no cuentan con la suficiente calidad técnica o moral para el desempeño 
de sus funciones o que en el desempeño de éstas no se hayan ajustado a las disposiciones legales y 
administrativas aplicables. Las resoluciones de remoción o suspensión podrán ser recurridas ante la Comisión 
Nacional Bancaria y de Valores, la cual resolverá a través de su Junta de Gobierno dentro de los quince días 
hábiles que sigan a la fecha en que la misma se hubiere notificado. La propia Comisión podrá recomendar al 
Ejecutivo Federal, a través de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, la remoción del director general de 
la institución, cuando considere que éste, en el desempeño de sus funciones, no se ha ajustado a las 
disposiciones legales y administrativas aplicables, o bien, no haya conducido la institución con base en las 
sanas prácticas bancarias.  

Artículo 44.- El órgano de vigilancia de las instituciones de banca de desarrollo estará integrado por dos 
comisarios, de los cuales uno será nombrado por la Secretaría de la Función Pública y el otro por los titulares 
de los certificados de aportación patrimonial de la serie "B". Por cada comisario propietario se nombrará el 
respectivo suplente. Los comisarios tendrán las más amplias facultades para examinar los libros de 
contabilidad y demás documentación de la sociedad nacional de crédito de que se trate, incluida la de su 
consejo, así como para llevar a cabo todos los demás actos que requiera el adecuado cumplimiento de sus 
funciones, y tendrá el derecho de asistir a las juntas del consejo directivo con voz.  

La designación de comisarios que realicen los tenedores de los certificados de aportación patrimonial de la 
serie "B" corresponderá a quien o quienes en su conjunto mantengan la mayoría de dicha serie. En el 
supuesto de que el titular sea el Gobierno Federal, la designación correspondiente la realizará el Secretario de 
Hacienda y Crédito Público.  

Artículo 45-C.- Para organizarse y operar como Filial se requiere autorización del Gobierno Federal, que 
compete otorgar discrecionalmente a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, con aprobación de su Junta 
de Gobierno, después de escuchar la opinión del Banco de México. Por su naturaleza estas autorizaciones 
serán intransmisibles.  

...  

Artículo 45-G.- ...  

...  

...  

Las acciones serán de igual valor; dentro de cada serie, conferirán a sus tenedores los mismos derechos, y 
deberán pagarse íntegramente en el acto de ser suscritas, en términos del artículo 12 de esta Ley. Las 
mencionadas acciones se mantendrán en depósito en alguna de las instituciones para el depósito de valores 
reguladas en la Ley del Mercado de Valores, las que en ningún caso se encontrarán obligadas a entregarlas a 
los titulares.  

Artículo 45-H.- Las acciones serie "F" representativas del capital social de una Filial, únicamente podrán ser 
enajenadas previa autorización de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, con aprobación de su Junta 
de Gobierno.  

...  
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...  

No se requerirá autorización de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, ni modificación de estatutos 
cuando la transmisión de acciones sea, en garantía o propiedad, al Instituto para la Protección al Ahorro 
Bancario.  

Las personas que pretendan adquirir, directa o indirectamente, acciones serie "F" representativas del capital 
social de una institución de banca múltiple Filial, deberán obtener previamente la autorización de la Comisión 
Nacional Bancaria y de Valores, quien podrá otorgarla discrecionalmente, después de escuchar la opinión del 
Banco de México. Lo anterior estará sujeto a las disposiciones de carácter general que emita dicha Comisión 
al efecto y será sin perjuicio de lo establecido por el artículo 17.  

Artículo 45-I.- La Comisión Nacional Bancaria y de Valores, con aprobación de su Junta de Gobierno y 
después de escuchar la opinión del Banco de México, podrá autorizar a las Instituciones Financieras del 
Exterior, a las Sociedades Controladoras Filiales o a las Filiales la adquisición de acciones representativas del 
capital social de una o más instituciones de banca múltiple, siempre y cuando se cumplan los siguientes 
requisitos:  

I. ...  

II. En caso que se pretenda convertir la institución en Filial, deberán modificarse los estatutos sociales de la 
citada institución cuyas acciones sean objeto de enajenación, a efecto de cumplir con lo dispuesto en el 
presente capítulo;  

III. ...  

IV. Se deroga.  

V. ...  

Artículo 46.- ...  

I. a XXIV. ...  

XXV. Realizar operaciones derivadas, sujetándose a las disposiciones que expida el Banco de México;  

XXVI. Efectuar operaciones de factoraje financiero;  

XXVI bis. Emitir y poner en circulación cualquier medio de pago que determine el Banco de México, 
sujetándose a las disposiciones que éste emita, y  

XXVII. ...  

Las instituciones de banca múltiple únicamente podrán realizar aquellas operaciones previstas en las 
fracciones anteriores que estén expresamente contempladas en sus estatutos sociales, previa aprobación de 
la Comisión Nacional Bancaria y de Valores en términos de lo dispuesto por los artículos 9° y 46 Bis de la 
presente Ley.  

La Secretaría de Hacienda y Crédito Público, la Comisión Nacional Bancaria y de Valores y el Banco de 
México, dentro de la regulación que deban emitir en el ámbito de su competencia, deberán considerar las 
operaciones que las instituciones de banca múltiple estén autorizadas a realizar conforme a lo previsto en los 
artículos 8°, 10 y 46 Bis de esta Ley, y diferenciar, cuando lo estimen procedente, dicha regulación en 
aspectos tales como la infraestructura con que deberán contar y la información que deberán proporcionar, 
entre otros.  
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Artículo 46 Bis.- La Comisión Nacional Bancaria y de Valores autorizará a las instituciones de banca múltiple 
el inicio de operaciones o la realización de otras adicionales a las que le hayan sido autorizadas, de entre las 
señaladas en el artículo 46 de esta Ley, cuando acrediten el cumplimiento de lo siguiente:  

I. Que las operaciones de que se trate se encuentren expresamente señaladas en sus estatutos sociales;  

II. Que cuenten con el capital mínimo que les corresponda conforme a lo establecido en el artículo 19 de esta 
Ley, en función de las operaciones que pretendan realizar;  

III. Que cuenten con los órganos de gobierno y la estructura corporativa, de acuerdo con lo establecido en 
esta Ley y en las demás disposiciones de carácter general emitidas por la Comisión Nacional Bancaria y de 
Valores, para realizar las operaciones que pretendan llevar a cabo;  

IV. Que cuenten con la infraestructura y los controles internos necesarios para realizar las operaciones que 
pretendan llevar a cabo, tales como sistemas operativos, contables y de seguridad, oficinas, así como con los 
manuales respectivos, conforme a las disposiciones aplicables, y  

V. Que se encuentren al corriente en el pago de las sanciones impuestas por incumplimiento a esta Ley que 
hayan quedado firmes, así como en el cumplimiento de las observaciones y acciones correctivas que, en 
ejercicio de sus funciones, hubieren dictado la citada Comisión y el Banco de México.  

La Comisión Nacional Bancaria y de Valores practicará las visitas de inspección que considere necesarias a 
efecto de verificar el cumplimiento de los requisitos a que se refieren las fracciones I a IV de este artículo. La 
Comisión consultará con el Banco de México el cumplimiento de las medidas y sanciones que éste hubiere 
impuesto en el ámbito de su competencia.  

La institución de que se trate deberá inscribir en el Registro Público de Comercio, para efectos declarativos, la 
autorización que se le haya otorgado para el inicio de operaciones en términos del presente artículo, a más 
tardar a los treinta días posteriores a que le haya sido notificada.  

Artículo 46 Bis 1.- Las instituciones de crédito podrán contratar con terceros, incluyendo a otras instituciones 
de crédito o entidades financieras, la prestación de servicios o comisiones necesarios para realizar las 
operaciones previstas en el artículo 46 de esta Ley, de conformidad con las disposiciones de carácter general 
que expida la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, previo acuerdo de su Junta de Gobierno.  

La Comisión Nacional Bancaria y de Valores podrá ordenar la suspensión parcial o total, temporal o definitiva, 
de la prestación de los servicios o comisiones a través del tercero de que se trate, cuando las instituciones 
incumplan las disposiciones de carácter general emitidas por la Comisión y pueda verse afectada la 
estabilidad financiera o continuidad operativa de la institución de crédito, a juicio de la propia Comisión. Lo 
anterior, salvo que se cuente con un programa de regularización autorizado por la Comisión, que reúna los 
requisitos que al efecto se establezcan en disposiciones de carácter general.  

Las disposiciones de carácter general que emita la Comisión establecerán los servicios y comisiones a los 
cuales no les será aplicable el citado régimen.  

Artículo 46 Bis 2.- La contratación de los servicios o comisiones a que se refiere el artículo 46 Bis 1 de esta 
Ley no eximirá a las instituciones de crédito, ni a sus directivos, delegados fiduciarios, empleados y demás 
personas que ocupen un empleo, cargo o comisión en la institución, de la obligación de observar lo 
establecido en el presente ordenamiento legal y en las disposiciones de carácter general que emanen de éste.  

La Comisión Nacional Bancaria y de Valores podrá solicitar a los prestadores de los servicios o comisionistas 
a que se refiere el artículo 46 Bis 1 anterior, por conducto de las instituciones de crédito, información, 
incluyendo libros, registros y documentos, respecto de los servicios que les provean, así como realizar visitas 
de inspección y decretar las medidas que las instituciones de crédito deberán observar para asegurar la 
continuidad de los servicios que éstas proporcionan a sus clientes, la integridad de la información y el apego a 
lo establecido en esta Ley.  
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Artículo 47.- Las instituciones de banca de desarrollo realizarán, además de las señaladas en el artículo 46 
de esta Ley, las operaciones necesarias para la adecuada atención del correspondiente sector de la economía 
nacional y el cumplimiento de las funciones y objetivos que les sean propios, conforme a las modalidades y 
excepciones que, respecto a las previstas en esta u otras leyes, determinen sus leyes orgánicas. Por lo que 
corresponde a los sistemas de registro y contabilidad de las operaciones bancarias, no será aplicable lo 
dispuesto en la fracción VIII del artículo 37 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal.  

...  

...  

...  

Artículo 50.- Las instituciones de crédito deberán mantener un capital neto en relación con los riesgos de 
mercado, de crédito y otros en que incurran en su operación, que no podrá ser inferior a la cantidad que 
resulte de sumar los requerimientos de capital por cada tipo de riesgo, en términos de las disposiciones que 
establezca la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, con aprobación de su Junta de Gobierno, para las 
instituciones de banca múltiple, por un lado, y para las instituciones de banca de desarrollo, por el otro.  

El capital neto, en su parte básica y complementaria, se determinará conforme a lo que establezca la propia 
Comisión en las mencionadas disposiciones.  

Al ejercer las atribuciones que le confiere este artículo, la Comisión Nacional Bancaria y de Valores deberá 
tomar en cuenta los usos bancarios internacionales respecto a la adecuada capitalización de las instituciones 
de crédito y deberá escuchar la opinión del Banco de México.  

La Comisión Nacional Bancaria y de Valores, en las disposiciones a que se refiere el primer párrafo de este 
artículo, establecerá el procedimiento para el cálculo del índice de capitalización aplicable a las instituciones 
de crédito.  

...  

...  

...  

Artículo 51.- ...  

I. y II. ...  

En adición a los límites señalados en las fracciones I y II anteriores, las citadas reglas podrán referirse a 
límites por entidades o segmentos del mercado que representen una concentración de riesgos de crédito, de 
mercado o incluso de operación. Para este último caso, también podrán preverse límites máximos para 
transacciones efectuadas con una o más personas que formen parte de un consorcio o grupo empresarial, y 
que impliquen la adquisición o el derecho al uso, goce o disfrute de bienes o servicios de cualquier tipo, bajo 
cualquier título jurídico, incluso con motivo de operaciones de fideicomiso.  

Para efectos de este artículo, se entenderá por control lo dispuesto en el artículo 17 y por consorcio y grupo 
empresarial lo establecido en el artículo 22 Bis de esta Ley.  

Artículo 52.- Las instituciones de crédito podrán pactar la celebración de sus operaciones y la prestación de 
servicios con el público mediante el uso de equipos, medios electrónicos, ópticos o de cualquier otra 
tecnología, sistemas automatizados de procesamiento de datos y redes de telecomunicaciones, ya sean 
privados o públicos, y establecerán en los contratos respectivos las bases para determinar lo siguiente:  

I. Las operaciones y servicios cuya prestación se pacte;  



 30

II. Los medios de identificación del usuario y las responsabilidades correspondientes a su uso, y  

III. Los medios por los que se hagan constar la creación, transmisión, modificación o extinción de derechos y 
obligaciones inherentes a las operaciones y servicios de que se trate.  

Cuando así lo acuerden con su clientela, las instituciones podrán suspender o cancelar el trámite de 
operaciones que aquélla pretenda realizar mediante el uso de equipos o medios a que se refiere el primer 
párrafo de este artículo, siempre que cuenten con elementos suficientes para presumir que los medios de 
identificación pactados para tal efecto han sido utilizados en forma indebida. Lo anterior también resultará 
aplicable cuando las instituciones detecten algún error en la instrucción respectiva.  

Asimismo, las instituciones podrán acordar con su clientela que, cuando ésta haya recibido recursos mediante 
alguno de los equipos o medios señalados en el párrafo anterior y aquéllas cuenten con elementos suficientes 
para presumir que los medios de identificación pactados para tal efecto han sido utilizados en forma indebida, 
podrán restringir hasta por quince días hábiles la disposición de tales recursos, a fin de llevar a cabo las 
investigaciones y las consultas que sean necesarias con otras instituciones de crédito relacionadas con la 
operación de que se trate. La institución de crédito podrá prorrogar el plazo antes referido hasta por diez días 
hábiles más, siempre que se haya dado vista a la autoridad competente sobre probables hechos ilícitos 
cometidos en virtud de la operación respectiva.  

No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, cuando las instituciones así lo hayan acordado con su 
clientela, en los casos en que, por motivo de las investigaciones antes referidas, tengan evidencia de que la 
cuenta respectiva fue abierta con información o documentación falsa, o bien, que los medios de identificación 
pactados para la realización de la operación de que se trate fueron utilizados en forma indebida, podrán, bajo 
su responsabilidad, cargar el importe respectivo con el propósito de que se abone en la cuenta de la que 
procedieron los recursos correspondientes.  

Las instituciones que por error hayan abonado recursos en alguna de las cuentas que lleven a su clientela, 
podrán cargar el importe respectivo a la cuenta de que se trate con el propósito de corregir el error, siempre 
que así lo hayan pactado con ella.  

En los casos señalados en los cuatro párrafos anteriores, las instituciones deberán notificar al cliente 
respectivo la realización de cualquiera de las acciones que hayan llevado a cabo de conformidad con lo 
previsto en los mismos.  

El uso de los medios de identificación que se establezcan conforme a lo previsto por este artículo, en 
sustitución de la firma autógrafa, producirá los mismos efectos que las leyes otorgan a los documentos 
correspondientes y, en consecuencia, tendrán el mismo valor probatorio.  

La instalación y el uso de los equipos y medios señalados en el primer párrafo de este artículo se sujetarán a 
las reglas de carácter general que emita la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, sin perjuicio de las 
facultades con que cuenta el Banco de México para regular las operaciones que efectúen las instituciones de 
crédito relacionadas con los sistemas de pagos y las de transferencias de fondos en términos de su ley.  

Las instituciones de crédito podrán intercambiar información en términos de las disposiciones de carácter 
general a que se refiere el artículo 115 de esta Ley, con el fin de fortalecer las medidas para prevenir y 
detectar actos, omisiones u operaciones que pudieran favorecer, prestar ayuda, auxilio o cooperación de 
cualquier especie para la comisión de los delitos en contra de su clientela o de la propia institución.  

El intercambio de información a que se refiere el párrafo anterior no implicará trasgresión alguna a lo 
establecido en el artículo 117 de esta Ley.  

Artículo 55.- Las inversiones con cargo a la parte básica del capital neto de la institución, señalado en el 
artículo 50 de la presente Ley, se sujetarán a los siguientes límites:  

I. No excederá del sesenta por ciento de la parte básica del referido capital neto de la institución el importe de 
las inversiones en mobiliario y equipo, en inmuebles o en derechos reales que no sean de garantía, más el 
importe de las inversiones en el capital de las sociedades a que se refiere el artículo 88 de esta Ley;  
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II. El importe de las adaptaciones y mejoras al mobiliario e inmuebles no podrá exceder del diez por ciento de 
la parte básica del propio capital neto de la institución. La Comisión Nacional Bancaria y de Valores podrá 
aumentar temporalmente en casos individuales este porcentaje, así como el señalado en la fracción que 
antecede, cuando a su juicio la cantidad resultante sea insuficiente para el destino indicado, y  

III. El importe total de inversiones en el capital de sociedades a que se refiere el artículo 89 de esta Ley no 
podrá exceder del menor de los siguientes montos:  

a) El equivalente al cincuenta por ciento de la parte básica del capital neto de la institución, o  

b) El excedente de la parte básica del capital neto de la institución sobre el capital mínimo.  

La suma de las inversiones a que se refieren las fracciones I, II, y III de este artículo, el monto de las 
operaciones que exceda los límites previstos para la inversión de sus pasivos, y el valor estimado de los 
bienes, derechos y títulos que reciban en pago de créditos o como adjudicación, no podrá exceder de la parte 
básica del capital neto de la institución, señalado en el artículo 50 de la presente Ley.  

Artículo 57.- Los clientes de las instituciones de crédito que mantengan cuentas de depósito o de inversión a 
las que se refieren las fracciones I y II del artículo 46 de esta Ley podrán autorizar a terceros para que hagan 
disposiciones de efectivo con cargo a dichas cuentas. Para ello, las instituciones deberán contar con la 
autorización del titular o titulares de la cuenta.  

Asimismo, los clientes de las instituciones de crédito podrán domiciliar el pago de bienes y servicios en las 
cuentas de depósito referidas en los incisos a) y c) de la fracción I del artículo 46 de esta Ley. Los clientes 
podrán autorizar los cargos directamente a la institución de crédito o a los proveedores de los bienes o 
servicios.  

Las instituciones de crédito podrán cargar a las mencionadas cuentas los importes correspondientes, siempre 
y cuando:  

I. Cuenten con la autorización del titular o titulares de la cuenta de que se trate, o  

II. El titular o titulares de la cuenta autoricen los cargos por medio del proveedor y éste, a través de la 
institución de crédito que le ofrezca el servicio de cobro respectivo, instruya a la institución de crédito que 
mantenga el depósito correspondiente a realizar los cargos. En este caso, la autorización podrá quedar en 
poder del proveedor.  

El titular de la cuenta de depósito que desee objetar un cargo de los previstos en el segundo párrafo de este 
artículo deberá seguir el procedimiento y cumplir los requisitos que, al efecto, establezca el Banco de México 
mediante disposiciones de carácter general.  

En los supuestos y plazos que señalen las disposiciones mencionadas en el párrafo anterior, cuando una 
misma institución lleve las cuentas del depositante que objetó el cargo y del proveedor, deberá abonar en la 
primera el importe total del cargo objetado y posteriormente podrá cargar tal importe a la cuenta que lleve al 
proveedor. Cuando las aludidas cuentas las lleven instituciones de crédito distintas, la institución que lleve la 
cuenta del proveedor deberá devolver los recursos correspondientes a la institución que lleve la cuenta al 
depositante para que los abone a ésta y, posteriormente, la institución que lleve la cuenta al proveedor podrá 
cargar a ella el importe correspondiente.  

Previo a la prestación de los servicios de domiciliación a que se refiere este artículo, las instituciones de 
crédito deberán pactar con los proveedores el procedimiento para efectuar los cargos a que se refiere el 
párrafo anterior.  

En cualquier momento, el depositante podrá solicitar la cancelación de la domiciliación a la institución de 
crédito que le lleve la cuenta, sin importar quién conserve la autorización de los cargos correspondientes. La 
citada cancelación surtirá efectos a más tardar el día hábil bancario siguiente a aquél en que la institución de 
crédito la reciba, por lo que a partir de dicha fecha deberá rechazar cualquier nuevo cargo en favor del 
proveedor.  
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Las autorizaciones, instrucciones y comunicaciones a que se refiere este artículo podrán llevarse a cabo por 
escrito con firma autógrafa o a través de medios electrónicos, ópticos o de cualquier otra tecnología que 
previamente convengan las partes.  

Artículo 58.- Las condiciones generales que se establezcan respecto a los depósitos a la vista, retirables en 
días preestablecidos y de ahorro podrán ser modificadas por la institución conforme a las disposiciones 
aplicables, mediante aviso dado con treinta días de anticipación, por escrito, a través de publicaciones en 
periódicos de amplia circulación. Tratándose de incrementos al importe de las comisiones, así como de 
nuevas comisiones que pretendan cobrar, se estará a lo dispuesto en la Ley para la Transparencia y 
Ordenamiento de los Servicios Financieros.  

…  

Artículo 59.- ...  

Las cuentas de ahorro podrán ser abiertas a favor de menores de edad, sin perjuicio de que, con base en la 
legislación común, los menores de edad puedan celebrar otros depósitos bancarios de dinero. En todos los 
casos, las disposiciones de fondos solo podrán ser hechas por los representantes del titular.  

Artículo 60.- ...  

…  

Las instituciones no incurrirán en responsabilidad por el cumplimiento de las órdenes de embargo o de 
liberación de embargo que sean dictadas por las autoridades judiciales o administrativas correspondientes.  

Artículo 61.- El principal y los intereses de los instrumentos de captación que no tengan fecha de 
vencimiento, o bien, que teniéndola se renueven en forma automática, así como las transferencias o las 
inversiones vencidas y no reclamadas, que en el transcurso de tres años no hayan tenido movimiento por 
depósitos o retiros y, después de que se haya dado aviso por escrito, en el domicilio del cliente que conste en 
el expediente respectivo, con noventa días de antelación, deberán ser abonados en una cuenta global que 
llevará cada institución para esos efectos. Con respecto a lo anterior, no se considerarán movimientos a los 
cobros de comisiones que realicen las instituciones de crédito.  

Las instituciones no podrán cobrar comisiones cuando los recursos de los instrumentos bancarios de 
captación se encuentren en los supuestos a que se refiere este artículo a partir de su inclusión en la cuenta 
global. Los recursos aportados a dicha cuenta únicamente generarán un interés mensual equivalente al 
aumento en el índice Nacional de Precios al Consumidor en el periodo respectivo.  

Cuando el depositante o inversionista se presente para realizar un depósito o retiro, o reclamar la 
transferencia o inversión, la institución deberá retirar de la cuenta global el importe total, a efecto de abonarlo 
a la cuenta respectiva o entregárselo.  

Los derechos derivados por los depósitos e inversiones y sus intereses a que se refiere este artículo, sin 
movimiento en el transcurso de tres años contados a partir de que estos últimos se depositen en la cuenta 
global, cuyo importe no exceda por cuenta, al equivalente a trescientos días de salario mínimo general vigente 
en el Distrito Federal, prescribirán en favor del patrimonio de la beneficencia pública. Las instituciones estarán 
obligadas a enterar los recursos correspondientes a la beneficencia pública dentro de un plazo máximo de 
quince días contados a partir del 31 de diciembre del año en que se cumpla el supuesto previsto en este 
párrafo.  

Las instituciones estarán obligadas a notificar a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores sobre el 
cumplimiento del presente artículo dentro de los dos primeros meses de cada año.  

Artículo 65.- Para el otorgamiento de sus créditos, las instituciones de crédito deberán estimar la viabilidad de 
pago de los mismos por parte de los acreditados o contrapartes, valiéndose para ello de un análisis a partir de 
información cuantitativa y cualitativa, que permita establecer su solvencia crediticia y la capacidad de pago en 
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el plazo previsto del crédito. Lo anterior deberá observarse sin menoscabo de considerar el valor monetario de 
las garantías que se hubieren ofrecido.  

De igual manera, las modificaciones a los contratos de crédito que las instituciones acuerden con sus 
acreditados, por convenir a sus respectivos intereses, deberán basarse en análisis de viabilidad de pago, a 
partir de información cuantitativa y cualitativa, en los términos del párrafo anterior.  

Cuando se presenten o se presuman circunstancias financieras adversas o diferentes de aquellas 
consideradas en el momento del análisis original, que le impidan al acreditado hacer frente a sus 
compromisos adquiridos en tiempo y forma, o cuando se mejore la viabilidad de la recuperación, las 
instituciones de crédito deberán basarse en análisis cuantitativos y cualitativos que reflejen una mejoría en las 
posibilidades de recuperación del crédito, para sustentar la viabilidad de la reestructura que se acuerde. En 
estos casos, las instituciones de crédito deberán realizar las gestiones necesarias para la obtención de pagos 
parciales o garantías adicionales a las originalmente contratadas. Si en la reestructura, además de la 
modificación de condiciones originales, se requiriera de recursos adicionales, deberá contarse con un estudio 
que soporte la viabilidad de pago del adeudo agregado bajo las nuevas condiciones.  

En todos los casos deberá existir constancia de que los procedimientos de crédito se ajustaron a las políticas 
y lineamientos que la propia institución de crédito hubiere establecido en los manuales que normen su 
proceso crediticio. En dichas políticas y lineamientos se deberán incluir los procedimientos relativos a crédito y 
operaciones con instrumentos financieros derivados no cotizados en bolsa, así como las aplicables a las 
contrapartes.  

Para la adecuada observancia de lo previsto en el presente artículo, las instituciones de crédito se ajustarán a 
las disposiciones de carácter prudencial que, en materia de crédito y administración de riesgos, expida la 
Comisión Nacional Bancaria y de Valores.  

La Comisión Nacional Bancaria y de Valores vigilará que las instituciones de crédito observen debidamente lo 
dispuesto en el presente artículo.  

Artículo 71.- Las instituciones de crédito, al emitir las cartas de crédito a que se refieren las fracciones VIII y 
XIV del artículo 46 de esta Ley, se sujetarán a lo señalado en este artículo y, de manera supletoria, a los usos 
y prácticas que expresamente indiquen las partes en cada una de ellas, sin que resulte aplicable para esta 
operación lo dispuesto en la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito en materia de cartas de crédito.  

Para efectos de esta Ley, se entenderá por carta de crédito al instrumento por virtud del cual una institución 
de crédito se obliga a pagar, a la vista o a plazo, a nombre propio o por cuenta de su cliente, directamente o a 
través de un banco corresponsal, una suma de dinero determinada o determinable a favor del beneficiario, 
contra la presentación de los documentos respectivos, siempre y cuando se cumplan los términos y 
condiciones previstos en la propia carta de crédito.  

Las cartas de crédito podrán ser emitidas por las instituciones de crédito con base en el otorgamiento de 
créditos o previa recepción de su importe como prestación de un servicio. En ambos casos, los documentos 
con base en los cuales se lleve a cabo la emisión de la carta de crédito deberán contener, al menos, los 
términos y condiciones para el ejercicio del crédito o la prestación del servicio, el pago de principal, 
accesorios, gastos y comisiones, así como la devolución de las cantidades no utilizadas.  

Una vez emitidas las cartas de crédito, la obligación de pago de la institución de crédito emisora será 
independiente de los derechos y obligaciones que ésta tenga frente a su cliente. Las cartas de crédito deberán 
establecer un plazo de vigencia determinado o determinable.  

Las cartas de crédito irrevocables sólo podrán ser modificadas o canceladas con la aceptación expresa de la 
institución emisora, del beneficiario y, en su caso, de la institución confirmadora.  

Para efectos del presente artículo, se entenderá por confirmación el compromiso expreso de pago que asume 
una institución de crédito respecto de una carta de crédito emitida por otra, a petición de esta última. La 
confirmación de la carta de crédito que realice una institución de crédito implicará para ella una obligación 
directa de pago frente al beneficiario, sujeta a que éste cumpla con los términos y condiciones previstos en la 
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propia carta de crédito. Dicha obligación de pago es independiente de los derechos y obligaciones que existan 
entre la institución de crédito que realiza la confirmación y la institución emisora.  

Las instituciones de crédito no serán responsables por:  

I. El cumplimiento o incumplimiento del hecho o acto que motive la emisión en la carta de crédito;  

II. La exactitud, autenticidad o valor legal de cualquier documento presentado al amparo de la carta de crédito;  

III. Los actos u omisiones de terceros, aun si esos terceros son designados por la institución de crédito 
emisora, incluyendo a bancos que actúen como corresponsales;  

IV. La calidad, .cantidad, peso, valor o cualquier otra característica de las mercancías o servicios descritos en 
los documentos;  

V. El retraso o extravío en los medios de envío o de comunicación, y  

VI. El incumplimiento por caso fortuito o fuerza mayor.  

Las cartas de crédito a que se refiere este artículo podrán ser comerciales, así como de garantía o 
contingentes.  

Las cartas de crédito comerciales permiten al beneficiario hacer exigible el pago de una obligación derivada 
de una operación de comercio, contra la presentación de los documentos en ellas previstos y de conformidad 
con sus términos y condiciones. Cuando se utilicen las expresiones "crédito documentario", "crédito comercial 
documentario" y "crédito comercial", se entenderá que se refieren a las cartas de crédito comerciales previstas 
en este párrafo.  

Como excepción a lo dispuesto en la fracción XV del artículo 106 de esta Ley, las instituciones emisoras o 
confirmadoras podrán pagar anticipadamente obligaciones a su cargo provenientes de cartas de crédito 
comerciales a plazo y, en su caso, de las aceptaciones a plazo giradas en relación con tales cartas de crédito, 
cuando los documentos presentados por el beneficiario cumplan con los términos y condiciones previstos en 
dichas cartas de crédito. Lo anterior no modifica las obligaciones del cliente con la institución emisora.  

Las cartas de crédito de garantía o contingentes garantizan el pago de una suma determinada o determinable 
de dinero, a la presentación del requerimiento de pago y demás documentos previstos en ellas, siempre y 
cuando se cumplan los requisitos estipulados.  

Salvo pacto en contrario, la resolución de controversias relacionadas con las cartas de crédito se sujetará a la 
jurisdicción de los tribunales competentes del lugar donde se emitan. No obstante lo anterior, la obligación de 
pago derivada de la confirmación de cartas de crédito, salvo pacto en contrario, será exigible ante los 
tribunales competentes del lugar donde se efectúe la confirmación.  

Artículo 72 Bis.- Los clientes de las instituciones de crédito que tengan celebrados contratos de apertura de 
crédito en cuenta corriente, a los que se refiere la fracción VII del artículo 46 de esta Ley, podrán autorizar a 
dichas: instituciones o a proveedores que se realice el pago de bienes y servicios con cargo a la cuenta que 
corresponda a dicho contrato.  

Para ello, las instituciones de crédito podrán cargar a las mencionadas cuentas los importes correspondientes, 
siempre y cuando:  

I. Cuenten con la autorización del titular o titulares de la cuenta de que se trate, o  

II. El titular o titulares de la cuenta autoricen los cargos por medio del proveedor y éste, a través de la 
institución de crédito que le ofrezca el servicio de cobro respectivo, instruya a la institución de crédito que 
mantenga la cuenta correspondiente a realizar los cargos. En este caso, la autorización podrá quedar en 
poder del proveedor.  
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El titular de la cuenta que desee objetar algún pago deberá seguir el procedimiento que, al efecto, establezca 
el Banco de México mediante disposiciones de carácter general. Previo a la prestación de los servicios de 
domiciliación a que se refiere este artículo, las instituciones de crédito deberán pactar con los proveedores el 
procedimiento para efectuarles dichos cargos.  

En cualquier momento el cliente podrá solicitar a la institución de crédito la cancelación de la autorización a 
que se refiere el presente artículo, independientemente de quién la conserve. La citada cancelación surtirá 
efectos a más tardar el día hábil bancario siguiente a aquél en que la institución de crédito la reciba, por lo 
que, a partir de dicha fecha, deberá rechazar cualquier nuevo cargo a favor del proveedor.  

Las autorizaciones, instrucciones y comunicaciones a que se refiere este artículo podrán llevarse a cabo por 
escrito con firma autógrafa o a través de medios electrónicos, ópticos o de cualquier otra tecnología que 
previamente convengan las partes.  

Artículo 73.- ...  

Para efectos de esta Ley, se entenderá como operaciones con personas relacionadas aquéllas en las que 
resulten o puedan resultar deudoras de las instituciones de banca múltiple, cuando se trate, entre otras, de 
operaciones de depósito o de préstamo, crédito o descuento, otorgadas en forma revocable o irrevocable y 
documentadas mediante títulos de crédito o convenio, reestructuración, renovación o modificación, quedando 
incluidas las .posiciones netas a favor de la institución por operaciones derivadas y las inversiones en valores 
distintos a acciones. Serán personas relacionadas las que se indican a continuación:  

I. a IV....  

V. ...  

La participación indirecta de las instituciones de banca múltiple y de las sociedades controladoras a través de 
los inversionistas institucionales que prevé el artículo 15 de esta Ley no computarán para considerar a la 
empresa emisora como relacionada;  

VI. Las personas morales en las que los funcionarios de las instituciones sean consejeros o administradores u 
ocupen cualquiera de los tres primeros niveles jerárquicos en dichas personas morales, y  

VII. Las personas morales en las que cualquiera de las personas señaladas en las fracciones anteriores, así 
como las personas a las que se refiere la fracción VI del artículo 106 de este ordenamiento, posean directa o 
indirectamente el control del diez por ciento o más de los títulos representativos del capital de dichas personas 
morales, o bien, en las que tengan poder de mando.  

Asimismo, se considerará una operación con personas relacionadas aquella que se realice a través de 
cualquier persona o fideicomiso, cuando la contraparte y fuente de pago de dicha operación dependa de una 
de las personas relacionadas a que se refiere este artículo.  

…  

…  

Artículo 73 Bis.- ...  

…  

…  

…  

…  
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El citado comité deberá presentar un informe de su gestión al consejo de administración con la periodicidad 
que éste le indique, sin que ésta exceda de ciento ochenta días.  

La suma total de las operaciones con personas relacionadas no podrá exceder del cincuenta por ciento de la 
parte básica del capital neto de la institución, señalado en el artículo 50 de la presente Ley. Tratándose de 
préstamos o créditos revocables, computará para este límite únicamente la parte dispuesta.  

…  

…  

…  

…  

…  

a) El Gobierno Federal y el Instituto para la Protección al Ahorro Bancario;  

b) Las empresas de servicios complementarios o auxiliares de la banca, a que se refiere el artículo 88 de esta 
Ley;  

c) ...  

d) Cualquiera de las personas relacionadas señaladas en el artículo 73, que se aprueben utilizando los 
mismos parámetros aplicables a la clientela en general, hasta por un monto que no exceda del equivalente a 
400,000 Unidades de Inversión por persona, y  

e) Personas no relacionadas que otorguen en garantía derechos de crédito o valores cuyo obligado sea 
alguna de las personas a que se refiere el artículo 73 de esta Ley, hasta en tanto no se ejecute dicha garantía, 
siempre y cuando cuenten con una fuente primaria de pago que sea independiente a la garantía otorgada.  

Artículo 73 Bis 1.- ...  

a) a c) ...  

d) Poder de mando.- al supuesto que actualice una persona física acorde con lo establecido en el artículo 22 
Bis de esta Ley.  

Artículo 75.- Las instituciones de banca múltiple, así como las de banca de desarrollo que estén facultadas 
para ello en sus respectivas leyes orgánicas podrán realizar inversiones en títulos representativos del capital 
de sociedades distintas a las señaladas en los artículos 88 y 89 de esta Ley, conforme a las bases siguientes:  

I. Hasta el cinco por ciento del capital pagado de la emisora;  

II. Más del cinco y hasta el quince por ciento del capital pagado de la emisora, durante un plazo que no 
exceda de tres años, previo acuerdo de la mayoría de los consejeros de la serie "O" o "F", según corresponda 
y, en su caso, de la mayoría de los de la serie "B". La Comisión Nacional Bancaria y de Valores podrá ampliar 
el plazo a que se refiere esta fracción, considerando la naturaleza y situación de la empresa de que se trate, y  

III. Por porcentajes y plazos mayores, cuando se trate de empresas que desarrollen proyectos nuevos de 
larga maduración o realicen actividades susceptibles de fomento, previa autorización de la Comisión Nacional 
Bancaria y de Valores, quien la otorgará o negará discrecional mente, después de escuchar la opinión del 
Banco de México. Dicha Comisión fijará las medidas, condiciones y plazos de tenencia de las acciones, de 
acuerdo con la naturaleza y finalidades de las propias empresas. Cuando la institución mantenga el control de 
las empresas citadas y, a su vez, éstas realicen inversiones en otras, dichas empresas deberán sujetarse a lo 
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dispuesto en esta fracción y computarán como si fueran realizadas por la institución, para efectos del límite a 
que se refiere el penúltimo párrafo de este artículo.  

Cuando las inversiones de las instituciones de banca de desarrollo referidas en el párrafo primero de este 
artículo se efectúen respecto de empresas que realicen actividades susceptibles de fomento, la autorización 
corresponderá a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, la cual ejercerá las facultades que, al respecto, 
este artículo otorga a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores. Para efectos de lo previsto en este párrafo, 
la Secretaría de Hacienda y Crédito Público determinará qué actividades son de fomento, de conformidad con 
el objeto asignado a cada una de las instituciones de banca de desarrollo en sus respectivas leyes orgánicas.  

Las instituciones de crédito diversificarán las inversiones a que se refiere este artículo de conformidad con las 
bases previstas en el artículo 51 de esta Ley y, en todo caso, deberán observar los límites que propicien la 
dispersión de riesgos, así como una sana revolvencia para apoyar a un mayor número de proyectos. 
Asimismo, dichas inversiones quedarán sujetas a las medidas y condiciones de carácter general que dicte la 
Comisión Nacional Bancaria y de Valores, sin perjuicio de aquellas otras que, en lo particular, determine la 
propia Comisión o la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, en el ámbito de su competencia conforme a 
este artículo, para las instituciones respectivas.  

El importe total de las inversiones que cada institución realice con base en el presente artículo no excederá 
del treinta por ciento para las inversiones que se realicen en acciones cotizadas en bolsas de valores 
reconocidas por las autoridades financieras mexicanas, con base en la fracción I del presente artículo; ni del 
treinta por ciento para las inversiones que se realicen en acciones no cotizadas en las citadas bolsas de 
valores, con base en la fracción I del presente artículo, así como las realizadas conforme a las fracciones II y 
III anteriores; ambos porcentajes de la parte básica del capital neto señalado en el artículo 50 de la presente 
Ley.  

Las adquisiciones de acciones por dación en pago o capitalización de pasivos provenientes de personas 
distintas a las que se refiere el artículo 73 de esta Ley no computarán para determinar el importe total de las 
inversiones durante los primeros tres años posteriores a que se haya realizado la operación correspondiente.  

En ningún caso las instituciones de banca múltiple podrán realizar inversiones en títulos representativos del 
capital de sociedades que, a su vez, tengan el carácter de accionistas en la propia institución o en la sociedad 
controladora de ésta. Tal restricción también será aplicable a las inversiones en títulos representativos del 
capital de sociedades controladas por dichos accionistas o que los controlen.  

Artículo 76.- La Comisión Nacional Bancaria y de Valores, después de escuchar la opinión del Banco de 
México, determinará mediante disposiciones de carácter general, las bases para la calificación de la cartera 
de créditos de las instituciones de crédito, la documentación e información que éstas recabarán para el 
otorgamiento, renovación y, durante la vigencia de créditos de cualquier naturaleza, con o sin garantía real, 
los requisitos que dicha documentación habrá de reunir y la periodicidad con que deba obtenerse, así como la 
integración de las reservas preventivas, que tengan que constituirse por cada rango de calificación.  

Artículo 84.- ...  

Las acciones para pedir cuentas, para exigir la responsabilidad de las instituciones de crédito y para pedir la 
remoción corresponderá al o los fideicomisarios o a sus representantes legales, en cualquier caso, en la 
medida de sus intereses, y a falta de aquéllos, al Ministerio Público, sin perjuicio de que el fideicomitente 
pueda reservarse, en el acto constitutivo del fideicomiso o en las modificaciones del mismo, el derecho para 
ejercitar esta acción.  

En caso de renuncia o remoción, se estará a lo dispuesto en el párrafo final del artículo 385 de la Ley General 
de Títulos y Operaciones de Crédito.  

Artículo 85 Bis 1. La Comisión Nacional Bancaria y de Valores y la Comisión Nacional de Seguros y Fianzas, 
según corresponda, podrán suspender, por un periodo no menor a ciento ochenta días, la contratación de 
nuevas operaciones de fideicomisos de garantía, a las entidades que sean condenadas a pagar en más de 
una ocasión las indemnizaciones a que se refiere el artículo 393 de la Ley General de Títulos y Operaciones 
de Crédito.  
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Artículo 87.- Las instituciones de banca múltiple deberán insertar en una publicación periódica de amplia 
circulación regional de la localidad de que se trate, un aviso dirigido al público que contenga la información 
relativa a la reubicación o clausura de las sucursales respectivas, con una anticipación de quince días a la 
fecha en que se tenga programada.  

Las instituciones de banca múltiple requerirán autorización de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores 
para el establecimiento, cambio de ubicación y clausura de cualquier clase de oficinas en el extranjero, así 
como para la cesión del activo o pasivo de sus sucursales.  

…  

La Secretaría de Hacienda y Crédito Público escuchará la opinión del Banco de México y de la Comisión 
Nacional Bancaria y de Valores para autorizar lo señalado en el párrafo precedente.  

Artículo 88.- Las instituciones de banca múltiple, así como las de banca de desarrollo que estén facultadas 
para ello en sus respectivas leyes orgánicas requerirán autorización de la Comisión Nacional Bancaria y de 
Valores para invertir en títulos representativos del capital social de empresas que les presten servicios 
complementarios o auxiliares en su administración o en la realización de su objeto, así como de sociedades 
inmobiliarias que sean propietarias o administradoras de bienes destinados a sus oficinas.  

Cuando las inversiones de las instituciones de banca de desarrollo referidas en el párrafo que antecede se 
efectúen respecto de empresas que les presten servicios complementarios o auxiliares en la realización de su 
objeto, la autorización corresponderá a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público.  

Las empresas y sociedades en cuyo capital social participen las instituciones de crédito conforme al presente 
artículo se sujetarán a las reglas generales que dicte la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, así como a 
la inspección y vigilancia de la misma y, en consecuencia, deberán cubrir las cuotas de inspección y vigilancia 
correspondientes.  

Artículo 89.- Se requerirá autorización de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, previo acuerdo de su 
Junta de Gobierno, para que las instituciones de banca múltiple y las de banca de desarrollo que estén 
facultadas para ello en sus respectivas leyes orgánicas inviertan, directa o indirectamente, en títulos 
representativos del capital social de entidades financieras del exterior.  

Cuando alguna institución de crédito sea propietaria, directa o indirectamente, de acciones con derecho a voto 
de entidades financieras del exterior que representen, por lo menos, el cincuenta y uno por ciento del capital 
pagado, tenga el control de las asambleas generales de accionistas, esté en posibilidad de nombrar a la 
mayoría de los miembros del consejo de administración o sus equivalentes o, por cualquier otro medio, 
controle a las mencionadas entidades, la institución de crédito correspondiente deberá proveer lo necesario 
para que la entidad financiera de que se trate realice sus actividades sujetándose a la legislación extranjera 
que le sea aplicable y a las disposiciones que determinen las autoridades financieras mexicanas.  

Las instituciones a que se refiere el párrafo primero de este artículo podrán invertir en el capital social de 
sociedades de inversión, sociedades operadoras de éstas, administradoras de fondos para el retiro, 
sociedades de inversión especializadas de fondos para el retiro y sociedades financieras de objeto múltiple, 
sin que, respecto de aquellas instituciones que formen parte de grupos financieros, resulten aplicables los 
límites a que se refiere el artículo 31 de la Ley para Regular las Agrupaciones Financieras, así como en el de 
sociedades de información crediticia en los términos de la legislación aplicable. Asimismo, cuando dichas 
instituciones no formen parte de grupos financieros, podrán invertir en el capital social de organizaciones 
auxiliares del crédito e intermediarios financieros que no sean instituciones de crédito, casas de bolsa, 
instituciones y sociedades mutualistas de seguros e instituciones de fianzas, previa autorización de la 
Comisión Nacional Bancaria y de Valores con aprobación de su Junta de Gobierno.  

Las solicitudes de autorización de las inversiones a que se refiere este artículo deberán acompañarse del 
documento que precise las políticas para resolver el probable conflicto de interés que en la realización de sus 
operaciones con el público pudieren presentarse.  
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Las instituciones de crédito y las filiales a que se refiere el tercer párrafo de este artículo en cuyo capital 
participen, podrán utilizar denominaciones iguales o semejantes, actuar de manera conjunta y ofrecer 
servicios complementarios.  

Al ejercer las facultades que le confiere este artículo, la Comisión Nacional Bancaria y de Valores escuchará 
la opinión del Banco de México.  

Las inversiones a que se refiere este artículo, así como los artículos 75 y 88 de esta Ley, que realicen las 
instituciones de banca de desarrollo, así como de banca múltiple en cuyo capital participe el Gobierno Federal, 
no computarán para considerar a las emisoras como empresas de participación estatal, y no estarán sujetas a 
las disposiciones aplicables a las entidades de la Administración Pública Federal.  

Artículo 90.- ...  

…  

Se entenderá que los poderes conferidos de acuerdo con lo dispuesto en los párrafos primero y segundo del 
artículo 2554 del Código Civil Federal o de sus correlativos en los estados de la República y el Distrito Federal 
comprenden la facultad de otorgar, suscribir, avalar y endosar títulos de crédito, aun cuando no se mencione 
expresamente dicha facultad.  

…  

Los nombramientos del secretario y prosecretario del consejo de administración o consejo directivo deberán 
otorgarse en instrumento ante fedatario público y ser inscritos en el Registro Público de Comercio.  

Artículo 90 Bis.- Las instituciones de crédito, en la celebración de operaciones con el público en general, 
deberán utilizar los servicios de apoderados, representantes, funcionarios y empleados que cuenten con 
conocimientos o capacidad técnica respecto de las características de las operaciones que se ofrezcan o 
celebren. Las instituciones serán responsables de proporcionar capacitación a su personal para cumplir con lo 
anterior.  

La Comisión Nacional Bancaria y de Valores, mediante disposiciones de carácter general, podrá determinar, 
en protección de los intereses del público ahorrador, las personas que, acorde con sus funciones, deberán 
acreditar la calidad técnica, honorabilidad e historial crediticio satisfactorio ante algún organismo 
autorregulatorio bancario.  

Artículo 91.- Las instituciones de crédito responderán directa e ilimitadamente de los actos realizados por sus 
funcionarios y empleados en el desempeño de sus funciones, así como por los actos celebrados por quienes 
ostenten algún cargo, mandato, comisión o cualquier otro título jurídico que aquéllas hubieren otorgado para la 
realización de sus operaciones. Lo anterior será aplicable sin perjuicio de las responsabilidades civiles o 
penales en que dichas personas incurran en lo individual.  

Las personas que ostenten un cargo, mandato, comisión o cualquier otro título jurídico otorgado por alguna 
institución de crédito, deberán cumplir con los requisitos y obligaciones que esta Ley impone a los funcionarios 
y empleados que realicen actividades equivalentes, y les serán aplicables las mismas disposiciones en 
materia de responsabilidades que a éstos.  

Artículo 92.- ...  

I. a IV. ...  

…  

Las personas que ofrezcan auxilio a los clientes de las instituciones de crédito al amparo de un mandato o 
comisión en términos del presente artículo deberán informar al cliente, al momento de proporcionarle el 
servicio, que no están autorizadas por el Gobierno Federal ni por las propias instituciones para asumir 
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obligaciones a nombre y por cuenta de estas últimas y que no se encuentran supervisadas ni reguladas por 
las autoridades financieras, lo cual deberá constar en su publicidad o propaganda y en el contrato o en 
cualquier otro documento en que conste la encomienda respectiva.  

Las instituciones de crédito que establezcan mecanismos o vínculos de negocio con personas que 
masivamente realicen las actividades a que se refiere este artículo deberán ajustarse a las disposiciones de 
carácter general que la Comisión Nacional Bancaria y de Valores expida, en relación con los requisitos que 
deberán cumplirse para que tales instituciones acepten el depósito de recursos de dichas personas, a favor de 
sus clientes. Las disposiciones referidas podrán incluir límites individuales y agregados de operaciones, por 
persona o por institución.  

Artículo 93.- Las instituciones de crédito podrán ceder o descontar su cartera crediticia con cualquier 
persona.  

Tratándose de cesiones o descuentos de cartera crediticia que se lleven a cabo con personas distintas al 
Banco de México, a otras instituciones de crédito o a fideicomisos constituidos por el Gobierno Federal para el 
fomento económico, las instituciones de crédito cedentes o descontantes no podrán responder por la 
solvencia del deudor, otorgar financiamiento al cesionario o descontatario, ni convenir con estos últimos 
obligaciones o derechos que le permitan readquirir la cartera crediticia cedida o descontada, salvo que 
cuenten con la autorización de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores. Asimismo, quienes se subroguen 
en los derechos de dicha cartera, no podrán recibir financiamiento de la institución de crédito, respecto de 
dicha operación o los créditos objeto de la misma, ni tampoco esta institución podrá responder por la solvencia 
del deudor.  

…  

I. y II. ...  

…  

Artículo 96.- Las instituciones de crédito deberán establecer medidas básicas de seguridad que incluyan la 
instalación y funcionamiento de los dispositivos, mecanismos y equipo indispensable, con objeto de contar con 
la debida protección en las oficinas bancarias para el público, sus trabajadores y su patrimonio.  

Para el cumplimiento de lo establecido en el párrafo anterior, dichas instituciones deberán contar con una 
unidad especializada.  

La Comisión Nacional Bancaria y de Valores podrá dictar, mediante reglas de carácter general, los 
lineamientos a que se sujetarán las medidas básicas de seguridad que establezcan las instituciones de 
crédito, y vigilará que las instituciones cumplan con las disposiciones aplicables en la materia.  

Artículo 98 Bis.- La Comisión Nacional Bancaria y de Valores publicará en el Diario Oficial de la Federación 
las disposiciones y reglas de carácter general que emita en ejercicio de las facultades que ésta u otras leyes 
le otorgan, así como los actos administrativos que, en cumplimiento de las leyes, deban publicarse en el 
mismo medio.  

Artículo 100.- ...  

…  

Transcurrido el plazo en el que las instituciones de crédito se encuentran obligadas a conservar la 
contabilidad, libros y demás documentos de conformidad con el artículo 99 de esta Ley y las disposiciones 
que haya emitido la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, los registros que figuren en la contabilidad de la 
institución harán fe, salvo prueba en contrario, en los juicios respectivos para la fijación de los saldos 
resultantes de las operaciones a que se refieren las fracciones I y II del artículo 46 de esta Ley.  
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Artículo 101.- La Comisión Nacional Bancaria y de Valores, mediante disposiciones de carácter general, 
señalará las bases a que se sujetará la aprobación de los estados financieros por parte de los administradores 
de las instituciones de crédito; su difusión a través de cualquier medio de comunicación, incluyendo a los 
medios electrónicos, ópticos o de cualquier otra tecnología; así como el procedimiento a que se ajustará la 
revisión que de los mismos efectúe la propia Comisión.  

La Comisión establecerá, mediante disposiciones de carácter general, la forma y el contenido que deberán 
presentar los estados financieros de las instituciones de crédito; de igual forma, podrá ordenar que los estados 
financieros se difundan con las modificaciones pertinentes y en los plazos que al efecto establezca.  

Las instituciones de crédito como excepción a lo dispuesto en el artículo 177 de la Ley General de Sociedades 
Mercantiles, deberán publicar sus estados financieros en los términos y medios que establezcan las 
disposiciones de carácter general a que se refiere el párrafo primero de este artículo.  

Los estados financieros anuales deberán estar dictaminados por un auditor externo independiente, quien será 
designado directamente por el consejo de administración de la institución de que se trate.  

La propia Comisión, mediante disposiciones de carácter general, podrá establecer las características y 
requisitos que deberán cumplir los auditores externos independientes; determinar el contenido de sus 
dictámenes y otros informes; dictar medidas para asegurar una adecuada alternancia de dichos auditores en 
las instituciones de crédito, así como señalar la información que deberán revelar en sus dictámenes, acerca 
de otros servicios y, en general, de las relaciones profesionales o de negocios que presten o mantengan con 
las instituciones de crédito que auditen, o con empresas relacionadas.  

Artículo 101 Bis.- Las instituciones de crédito estarán obligadas a poner a disposición del público en general 
la información corporativa, financiera, administrativa, operacional, económica y jurídica que determine la 
Comisión Nacional Bancaria y de Valores, mediante reglas de carácter general que emita para tales efectos. 
Para dictar dichas reglas, la Comisión deberá tomar en consideración la relevancia de esa información para 
transparentar al público la solvencia, liquidez y seguridad operativa de las instituciones.  

Artículo 101 Bis 1.- La Comisión Nacional Bancaria y de Valores contará con facultades de inspección y 
vigilancia, respecto de las personas morales que presten servicios de auditoría externa .en términos de esta 
Ley, incluyendo los socios o empleados de aquéllas que formen parte del equipo de auditoría, a fin de verificar 
el cumplimiento de esta Ley y la observancia de las disposiciones de carácter general que de ella emanen. 
Para tal efecto, la citada Comisión podrá:  

I. Requerir toda clase de información y documentación relacionada con la prestación de este tipo de servicios;  

II. Practicar visitas de inspección;  

III. Requerir la comparecencia de socios, representantes y demás empleados de las personas morales que 
presten servicios de auditoría externa; y  

IV. Reconocer normas y procedimientos de auditoría que deberán observar las personas morales que presten 
servicios de auditoría externa al dictaminar o emitir opiniones relativas a los estados financieros de las 
instituciones de crédito. Asimismo, la Comisión podrá expedir normas y procedimientos de auditoría en el 
evento de que, en relación con alguna materia, no existan normas o procedimientos aplicables, o bien, 
cuando, a juicio de la propia Comisión, las normas reconocidas en términos de esta fracción sean 
insuficientes.  

El ejercicio de las facultades a que se refiere este artículo estará circunscrito a los dictámenes, opiniones y 
prácticas de auditoría que, en términos de esta Ley, practiquen las personas morales que presten servicios de 
auditoría externa, así como sus socios o empleados.  

Artículo 101 Bis 2.- Las instituciones de crédito deberán observar lo dispuesto en los artículos 101 y 101 Bis 
3 de esta Ley, respecto a los requisitos que debe cumplir la persona moral que les proporcione los servicios 
de auditoría externa, así como el auditor externo que suscriba el dictamen y otros informes correspondientes a 
los estados financieros.  
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Artículo 101 Bis 3.- Los auditores externos que suscriban el dictamen a los estados financieros en 
representación de las personas morales que proporcionen los servicios de auditoría externa deberán contar 
con honorabilidad en términos del artículo 10, fracción II, de esta Ley; reunir los requisitos personales y 
profesionales que establezca la Comisión Nacional Bancaria y de Valores mediante disposiciones de carácter 
general, y ser socios de una persona moral que preste servicios profesionales de auditoría de estados 
financieros y que cumpla con los requisitos de control de calidad que al efecto establezca la propia Comisión 
en las citadas disposiciones.  

Además, los citados auditores externos, la persona moral de la cual sean socios y los socios o personas que 
formen parte del equipo de auditoría no deberán ubicarse en ninguno de los supuestos de falta de 
independencia que al efecto establezca la Comisión, mediante disposiciones de carácter general, en las que 
se consideren, entre otros aspectos, vínculos financieros o de dependencia económica, prestación de 
servicios adicionales al de auditoría y plazos máximos durante los cuales los auditores externos puedan 
prestar los servicios de auditoría externa a las instituciones de crédito.  

Artículo 101 Bis 4.- El auditor externo, así como la persona moral de la cual sea socio, estarán obligados a 
conservar la documentación, información y demás elementos utilizados para elaborar su dictamen, informe u 
opinión, por un plazo de al menos cinco años. Para tales efectos, se podrán utilizar medios automatizados o 
digitalizados.  

Asimismo, los auditores externos deberán suministrar a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores los 
informes y demás elementos de juicio en los que sustenten sus dictámenes y conclusiones. Si durante la 
práctica o como resultado de la auditoría encuentran irregularidades que afecten la liquidez, estabilidad o 
solvencia de alguna de las instituciones de crédito a las que presten sus servicios de auditoría, deberán 
presentar al comité de auditoría, y en todo caso a la Comisión, un informe detallado sobre la situación 
observada.  

Las personas que proporcionen servicios de auditoría externa responderán por los daños y perjuicios que 
ocasionen a la institución de crédito que los contrate, cuando:  

I. Por negligencia inexcusable, el dictamen u opinión que proporcionen contenga vicios u omisiones que, en 
razón de su profesión u oficio, debieran formar parte del análisis, evaluación o estudio que dio origen al 
dictamen u opinión.  

II. Intencionalmente, en el dictamen u opinión:  

a) Omitan información relevante de la que tengan conocimiento, cuando deba contenerse en su dictamen u 
opinión;  

b) Incorporen información falsa o que induzca a error, o bien, adecuen el resultado con el fin de aparentar una 
situación distinta de la que corresponda a la realidad;  

c) Recomienden la celebración de alguna operación, optando dentro de las alternativas existentes, por aquélla 
que genere efectos patrimoniales notoriamente perjudiciales para la institución, o  

d) Sugieran, acepten, propicien o propongan que una determinada transacción se registre en contravención 
de los criterios de contabilidad emitidos por la Comisión.  

Artículo 101 Bis 5.- Las personas a que se refiere el artículo 101 Bis 2 de esta Ley no incurrirán en 
responsabilidad por los daños o perjuicios que ocasionen, derivados de los servicios u opiniones que emitan, 
cuando actuando de buena fe y sin dolo se actualice lo siguiente:  

I. Rindan su dictamen u opinión con base en información proporcionada por la persona a la que otorguen sus 
servicios, y  

II. Rindan su dictamen u opinión apegándose a las normas, procedimientos y metodologías que deban ser 
aplicadas para realizar el análisis, evaluación o estudio que corresponda a su profesión u oficio.  



 43

Artículo 106.- …  

I. a V. ...  

VI. Celebrar operaciones en virtud de las cuales resulten o puedan resultar deudores de la institución sus 
funcionarios y empleados, salvo que corresponda a prestaciones de carácter laboral otorgadas de manera 
general; los comisarios propietarios o suplentes; los auditores externos de la institución; o los ascendientes o 
descendientes en primer grado o cónyuges de las personas anteriormente señaladas. La Comisión Nacional 
Bancaria y de Valores podrá autorizar excepciones a lo dispuesto en esta fracción, mediante reglas de 
carácter general;  

VII. a VIII. ...  

IX. Otorgar fianzas o cauciones, salvo cuando no puedan ser atendidas por las instituciones de fianzas, en 
virtud de su cuantía y previa autorización de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores. Las garantías a que 
se refiere esta fracción habrán de ser por cantidad determinada y exigirán contragarantía en efectivo o en 
valores de los que puedan adquirir las instituciones de crédito conforme a esta Ley;  

X. a XII. ...  

XIII. Adquirir, directa o indirectamente, con recursos provenientes de sus pasivos, títulos, valores o bienes de 
los señalados en las fracciones I y III del artículo 55 de esta Ley. La Comisión Nacional Bancaria y de Valores 
podrá autorizar excepciones mediante reglas de carácter general.  

Cuando una institución de crédito reciba en pago de adeudos o por adjudicación en remate dentro de juicios 
relacionados con créditos a su favor, títulos o valores, que no deba conservar en su activo, así como bienes o 
derechos de los señalados en esta fracción, deberá sujetarse a las disposiciones de carácter general que 
establezca la Comisión Nacional Bancaria y de Valores;  

XIV. a XVI. ...  

XVII. ...  

a) y b) ...  

c) …  

Tratándose de acciones distintas a las señaladas en el párrafo anterior, representativas del capital social de 
instituciones de crédito, de sociedades controladoras o de cualquier entidad financiera, las instituciones 
deberán dar aviso con treinta días de anticipación a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores;  

XVIII. a XIX. ...  

XX. Proporcionar, para cualquier fin, incluyendo la comercialización de productos o servicios, la información 
que obtengan con motivo de la celebración de operaciones con sus clientes, salvo que cuenten con el 
consentimiento expreso del cliente respectivo, el cual deberá constar en una sección especial dentro de la 
documentación que deba firmar el cliente para contratar una operación o servicio con una institución de 
crédito, y siempre que la firma autógrafa de aquél relativa al texto de dicho consentimiento sea adicional a la 
normalmente requerida por la institución para la celebración de la operación o servicio solicitado. En ningún 
caso, el otorgamiento de dicho consentimiento será condición para la contratación de dicha operación o 
servicio, y  

XXI. Realizar operaciones no autorizadas conforme a lo establecido en el tercer párrafo del artículo 46 de esta 
Ley.  

…  
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…  

Artículo 106 Bis.- Los actos jurídicos que se celebren en contravención a lo establecido por esta Ley o por 
las disposiciones que de ella emanen, así como a las condiciones que, en lo particular, se señalen en las 
autorizaciones que se emitan para que se organicen y operen instituciones de banca múltiple con tal carácter 
y en los demás actos administrativos, darán lugar a la imposición de las sanciones administrativas y penales 
que correspondan, sin que dichas contravenciones produzcan la nulidad de los actos, en protección de 
terceros de buena fe, salvo que esta Ley establezca expresamente lo contrario.  

Artículo 107 Bis.- La Comisión Nacional Bancaria y de Valores, para determinar si la infracción administrativa 
cometida en términos de lo dispuesto por la presente Ley, se considera como grave, tomará en cuenta 
cualquiera de los aspectos siguientes:  

I. El impacto que en el sistema bancario mexicano puede producir la infracción;  

II. El monto del quebranto o perjuicio patrimonial causado;  

III. La existencia de un lucro obtenido en forma indebida;  

IV. El incumplimiento a los requisitos de honorabilidad impuestos por la Ley y las disposiciones de carácter 
general que de ella emanen, por parte del infractor;  

V. La negligencia inexcusable o dolo con que se hubiere actuado, o  

VI. Las demás circunstancias que la Comisión Nacional Bancaria y de Valores estime aplicables para tales 
efectos.  

Artículo 108. …  

…  

El incumplimiento por parte de las instituciones de banca múltiple de cualquiera de las medidas correctivas a 
que se refieren los artículos 134 Bis y 134 Bis 1 de esta Ley, así como de las establecidas en las reglas de 
carácter general que de ellos emanen, será sancionado por parte de la Comisión Nacional Bancaria y de 
Valores con multa equivalente de veinte mil a doscientas mil veces el salario mínimo general diario vigente en 
el Distrito Federal. Lo anterior es sin perjuicio de la facultad de la misma Comisión para revocar la autorización 
otorgada para organizarse como institución de banca múltiple y operar con tal carácter, cuando se ubique en 
el supuesto previsto en la fracción IV del artículo 28 de esta Ley.  

Artículo 112.- …  

…  

…  

…  

…  

I. a II. ...  

III. ...  

…  
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a) a c) ...  

d) Que renueven créditos vencidos parcial o totalmente a las personas físicas o morales a que se refiere el 
inciso anterior si resulta previsible al realizar la operación, que carecen de capacidad económica para pagar o 
responder por el importe de las sumas acreditadas, produciendo quebranto o perjuicio patrimonial a la 
Institución, y  

e) ...  

Para efectos de lo previsto en el primer párrafo de la presente fracción, no se considera que causen un 
quebranto o perjuicio al patrimonio de la institución las operaciones que se celebren como parte de procesos 
de reestructuración de operaciones de pago que se realicen en términos del artículo 65 de esta Ley.  

IV. y V. ...  

Artículo 115 Bis.- Las instituciones de crédito podrán intercambiar información en términos de las 
disposiciones de carácter general a que se refiere el artículo 115 de esta Ley, con el fin de fortalecer las 
medidas para prevenir y detectar actos, omisiones u operaciones que pudieran favorecer, prestar ayuda, 
auxilio o cooperación de cualquier especie para la comisión de los delitos previstos en los artículos 139 o 148 
Bis del Código Penal Federal, o que pudieran ubicarse en los supuestos del artículo 400 Bis del mismo 
Código.  

El cumplimiento de las obligaciones y el intercambio de información a que se refiere este artículo no implicará 
trasgresión alguna a lo establecido en el artículo 117 de esta Ley.  

Artículo 116 Bis 1.- Las personas que ostenten algún cargo, mandato, comisión o cualquier otro título jurídico 
que, para el desempeño de las actividades y operaciones que correspondan a las instituciones de crédito, 
éstas les hubieren otorgado, serán consideradas como funcionarios o empleados de dichas instituciones, para 
efectos de las responsabilidades administrativas y penales establecidas en el presente Título.  

Artículo 117 Bis.- La Comisión Nacional Bancaria y de Valores estará facultada para proporcionar a las 
autoridades financieras del exterior toda clase de información necesaria para atender los requerimientos que 
le formulen en el ámbito de su competencia, tales como documentos, constancias, registros, declaraciones y 
demás evidencias que la Comisión tenga en su poder, o que pueda obtener en ejercicio de sus facultades o 
actuando en coordinación con otras entidades, personas o autoridades.  

Tratándose de intercambios de información protegida por disposiciones de confidencialidad, se deberá tener 
suscrito un acuerdo de intercambio de información con las autoridades financieras de que se trate, en el que 
se contemple el principio de reciprocidad. La Comisión podrá abstenerse de proporcionar la información 
solicitada o requerir la devolución de la información que haya entregado, cuando el uso que se le pretenda dar 
a la misma sea distinto a aquél para el cual haya sido solicitada, sea contrario al orden público, a la seguridad 
nacional o a los términos convenidos en el acuerdo de intercambio de información respectivo.  

Artículo 122 Bis.- La resolución de una institución de banca múltiple procederá cuando la Comisión Nacional 
Bancaria y de Valores haya revocado la autorización que le haya otorgado para organizarse y operar con tal 
carácter, o bien, cuando el Comité de Estabilidad Financiera determine que se podría actualizar alguno de los 
supuestos previstos en el artículo 29 Bis 6 de esta Ley.  

…  

I. Cuando la Comisión Nacional Bancaria y de Valores haya revocado la autorización para organizarse y 
operar como institución de banca múltiple, la Junta de Gobierno del Instituto para la Protección al Ahorro 
Bancario determinará que la disolución y liquidación se realice a través de las operaciones previstas en los 
Apartados A y B de la Sección Segunda de este Capítulo, o  

II. …  
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a) El saneamiento de la institución de banca múltiple en los términos previstos en los Apartados B o C de la 
presente Sección, según corresponda, siempre que el Comité de Estabilidad Financiera haya determinado 
además que, a fin de evitar que la institución de banca múltiple se ubique en alguno de los supuestos 
previstos en el artículo 29 Bis 6 de esta Ley, resulta necesario efectuar el pago total de todas las operaciones 
a cargo de la institución de que se trate que no sean consideradas como obligaciones garantizadas en 
términos de la Ley de Protección al Ahorro Bancario, así como de aquellas consideradas como obligaciones 
garantizadas que rebasen el límite señalado en el artículo 11 de esa misma Ley, con las excepciones 
previstas en el propio artículo 29 Bis 6, en cuyo caso la Comisión Nacional Bancaria y de Valores se 
abstendrá de revocar la autorización otorgada a la institución de banca múltiple de que se trate para 
organizarse y operar con tal carácter, o  

b) ...  

El Instituto para la Protección al Ahorro Bancario deberá notificar a la Comisión Nacional Bancaria y de 
Valores la adopción del método de resolución a que se refiere este inciso, para efectos de que se lleve a cabo 
la revocación de la autorización de la institución de que se trate para organizarse y operar con tal carácter.  

…  

…  

…  

Artículo 133.- La supervisión de las entidades reguladas por la presente Ley estará a cargo de la Comisión 
Nacional Bancaria y de Valores, quien la llevará a cabo sujetándose a lo previsto en su Ley, en el Reglamento 
respectivo y en las demás disposiciones que resulten aplicables. La citada Comisión podrá efectuar visitas a 
las instituciones de crédito, que tendrán por objeto revisar, verificar, comprobar y evaluar las operaciones, 
organización, funcionamiento, los procesos, los sistemas de control interno, de administración de riesgos y de 
información, así como el patrimonio, la adecuación del capital a los riesgos, la calidad de los activos y, en 
general, todo lo que pudiendo afectar la posición financiera y legal, conste o deba constar en los registros, a 
fin de que las instituciones de crédito se ajusten al cumplimiento de las disposiciones que las rigen y a las 
sanas prácticas de la materia.  

Asimismo, la Comisión Nacional Bancaria y de Valores podrá investigar hechos, actos u omisiones de los 
cuales pueda presumirse la violación a esta Ley y demás disposiciones que de ella deriven.  

Las visitas podrán ser ordinarias, especiales y de investigación, las primeras se llevarán a cabo de 
conformidad con el programa anual que se establezca al efecto; las segundas serán aquellas que sin estar 
incluidas en el programa anual referido, se practiquen en cualquiera de los supuestos siguientes:  

I. Para examinar y, en su caso, corregir situaciones especiales operativas.  

II. Para dar seguimiento a los resultados obtenidos en una visita de inspección.  

III. Cuando se presenten cambios o modificaciones en la situación contable, jurídica, económica, financiera o 
administrativa de una institución de crédito.  

IV. Cuando una institución de crédito inicie operaciones después de la elaboración del programa anual a que 
se refiere el tercer párrafo de este artículo.  

V. Cuando se presenten actos, hechos u omisiones en una institución de crédito que no hayan sido 
originalmente contempladas en el programa anual a que se refiere el tercer párrafo de este artículo, que 
motiven la realización de la visita.  

VI. Cuando deriven de la cooperación internacional.  
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Las visitas de investigación se efectuarán siempre que la Comisión tenga indicios de los cuales pueda 
desprenderse la realización de alguna conducta que presuntamente contravenga lo previsto en esta Ley y 
demás disposiciones de carácter general que emanen de ella.  

En todo caso, las visitas a que se refiere este artículo se sujetarán a lo dispuesto en esta Ley, en la Ley de la 
Comisión Nacional Bancaria y de Valores, en el Reglamento a que se refiere el primer párrafo de este mismo 
artículo, así como a las demás disposiciones que resulten aplicables.  

Cuando, en el ejercicio de la función prevista en este artículo, la Comisión Nacional Bancaria y de Valores así 
lo requiera, podrá contratar los servicios de auditores y de otros profesionistas que le auxilien en dicha 
función.  

La vigilancia se efectuará a través del análisis de la información contable, legal, económica, financiera, 
administrativa, de procesos y de procedimientos que obtenga la Comisión con base en las disposiciones que 
resulten aplicables, con la finalidad de evaluar el apego a la normativa que rige a las instituciones de crédito, 
así como la estabilidad y correcto funcionamiento de éstas.  

Sin perjuicio de la información y documentación que las instituciones de crédito deban proporcionarle 
periódicamente, la Comisión Nacional Bancaria y de Valores podrá, dentro del ámbito de las disposiciones 
aplicables, solicitarles la información y documentación que requiera para poder cumplir con su función de 
vigilancia.  

La Comisión Nacional Bancaria y de Valores como resultado de sus facultades de supervisión, podrá formular 
observaciones y ordenar la adopción de medidas tendientes a corregir los hechos, actos u omisiones 
irregulares que haya detectado con motivo de dichas funciones, en términos de esta Ley.  

Artículo 134 Bis.- En ejercicio de sus funciones de inspección y vigilancia, la Comisión Nacional Bancaria y 
de Valores, mediante las reglas de carácter general que al efecto apruebe su Junta de Gobierno, clasificará a 
las instituciones de banca múltiple en categorías, tomando como base el índice de capitalización requerido 
conforme a las disposiciones aplicables a los requerimientos de capitalización, emitidas por dicha Comisión en 
términos del artículo 50 de esta Ley.  

…  

…  

…  

…  

…  

…  

…  

…  

Artículo 134 Bis 1. - ...  

I. ...  

a) a d) ...  

e) Diferir el pago de intereses y, a juicio de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, diferir el pago de 
principal o convertir anticipadamente en acciones las obligaciones subordinadas que se encuentren en 
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circulación, según la naturaleza de tales obligaciones, hasta por la cantidad que sea necesaria para cubrir el 
faltante de capital. Esta medida correctiva será aplicable a aquellas obligaciones subordinadas que, en 
términos de lo previsto en las disposiciones a que se refiere el primer párrafo del artículo 50 de esta Ley, 
computen como parte del capital neto de las instituciones de banca múltiple.  

Las instituciones de banca múltiple que emitan obligaciones subordinadas de las referidas en el párrafo 
inmediato anterior deberán incluir en los títulos de crédito correspondientes, en el acta de emisión, en el 
prospecto informativo, así como en cualquier otro instrumento que documente la emisión, las medidas que les 
podrían ser aplicables, atendiendo a la naturaleza de las obligaciones garantizadas, según se trate de 
obligaciones no susceptibles de convertirse en acciones, de conversión voluntaria en acciones, o de 
conversión obligatoria en acciones, cuando se actualicen las causales correspondientes conforme a las reglas 
a que se refiere el artículo 134 Bis de esta Ley, sin que sea causal de incumplimiento por parte de la 
institución emisora;  

f) Suspender el pago de las compensaciones y bonos extraordinarios adicionales al salario del director general 
y de los funcionarios de los dos niveles jerárquicos inferiores a éste, así como no otorgar nuevas 
compensaciones en el futuro para el director general y funcionarios, hasta en tanto la institución de banca 
múltiple cumpla con los niveles de capitalización requeridos por la Comisión Nacional Bancaria y de Valores 
en términos de las disposiciones a que se refiere el artículo 50 de esta Ley. Esta previsión deberá contenerse 
en los contratos y demás documentación que regulen las condiciones de trabajo.  

g) y h) ...  

II. a IV....  

Artículo 134 Bis 4.- La Secretaría de Hacienda y Crédito Público señalará, en la relación que publique 
anualmente en atención a lo dispuesto por el artículo 12 de la Ley Federal de las Entidades Paraestatales, 
aquellos fideicomisos públicos que tengan el carácter de entidades paraestatales y que formen parte del 
Sistema Bancario Mexicano, de conformidad con el artículo 3° de la presente Ley.  

Para efectos de la integración de la relación a que se refiere el párrafo anterior, las dependencias 
coordinadoras de sector deberán proporcionar a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público la determinación 
de aquellos fideicomisos públicos constituidos como entidades paraestatales que formen parte del Sistema 
Bancario Mexicano en términos del artículo 3° de la presente Ley, y que se encuentren agrupados en el sector 
coordinado por las mismas.  

Los fideicomisos públicos que formen parte del Sistema Bancario Mexicano estarán sujetos a la supervisión 
de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores. La Comisión Nacional Bancaria y de Valores, respecto de 
aquellos fideicomisos que dejen de formar parte de dicho sistema y que hayan incurrido en incumplimientos 
de las disposiciones aplicables durante el tiempo en que fueron sujetos a su supervisión, llevará a cabo los 
actos necesarios para la imposición de las sanciones a que haya lugar, incluso con posterioridad.  

La referida Comisión, al ejercer las facultades de supervisión sobre los fideicomisos de que se trata, contará 
con las mismas atribuciones que le confieren los artículos 133 y 134 de esta Ley, así como las que le otorga la 
ley que rige dicha Comisión, con respecto a las instituciones de crédito.  

La Comisión Nacional Bancaria y de Valores emitirá reglas prudenciales, de registro contable de operaciones, 
de requerimientos de información financiera, de estimación de activos y pasivos y de constitución de reservas 
preventivas, aplicables a los fideicomisos a que se refiere este artículo.  

Artículo 136.- Los servidores públicos de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores tendrán prohibido 
realizar operaciones con las instituciones sujetas a supervisión de esta última, en condiciones preferentes a 
las ofrecidas al público en general.  

Artículo 137 Bis.- La Comisión Nacional Bancaria y de Valores podrá, previo derecho de audiencia de las 
instituciones de crédito, suspender o limitar de manera parcial las operaciones activas, pasivas y de servicios 
a que se refiere el artículo 46 de esta Ley, cuando dichas actividades se ubiquen en cualquiera de los 
supuestos siguientes:  
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I. No se cuente con la infraestructura o controles internos necesarios para realizar las operaciones y servicios 
respectivos, conforme a las disposiciones aplicables;  

II. Se deje de cumplir o se incumpla con alguno de los requisitos para el inicio de las operaciones y servicios 
de que se trate;  

III. Se realicen operaciones distintas a las autorizadas;  

IV. Se incumpla con los requisitos necesarios para realizar operaciones o proporcionar servicios específicos, 
establecidos en disposiciones de carácter general.  

V. Se realicen operaciones o proporcionen servicios que impliquen conflicto de interés en perjuicio de sus 
clientes o intervengan en actividades que estén prohibidas en esta Ley o en las disposiciones que de ella 
emanen;  

VI. En los demás casos que señalen ésta u otras leyes.  

La orden de suspensión a que se refiere este artículo es sin perjuicio de las sanciones que puedan resultar 
aplicables en términos de lo previsto en esta Ley y demás disposiciones.  

ARTÍCULO SEGUNDO.- Se REFORMAN los artículos 32, tercer párrafo; 179, segundo párrafo, y 392, 
fracciones VI y VII, y se ADICIONAN una fracción VIII al artículo 392 y el artículo 392 Bis de la Ley General de 
Títulos y Operaciones de Crédito, para quedar como sigue:  

Artículo 32.- …  

…  

Tratándose de acciones, bonos de fundador, obligaciones, certificados de depósito, certificados de 
participación y cheques, el endoso siempre será a favor de persona determinada; el endoso en blanco o al 
portador no producirá efecto alguno. Lo previsto en este párrafo no será aplicable a los cheques expedidos 
por cantidades superiores a las establecidas por el Banco de México, a través de disposiciones de carácter 
general que publique en el Diario Oficial de la Federación.  

Artículo 179.- …  

El cheque expedido por cantidades superiores a las establecidas por el Banco de México, a través de 
disposiciones de carácter general que publique en el Diario Oficial de la Federación, siempre será nominativo.  

…  

…  

Artículo 392.-  

I. a V. …  

VI. Por revocación hecha por el fideicomitente, cuando éste se haya reservado expresamente ese derecho al 
constituir el fideicomiso;  

VII. En el caso del párrafo final del artículo 386, y  

VIII. En el caso del artículo 392 Bis.  
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Artículo 392 Bis.- En el supuesto de que a la institución fiduciaria no se le haya cubierto la contraprestación 
debida, en los términos establecidos en el contrato respectivo, por un periodo igual o superior a tres años, la 
institución fiduciaria podrá dar por terminado, sin responsabilidad, el fideicomiso.  

En el supuesto a que se refiere el párrafo anterior, la institución fiduciaria deberá notificar al fideicomitente y al 
fideicomisario su decisión de dar por terminado el fideicomiso por falta de pago de las contraprestaciones 
debidas por su actuación como fiduciario y establecer un plazo de quince días hábiles para que los mismos 
puedan cubrir los adeudos, según corresponda. En el caso de que, transcurrido el citado plazo, no se hayan 
cubierto las contraprestaciones debidas, la institución fiduciaria transmitirá los bienes o derechos en su poder 
en virtud del fideicomiso, al fideicomitente o al fideicomisario, según corresponda. En el evento de que, 
después de esfuerzos razonables, la institución fiduciaria no pueda encontrar o no tenga noticias del 
fideicomitente o fideicomisario para efectos de lo anterior y siempre que haya transcurrido el plazo señalado 
sin haber recibido la contraprestación correspondiente, estará facultada para abonar los referidos bienes, 
cuando éstos se traten de recursos líquidos, a la cuenta global de la institución a que se refiere el artículo 61 
de la ley de Instituciones de Crédito, en cuyo caso los mencionados recursos se sujetarán a las disposiciones 
aplicables a la citada cuenta global. Tratándose de bienes que no sean recursos líquidos, la institución 
fiduciaria, sin responsabilidad alguna, estará facultada para enajenar los mismos y convertirlos en recursos 
líquidos, para su posterior abono en la cuenta global en los términos señalados.  

Para efectos de este artículo se entenderá que se realizaron esfuerzos razonables por parte de la institución 
fiduciaria cuando se observe el procedimiento de notificación previsto en el artículo 1070 del Código de 
Comercio.  

ARTÍCULO TERCERO.- Se DEROGAN las reformas al artículo 45-1 de la Ley de Instituciones de Crédito 
establecidas en artículo tercero del "Decreto por el que se reforman, derogan y adicionan diversas 
disposiciones de la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito, Ley General de Organizaciones y 
Actividades Auxiliares del Crédito, Ley de Instituciones de Crédito, Ley General de Instituciones y Sociedades 
Mutualistas de Seguros, Ley Federal de Instituciones de Fianzas, Ley para Regular las Agrupaciones 
Financieras, Ley de Ahorro y Crédito Popular, Ley de Inversión Extranjera, Ley del Impuesto sobre la Renta, 
Ley del Impuesto al Valor Agregado y del Código Fiscal de la Federación", publicado en el Diario Oficial de la 
Federación el 18 de julio de 2006.  

ARTÍCULO CUARTO.- La facultad que se otorga a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores conforme al 
artículo 98 Bis de la Ley de Instituciones de Crédito que se adiciona por virtud del Artículo Primero del 
presente Decreto, se entenderá conferida en los mismos términos respecto de aquellas otras disposiciones y 
reglas de carácter general aplicables a cualesquiera entidades financieras que corresponda expedir al amparo 
de la Ley de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores y demás leyes relativas al sistema financiero 
mexicano, así como respecto de los demás actos administrativos que, en cumplimiento de las leyes, deban 
publicarse en el mismo medio.  

ARTÍCULO QUINTO.- Se REFORMA el artículo 17, primer párrafo y fracción III de la Ley Orgánica del Banco 
Nacional de Obras y Servicios Públicos, para quedar como sigue:  

Artículo 17.- El Consejo Directivo estará integrado por catorce consejeros designados de la siguiente forma:  

I. a II. ...  

III. Dos consejeros externos de la serie "B" designados por el Ejecutivo Federal, a través de la Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público, que tendrán el carácter de consejeros independientes. El nombramiento de 
consejeros independientes deberá recaer en personas de nacionalidad mexicana que por sus conocimientos, 
honorabilidad, prestigio profesional y experiencia sean ampliamente reconocidos.  

…  

…  

TRANSITORIOS  
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ARTÍCULO PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente al de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación, salvo por lo dispuesto en el artículo Noveno Transitorio del presente Decreto.  

ARTÍCULO SEGUNDO.- En términos de los artículos 7 y 28 de la Ley de Instituciones de Crédito que se 
reforman por virtud del presente Decreto y del primer párrafo de su artículo Noveno Transitorio, corresponderá 
a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, en sustitución de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, 
ejercer la facultad de revocar aquellas autorizaciones para el establecimiento en el territorio nacional de 
oficinas de representación de entidades financieras del exterior o para la organización y operación de 
instituciones de banca múltiple que hayan sido otorgadas con anterioridad a la entrada en vigor de este mismo 
Decreto, en el evento en que dichas oficinas o instituciones incurran en las causales respectivas a que se 
refieren esos mismos artículos.  

ARTÍCULO TERCERO.- las instituciones de crédito que hayan celebrado operaciones con las personas a que 
se refiere la fracción VI del artículo 73 de la ley de Instituciones de Crédito, y que excedan los límites máximos 
a que se refiere dicho artículo, deberán informarlo a la vicepresidencia de la Comisión Nacional Bancaria y de 
Valores encargada de su supervisión, a más tardar dentro de los treinta días hábiles siguientes a la fecha de 
la entrada en vigor de este Decreto, sin que al efecto puedan incrementarlas en el monto o límite establecido 
en el artículo 73 Bis, salvo que deriven de la capitalización de intereses.  

ARTÍCULO CUARTO.- Las instituciones de banca múltiple deberán contar con el capital mínimo a que se 
refiere el artículo 19 de la Ley de Instituciones de Crédito que se reforma conforme a este Decreto, a más 
tardar el 31 de diciembre de 2007. Entre tanto, deberán contar con el capital mínimo dado a conocer por la 
Comisión Nacional Bancaria y de Valores en la última publicación en el Diario Oficial de la Federación, en 
términos de las disposiciones aplicables con anterioridad al presente Decreto.  

ARTÍCULO QUINTO.- Las instituciones de banca múltiple que mantengan montos de crédito dispuestos y 
cuenten con líneas de apertura de crédito irrevocables a favor de personas relacionadas, tendrán un plazo de 
ciento ochenta días naturales a partir de la entrada en vigor del presente Decreto para dar cumplimiento a lo 
dispuesto en el séptimo párrafo del artículo 73 Bis de esta Ley. El importe de las líneas de crédito que dichas 
instituciones hubieren otorgado con anterioridad a la entrada en vigor del presente Decreto, que exceda del 
límite previsto en términos del séptimo párrafo del artículo 73 Bis contenido en el artículo primero de este 
Decreto, en ningún caso podrá incrementarse.  

ARTÍCULO SEXTO.- En tanto la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, el Banco de México y la Comisión 
Nacional Bancaria y de Valores emitan las disposiciones de carácter general a que se refieren las reformas 
contenidas en el presente Decreto, seguirán aplicándose las expedidas con anterioridad a la vigencia de la 
misma, en las materias correspondientes, en lo que no se oponga al presente Decreto.  

Al expedirse las disposiciones a que se refiere este artículo, se señalarán expresamente aquéllas a las que 
sustituyan o que queden derogadas.  

ARTÍCULO SÉPTIMO.- Sin perjuicio de lo que dispone el "Decreto por el que se reforman, derogan y 
adicionan diversas disposiciones de la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito, Ley General de 
Organizaciones y Actividades Auxiliares del Crédito, Ley de Instituciones de Crédito, Ley General de 
Instituciones y Sociedades Mutualistas de Seguros, Ley Federal de Instituciones de Fianzas, Ley para Regular 
las Agrupaciones Financieras, Ley de Ahorro y Crédito Popular, Ley de Inversión Extranjera, Ley del Impuesto 
sobre la Renta, Ley del Impuesto al Valor Agregado y del Código Fiscal de la Federación", publicado en el 
Diario Oficial de la Federación el 18 de julio de 2006, las sociedades financieras de objeto limitado a que se 
refiere la fracción IV del artículo 103 de la Ley de Instituciones de Crédito estarán a lo siguiente:  

I. Las autorizaciones para organizarse y operar como sociedad financiera de objeto limitado que hubiere 
otorgado la Secretaría de Hacienda y Crédito Público estarán vigentes hasta la fecha de entrada en vigor 
señalada en el artículo quinto transitorio del Decreto a que se refiere el párrafo primero de este artículo 
transitorio, por lo que, en esa misma fecha, quedarán sin efecto las citadas autorizaciones por ministerio de 
Ley. Sin perjuicio de lo anterior, durante el periodo comprendido entre la fecha de entrada en vigor del 
presente Decreto y la señalada en el artículo quinto transitorio del Decreto antes referido, la Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público, previa audiencia de la sociedad financiera de objeto de limitado de que se trate, 
podrá revocar la autorización que le haya otorgado en términos de la fracción IV del artículo 103 de la Ley de 
Instituciones de Crédito cuando dicha sociedad se encuentre en alguno de los supuestos siguientes:  
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a) No inicie operaciones dentro del plazo de noventa días contado a partir del otorgamiento de la autorización;  

b) No cuente con un capital mínimo equivalente a aquél que, para dichas sociedades, dé a conocer la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público mediante disposiciones de carácter general;  

c) Realice alguna de las operaciones o actividades prohibidas por las reglas a que hace referencia el tercer 
párrafo del artículo 103 de la Ley de Instituciones de Crédito;  

d) Su contabilidad y registros no se ajusten a las disposiciones aplicables;  

e) En la celebración de sus operaciones, no se ajusten a la Ley de Instituciones de Crédito y demás 
disposiciones aplicables;  

f) Incurra en una violación directa a la Ley, a las reglas o a la autorización emitidas por la Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público al no cumplir adecuadamente con su objeto social o por no otorgar créditos para la 
actividad o sector señalados en la autorización que le hubiere sido otorgada, por un periodo mayor a un año;  

g) Se disuelva, entre en estado de liquidación o concurso mercantil, o  

h) Si los accionistas, en asamblea general extraordinaria, resuelven solicitarla.  

Cuando, en virtud de la inspección y vigilancia que efectúe la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, se 
encuentre que las operaciones de alguna sociedad financiera de objeto limitado no se ajustan a las 
disposiciones aplicables expedidas por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, el Banco de México o la 
Comisión Nacional Bancaria y de Valores, esta última dictará las medidas necesarias para normalizarlas y 
señalará un plazo para tal efecto que no excederá de noventa días naturales a partir de la notificación de 
dichas medidas. Si, transcurrido dicho plazo, la sociedad financiera de objeto limitado no ha regularizado las 
operaciones en cuestión, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público podrá revocar la autorización.  

La revocación por las causales señaladas en los incisos a) a f) de la presente fracción pondrá en estado de 
disolución y liquidación a las sociedades financieras de objeto limitado en términos de las disposiciones de la 
Ley General de Sociedades Mercantiles.  

II. Acorde con lo previsto en el artículo octavo transitorio del Decreto citado en el primer párrafo de este 
Artículo, las sociedades financieras de objeto limitado en las que se mantengan vínculos patrimoniales, 
quedarán sujetas, en tanto conserven el carácter de sociedades financieras de objeto limitado, a lo que para 
las instituciones de crédito disponen los artículos 4, fracciones I a VI, y 6 de la Ley de la Comisión Nacional 
Bancaria y de Valores, y 24 Bis, 49, 50, 51, 65, 66, 67, 68, 69, 70, 73, 73 Bis, 73 Bis 1, 76, 93, 99, 101, 102, 
115 y 115 Bis de la Ley de Instituciones de Crédito, así como las disposiciones que, al amparo del artículo 103 
del mismo ordenamiento legal, hubieren expedido o expidan la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y el 
Banco de México.  

Se entenderá por vínculo patrimonial, para efectos de las sociedades financieras de objeto limitado, lo 
establecido en el artículo 87-C de la Ley General de Organizaciones y Actividades Auxiliares del Crédito para 
las sociedades financieras de objeto múltiple.  

III. Las sociedades financieras de objeto limitado deberán presentar la información y documentación que, en el 
ámbito de sus respectivas competencias, les soliciten la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, el Banco 
de México y la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, dentro de los plazos y a través de los medios que 
las mismas establezcan.  

ARTÍCULO OCTAVO.- A la entrada en vigor del presente Decreto, la Comisión Nacional Bancaria y de 
Valores, en los términos del artículo 45-I de la Ley de Instituciones de Crédito previstos en el artículo primero 
de este mismo Decreto, podrá autorizar a las Instituciones Financieras del Exterior, a las Sociedades 
Controladoras Filiales o a las Filiales a que dicho artículo se refiere, la adquisición de acciones representativas 
del capital social de una o más sociedades financieras de objeto limitado, siempre y cuando se cumplan los 
requisitos señalados en la fracción I de dicho artículo 45-I y se modifiquen los estatutos sociales de aquella 
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sociedad cuyas acciones sean objeto de enajenación, en caso que ésta se pretenda convertir en Filial, a 
efecto de cumplir con lo dispuesto en el Capítulo III del Título Segundo de dicha Ley.  

La vigencia de lo dispuesto en el párrafo anterior concluirá cuando entren en vigor las disposiciones a que se 
refiere el artículo quinto transitorio del "Decreto por el que se reforman, derogan y adicionan diversas 
disposiciones de la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito, Ley General de Organizaciones y 
Actividades Auxiliares del Crédito, Ley de Instituciones de Crédito, Ley General de Instituciones y Sociedades 
Mutualistas de Seguros, Ley Federal de Instituciones de Fianzas, Ley para Regular las Agrupaciones 
Financieras, Ley de Ahorro y Crédito Popular, Ley de Inversión Extranjera, Ley del Impuesto sobre la Renta, 
Ley del Impuesto al Valor Agregado y del Código Fiscal de la Federación", publicado en el Diario Oficial de la 
Federación el 18 de julio de 2006.  

ARTÍCULO NOVENO.- Las facultades que, con anterioridad a la entrada en vigor del presente Decreto, 
correspondían a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y que, por virtud del mismo, se asignan a la 
Comisión Nacional Bancaria y de Valores quedarán conferidas a ésta, una vez cumplido el plazo de ciento 
veinte días naturales contados a partir de la fecha de publicación del presente Decreto.  

Durante el plazo a que se refiere el párrafo anterior, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público continuará 
ejerciendo sus facultades de conformidad con las disposiciones en la materia vigentes hasta la entrada en 
vigor de este Decreto. Asimismo, respecto de aquellas solicitudes de autorización o aprobación que dicha 
Secretaría reciba dentro del plazo a que se refiere este artículo, corresponderá a ésta darles trámite y resolver 
lo conducente, para lo cual podrá, aún después de la conclusión de dicho plazo, continuar ejerciendo sus 
facultades conferidas con fundamento en las disposiciones en la materia vigentes hasta la entrada en vigor de 
este Decreto. En todo caso, a partir de la entrada en vigor del presente Decreto, las solicitudes que se 
presenten a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público para su trámite y resolución y que se ubiquen en 
alguno de los supuestos previstos en este párrafo deberán ajustarse a las disposiciones en la materia como 
se reforman, adicionan y derogan conforme a este Decreto.  

ARTÍCULO DÉCIMO.- En tanto la Comisión Nacional Bancaria y de Valores emite las disposiciones de 
carácter general a que se refiere el artículo 46 Bis 1de la Ley de Instituciones de Crédito que se adiciona 
mediante el presente Decreto, seguirán aplicándose las emitidas por dicha Comisión, de conformidad con el 
artículo 46 Bis vigente antes de la entrada en vigor de este Decreto, en lo que no se oponga al presente 
Decreto.  

ARTÍCULO UNDÉCIMO.- Las cesiones o descuentos de cartera que, de conformidad con las disposiciones 
aplicables, hayan celebrado las instituciones de crédito con anterioridad a la entrada en vigor del presente 
Decreto, incluyendo aquellas que, por virtud de la autorización genérica de la Comisión Nacional Bancaria y 
de Valores contenida en las reglas generales emitidas por ésta, hayan sido realizadas con cualquier persona 
física o moral; nacional o extranjera, distinta del Banco de México, de otras instituciones de crédito o de 
fideicomisos constituidos por el Gobierno Federal para el fomento económico, en que las primeras 
instituciones no hayan asumido responsabilidad o riesgo asociado a la cobranza de la cartera respectiva, 
continuarán siendo válidas y, en consecuencia, producirán todos los efectos que en derecho corresponda.  

Asimismo, quedarán incluidas en el supuesto a que se refiere el párrafo anterior aquellas cesiones o 
descuentos de cartera de instituciones de crédito en las que éstas hayan asumido la responsabilidad o el 
riesgo a que se refiere este artículo y que, en este caso, hayan sido autorizadas en lo particular por la propia 
Comisión de conformidad con las disposiciones emitidas al efecto.  

ARTÍCULO DUODÉCIMO.- Lo previsto en el artículo 106 Bis de la Ley de Instituciones de Crédito se 
establece sin perjuicio de las consecuencias que hayan derivado de la violación de normas o disposiciones de 
carácter general emitidas o expedidas con anterioridad a la entrada en vigor del presente Decreto.  

ARTÍCULO DECIMOTERCERO.- Hasta en tanto el Banco de México expida las disposiciones de carácter 
general a que se refieren los artículos 32 y 179 de la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito, 
seguirá aplicándose lo dispuesto en dichos artículos conforme al texto vigente antes de la entrada en vigor de 
este Decreto.  

ARTÍCULO DECIMOCUARTO.- Se considerarán como parte del Sistema Bancario Mexicano, por lo que 
quedarán sujetos a la supervisión de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores y les será aplicable la 
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regulación señalada en el artículo 134 Bis 4 de la Ley de Instituciones de Crédito que se adiciona por virtud 
del presente Decreto, los fideicomisos públicos siguientes:  

I. Fondo de Garantía y Fomento para la Agricultura, Ganadería y Avicultura.  

II. Fondo de Garantía y Fomento para las Actividades Pesqueras.  

III. Fondo Especial de Asistencia Técnica y Garantía para Créditos Agropecuarios.  

IV. Fondo Especial para Financiamientos Agropecuarios.  

V. Fondo de Operación y Financiamiento Bancario a la Vivienda.  

Sin perjuicio de lo anterior, hasta en tanto se realice la publicación prevista en el artículo 134 Bis 4 de la Ley 
de Instituciones de Crédito, se considerará como parte del Sistema Bancario Mexicano, al Fideicomiso Fondo 
Nacional de Habitaciones Populares y, en consecuencia, quedará sujeto a la supervisión y regulación de la 
propia Comisión a que se refiere dicha Ley.  

ARTÍCULO DECIMOQUINTO.- El artículo 112, fracción III de la Ley de Instituciones de Crédito vigente hasta 
la entrada en vigor del presente Decreto seguirá aplicándose por los hechos realizados durante su vigencia. 
Asimismo, dicho precepto seguirá aplicándose a las personas procesadas o sentenciadas por los delitos 
previstos y sancionados por el mismo artículo.  

Reitero a usted, ciudadana Vicepresidenta en funciones de Presidenta de la Cámara de Diputados, las 
seguridades de mi consideración atenta y distinguida.  

Palacio Nacional, a los seis días del mes de julio de dos mil siete.  

Sufragio Efectivo. No Reelección.  
El Presidente de los Estados Unidos Mexicanos  
Felipe de Jesús Calderón Hinojosa (rúbrica)  
   
   

México, DF, a 1 de noviembre de 2006.  

Licenciado Eduardo Cruz Silva  
Director General de Asuntos Financieros "A"  
Presente  

Me refiero a su oficio 529-IV-DGAFA-081/06, por el que remite a esta Subsecretaría el anteproyecto de 
iniciativa de decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley de 
Instituciones de Crédito, la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito, la Ley Orgánica de Nacional 
Financiera, la Ley Orgánica del Banco del Ahorro Nacional y Servicios Financieros, la Ley Orgánica del Banco 
Nacional de Comercio Exterior, la Ley Orgánica del Banco Nacional de Obras y Servicios Públicos y la Ley 
Orgánica del Banco Nacional del Ejército, Fuerza Aérea y Armada, elaborado por la Unidad de Banca y 
Ahorro (UBA) de esta Secretaría, a fin de que se emita el dictamen de impacto presupuestario respectivo.  

Sobre el particular, con fundamento en los artículos 31 de la Ley Orgánica de la Administración Pública 
Federal; 18 de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria (LFPRH); 18 a 20 del 
Reglamento de la LFPRH; 65-A y 65-B, fracción III, del Reglamento Interior de la Secretaría de Hacienda y 
Crédito Público, y para efectos de lo dispuesto en el acuerdo por el que se emiten los lineamientos para la 
elaboración, revisión y seguimiento de iniciativas de leyes y decretos del Ejecutivo federal (publicado en el 
Diario Oficial de la Federación el 9 de septiembre de 2003), le comento lo siguiente:  
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1. Se adjunta, para su debida atención, copia simple del oficio 312-A-1.- 4968, que contiene el 
dictamen elaborado por la Dirección General de Programación y Presupuesto "B" de esta 
subsecretaría al respecto.  

2. Desde el punto de vista estrictamente jurídico presupuestario, no se tiene inconveniente con el 
contenido del anteproyecto que nos ocupa. 

Por lo antes expuesto, atentamente le solicito que, de no tener inconveniente, se comunique por su amable 
conducto a la UBA el contenido de este oficio y documentos adjuntos para los fines a que haya lugar.  

La presente opinión se emite sobre la versión del anteproyecto de referencia, enviada el día 26 de octubre de 
2006, por lo que nos reservamos la emisión de los comentarios respecto de las modificaciones que, en su 
caso, se realicen a dicha versión.  

Reitero a usted la seguridad de mi atenta y distinguida consideración.  

Sufragio Efectivo. No Reelección.  
R. Guillermo Lecona Morales (rúbrica)  
Director General Adjunto  
   
   

México, DF, a 31 de octubre de 2006.  

Licenciado Guillermo Lecona Morales  
Director General Adjunto de Análisis Jurídico de la Dirección General Jurídica de Egresos  
Presente  

Me refiero a su oficio número 353-A-1.- 1042, de fecha 27 de octubre de 2006, recibido el 30 del indicado mes 
y año, mediante el cual remite el anteproyecto de decreto por el que se reforman, adicionan y derogan 
diversas disposiciones de la Ley de Instituciones de Crédito; la Ley General de Títulos y Operaciones de 
Crédito; la Ley Orgánica de Nacional Financiera; la Ley Orgánica del Banco del Ahorro Nacional y Servicios 
Financieros; la Ley Orgánica del Banco Nacional de Comercio Exterior, la Ley Orgánica del Banco Nacional 
de Obras y Servicios Públicos; y la Ley Orgánica del Banco Nacional del Ejército, Fuerza Aérea y Armada, 
elaborado por la Unidad de Banca y Ahorro (UBA) de esta Secretaría, con el propósito de obtener el dictamen 
de impacto presupuestario correspondiente.  

Al respecto y de la revisión al anteproyecto de decreto de reformas y adiciones en cuestión, y de conformidad 
con el dictamen de impacto presupuestal que emite la UBA en el sentido de que no conlleva impacto 
presupuestal alguno, me permito comentarle que no se tiene inconveniente en su formalización en el 
entendido de que las Instituciones de Crédito involucradas y la Comisión Nacional Bancaria y de Valores 
(CNBV), no incrementarán ni crearán estructuras ocupacionales para el presente ejercicio fiscal y 
subsecuentes.  

Asimismo, se recomienda que a la brevedad se lleven a cabo las reformas y adiciones a la diversa normativa 
aplicable al tema materia del anteproyecto que nos ocupa, como es la Ley de la CNBV y su reglamento y, en 
su caso, el Reglamento Interior de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público.  

Sin otro particular, aprovecho la ocasión para enviarle un cordial saludo.  

Sufragio Efectivo. No Reelección.  

Felipe O. Angulo Sánchez (rúbrica)  
Director General Adjunto  
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México, DF, a 25 de septiembre de 2006.  

Licenciado Luis Manuel Gutiérrez Levy  
Oficial Mayor del Ramo  
Secretaría de Hacienda y Crédito Público  
Presente  

Hago referencia al anteproyecto de decreto que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones de la Ley 
de Instituciones de Crédito y de la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito y a su respectivo 
formulario de Manifestación de Impacto Regulatorio (MIR), enviados por la Secretaría de Hacienda y Crédito 
Público (SHCP), por conducto de esa oficialía mayor, vía el portal electrónico (www.cofemermir.gob.mx) y 
recibidos por esta comisión los días 20 de julio, 25 de agosto, 6 y 25 de septiembre del año en curso con los 
números de identificación SHCP/10792, SHCP/10950, SHCP/11127, SHCP/11127 y SHCP/11343, 
respectivamente.  

Sobre el particular y de conformidad con los artículos 69-E, 69-G, 69-H y 69-J de la Ley Federal de 
Procedimiento Administrativo (LFPA) y el artículo décimo tercero del acuerdo por el que se emiten los 
lineamientos para la elaboración, revisión y seguimiento de las iniciativas de leyes y decretos del Ejecutivo 
Federal y su modificación, publicados en el Diario Oficial de la Federación (DOF), el 9 de septiembre de 2003 
y el 14 de abril de 2005, respectivamente, esta comisión emite dictamen total final en virtud de que el 
anteproyecto ha cumplido con lo dispuesto por dicha ley en materia de mejora regulatoria, que se ha 
presentado ante este órgano desconcentrado la opinión de la Secretaría de Gobernación, respecto a la 
viabilidad de la iniciativa y que se ha manifestado la conformidad de la Comisión Nacional Bancaria y de 
Valores (CNBV).  

Por lo anterior, se adjunta al presente una copia del anteproyecto debidamente sellada y rubricada por esta 
comisión, con el fin de que la SHCP pueda proceder, a través de la Consejería Jurídica del Ejecutivo federal, a 
su firma por parte del Ejecutivo para su envío al Poder Legislativo, conforme al procedimiento establecido en 
los lineamientos citados en el párrafo precedente.  

Sobre el contenido del anteproyecto, resulta importante destacar los aspectos fundamentales sobre los que 
versa el mismo, así como los beneficios que generará a los diversos sectores involucrados y la forma en la 
que contribuirá al objetivo de una conducción responsable de la economía.  

Bajo esta tesitura, el contenido del presente anteproyecto promueve diversas modificaciones estructurales 
para el sector de banca y crédito, entre las que podemos destacar  

i) La realineación, fortalecimiento e integración de diversas facultades de autorización y supervisión 
en un solo órgano: la CNBV;  

ii) La creación de una banca comercial especializada, en virtud de las operaciones que realiza o el 
sector al que se dirigen;  

iii) La actualización y fortalecimiento del marco jurídico en la contratación por parte de las 
Instituciones de Crédito de servicios con terceros, a través de la suspensión parcial, total, temporal o 
definitiva de los mismos y que será complementado con las disposiciones de carácter general que al 
efecto emita la CNBV;  

iv) La elevación a nivel de Ley de la regulación de los organismos autorregulatorios del sector;  

v) Una mayor certeza jurídica y claridad respecto del procedimiento para constituir una institución de 
banca múltiple, las operaciones de cartas de crédito, la fusión y escisión de las instituciones de 
crédito;  

vi) El fortalecimiento en el gobierno corporativo de las instituciones de crédito;  

vii) La seguridad jurídica para los usuarios de los servicios de las instituciones de crédito; y  
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viii) La determinación de umbrales de cantidades para la emisión de cheques al portador, así como la 
creación de un nuevo supuesto de extinción del fideicomiso. 

Por lo anterior, esta comisión está convencida de los efectos que el proyecto tendrá sobre el sector financiero, 
específicamente en lo que a la supervisión y regulación de instituciones de crédito se refiere, pues contribuirá 
a la simplificación administrativa de la aplicación de la regulación, eliminando altos costos de cumplimiento 
para los particulares, que actualmente resultan onerosos debido a que las facultades están distribuidas en 
diversas autoridades administrativas. Asimismo, la presente iniciativa brinda protección y seguridad jurídica al 
público usuario de los servicios que presta la banca comercial y de desarrollo, modificaciones que son 
acordes con estándares internacionales que se han adoptado para la consecución de un sistema bancario 
desarrollado y equilibrado.  

No se omite manifestar la disponibilidad que la SHCP tuvo dentro del proceso de mejora regulatoria al que 
estuvo sometido el presente anteproyecto, ya que una vez que esta comisión dio a conocer ciertas 
inquietudes del impacto regulatorio a los particulares, a través de diversas reuniones que se sostuvieron, la 
SHCP tuvo a bien realizar las adecuaciones correspondientes al anteproyecto dando como resultado un 
documento que incorpora a los diversos sectores involucrados.  

Como es de su conocimiento, deberá proporcionarse a esta Comisión la información prevista en el artículo 69-
M de la LFPA, respecto de los trámites que se crean o modifican con la emisión del anteproyecto objeto de 
análisis, dentro de los diez días hábiles siguientes a aquel en que entren en vigor para proceder a su 
inscripción o modificación dentro del Registro Federal de Trámites y Servicios, en cumplimiento de lo 
dispuesto por el artículo 69-N de la misma ley.  

Para efecto de lo establecido en el artículo 10 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la información 
Pública Gubernamental y los artículos 24 y 25 de su Reglamento, se hace constar que el anteproyecto 
referido ha estado disponible a consulta pública en la página electrónica de la Cofemer desde el 20 de julio de 
2006.  

Sin más por el momento, reciba un cordial saludo.  

Atentamente  

Con fundamento en los artículos 9 y 10 del Reglamento Interior de la Comisión Federal de Mejora Regulatoria 
y el artículo único del acuerdo por el que se delegan facultades del titular de la Comisión Federal de Mejora 
Regulatoria a los funcionarios que se indican, publicado en el DOF el 16 de marzo de 2004.  

Gustavo Adolfo Bello Martínez (rúbrica)  
Coordinador General  
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29-11-2007 
Cámara de Diputados. 
DICTAMEN de la Comisión de Hacienda y Crédito Público, con proyecto de decreto por el que se reforman, 
adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley de Instituciones de Crédito; la Ley General de Títulos y 
Operaciones de Crédito; y la Ley Orgánica del Banco Nacional de Obras y Servicios Públicos. 
Aprobado con 252 votos en pro y 1 abstención. 
Se turnó a la Cámara de Senadores. 
Gaceta Parlamentaria, 29 de noviembre de 2007. 
Discusión y votación, 29 de noviembre de 2007. 
 
 
DE LA COMISIÓN DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO, CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE 
SE REFORMAN, ADICIONAN Y DEROGAN DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY DE INSTITUCIONES 
DE CRÉDITO, DE LA LEY GENERAL DE TÍTULOS Y OPERACIONES DE CRÉDITO, Y DE LA LEY 
ORGÁNICA DEL BANCO NACIONAL DE OBRAS Y SERVICIOS PÚBLICOS  

Honorable Asamblea  

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 71, fracción I, y 72 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos y por conducto de la honorable Cámara de Diputados, el Ejecutivo federal sometió a la 
consideración del honorable Congreso de la Unión la iniciativa con proyecto de decreto por el que se 
reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley de Instituciones de Crédito, la Ley General de 
Títulos y Operaciones de Crédito y la Ley Orgánica del Banco Nacional de Obras y Servicios Públicos.  

Los integrantes de la Comisión de Hacienda y Crédito Público, con base en las facultades que nos confieren 
los artículos 39, 45 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso de los Estados Unidos Mexicanos, así 
como los artículos 60, 65, 87, 88 y demás aplicables del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso 
General de los Estados Unidos Mexicanos, sometemos a la consideración de esta honorable asamblea el 
siguiente  

Dictamen  

En sesión de la Comisión Permanente del 31 de agosto de 2007, se presentó la iniciativa con proyecto de 
decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley de Instituciones de 
Crédito, la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito y la Ley Orgánica del Banco Nacional de Obras y 
Servicios Público, por el Ejecutivo federal. En esa misma fecha, la Mesa Directiva la turnó a la Comisión de 
Hacienda y Crédito Público, para su estudio y dictamen.  

Exposición de Motivos de la Iniciativa  

Entre las estrategias para conducir responsablemente la marcha económica del país, se encuentran las 
relativas a promover esquemas de regulación y supervisión eficaces en el sistema financiero, así como a 
impulsar una banca comercial sólida y eficiente, de manera que pueda cumplir adecuadamente su función.  

Existen algunos aspectos de la Ley de Instituciones de Crédito que, de ajustarse a las condiciones actuales 
del sector financiero, podrían mejorar el funcionamiento y desarrollo del sector bancario. Por otra parte, existe 
una variedad de trámites de carácter administrativo que, al tener que ser cumplidos frente a diversas 
autoridades, se traducen en un elevado costo de regulación para las instituciones de crédito.  

Por lo anterior, se plantea simplificar y ajustar la ley, a fin de identificar los trámites, requisitos y 
procedimientos. Esto también pretende lograr una importante reducción de costos para los agentes 
participantes en el mercado, para el Estado, así como para los usuarios de los servicios financieros que 
prestan dichas entidades.  

En ese sentido, las autoridades financieras se han dado a la tarea de identificar aquellas normas en las que es 
posible realizar una labor de flexibilización, simplificación y reducción de costos, así como aquéllas en las que 
es necesario o conveniente fortalecer y mejorar los procesos de autorización de importantes actos 
corporativos y de supervisión de los intermediarios.  
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Por otra parte, la referida ley mantiene una asignación de facultades entre las autoridades financieras que 
puede resultar ineficiente en algunos aspectos, lo que provoca que los intermediarios sujetos a la misma, en la 
realización de sus actividades, tengan que acudir a diversas "ventanillas", lo cual resulta en costos para 
dichos actores económicos que, de otra forma, podrían quedar reducidos. En ese sentido, el Ejecutivo federal 
realizó un análisis sobre la posibilidad de que dichas funciones queden concentradas en una sola autoridad 
que, por su organización y funcionamiento, se propone sea la Comisión Nacional Bancaria y de Valores.  

Al respecto, en la experiencia internacional se advierten diversos casos en los que se encomienda a una sola 
autoridad la supervisión, autorización y regulación del sector bancario. La propuesta considera un importante 
avance que facilitará las funciones de regulación, control y vigilancia de las instituciones.  

Por otro lado, el régimen vigente de operación y regulación de las instituciones de banca múltiple no distingue 
entre entidades que realizan parcial o totalmente las operaciones y actividades que permite la ley. Dicha 
situación genera que las instituciones que optan por realizar ciertos tipos de operaciones de las permitidas en 
general incurran en costos regulatorios de forma injustificada.  

La iniciativa pretende modificar una amplia gama de artículos de la Ley de Instituciones de Crédito. Se trata de 
un esfuerzo por actualizar dicha ley a fin de eliminar figuras que han caído en desuso, ajustar los procesos de 
autorización para organizarse y operar como institución de banca múltiple para hacerlos más claros y 
eficientes, flexibilizar el régimen relativo a las operaciones y actividades que pueden realizar las citadas 
instituciones y la regulación que les es aplicable, así como revisar las atribuciones de las autoridades 
financieras a fin de prever un sistema más eficiente.  

I. Actividades de Banca y Crédito  

Se establece la posibilidad de que las instituciones de crédito, en relación con el tipo de operaciones que 
realicen, se puedan ubicar en alguno de los siguientes supuestos: i) instituciones autorizadas para llevar a 
cabo la totalidad de las operaciones que permite la ley, es decir, como se prevé en el esquema vigente, o ii) 
instituciones autorizadas para realizar, a su elección, sólo algunas de las operaciones que les permite la ley, 
con la posibilidad de incrementar o disminuir el número de dichas operaciones. Con lo anterior, se busca que 
la carga de regulación para las instituciones de crédito sea acorde con el tipo de operaciones que lleven a 
cabo.  

Para efectos del esquema propuesto, es importante considerar que a la totalidad de las instituciones de banca 
múltiple actualmente les es aplicable, en forma integral, la regulación vigente que se refiere a todas las 
actividades y operaciones que puede realizar un banco, sin importar si en la práctica éste no realiza algunas 
de ellas. Es decir, el esquema vigente asigna cargas y costos regulatorios idénticos a todas las instituciones 
de banca múltiple, sin reconocer las diferencias que existen en cuanto a su operación.  

En efecto, algunos bancos, conocidos como "regionales" o "de nicho", realizan únicamente cierta clase de 
operaciones especializadas o dirigidas a un sector específico, como, por ejemplo, algunos bancos filiales que 
realizan operaciones de banca mayorista. No obstante esto, a todas esas instituciones de banca múltiple se 
les aplica la misma carga y costo de regulación que a aquellas que realizan todas las operaciones permitidas 
en la ley. Por lo anterior, se propone contemplar que a las instituciones bancarias que lleven a cabo algunas 
de las operaciones que les permite la ley, les sea aplicable la regulación correspondiente únicamente a dichas 
operaciones, con la posibilidad de que incrementen o disminuyan las operaciones que elijan en un momento 
dado, sujeto a la autorización correspondiente.  

Aunado a lo anterior, a nivel internacional, la estructura bancaria de diversos países contempla tipos 
diferentes de licencias o autorizaciones bancarias, o el establecimiento de sucursales de bancos extranjeros 
con regulación diferenciada por tipo de licencia o autorización. En el caso particular de México, se han 
realizado reformas al marco regulatorio del sistema financiero a fin de implantar estructuras de esa naturaleza, 
tales como las entidades de ahorro y crédito popular y, en la nueva Ley del Mercado de Valores, a las casas 
de bolsa.  

El esquema propuesto permitirá reducir las barreras de entrada, así como los costos de transacción, ya que 
los costos y la regulación serían consistentes con las operaciones que realicen. En ese contexto, las 
instituciones bancarias deberán sujetarse a la regulación que corresponda a la naturaleza de su operación. Lo 
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anterior, incentivará la entrada de nuevos participantes al sistema bancario, generando una mayor 
competencia y penetración en el mercado.  

II. Realineación de Facultades  

Como se mencionó anteriormente, una de las principales reformas que plantea la presente iniciativa es 
transferir a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores diversas facultades que actualmente ejerce la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público. Tales funciones consisten principalmente en el otorgamiento de 
autorizaciones para la organización y operación de las instituciones de banca múltiple, sus fusiones, 
escisiones y diversos actos corporativos, así como la facultad de revocar la citada autorización para 
organizarse y operar como tal.  

La asignación de facultades que prevé la iniciativa tiene como propósito lograr una mayor eficiencia y rapidez 
en los procedimientos administrativos a que están sujetas las instituciones de banca múltiple y, al mismo 
tiempo, eliminar o reducir, en lo posible, procedimientos que pueden llegar a ser redundantes. Por ello, se 
propone que, para la autorización de diversos actos que impliquen la revisión de requerimientos de carácter 
técnico, sea la Comisión Nacional Bancaria y de Valores la que la otorgue, escuchando la opinión, cuando así 
corresponda, del Banco de México. Cabe destacar que dada la relevancia de ciertas autorizaciones y su 
impacto en el sistema bancario, en ciertos casos la Comisión Nacional Bancaria y de Valores requerirá la 
opinión favorable del Banco de México.  

De igual forma, existen facultades para emitir regulación secundaria que actualmente ejerce la Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público, tales como las reglas para determinar la calificación de la cartera crediticia, para 
los requerimientos de capital de las instituciones de crédito. Respecto de esta regulación, ante la capacidad 
técnica y especialización que ha adquirido la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, es a dicha comisión a 
la que debería corresponder su emisión debido a que cuenta con los elementos técnicos para ello.  

Con lo anterior, se busca contar con un organismo sólido que abarque el ciclo –regulatorio y de supervisión– 
completo, desde la entrada del intermediario hasta su revocación; que sea capaz de adaptar la regulación de 
forma rápida y flexible al contexto económico nacional; que sea el único responsable de la regulación y 
supervisión del intermediario, y que actúe mediante procesos claros y eficientes.  

Lo antes descrito es congruente con la experiencia que prevalece en el ámbito internacional en la que se 
observa frecuentemente que las atribuciones relativas a la regulación y supervisión de instituciones bancarias 
se encuentran concentradas en una sola autoridad. Tal es el caso de Brasil, Argentina, Japón, Australia, 
China, Singapur, Corea, Italia y Reino Unido.  

Al respecto, existen otros casos dentro de la regulación del sistema financiero mexicano en los que se cuenta 
con autoridades que mantienen atribuciones sobre el ciclo completo de regulación y supervisión. Tal es el 
caso de la misma Comisión Nacional Bancaria y de Valores, respecto de las entidades reguladas por la Ley 
de Ahorro y Crédito Popular, así como la Comisión Nacional del Sistema de Ahorro para el Retiro, respecto de 
las administradoras de fondos para el retiro.  

III. Vigilancia de Auditores Externos  

Se propone otorgar facultades a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores para realizar labores de 
inspección y vigilancia a las empresas que presten a las instituciones de crédito servicios de auditoría externa. 
Entre las principales facultades que se pretenden conferir, se encuentran las de requerir toda clase de 
información y documentación, practicar visitas de inspección, requerir la comparecencia de socios, 
representantes y demás empleados de las empresas que presten servicios de auditoría externa y reconocer 
normas y procedimientos de auditoría que deberán observar los auditores externos al dictaminar o emitir 
opiniones relativas a los estados financieros de las instituciones de crédito.  

Además, con el fin de proteger los intereses del público usuario, se plantean mejores controles respecto de la 
información financiera que presentan las instituciones de crédito a la Comisión Nacional Bancaria y de 
Valores, a efecto de que la autoridad cuente con mayor certidumbre de la citada información.  

IV. Contratación de Prestación de Servicios con Terceros  
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Se propone también, actualizar el marco normativo respecto a la contratación con terceros de servicios 
necesarios para la operación de instituciones de crédito, para lo cual se establecen, de una forma clara, los 
casos en que la Comisión Nacional Bancaria y de Valores puede ordenar la suspensión parcial o total, 
temporal o definitiva, de la prestación de dichos servicios. De esta forma, se pretende otorgar mayor 
seguridad jurídica a las instituciones que los contraten.  

Asimismo, se propone que la Comisión Nacional Bancaria y de Valores puede solicitar a los prestadores de 
los servicios, por conducto de las instituciones de crédito, información y documentación respecto de los 
servicios que provean con base en dichos contratos, así como realizar visitas de inspección y decretar las 
medidas que estime necesarias para asegurar la continuidad de los servicios que las instituciones de crédito 
proporcionan a sus clientes.  

Lo anterior con el objetivo de que la norma sea clara y delimite las facultades de la autoridad respecto a la 
contratación mencionada, lo que abona a la certeza jurídica de la transacción, tanto para la institución de 
crédito como para el tercero correspondiente.  

V. Operaciones con Personas Relacionadas  

Asimismo, se agregan y precisan diversos aspectos relativos al tratamiento de las operaciones que lleven a 
cabo las instituciones de banca múltiple con las denominadas personas relacionadas. Al respecto, por una 
parte, se detalla el concepto de "operaciones con personas relacionadas", así como de los sujetos que 
pueden llevarlas a cabo y, por la otra, se propone adecuar los parámetros para calcular los límites aplicables a 
dichas operaciones.  

Esta actualización es fundamental, a efecto de modernizar y detallar claramente los controles y las acciones 
que permitan a las autoridades financieras evitar o reducir, en lo posible, la realización de operaciones que 
puedan poner en riesgo la estabilidad de las instituciones de crédito o incluso del sistema financiero en su 
conjunto. Asimismo, se propone establecer límites más adecuados para las operaciones que se celebren con 
las personas relacionadas, así como lograr mayor claridad al señalar qué tipo de operaciones estarán sujetas 
a dichos límites.  

VI. Inversiones de las Instituciones de Crédito y Diversificación de Riesgos  

Se adecuan los parámetros para el cálculo de los límites a los que están sujetas las inversiones que realicen 
las instituciones de crédito en distintos rubros, a efecto de que éstos sean congruentes con los riesgos 
implícitos en dichas operaciones. De esta forma, se pretende fomentar una mayor congruencia y eficiencia en 
el esquema de inversión previsto en la ley vigente. Lo anterior se logra con límites más adecuados para 
dichas inversiones que lleven a cabo las instituciones de crédito. En el caso concreto, se propone que el límite 
se establezca como un porcentaje de la parte básica del capital neto a que se refiere el artículo 50 de la ley.  

Por lo anterior, en el artículo 50 se especifica que el capital neto de las instituciones de crédito estará 
compuesto por una parte básica y una complementaria, y se determinará conforme a las disposiciones que 
establezca la Comisión Nacional Bancaria y de Valores.  

De igual forma, se plantea modificar los límites de inversión en empresas no financieras, a efecto de que se 
reconozca el riesgo implícito conforme al porcentaje de inversión y al tipo de sociedad de que se trate, ya 
sean empresas que coticen o no en bolsas de valores.  

Adicionalmente, se contempla una adecuación al régimen de diversificación de riesgos, a fin de precisar los 
tipos de riesgos respecto de los cuales es conveniente para los bancos evitar concentrarlos en relación con 
una persona o grupo de personas que pudieran representar un mismo riesgo, sea de crédito, de mercado o de 
operación.  

VII. Autorización para la Constitución de Instituciones de Banca Múltiple  

Se pretende reconocer en ley la totalidad de las etapas del procedimiento de autorización para la organización 
y operación de una institución de banca múltiple. Asimismo, se actualizan y aclaran los requisitos que se 
deben satisfacer para la autorización para la organización y operación de una institución de banca múltiple.  
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VIII. Organismos Autorregulatorios Bancarios  

En la iniciativa, se contempla prever por primera vez en el sistema bancario, la figura de los organismos 
autorregulatorios bancarios. Tales organismos serían aquellas asociaciones gremiales de instituciones de 
crédito que obtengan el reconocimiento de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, y tendrían por objeto 
la implantación de diversos estándares de conducta y operación entre las instituciones de crédito que se 
encuentren agremiadas a ellos.  

El reconocimiento en ley de dichos organismos tiene como finalidad promover una mayor eficiencia y 
transparencia en las actividades y operaciones que realizan las instituciones de crédito, con lo cual se 
contribuiría al sano desarrollo del sistema financiero.  

IX. Apertura y Reestructuración de Créditos  

En virtud de que en la práctica las instituciones de banca múltiple se encuentran acotadas en materia de 
apertura y reestructuración de créditos, en las modificaciones que se proponen, se prevén las reglas 
generales para ambas figuras, así como los requisitos y procedimientos para el caso específico de 
reestructuras, incluyendo la posibilidad de prever el otorgamiento de garantías adicionales, modificación de 
tasas de interés, pagos parciales, y estudios que soporten la viabilidad de pago del adeudo agregado bajo las 
nuevas condiciones, en caso de que se requirieran recursos adicionales para la reestructura.  

Lo anterior, atendiendo la necesidad de implantar mecanismos que permitan incrementar las posibilidades de 
recuperación de cartera crediticia de las instituciones de crédito, respecto de los procesos de reestructuración.  

X. Suspensión Parcial de Operaciones de las Instituciones de Crédito  

Se propone otorgar facultades adicionales a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores que le permitan 
suspender o limitar de manera parcial las operaciones activas, pasivas y de servicios que realicen las 
instituciones de crédito, cuando no cuenten con la infraestructura o controles internos necesarios para realizar 
las operaciones que les fueron autorizadas, se incumpla con alguno de los requisitos que establece la Ley de 
Instituciones de Crédito para el inicio de sus operaciones, realicen operaciones distintas a las autorizadas, o 
bien, que sean declaradas por la autoridad judicial en estado de concurso mercantil.  

Dichas facultades se establecen con el fin de actualizar y mejorar las funciones de supervisión de la Comisión 
Nacional Bancaria y de Valores, en protección de los intereses del público usuario de las instituciones de 
crédito y del sistema financiero en general, acorde con el nuevo esquema de banca especializada antes 
mencionado.  

XI. Consejeros Independientes, Directivos y Comisarios de Instituciones de Banca Múltiple  

Se propone actualizar las disposiciones aplicables a las figuras de consejeros independientes, directivos y 
comisarios de las instituciones de banca múltiple, para lo cual se prevé reforzar en ley las características que 
tales sujetos deben reunir para desempeñar dichas funciones.  

A través de la actualización de los requisitos que se deben cumplir para fungir como consejero independiente, 
director y comisario de una institución de banca múltiple, se busca disminuir las posibilidades de que se 
presenten conflictos de interés o malos manejos en la administración de las citadas instituciones y, de esta 
manera, se incrementaría la protección al público y al sistema financiero.  

XII. Fusión y Escisión de Instituciones de Banca Múltiple  

Se propone eliminar vacíos jurídicos que existen en el texto de la ley vigente, para lo cual se señala con 
claridad el momento exacto en el que surtirá efectos la fusión de instituciones de banca múltiple, y se aclara 
que la misma deja sin efectos la autorización para organizarse y operar como institución de banca múltiple 
otorgada originalmente a la sociedad fusionada, que desaparece por consecuencia del citado acto corporativo.  
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En este sentido, la propuesta busca brindar mayor claridad respecto al procedimiento a través del cual se 
llevan a cabo las fusiones de las instituciones de crédito, se otorga mayor certeza jurídica a los participantes y 
se disminuyen costos regulatorios al eliminar la necesidad de que las instituciones de crédito que 
desaparecen consideren necesario acudir ante la autoridad para solicitar la revocación de la autorización que 
se les otorgó para organizarse y operar como tales.  

Asimismo, como consecuencia de la realineación de facultades que se establece en la presente iniciativa, se 
pretende eliminar el texto vigente relativo a la facultad que tiene la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, 
al autorizar una fusión, de cuidar en todo tiempo la adecuada protección de los intereses del público, así como 
de los trabajadores de las sociedades. Lo anterior, dado que dicho texto resulta innecesario, ya que la 
Comisión Nacional Bancaria y de Valores, organismo que, de conformidad con la citada realineación, será el 
encargado de autorizar las fusiones de referencia, ya cuenta entre las obligaciones que establece la ley que la 
regula, con la de llevar a cabo dicha protección y vigilancia de los intereses del público y de los trabajadores 
de las sociedades. Cabe señalar que el mismo tratamiento se aplica a la figura de la escisión de las 
instituciones de banca múltiple.  

XIII. Participación en el Capital Social de Instituciones de Banca Múltiple  

Se propone establecer la obligación de que las personas que pretendan constituir una institución de banca 
múltiple o adquirir acciones de alguna que se encuentre en operación, acrediten que cuentan, entre otros 
aspectos, con honorabilidad e historial crediticio y de negocios satisfactorio y que no han sido sentenciados 
por delito patrimonial doloso.  

A través de dicha modificación, se pretende prevenir quebrantos en las instituciones de crédito e incrementar 
los niveles de protección del público ahorrador, mediante el establecimiento de controles más estrictos 
respecto de las personas que podrían ser accionistas de las citadas instituciones, excluyendo a aquellas 
personas que cuenten, en general, con antecedentes negativos en esos aspectos.  

XIV. Cartas de Crédito  

La propuesta de reforma, tiene como finalidad actualizar la legislación bancaria vigente para estar en 
concordancia con los usos y prácticas bancarias en materia de cartas de crédito, tanto a nivel nacional como 
internacional. El texto vigente resulta insuficiente ya que únicamente se refiere a la carta de crédito comercial, 
y es omiso respecto a las garantías contingentes que en la actualidad son de uso común tanto en operaciones 
domésticas como internacionales.  

Por lo anterior, exclusivamente en lo relativo a las operaciones celebradas mediante el uso de cartas de 
crédito por parte de instituciones de crédito, se propone establecer la supletoriedad de los usos y prácticas 
que señalen expresamente las partes contratantes de este tipo de servicio, con base en estándares 
internacionales, así como delimitar claramente la responsabilidad de las instituciones de crédito en dichas 
operaciones.  

Asimismo, se hace un reconocimiento de la existencia de la carta de crédito comercial y de las garantías 
contingentes, denominándoles de forma genérica "cartas de crédito". Además, y a fin de incrementar la 
seguridad jurídica del beneficiario de la carta de crédito, se propone establecer la posibilidad de que ésta 
pueda ser modificada o cancelada exclusivamente con la aceptación expresa de la institución emisora, del 
beneficiario y, en su caso, de la institución confirmadora, definiendo así su carácter de irrevocable.  

Lo anterior es relevante toda vez que ese tipo de instrumentos se utilizan cada vez con mayor frecuencia en el 
ámbito internacional. Ante esto, es necesario que el marco regulatorio con el que cuenta nuestro país 
responda a la demanda de los usuarios de ese tipo de instrumentos, con reglas claras, acordes con los usos y 
prácticas internacionales, y con las responsabilidades de los participantes claramente delimitadas. Las 
modificaciones propuestas buscan que el uso de este instrumento sea más generalizado, práctico, ágil y 
seguro.  

XV. Fortalecimiento en la Supervisión  
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Se busca actualizar y detallar las facultades de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores y, en especial, en 
su calidad de supervisor de las instituciones de crédito. Para esto, se especifican los tipos de visitas que la 
comisión puede realizar a las citadas instituciones, y se señala claramente que la vigilancia se efectuará a 
través del análisis de la información contable, legal, económica, financiera, administrativa, de procesos y de 
procedimientos que obtenga, con la finalidad de evaluar el apego a la normatividad que rige a las instituciones 
de crédito, así como la estabilidad y correcto funcionamiento de éstas.  

Con lo anterior, se actualiza el marco normativo correspondiente a efecto de hacer más eficientes las labores 
de supervisión de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, con lo que se brinda mayor certeza jurídica a 
las instituciones de crédito y a sus usuarios.  

XVI. Regulación de Operaciones Derivadas  

La Ley de Instituciones de Crédito vigente establece que las instituciones de crédito podrán realizar 
operaciones financieras conocidas como derivadas, siempre que se sujeten a las disposiciones que expida el 
Banco de México escuchando la opinión de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y de la Comisión 
Nacional Bancaria y de Valores. A través de la propuesta de reforma, se faculta a ese instituto central para 
que, en ejercicio de las facultades que le otorga la ley que lo regula, pueda emitir las disposiciones de 
referencia sin la necesidad de escuchar la opinión de las demás autoridades financieras.  

La reforma mencionada, permitirá mayor flexibilidad y celeridad cuando sea necesario modificar dicha 
regulación, a efecto de atender las necesidades del mercado. Cabe señalar que la modificación es congruente 
con lo previsto en el artículo 176 de la nueva Ley del Mercado de Valores, publicada en el Diario Oficial de la 
Federación el 30 de diciembre del 2005, la cual faculta al banco central para regular la materia sin requerir 
opinión de otras autoridades.  

XVII. Publicación de la Regulación  

La iniciativa prevé que la Comisión Nacional Bancaria y de Valores podrá solicitar directamente la publicación 
en el Diario Oficial de la Federación de las disposiciones y reglas de carácter general, así como de los actos 
administrativos que dicho órgano desconcentrado expida en el ámbito de su competencia, acorde con las 
leyes relativas al sistema financiero mexicano. El objeto de esto es agilizar el procedimiento de publicación en 
el citado Diario, ya que, dada la naturaleza de estos actos, resulta imperativo darlos a conocer a sus 
destinatarios de manera pronta y oportuna. Así, se sustituiría el procedimiento que actualmente se sigue a 
través de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, en cuyo ámbito se encuentra adscrita la propia 
comisión; al tiempo que, con ello, se facilitará al público usuario la identificación y consulta de las referidas 
disposiciones, reglas y actos emanados de la mencionada comisión, ya que habrán de publicarse dentro de 
una sección especial correspondiente a ese órgano y no al de la citada secretaría.  

XVIII. Protección a Terceros  

Con el objeto de proteger los intereses del público, se contemplan mecanismos que permitan a las propias 
instituciones de crédito reaccionar, en la medida de lo posible, ante actos que pudieran representar un ataque 
fraudulento a los recursos de sus clientes.  

Adicionalmente, se incorpora un nuevo procedimiento para la atención de aclaraciones de clientes.  

XIX. Banca de Desarrollo  

La reforma busca también, el fortalecimiento del gobierno corporativo de las instituciones de banca de 
desarrollo, a través de la creación de un comité de auditoría y un comité de recursos humanos y desarrollo 
institucional. El comité de auditoría podrá someter a la consideración del consejo directivo los proyectos, 
programas y demás asuntos relacionados con sus facultades.  

El comité de recursos humanos y desarrollo institucional, entre otras atribuciones, recomendará al consejo 
directivo el monto de la remuneración que corresponda a los consejeros externos con carácter de 
independientes y a los comisarios que sean designados por los titulares de los certificados de aportación 
patrimonial de la serie B.  
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Se modifica la Ley Orgánica del Banco Nacional de Obras y Servicios Públicos a efecto de que todas las 
instituciones de banca de desarrollo cuenten en su consejo directivo con un mínimo de dos consejeros 
externos con carácter de independientes.  

Por cuanto hace al marco de actuación de los consejeros externos de este tipo de instituciones, se prevé que 
deberán abstenerse de participar en asuntos que impliquen para ellos un conflicto de interés, además de que 
deberán mantener absoluta confidencialidad de los asuntos en los que participen con ese carácter.  

Asimismo, se precisan y actualizan las facultades indelegables del órgano de gobierno en cada una de las 
instituciones de banca de desarrollo.  

XX. Autorizaciones a Terceros para Realizar la Domiciliación de Pagos, Ampliando los Medios para la 
Disposición de Recursos  

En la iniciativa se actualizan las figuras de referencia a efecto de otorgar una mayor amplitud en su uso, al 
tiempo que se establece la posibilidad de que los titulares de las cuentas de depósito que deseen objetar 
cargos realizados a través de la domiciliación de pagos de bienes y servicios, cuenten con un procedimiento 
que, al efecto, establecerá el Banco de México, mediante disposiciones de carácter general.  

Con la emisión de las citadas disposiciones se busca dotar de flexibilidad a los procedimientos que en las 
mismas se establezcan, ya que, al no estar establecidos directamente en la Ley de Instituciones de Crédito, 
su actualización, complementación o perfeccionamiento podrá llevarse a cabo de una manera ágil y oportuna, 
en razón de tratarse de una regulación secundaria.  

XXI. Adquisición de Acciones Representativas del Capital Social de ciertos Intermediarios por parte de 
Entidades Financieras del Exterior o sus Filiales  

Se propone modificar los requisitos establecidos en el artículo 45-I de la Ley de Instituciones de Crédito, 
relativos a la adquisición de acciones representativas del capital social de instituciones de crédito o 
sociedades financieras de objeto limitado, por parte de las instituciones financieras del exterior, sociedades 
controladoras filiales o filiales a que se refiere la misma ley. Lo anterior tiene por fin permitir la posibilidad de 
que la citada institución o sociedad cuyas acciones sean objeto de adquisición pueda convertirse o no en filial 
y que, además, pueda operar como subsidiaria de una filial.  

Al respecto, de conformidad con el decreto por el que se reforman, derogan y adicionan diversas 
disposiciones de leyes mercantiles, financieras y fiscales, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 18 
de julio de 2006, el artículo 45-I antes referido quedaría reformado a partir del 18 de junio de 2013 como parte 
de la eliminación de las referencias a las sociedades financieras de objeto limitado que prevé dicho decreto. 
En este sentido, con el fin de asegurar la mayor certeza jurídica en cuanto al texto del referido artículo 45-I 
que quedaría vigente a partir del año 2013, en la presente iniciativa se prevé derogar las reformas a dicho 
artículo previstas en ese otro decreto y, a su vez, se contempla una disposición transitoria para que el 
supuesto de ese mismo artículo que se reforme en los términos previstos en la presente iniciativa sea 
aplicable a las sociedades financieras de objeto limitado por el tiempo en el que continúen reconocidas en ley.  

XXII. Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito  

En la iniciativa, se propone reformar la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito, a efecto de 
actualizar los límites de los montos máximos para la emisión de cheques al portador, así como para el endoso 
en blanco de cheques, a fin de que los montos respectivos no sean muy altos y, con ello, se desincentiven 
actos ilícitos que se realizan actualmente con dichos instrumentos.  

Lo anterior se lograría a través de disposiciones de carácter general que, al efecto, emitirá el Banco de 
México, mismas que deberán ser publicadas en el Diario Oficial de la Federación.  

Por otra parte, se adiciona la posibilidad de que las instituciones fiduciarias den por terminado, sin 
responsabilidad alguna, el contrato de fideicomiso, en los casos en que no se hubiere cubierto la 
contraprestación debida, por un periodo igual o superior a tres años.  
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Consideraciones de la Comisión  

La que dictamina coincide con la iniciativa en el sentido de considerar como prioridad el fomento a la 
certidumbre jurídica en los diversos ámbitos del desarrollo nacional con la que se pretende promover el 
esquema de regulación y supervisión al sistema financiero de manera más eficiente.  

Se establece en la iniciativa la posibilidad de que las instituciones de crédito, en relación con el tipo de 
operaciones que realicen, se puedan ubicar en alguno de los siguientes supuestos: i) instituciones autorizadas 
para llevar a cabo la totalidad de las operaciones que permite la ley, es decir, como se prevé en el esquema 
vigente, o ii) instituciones autorizadas para realizar, a su elección, sólo algunas de las operaciones que les 
permite la ley, con la posibilidad de incrementar o disminuir el número de dichas operaciones. Con lo anterior, 
se busca que la carga de regulación para las instituciones de crédito sea acorde con el tipo de operaciones 
que lleven a cabo.  

Se transfieren a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores diversas facultades que actualmente ejerce la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público. Tales funciones consisten principalmente en el otorgamiento de 
autorizaciones para la organización y operación de las instituciones de banca múltiple, sus fusiones, 
escisiones y diversos actos corporativos, así como la facultad de revocar la citada autorización para 
organizarse y operar como tal.  

Asimismo, se coincide con la propuesta de otorgar facultades a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores 
para realizar labores de inspección y vigilancia a las empresas que presten a las instituciones de crédito 
servicios de auditoria externa. Entre las principales facultades que se confieren, se encuentran las de requerir 
toda clase de información y documentación, practicar visitas de inspección, requerir la comparecencia de 
socios, representantes y demás empleados de las empresas que presten servicios de auditoria externa y 
reconocer normas y procedimientos de auditoria que deberán observar los auditores externos al dictaminar o 
emitir opiniones relativas a los estados financieros de las instituciones de crédito.  

Se propone también actualizar el marco normativo respecto a la contratación con terceros de servicios 
necesarios para la operación de instituciones de crédito, para lo cual se establecen, de una forma clara, los 
casos en que la Comisión Nacional Bancaria y de Valores puede ordenar la suspensión parcial o total, 
temporal o definitiva, de la prestación de dichos servicios. De esta forma, se pretende otorgar mayor 
seguridad jurídica a las instituciones que los contraten.  

Esta comisión que dictamina, esta de acuerdo en agregar y precisa diversos aspectos relativos al tratamiento 
de las operaciones que lleven a cabo las instituciones de banca múltiple con las denominadas personas 
relacionadas. Al respecto, por una parte, se detalla el concepto de "operaciones con personas relacionadas", 
así como de los sujetos que pueden llevarlas a cabo y, por la otra, se propone adecuar los parámetros para 
calcular los límites aplicables a dichas operaciones.  

Se consideran necesarios, los parámetros para el cálculo de los límites a los que están sujetas las inversiones 
que realicen las instituciones de crédito en distintos rubros, a efecto de que éstos sean congruentes con los 
riesgos implícitos en dichas operaciones. De esta forma, se pretende fomentar una mayor congruencia y 
eficiencia en el esquema de inversión previsto en la ley vigente. Lo anterior, se obtiene con límites más 
adecuados para dichas inversiones que lleven a cabo las instituciones de crédito. En el caso concreto, se 
propone que el límite se establezca como un porcentaje de la parte básica del capital neto a que se refiere el 
artículo 50 de la ley.  

Se reconoce en ley, la totalidad de las etapas del procedimiento de autorización para la organización y 
operación de una institución de banca múltiple. Asimismo, se actualizan y aclaran los requisitos que se deben 
satisfacer para la autorización para la organización y operación de una institución de banca múltiple.  

La que dictamina, contempla incluir la figura de los organismos autorregulatorios bancarios. Tales organismos 
serían aquellas asociaciones gremiales de instituciones de crédito que obtengan el reconocimiento de la 
Comisión Nacional Bancaria y de Valores, y tendrían por objeto la implantación de diversos estándares de 
conducta y operación entre las instituciones de crédito que se encuentren agremiadas a ellos.  

En virtud de que en la práctica las instituciones de banca múltiple se encuentran acotadas en materia de 
apertura y reestructuración de créditos, en las modificaciones se prevén reglas generales para ambas figuras, 



 10

así como los requisitos y procedimientos para el caso específico de reestructuras, incluyendo la posibilidad de 
prever el otorgamiento de garantías adicionales, modificación de tasas de interés, pagos parciales, y estudios 
que soporten la viabilidad de pago del adeudo agregado bajo las nuevas condiciones, en caso de que se 
requirieran recursos adicionales para la reestructura.  

La que dictamina coincide otorgar facultades adicionales a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores que le 
permitan suspender o limitar de manera parcial las operaciones activas, pasivas y de servicios que realicen 
las instituciones de crédito, cuando no cuenten con la infraestructura o controles internos necesarios para 
realizar las operaciones que les fueron autorizadas, se incumpla con alguno de los requisitos que establece la 
Ley de Instituciones de Crédito para el inicio de sus operaciones, realicen operaciones distintas a las 
autorizadas, o bien, que sean declaradas por la autoridad judicial en estado de concurso mercantil.  

Se propone actualizar las disposiciones aplicables a las figuras de consejeros independientes, directivos y 
comisarios de las instituciones de banca múltiple, para lo cual se prevé reforzar en ley las características que 
tales sujetos deben reunir para desempeñar dichas funciones.  

Se propone eliminar vacíos jurídicos que existen en el texto de la ley vigente, para lo cual se señala con 
claridad el momento exacto en el que surtirá efectos la fusión de instituciones de banca múltiple, y se aclara 
que la misma deja sin efectos la autorización para organizarse y operar como institución de banca múltiple 
otorgada originalmente a la sociedad fusionada, que desaparece por consecuencia del citado acto corporativo.  

Se propone establecer la obligación de que las personas que pretendan constituir una institución de banca 
múltiple o adquirir acciones de alguna que se encuentre en operación, acrediten que cuentan, entre otros 
aspectos, con honorabilidad e historial crediticio y de negocios satisfactorio y que no han sido sentenciados 
por delito patrimonial doloso.  

Se reconoce que el texto vigente resulta insuficiente ya que únicamente se refiere a la carta de crédito 
comercial, y es omiso respecto a las garantías contingentes que en la actualidad son de uso común tanto en 
operaciones domésticas como internacionales, por lo cual, la comisión dictaminadora considera necesario 
actualizar la legislación bancaria vigente para estar en concordancia con los usos y prácticas bancarias en 
materia de cartas de crédito, tanto a nivel nacional como internacional.  

A través de las modificaciones, se busca actualizar y detallar las facultades de la Comisión Nacional Bancaria 
y de Valores y, en especial, en su calidad de supervisor de las instituciones de crédito. Para esto, se 
especifican los tipos de visitas que la comisión puede realizar a las citadas instituciones, y se señala 
claramente que la vigilancia se efectuará a través del análisis de la información contable, legal, económica, 
financiera, administrativa, de procesos y de procedimientos que obtenga, con la finalidad de evaluar el apego 
a la normatividad que rige a las instituciones de crédito, así como la estabilidad y correcto funcionamiento de 
éstas.  

La Ley de Instituciones de Crédito vigente establece que las instituciones de crédito podrán realizar 
operaciones financieras conocidas como derivadas, siempre que se sujeten a las disposiciones que expida el 
Banco de México escuchando la opinión de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y de la Comisión 
Nacional Bancaria y de Valores. A través de la reforma que se propone, se faculta a ese instituto central para 
que, en ejercicio de las facultades que le otorga la ley que lo regula, pueda emitir las disposiciones de 
referencia sin la necesidad de escuchar la opinión de las demás autoridades financieras.  

Se prevé además, que la Comisión Nacional Bancaria y de Valores podrá solicitar directamente la publicación 
en el Diario Oficial de la Federación de las disposiciones y reglas de carácter general, así como de los actos 
administrativos que dicho órgano desconcentrado expida en el ámbito de su competencia, acorde con las 
leyes relativas al Sistema Financiero Mexicano. El objeto de esto es agilizar el procedimiento de publicación 
en el citado Diario, ya que, dada la naturaleza de estos actos, resulta imperativo darlos a conocer a sus 
destinatarios de manera pronta y oportuna.  

Asimismo, se reconoce como fin el fortalecimiento del gobierno corporativo de las instituciones de banca de 
desarrollo, a través de la creación de un comité de auditoria y un comité de recursos humanos y desarrollo 
institucional. El comité de auditoria podrá someter a la consideración del consejo directivo los proyectos, 
programas y demás asuntos relacionados con sus facultades.  
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La comisión considera prudente reformar la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito, a efecto de 
actualizar los límites de los montos máximos para la emisión de cheques al portador, así como para el endoso 
en blanco de cheques, a fin de que los montos respectivos no sean muy altos y, con ello, se desincentiven 
actos ilícitos que se realizan actualmente con dichos instrumentos.  

No obstante lo anterior, esta comisión considera hacer algunas precisiones y adecuaciones a la iniciativa en 
los siguientes artículos de la Ley de Instituciones de Crédito:  

1) Artículo 7 Bis 2. Se adiciona un segundo párrafo al artículo de referencia a fin de establecer las 
características de las disposiciones en las que se señalarán los requisitos y la documentación que 
deberá acompañarse a la solicitud para obtener el reconocimiento de organismo autorregulatorio, con 
lo que se otorga mayor certeza jurídica a las asociaciones o sociedades gremiales de instituciones de 
crédito que se encuentren interesadas en solicitar el reconocimiento en cuestión, satisfaciendo de 
esta manera el diseño exigido por el orden constitucional para las reglas generales administrativas, 
de conformidad con los actuales criterios de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.  

2) Artículo 12. Se adiciona con la intención de establecer que en el caso de que la Comisión Nacional 
Bancaria y de Valores autorice que las acciones se paguen en especie, dicha autorización se emita, 
cuidando la liquidez y solvencia de la institución de que se trate, con lo que se adiciona un elemento 
que otorga mayor seguridad jurídica a los participantes.  

3) Artículo 17. Se adiciona con la intención de establecer que las reglas de carácter general que 
emita la Comisión Nacional Bancaria y de Valores a fin de detallar la información que deberá ser 
proporcionada en el caso de que se pretenda adquirir directa o indirectamente más del cinco por 
ciento del capital social ordinario pagado, o bien, otorgar garantía sobre las acciones que 
representen dicho porcentaje, deberán tener como finalidad la preservación del sano desarrollo del 
sistema bancario en México, satisfaciendo de esta manera el diseño exigido por el orden 
constitucional para las reglas generales administrativas, de conformidad con los actuales criterios de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación.  

4) Artículo 19. Se realizan adecuaciones al texto a fin de otorgarle mayor claridad. Asimismo, se 
establece que las disposiciones y criterios que se emitan de conformidad con el artículo en comento 
deberán tener en cuenta para su elaboración o emisión, según corresponda, la procuración de la 
solvencia de las instituciones y de un sano desarrollo del sistema bancario, así como la protección al 
sistema de pagos y al público ahorrador, satisfaciendo de esta manera el diseño exigido por el orden 
constitucional para las reglas generales administrativas, de conformidad con los actuales criterios de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación.  

5) Artículo 22 Bis. Se adiciona y modifica con la intención de contar con una redacción más 
adecuada, reubicando la referencia a control y directivo relevante como nuevas fracciones II y III, 
respectivamente.  

Asimismo, se incluye la referencia a "grupo empresarial o consorcio" en lugar de "grupo financiero", a 
fin de establecer una referencia mas completa y adecuada que permita identificar también a aquellos 
individuos o personas morales que se encuentren vinculados a través de personas morales distintas 
a los grupos financieros.  

6) Artículo 27. Se reforma para prever que para la fusión de dos o más instituciones de banca 
múltiple, se requerirá, además de la opinión del Banco de México, la de la Comisión Federal de 
Competencia.  

7) Artículo 27 Bis. Se adiciona con la intención de establecer que la documentación conexa que en 
su caso requiera la Comisión Nacional Bancaria y de Valores deberá tener como base el 
cumplimiento de sus funciones de supervisión y regulación, otorgando con ello claridad jurídica sobre 
los elementos que se deberán considerar en la solicitud de referencia.  

Asimismo, se señala que en los casos en que la citada comisión otorgue la autorización a que se 
refiere el artículo en cuestión se deberá tomar en consideración la no afectación a los intereses de 
las contrapartes de las instituciones, vigilando que no exista oposición de acreedores.  
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8) Artículo 28. Se reforma para prever que para la revocación de la autorización de una institución de 
banca múltiple, se requerirá, además de la opinión del Banco de México, la del Instituto para la 
Protección al Ahorro Bancario.  

9) Artículo 29 Bis 2. Se reforma para prever que para abstenerse de revocar la autorización a una 
institución de banca múltiple en términos del artículo y que ésta se encuentre en un régimen de 
operación condicionada, se requerirá, además de la opinión del Banco de México, la del Instituto para 
la Protección al Ahorro Bancario.  

10) Artículo 30. Se adiciona al proyecto original a efecto de establecer con claridad el marco jurídico 
aplicable a los diversos actos que realicen las sociedades nacionales de crédito, en la contratación 
de operaciones y servicios, delimitando con exactitud los casos en que será aplicable la Ley de 
Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público.  

11) Artículo 41. Se modifica con la intención de establecer que el comité de desarrollo institucional de 
las instituciones de banca de desarrollo también propondrá las remuneraciones que correspondan a 
los expertos que participen en los comités de apoyo que constituya su consejo directivo.  

12) Artículo 42. Se adiciona a efecto de otorgar la facultad a los sindicatos de trabajadores de las 
instituciones de banca de desarrollo, de participar en la determinación de las condiciones generales 
de trabajo de las citadas instituciones, con lo que se otorga una mayor protección jurídica a sus 
trabajadores.  

13) Artículo 45–H. Se adiciona con la intención de señalar que las disposiciones a las que estarán 
sujetas las autorizaciones que en virtud del artículo de referencia, otorgue la Comisión Nacional 
Bancaria y de Valores, deberán tener como finalidad el propiciar el sano desarrollo del sistema 
bancario satisfaciendo de esta manera el diseño exigido por el orden constitucional para las reglas 
generales administrativas, de conformidad con los actuales criterios de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación.  

14) Artículo 45-O. Se adiciona a efecto de establecer disposiciones especialmente diseñadas para 
aquellas instituciones que mantengan vínculos de negocio o patrimoniales con personas morales que 
realicen actividades empresariales, con lo cual se contará con un marco normativo más completo y 
eficiente en el que se contemplen las nuevas opciones de negocios que se están desarrollando en la 
actualidad.  

15) Artículo 45-P. Se adiciona a fin de establecer definiciones de algunos de los conceptos utilizados 
en el capítulo de referencia, con lo que se otorga mayor certidumbre jurídica a los intermediarios 
sobre el alcance de los mencionados conceptos.  

16) Artículo 45-Q. Se adiciona con la intención de delimitar con toda claridad los límites a los que se 
deberán sujetar las instituciones de crédito que mantengan vínculos de negocio o patrimoniales con 
personas morales que realicen actividades comerciales empresariales, estableciendo la obligación de 
mantener una independencia operativa no obstante el vínculo existente.  

17) Artículo 45- R. Se adiciona con el objeto de establecer claramente las directrices a las que 
deberán ceñirse las instituciones de banca múltiple que mantengan vínculos de negocio o 
patrimoniales con personas morales que realicen actividades empresariales, respecto a la integración 
de sus consejos de administración, así como para la designación de sus directores generales o 
funcionarios que ocupen las dos jerarquías inmediatas inferiores a aquél, con lo cual se busca 
minimizar la influencia de personas que por cualquiera de los motivos que en el mismo artículo se 
detallan, pudieran influir en la administración y dirección de las instituciones en comento.  

18) Artículo 45-S. Se adiciona a fin de establecer los parámetros bajo los cuales las instituciones de 
banca múltiple celebrarán operaciones de cualquier tipo con los integrantes del consorcio o grupo 
empresarial al que pertenezcan, a través de obligaciones tales como celebrar operaciones en 
condiciones de mercado, realizar estudios de precios de transferencia y remitir informes a la 
Comisión Nacional Bancaria y de Valores, con lo cual se pretende que las operaciones que celebren 
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las mencionadas instituciones se lleven a cabo con estricto apego al marco legal evitando arbitrajes 
regulatorios.  

19) Artículo 46. Se adiciona con la intención de establecer de forma clara el enfoque jurídico de las 
disposiciones que emitirá el Banco de México de conformidad con lo señalado en el artículo de 
referencia, así como para señalar que las mismas buscarán propiciar el desarrollo y buen 
funcionamiento de los sistemas de pagos, satisfaciendo de esta manera el diseño exigido por el 
orden constitucional para las reglas generales administrativas, de conformidad con los actuales 
criterios de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.  

Aunado a lo anterior, se incluye dentro del catálogo de operaciones que pueden realizar las 
instituciones de crédito la actuación como agentes de seguros, siempre y cuando se cumpla con lo 
establecido en la Ley General de Instituciones y Sociedades Mutualistas de Seguros y a las 
disposiciones de carácter general que de la misma emanen.  

20) Artículo 46 Bis. Se adiciona con el afán de incrementar la protección al público ahorrador, 
estableciendo la obligación a las instituciones de banca múltiple para que tanto al inicio de sus 
operaciones, como en el caso de que pretendan realizar operaciones adicionales a las que 
originalmente le hubieren sido autorizadas, acrediten que los órganos de gobierno y estructura 
corporativa con que cuenten, sean los adecuados para realizar las operaciones que pretendan llevar 
a cabo, señalado además, que las disposiciones que en virtud del artículo de referencia, emita la 
Comisión Nacional Bancaria y de Valores, deberán tener como finalidad la procuración del buen 
funcionamiento de las instituciones de banca múltiple, satisfaciendo de esta manera el diseño exigido 
por el orden constitucional para las reglas generales administrativas, de conformidad con los actuales 
criterios de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.  

21) Artículo 46 Bis 1. Se adiciona a efecto de señalar que las disposiciones de carácter general que, 
en materia de contratación de servicios o comisiones necesarios para realizar las operaciones 
previstas en el artículo 46 de esta ley, expida la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, deben 
tener como finalidad el establecimiento de lineamientos técnicos y operativos, así como la protección 
de la información de los usuarios del sistema bancario, mismas que podrán establecer límites 
individuales y agregados para la celebración de operaciones y los tipos de servicios a los que les 
serán aplicables.  

Aunado a lo anterior, se establece que el secreto financiero a que se refiere el artículo 117 de la ley, 
le será aplicable a los terceros que se contraten en términos de este artículo, así como a sus 
representantes, directivos y empleados.  

Asimismo, se complementa estableciendo que con anterioridad al ordenamiento de la suspensión 
parcial o total, temporal o definitiva, de la prestación de los servicios o comisiones a través del 
tercero de que se trate, la Comisión Nacional Bancaria y de Valores deberá escuchar los argumentos 
que, en su caso, considere pertinentes de la institución de que se trate, garantizando de esa manera 
el respeto al orden constitucional.  

22) Artículo 46 Bis 3. Se reubica la presente disposición a efecto de otorgar al cuerpo legal un mayor 
orden y congruencia en los temas que se regulan. Asimismo, se eliminan de la restricción relativa a la 
celebración de operaciones en las que puedan resultar deudores de las instituciones de crédito sus 
funcionarios o empleados o las personas que ostenten algún cargo, mandato, comisión o cualquier 
otro título, sus ascendientes o descendientes en primer grado, así como sus cónyuges, en virtud de 
considerarse como una excesiva limitante para las personas antes mencionadas.  

23) Artículo 46 bis 4. Se reubica la presente disposición a efecto de otorgar al cuerpo legal un mayor 
orden y congruencia en los temas que se regulan.  

24) Artículo 46 Bis 5. Se reubica a fin de que el texto del nuevo artículo de referencia, antes 
establecido en el artículo 106 de la Ley de Instituciones de Crédito, (Prohibiciones a instituciones de 
crédito), se ajuste a los actuales criterios de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, evitando que, 
de manera contradictoria, se modifique el alcance original adscrito al citado artículo por el legislador, 
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al posibilitar a una autoridad u organismo distinto, para que, de forma facultativa determine casos de 
excepción a una conducta prohibida por el texto del mismo artículo.  

25) Artículo 46 Bis 6. Se adiciona con la finalidad de reconocer los pagos efectuados a través de 
sistemas de pagos extranjeros, a fin de que la moneda de curso legal en los Estados Unidos 
Mexicanos pueda ser operada en el sistema CLS.  

26) Artículo 47. Se adiciona con la intención de otorgar mayor estabilidad y certidumbre jurídica a los 
trabajadores de las instituciones de banca de desarrollo, limitando a las mismas la contratación de 
servicios que presten terceros u otras instituciones de crédito, para la realización de las operaciones 
y servicios bancarios previstos en el artículo 46 de la Ley de Instituciones de Crédito, y en sus 
respectivas leyes orgánicas.  

27) Artículo 50. Se adiciona en la intención de establecer que las disposiciones que con fundamento 
en el presente artículo se emitan, además de ser generales, deberán tener como base la salvaguarda 
de la solvencia y de la estabilidad financiera de las instituciones de crédito, así como la protección de 
los intereses del público ahorrador, satisfaciendo de esta manera el diseño exigido por el orden 
constitucional para las reglas generales administrativas, de conformidad con los actuales criterios de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación.  

28) Artículo 55. Se modifica a fin de establecer que para los efectos del cómputo de los límites a que 
se refiere la fracción III del artículo en comento, la parte básica del capital neto deberá considerarse 
sin disminuir las inversiones que la institución de que se trate hubiere realizado con base en lo 
dispuesto por el artículo 89 de la Ley de Instituciones de Crédito, con lo cual se brinda mayor claridad 
al cómputo de los límites antes señalados.  

29) Artículo 57. Se modifica a fin de señalar que a través de disposiciones de carácter general se 
establecerá el plazo para que surta efectos la cancelación de los servicios de domiciliación, el cual no 
podrá exceder de diez días, con lo cual se adecua el mencionado plazo, de tal forma que en la 
práctica permita a las instituciones de crédito cumplir a cabalidad lo dispuesto en el presente artículo.  

30) Artículo 65. Se adiciona a efecto de establecer que las disposiciones de carácter prudencial que, 
en materia de crédito y administración de riesgos, expida la Comisión Nacional Bancaria y de Valores 
tengan como finalidad la procuración de la solvencia de las instituciones de crédito, así como la 
protección de los intereses del público, satisfaciendo de esta manera el diseño exigido por el orden 
constitucional para las reglas generales administrativas, de conformidad con los actuales criterios de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación.  

31) Artículo 66. Se adiciona al proyecto original a fin de que el texto del artículo de referencia se 
ajuste a los actuales criterios de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en materia de reglas 
generales administrativas, evitando que, de manera contradictoria, se modifique el alcance original 
adscrito al citado artículo por el legislador, al posibilitar a la autoridad administrativa, de forma 
facultativa, pueda determinar casos de excepción a una conducta prohibida por el texto del mismo 
artículo.  

32) Artículo 72 Bis. Se modifica a fin de señalar que a través de disposiciones de carácter general se 
establecerá el plazo para que surta efectos la cancelación de los servicios de domiciliación, el cual no 
podrá exceder de diez días, con lo cual se adecua el mencionado plazo, de tal forma que en la 
práctica, permita a las instituciones de crédito cumplir a cabalidad con lo dispuesto en el presente 
artículo.  

33) Artículo 73. Se adiciona a efecto de brindar mayor claridad jurídica al texto del artículo de 
referencia, en lo relativo a la definición de operaciones con personas relacionadas, dentro de las 
cuales se incluye el término de disponibilidades en lugar de depósitos, por tratarse de un término 
más amplio y adecuado para los fines de la disposición de referencia.  

34) Artículo 75. Se adiciona el texto del artículo a efecto de ampliar el universo de operaciones que 
podrán llevar a cabo las instituciones de crédito respecto de sociedades distintas a las señaladas en 
los artículos 88 y 89 de la Ley de Instituciones de Crédito, incluyendo la posibilidad de adquirir 
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obligaciones de compra o de venta de títulos representativos del capital, así como de realizar 
aportaciones futuras de capital.  

Asimismo, se establece que en las disposiciones de carácter general que se emitan en términos de 
este artículo, se podrá determinar los casos en que se considerará fuera del límite para las 
inversiones u obligaciones sobre acciones de empresas cotizadas en bolsas de valores, 
pertenecientes a la fracción I del artículo de referencia, las posiciones netas de los títulos 
representativos del capital de que se trate incluyendo las obligaciones sobre los mismos, con lo que 
se cuenta con una disposición más adecuada a las condiciones actuales del mercado, misma que 
delimita con mayor claridad los límites para llevar a cabo las inversiones referidas.  

35) Artículo 76. Se adiciona con la intención de establecer de forma clara el enfoque jurídico de las 
disposiciones que emitirá la Comisión Nacional Bancaria y de Valores de conformidad con lo 
señalado en el artículo de referencia, así como para señalar que las mismas buscarán asegurar la 
solvencia y estabilidad de las instituciones y la confiabilidad de su información financiera, 
satisfaciendo de esta manera el diseño exigido por el orden constitucional para las reglas generales 
administrativas, de conformidad con los actuales criterios de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación.  

36) Artículo 81. Se realizan ajustes a la redacción del artículo en comento y se detalla el contenido de 
las disposiciones que, de conformidad con lo señalado en el mismo, expedirá el Banco de México, 
estableciendo con ello un fundamento apegado estrictamente a derecho, tomando en consideración 
que se trata de reglas de carácter técnico operativo de observancia general en su ramo, 
satisfaciendo de esta manera el diseño exigido por el orden constitucional para las reglas generales 
administrativas, de conformidad con los actuales criterios de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación.  

37) Artículo 88. Se adiciona con la intención de establecer claramente la parámetros a que se 
sujetará la elaboración de las reglas generales a que se refiere el artículo que nos ocupa, 
satisfaciendo de esta manera el diseño exigido por el orden constitucional para las reglas generales 
administrativas, de conformidad con los actuales criterios de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación.  

De igual forma, se establece que a los servicios que las instituciones obtengan de sociedades en las 
que inviertan al amparo del referido artículo, así como los que contraten con sus subsidiarias u otras 
entidades financieras que formen parte del grupo financiero al que pertenezca la propia institución, 
no le será aplicable la prohibición a que se refiere el último párrafo del artículo 96 de esta ley.  

38) Artículo 92. Se adiciona con la intención de establecer la obligación de que las personas con las 
cuales las instituciones de crédito hubieren establecido vínculo de negocio para la recepción de 
recursos dinerarios para depósito en cuenta, actúen en todo momento frente al público como 
prestadores de servicios o comisionistas de las citadas instituciones, evitando con ello cualquier tipo 
de confusión o abuso respecto de la utilización de este tipo de servicios.  

39) Artículo 93. Se modifica a fin de que el texto del artículo de referencia se ajuste a los actuales 
criterios de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, evitando que, de manera contradictoria, se 
modifique el alcance original adscrito al citado artículo por el legislador, al posibilitar a la autoridad 
administrativa, de forma facultativa, pueda determinar casos de excepción a una conducta prohibida 
por el texto del mismo artículo.  

40) Artículo 94. Se adiciona a efecto de que las instituciones de banca múltiple que de cualquier 
forma se asocien con personas morales que realicen actividades empresariales, realicen los actos 
que sean necesarios para que el contenido de la publicidad que difundan, evite generar confusión a 
los clientes de las mencionadas instituciones, respecto de la independencia entre la institución y la 
persona moral de que se trate.  

41) Artículo 94 Bis. Se adiciona a efecto de dotar a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores de la 
facultad de emitir disposiciones que establezcan las sanas prácticas comerciales que las 
instituciones de crédito deberán de seguir en la prestación de sus servicios financieros.  
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42) Artículo 96. Se modifica y adiciona a efecto de establecer la obligación de que las instituciones de 
crédito se aseguren que los establecimientos que utilicen personas que, en su caso, hubieren 
contratado para llevar a operaciones en su representación, cuenten con las medidas básicas de 
seguridad que de conformidad con el artículo en cuestión, también les serán aplicables.  

43) Artículo 99. Se adiciona con la intención de establecer claramente la parámetros a que se 
sujetará la elaboración de las reglas generales a que se refiere el artículo que nos ocupa, 
satisfaciendo de esta manera el diseño exigido por el orden constitucional para las reglas generales 
administrativas, de conformidad con los actuales criterios de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación.  

44) Artículo 101. Se adiciona con la intención de establecer claramente la parámetros a que se 
sujetará la elaboración de las reglas generales a que se refiere el artículo que nos ocupa, 
satisfaciendo de esta manera el diseño exigido por el orden constitucional para las reglas generales 
administrativas, de conformidad con los actuales criterios de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación.  

45) Artículo 101 Bis 1. Se permite a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, además de 
reconocer las normas y procedimientos de auditoría externa que presten personas morales a las 
instituciones de crédito, emitirlas.  

46) Artículo 102. Se adiciona con la intención de señalar los parámetros a que se sujetará el 
establecimiento de las reglas a que se refiere el artículo que nos ocupa, satisfaciendo de esta 
manera el diseño exigido por el orden constitucional para las reglas generales administrativas, de 
conformidad con los actuales criterios de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.  

47) Artículo 106. Se adiciona con la intención de establecer claramente que la autorización a que se 
refiere la fracción XII del artículo de referencia se podrá llevar a cabo mediante disposiciones de 
carácter general, otorgando con ello mayor transparencia y certeza jurídica respecto a su aplicación.  

48) Artículo 119. Se adiciona con la finalidad de establecer los términos bajo los cuales se 
considerará la existencia de concentraciones de mercado en términos de la Ley Federal de 
Competencia Económica (condicionamiento del acceso a la proveeduría de bienes o servicios de uno 
u otro agente económico, a la celebración de operaciones con la institución de banca múltiple que se 
trate o establecimiento en exclusiva o imposición de la apertura de cuentas o el uso de medios de 
pago de la institución de banca múltiple vinculada a la persona moral de que se trate).  

Asimismo, para proteger las sanas prácticas de mercado se establece que la Comisión Nacional 
Bancaria y de Valores dará vista a la Comisión Federal de Competencia cuando detecte la existencia 
de alguna de las prácticas mencionadas en el artículo en comento.  

49) Artículo 134 Bis 1. Se modifica a fin de eliminar un error en la redacción al hacer referencia a 
obligaciones garantizadas, debiendo decir obligaciones subordinadas.  

Asimismo, se detalla con mayor claridad el ámbito de aplicación de las medidas correctivas a que se 
refiere el artículo en comento, otorgando con ello mayor claridad y certeza jurídica respecto a su 
aplicación.  

50) Artículo 137 Bis. Se adiciona con la intención de señalar que la suspensión de las operaciones 
que con fundamento en el artículo que nos ocupa determine la Comisión Nacional Bancaria y de 
Valores, deberá llevarse a cabo siempre y cuando se tenga como propósito el salvaguardar la 
solvencia de las instituciones de crédito, satisfaciendo de esta manera el diseño exigido por el orden 
constitucional para las reglas generales administrativas, de conformidad con los actuales criterios de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación.  

Aunado a lo anterior, se propone modificar el siguiente artículo de la Ley General de Títulos y 
Operaciones de Crédito, respecto a la iniciativa presentada por el Ejecutivo:  
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51) Artículo 392 Bis. Se reforma con el fin de establecer que la conversión en recursos líquidos que 
podrán hacer las instituciones fiduciarias, se haga entre las opciones disponibles que maximicen la 
recuperación, y que contra dichos recursos se puedan deducir los gastos originados por la misma.  

Se proponen también los siguientes artículos transitorios adicionales a la iniciativa presentada por el 
Ejecutivo:  

52) Transitorio Decimosexto. Se establece plazo para que las instituciones de crédito lleven a cabo la 
modificación de sus estatutos sociales que este decreto implica.  

53) Transitorio Decimoséptimo. Se incorpora a fin de establecer el plazo en que las instituciones de 
crédito que tengan vínculos de negocio establecidos con personas que a la entrada en vigor del 
decreto en comento, se encuentren realizando operaciones al amparo del artículo 92, deberán 
adecuarse a lo señalado en dicho artículo y en las disposiciones de carácter general a que se refiere 
el artículo 46 Bis 1 del citado proyecto.  

54) Transitorio Decimoctavo. Se incluye con la finalidad de establecer el plazo en que las 
instituciones que caigan en los supuestos de vínculos con personas morales que realicen actividades 
empresariales deberán ajustarse a lo dispuesto en el Capítulo IV de este decreto.  

55) Transitorio Decimonoveno. Se incluye para establecer los términos de aplicación de lo dispuesto 
en el último párrafo del artículo 45-R, a fin de que no sean afectados los derechos adquiridos de las 
instituciones de banca múltiple. Con esto, las personas que hoy laboran en ellas y que cuentan con 
amplia experiencia en el sector financiero, no les aplicará de manera retroactiva de la disposición en 
comento. Asimismo, se prevé que para futuras designaciones exclusivamente de las posiciones que 
ocupan hoy funcionarios que no cumplen lo dispuesto en el artículo 45-R, no les serán aplicables las 
restricciones previstas en la referida disposición para no aplicarla de manera retroactiva. 

Por todo lo anterior, la Comisión que dictamina considera que es de aprobarse y pone a consideración del 
Pleno el siguiente  

Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley de Instituciones 
de Crédito, de la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito y la Ley Orgánica del Banco 
Nacional de Obras y Servicios Públicos.  

Primero. Se reforman los artículos 1o.; 3o.; 5 Bis 1, primer párrafo; 5 Bis 2; 7o.; 8o.; 9o., último párrafo; 10; 
12, primer párrafo; 14; 17; 18; 19; 22; 23, fracciones II, VII y VIII; 24, último párrafo; 25, último párrafo; 27; 27 
Bis; 27 Bis 1, primer párrafo; 27 Bis 3, fracción I; 28, primer y último párrafos, las fracciones I, II y el segundo y 
tercer párrafos de la fracción VI; 29 Bis, primer párrafo; 29 Bis 2, primer y segundo párrafos; 29 Bis 4, fracción 
V, inciso c); 29 Bis 5, segundo y último párrafos; 29 Bis 12, último párrafo; 41; 42, fracciones I, III, VI, X, XI, 
XVI, XVIII, XXII, XXIII y penúltimo párrafo; 43; 44; 45-C, primer párrafo; 45-G, cuarto párrafo; 45-H; 45-I, 
primer párrafo y la fracción II; 46, segundo párrafo y las fracciones XXV y XXVI; 46 Bis; 47, primer párrafo; 50, 
primero, segundo, tercero y cuarto párrafos; 51, segundo párrafo; 52; 55; 57; 58, primer párrafo; 59, último 
párrafo; 61; 65; 66, fracción V; 71; 73, segundo párrafo, y las fracciones V, segundo párrafo, VI y VII; 73 Bis, 
sexto y séptimo párrafos, así como los incisos a) y b); 75; 76; 81; 84, penúltimo y último párrafos; 85 Bis 1; 87, 
primero, segundo y cuarto párrafos; 88; 89; 90, tercero y último párrafos; 91; 93, primer párrafo; 94; 96; 99; 
101; 102; 106, fracciones XII, XIX, inciso f) y XX; 108, último párrafo; 112, fracción III, inciso d); 117 Bis; 119; 
122 Bis, primer párrafo, la fracción I, el inciso a) y el segundo párrafo del inciso b) de la fracción II; 133; 134 
Bis, primer párrafo; 134 Bis 1, fracción I, incisos e) y f), y 136; se adicionan los artículos 5 Bis 5; 7 Bis; 7 Bis 
1; 7 Bis 2; 7 Bis 3; 8 Bis;10 Bis; 22 Bis; 23, con un quinto párrafo; 30, con un cuarto, quinto y sexto párrafos; 
40, con un segundo y tercer párrafos; 42, con las fracciones XI bis y XXIV; un Capítulo IV al Título Segundo, 
denominado "De las Instituciones de Banca Múltiple que Tengan Vínculos de Negocio o Patrimoniales con 
Personas Morales que Realicen Actividades Empresariales", que contiene los artículos 45-O, 45-P, 45-Q, 45-
R y 45-S; 46, fracción XV con segundo párrafo, con las fracciones XXVI bis y XXVII, pasando la actual XXVII a 
ser la XXVIII, y con un tercer párrafo; 46 Bis 1; 46 Bis 2; 46 Bis 3; 46 Bis 4; 46 Bis 5; 46 Bis 6; 47, con un 
quinto párrafo; 51, con un tercer párrafo; 60, con un tercer párrafo; 72 Bis; 73, con un tercer párrafo, pasando 
los actuales párrafos tercero y cuarto a ser los párrafos cuarto y quinto, respectivamente; 73 Bis, con los 
incisos d) y e); 73 Bis 1, con un inciso d); 90 Bis; 92, con un tercer y un cuarto párrafos; 93, con un segundo y 
tercer párrafos, pasando los actuales párrafos segundo y tercero a ser los párrafos cuarto y quinto, 
respectivamente; 94 Bis; 98 Bis; 100, con un tercer párrafo; 101 Bis; 101 Bis 1; 101 Bis 2; 101 Bis 3; 101 Bis 
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4; 101 Bis 5; 106, con una fracción XXI; 106 Bis; 107 Bis; 112, fracción III, con un tercer párrafo; 115 Bis; 116 
Bis 1; 134 Bis 4, y 137 Bis; y se DEROGAN los artículos 42, fracción VIII; 45-I, fracción IV y 106, fracciones I, 
II, VI, IX, XIII, XV, XV Bis, y el inciso a) de la fracción XIX, y penúltimo y último párrafos, de la Ley de 
Instituciones de Crédito, para quedar como sigue:  

Artículo 1o. La presente ley es de orden público y observancia general en los Estados Unidos Mexicanos y 
tiene por objeto regular el servicio de banca y crédito, la organización y funcionamiento de las instituciones de 
crédito, las actividades y operaciones que las mismas podrán realizar, su sano y equilibrado desarrollo, la 
protección de los intereses del público y los términos en que el Estado ejercerá la rectoría financiera del 
sistema bancario mexicano.  

Artículo 3o. El sistema bancario mexicano estará integrado por el Banco de México, las instituciones de 
banca múltiple, las instituciones de banca de desarrollo y los fideicomisos públicos constituidos por el gobierno 
federal para el fomento económico que realicen actividades financieras y tengan el carácter de entidades 
paraestatales, así como los organismos autorregulatorios bancarios.  

Para efectos de lo dispuesto en el párrafo anterior, los fideicomisos públicos para el fomento económico que 
realicen actividades financieras serán aquéllos cuyo objeto o finalidad principal sea la realización habitual y 
profesional de operaciones de crédito, incluyendo la asunción de obligaciones por cuenta de terceros. Dichas 
operaciones deberán representar el cincuenta por ciento o más de los activos totales promedio durante el 
ejercicio fiscal inmediato anterior a la fecha de determinación a que se refiere el artículo 134 Bis 4 de esta ley.  

Artículo 5 Bis 1. Salvo que en las disposiciones específicas se establezca otro plazo, éste no podrá exceder 
de noventa días para que las autoridades administrativas resuelvan lo que corresponda. Transcurrido el plazo 
aplicable, se entenderán las resoluciones en sentido negativo al promovente, a menos que, en las 
disposiciones aplicables, se prevea lo contrario. A petición del interesado, se deberá expedir constancia de tal 
circunstancia, dentro de los dos días hábiles siguientes a la presentación de la solicitud respectiva ante la 
autoridad competente que deba resolver, conforme al reglamento interior respectivo. Igual constancia deberá 
expedirse cuando las disposiciones específicas prevean que, transcurrido el plazo aplicable, la resolución 
deba entenderse en sentido positivo. De no expedirse la constancia mencionada dentro del plazo citado, se 
fincará en su caso, la responsabilidad que resulte aplicable.  

…  

…  

…  

…  

…  

Artículo 5 Bis 2. El plazo a que se refiere el artículo anterior no será aplicable a las promociones donde por 
disposición expresa de esta ley las autoridades administrativas deban escuchar la opinión de otras 
autoridades, además de aquéllas relacionadas con las autorizaciones relativas a la constitución, fusión, 
escisión y liquidación de instituciones de crédito. En estos casos, no podrá exceder de ciento ochenta días el 
plazo para que las autoridades administrativas resuelvan lo que corresponda, y serán aplicables las demás 
reglas que señala el artículo 5 Bis 1 de esta ley.  

Artículo 5 Bis 5. Para efectos de la presente ley, los plazos fijados en días se entenderán en días naturales, 
salvo que expresamente se señale que se trata de días hábiles. En los casos en que se haga referencia a un 
plazo en días hábiles, si éste vence en un día inhábil, se entenderá concluido el primer día hábil siguiente.  

Artículo 7o. La Comisión Nacional Bancaria y de Valores, previo acuerdo de su Junta de Gobierno, podrá 
autorizar el establecimiento en el territorio nacional de oficinas de representación de entidades financieras del 
exterior. Estas oficinas no podrán realizar en el mercado nacional ninguna actividad de intermediación 
financiera que requiera de autorización por parte del gobierno federal y se abstendrán de actuar, directamente 
o a través de interpósita persona, en operaciones de captación de recursos del público, ya sea por cuenta 
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propia o ajena. No obstante lo anterior, dichas oficinas podrán proporcionar, a petición de sus clientes, 
información sobre las operaciones que las entidades financieras del exterior que representan celebren en su 
país de origen, en el entendido de que tales oficinas no podrán difundir publicidad o propaganda al público en 
general respecto de operaciones pasivas.  

Las actividades que realicen las oficinas de representación se sujetarán a las reglas que expida la Secretaría 
de Hacienda y Crédito Público, la que, para ello, escuchará la opinión del Banco de México y de la Comisión 
Nacional Bancaria y de Valores.  

La Comisión Nacional Bancaria y de Valores, previo acuerdo de su Junta de Gobierno, podrá declarar la 
revocación de las autorizaciones correspondientes cuando las referidas oficinas no se ajusten a las 
disposiciones a que se refiere este artículo, sin perjuicio de la aplicación de las sanciones establecidas en la 
presente ley y en los demás ordenamientos legales.  

Las oficinas se sujetarán a la inspección y vigilancia de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, y 
cubrirán las cuotas que por estos conceptos determinen las disposiciones aplicables.  

Artículo 7 Bis. Los organismos autorregulatorios bancarios tendrán por objeto implementar estándares de 
conducta y operación entre sus agremiados, a fin de contribuir al sano desarrollo de las instituciones de 
crédito. Dichos organismos podrán ser de diverso tipo acorde con las actividades que realicen.  

Tendrán el carácter de organismos autorregulatorios bancarios las asociaciones o sociedades gremiales de 
instituciones de crédito que, a solicitud de aquellas, sean reconocidas con tal carácter por la Comisión 
Nacional Bancaria y de Valores, previo acuerdo de su Junta de Gobierno.  

Artículo 7 Bis 1. Los organismos autorregulatorios bancarios podrán, en términos de sus estatutos y 
sujetándose a lo previsto en el artículo 7 Bis 2 de esta ley, emitir normas relativas a:  

I. Los requisitos de ingreso, exclusión y separación de sus agremiados;  

II. Las políticas y lineamientos que deban seguir sus agremiados en la contratación con la clientela a 
la cual presten sus servicios;  

III. La revelación al público de información distinta o adicional a la que derive de esta ley;  

IV. Las políticas y lineamientos de conducta tendientes a que sus agremiados y otras personas 
vinculadas a éstos con motivo de un empleo, cargo o comisión en ellos, conozcan y se apeguen a la 
normativa aplicable, así como a los sanos usos y prácticas bancarias;  

V. Los requisitos de calidad técnica, honorabilidad e historial crediticio satisfactorio aplicables al 
personal de sus agremiados;  

VI. La procuración de la eficiencia y transparencia en las actividades bancarias;  

VII. El proceso para la adopción de normas y la verificación de su cumplimiento;  

VIII. Las medidas disciplinarias y correctivas que se aplicarán a sus agremiados en caso de 
incumplimiento, así como el procedimiento para hacerlas efectivas, y  

IX. Los usos y prácticas bancarias. 

Además, las asociaciones o sociedades gremiales de instituciones de crédito que obtengan el reconocimiento 
de organismo autorregulatorio bancario por parte de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores podrán llevar 
a cabo certificaciones de capacidad técnica de empleados, funcionarios y directivos de las instituciones de 
crédito, así como de sus apoderados, cuando así lo prevean las normas a que se refiere este artículo.  
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Los organismos autorregulatorios bancarios deberán llevar a cabo evaluaciones periódicas a sus agremiados 
sobre el cumplimiento de las normas que expidan dichos organismos para el otorgamiento de las 
certificaciones a que se refiere el párrafo anterior. Cuando de los resultados de dichas evaluaciones puedan 
derivar infracciones administrativas o delitos, a juicio del organismo de que se trate, éste deberá informar de 
ello a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, sin perjuicio de las facultades de supervisión que 
corresponda ejercer a la propia comisión. Asimismo, dichos organismos deberán llevar un registro de las 
medidas correctivas y disciplinarias que apliquen a las personas certificadas por ellos, el cual estará a 
disposición de la propia comisión.  

Las normas autorregulatorias que se expidan en términos de lo previsto en este artículo no podrán contravenir 
o exceptuar lo establecido en la presente ley y demás disposiciones aplicables.  

Artículo 7 Bis 2. La Comisión Nacional Bancaria y de Valores expedirá disposiciones de carácter general en 
las que establezca los requisitos que deberán cumplir las asociaciones o sociedades gremiales de 
instituciones de crédito para obtener, acorde con su tipo, el reconocimiento de organismo autorregulatorio a 
que se refiere el artículo 7 Bis de esta ley, así como para regular su funcionamiento.  

Las referidas disposiciones de carácter general preverán requisitos relacionados con la organización y 
funcionamiento interno de las asociaciones y sociedades gremiales que quieran ser reconocidos como 
organismos de autorregulación, a fin de propiciar que sus órganos sociales se integren en forma equitativa, 
por personas con honorabilidad y capacidad técnica, se conduzcan con independencia y cuenten con la 
representativa del gremio para el ejercicio de sus actividades, así como cualquier otro que contribuya a su 
sano desarrollo.  

Artículo 7 Bis 3. La Comisión Nacional Bancaria y de Valores tendrá facultades para:  

I. Vetar las normas de autorregulación que expidan los organismos autorregulatorios bancarios, 
cuando la propia comisión considere que éstas puedan afectar el sano y equilibrado desarrollo del 
sistema financiero, en protección de los intereses del público, en cuyo caso tales normas no iniciarán 
su vigencia o quedarán sin efectos;  

II. Ordenar la suspensión, remoción o destitución de los consejeros y directivos de los organismos 
autorregulatorios bancarios, así como imponer veto de tres meses hasta cinco años, a las personas 
antes mencionadas, cuando cometan infracciones graves o reiteradas a esta ley y demás 
disposiciones de carácter general que emanen de ella, con independencia de las sanciones 
económicas que correspondan conforme a esta u otras leyes, y  

III. Revocar el reconocimiento de organismos autorregulatorios bancarios cuando cometan 
infracciones graves o reiteradas a lo previsto en esta u otras leyes y demás disposiciones de carácter 
general que emanen de las mismas. 

Para proceder en términos de lo previsto en las fracciones II y III de este artículo, dicha comisión deberá 
contar con el previo acuerdo de su Junta de Gobierno. Antes de dictar la resolución correspondiente, la 
Comisión deberá escuchar al interesado y al organismo de que se trate.  

Las resoluciones a que se refiere este artículo podrán ser recurridas ante la Comisión Nacional Bancaria y de 
Valores dentro de los quince días hábiles siguientes a la fecha en que se hubieren notificado. La propia 
Comisión, con aprobación de su Junta de Gobierno, podrá revocar, modificar o confirmar la resolución 
recurrida, previa audiencia del afectado.  

Artículo 8o. Para organizarse y operar como institución de banca múltiple se requiere autorización del 
gobierno federal, que compete otorgar discrecionalmente a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, 
previo acuerdo de su Junta de Gobierno y opinión favorable del Banco de México. Por su naturaleza, estas 
autorizaciones serán intransmisibles.  

Dentro de los cinco días hábiles siguientes a la fecha en que la Junta de Gobierno de la Comisión Nacional 
Bancaria y de Valores haya resuelto otorgar la autorización a que se refiere el párrafo anterior, dicha comisión 
notificará la resolución, así como su opinión favorable respecto del proyecto de estatutos de la sociedad de 
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que se trate, a fin de que se realicen los actos tendientes a su constitución o a la transformación de su 
organización y funcionamiento, según corresponda. El promovente, en un plazo de noventa días contado a 
partir de dicha notificación, deberá presentar a la propia comisión, para su aprobación, el instrumento público 
en que consten los estatutos de la sociedad en términos de esta ley para posteriormente proceder a su 
inscripción en el Registro Público de Comercio sin que se requiera mandamiento judicial al respecto.  

La autorización que se otorgue conforme a este artículo, quedará sujeta a la condición de que se obtenga la 
autorización para iniciar las operaciones respectivas en términos del artículo 46 Bis de esta ley, la que deberá 
solicitarse dentro de un plazo de ciento ochenta días contado a partir de la aprobación del instrumento público 
a que se refiere el párrafo anterior. Al efectuarse la citada inscripción del instrumento público, deberá hacerse 
constar que la autorización para organizarse y operar como institución de banca múltiple se encuentra sujeta a 
la condición señalada en este párrafo.  

Las autorizaciones para organizarse y operar como institución de banca múltiple, así como sus 
modificaciones, se publicarán, a costa de la institución de que se trate, en el Diario Oficial de la Federación y 
en dos periódicos de amplia circulación de su domicilio social.  

Artículo 8 Bis. Sin perjuicio de lo señalado en el artículo anterior, hasta en tanto entre en vigor la autorización 
para organizarse y operar como institución de banca múltiple, la sociedad correspondiente, una vez que se 
haya recibido la notificación mencionada en dicho artículo, podrá celebrar los actos necesarios para cumplir 
con los requisitos establecidos en el artículo 46 Bis de esta ley para el inicio de operaciones, sin que, durante 
dicho periodo, pueda celebrar ninguna de las operaciones señaladas en el artículo 46 de esta ley, excepto las 
previstas en su fracción XXIII. Durante el periodo antes referido, la sociedad de que se trate estará 
exceptuada de la aplicación de lo dispuesto en el primer párrafo del artículo 105 de esta ley.  

La autorización para organizarse y operar como institución de banca múltiple conforme a esta ley no surtirá 
sus efectos, sin que para ello sea necesaria declaración de autoridad alguna, cuando no se cumpla la 
condición referida.  

Artículo 9o. …  

I. a IV. … 
Los estatutos sociales, así como cualquier modificación a los mismos, deberán ser sometidos a la aprobación 
de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores. Una vez aprobados los estatutos sociales o sus reformas, el 
instrumento público en el que consten deberá inscribirse en el Registro Público de Comercio sin que sea 
preciso mandamiento judicial.  

Artículo 10. Las solicitudes de autorización para organizarse y operar como institución de banca múltiple 
deberán acompañarse de lo siguiente:  

I. Proyecto de estatutos de la sociedad que deberá considerar el objeto social y señalar expresa e 
individualmente las operaciones que pretenda realizar conforme a lo dispuesto por el artículo 46 de 
esta ley, así como satisfacer los requisitos que, en términos de la presente ley y de las demás 
disposiciones aplicables, deban contenerse;  

II. Relación e información de las personas que directa o indirectamente pretendan mantener una 
participación en el capital social de la institución de banca múltiple a constituir, que deberá contener, 
de conformidad con las disposiciones de carácter general que al efecto expida la Comisión Nacional 
Bancaria y de Valores, previo acuerdo de su Junta de Gobierno, lo siguiente:  

a) El monto del capital social que cada una de ellas suscribirá y el origen de los recursos que utilizará 
para tal efecto;  

b) La situación patrimonial, tratándose de personas físicas, o los estados financieros, tratándose de 
personas morales, en ambos casos de los últimos tres años, y  

c) Aquélla que permita verificar que cuentan con honorabilidad e historial crediticio y de negocios 
satisfactorio.  
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III. Relación de los probables consejeros, director general y principales directivos de la sociedad, 
acompañada de la información que acredite que dichas personas cumplen con los requisitos que 
esta ley establece para dichos cargos.  

IV. Plan general de funcionamiento de la sociedad que comprenda por lo menos:  

a) Las operaciones a realizar de conformidad con el artículo 46 de esta ley;  
b) Las medidas de seguridad para preservar la integridad de la información;  

c) Los programas de captación de recursos y de otorgamiento de créditos en los que se refleje la 
diversificación de operaciones pasivas y activas de conformidad con la normativa aplicable, así como 
los segmentos del mercado que se atenderán preferentemente;  

d) Las previsiones de cobertura geográfica, en las que se señalen las regiones y plazas en las que se 
pretenda operar;  
e) El estudio de viabilidad financiera de la sociedad;  

f) Las bases para aplicar utilidades, en la inteligencia de que las sociedades a las que se autorice 
para organizarse y operar como instituciones de banca múltiple no podrán repartir dividendos durante 
sus tres primeros ejercicios sociales y que, en ese mismo periodo, deberán aplicar sus utilidades 
netas a reservas. La restricción anterior no será aplicable a las instituciones de banca múltiple que 
cuenten con un índice de capitalización superior en diez puntos porcentuales al requerido conforme a 
lo dispuesto en el artículo 50 de la presente ley, y  

g) Las bases relativas a su organización, administración y control interno;  

V. Comprobante de depósito en garantía en moneda nacional constituido en institución de crédito o 
de valores gubernamentales por su valor de mercado, a favor de la Tesorería de la Federación, por 
una cantidad igual al diez por ciento del capital mínimo con que deba operar la sociedad conforme a 
la presente ley, y  

VI. La demás documentación e información relacionada, que la Comisión Nacional Bancaria y de 
Valores requiera para el efecto. 

La Comisión Nacional Bancaria y de Valores tendrá la facultad de verificar que la solicitud a que se refiere el 
presente artículo cumpla con lo previsto en esta ley, para lo cual dicha comisión contará con facultades para 
corroborar la veracidad de la información proporcionada y, en tal virtud, las dependencias y entidades de la 
administración pública federal, así como las demás instancias federales, entregarán la información 
relacionada. Asimismo, la Comisión podrá solicitar a organismos extranjeros con funciones de supervisión o 
regulación similares corroborar la información que al efecto se le proporcione.  

Cuando no se presente el instrumento público en el que consten los estatutos de la sociedad, para su 
aprobación, dentro del plazo de noventa días señalado en el segundo párrafo del artículo 8o. de esta ley; no 
se obtenga o no se solicite la autorización para iniciar operaciones en términos de los artículos 8o. y 46 Bis de 
esta ley, respectivamente; la sociedad inicie operaciones distintas a las señaladas en el artículo 8 Bis de esta 
misma ley sin contar con dicha autorización, o se revoque la autorización para organizarse y operar como 
institución de banca múltiple al amparo de la fracción I del artículo 28 de esta ley; la Comisión Nacional 
Bancaria y de Valores instruirá a la Tesorería de la Federación para hacer efectiva la garantía por el importe 
original del depósito mencionado en la fracción V de este artículo.  

En los supuestos de que se niegue la autorización, se desista el interesado o la institución de banca múltiple 
de que se trate inicie operaciones en los términos previstos en esta ley, se devolverá el comprobante de 
depósito a que se refiere la citada fracción V.  

Una vez que se haya hecho la notificación a que se refiere el artículo 8o. de la presente ley y se haya 
otorgado la aprobación de los estatutos prevista en ese mismo artículo, el inicio de operaciones de la 
institución de banca múltiple deberá sujetarse a lo dispuesto en el artículo 46 Bis de esta ley.  
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Artículo 10 Bis. Las sociedades ya constituidas que, conforme al artículo 8o. de esta ley, soliciten 
autorización para organizarse y operar como institución de banca múltiple deberán acompañar a la solicitud 
correspondiente la información y documentación señalada en el artículo 10 de esta ley, así como el proyecto 
de acuerdo de su órgano de gobierno, que incluya lo relativo a la transformación de su régimen de 
organización y funcionamiento y la consecuente modificación de sus estatutos sociales.  

En el evento en que la Comisión Nacional Bancaria y de Valores otorgue su autorización en términos del 
artículo 8 de esta ley a sociedades que, al momento en que dicha autorización entre en vigor, gocen de otra 
autorización para constituirse, organizarse, funcionar y operar, según sea el caso, como entidades financieras 
de otra naturaleza, esa otra autorización quedará sin efecto por ministerio de ley, sin que resulte necesaria la 
emisión de una declaratoria expresa al respecto, por parte de la autoridad que la haya otorgado.  

Artículo 12. Las acciones serán de igual valor; dentro de cada serie, conferirán a sus tenedores los mismos 
derechos, y deberán pagarse íntegramente en efectivo en el acto de ser suscritas, o bien, en especie si, en 
este último caso, así lo autoriza la Comisión Nacional Bancaria y de Valores considerando la situación 
financiera de la institución y velando por su liquidez y solvencia. Las mencionadas acciones se mantendrán en 
depósito en alguna de las instituciones para el depósito de valores reguladas en la Ley del Mercado de 
Valores, las que en ningún caso se encontrarán obligadas a entregarlas a los titulares.  

…  

…  

…  

Artículo 14. Las personas que adquieran o transmitan acciones de la serie "O" por más del dos por ciento del 
capital social pagado de una institución de banca múltiple, deberán dar aviso de ello a la Comisión Nacional 
Bancaria y de Valores dentro de los tres días hábiles siguientes a la adquisición o transmisión.  

Artículo 17. Cualquier persona física o moral podrá, mediante una o varias operaciones simultáneas o 
sucesivas, adquirir acciones de la serie "O" del capital social de una institución de banca múltiple, siempre y 
cuando se sujete a lo dispuesto por este artículo.  

Cuando se pretenda adquirir directa o indirectamente más del cinco por ciento del capital social ordinario 
pagado, o bien, otorgar garantía sobre las acciones que representen dicho porcentaje, se deberá obtener 
previamente la autorización de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, la que podrá otorgarla 
discrecionalmente, para lo cual deberá escuchar la opinión del Banco de México. En estos casos, las 
personas que pretendan realizar la adquisición o afectación mencionada deberán acreditar que cumplen con 
los requisitos establecidos en la fracción II del artículo 10 de esta ley, así como proporcionar a la propia 
comisión la información que, para tal efecto y previo acuerdo de su Junta de Gobierno, establezca mediante 
reglas de carácter general buscando preservar el sano desarrollo del sistema bancario.  

En el supuesto de que una persona o un grupo de personas, accionistas o no, pretenda adquirir el veinte por 
ciento o más de las acciones representativas de la serie "O" del capital social de la institución de banca 
múltiple u obtener el control de la propia institución, se deberá solicitar previamente autorización de la 
Comisión Nacional Bancaria y de Valores, que podrá otorgarla discrecionalmente, previa opinión favorable del 
Banco de México. Para efectos de lo descrito en este artículo, se entenderá por control lo dispuesto en la 
fracción II del artículo 22 Bis de esta ley.  

Dicha solicitud deberá contener lo siguiente:  

I. Relación o información de la persona o personas que pretenden obtener el control de la institución 
de banca múltiple de que se trate, a la que se deberá acompañar la información que acredite cumplir 
con los requisitos establecidos en la fracción II del artículo 10 de esta ley, así como aquélla otra 
prevista en las reglas de carácter general señaladas en el segundo párrafo del presente artículo;  

II. Relación de los consejeros y directivos que nombrarían en la institución de banca múltiple de la 
que pretenden adquirir el porcentaje aludido u obtener el control, a la que deberá adjuntarse la 
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información que acredite que dichas personas cumplen con los requisitos que esta ley establece para 
dichos cargos;  

III. Plan general de funcionamiento de la institución de banca múltiple de que se trate, el cual deberá 
contemplar los aspectos señalados en el artículo 10, fracción IV, de esta ley.  

IV. Programa estratégico para la organización, administración y control interno de la institución de 
que se trate; y 

La demás documentación conexa que requiera la Comisión Nacional Bancaria y de Valores a efectos de 
evaluar la solicitud correspondiente.  

Artículo 18. Las instituciones de banca múltiple se abstendrán, en su caso, de efectuar la inscripción en el 
registro a que se refieren los artículos 128 y 129 de la Ley General de Sociedades Mercantiles de las 
transmisiones de acciones que se efectúen en contravención de lo dispuesto por los artículos 13, 17, 45-G y 
45-H de esta ley, y deberán informar tal circunstancia a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, dentro de 
los cinco días hábiles siguientes a la fecha en que tengan conocimiento de ello.  

La abstención referida en el párrafo anterior no dará lugar a la responsabilidad a que se refiere el artículo 129 
de la Ley General de Sociedades Mercantiles.  

Las adquisiciones de acciones y demás actos jurídicos para obtener el control de una institución de banca 
múltiple, que se realicen en contravención a lo dispuesto por los artículos 17, 45-G y 45-H de esta ley, estarán 
afectos de nulidad y no surtirán efectos hasta que se acredite que se ha obtenido la autorización que 
corresponda, de modo que las personas que las hubieren adquirido o los hayan celebrado no podrán ejercer 
los derechos corporativos y patrimoniales respectivos. Una vez obtenidas las autorizaciones correspondientes, 
las adquisiciones y actos antes referidos serán convalidados.  

Artículo 19. El capital mínimo suscrito y pagado para las instituciones de banca múltiple que tengan 
expresamente contempladas en sus estatutos sociales todas las operaciones previstas en el artículo 46 de 
esta ley será el equivalente en moneda nacional al valor de noventa millones de unidades de inversión. La 
Comisión Nacional Bancaria y de Valores, previo acuerdo de su Junta de Gobierno, determinará mediante 
disposiciones de carácter general el importe del capital mínimo con que deberán contar las instituciones de 
banca múltiple, en función de las operaciones que tengan expresamente contempladas en sus estatutos 
sociales, la infraestructura necesaria para su desarrollo, los mercados en que pretendan participar y los 
riesgos que conlleve, entre otros.  

En ningún caso el capital mínimo suscrito y pagado aplicable a una institución de banca múltiple podrá ser 
inferior al equivalente al cuarenta por ciento del capital mínimo previsto para las instituciones que realicen 
todas las operaciones previstas en el artículo 46 de esta ley.  

El monto del capital mínimo con que deberán contar las instituciones tendrá que estar suscrito y pagado a 
más tardar el último día hábil del año de que se trate. Al efecto, se considerará el valor de las unidades de 
inversión correspondientes al 31 de diciembre del año inmediato anterior.  

El capital mínimo deberá estar íntegramente pagado. Cuando el capital social exceda del mínimo, deberá 
estar pagado, por lo menos, en un cincuenta por ciento, siempre que este porcentaje no sea inferior al mínimo 
establecido.  

Cuando una institución de banca múltiple anuncie su capital social, deberá al mismo tiempo anunciar su 
capital pagado.  

Las instituciones de banca múltiple sólo estarán obligadas a constituir las reservas de capital previstas en la 
presente ley y en las disposiciones administrativas expedidas con base en la misma para procurar la solvencia 
de las instituciones, proteger al sistema de pagos y al público ahorrador.  

Para cumplir con el capital mínimo, las instituciones, en función de las operaciones que tengan expresamente 
contempladas en sus estatutos sociales, podrán considerar el capital neto con que cuenten conforme a lo 
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dispuesto en el artículo 50 de esta ley. El capital neto en ningún momento podrá ser inferior al capital mínimo 
que les resulte aplicable conforme a lo establecido en el primer párrafo del presente artículo.  

La Comisión Nacional Bancaria y de Valores establecerá los casos y condiciones en que las instituciones de 
banca múltiple podrán adquirir transitoriamente las acciones representativas de su propio capital, sin perjuicio 
de los casos aplicables conforme a la Ley del Mercado de Valores, y procurando el sano desarrollo del 
sistema bancario y no afectar la liquidez de las instituciones.  

Artículo 22. El consejo de administración de las instituciones de banca múltiple estará integrado por un 
mínimo de cinco y un máximo de quince consejeros propietarios, de los cuales los que integren cuando menos 
el veinticinco por ciento deberán ser independientes. Por cada consejero propietario se podrá designar a un 
suplente, en el entendido de que los consejeros suplentes de los consejeros independientes deberán tener 
este mismo carácter.  

Por consejero independiente deberá entenderse a la persona que sea ajena a la administración de la 
institución de banca múltiple respectiva, y que reúna los requisitos y condiciones que determine la Comisión 
Nacional Bancaria y de Valores, mediante disposiciones de carácter general, en las que igualmente se 
establecerán los supuestos bajo los cuales se considerará que un consejero deja de ser independiente para 
los efectos de este artículo.  

En ningún caso podrán ser consejeros independientes:  

I. Empleados o directivos de la institución;  

II. Personas que se encuentren en alguno de los supuestos previstos en el artículo 73 de esta ley, o 
tengan poder de mando;  

III. Socios o personas que ocupen un empleo, cargo o comisión en sociedades o asociaciones 
importantes que presten servicios a la institución o a las empresas que pertenezcan al mismo grupo 
empresarial del cual forme parte ésta.  

Se considera que una sociedad o asociación es importante cuando los ingresos que recibe por la 
prestación de servicios a la institución o al mismo grupo empresarial del cual forme parte ésta, 
representan más del cinco por ciento de los ingresos totales de la sociedad o asociación de que se 
trate.  

IV. Clientes, proveedores, prestadores de servicios, deudores, acreedores, socios, consejeros o 
empleados de una sociedad que sea cliente, proveedor, prestador de servicios, deudor o acreedor 
importante de la institución.  

Se considera que un cliente, proveedor o prestador de servicios es importante cuando los servicios 
que le preste la institución o las ventas que aquél le haga a ésta representen más del diez por ciento 
de los servicios o ventas totales del cliente, del proveedor o del prestador de servicios, 
respectivamente. Asimismo, se considera que un deudor o acreedor es importante cuando el importe 
de la operación respectiva sea mayor al quince por ciento de los activos de la institución o de su 
contraparte;  

V. Empleados de una fundación, asociación o sociedad civiles que reciban donativos importantes de 
la institución.  

Se consideran donativos importantes a aquéllos que representen más del quince por ciento del total 
de donativos recibidos por la fundación, asociación o sociedad civiles de que se trate;  

VI. Directores generales o directivos de alto nivel de una sociedad en cuyo consejo de administración 
participe el director general o un directivo de alto nivel de la institución;  
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VII. Directores generales o empleados de las empresas que pertenezcan al grupo financiero al que 
pertenezca la propia institución;  

VIII. Cónyuges, concubinas o concubinarios, así como los parientes por consanguinidad, afinidad o 
civil hasta el primer grado, de alguna de las personas mencionadas en las fracciones III a VII 
anteriores, o bien, hasta el tercer grado de alguna de las señaladas en las fracciones I, II, IX y X de 
este artículo;  

IX. Directores o empleados de empresas en las que los accionistas de la institución ejerzan el 
control;  

X. Quienes tengan conflictos de interés o estén supeditados a intereses personales, patrimoniales o 
económicos de cualquiera de las personas que mantengan el control de la institución o del consorcio 
o grupo empresarial al que pertenezca la institución, o el poder de mando en cualquiera de éstos, y  

XI. Quienes hayan estado comprendidos en alguno de los supuestos anteriores, durante el año 
anterior al momento en que se pretenda hacer su designación. 

El consejo deberá reunirse por lo menos trimestralmente, y en forma extraordinaria, cuando sea convocado 
por su presidente o por los consejeros que representen, al menos, el veinticinco por ciento del total de 
miembros del consejo o por cualquiera de los comisarios de la institución. Para la celebración de las sesiones 
ordinarias y extraordinarias del consejo de administración, se deberá contar con la asistencia de los 
consejeros que representen, cuando menos, el cincuenta y uno por ciento de todos los miembros del consejo, 
de los cuales por lo menos uno deberá ser consejero independiente.  

Los accionistas que representen, cuando menos, un diez por ciento del capital pagado ordinario de la 
institución tendrán derecho a designar un consejero. Únicamente podrá revocarse el nombramiento de los 
consejeros de minoría, cuando se revoque el de todos los demás.  

El presidente del consejo tendrá voto de calidad en caso de empate.  

Artículo 22 Bis. Para efectos del artículo 22 de esta ley, se entenderá por:  

I. Consorcio, el conjunto de personas morales vinculadas entre sí por una o más personas físicas que 
integrando un grupo de personas, tengan el control de las primeras;  

II. Control, a la capacidad de imponer, directa o indirectamente, decisiones en las asambleas 
generales de accionistas de la institución; el mantener la titularidad de derechos que permitan, 
directa o indirectamente, ejercer el voto respecto de más del cincuenta por ciento del capital social de 
la institución, dirigir, directa o indirectamente, la administración, la estrategia o las principales 
políticas de la institución, ya sea a través de la propiedad de valores o por cualquier otro acto jurídico;  

III. Directivo relevante, el director general de las instituciones de crédito, así como las personas 
físicas que, ocupando un empleo, cargo o comisión en aquéllas o en las personas morales que 
controlen dichas instituciones o que la controlen, adopten decisiones que trasciendan de forma 
significativa en la situación administrativa, financiera, operacional o jurídica de la propia institución o 
del grupo empresarial al que ésta pertenezca, sin que queden comprendidos dentro de esta 
definición los consejeros de dichas instituciones de crédito.  

IV. Grupo de personas, las personas que tengan acuerdos, de cualquier naturaleza, para tomar 
decisiones en un mismo sentido. Se presume, salvo prueba en contrario, que constituyen un grupo 
de personas:  

a) Las personas que tengan parentesco por consanguinidad, afinidad o civil hasta el cuarto grado, los 
cónyuges, la concubina y el concubinario.  
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b) Las sociedades que formen parte de un mismo consorcio o grupo empresarial y la persona o 
conjunto de personas que tengan el control de dichas sociedades.  

V. Grupo empresarial, el conjunto de personas morales organizadas bajo esquemas de participación 
directa o indirecta del capital social, en las que una misma sociedad mantiene el control de dichas 
personas morales. Asimismo, se considerarán como grupo empresarial a los grupos financieros 
constituidos conforme a la Ley para Regular las Agrupaciones Financieras.  

VI. Poder de mando, la capacidad de hecho de influir de manera decisiva en los acuerdos adoptados 
en las asambleas de accionistas o sesiones del consejo de administración o en la gestión, 
conducción y ejecución de los negocios de la institución de banca múltiple de que se trate o de las 
personas morales que ésta controle. Se presume que tienen poder de mando en una institución de 
banca múltiple, salvo prueba en contrario, las personas que se ubiquen en cualquiera de los 
supuestos siguientes:  

a) Los accionistas que tengan el control de la administración.  

b) Los individuos que tengan vínculos con la institución de banca múltiple o las personas morales que 
integran el grupo empresarial o consorcio al que aquella pertenezca, a través de cargos vitalicios, 
honoríficos o con cualquier otro título análogo o semejante a los anteriores.  

c) Las personas que hayan transmitido el control de la institución de banca múltiple bajo cualquier 
título y de manera gratuita o a un valor inferior al de mercado o contable, en favor de individuos con 
quienes tengan parentesco por consanguinidad, afinidad o civil hasta el cuarto grado, el cónyuge, la 
concubina o el concubinario.  

d) Quienes instruyan a consejeros o directivos relevantes de la institución de banca múltiple, la toma 
de decisiones o la ejecución de operaciones en la propia institución o en las personas morales que 
ésta controle. 

Artículo 23. …  

…  

…  

I. …  

II. El cónyuge, concubina o concubinario de cualquiera de las personas a que se refiere la fracción 
anterior. Las personas que tengan parentesco por consanguinidad o afinidad hasta el segundo grado, 
o civil, con más de dos consejeros.  

III. a VI. …  

VII. Quienes realicen funciones de regulación y supervisión de las instituciones de crédito, salvo que 
exista participación del gobierno federal o del Instituto para la Protección al Ahorro Bancario en el 
capital de las mismas, o reciban apoyos de este último, y  

VIII. Quienes participen en el consejo de administración de otra institución de banca múltiple o de una 
sociedad controladora de un grupo financiero al que pertenezca una institución de banca múltiple. 

...  

La persona que vaya a ser designada como consejero de una institución de banca múltiple y sea consejero de 
otra entidad financiera deberá revelar dicha circunstancia a la asamblea de accionistas de dicha institución 
para el acto de su designación.  
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Artículo 24. ...  

I. a IV. ... 
Los comisarios de las instituciones deberán contar con calidad técnica, honorabilidad e historial crediticio 
satisfactorio en términos de las disposiciones a que se refiere la fracción II del artículo 10 de esta ley, así 
como con amplios conocimientos y experiencia en materia financiera, contable, legal o administrativa y, 
además, deberán cumplir con el requisito establecido en la fracción I del presente artículo.  

Artículo 25. …  

…  

…  

Las resoluciones a que se refiere este artículo podrán ser recurridas ante la Comisión Nacional Bancaria y de 
Valores dentro de los quince días hábiles siguientes a la fecha en que se hubieren notificado. La propia 
comisión, con aprobación de su Junta de Gobierno, podrá revocar, modificar o confirmar la resolución 
recurrida, previa audiencia de las partes.  

Artículo 27. Para la fusión de dos o más instituciones de banca múltiple, o de cualquier sociedad o entidad 
financiera con una institución de banca múltiple, se requerirá autorización previa de la Comisión Nacional 
Bancaria y de Valores, con aprobación de su Junta de Gobierno, previa opinión de la Comisión Federal de 
Competencia y opinión favorable del Banco de México, en el ámbito de sus respectivas atribuciones, y se 
efectuará de acuerdo con las bases siguientes:  

I. Las sociedades respectivas presentarán a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores los 
proyectos de los acuerdos de las asambleas de accionistas relativos a la fusión, del convenio de 
fusión, y de las modificaciones que correspondería realizar a los estatutos de las propias sociedades 
y al convenio de responsabilidades a que se refiere la Ley para Regular las Agrupaciones 
Financieras; el plan de fusión de dichas sociedades, con indicación de las etapas en que deberá 
llevarse a cabo; los estados contables que presenten la situación de las sociedades y que servirán de 
base para la asamblea que autorice la fusión; los estados financieros proyectados de la sociedad 
resultante de la fusión y la información a que se refieren las fracciones I, II, III y IV del artículo 10 de 
esta ley, así como la demás documentación e información relacionada que la Comisión Nacional 
Bancaria y de Valores requiera para el efecto;  

II. La autorización a que se refiere este artículo, así como el instrumento público en el que consten 
los acuerdos y el convenio de fusión, se inscribirán en el Registro Público de Comercio;  

La institución de banca múltiple que subsista quedará obligada a continuar con los trámites de la 
fusión y asumirá las obligaciones de la fusionada desde el momento en que la fusión haya sido 
acordada, siempre y cuando dicho acto haya sido autorizado en los términos del presente artículo.  

La fusión surtirá efectos frente a terceros cuando se hayan inscrito la autorización y el instrumento 
público en el que consten los acuerdos de fusión ante el Registro Público de Comercio;  

III. Una vez hecha la inscripción a que se refiere la fracción II de este artículo, los acuerdos de fusión 
adoptados por las respectivas asambleas de accionistas se publicarán en el Diario Oficial de la 
Federación y en dos periódicos de amplia circulación en la plaza en que tengan su domicilio las 
sociedades;  

IV. La autorización que otorgue la Comisión Nacional Bancaria y de Valores para la fusión de una 
institución de banca múltiple como fusionada, dejará sin efectos la autorización otorgada a ésta para 
organizarse y operar como tal, sin que, para ello, resulte necesaria la emisión de una declaratoria 
expresa por parte de la autoridad que la haya otorgado, y  

V. Durante los noventa días siguientes a partir de la fecha de la publicación a que se refiere la 
fracción IV de este artículo, los acreedores de cualquiera de las sociedades, incluso de las demás 
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entidades financieras del o de los grupos financieros a los que pertenezcan las sociedades objeto de 
la fusión, podrán oponerse judicialmente a la misma, con el único objeto de obtener el pago de sus 
créditos, sin que esta oposición suspenda la fusión. 

La fusión de una institución de banca múltiple que pertenezca a un grupo financiero, sea como fusionante o 
fusionada, se sujetará a lo dispuesto por este artículo y no le será aplicable lo previsto en el artículo 10 de la 
Ley para Regular las Agrupaciones Financieras.  

Artículo 27 Bis. Para la escisión de una institución de banca múltiple, se requerirá autorización previa de la 
Comisión Nacional Bancaria y de Valores, con aprobación de su Junta de Gobierno y después de escuchar la 
opinión del Banco de México.  

La sociedad escindente presentará a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores el proyecto de acta que 
contenga los acuerdos de su asamblea general extraordinaria de accionistas relativos a su escisión, proyecto 
de reformas estatutarias de la sociedad escindente, proyecto de estatutos sociales de la sociedad escindida, 
estados contables que presenten la situación de la sociedad escindente y que servirán de base para la 
asamblea que autorice la escisión, estados financieros proyectados de las sociedades que resulten de la 
escisión y la demás documentación conexa que requiera la Comisión Nacional Bancaria y de Valores a efecto 
de evaluar la solicitud respectiva y cumplir con sus funciones de supervisión y regulación en el ámbito de su 
competencia.  

La autorización a que se refiere este artículo y los acuerdos de la asamblea de accionistas relativos a la 
escisión y la escritura constitutiva de la escindida se inscribirán en el Registro Público de Comercio. A partir de 
la fecha en que se inscriban surtirán efectos la escisión.  

Una vez hecha la inscripción anterior, los acuerdos de escisión adoptados por la asamblea de accionistas de 
la sociedad escindente se publicarán en el Diario Oficial de la Federación y en dos periódicos de amplia 
circulación en la plaza en que tenga su domicilio social la escindente.  

Durante los noventa días naturales siguientes a partir de la fecha de publicación a que se refiere la fracción 
anterior, los acreedores de la sociedad escindente podrán oponerse judicialmente a la misma, con objeto de 
obtener el pago de sus créditos, sin que esta oposición suspenda la escisión.  

La sociedad escindida no se entenderá autorizada para organizarse y operar como institución de banca 
múltiple y la sociedad escindente que subsista conservará la autorización que se le haya otorgado para esos 
efectos.  

Con motivo de la escisión, a la sociedad escindida sólo se le transmitirán operaciones activas, pasivas y 
fideicomisos, mandatos o comisiones de la institución de banca múltiple escindente, en los casos en que lo 
autorice la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, cuando considere que no se afectan adversamente los 
intereses de las contrapartes de las instituciones en las operaciones respectivas y no exista oposición de 
acreedores. Los fideicomisos, mandatos o comisiones, sólo podrán transmitirse cuando el causahabiente final 
sea una entidad financiera autorizada para llevar a cabo este tipo de actividades.  

En el evento de que la escisión produzca la extinción de la institución de banca múltiple escindente, la 
autorización otorgada para organizarse y operar como tal quedará sin efectos, sin que resulte necesaria la 
emisión de una declaratoria expresa al respecto.  

Artículo 27 Bis 1. El Instituto para la Protección al Ahorro Bancario podrá organizar y operar instituciones de 
banca múltiple, exclusivamente con el objeto de celebrar operaciones de transferencia de activos y pasivos de 
las instituciones de crédito en liquidación en términos de lo previsto en el artículo 122 Bis 29 de esta ley. Las 
instituciones organizadas y operadas en términos de este artículo, podrán prestar el servicio de banca y 
crédito a que se refiere el artículo 2 de la presente ley a partir de su constitución, sin requerir de la 
autorización expresa de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores. Para tales efectos, la citada Comisión 
emitirá la constancia correspondiente, a solicitud del Instituto para la Protección al Ahorro Bancario, siempre 
que la Junta de Gobierno de este último haya determinado en el método de resolución correspondiente a la 
respectiva institución de crédito en liquidación, la transferencia de activos y pasivos en términos del artículo 
122 Bis 29 de esta ley. El Instituto para la Protección al Ahorro Bancario deberá publicar la citada constancia 
en el Diario Oficial de la Federación y en dos periódicos de amplia circulación nacional.  
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…  

…  

…  

…  

Artículo 27 Bis 3. ...  

I. Transmitir las acciones representativas del capital social de la institución de que se trate a otra 
institución de banca múltiple autorizada, en cuyo caso deberán fusionarse ambas sociedades previa 
autorización de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores en los términos del artículo 27 de esta 
ley, o  

II. ... 

...  

Artículo 28. La Comisión Nacional Bancaria y de Valores, con aprobación de su Junta de Gobierno, después 
de escuchar a la institución de banca múltiple afectada, así como la opinión del Banco de México y del 
Instituto para la Protección al Ahorro Bancario, podrá declarar la revocación de la autorización que le haya 
otorgado a aquélla para organizarse y operar con tal carácter, en los casos siguientes:  

I. Si no inicia sus operaciones dentro del plazo de treinta días a partir de la fecha en que se notifique 
la autorización a que se refiere el artículo 46 Bis de esta ley;  

II. Si la asamblea general de accionistas de la institución de banca múltiple de que se trate, mediante 
decisión adoptada en sesión extraordinaria, resuelve solicitarla. En aquellos casos en que la 
institución solicite además que la liquidación se lleve de conformidad con lo previsto en el Apartado C 
de la Sección Segunda del Capítulo II del Título Sexto de esta ley, la Comisión Nacional Bancaria y 
de Valores escuchará la opinión del Instituto para la Protección al Ahorro Bancario al respecto;  

III. a V. …  

VI. ...  

a) y b) … 

Lo previsto en la presente fracción no será aplicable cuando la institución de que se trate demuestre ante la 
Comisión Nacional Bancaria y de Valores que cuenta con los recursos líquidos necesarios para hacer frente a 
las obligaciones de pago que correspondan, o bien, cuando la obligación de pago respectiva se encuentre 
sujeta a controversia judicial, a un procedimiento arbitral o a un procedimiento de conciliación ante la 
autoridad competente.  

Las cámaras de compensación, las contrapartes centrales, las instituciones para el depósito de valores, el 
Banco de México, así como cualquier acreedor de la institución, podrán informar a la Comisión Nacional 
Bancaria y de Valores cuando la institución se ubique en alguno de los supuestos a que se refiere esta 
fracción.  

La declaración de revocación se publicará en el Diario Oficial de la Federación y en dos periódicos de amplia 
circulación en el país, se inscribirá en el Registro Público de Comercio y pondrá en estado de disolución y 
liquidación a la sociedad, sin necesidad del acuerdo de la asamblea de accionistas, conforme a lo previsto en 
la Sección Segunda del Capítulo II del Título Sexto de esta ley. La Comisión Nacional Bancaria y de Valores 
deberá hacer del conocimiento del Instituto para la Protección al Ahorro Bancario la declaración de 
revocación.  
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Artículo 29 Bis. Cuando la Comisión Nacional Bancaria y de Valores tenga conocimiento de que una 
institución de banca múltiple ha incurrido en alguno de los supuestos previstos en el artículo 28 de esta ley, le 
notificará dicha situación para que, en un plazo de quince días hábiles contados a partir de la fecha en que 
surta efectos la notificación respectiva, la propia institución manifieste por escrito lo que a su derecho 
convenga y presente los elementos que, a su juicio, acrediten que se han subsanado los hechos u omisiones 
señalados en la notificación, o bien, para que formule la solicitud a que se refiere el artículo 29 Bis 2 de esta 
ley.  

…  

Artículo 29 Bis 2. Respecto de la institución que incurra en la causal de revocación a que se refiere la 
fracción V del artículo 28 de la presente ley, la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, una vez que haya 
escuchado la opinión del Banco de México y del Instituto para la Protección al Ahorro Bancario, podrá 
abstenerse de revocar la autorización respectiva, con el propósito de que dicha institución continúe operando 
en términos de lo previsto en la presente sección.  

Lo dispuesto en el párrafo anterior procederá siempre y cuando la institución de que se trate, previa 
aprobación de su asamblea de accionistas celebrada de conformidad con lo dispuesto en el artículo 29 Bis 1 
de esta ley, lo solicite por escrito a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, y acredite ante ésta, dentro 
del plazo a que se refiere el artículo 29 Bis de este mismo ordenamiento, la ejecución de los siguientes actos 
aprobados por dicha asamblea:  

I. a II. … 
…  

…  

…  

Artículo 29 Bis 4. …  

I. a IV. …  

V. …  

a) y b) …  

c) La institución de banca múltiple respectiva incurra en alguno de los supuestos previstos en las 
fracciones IV y VI del artículo 28 de esta ley, en cuyo caso la Comisión Nacional Bancaria y de 
Valores procederá conforme a lo dispuesto por el artículo 29 Bis de esta ley, con el fin de que dicha 
institución manifieste lo que a su derecho convenga y presente los elementos que, a su juicio, 
acrediten que se han subsanado los hechos u omisiones señalados en la notificación respectiva;  

VI. a VIII. … 

…  

…  

Artículo 29 Bis 5. …  

La Comisión Nacional Bancaria y de Valores deberá proceder a declarar la revocación de la autorización para 
organizarse y operar como institución de banca múltiple, cuando tenga conocimiento de que la institución de 
que se trate hubiere incurrido en cualquiera de los supuestos a que se refieren los incisos a), b) y c) de la 
fracción V del artículo anterior, salvo que la propia comisión, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, el 
Banco de México o el Instituto para la Protección al Ahorro Bancario soliciten que se convoque a sesión del 
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Comité de Estabilidad Financiera a que se refiere la Sección Quinta del presente capítulo, en cuyo caso se 
estará a lo dispuesto en el artículo 29 Bis 12 de la presente ley.  

…  

Asimismo, en caso de que se actualice el supuesto previsto en el inciso c) de la fracción VII del artículo 29 Bis 
4 de esta ley, la Comisión Nacional Bancaria y de Valores procederá a declarar la revocación de la 
autorización señalada en ese mismo precepto.  

Artículo 29 Bis 12. …  

Cuando el Comité de Estabilidad Financiera determine que una institución no se ubica en alguno de los 
supuestos previstos en el artículo 29 Bis 6 de esta ley, la Comisión Nacional Bancaria y de Valores revocará la 
autorización para organizarse y operar como institución de banca múltiple y el Instituto para la Protección al 
Ahorro Bancario procederá en términos de lo dispuesto en la Sección Segunda del Capítulo II del Título Sexto 
de esta ley.  

Artículo 30. …  

…  

…  

Las instituciones de banca de desarrollo, en las contrataciones de servicios que requieran para realizar las 
operaciones y servicios previstos en los artículos 46 y 47 de esta ley, no estarán sujetas a la Ley de 
Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público.  

Las contrataciones que realicen las instituciones de banca de desarrollo para la adquisición y contratación de 
materiales, suministros y servicios generales, excluidas las relacionadas con los artículos 46 y 47 de esta ley, 
con cargo a los presupuestos autorizados en los siguientes capítulos de gasto: materiales y suministros, 
servicios generales, e inversión física en bienes muebles e inmuebles, en términos del artículo 30 del 
Reglamento de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, se sujetarán a lo dispuesto en 
la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público.  

Para efectos de lo dispuesto en los párrafos anteriores la Secretaría de Hacienda y Crédito Público estará 
facultada para emitir lineamientos generales conforme a lo dispuesto en el presente artículo, así como 
resolver las consultas relacionadas, procurando en todo momento la eficiencia, eficacia y debida oportunidad 
en los servicios que presta la banca de desarrollo.  

…  

Artículo 40. …  

El consejo directivo deberá contar con un comité de auditoría, que tendrá carácter consultivo. La Comisión 
Nacional Bancaria y de Valores establecerá, mediante disposiciones de carácter general, las atribuciones que, 
como mínimo, deberá ejercer dicho comité de auditoría, así como la forma en que el propio comité deberá 
quedar integrado, la periodicidad de sus sesiones y la oportunidad y suficiencia de la información que deba 
considerar.  

El comité de auditoría podrá someter directamente a la consideración del consejo directivo los proyectos, 
programas y demás asuntos relacionados con las facultades a que se refiere el párrafo anterior, y deberá 
comunicarle las diferencias de opinión que existieran entre la administración de la institución de banca de 
desarrollo de que se trate y el propio comité de auditoría.  

Artículo 41. La Secretaría de Hacienda y Crédito Público fijará las bases de carácter general para establecer 
la remuneración que corresponda a los consejeros externos con carácter de independientes y comisarios de 
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las instituciones de banca de desarrollo que sean designados por los titulares de los certificados de aportación 
patrimonial de la serie "B".  

Las instituciones de banca de desarrollo contarán con un comité de recursos humanos y desarrollo 
institucional. Sin perjuicio de las demás atribuciones que correspondan a dicho comité, éste recomendará al 
consejo directivo el monto de la remuneración que corresponda a los consejeros externos con carácter de 
independientes y comisarios antes referidos, de conformidad con lo establecido en el primer párrafo de este 
artículo. También propondrá las remuneraciones a los expertos que participen en los comités de apoyo 
constituidos por el consejo.  

Las designaciones de consejeros en las instituciones de banca de desarrollo se realizarán de conformidad con 
sus respectivas leyes orgánicas, así como con lo previsto en el presente artículo.  

Los consejeros externos con carácter de independientes deberán observar los requisitos a que se refiere el 
artículo 22, así como lo dispuesto en el artículo 23, segundo párrafo, y fracciones II a VI, ambos de esta ley.  

Los consejeros externos con carácter de independientes no tendrán suplentes y prestarán sus servicios por un 
período de cuatro años. Los periodos de dichos consejeros serán escalonados y se sucederán cada año. Las 
personas que funjan como tales podrán ser designadas con ese carácter más de una vez.  

La vacante que se produzca de algún consejero externo con carácter de independiente será cubierta por el 
nuevo miembro que se designe para integrar el consejo directivo y durará con tal carácter sólo por el tiempo 
que faltare desempeñar al sustituido.  

Al tomar posesión del cargo, cada consejero deberá suscribir un documento elaborado por la institución de 
banca de desarrollo de que se trate, en donde declare bajo protesta de decir verdad que no tiene impedimento 
alguno para desempeñarse como consejero en dicha institución, y en donde acepte los derechos y 
obligaciones derivados de tal cargo.  

Artículo 42. …  

…  

…  

I. Nombrar y remover, a propuesta del director general, a los servidores públicos de la institución que 
ocupen cargos con las dos jerarquías administrativas inferiores a la de aquél, y a los demás que 
señale el reglamento orgánico, así como concederles licencias;  

II. …  

III. Aprobar el establecimiento, reubicación y clausura de sucursales, agencias y oficinas en el país y 
en el extranjero.  

IV. a V. …  

VI. Aprobar los estados financieros de la institución para proceder a su publicación. Los estados 
financieros anuales se aprobarán previo dictamen de los comisarios y deberán estar suscritos por el 
director general, el responsable de la contabilidad de la institución y el responsable de las funciones 
de auditoría interna, conforme a su competencia, previo a su aprobación.  

VII. a VII Bis. …  

VIII. Se deroga.  

VIII Bis. a IX Bis. …  
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X. Aprobar los programas anuales de adquisición, arrendamiento y enajenación de bienes muebles e 
inmuebles, de realización de obras y prestación de servicios, que la institución requiera, así como las 
políticas y bases generales que regulen los convenios, contratos o acuerdos que deba celebrar la 
institución con terceros, en estas materias, de conformidad con las normas aplicables y sin que 
dichos programas, políticas y bases relativos a sus sucursales sean objeto del ejercicio de las 
atribuciones a que se refiere el artículo 37, fracciones XX y XXIII, de la Ley Orgánica de la 
Administración Pública Federal en materia de arrendamiento de bienes inmuebles.  

XI. Proponer a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público las modificaciones del reglamento 
orgánico;  

XI Bis. Aprobar la cesión de activos y pasivos.  

XII. a XV. …  

XVI. Aprobar las inversiones en el capital de las empresas a que se refieren los artículos 75, 88 y 89 
de esta ley, así como su enajenación;  

XVII. …  

XVIII. Aprobar la estructura orgánica, niveles de empleo, las bases para la elaboración de 
tabuladores de sueldos, política salarial y para el otorgamiento de incentivos; políticas de ascensos, 
promociones y jubilaciones; lineamientos de selección, reclutamiento y capacitación; criterios de 
separación; indicadores de evaluación de desempeño para la determinación de compensaciones y 
demás prestaciones económicas y de seguridad social establecidas en beneficio de los servidores 
públicos que laboren en la sociedad, así como las condiciones generales de trabajo de la institución, 
a propuesta del director general, y tomando en cuenta la opinión del sindicato correspondiente, de 
conformidad con el artículo 18 de la Ley Reglamentaria de la Fracción XIII Bis del Apartado B del 
Artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y la remuneración de los 
consejeros y comisarios designados por los titulares de los certificados de aportación patrimonial de 
la serie "B", por recomendación del comité de recursos humanos y desarrollo institucional, como 
excepción de lo dispuesto en los artículos 31, fracción XXIV, y 37, fracciones VIII, XVIII y XVIII Bis, 
de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal;  

XIX. a XXI. …  

XXII. Autorizar el programa de financiamiento acorde con las metas que, para la institución de banca 
de desarrollo de que se trate, fije al efecto la Secretaría de Hacienda y Crédito Público;  

XXIII. Conocer y, en su caso, aprobar los informes que le presente el comité de administración 
integral de riesgos, así como los límites prudenciales de riesgos que al efecto le proponga éste; y  

XXIV. Analizar y aprobar, en su caso, los asuntos que someta a su consideración el comité de 
auditoría y dictar las medidas aplicables o procedentes en materia de control interno. 

En los supuestos establecidos en las fracciones III, VII, IX y XV de este artículo se requerirá la autorización 
expresa de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público.  

…  

Artículo 43. El director general, dentro de sus funciones administrativas, someterá a la consideración del 
consejo directivo los proyectos y programas relacionados con las facultades que al propio consejo confiere el 
artículo anterior.  

Además de las señaladas en ésta y otras leyes, es facultad del director general la de designar y remover 
delegados fiduciarios.  
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El director general será designado por el Ejecutivo federal, a través del secretario de Hacienda y Crédito 
Público, y tal nombramiento deberá recaer en la persona que reúna los requisitos señalados en el artículo 24 
de esta ley.  

Los mismos requisitos deberán reunir los servidores públicos de la institución que ocupen cargos con las dos 
jerarquías administrativas inferiores a la del director general y los que para estos efectos determine el 
reglamento orgánico. Su designación se hará con base en los méritos obtenidos y con sujeción a lo dispuesto 
en el citado artículo 24. Cuando a criterio de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, los servidores 
públicos que ocupen cargos con las dos jerarquías administrativas inferiores no realicen funciones de carácter 
sustantivo, los podrá eximir de los requisitos contenidos en la fracción II del artículo 24 de esta ley.  

La Comisión Nacional Bancaria y de Valores, con acuerdo de su Junta de Gobierno y después de escuchar al 
interesado, podrá determinar que se proceda a la remoción o suspensión de los delegados fiduciarios y 
servidores públicos que puedan obligar con su firma a la institución, con excepción del director general, 
cuando considere que tales personas no cuentan con la suficiente calidad técnica o moral para el desempeño 
de sus funciones o que en el desempeño de éstas no se hayan ajustado a las disposiciones legales y 
administrativas aplicables. Las resoluciones de remoción o suspensión podrán ser recurridas ante la Comisión 
Nacional Bancaria y de Valores, la cual resolverá a través de su Junta de Gobierno dentro de los quince días 
hábiles que sigan a la fecha en que la misma se hubiere notificado. La propia comisión podrá recomendar al 
Ejecutivo federal, a través de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, la remoción del director general de 
la institución, cuando considere que éste, en el desempeño de sus funciones, no se ha ajustado a las 
disposiciones legales y administrativas aplicables, o bien, no haya conducido la institución con base en las 
sanas prácticas bancarias.  

Artículo 44. El órgano de vigilancia de las instituciones de banca de desarrollo estará integrado por dos 
comisarios, de los cuales uno será nombrado por la Secretaría de la Función Pública y el otro por los titulares 
de los certificados de aportación patrimonial de la serie "B". Por cada comisario propietario se nombrará el 
respectivo suplente. Los comisarios tendrán las más amplias facultades para examinar los libros de 
contabilidad y demás documentación de la sociedad nacional de crédito de que se trate, incluida la de su 
consejo, así como para llevar a cabo todos los demás actos que requiera el adecuado cumplimiento de sus 
funciones, y tendrá el derecho de asistir a las juntas del consejo directivo con voz.  

La designación de comisarios que realicen los tenedores de los certificados de aportación patrimonial de la 
serie "B" corresponderá a quien o quienes en su conjunto mantengan la mayoría de dicha serie. En el 
supuesto de que el titular sea el gobierno federal, la designación correspondiente la realizará el secretario de 
Hacienda y Crédito Público.  

Artículo 45-C. Para organizarse y operar como filial se requiere autorización del gobierno federal, que 
compete otorgar discrecionalmente a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, con aprobación de su Junta 
de Gobierno, después de escuchar la opinión del Banco de México. Por su naturaleza, estas autorizaciones 
serán intransmisibles.  

…  

Artículo 45-G. …  

…  

…  

Las acciones serán de igual valor; dentro de cada serie, conferirán a sus tenedores los mismos derechos, y 
deberán pagarse íntegramente en el acto de ser suscritas, en términos del artículo 12 de esta ley. Las 
mencionadas acciones se mantendrán en depósito en alguna de las instituciones para el depósito de valores 
reguladas en la Ley del Mercado de Valores, las que en ningún caso se encontrarán obligadas a entregarlas a 
los titulares.  
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Artículo 45-H. Las acciones serie "F" representativas del capital social de una filial únicamente podrán ser 
enajenadas previa autorización de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, con aprobación de su Junta 
de Gobierno.  

Salvo en el caso en que el adquirente sea una institución financiera del exterior, una sociedad controladora 
filial o una filial, para llevar a cabo la enajenación deberán modificarse los estatutos sociales de la filial cuyas 
acciones sean objeto de la operación. Tratándose de instituciones de banca múltiple filiales, deberá cumplirse 
con lo dispuesto en el Capítulo I del presente título.  

Cuando el adquirente sea una institución financiera del exterior, una sociedad controladora filial o una filial, 
deberá observarse lo dispuesto en las fracciones I, III y IV del artículo 45-I. Cuando estas personas adquieran 
acciones representativas del capital social de una institución de banca múltiple filial deberá también 
observarse lo dispuesto en la fracción V del mencionado artículo 45-I.  

No se requerirá autorización de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, ni modificación de estatutos 
cuando la transmisión de acciones sea, en garantía o propiedad, al Instituto para la Protección al Ahorro 
Bancario.  

Las personas que pretendan adquirir, directa o indirectamente, acciones serie "F" representativas del capital 
social de una institución de banca múltiple filial, deberán obtener previamente la autorización de la Comisión 
Nacional Bancaria y de Valores, quien podrá otorgarla discrecionalmente, después de escuchar la opinión del 
Banco de México.  

Las autorizaciones anteriores estarán sujetas a las disposiciones de carácter general que emita dicha 
comisión, propiciando el sano desarrollo del sistema bancario, y se otorgarán, en su caso, sin perjuicio de lo 
establecido en el artículo 17.  

Artículo 45-I. La Comisión Nacional Bancaria y de Valores, con aprobación de su Junta de Gobierno y 
después de escuchar la opinión del Banco de México, podrá autorizar a las instituciones financieras del 
exterior, a las sociedades controladoras filiales o a las filiales la adquisición de acciones representativas del 
capital social de una o más instituciones de banca múltiple, siempre y cuando se cumplan los siguientes 
requisitos:  

I. …  

II. En caso que se pretenda convertir la institución en filial, deberán modificarse los estatutos sociales 
de la citada institución cuyas acciones sean objeto de enajenación, a efecto de cumplir lo dispuesto 
en el presente capítulo;  

III. …  

IV. Se deroga.  

V. … 

Capítulo IV  

De las Instituciones de Banca Múltiple que Tengan Vínculos de Negocio o Patrimoniales con Personas 
Morales que Realicen Actividades Empresariales  

Artículo 45-O. Las instituciones de banca múltiple que mantengan vínculos de negocio o patrimoniales con 
personas morales que realicen actividades empresariales, se regirán por lo previsto en el presente capítulo y 
las demás disposiciones contenidas en esta ley.  

Sin perjuicio de lo anterior, las disposiciones contenidas en este capítulo no serán aplicables a  
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I. Instituciones de banca múltiple que formen parte de un grupo financiero constituido en términos de 
la Ley para Regular las Agrupaciones Financieras, respecto de las sociedades integrantes del grupo 
financiero y sus subsidiarias, incluyendo a la sociedad controladora; y  

II. Instituciones de banca múltiple que no sean integrantes de un grupo financiero respecto de las 
entidades financieras reguladas por las leyes financieras vigentes que pertenezcan al mismo grupo 
empresarial o consorcio al que pertenezca la institución de banca múltiple. 

Artículo 45-P. Para los efectos de este capítulo, se entenderá por consorcio, control, directivo relevante, 
grupo de personas, grupo empresarial y poder de mando lo señalado en el artículo 22 Bis de esta ley. 
Adicionalmente, por  

I. Actividad empresarial, la señalada en el artículo 16 del Código Fiscal de la Federación. Quedarán 
excluidas las actividades habituales y profesionales de crédito que en un ejercicio representen la 
proporción de activos crediticios o ingresos asociados a dicha actividad, conforme a lo señalado en el 
artículo 8 de la Ley del Impuesto sobre la Renta.  

II. Influencia significativa, la titularidad de derechos que permitan, directa o indirectamente ejercer el 
voto respecto de cuando menos el veinte por ciento del capital social de una persona moral.  

III. Vínculo de negocio, el que derive de la celebración de convenios de inversión en el capital de 
otras personas morales, en virtud de los cuales se obtenga influencia significativa, quedando 
incluidos cualquier otro tipo de actos jurídicos que produzcan efectos similares a tales convenios de 
inversión.  

IV. Vínculo patrimonial, el que derive de la pertenencia por parte de la institución de banca múltiple a 
un consorcio o grupo empresarial, al que también pertenezca la persona moral. 

Artículo 45-Q. Las instituciones de banca múltiple que mantengan vínculos de negocio o patrimoniales con 
personas morales que realicen actividades empresariales deberán ajustarse a lo siguiente:  

I. Adoptar las medidas de control interno y contar con sistemas informáticos y de contabilidad que 
aseguren su independencia operativa respecto a cualquiera de los demás integrantes del consorcio o 
grupo empresarial a que pertenezcan, o bien, de sus asociados.  

II. Contar con instalaciones que aseguren la independencia de los espacios físicos de sus oficinas 
administrativas con respecto a cualquiera de los demás integrantes del consorcio o grupo 
empresarial al que pertenezcan, o bien, de sus asociados. Sin perjuicio de lo anterior, los espacios 
físicos habilitados para la atención al público, tales como sucursales, podrán ubicarse en un mismo 
inmueble, siempre que el acceso al área interna de trabajo en la sucursal, se permita únicamente al 
personal de la institución. 

Artículo 45-R. Los accionistas de las instituciones de banca múltiple a que se refiere este capítulo designarán 
a los miembros del consejo de administración.  

La mayoría de los consejeros podrán estar vinculados con la persona o grupo de personas que tengan el 
control del consorcio o grupo empresarial que realice actividades empresariales y mantenga vínculos de 
negocio o patrimoniales con la institución de banca múltiple. La mencionada mayoría se establecerá con las 
siguientes personas:  

A) Las que tengan algún vínculo con el consorcio o grupo empresarial controlado por la persona o grupo de 
personas de referencia, esto es  

I. Personas físicas que tengan cualquier empleo, cargo o comisión por virtud del cual puedan adoptar 
decisiones que trasciendan de forma significativa en la situación administrativa, financiera, 
operacional o jurídica de la persona moral, o del consorcio o grupo empresarial al que ésta 
pertenezca. Lo anterior será aplicable también a las personas que hayan tenido dichos empleos, 
cargos o comisiones, durante los doce meses anteriores a la fecha del nombramiento o de la sesión 
correspondiente.  
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II. Personas físicas que tengan influencia significativa o poder de mando en el consorcio o grupo 
empresarial a que pertenezca la institución.  

III. Clientes, prestadores de servicios, proveedores, deudores, acreedores, socios, consejeros o 
empleados de una persona moral que realice actividades empresariales que sea cliente, prestador de 
servicios, proveedor, deudor o acreedor importante de la persona moral.  

Se considera que un cliente, prestador de servicios o proveedor es importante cuando las ventas de 
la sociedad representen más de diez por ciento de las ventas totales del cliente, del prestador de 
servicios o del proveedor, durante los doce meses anteriores a la fecha del nombramiento o de la 
sesión correspondiente. Asimismo, se considera que un deudor o acreedor es importante, cuando el 
importe del crédito es mayor de quince por ciento de los activos de la propia sociedad o de su 
contraparte.  

IV. Personas que tengan parentesco por consanguinidad, afinidad o civil hasta el segundo grado, así 
como los cónyuges, la concubina y el concubinario, de cualquiera de las personas físicas referidas en 
las fracciones I a III de este artículo. 

B) Funcionarios de la institución de banca múltiple de que se trate.  

La mayoría a que se refiere este artículo sólo podrá ser formada por una combinación de las personas físicas 
descritas en los incisos A) y B) anteriores, de tal forma que las personas a que se refiere el inciso A) no sean 
mayoría.  

Sin perjuicio de lo anterior, la integración del consejo de administración deberá cumplir los porcentajes de 
consejeros a que se refieren los artículos 22 y 23 de esta ley, así como las demás disposiciones establecidas 
en el presente ordenamiento.  

Las instituciones de banca múltiple no podrán designar como director general o como funcionarios o directivos 
que ocupen las dos jerarquías inmediatas inferiores a aquél, a personas que ocupen un empleo, cargo o 
comisión de cualquier tipo, en alguno de los integrantes del consorcio o grupo empresarial al que pertenezca 
la institución o en personas morales que realicen actividades empresariales con las cuales la institución 
mantenga vínculos de negocio. Lo señalado en este párrafo no será aplicable a los consejeros ni a los 
secretarios del consejo de las instituciones de banca múltiple.  

Artículo 45-S. El consejo de administración de las instituciones de banca múltiple, o bien, un comité que al 
afecto establezca dicho órgano social, integrado por al menos un consejero independiente, quien lo presidirá, 
deberá aprobar la celebración de operaciones de cualquier naturaleza con alguno de los integrantes del grupo 
empresarial o consorcio al que las instituciones pertenezcan, o con personas morales que realicen actividades 
empresariales con las cuales la institución mantenga vínculos de negocio.  

La celebración de tales operaciones deberá pactarse en condiciones de mercado. Adicionalmente, las 
operaciones que por su importancia relativa sean significativas para la institución de banca múltiple deberán 
celebrarse con base en estudios de precios de transferencia, elaborado por un experto de reconocido prestigio 
e independiente al grupo empresarial o consorcio a que pertenezca la institución. La información a que se 
refiere este párrafo deberá estar disponible en todo momento para la Comisión Nacional Bancaria y de 
Valores.  

Las instituciones de banca múltiple deberán elaborar y entregar a la comisión, durante el primer trimestre de 
cada año, un estudio anual de los precios de transferencia utilizados para la celebración de las operaciones a 
que se refiere este artículo, llevadas a cabo durante el año calendario inmediato anterior.  

Cuando se realicen operaciones que impliquen una transferencia de riesgos con importancia relativa en el 
patrimonio de la institución de banca múltiple de que se trate, por parte de algún integrante del consorcio o 
grupo empresarial al que ésta pertenezca, el director general deberá elaborar un informe al respecto y 
presentarlo a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores dentro de los veinte días hábiles siguientes a la 
fecha de celebración de dichas operaciones.  
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Artículo 46. …  

I. a XIV. …  

XV. …  

Las instituciones de crédito podrán celebrar operaciones consigo mismas en el cumplimiento de 
fideicomisos, mandatos o comisiones, cuando el Banco de México lo autorice mediante disposiciones 
de carácter general, en las que se establezcan requisitos, términos y condiciones que promuevan 
que las operaciones de referencia se realicen en congruencia con las condiciones de mercado al 
tiempo de su celebración, así como que se eviten conflictos de interés.  

XVI. a XXIV. …  

XXV. Realizar operaciones derivadas, sujetándose a las disposiciones técnicas y operativas que 
expida el Banco de México, en las cuales se establezcan las características de dichas operaciones, 
tales como tipos, plazos, contrapartes, subyacentes, garantías y formas de liquidación;  

XXVI. Efectuar operaciones de factoraje financiero;  

XXVI Bis. Emitir y poner en circulación cualquier medio de pago que determine el Banco de México, 
sujetándose a las disposiciones técnicas y operativas que éste expida, en las cuales se establezcan 
entre otras características, las relativas a su uso, monto y vigencia, a fin de propiciar el uso de 
diversos medios de pago;  

XXVII. Intervenir en la contratación de seguros, para lo cual deberán cumplir lo establecido en la Ley 
General de Instituciones y Sociedades Mutualistas de Seguros y en las disposiciones de carácter 
general que de la misma emanen; y  

XXVIII. … 

Las instituciones de banca múltiple únicamente podrán realizar las operaciones previstas en las fracciones 
anteriores que estén expresamente consideradas en sus estatutos sociales, previa aprobación de la Comisión 
Nacional Bancaria y de Valores en términos de lo dispuesto en los artículos 9o. y 46 Bis de la presente ley.  

La Secretaría de Hacienda y Crédito Público, la Comisión Nacional Bancaria y de Valores y el Banco de 
México, dentro de la regulación que deban emitir en el ámbito de su competencia, deberán considerar las 
operaciones que las instituciones de banca múltiple estén autorizadas a realizar conforme a lo previsto en los 
artículos 8o., 10 y 46 Bis de esta ley, y diferenciar, cuando lo estimen procedente, dicha regulación en 
aspectos tales como la infraestructura con que deberán contar y la información que deberán proporcionar, 
entre otros.  

Artículo 46 Bis. La Comisión Nacional Bancaria y de Valores autorizará a las instituciones de banca múltiple 
el inicio de operaciones o la realización de otras adicionales a las que le hayan sido autorizadas, de entre las 
señaladas en el artículo 46 de esta ley, cuando acrediten el cumplimiento de lo siguiente:  

I. Que las operaciones de que se trate se encuentren expresamente señaladas en sus estatutos 
sociales;  

II. Que cuenten con el capital mínimo que les corresponda conforme a lo establecido en el artículo 19 
de esta ley, en función de las operaciones que pretendan realizar;  

III. Que cuenten con los órganos de gobierno y la estructura corporativa adecuados para realizar las 
operaciones que pretendan llevar a cabo, de acuerdo con lo establecido en esta ley y en las 
disposiciones técnicas u operativas de carácter general emitidas por la Comisión Nacional Bancaria y 
de Valores tendentes a procurar el buen funcionamiento de las instituciones;  
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IV. Que cuenten con la infraestructura y los controles internos necesarios para realizar las 
operaciones que pretendan llevar a cabo, tales como sistemas operativos, contables y de seguridad, 
oficinas, así como los manuales respectivos, conforme a las disposiciones aplicables; y  

V. Que se encuentren al corriente en el pago de las sanciones impuestas por incumplimiento de esta 
ley que hayan quedado firmes, así como en el cumplimiento de las observaciones y acciones 
correctivas que, en ejercicio de sus funciones, hubieren dictado la citada comisión y el Banco de 
México, 

La Comisión Nacional Bancaria y de Valores practicará las visitas de inspección que considere necesarias a 
efecto de verificar el cumplimiento de los requisitos a que se refieren las fracciones I a IV de este artículo. La 
comisión consultará con el Banco de México el cumplimiento de las medidas y sanciones que éste hubiere 
impuestos en el ámbito de su competencia.  

La institución de que se trate deberá inscribir en el Registro Público de Comercio, para efectos declarativos, la 
autorización que se le haya otorgado para el inicio de operaciones en términos del presente artículo, a más 
tardar a los treinta días posteriores a que le haya sido notificada.  

Artículo 46 Bis 1. Las instituciones de crédito podrán pactar con terceros, incluyendo otras instituciones de 
crédito o entidades financieras, la prestación de servicios necesarios para su operación, así como comisiones 
para realizar las operaciones previstas en el artículo 46 de esta ley, de conformidad con las disposiciones de 
carácter general que expida la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, previo acuerdo de su Junta de 
Gobierno.  

Las operaciones que lleven a cabo los comisionistas deberán realizarse a nombre y por cuenta de las 
instituciones de crédito con las que celebren los actos jurídicos mencionados en el primer párrafo de este 
artículo. Asimismo, los instrumentos jurídicos que documenten las comisiones deberán prever que las 
instituciones de crédito responderán por las operaciones que los comisionistas celebren por cuenta de dichas 
instituciones, aun cuando éstas se lleven a cabo en términos distintos de los previstos en tales instrumentos 
jurídicos. Las disposiciones de carácter general a que se refiere el primer párrafo de este artículo deberán 
contener:  

I. Los lineamientos técnicos y operativos que deberán observarse para la realización de tales 
operaciones, así como para salvaguardar la confidencialidad de la información de los usuarios del 
sistema bancario y proveer que en la celebración de dichas operaciones se cumplan las 
disposiciones aplicables;  

II. Las características de las personas físicas o morales que podrán ser contratadas por las 
instituciones como terceros en términos del presente artículo. Tratándose de entidades de la 
administración pública federal o estatal, las reglas sólo podrán incluir las facultadas expresamente 
por su ley o reglamento para prestar los servicios o comisiones de que se trate;  

III. Los requisitos respecto de los procesos operativos y de control que las instituciones deberán 
exigir a los terceros contratados;  

IV. El tipo de operaciones que podrán realizarse a través de terceros, quedando facultada la 
Comisión Nacional Bancaria y de Valores para señalar el tipo de operaciones en que se requerirá su 
autorización previa;  

V. Los contratos de prestación de servicios o comisiones que celebren en términos de este artículo 
que la comisión determine que deberán serle entregados por las instituciones de banca múltiple, así 
como la forma, condiciones y plazos de dicha entrega;  

VI. Los límites individuales y agregados aplicables a las operaciones que podrán llevarse a cabo a 
través de terceros, tratándose de las operaciones a que se refieren las fracciones I y II del artículo 46 
de esta ley;  



 41

VII. Las políticas y procedimientos con que deberán contar las instituciones de crédito para vigilar el 
desempeño de los terceros que sean contratados, así como el cumplimiento de sus obligaciones 
contractuales, entre las cuales deberá preverse la obligación de dichos terceros de proporcionar a la 
Comisión Nacional Bancaria y de Valores, y a los auditores externos de las instituciones, a solicitud 
de éstas, los registros, la información y el apoyo técnico relativos a los servicios prestados a la 
institución; y  

VIII. Las operaciones y servicios que las instituciones no podrán pactar que los terceros les 
proporcionen en forma exclusiva. 

Lo dispuesto en el artículo 117 de esta ley será también aplicable a los terceros a que se refiere el presente 
artículo, así como los representantes, directivos y empleados de dichos terceros, aun cuando dejen de laborar 
o prestar sus servicios a tales terceros.  

La Comisión Nacional Bancaria y de Valores, previo derecho de audiencia que se otorgue a la institución de 
crédito, podrá ordenar la suspensión parcial o total, temporal o definitiva, de la prestación de los servicios o 
comisiones a través del tercero de que se trate, cuando se incumplan las disposiciones que se mencionan en 
este artículo o pueda verse afectada la continuidad operativa de la institución de crédito o en protección de los 
intereses del público. Lo anterior, salvo que la propia comisión apruebe un programa de regularización que 
reúna los requisitos que al efecto se establezcan en las disposiciones de carácter general referidas.  

La Comisión Nacional Bancaria y de Valores formulará directamente a las instituciones de crédito los 
requerimientos de información y, en su caso, las observaciones y medidas correctivas que deriven de la 
supervisión que realice con motivo de las actividades que las instituciones lleven a cabo a través de 
prestadores de servicios o comisionistas conforme a lo previsto en el presente artículo, para asegurar la 
continuidad de los servicios que las instituciones proporcionan a sus clientes, la integridad de la información y 
el apego a lo establecido en esta ley. Asimismo, la comisión estará facultada, en todo momento, para efectuar 
actos de supervisión, inspección y vigilancia respecto a los prestadores de servicios o comisionistas que las 
instituciones contraten en términos de este artículo, así como practicar inspecciones a los terceros que 
contraten las instituciones de crédito respecto de las actividades contratadas, o bien, ordenar a las 
instituciones realizar auditorías a dichos terceros, quedando obligada la propia institución a rendir un informe a 
la comisión al respecto.  

La comisión deberá especificar el objeto de las inspecciones o auditorías, las cuales deberán circunscribirse a 
la materia del servicio contratado y al cumplimiento de lo previsto en esta ley y las disposiciones que de ella 
emanen. Al efecto, las instituciones deberán pactar en los contratos mediante los cuales se formalice la 
prestación de estos servicios o comisiones, la estipulación expresa del tercero contratado de que acepta 
apegarse a lo establecido en el presente artículo.  

Las empresas a que se refiere el artículo 88 de la presente ley, así como las entidades integrantes del grupo 
financiero al que pertenezca la institución, incluyendo la sociedad controladora y las subsidiarias del propio 
grupo financiero, no estarán sujetas a lo dispuesto en el presente artículo. Sin perjuicio de lo anterior, dichas 
empresas deberán sujetarse a las disposiciones de carácter general que le sean aplicables.  

Artículo 46 Bis 2. La contratación de los servicios o comisiones a que se refiere el artículo 46 Bis 1 de esta 
ley no eximirá a las instituciones de crédito, ni a sus directivos, delegados fiduciarios, empleados y demás 
personas que ocupen un empleo, cargo o comisión en la institución, de la obligación de observar lo 
establecido en el presente ordenamiento legal y en las disposiciones de carácter general que emanen de éste.  

La Comisión Nacional Bancaria y de Valores podrá solicitar a los prestadores de los servicios o comisionistas 
a que se refiere el artículo 46 Bis 1 anterior, por conducto de las instituciones de crédito, información, 
incluyendo libros, registros y documentos, respecto de los servicios que les provean, así como realizar visitas 
de inspección y decretar las medidas que las instituciones de crédito deberán observar para asegurar la 
continuidad de los servicios que éstas proporcionan a sus clientes, la integridad de la información y el apego a 
lo establecido en esta ley.  

Artículo 46 Bis 3. Las instituciones de crédito, al celebrar operaciones en las que puedan resultar deudores 
de éstas sus funcionarios o empleados o las personas que ostenten algún cargo, mandato, comisión o 
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cualquier otro título jurídico que las propias instituciones otorguen para la realización de las actividades que le 
son propias, deberán ajustarse a lo siguiente:  

I. Sólo podrán celebrar tales operaciones, cuando correspondan a prestaciones de carácter laboral 
otorgadas de manera general; o  

II. Cuando se trate de créditos denominados en moneda nacional documentados en tarjetas de 
crédito; para la adquisición de bienes de consumo duradero o destinados a la vivienda, siempre que 
en cualquiera de los casos señalados se celebren en las mismas condiciones que la institución de 
crédito tenga establecidas para el público en general. 

La restricción a que se refiere este artículo resulta igualmente aplicable a las operaciones que pretendan 
celebrar las instituciones de crédito con el o los comisarios propietarios o suplentes de la propia institución, así 
como los auditores externos independientes.  

Artículo 46 Bis 4. Las instituciones de crédito podrán otorgar fianzas o cauciones sólo cuando no puedan ser 
atendidas por las instituciones de fianzas en virtud de su cuantía y previa autorización de la Comisión 
Nacional Bancaria y de Valores. La autorización que expida la comisión sólo podrá aprobar garantías por 
cantidad determinada y, siempre y cuando, las instituciones de crédito acrediten que exigieron contragarantía 
en efectivo o en valores de los que puedan adquirir las instituciones de crédito conforme a esta ley.  

Artículo 46 Bis 5. A las instituciones de crédito también les está permitido:  

I. Dar en garantía sus propiedades en los casos que autorice la Comisión Nacional Bancaria y de 
Valores, siempre y cuando ello coadyuve a la estabilidad de las instituciones de crédito o del sistema 
bancario.  

II. Dar en garantía, incluyendo prenda, prenda bursátil o fideicomiso de garantía, efectivo, derechos 
de crédito a su favor o los títulos o valores de su cartera, en operaciones que se realicen con el 
Banco de México, con las instituciones de banca de desarrollo, con el Instituto para la Protección al 
Ahorro Bancario o los fideicomisos públicos constituidos por el gobierno federal para el fomento 
económico. El Banco de México, mediante disposiciones de carácter general, podrá autorizar el 
otorgamiento de dichas garantías en términos distintos a los antes señalados, para lo cual deberá 
establecer entre otros aspectos, el tipo de operaciones por garantizar.  

III. Pagar anticipadamente, en todo o en parte, obligaciones a su cargo derivadas de depósitos 
bancarios de dinero, préstamos o créditos, cuando lo autorice el Banco de México mediante 
disposiciones de carácter general, en las cuales se establezcan los requisitos, así como los términos 
y condiciones conforme a los que procederán los respectivos pagos anticipados.  

IV. Pagar anticipadamente operaciones de reporto celebradas con el Banco de México, instituciones 
de crédito, casas de bolsa, así como con las demás personas que autorice el Banco de México 
mediante disposiciones de carácter general, en las cuales se establezcan los requisitos conforme a 
los cuales podrá realizarse el pago anticipado de estas operaciones. 

Artículo 46 Bis 6. Las órdenes, actos y operaciones realizados a través de sistemas de pagos del exterior 
relativos a la ejecución, procesamiento, compensación y liquidación respecto de transferencias de recursos 
que sean solicitadas o realizadas por instituciones de crédito participantes a fin de que sean llevadas a cabo a 
través de dichos sistemas de pagos que, de conformidad con la legislación sustantiva aplicable en términos de 
las disposiciones que rijan el sistema de pagos de que se trate, sean consideradas firmes, irrevocables, 
exigibles u oponibles frente a terceros, tendrán dicho carácter en términos de la legislación mexicana. Lo 
antes señalado también será aplicable a cualquier acto que, en términos de las normas internas de dicho 
sistema de pagos, se realice respecto a las referidas órdenes y operaciones de transferencias de recursos.  

Para efectos de lo dispuesto en el párrafo anterior, no se considerarán las normas conflictuales del derecho 
que rija al sistema de pagos del exterior, que hagan aplicables las normas sustantivas mexicanas o de un 
tercer Estado.  
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Cualquier resolución judicial o administrativa, incluido el embargo y otros actos de ejecución, así como las 
derivadas de la aplicación de normas de naturaleza concursal o de procedimientos que impliquen la 
liquidación o disolución de una institución participante en los citados sistemas de pagos del exterior, que 
tengan por objeto prohibir, suspender o de cualquier forma limitar los pagos o transferencias de recursos que 
las instituciones de crédito participantes realicen o instruyan a través de los referidos sistemas, sólo surtirá sus 
efectos y, por tanto, será obligatoria y ejecutable, a partir del día hábil bancario siguiente a aquel en que sea 
notificada al administrador del sistema de pagos de que se trate.  

Al surtir efectos las notificaciones el día hábil bancario siguiente al día en que la notificación sea realizada 
conforme a las disposiciones legales aplicables, dichas notificaciones no impedirán que se efectúen a través 
de tales sistemas de pagos el procesamiento, la compensación y la liquidación de las órdenes ingresadas u 
operaciones realizadas en el mismo con anterioridad a que surtan efectos dichas notificaciones, ni afectará la 
firmeza de dichos actos.  

En su caso, los recursos o bienes que reciba la institución participante de que se trate, como contraprestación 
por el cumplimiento de la operación respectiva, formarán parte de su patrimonio a fin de que sean utilizados 
por el liquidador o síndico, según corresponda, para pagar los pasivos de la institución en el orden de pago 
establecido en el artículo 122 Bis 24 de esta ley.  

Las cuentas que los administradores de los sistemas de pagos del exterior referidos en el primer párrafo del 
presente artículo mantengan en el Banco de México serán inembargables en los mismos términos de lo 
señalado en el segundo párrafo del artículo 15 de la Ley de Sistemas de Pagos.  

No obstante lo dispuesto en los párrafos anteriores, los acreedores, los órganos concursales o cualquier 
tercero con interés jurídico podrán exigir de los participantes en los sistemas de pago, a través del ejercicio de 
las acciones legales conducentes, las prestaciones, indemnizaciones y responsabilidades que procedan 
conforme a derecho.  

Artículo 47. Las instituciones de banca de desarrollo realizarán, además de las señaladas en el artículo 46 de 
esta ley, las operaciones necesarias para la adecuada atención del correspondiente sector de la economía 
nacional y el cumplimiento de las funciones y objetivos que les sean propios, conforme a las modalidades y 
excepciones que, respecto a las previstas en ésta u otras leyes, determinen sus leyes orgánicas. Por lo que 
corresponde a los sistemas de registro y contabilidad de las operaciones bancarias, no será aplicable lo 
dispuesto en la fracción VIII del artículo 37 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal.  

…  

…  

…  

Adicionalmente, las instituciones de banca de desarrollo, para la realización de las operaciones y servicios 
bancarios previstos en el artículo 46 de esta ley, sólo por excepción otorgada por la Secretaría de Hacienda y 
Crédito Público, podrán contratar los servicios de terceros o de otras instituciones de crédito a que hace 
referencia el articulo 46 Bis 1 de este ordenamiento.  

Artículo 50. Las instituciones de crédito deberán mantener un capital neto en relación con los riesgos de 
mercado, de crédito y otros en que incurran en su operación, que no podrá ser inferior a la cantidad que 
resulte de sumar los requerimientos de capital por cada tipo de riesgo, en términos de las disposiciones 
generales que establezca la Comisión Nacional Bancaria y de Valores con aprobación de su Junta de 
Gobierno, para las instituciones de banca múltiple, por un lado, y para las instituciones de banca de desarrollo, 
por el otro.  

El capital neto, en su parte básica y complementaria, se determinará conforme a lo que establezca la propia 
comisión en las mencionadas disposiciones que deberán salvaguardar la solvencia y estabilidad financiera de 
las instituciones de crédito y proteger los intereses del público.  
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Al ejercer las atribuciones y expedir las disposiciones de carácter general a que se refiere este artículo, la 
Comisión Nacional Bancaria y de Valores deberá escuchar la opinión del Banco de México, así como tomar en 
cuenta los usos bancarios internacionales respecto a la adecuada capitalización de las instituciones de 
crédito, al tiempo que determinará las clasificaciones de los activos, de las operaciones causantes de pasivo 
contingente y otras operaciones, en función de su riesgo, determinando los porcentajes de ponderación que 
corresponda a los distintos grupos de activos y operaciones resultantes de las referidas clasificaciones.  

La Comisión Nacional Bancaria y de Valores, en las disposiciones generales a que se refiere el primer párrafo 
de este artículo, establecerá el procedimiento para el cálculo del índice de capitalización aplicable a las 
instituciones de crédito.  

…  

…  

…  

Artículo 51. …  

I. y II. … 
En adición a los límites señalados en las fracciones I y II anteriores, las citadas reglas podrán referirse a 
límites por entidades o segmentos del mercado que representen una concentración de riesgos de crédito, de 
mercado o incluso de operación. Para este último caso, también podrán preverse límites máximos para 
transacciones efectuadas con una o más personas que formen parte de un consorcio o grupo empresarial, y 
que impliquen la adquisición o el derecho al uso, goce o disfrute de bienes o servicios de cualquier tipo, bajo 
cualquier título jurídico, incluso con motivo de operaciones de fideicomiso.  

Para efectos de este artículo, se entenderá por control, consorcio y grupo empresarial lo establecido en el 
artículo 22 Bis de esta ley.  

Artículo 52. Las instituciones de crédito podrán pactar la celebración de sus operaciones y la prestación de 
servicios con el público mediante el uso de equipos, medios electrónicos, ópticos o de cualquier otra 
tecnología, sistemas automatizados de procesamiento de datos y redes de telecomunicaciones, ya sean 
privados o públicos, y establecerán en los contratos respectivos las bases para determinar lo siguiente:  

I. Las operaciones y servicios cuya prestación se pacte;  

II. Los medios de identificación del usuario y las responsabilidades correspondientes a su uso; y  

III. Los medios por los que se hagan constar la creación, transmisión, modificación o extinción de 
derechos y obligaciones inherentes a las operaciones y servicios de que se trate. 

Cuando así lo acuerden con su clientela, las instituciones podrán suspender o cancelar el trámite de 
operaciones que aquélla pretenda realizar mediante el uso de equipos o medios a que se refiere el primer 
párrafo de este artículo, siempre que cuenten con elementos suficientes para presumir que los medios de 
identificación pactados para tal efecto han sido utilizados en forma indebida. Lo anterior también resultará 
aplicable cuando las instituciones detecten algún error en la instrucción respectiva.  

Asimismo, las instituciones podrán acordar con su clientela que, cuando ésta haya recibido recursos mediante 
alguno de los equipos o medios señalados en el párrafo anterior y aquéllas cuenten con elementos suficientes 
para presumir que los medios de identificación pactados para tal efecto han sido utilizados en forma indebida, 
podrán restringir hasta por quince días hábiles la disposición de tales recursos, a fin de llevar a cabo las 
investigaciones y las consultas que sean necesarias con otras instituciones de crédito relacionadas con la 
operación de que se trate. La institución de crédito podrá prorrogar el plazo antes referido hasta por diez días 
hábiles más, siempre que se haya dado vista a la autoridad competente sobre probables hechos ilícitos 
cometidos en virtud de la operación respectiva.  
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No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, cuando las instituciones así lo hayan acordado con su 
clientela, en los casos en que, por motivo de las investigaciones antes referidas, tengan evidencia de que la 
cuenta respectiva fue abierta con información o documentación falsa, o bien, que los medios de identificación 
pactados para la realización de la operación de que se trate fueron utilizados en forma indebida, podrán, bajo 
su responsabilidad, cargar el importe respectivo con el propósito de que se abone en la cuenta de la que 
procedieron los recursos correspondientes.  

Las instituciones que por error hayan abonado recursos en alguna de las cuentas que lleven a su clientela 
podrán cargar el importe respectivo a la cuenta de que se trate con el propósito de corregir el error, siempre 
que así lo hayan pactado con ella.  

En los casos señalados en los cuatro párrafos anteriores, las instituciones deberán notificar al cliente 
respectivo la realización de cualquiera de las acciones que hayan llevado a cabo de conformidad con lo 
previsto en los mismos.  

El uso de los medios de identificación que se establezcan conforme a lo previsto por este artículo, en 
sustitución de la firma autógrafa, producirá los mismos efectos que las leyes otorgan a los documentos 
correspondientes y, en consecuencia, tendrán el mismo valor probatorio.  

La instalación y el uso de los equipos y medios señalados en el primer párrafo de este artículo se sujetarán a 
las reglas de carácter general que emita la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, sin perjuicio de las 
facultades con que cuenta el Banco de México para regular las operaciones que efectúen las instituciones de 
crédito relacionadas con los sistemas de pagos y las de transferencias de fondos en términos de su ley.  

Las instituciones de crédito podrán intercambiar información en términos de las disposiciones de carácter 
general a que se refiere el artículo 115 de esta ley, con el fin de fortalecer las medidas para prevenir y detectar 
actos, omisiones u operaciones que pudieran favorecer, prestar ayuda, auxilio o cooperación de cualquier 
especie para la comisión de los delitos en contra de su clientela o de la propia institución.  

El intercambio de información a que se refiere el párrafo anterior no implicará trasgresión alguna a lo 
establecido en el artículo 117 de esta ley.  

Artículo 55. Las inversiones con cargo a la parte básica del capital neto de la institución, señalado en el 
artículo 50 de la presente ley, se sujetarán a los siguientes límites:  

I. No excederá del sesenta por ciento de la parte básica del referido capital neto de la institución el 
importe de las inversiones en mobiliario y equipo, en inmuebles o en derechos reales que no sean de 
garantía, más el importe de las inversiones en el capital de las sociedades a que se refiere el artículo 
88 de esta ley;  

II. El importe de las adaptaciones y mejoras al mobiliario e inmuebles no podrá exceder de diez por 
ciento de la parte básica del propio capital neto de la institución. La Comisión Nacional Bancaria y de 
Valores podrá aumentar temporalmente en casos individuales este porcentaje, así como el señalado 
en la fracción que antecede, cuando a su juicio la cantidad resultante sea insuficiente para el destino 
indicado; y  

III. El importe total de inversiones en el capital de sociedades a que se refiere el artículo 89 de esta 
ley no podrá exceder del menor de los siguientes montos:  

a) El equivalente a cincuenta por ciento de la parte básica del capital neto de la institución; o  

b) El excedente de la parte básica del capital neto de la institución sobre el capital mínimo. 

La suma de las inversiones a que se refieren las fracciones I y II de este artículo, el monto de las operaciones 
que exceda los límites previstos para la inversión de sus pasivos, y el valor estimado de los bienes, derechos 
y títulos que reciban en pago de adeudos o por adjudicación en remate dentro de los juicios relacionados con 
créditos a su favor no podrá exceder de la parte básica del capital neto de la institución, señalado en el 
artículo 50 de la presente ley.  
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Asimismo, las instituciones de crédito que reciban bienes, derechos y títulos en pago de adeudos o por 
adjudicaciones en remate dentro de los juicios relacionados con créditos a su favor, que no deban conservar 
en su activo, deberán realizar el registro contable y la estimación máxima de valor que la propia comisión 
establezca para estos supuestos al amparo de lo previsto en los artículos 99 y 102 de esta ley.  

Artículo 57. Los clientes de las instituciones de crédito que mantengan cuentas de depósito o de inversión a 
las que se refieren las fracciones I y II del artículo 46 de esta ley podrán autorizar a terceros para que hagan 
disposiciones de efectivo con cargo a dichas cuentas. Para ello, las instituciones deberán contar con la 
autorización del titular o titulares de la cuenta.  

Asimismo, los clientes de las instituciones de crédito podrán domiciliar el pago de bienes y servicios en las 
cuentas de depósito referidas en los incisos a) y c) de la fracción I del artículo 46 de esta ley. Los clientes 
podrán autorizar los cargos directamente a la institución de crédito o a los proveedores de los bienes o 
servicios.  

Las instituciones de crédito podrán cargar a las mencionadas cuentas los importes correspondientes siempre 
y cuando  

I. Cuenten con la autorización del titular o titulares de la cuenta de que se trate; o  

II. El titular o titulares de la cuenta autoricen los cargos por medio del proveedor y éste, a través de la 
institución de crédito que le ofrezca el servicio de cobro respectivo, instruya a la institución de crédito 
que mantenga el depósito correspondiente a realizar los cargos. En este caso, la autorización podrá 
quedar en poder del proveedor. 

El titular de la cuenta de depósito que desee objetar un cargo de los previstos en el segundo párrafo de este 
artículo deberá seguir el procedimiento y cumplir los requisitos que al efecto establezca el Banco de México 
mediante disposiciones de carácter general.  

En los supuestos y plazos que señalen las disposiciones mencionadas en el párrafo anterior, cuando una 
misma institución lleve las cuentas del depositante que objetó el cargo y del proveedor, deberá abonar en la 
primera el importe total del cargo objetado y posteriormente podrá cargar tal importe a la cuenta que lleve al 
proveedor. Cuando las aludidas cuentas las lleven instituciones de crédito distintas, la institución que lleve la 
cuenta del proveedor deberá devolver los recursos correspondientes a la institución que lleve la cuenta al 
depositante para que los abone a ésta y, posteriormente, la institución que lleve la cuenta al proveedor podrá 
cargar a ella el importe correspondiente.  

Previo a la prestación de los servicios de domiciliación a que se refiere este artículo, las instituciones de 
crédito deberán pactar con los proveedores el procedimiento para efectuar los cargos a que se refiere el 
párrafo anterior.  

En cualquier momento, el depositante podrá solicitar la cancelación de la domiciliación a la institución de 
crédito que le lleve la cuenta, sin importar quién conserve la autorización de los cargos correspondientes. La 
citada cancelación surtirá en el plazo que establezca el Banco de México en las disposiciones de carácter 
general a que se refiere el presente artículo, el cual no podrá exceder de los diez días hábiles bancarios 
siguientes a aquel en que la institución de crédito la reciba, por lo que a partir de dicha fecha deberá rechazar 
cualquier nuevo cargo en favor del proveedor.  

Las autorizaciones, instrucciones y comunicaciones a que se refiere este artículo podrán llevarse a cabo por 
escrito con firma autógrafa o a través de medios electrónicos, ópticos o de cualquier otra tecnología que 
previamente convengan las partes.  

Artículo 58. Las condiciones generales que se establezcan respecto a los depósitos a la vista, retirables en 
días preestablecidos y de ahorro podrán ser modificadas por la institución conforme a las disposiciones 
aplicables, mediante aviso dado con treinta días de anticipación, por escrito, a través de publicaciones en 
periódicos de amplia circulación. Tratándose de incrementos al importe de las comisiones, así como de 
nuevas comisiones que pretendan cobrar, se estará a lo dispuesto en la Ley para la Transparencia y 
Ordenamiento de los Servicios Financieros.  
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…  

Artículo 59. …  

Las cuentas de ahorro podrán ser abiertas a favor de menores de edad, sin perjuicio de que, con base en la 
legislación común, los menores de edad puedan celebrar otros depósitos bancarios de dinero. En todos los 
casos, las disposiciones de fondos sólo podrán ser hechas por los representantes del titular.  

Artículo 60. …  

…  

Las instituciones no incurrirán en responsabilidad por el cumplimiento de las órdenes de embargo o de 
liberación de embargo que sean dictadas por las autoridades judiciales o administrativas correspondientes.  

Artículo 61. El principal y los intereses de los instrumentos de captación que no tengan fecha de vencimiento, 
o bien, que teniéndola se renueven en forma automática, así como las transferencias o las inversiones 
vencidas y no reclamadas, que en el transcurso de tres años no hayan tenido movimiento por depósitos o 
retiros y, después de que se haya dado aviso por escrito, en el domicilio del cliente que conste en el 
expediente respectivo, con noventa días de antelación, deberán ser abonados en una cuenta global que 
llevará cada institución para esos efectos. Respecto a lo anterior, no se considerarán movimientos los cobros 
de comisiones que realicen las instituciones de crédito.  

Las instituciones no podrán cobrar comisiones cuando los recursos de los instrumentos bancarios de 
captación se encuentren en los supuestos a que se refiere este artículo a partir de su inclusión en la cuenta 
global. Los recursos aportados a dicha cuenta únicamente generarán un interés mensual equivalente al 
aumento en el índice nacional de precios al consumidor en el periodo respectivo.  

Cuando el depositante o inversionista se presente para realizar un depósito o retiro, o reclamar la 
transferencia o inversión, la institución deberá retirar de la cuenta global el importe total, a efecto de abonarlo 
a la cuenta respectiva o entregárselo.  

Los derechos derivados por los depósitos e inversiones y sus intereses a que se refiere este artículo, sin 
movimiento en el transcurso de tres años contados a partir de que estos últimos se depositen en la cuenta 
global, cuyo importe no exceda por cuenta, al equivalente a trescientos días de salario mínimo general vigente 
en el Distrito Federal, prescribirán en favor del patrimonio de la beneficencia pública. Las instituciones estarán 
obligadas a enterar los recursos correspondientes a la beneficencia pública dentro de un plazo máximo de 
quince días contados a partir del 31 de diciembre del año en que se cumpla el supuesto previsto en este 
párrafo.  

Las instituciones estarán obligadas a notificar a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores sobre el 
cumplimiento del presente artículo dentro de los dos primeros meses de cada año.  

Artículo 65. Para el otorgamiento de sus créditos, las instituciones de crédito deberán estimar la viabilidad de 
pago de los mismos por parte de los acreditados o contrapartes, valiéndose para ello de un análisis a partir de 
información cuantitativa y cualitativa, que permita establecer su solvencia crediticia y la capacidad de pago en 
el plazo previsto del crédito. Lo anterior, deberá observarse sin menoscabo de considerar el valor monetario 
de las garantías que se hubieren ofrecido.  

De igual manera, las modificaciones a los contratos de crédito que las instituciones acuerden con sus 
acreditados, por convenir a sus respectivos intereses, deberán basarse en análisis de viabilidad de pago, a 
partir de información cuantitativa y cualitativa, en los términos del párrafo anterior.  

Cuando se presenten o se presuman circunstancias financieras adversas o diferentes de aquellas 
consideradas en el momento del análisis original, que le impiden al acreditado hacer frente a sus 
compromisos adquiridos en tiempo y forma, o cuando se mejore la viabilidad de la recuperación, las 
instituciones de crédito deberán basarse en análisis cuantitativos y cualitativos que reflejen una mejoría en las 
posibilidades de recuperación del crédito, para sustentar la viabilidad de la reestructura que se acuerde. En 



 48

estos casos, las instituciones de crédito deberán realizar las gestiones necesarias para la obtención de pagos 
parciales o garantías adicionales a las originalmente contratadas. Si en la reestructura, además de la 
modificación de condiciones originales, se requiriera de recursos adicionales, deberá contarse con un estudio 
que soporte la viabilidad de pago del adeudo agregado bajo las nuevas condiciones.  

En todos los casos deberá existir constancia de que los procedimientos de crédito se ajustaron a las políticas 
y lineamientos que la propia institución de crédito hubiere establecido en los manuales que normen su 
proceso crediticio. En dichas políticas y lineamientos se deberán incluir los procedimientos relativos a crédito y 
operaciones con instrumentos financieros derivados no cotizados en bolsa, así como las aplicables a las 
contrapartes.  

Para la adecuada observancia de lo previsto en el presente artículo, las instituciones de crédito se ajustarán a 
las disposiciones de carácter prudencial que, en materia de crédito y administración de riesgos, expida la 
Comisión Nacional Bancaria y de Valores para procurar la solvencia de las instituciones de crédito y proteger 
los intereses del público.  

La Comisión Nacional Bancaria y de Valores vigilará que las instituciones de crédito observen debidamente lo 
dispuesto en el presente artículo.  

Artículo 66. …  

I. a IV. …  

V. Podrá exceder del cincuenta por ciento la parte de los créditos refaccionarios que se destine a cubrir los 
pasivos a que se refiere el párrafo segundo el artículo 323 de la Ley General de Títulos y Operaciones de 
Crédito, sólo en los casos que la Comisión Nacional Bancaria y de Valores autorice a la institución de crédito 
para ello, siempre que se acredite el cumplimiento de los requisitos señalados en el artículo 65 de esta ley. 

Artículo 71. Las instituciones de crédito, al emitir las cartas de crédito a que se refieren las fracciones VIII y 
XIV del artículo 46 de esta ley, se sujetarán a lo señalado en este artículo y, de manera supletoria, a los usos 
y prácticas que expresamente indiquen las partes en cada una de ellas, sin que resulte aplicable para esta 
operación lo dispuesto en la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito en materia de cartas de crédito.  

Para efectos de esta ley, se entenderá por carta de crédito al instrumento por virtud del cual una institución de 
crédito se obliga a pagar, a la vista o a plazo, a nombre propio o por cuenta de su cliente, directamente o a 
través de un banco corresponsal, una suma de dinero determinada o determinable a favor del beneficiario, 
contra la presentación de los documentos respectivos, siempre y cuando se cumplan los términos y 
condiciones previstos en la propia carta de crédito.  

Las cartas de crédito podrán ser emitidas por las instituciones de crédito con base en el otorgamiento de 
créditos o previa recepción de su importe como prestación de un servicio. En ambos casos, los documentos 
con base en los cuales se lleve a cabo la emisión de la carta de crédito deberán contener, al menos, los 
términos y condiciones para el ejercicio del crédito o la prestación del servicio, el pago de principal, 
accesorios, gastos y comisiones, así como la devolución de las cantidades no utilizadas.  

Una vez emitidas las cartas de crédito, la obligación de pago de la institución de crédito emisora será 
independiente de los derechos y obligaciones que ésta tenga frente a su cliente. Las cartas de crédito deberán 
establecer un plazo de vigencia determinado o determinable.  

Las cartas de crédito irrevocables sólo podrán ser modificadas o canceladas con la aceptación expresa de la 
institución emisora, del beneficiario y, en su caso, de la institución confirmadora.  

Para efectos del presente artículo, se entenderá por confirmación el compromiso expreso de pago que asume 
una institución de crédito respecto de una carta de crédito emitida por otra, a petición de esta última. La 
confirmación de la carta de crédito que realice una institución de crédito implicará para ella una obligación 
directa de pago frente al beneficiario, sujeta a que éste cumpla con los términos y condiciones previstos en la 
propia carta de crédito. Dicha obligación de pago es independiente de los derechos y obligaciones que existan 
entre la institución de crédito que realiza la confirmación y la institución emisora.  
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Las instituciones de crédito no serán responsables por:  

I. El cumplimiento o incumplimiento del hecho o acto que motive la emisión de la carta de crédito;  
II. La exactitud, autenticidad o valor legal de cualquier documento presentado al amparo de la carta de crédito;  

III. Los actos u omisiones de terceros, aun si esos terceros son designados por la institución de crédito 
emisora, incluyendo a bancos que actúen como corresponsales;  

IV. La calidad, cantidad, peso, valor o cualquier otra característica de las mercancías o servicios descritos en 
los documentos;  

V. El retraso o extravío en los medios de envío o de comunicación; y  
VI. El incumplimiento por caso fortuito o fuerza mayor. 

Las cartas de crédito a que se refiere este artículo podrán ser comerciales, así como de garantía o 
contingentes.  

Las cartas de crédito comerciales permiten al beneficiario hacer exigible el pago de una obligación derivada 
de una operación de comercio, contra la presentación de los documentos en ellas previstos y de conformidad 
con sus términos y condiciones. Cuando se utilicen las expresiones "crédito documentario", "crédito comercial 
documentario" y "crédito comercial", se entenderá que se refieren a las cartas de crédito comerciales previstas 
en este párrafo.  

Como excepción a lo dispuesto en la fracción XV del artículo 106 de esta ley, las instituciones emisoras o 
confirmadoras podrán pagar anticipadamente obligaciones a su cargo provenientes de cartas de crédito 
comerciales a plazo y, en su caso, de las aceptaciones a plazo giradas en relación con tales cartas de crédito, 
cuando los documentos presentados por el beneficiario cumplan con los términos y condiciones previstos en 
dichas cartas de crédito. Lo anterior no modifica las obligaciones del cliente con la institución emisora.  

Las cartas de crédito de garantía o contingentes garantizan el pago de una suma determinada o determinable 
de dinero, a la presentación del requerimiento de pago y demás documentos previstos en ellas, siempre y 
cuando se cumplan los requisitos estipulados.  

Salvo pacto en contrario, la resolución de controversias relacionadas con las cartas de crédito se sujetará a la 
jurisdicción de los tribunales competentes del lugar donde se emitan. No obstante lo anterior, la obligación de 
pago derivada de la confirmación de cartas de crédito, salvo pacto en contrario, será exigible ante los 
tribunales competentes del lugar donde se efectúe la confirmación.  

Artículo 72 Bis. Los clientes de las instituciones de crédito que tengan celebrados contratos de apertura de 
crédito en cuenta corriente, a los que se refiere la fracción VII del artículo 46 de esta ley, podrán autorizar a 
dichas instituciones o a proveedores que se realice el pago de bienes y servicios con cargo a la cuenta que 
corresponda a dicho contrato.  

Para ello, las instituciones de crédito podrán cargar a las mencionadas cuentas los importes correspondientes, 
siempre y cuando:  

I. Cuenten con la autorización del titular o titulares de la cuenta de que se trate, o  

II. El titular o titulares de la cuenta autoricen los cargos por medio del proveedor y éste, a través de la 
institución de crédito que le ofrezca el servicio de cobro respectivo, instruya a la institución de crédito que 
mantenga la cuenta correspondiente a realizar los cargos. En este caso, la autorización podrá quedar en 
poder del proveedor. 

El titular de la cuenta que desee objetar algún pago deberá seguir el procedimiento que, al efecto, establezca 
el Banco de México mediante disposiciones de carácter general. Previo a la prestación de los servicios de 
domiciliación a que se refiere este artículo, las instituciones de crédito deberán pactar con los proveedores el 
procedimiento para efectuarles dichos cargos.  
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En cualquier momento el cliente podrá solicitar a la institución de crédito la cancelación de la autorización a 
que se refiere el presente artículo, independientemente de quién la conserve. La citada cancelación surtirá 
efectos en el plazo que establezca el Banco de México en las disposiciones de carácter general a que se 
refiere el párrafo anterior, el cual no podrá exceder de los diez días hábiles bancarios siguientes a aquél en 
que la institución de crédito la reciba, por lo que, a partir de dicha fecha, deberá rechazar cualquier nuevo 
cargo a favor del proveedor.  

Las autorizaciones, instrucciones y comunicaciones a que se refiere este artículo podrán llevarse a cabo por 
escrito con firma autógrafa o a través de medios electrónicos, ópticos o de cualquier otra tecnología que 
previamente convengan las partes.  

Artículo 73. …  

Para efectos de esta ley, se entenderá como operaciones con personas relacionadas aquéllas en las que 
resulten o puedan resultar deudoras de las instituciones de banca múltiple, cuando se trate, entre otras, de 
operaciones de depósito u otras disponibilidades o de préstamo, crédito o descuento, otorgadas en forma 
revocable o irrevocable y documentadas mediante títulos de crédito o convenio, reestructuración, renovación o 
modificación, quedando incluidas las posiciones netas a favor de la institución por operaciones derivadas y las 
inversiones en valores distintos a acciones. Serán personas relacionadas las que se indican a continuación:  

I. a IV. …  

V. …  

La participación indirecta de las instituciones de banca múltiple y de las sociedades controladoras a través de 
los inversionistas institucionales que prevé el artículo 15 de esta ley no computarán para considerar a la 
empresa emisora como relacionada;  

VI. Las personas morales en las que los funcionarios de las instituciones sean consejeros o administradores u 
ocupen cualquiera de los tres primeros niveles jerárquicos en dichas personas morales; y  

VII. Las personas morales en las que cualquiera de las personas señaladas en las fracciones anteriores, así 
como las personas a las que se refiere la fracción VI del artículo 106 de este ordenamiento, posean directa o 
indirectamente el control del diez por ciento o más de los títulos representativos del capital de dichas personas 
morales, o bien, en las que tengan poder de mando. 

Asimismo, se considerará una operación con personas relacionadas aquélla que se realice a través de 
cualquier persona o fideicomiso, cuando la contraparte y fuente de pago de dicha operación dependa de una 
de las personas relacionadas a que se refiere este artículo.  

…  

…  

Artículo 73 Bis. …  

…  

…  

…  

…  

El citado comité deberá presentar un informe de su gestión al consejo de administración con la periodicidad 
que éste le indique, sin que ésta exceda de ciento ochenta días.  
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La suma total de las operaciones con personas relacionadas no podrá exceder del cincuenta por ciento de la 
parte básica del capital neto de la institución, señalado en el artículo 50 de la presente ley. Tratándose de 
préstamos o créditos revocables, computará para este límite únicamente la parte dispuesta.  

…  

…  

…  

…  

...  

a) El gobierno federal y el Instituto para la Protección al Ahorro Bancario;  

b) Las empresas de servicios complementarios o auxiliares de la banca, a que se refiere el artículo 88 de esta 
ley;  

c) …  

d) Cualquiera de las personas relacionadas señaladas en el artículo 73, que se aprueben utilizando los 
mismos parámetros aplicables a la clientela en general, hasta por un monto que no exceda del equivalente a 
400 mil unidades de inversión por persona; y  

e) Personas no relacionadas que otorguen en garantía derechos de crédito o valores cuyo obligado sea 
alguna de las personas a que se refiere el artículo 73 de esta ley, hasta en tanto no se ejecute dicha garantía, 
siempre y cuando cuenten con una fuente primaria de pago que sea independiente a la garantía otorgada. 

Artículo 73 Bis 1. ...  

a) a c) ...  

d) Poder de mando. Al supuesto que actualice una persona física acorde con lo establecido en el artículo 22 
Bis de esta ley. 

Artículo 75. Las instituciones de banca múltiple, así como las de banca de desarrollo que estén facultadas 
para ello en sus respectivas leyes orgánicas podrán realizar inversiones, adquirir obligaciones de compra o de 
venta de títulos representativos del capital o realizar aportaciones futuras de capital de sociedades distintas a 
las señaladas en los artículos 88 y 89 de esta ley, conforme a las bases siguientes:  

I. Hasta el cinco por ciento del capital pagado de la emisora;  

II. Más del cinco y hasta el quince por ciento del capital pagado de la emisora, durante un plazo que no 
exceda de tres años, previo acuerdo de la mayoría de los consejeros de la serie "O" o "F", según corresponda 
y, en su caso, de la mayoría de los de la serie "B". La Comisión Nacional Bancaria y de Valores podrá ampliar 
el plazo a que se refiere esta fracción, considerando la naturaleza y situación de la empresa de que se trate; y 

III. Por porcentajes y plazos mayores, cuando se trate de empresas que desarrollen proyectos nuevos de 
larga maduración o realicen actividades susceptibles de fomento, previa autorización de la Comisión Nacional 
Bancaria y de Valores, quien la otorgará o negará discrecionalmente, después de escuchar la opinión del 
Banco de México. Dicha comisión fijará las medidas, condiciones y plazos de tenencia de las acciones, de 
acuerdo con la naturaleza y finalidades de las propias empresas. Cuando la institución mantenga el control de 
las empresas citadas y, a su vez, éstas realicen inversiones en otras, dichas empresas deberán sujetarse a lo 
dispuesto en esta fracción y computarán como si fueran realizadas por la institución, para efectos del límite a 
que se refiere el antepenúltimo párrafo de este artículo.  
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Cuando las inversiones de las instituciones de banca de desarrollo referidas en el párrafo primero de este 
artículo se efectúen respecto de empresas que realicen actividades susceptibles de fomento, la autorización 
corresponderá a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, la cual ejercerá las facultades que, al respecto, 
este artículo otorga a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores. Para efectos de lo previsto en este párrafo, 
la Secretaría de Hacienda y Crédito Público determinará qué actividades son de fomento, de conformidad con 
el objeto asignado a cada una de las instituciones de banca de desarrollo en sus respectivas leyes orgánicas.  

Las instituciones de crédito diversificarán las inversiones a que se refiere este artículo de conformidad con las 
bases previstas en el artículo 51 de esta ley y, en todo caso, deberán observar los límites que propicien la 
dispersión de riesgos, así como una sana revolvencia para apoyar a un mayor número de proyectos. 
Asimismo, dichas inversiones quedarán sujetas a las medidas prudenciales y disposiciones de carácter 
general que dicte la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, sin perjuicio de aquellas otras que, en lo 
particular, determine la propia comisión o la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, en el ámbito de su 
competencia conforme a este artículo, para las instituciones respectivas.  

El importe total de las inversiones que cada institución realice con base en el presente artículo no excederá 
del treinta por ciento para las inversiones que se realicen en acciones cotizadas en bolsas de valores 
reconocidas por las autoridades financieras mexicanas, con base en la fracción I del presente artículo; ni del 
treinta por ciento para las inversiones que se realicen en acciones no cotizadas en las citadas bolsas de 
valores, con base en la fracción I del presente artículo, así como las realizadas conforme a las fracciones II y 
III anteriores; ambos porcentajes de la parte básica del capital neto señalado en el artículo 50 de la presente 
ley. Para efecto del límite en las inversiones u obligaciones sobre acciones de empresas cotizadas en bolsas 
de valores, de las contenidas en la fracción I de este artículo, éste se calculará conforme a las disposiciones 
de carácter general a que se refiere el párrafo anterior, las cuales podrán prever los casos en los que se 
consideren las posiciones netas.  

Las adquisiciones de acciones por dación en pago o capitalización de pasivos provenientes de personas 
distintas a las que se refiere el artículo 73 de esta ley no computarán para determinar el importe total de las 
inversiones durante los primeros tres años posteriores a que se haya realizado la operación correspondiente.  

En ningún caso las instituciones de banca múltiple podrán realizar inversiones en títulos representativos del 
capital de sociedades que, a su vez, tengan el carácter de accionistas en la propia institución o en la sociedad 
controladora de ésta. Tal restricción también será aplicable a las inversiones en títulos representativos del 
capital de sociedades controladas por dichos accionistas o que los controlen.  

Artículo 76. La Comisión Nacional Bancaria y de Valores, después de escuchar la opinión del Banco de 
México, determinará mediante disposiciones técnicas y operativas de carácter general, las bases para la 
calificación de la cartera de créditos de las instituciones de crédito, la documentación e información que éstas 
recabarán para el otorgamiento, renovación y, durante la vigencia de créditos de cualquier naturaleza, con o 
sin garantía real, los requisitos que dicha documentación habrá de reunir y la periodicidad con que deba 
obtenerse, así como la integración de las reservas preventivas, que tengan que constituirse por cada rango de 
calificación, buscando asegurar la solvencia y estabilidad de las instituciones y la confiabilidad de su 
información financiera.  

Artículo 81. Las operaciones con valores que realicen las instituciones de crédito en cumplimiento de 
fideicomisos, mandatos, comisiones y contratos de administración, se realizarán en términos de las 
disposiciones de esta ley y de la Ley del Mercado de Valores, así como de conformidad con las reglas 
generales que, en su caso, emita el Banco de México oyendo la opinión de la Comisión Nacional Bancaria y 
de Valores, con el objeto de procurar el desarrollo ordenado del mercado de valores.  

Las instituciones de crédito, con sujeción a las disposiciones de carácter general que expida el Banco de 
México, podrán realizar operaciones de reporto y préstamo de valores por cuenta de terceros, sin la 
intermediación de casas de bolsa. En dichas disposiciones se deberá establecer, entre otros aspectos, sus 
características, las contrapartes autorizadas, los valores objeto de estas operaciones, los plazos, la forma de 
liquidación, así como las garantías que, en su caso, podrán otorgarse.  

Artículo 84. ...  
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Las acciones para pedir cuentas, para exigir la responsabilidad de las instituciones de crédito y para pedir la 
remoción corresponderá al fideicomisario o los fideicomisarios o a sus representantes legales, en cualquier 
caso, en la medida de sus intereses, y a falta de aquéllos, al Ministerio Público, sin perjuicio de que el 
fideicomitente pueda reservarse, en el acto constitutivo del fideicomiso o en las modificaciones del mismo, el 
derecho para ejercitar esta acción.  

En caso de renuncia o remoción, se estará a lo dispuesto en el párrafo final del artículo 385 de la Ley General 
de Títulos y Operaciones de Crédito.  

Artículo 85 Bis 1. La Comisión Nacional Bancaria y de Valores, y la Comisión Nacional de Seguros y Fianzas, 
según corresponda, podrán suspender, por un periodo no menor a ciento ochenta días, la contratación de 
nuevas operaciones de fideicomisos de garantía, a las entidades que sean condenadas a pagar en más de 
una ocasión las indemnizaciones a que se refiere el artículo 393 de la Ley General de Títulos y Operaciones 
de Crédito.  

Artículo 87. Las instituciones de banca múltiple deberán insertar en una publicación periódica de amplia 
circulación regional de la localidad de que se trate, un aviso dirigido al público que contenga la información 
relativa a la reubicación o clausura de las sucursales respectivas, con una anticipación de quince días a la 
fecha en que se tenga programada.  

Las instituciones de banca múltiple requerirán autorización de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores 
para el establecimiento, cambio de ubicación y clausura de cualquier clase de oficinas en el extranjero, así 
como para la cesión del activo o pasivo de sus sucursales.  

…  

La Secretaría de Hacienda y Crédito Público escuchará la opinión del Banco de México y de la Comisión 
Nacional Bancaria y de Valores para autorizar lo señalado en el párrafo precedente.  

Artículo 88. Las instituciones de banca múltiple, así como las de banca de desarrollo que estén facultadas 
para ello en sus respectivas leyes orgánicas requerirán autorización de la Comisión Nacional Bancaria y de 
Valores para invertir en títulos representativos del capital social de empresas que les presten servicios 
complementarios o auxiliares en su administración o en la realización de su objeto, así como de sociedades 
inmobiliarias que sean propietarias o administradoras de bienes destinados a sus oficinas.  

Cuando las inversiones de las instituciones de banca de desarrollo referidas en el párrafo que antecede se 
efectúen respecto de empresas que les presten servicios complementarios o auxiliares en la realización de su 
objeto, la autorización corresponderá a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público.  

Las empresas y sociedades en cuyo capital social participen las instituciones de crédito conforme al presente 
artículo se sujetarán a las reglas generales que dicte la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, las cuales 
tendrán como finalidad primordial permitir la supervisión del desempeño y situación de las instituciones, así 
como a la inspección y vigilancia de la misma y, en consecuencia, deberán cubrir las cuotas de inspección y 
vigilancia correspondientes.  

Artículo 89. Se requerirá autorización de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, previo acuerdo de su 
Junta de Gobierno, para que las instituciones de banca múltiple y las de banca de desarrollo que estén 
facultadas para ello en sus respectivas leyes orgánicas inviertan, directa o indirectamente, en títulos 
representativos del capital social de entidades financieras del exterior.  

Cuando alguna institución de crédito sea propietaria, directa o indirectamente, de acciones con derecho a voto 
de entidades financieras del exterior que representen, por lo menos, el cincuenta y uno por ciento del capital 
pagado, tenga el control de las asambleas generales de accionistas, esté en posibilidad de nombrar a la 
mayoría de los miembros del consejo de administración o sus equivalentes o, por cualquier otro medio, 
controle a las mencionadas entidades, la institución de crédito correspondiente deberá proveer lo necesario 
para que la entidad financiera de que se trate realice sus actividades sujetándose a la legislación extranjera 
que le sea aplicable y a las disposiciones que determinen las autoridades financieras mexicanas.  
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Las instituciones a que se refiere el párrafo primero de este artículo podrán invertir en el capital social de 
sociedades de inversión, sociedades operadoras de éstas, administradoras de fondos para el retiro, 
sociedades de inversión especializadas de fondos para el retiro y sociedades financieras de objeto múltiple, 
sin que, respecto de aquellas instituciones que formen parte de grupos financieros, resulten aplicables los 
límites a que se refiere el artículo 31 de la Ley para Regular las Agrupaciones Financieras, así como en el de 
sociedades de información crediticia en los términos de la legislación aplicable. Asimismo, cuando dichas 
instituciones no formen parte de grupos financieros, podrán invertir en el capital social de organizaciones 
auxiliares del crédito e intermediarios financieros que no sean instituciones de crédito, casas de bolsa, 
instituciones y sociedades mutualistas de seguros e instituciones de fianzas, previa autorización de la 
Comisión Nacional Bancaria y de Valores con aprobación de su Junta de Gobierno.  

Las solicitudes de autorización de las inversiones a que se refiere este artículo deberán acompañarse del 
documento que precise las políticas para resolver el probable conflicto de interés que en la realización de sus 
operaciones con el público pudieren presentarse.  

Las instituciones de crédito y las filiales a que se refiere el tercer párrafo de este artículo en cuyo capital 
participen podrán utilizar denominaciones iguales o semejantes, actuar de manera conjunta y ofrecer servicios 
complementarios.  

Al ejercer las facultades que le confiere este artículo, la Comisión Nacional Bancaria y de Valores escuchará 
la opinión del Banco de México.  

Las inversiones a que se refiere este artículo, así como los artículos 75 y 88 de esta ley, que realicen las 
instituciones de banca de desarrollo, así como de banca múltiple en cuyo capital participe el gobierno federal, 
no computarán para considerar a las emisoras como empresas de participación estatal, y no estarán sujetas a 
las disposiciones aplicables a las entidades de la administración pública federal.  

Artículo 90. …  

…  

Se entenderá que los poderes conferidos de acuerdo con lo dispuesto en los párrafos primero y segundo del 
artículo 2554 del Código Civil federal o de sus correlativos en los estados de la república y el Distrito Federal 
comprenden la facultad de otorgar, suscribir, avalar y endosar títulos de crédito, aun cuando no se mencione 
expresamente dicha facultad.  

…  

Los nombramientos del secretario y prosecretario del consejo de administración o consejo directivo deberán 
otorgarse en instrumento ante fedatario público y ser inscritos en el Registro Público de Comercio.  

Artículo 90 Bis. Las instituciones de crédito, en la celebración de operaciones con el público en general, 
deberán utilizar los servicios de apoderados, representantes, funcionarios y empleados que cuenten con 
conocimientos o capacidad técnica respecto de las características de las operaciones que se ofrezcan o 
celebren. Las instituciones serán responsables de proporcionar capacitación a su personal para cumplir con lo 
anterior.  

La Comisión Nacional Bancaria y de Valores, mediante disposiciones de carácter general, podrá determinar, 
en protección de los intereses del público ahorrador, las personas que, acorde con sus funciones, deberán 
acreditar la calidad técnica, honorabilidad e historial crediticio satisfactorio ante algún organismo 
autorregulatorio bancario.  

Artículo 91. Las instituciones de crédito responderán directa e ilimitadamente de los actos realizados por sus 
funcionarios y empleados en el desempeño de sus funciones, así como por los actos celebrados por quienes 
ostenten algún cargo, mandato, comisión o cualquier otro título jurídico que aquéllas hubieren otorgado para la 
realización de sus operaciones. Lo anterior será aplicable sin perjuicio de las responsabilidades civiles o 
penales en que dichas personas incurran en lo individual.  
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Las personas que ostenten un cargo, mandato, comisión o cualquier otro título jurídico otorgado por alguna 
institución de crédito, deberán cumplir con los requisitos y obligaciones que esta ley impone a los funcionarios 
y empleados que realicen actividades equivalentes, y les serán aplicables las mismas disposiciones en 
materia de responsabilidades que a éstos.  

Artículo 92. ...  

I. a IV. ... 

...  

Las personas que ofrezcan auxilio a clientes de las instituciones de crédito al amparo de un mandato o 
comisión en términos del presente artículo deberán informar al cliente, al momento de proporcionarle el 
servicio, que no están autorizadas por el gobierno federal ni por las propias instituciones para asumir 
obligaciones a nombre y por cuenta de estas últimas y que no se encuentran supervisadas ni reguladas por 
las autoridades financieras, lo cual deberá constar en su publicidad o propaganda y en el contrato o en 
cualquier otro documento en que conste la encomienda respectiva.  

Las instituciones de crédito que establezcan relaciones o vínculos de negocio, de hecho o de derecho, con 
algún tercero para la recepción masiva de recursos, en efectivo o en cheques, que impliquen la captación de 
recursos del público o pago de créditos a favor de las propias instituciones, deberán celebrar con dichos 
terceros, un contrato de comisión mercantil para que éstos actúen en todo momento frente al público, como 
sus comisionistas conforme a lo señalado en el artículo 46 Bis 1 de esta ley.  

Artículo 93. Las instituciones de crédito podrán ceder o descontar su cartera crediticia con cualquier persona.  

Tratándose de cesiones o descuentos de cartera crediticia que se celebren con el Banco de México, otras 
instituciones de crédito, fideicomisos constituidos por el gobierno federal para el fomento económico o 
fideicomisos que tengan por objeto emitir valores, se llevarán a cabo sin restricción alguna.  

Cuando las instituciones de crédito celebren cesiones o descuentos de cartera crediticia con personas 
distintas de las mencionadas en el párrafo anterior y pretendan responder por la solvencia del deudor, otorgar 
financiamiento al cesionario o descontatario, o convenir con estos últimos obligaciones o derechos que le 
permitan readquirir la cartera crediticia cedida o descontada, requerirán de la previa autorización de la 
Comisión Nacional Bancaria y de Valores, la cual deberá salvaguardar la solvencia y estabilidad financiera de 
las instituciones de crédito y la protección los intereses del público. Asimismo, quienes se subroguen en los 
derechos de dicha cartera, no podrán recibir financiamiento de la propia institución de crédito, respecto de 
dicha operación o los créditos objeto de la misma, ni tampoco esta institución podrá responder por la solvencia 
del deudor.  

...  

I. y II. … 

…  

Artículo 94. Las instituciones de banca múltiple que de cualquier forma acuerden con personas morales que 
realicen actividades empresariales difundir publicidad en forma conjunta al público en general a través de 
medios impresos, auditivos, audiovisuales o electrónicos, deberán prever lo necesario para que el contenido 
de dicha publicidad evite generar confusión respecto de la independencia entre la institución y la persona 
moral de que se trate, así como sobre el oferente y las responsabilidades de las partes en la contratación de 
las operaciones y servicios financieros de la citada institución.  

Artículo 94 Bis. La Comisión Nacional Bancaria y de Valores podrá emitir disposiciones de carácter general en 
las que se definan las actividades que se aparten de las sanas prácticas y usos comerciales en el ofrecimiento 
y prestación de los servicios financieros de las instituciones de crédito, buscando en todo momento la 
adecuada protección de los intereses del público.  
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Artículo 96. Las instituciones de crédito deberán establecer medidas básicas de seguridad que incluyan la 
instalación y funcionamiento de los dispositivos, mecanismos y equipo indispensable, con objeto de contar con 
la debida protección en las oficinas bancarias para el público, factores y dependientes que las ocupen, así 
como del patrimonio de la institución. Cuando las instituciones contraten a las personas referidas en el artículo 
46 Bis 1 de esta ley, con el objeto de que éstas reciban recursos de sus clientes, en efectivo o cheque, 
adicionalmente deberán asegurarse que los establecimientos que al efecto utilicen dichas personas para llevar 
a cabo tales operaciones en representación de las propias instituciones, cuenten con las medidas básicas de 
seguridad que se establezcan conforme a lo señalado en el presente artículo.  

Para implementar lo señalado en el párrafo anterior, dichas instituciones deberán contar con una unidad 
especializada.  

La Comisión Nacional Bancaria y de Valores podrá dictar, mediante reglas de carácter general, los 
lineamientos a que se sujetarán las medidas básicas de seguridad que deberán establecer las instituciones de 
crédito y los prestadores de servicios o comisionistas que las instituciones contraten para la recepción de 
recursos de sus clientes, en efectivo o cheque, en términos del artículo 46 Bis 1 de esta ley, y vigilará que las 
instituciones cumplan con las disposiciones aplicables en la materia.  

No se permitirá la contratación de personal al amparo del artículo 46 Bis 1 de esta ley, para realizar en el 
interior de las sucursales de atención al público de las instituciones de crédito, cualquiera de las operaciones a 
que se refiere el artículo 46 de este ordenamiento.  

Artículo 98 Bis. La Comisión Nacional Bancaria y de Valores publicará en el Diario Oficial de la Federación las 
disposiciones y reglas de carácter general que emita en ejercicio de las facultades que esta u otras leyes le 
otorgan, así como los actos administrativos que, en cumplimiento de las leyes, deban publicarse en el mismo 
medio.  

Artículo 99. Todo acto o contrato que signifique variación en el activo o en el pasivo de una institución de 
crédito o implique obligación directa o contingente, deberá ser registrado en la contabilidad el mismo día en 
que se efectúen. La contabilidad, los libros y documentos correspondientes y el plazo que deban ser 
conservados, se regirán por las disposiciones de carácter general que dicte la Comisión Nacional Bancaria y 
de Valores tendientes a asegurar la confiabilidad, oportunidad y transparencia de la información contable y 
financiera de las instituciones.  

Artículo 100. ...  

...  

Transcurrido el plazo en el que las instituciones de crédito se encuentran obligadas a conservar la 
contabilidad, libros y demás documentos de conformidad con el artículo 99 de esta ley y las disposiciones que 
haya emitido la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, los registros que figuren en la contabilidad de la 
institución harán fe, salvo prueba en contrario, en los juicios respectivos para la fijación de los saldos 
resultantes de las operaciones a que se refieren las fracciones I y II del artículo 46 de esta ley.  

Artículo 101. La Comisión Nacional Bancaria y de Valores, mediante disposiciones de carácter general que 
procuren la transparencia y confiabilidad de la información financiera de las instituciones de crédito, señalará 
los requisitos a que se sujetará la aprobación de los estados financieros por parte de los administradores de 
las instituciones de crédito; su difusión a través de cualquier medio de comunicación, incluyendo a los medios 
electrónicos, ópticos o de cualquier otra tecnología; así como el procedimiento a que se ajustará la revisión 
que de los mismos efectúe la propia comisión.  

La comisión establecerá, mediante disposiciones de carácter general que faciliten la transparencia y 
confiabilidad de la información financiera de las instituciones de crédito, la forma y el contenido que deberán 
presentar los estados financieros de las instituciones de crédito; de igual forma, podrá ordena que los estados 
financieros se difundan con las modificaciones pertinentes y en los plazos que el efecto establezca.  
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Las instituciones de crédito como excepción a lo dispuesto en el artículo 177 de la Ley General de Sociedades 
Mercantiles, deberán publicar sus estados financieros en los términos y medios que establezcan las 
disposiciones de carácter general a que se refiere el párrafo primero de esta artículo.  

Los estados financieros anuales deberán estar dictaminados por un auditor externo independiente, quien será 
designado directamente por el consejo de administración de la institución de que se trate.  

La propia comisión, mediante disposiciones de carácter general que procuren la transparencia y confiabilidad 
de la información financiera de las instituciones de crédito, podrá establecer las características y requisitos 
que deberán cumplir los auditores externos independientes, determinar el contenido de sus dictámenes y 
otros informes, dictar medidas para asegurar una adecuada alternancia de dichos auditores en las 
instituciones de crédito, así como señalar la información que deberán revelar en sus dictámenes, acerca de 
otros servicios, y en general, de las relaciones profesionales o de negocios que presten o mantengan con las 
instituciones de crédito que auditen, o con empresas relacionadas.  

Artículo 101 Bis. Las instituciones de crédito estarán obligadas a poner a disposición del público en general la 
información corporativa, financiera, administrativa, operacional, económica y jurídica que determine la 
Comisión Nacional Bancaria y de Valores, mediante reglas de carácter general que emita para tales efectos. 
Para dictar dichas reglas, la comisión deberá tomar en consideración la relevancia de esa información para 
transparentar al público la solvencia, liquidez y seguridad operativa de las instituciones.  

Artículo 101 Bis 1. La Comisión Nacional Bancaria y de Valores contará con facultades de inspección y 
vigilancia, respecto de las personas morales que presten servicios de auditoría externa en términos de esta 
ley, incluyendo los socios o empleados de aquéllas que formen parte del equipo de auditoría, a fin de verificar 
el cumplimiento de esta ley y la observancia de las disposiciones de carácter general que de ella emanen. 
Para tal efecto, la citada comisión podrá:  

I. Requerir toda clase de información y documentación relacionada con la prestación de este tipo de servicios;  

II. Practicar visitas de inspección;  

III. Requerir la comparecencia de socios, representantes y demás empleados de las personas morales que 
presten servicios de auditoría externa; y  

IV. Emitir o reconocer normas y procedimientos de auditoría que deberán observar las personas morales que 
presten servicios de auditoría externa al dictaminar o emitir opiniones relativas a los estados financieros de las 
instituciones de crédito. 

El ejercicio de las facultades a que se refiere este artículo estará circunscrito a los dictámenes, opiniones y 
prácticas de auditoría que, en términos de esta ley, practiquen las personas morales que presten servicios de 
auditoría externa, así como sus socios o empleados.  

Artículo 101 Bis 2. Las instituciones de crédito deberán observar lo dispuesto en los artículos 101 y 101 Bis 3 
de esta ley, respecto a los requisitos que debe cumplir la persona moral que les proporcione los servicios de 
auditoría externa, así como el auditor externo que suscriba el dictamen y otros informes correspondientes a 
los estados financieros.  

Artículo 101 Bis 3. Los auditores externos que suscriban el dictamen a los estados financieros en 
representación de las personas morales que proporcionen los servicios de auditoría externa deberán contar 
con honorabilidad en términos del artículo 10, fracción II, de esta ley; reunir los requisitos personales y 
profesionales que establezca la Comisión Nacional Bancaria y de Valores mediante disposiciones de carácter 
general, y ser socios de una persona moral que preste servicios profesionales de auditoría de estados 
financieros y que cumpla con los requisitos de control de calidad que al efecto establezca la propia comisión 
en las citadas disposiciones.  

Además, los citados auditores externos, la persona moral de la cual sean socios y los socios o personas que 
formen parte del equipo de auditoría no deberán ubicarse en ninguno de los supuestos de falta de 
independencia que al efecto establezca la comisión, mediante disposiciones de carácter general, en las que 
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se consideren, entre otros aspectos, vínculos financieros o de dependencia económica, prestación de 
servicios adicionales al de auditoría y plazos máximos durante los cuales los auditores externos puedan 
prestar los servicios de auditoría externa a las instituciones de crédito.  

Artículo 101 Bis 4. El auditor externo, así como la persona moral de la cual sea socio, estarán obligados a 
conservar la documentación, información y demás elementos utilizados para elaborar su dictamen, informe u 
opinión, por un plazo de al menos cinco años. Para tales efectos, se podrán utilizar medios automatizados o 
digitalizados.  

Asimismo, los auditores externos deberán suministrar a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores los 
informes y demás elementos de juicio en los que sustenten sus dictámenes y conclusiones. Si durante la 
práctica o como resultado de la auditoría encuentran irregularidades que afecten la liquidez, estabilidad o 
solvencia de alguna de las instituciones de crédito a las que presten sus servicios de auditoría, deberán 
presentar al comité de auditoría, y en todo caso a la comisión, un informe detallado sobre la situación 
observada.  

Las personas que proporcionen servicios de auditoría externa responderán por los daños y perjuicios que 
ocasionen a la institución de crédito que los contrate, cuando:  

I. Por negligencia inexcusable, el dictamen u opinión que proporcionen contenga vicios u omisiones que, en 
razón de su profesión u oficio, debieran formar parte del análisis, evaluación o estudio que dio origen al 
dictamen u opinión.  

II. Intencionalmente, en el dictamen u opinión:  

a) Omitan información relevante de la que tengan conocimiento, cuando deba contenerse en su dictamen u 
opinión;  

b) Incorporen información falsa o que induzca a error, o bien, adecuen el resultado con el fin de aparentar una 
situación distinta de la que corresponda a la realidad;  

c) Recomienden la celebración de alguna operación, optando dentro de las alternativas existentes, por aquélla 
que genere efectos patrimoniales notoriamente perjudiciales para la institución; o  

d) Sugieran, acepten, propicien o propongan que una determinada transacción se registre en contravención 
de los criterios de contabilidad emitidos por la comisión. 

Artículo 101 Bis 5. Las personas a que se refiere el artículo 101 Bis 2 de esta ley no incurrirán en 
responsabilidad por los daños o perjuicios que ocasionen, derivados de los servicios u opiniones que emitan, 
cuando actuando de buena fe y sin dolo se actualice lo siguiente:  

I. Rindan su dictamen u opinión con base en información proporcionada por la persona a la que otorguen sus 
servicios, y  

II. Rindan su dictamen u opinión apegándose a las normas, procedimientos y metodologías que deban ser 
aplicadas para realizar el análisis, evaluación o estudio que corresponda a su profesión u oficio. 

Artículo 102. La Comisión Nacional Bancaria y de Valores fijará las reglas para la estimación máxima de los 
activos de las instituciones de crédito y las reglas para la estimación mínima de sus obligaciones y 
responsabilidades, en aras de procurar la adecuada valuación de dichos conceptos en la contabilidad de las 
instituciones de crédito.  

Artículo 106. …  

I. Se deroga.  

II. Se deroga.  
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III a V. …  

VI. Se deroga.  

VII. y VIII. …  

IX. Se deroga.  

X. y XI. …  

XII. Participar en sociedades que no sean de responsabilidad limitada y explotar por su cuenta 
establecimientos mercantiles o industriales o fincas rústicas, sin perjuicio de la facultad de mantener en 
propiedad bonos, obligaciones, acciones u otros títulos de dichas empresas conforme a lo previsto en esta ley. 
La Comisión Nacional Bancaria y de Valores podrá autorizar mediante disposiciones de carácter general, que 
continúen su explotación temporal, cuando las reciban en pago de créditos o para aseguramiento de los ya 
concertados, en cuyo caso la institución de crédito de que se trate, deberá realizar el registro contable y 
estimación máxima de valor que la propia comisión establezca para estos casos al amparo de lo previsto en 
los artículos 99 y 102 de esta ley.  

XIII. Se deroga.  

XIV. …  

XV. Se deroga.  

XV Bis. Se deroga.  

XV Bis 1 y XV Bis 2. …  

XVI a XVIII. ...  

XIX. …  

a) Se deroga.  

b) a e) …  

f) Utilizar fondos o valores de los fideicomisos, mandatos o comisiones destinados al otorgamiento de créditos, 
en que la fiduciaria tenga la facultad discrecional, en el otorgamiento de los mismos para realizar operaciones 
en virtud de las cuales resulten o puedan resultar deudores sus delegados fiduciarios; los miembros del 
consejo de administración o consejo directivo, según corresponda, tanto propietarios como suplentes, estén o 
no en funciones; los empleados y funcionarios de la institución; los comisarios propietarios o suplentes, estén 
o no en funciones; los auditores externos de la institución; los miembros del comité técnico del fideicomiso 
respectivo; los ascendientes o descendientes en primer grado o cónyuges de las personas citadas, las 
sociedades en cuyas asambleas tengan mayoría dichas personas o las mismas instituciones, asimismo 
aquellas personas que el Banco de México determine mediante disposiciones de carácter general, y  

g) …  

XX. Proporcionar, para cualquier fin, incluyendo la comercialización de productos o servicios, la información 
que obtengan con motivo de la celebración de operaciones con sus clientes, salvo que cuenten con el 
consentimiento expreso del cliente respectivo, el cual deberá constar en una sección especial dentro de la 
documentación que deba firmar el cliente para contratar una operación o servicio con una institución de 
crédito, y siempre que la firma autógrafa de aquél, relativa al texto de dicho consentimiento, sea adicional a la 
normalmente requerida por la institución para la celebración de la operación o servicio solicitado. En ningún 
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caso, el otorgamiento de dicho consentimiento será condición para la contratación de dicha operación o 
servicio, y  

XXI. Realizar operaciones no autorizadas conforme a lo establecido en el tercer párrafo del artículo 46 de esta 
ley. 

Penúltimo párrafo. Se deroga.  

Último párrafo. Se deroga.  

Artículo 106 Bis. Los actos jurídicos que se celebren en contravención a lo establecido en esta ley o por las 
disposiciones que de ella emanen, así como a las condiciones que, en lo particular, se señalen en las 
autorizaciones que se emitan para que se organicen y operen instituciones de banca múltiple con tal carácter 
y en los demás actos administrativos, darán lugar a la imposición de las sanciones administrativas y penales 
que correspondan, sin que dichas contravenciones produzcan la nulidad de los actos, en protección de 
terceros de buena fe, salvo que esta ley establezca expresamente lo contrario.  

Artículo 107 Bis. La Comisión Nacional Bancaria y de Valores, para determinar si la infracción administrativa 
cometida en términos de lo dispuesto por la presente ley se considera como grave, tomará en cuenta 
cualquiera de los aspectos siguientes:  

I. El impacto que en el sistema bancario mexicano puede producir la infracción;  

II. El monto del quebranto o perjuicio patrimonial causado;  

III. La existencia de un lucro obtenido en forma indebida;  

IV. El incumplimiento a los requisitos de honorabilidad impuestos por la ley y las disposiciones de carácter 
general que de ella emanen, por parte del infractor;  

V. La negligencia inexcusable o dolo con que se hubiere actuado, o  

VI. Las demás circunstancias que la Comisión Nacional Bancaria y de Valores estime aplicables para tales 
efectos. 

Artículo 108. ...  

…  

El incumplimiento por parte de las instituciones de banca múltiple de cualquiera de las medidas correctivas a 
que se refieren los artículos 134 Bis y 134 Bis 1 de esta ley, así como de las establecidas en las reglas de 
carácter general que de ellos emanen, será sancionado por parte de la Comisión Nacional Bancaria y de 
Valores con multa equivalente a entre veinte mil y doscientas mil veces el salario mínimo general diario 
vigente en el Distrito Federal. Lo anterior es sin perjuicio de la facultad de la misma comisión para revocar la 
autorización otorgada para organizarse como institución de banca múltiple y operar con tal carácter, cuando 
se ubique en el supuesto previsto en la fracción IV del artículo 28 de esta ley.  

Artículo 112. …  

…  

…  

…  

…  
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I. a II. …  

III. ...  

…  

a) a c) …  

d) Que renueven créditos vencidos parcial o totalmente a las personas físicas o morales a que se refiere el 
inciso anterior si resulta previsible al realizar la operación, que carecen de capacidad económica para pagar o 
responder por el importe de las sumas acreditadas, produciendo quebranto o perjuicio patrimonial a la 
institución, y  

e) …  

Para efectos de lo previsto en el primer párrafo de la presente fracción, no se considera que causen un 
quebranto o perjuicio al patrimonio de la institución las operaciones que se celebren como parte de procesos 
de reestructuración de operaciones de pago que se realicen en términos del artículo 65 de esta ley.  

IV. y V. … 

Artículo 115 Bis. Las instituciones de crédito podrán intercambiar información en términos de las disposiciones 
de carácter general a que se refiere el artículo 115 de esta ley, con el fin de fortalecer las medidas para 
prevenir y detectar actos, omisiones u operaciones que pudieran favorecer, prestar ayuda, auxilio o 
cooperación de cualquier especie para la comisión del delito previsto en el artículo 139 del Código Penal 
Federal, o que pudieran ubicarse en los supuestos del artículo 400 Bis del mismo código.  

El cumplimiento de las obligaciones y el intercambio de información a que se refiere este artículo no implicará 
trasgresión alguna a lo establecido en el artículo 117 de esta ley.  

Artículo 116 Bis 1. Las personas que ostenten algún cargo, mandato, comisión o cualquier otro título jurídico 
que, para el desempeño de las actividades y operaciones que correspondan a las instituciones de crédito, 
éstas les hubieren otorgado, serán consideradas como funcionarios o empleados de dichas instituciones, para 
efectos de las responsabilidades administrativas y penales establecidas en el presente título.  

Artículo 117 Bis. La Comisión Nacional Bancaria y de Valores estará facultada para proporcionar a las 
autoridades financieras del exterior toda clase de información necesaria para atender los requerimientos que 
le formulen en el ámbito de su competencia, tales como documentos, constancias, registros, declaraciones y 
demás evidenciasquela comisión tenga en su poder, o que pueda obtener en ejercicio de sus facultades o 
actuando en coordinación con otras entidades, personas o autoridades.  

Tratándose de intercambios de información protegida por disposiciones de confidencialidad, se deberá tener 
suscrito un acuerdo de intercambio de información con las autoridades financieras de que se trate, en el que 
se contemple el principio de reciprocidad. La comisión podrá abstenerse de proporcionar la información 
solicitada o requerir la devolución de la información que haya entregado, cuando el uso que se le pretenda dar 
a la misma sea distinto a aquél para el cual haya sido solicitada, sea contrario al orden público, a la seguridad 
nacional o a los términos convenidos en el acuerdo de intercambio de información respectivo.  

Artículo 119. Las instituciones de banca múltiple que de cualquier forma acuerden llevar a cabo las conductas 
a que se refieren las fracciones I y II siguientes, con personas morales que realicen actividades empresariales, 
se constituirán conjuntamente como agentes económicos que den lugar a concentraciones de mercado en 
términos de la Ley Federal de Competencia Económica, cuando en adición a lo señalado en dicha ley:  

I. Se condicione el acceso a la proveeduría de bienes o servicios de uno u otro agente económico, a la 
celebración de operaciones con la institución de banca múltiple que se trate.  
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II. Se establezca en exclusiva o se imponga la apertura de cuentas o el uso de medios de pago de la 
institución de banca múltiple vinculada a la persona moral de que se trate.  

Las instituciones adicionalmente deberán observar lo previsto en el artículo 17 de la Ley para la Transparencia 
y Ordenamiento de los Servicios Financieros.  

La Comisión Nacional Bancaria y de Valores dará vista a la Comisión Federal de Competencia, cuando en el 
ejercicio de sus facultades detecte la existencia de alguna de las prácticas mencionadas en este artículo, a 
efecto de que esta última, en el ámbito de su competencia, resuelva lo que conforme a derecho corresponda.  

Artículo 122 Bis. La resolución de una institución de banca múltiple procederá cuando la Comisión Nacional 
Bancaria y de Valores haya revocado la autorización que le haya otorgado para organizarse y operar con tal 
carácter, o bien, cuando el Comité de Estabilidad Financiera determine que se podría actualizar alguno de los 
supuestos previstos en el artículo 29 Bis 6 de esta ley.  

...  

I. Cuando la Comisión Nacional Bancaria y de Valores haya revocado la autorización para organizarse y 
operar como institución de banca múltiple, la Junta de Gobierno del Instituto para la Protección al Ahorro 
Bancario determinará que la disolución y liquidación se realice a través de las operaciones previstas en los 
apartados A y B de la sección segunda de este capítulo, o  

II. ...  

a) El saneamiento de la institución de banca múltiple en los términos previstos en los apartados B o C de la 
presente sección, según corresponda, siempre que el Comité de Estabilidad Financiera haya determinado 
además que, a fin de evitar que la institución de banca múltiple se ubique en alguno de los supuestos 
previstos en el artículo 29 Bis 6 de esta ley, resulta necesario efectuar el pago total de todas las operaciones a 
cargo de la institución de que se trate que no sean consideradas como obligaciones garantizadas en términos 
de la Ley de Protección al Ahorro Bancario, así como de aquellas consideradas como obligaciones 
garantizadas que rebasen el límite señalado en el artículo 11 de esa misma ley, con las excepciones previstas 
en el propio artículo 29 Bis 6, en cuyo caso la Comisión Nacional Bancaria y de Valores se abstendrá de 
revocar la autorización otorgada a la institución de banca múltiple de que se trate para organizarse y operar 
con tal carácter, o  

b)... 

El Instituto para la Protección al Ahorro Bancario deberá notificar a la Comisión Nacional Bancaria y de 
Valores la adopción del método de resolución a que se refiere este inciso, para efectos de que se lleve a cabo 
la revocación de la autorización de la institución de que se trate para organizarse y operar con tal carácter.  

...  

...  

...  

Artículo 133. La supervisión de las entidades reguladas por la presente ley estará a cargo de la Comisión 
Nacional Bancaria y de Valores, quien la llevará a cabo sujetándose a lo previsto en su ley, en el reglamento 
respectivo y en las demás disposiciones que resulten aplicables. La citada comisión podrá efectuar visitas a 
las instituciones de crédito, que tendrán por objeto revisar, verificar, comprobar y evaluar las operaciones, 
organización, funcionamiento, los procesos, los sistemas de control interno, de administración de riesgos y de 
información, así como el patrimonio, la adecuación del capital a los riesgos, la calidad de los activos y, en 
general, todo lo que pudiendo afectar la posición financiera y legal, conste o deba constar en los registros, a 
fin de que las instituciones de crédito se ajusten al cumplimiento de las disposiciones que las rigen y a las 
sanas prácticas de la materia.  
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Asimismo, la Comisión Nacional Bancaria y de Valores podrá investigar hechos, actos u omisiones de los 
cuales pueda presumirse la violación a esta ley y demás disposiciones que de ella deriven.  

Las visitas podrán ser ordinarias, especiales y de investigación, las primeras se llevarán a cabo de 
conformidad con el programa anual que se establezca al efecto; las segundas serán aquellas que sin estar 
incluidas en el programa anual referido, se practiquen en cualquiera de los supuestos siguientes:  

I. Para examinar y, en su caso, corregir situaciones especiales operativas.  

II. Para dar seguimiento a los resultados obtenidos en una visita de inspección.  

III. Cuando se presenten cambios o modificaciones en la situación contable, jurídica, económica, financiera o 
administrativa de una institución de crédito.  

IV. Cuando una institución de crédito inicie operaciones después de la elaboración del programa anual a que 
se refiere el tercer párrafo de este artículo.  

V. Cuando se presenten actos, hechos u omisiones en una institución de crédito que no hayan sido 
originalmente contempladas en el programa anual a que se refiere el tercer párrafo de este artículo, que 
motiven la realización de la visita.  

VI. Cuando deriven de la cooperación internacional. 

Las visitas de investigación se efectuarán siempre que la comisión tenga indicios de los cuales pueda 
desprenderse la realización de alguna conducta que presuntamente contravenga lo previsto en esta ley y 
demás disposiciones de carácter general que emanen de ella.  

En todo caso, las visitas a que se refiere este artículo se sujetarán a lo dispuesto en esta ley, en la Ley de la 
Comisión Nacional Bancaria y de Valores, en el reglamento a que se refiere el primer párrafo de este mismo 
artículo, así como a las demás disposiciones que resulten aplicables.  

Cuando, en el ejercicio de la función prevista en este artículo, la Comisión Nacional Bancaria y de Valores así 
lo requiera, podrá contratar los servicios de auditores y de otros profesionistas que le auxilien en dicha 
función.  

La vigilancia se efectuará a través del análisis de la información contable, legal, económica, financiera, 
administrativa, de procesos y de procedimientos que obtenga la comisión con base en las disposiciones que 
resulten aplicables, con la finalidad de evaluar el apego a la normativa que rige a las instituciones de crédito, 
así como la estabilidad y correcto funcionamiento de éstas.  

Sin perjuicio de la información y documentación que las instituciones de crédito deban proporcionarle 
periódicamente, la Comisión Nacional Bancaria y de Valores podrá, dentro del ámbito de las disposiciones 
aplicables, solicitarles la información y documentación que requiera para poder cumplir con su función de 
vigilancia.  

La Comisión Nacional Bancaria y de Valores como resultado de sus facultades de supervisión, podrá formular 
observaciones y ordenar la adopción de medidas tendientes a corregir los hechos, actos u omisiones 
irregulares que haya detectado con motivo de dichas funciones, en términos de esta ley.  

Artículo 134 Bis. En ejercicio de sus funciones de inspección y vigilancia, la Comisión Nacional Bancaria y de 
Valores, mediante las reglas de carácter general que al efecto apruebe su Junta de Gobierno, clasificará a las 
instituciones de banca múltiple en categorías, tomando como base el índice de capitalización requerido 
conforme a las disposiciones aplicables a los requerimientos de capitalización, emitidas por dicha comisión en 
términos del artículo 50 de esta ley.  

...  
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...  

...  

...  

...  

...  

...  

...  

Artículo 134 Bis 1. ...  

I. …  

a) a d) …  

e) Diferir o cancelar el pago de intereses y, en su caso, diferir el pago de principal o convertir en 
acciones hasta por la cantidad que sea necesaria para cubrir el faltante de capital, anticipadamente y 
a prorrata, las obligaciones subordinadas que se encuentren en circulación, según la naturaleza de 
tales obligaciones. Esta medida correctiva será aplicable a aquellas obligaciones subordinadas que 
así lo hayan previsto en sus actas de emisión o documento de emisión.  

Las instituciones de banca múltiple que emitan obligaciones subordinadas deberán incluir en los 
títulos de crédito correspondientes, en el acta de emisión, en el prospecto informativo, así como en 
cualquier otro instrumento que documente la emisión, las características de las mismas y la 
posibilidad de que sean procedentes algunas de las medidas contempladas en el párrafo anterior 
cuando se actualicen las causales correspondientes conforme a las reglas a que se refiere el artículo 
134 Bis de esta ley, sin que sea causal de incumplimiento por parte de la institución emisora;  

f) Suspender el pago de las compensaciones y bonos extraordinarios adicionales al salario del 
director general y de los funcionarios de los dos niveles jerárquicos inferiores a éste, así como no 
otorgar nuevas compensaciones en el futuro para el director general y funcionarios, hasta en tanto la 
institución de banca múltiple cumpla con los niveles de capitalización requeridos por la Comisión 
Nacional Bancaria y de Valores en términos de las disposiciones a que se refiere el artículo 50 de 
esta ley. Esta previsión deberá contenerse en los contratos y demás documentación que regulen las 
condiciones de trabajo.  

g) y h) …  

II. a IV. … 

Artículo 134 Bis 4. La Secretaría de Hacienda y Crédito Público señalará, en la relación que publique 
anualmente en atención a lo dispuesto por el artículo 12 de la Ley Federal de las Entidades Paraestatales, 
aquellos fideicomisos públicos que tengan el carácter de entidades paraestatales y que formen parte del 
Sistema Bancario Mexicano, de conformidad con el artículo 3 de la presente ley.  

Para efectos de la integración de la relación a que se refiere el párrafo anterior, las dependencias 
coordinadoras de sector deberán proporcionar a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público la determinación 
de aquellos fideicomisos públicos constituidos como entidades paraestatales que formen parte del Sistema 
Bancario Mexicano en términos del artículo 3 de la presente ley, y que se encuentren agrupados en el sector 
coordinado por las mismas.  
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Los fideicomisos públicos que formen parte del Sistema Bancario Mexicano estarán sujetos a la supervisión 
de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores. La Comisión Nacional Bancaria y de Valores, respecto de 
aquellos fideicomisos que dejen de formar parte de dicho sistema y que hayan incurrido en incumplimientos 
de las disposiciones aplicables durante el tiempo en que fueron sujetos a su supervisión, llevará a cabo los 
actos necesarios para la imposición de las sanciones a que haya lugar, incluso con posterioridad.  

La referida comisión, al ejercer las facultades de supervisión sobre los fideicomisos de que se trata, contará 
con las mismas atribuciones que le confieren los artículos 133 y 134 de esta ley, así como las que le otorga la 
ley que rige dicha comisión, con respecto a las instituciones de crédito.  

La Comisión Nacional Bancaria y de Valores emitirá reglas prudenciales, de registro contable de operaciones, 
de requerimientos de información financiera, de estimación de activos y pasivos y de constitución de reservas 
preventivas, aplicables a los fideicomisos a que se refiere este artículo.  

Artículo 136.- Los servidores públicos de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores tendrán prohibido 
realizar operaciones con las instituciones sujetas a supervisión de esta última, en condiciones preferentes a 
las ofrecidas al público en general.  

Dichos servidores públicos deberán cumplir con los requisitos del perfil del puesto que determine la referida 
comisión, conforme a lo dispuesto por la Ley del Servicio Profesional de Carrera en la Administración Pública 
Federal.  

Artículo 137 Bis. La Comisión Nacional Bancaria y de Valores podrá, previo derecho de audiencia de las 
instituciones de crédito, suspender o limitar de manera parcial la celebración de las operaciones activas, 
pasivas y de servicios a que se refiere el artículo 46 de esta ley, cuando dichas actividades se ubiquen en 
cualquiera de los supuestos siguientes:  

I. No se cuente con la infraestructura o controles internos necesarios para realizar las operaciones y 
servicios respectivos, conforme a las disposiciones aplicables;  

II. Se deje de cumplir o se incumpla con alguno de los requisitos para el inicio de las operaciones y 
servicios de que se trate;  

III. Se realicen operaciones distintas a las autorizadas;  

IV. Se incumpla con los requisitos necesarios para realizar operaciones o proporcionar servicios 
específicos, establecidos en disposiciones de carácter general.  

V. Se realicen operaciones o proporcionen servicios que impliquen conflicto de interés en perjuicio de 
sus clientes o intervengan en actividades que estén prohibidas en esta ley o en las disposiciones que 
de ella emanen;  

VI. En los demás casos que señalen ésta u otras leyes. 

La orden de suspensión a que se refiere este artículo es sin perjuicio de las sanciones que puedan resultar 
aplicables en términos de lo previsto en esta ley y demás disposiciones.  

Segundo. Se reforman los artículos 32, tercer párrafo; 179, segundo párrafo, y 392, fracciones VI y VII, y se 
adicionan, una fracción VIII, al artículo 392, y el artículo 392 Bis de la Ley General de Títulos y Operaciones 
de Crédito, para quedar como sigue:  

Artículo 32. ...  

...  

Tratándose de acciones, bonos de fundador, obligaciones, certificados de depósito, certificados de 
participación y cheques, el endoso siempre será a favor de persona determinada; el endoso en blanco o al 
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portador no producirá efecto alguno. Lo previsto en este párrafo no será aplicable a los cheques expedidos 
por cantidades superiores a las establecidas por el Banco de México, a través de disposiciones de carácter 
general que publique en el Diario Oficial de la Federación.  

Artículo 179. ...  

El cheque expedido por cantidades superiores a las establecidas por el Banco de México, a través de 
disposiciones de carácter general que publique en el Diario Oficial de la Federación, siempre será nominativo.  

…  

…  

Artículo 392. ...  

I. a V. ...  

VI. Por revocación hecha por el fideicomitente, cuando éste se haya reservado expresamente ese 
derecho al constituir el fideicomiso;  

VII. En el caso del párrafo final del artículo 386, y  

VIII. En el caso del artículo 392 Bis. 

Artículo 392 Bis. En el supuesto de que a la institución fiduciaria no se le haya cubierto la contraprestación 
debida, en los términos establecidos en el contrato respectivo, por un periodo igual o superior a tres años, la 
institución fiduciaria podrá dar por terminado, sin responsabilidad, el fideicomiso.  

En el supuesto a que se refiere el párrafo anterior, la institución fiduciaria deberá notificar al fideicomitente y al 
fideicomisario su decisión de dar por terminado el fideicomiso por falta de pago de las contraprestaciones 
debidas por su actuación como fiduciario y establecer un plazo de quince días hábiles para que los mismos 
puedan cubrir los adeudos, según corresponda. En el caso de que, transcurrido el citado plazo, no se hayan 
cubierto las contraprestaciones debidas, la institución fiduciaria transmitirá los bienes o derechos en su poder 
en virtud del fideicomiso, al fideicomitente o al fideicomisario, según corresponda. En el evento de que, 
después de esfuerzos razonables, la institución fiduciaria no pueda encontrar o no tenga noticias del 
fideicomitente o fideicomisario para efectos de lo anterior, y siempre que haya transcurrido el plazo señalado 
sin haber recibido la contraprestación correspondiente, estará facultada para abonar los referidos bienes, 
cuando éstos se traten de recursos líquidos entre las opciones disponibles que maximicen la recuperación, a 
la cuenta global de la institución a que se refiere el artículo 61 de la Ley de Instituciones de Crédito, en cuyo 
caso los mencionados recursos se sujetarán a las disposiciones aplicables a la citada cuenta global. 
Tratándose de bienes que no sean recursos líquidos, la institución fiduciaria, sin responsabilidad alguna, 
estará facultada para enajenar los mismos y convertirlos en recursos líquidos, para su posterior abono en la 
cuenta global en los términos señalados. Contra los recursos líquidos que se obtengan, podrán deducirse los 
gastos relacionados con la recuperación.  

Para efectos de este artículo se entenderá que se realizaron esfuerzos razonables por parte de la institución 
fiduciaria cuando se observe el procedimiento de notificación previsto en el artículo 1070 del Código de 
Comercio.  

Tercero. Se derogan las reformas al artículo 45-I de la Ley de Instituciones de Crédito establecidas en el 
artículo tercero del "Decreto por el que se reforman, derogan y adicionan diversas disposiciones de la Ley 
General de Títulos y Operaciones de Crédito, Ley General de Organizaciones y Actividades Auxiliares del 
Crédito, Ley de Instituciones de Crédito, Ley General de Instituciones y Sociedades Mutualistas de Seguros, 
Ley Federal de Instituciones de Fianzas, Ley para Regular las Agrupaciones Financieras, Ley de Ahorro y 
Crédito Popular, Ley de Inversión Extranjera, Ley del Impuesto sobre la Renta, Ley del Impuesto al Valor 
Agregado y del Código Fiscal de la Federación", publicado en el Diario Oficial de la Federación el 18 de julio 
de 2006.  
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Cuarto. La facultad que se otorga a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores conforme al artículo 98 Bis 
de la Ley de Instituciones de Crédito que se adiciona por virtud del artículo primero del presente decreto, se 
entenderá conferida en los mismos términos respecto a aquellas otras disposiciones y reglas de carácter 
general aplicables a cualesquiera entidades financieras que corresponda expedir al amparo de la Ley de la 
Comisión Nacional Bancaria y de Valores y demás leyes relativas al sistema financiero mexicano, así como 
respecto a los demás actos administrativos que, en cumplimiento de las leyes, deban publicarse en el mismo 
medio.  

Quinto. Se reforma el artículo 17, primer párrafo y fracción III de la Ley Orgánica del Banco Nacional de 
Obras y Servicios Públicos, para quedar como sigue:  

Artículo 17. El Consejo Directivo estará integrado por catorce consejeros designados de la siguiente forma:  

I. a II. …  

III. Dos consejeros externos de la serie B designados por el Ejecutivo federal, a través de la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público, que tendrán el carácter de consejeros independientes. El 
nombramiento de consejeros independientes deberá recaer en personas de nacionalidad mexicana 
que por sus conocimientos, honorabilidad, prestigio profesional y experiencia sean ampliamente 
reconocidos. 

...  

…  

Transitorios  

Artículo primero. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial 
de la Federación, salvo por lo dispuesto en el artículo noveno transitorio del presente decreto.  

Artículo segundo. En términos de los artículos 7 y 28 de la Ley de Instituciones de Crédito que se reforman 
por virtud del presente decreto, y del primer párrafo de su artículo noveno transitorio, corresponderá a la 
Comisión Nacional Bancaria y de Valores, en sustitución de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, 
ejercer la facultad de revocar aquellas autorizaciones para el establecimiento en el territorio nacional de 
oficinas de representación de entidades financieras del exterior o para la organización y operación de 
instituciones de banca múltiple que hayan sido otorgadas con anterioridad a la entrada en vigor de este mismo 
decreto, en el evento en que dichas oficinas o instituciones incurran en las causales respectivas a que se 
refieren esos mismos artículos.  

Artículo tercero. Las instituciones de crédito que hayan celebrado operaciones con las personas a que se 
refiere la fracción VI, del artículo 73, de la Ley de Instituciones de Crédito, y que excedan los límites máximos 
a que se refiere dicho artículo, deberán informarlo a la vicepresidencia de la Comisión Nacional Bancaria y de 
Valores encargada de su supervisión, a más tardar dentro de los treinta días hábiles siguientes a la fecha de 
la entrada en vigor de este decreto, sin que al efecto puedan incrementarlas en el monto o límite establecido 
en el artículo 73 Bis, salvo que deriven de la capitalización de intereses.  

Artículo cuarto. Las instituciones de banca múltiple deberán contar con el capital mínimo a que se refiere el 
artículo 19 de la Ley de Instituciones de Crédito que se reforma conforme a este decreto, a más tardar el 31 
de diciembre de 2007. Entre tanto, deberán contar con el capital mínimo dado a conocer por la Comisión 
Nacional Bancaria y de Valores en la última publicación en el Diario Oficial de la Federación, en términos de 
las disposiciones aplicables con anterioridad al presente decreto.  

Artículo quinto. Las instituciones de banca múltiple que mantengan montos de crédito dispuestos y cuenten 
con líneas de apertura de crédito irrevocables a favor de personas relacionadas, tendrán un plazo de ciento 
ochenta días naturales a partir de la entrada en vigor del presente decreto para dar cumplimiento a lo 
dispuesto en el séptimo párrafo del artículo 73 Bis de esta ley. El importe de las líneas de crédito que dichas 
instituciones hubieren otorgado con anterioridad a la entrada en vigor del presente decreto, que exceda del 
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límite previsto en términos del séptimo párrafo del artículo 73 Bis contenido en el artículo primero de este 
decreto, en ningún caso podrá incrementarse.  

Artículo sexto. En tanto la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, el Banco de México y la Comisión 
Nacional Bancaria y de Valores emitan las disposiciones de carácter general a que se refieren las reformas 
contenidas en el presente decreto, seguirán aplicándose las expedidas con anterioridad a la vigencia de la 
misma, en las materias correspondientes, en lo que no se oponga al presente decreto.  

Al expedirse las disposiciones a que se refiere este artículo, se señalarán expresamente aquéllas a las que 
sustituyan o que queden derogadas.  

Artículo séptimo. Sin perjuicio de lo que dispone el "Decreto por el que se reforman, derogan y adicionan 
diversas disposiciones de la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito, Ley General de Organizaciones 
y Actividades Auxiliares del Crédito, Ley de Instituciones de Crédito, Ley General de Instituciones y 
Sociedades Mutualistas de Seguros, Ley Federal de Instituciones de Fianzas, Ley para Regular las 
Agrupaciones Financieras, Ley de Ahorro y Crédito Popular, Ley de Inversión Extranjera, Ley del Impuesto 
sobre la Renta, Ley del Impuesto al Valor Agregado y del Código Fiscal de la Federación", publicado en el 
Diario Oficial de la Federación el 18 de julio de 2006, las sociedades financieras de objeto limitado a que se 
refiere la fracción IV, del artículo 103, de la Ley de Instituciones de Crédito estarán a lo siguiente:  

I. Las autorizaciones para organizarse y operar como sociedad financiera de objeto limitado que 
hubiere otorgado la Secretaría de Hacienda y Crédito Público estarán vigentes hasta la fecha de 
entrada en vigor señalada en el artículo quinto transitorio del decreto a que se refiere el párrafo 
primero de este artículo transitorio, por lo que, en esa misma fecha, quedarán sin efecto las citadas 
autorizaciones por ministerio de ley. Sin perjuicio de lo anterior, durante el periodo comprendido entre 
la fecha de entrada en vigor del presente decreto y la señalada en el artículo quinto transitorio del 
decreto antes referido, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, previa audiencia de la sociedad 
financiera de objeto de limitado de que se trate, podrá revocar la autorización que le haya otorgado 
en términos de la fracción IV, del artículo 103, de la Ley de Instituciones de Crédito cuando dicha 
sociedad se encuentre en alguno de los supuestos siguientes:  

a) No inicie operaciones dentro del plazo de noventa días contado a partir del otorgamiento de la 
autorización;  

b) No cuente con un capital mínimo equivalente a aquél que, para dichas sociedades, dé a conocer la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público mediante disposiciones de carácter general;  

c) Realice alguna de las operaciones o actividades prohibidas por las reglas a que hace referencia el 
tercer párrafo del artículo 103 de la Ley de Instituciones de Crédito;  

d) Su contabilidad y registros no se ajusten a las disposiciones aplicables;  

e) En la celebración de sus operaciones, no se ajusten a la Ley de Instituciones de Crédito y demás 
disposiciones aplicables;  

f) Incurra en una violación directa a la ley, a las reglas o a la autorización emitidas por la Secretaría 
de Hacienda y Crédito Público al no cumplir adecuadamente con su objeto social o por no otorgar 
créditos para la actividad o sector señalados en la autorización que le hubiere sido otorgada, por un 
período mayor a un año;  

g) Se disuelva, entre en estado de liquidación o concurso mercantil, o  

h) Si los accionistas, en asamblea general extraordinaria, resuelven solicitarla.  

Cuando, en virtud de la inspección y vigilancia que efectúe la Comisión Nacional Bancaria y de 
Valores, se encuentre que las operaciones de alguna sociedad financiera de objeto limitado no se 
ajustan a las disposiciones aplicables expedidas por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, el 
Banco de México o la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, esta última dictará las medidas 
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necesarias para normalizarlas y señalará un plazo para tal efecto que no excederá de noventa días 
naturales a partir de la notificación de dichas medidas. Si, transcurrido dicho plazo, la sociedad 
financiera de objeto limitado no ha regularizado las operaciones en cuestión, la Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público podrá revocar la autorización.  

La revocación por las causales señaladas en los incisos a) a f) de la presente fracción pondrá en 
estado de disolución y liquidación a las sociedades financieras de objeto limitado en términos de las 
disposiciones de la Ley General de Sociedades Mercantiles.  

II. Acorde con lo previsto en el artículo octavo transitorio del decreto citado en el primer párrafo de 
este artículo, las sociedades financieras de objeto limitado en las que se mantengan vínculos 
patrimoniales, quedarán sujetas, en tanto conserven el carácter de sociedades financieras de objeto 
limitado, a lo que para las instituciones de crédito disponen los artículos 4, fracciones I a VI, y 6 de la 
Ley de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, y 24 Bis, 49, 50, 51, 65, 66, 67, 68, 69, 70, 73, 
73 Bis, 73 Bis 1, 76, 93, 99, 101, 102, 115 y 115 Bis de la Ley de Instituciones de Crédito, así como 
las disposiciones que, al amparo del artículo 103 del mismo ordenamiento legal, hubieren expedido o 
expidan la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y el Banco de México.  

Se entenderá por vínculo patrimonial, para efectos de las sociedades financieras de objeto limitado, 
lo establecido en el artículo 87-C de la Ley General de Organizaciones y Actividades Auxiliares del 
Crédito para las sociedades financieras de objeto múltiple.  

III. Las sociedades financieras de objeto limitado deberán presentar la información y documentación 
que, en el ámbito de sus respectivas competencias, les soliciten la Secretaría de Hacienda y Crédito 
Público, el Banco de México y la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, dentro de los plazos y a 
través de los medios que las mismas establezcan. 

Artículo octavo. A la entrada en vigor del presente decreto, la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, en 
los términos del artículo 45-I de la Ley de Instituciones de Crédito previstos en el artículo primero de este 
mismo decreto, podrá autorizar a las Instituciones Financieras del Exterior, a las Sociedades Controladoras 
Filiales o a las filiales a que dicho artículo se refiere, la adquisición de acciones representativas del capital 
social de una o más sociedades financieras de objeto limitado, siempre y cuando se cumplan los requisitos 
señalados en la fracción I de dicho artículo 45-I, y se modifiquen los estatutos sociales de aquella sociedad 
cuyas acciones sean objeto de enajenación, en caso que ésta se pretenda convertir en filial, a efecto de 
cumplir con lo dispuesto en el capítulo III, del título segundo, de dicha ley.  

La vigencia de lo dispuesto en el párrafo anterior concluirá cuando entren en vigor las disposiciones a que se 
refiere el artículo quinto transitorio del "Decreto por el que se reforman, derogan y adicionan diversas 
disposiciones de la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito, Ley General de Organizaciones y 
Actividades Auxiliares del Crédito, Ley de Instituciones de Crédito, Ley General de Instituciones y Sociedades 
Mutualistas de Seguros, Ley Federal de Instituciones de Fianzas, Ley para Regular las Agrupaciones 
Financieras, Ley de Ahorro y Crédito Popular, Ley de Inversión Extranjera, Ley del Impuesto sobre la Renta, 
Ley del Impuesto al Valor Agregado y del Código Fiscal de la Federación", publicado en el Diario Oficial de la 
Federación el 18 de julio de 2006.  

Artículo noveno. Las facultades que, con anterioridad a la entrada en vigor del presente decreto, 
correspondían a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y que, por virtud del mismo, se asignan a la 
Comisión Nacional Bancaria y de Valores quedarán conferidas a ésta, una vez cumplido el plazo de ciento 
veinte días naturales contados a partir de la fecha de publicación del presente decreto.  

Durante el plazo a que se refiere el párrafo anterior, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público continuará 
ejerciendo sus facultades de conformidad con las disposiciones en la materia vigentes hasta la entrada en 
vigor de este decreto. Asimismo, respecto de aquellas solicitudes de autorización o aprobación que dicha 
secretaría reciba dentro del plazo a que se refiere este artículo, corresponderá a ésta darles trámite y resolver 
lo conducente, para lo cual podrá, aún después de la conclusión de dicho plazo, continuar ejerciendo sus 
facultades conferidas con fundamento en las disposiciones en la materia vigentes hasta la entrada en vigor de 
este decreto. En todo caso, a partir de la entrada en vigor del presente decreto, las solicitudes que se 
presenten a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público para su trámite y resolución y que se ubiquen en 
alguno de los supuestos previstos en este párrafo deberán ajustarse a las disposiciones en la materia como 
se reforman, adicionan y derogan conforme a este decreto.  
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Artículo décimo. En tanto la Comisión Nacional Bancaria y de Valores emite las disposiciones de carácter 
general a que se refiere el artículo 46 Bis 1 de la Ley de Instituciones de Crédito que se adiciona mediante el 
presente decreto, seguirán aplicándose las emitidas por dicha comisión, de conformidad con el artículo 46 Bis 
vigente antes de la entrada en vigor de este decreto, en lo que no se oponga al presente decreto.  

Artículo undécimo. Las cesiones o descuentos de cartera que, de conformidad con las disposiciones 
aplicables, hayan celebrado las instituciones de crédito con anterioridad a la entrada en vigor del presente 
decreto, incluyendo aquellas que, por virtud de la autorización genérica de la Comisión Nacional Bancaria y de 
Valores contenida en las reglas generales emitidas por ésta, hayan sido realizadas con cualquier persona 
física o moral, nacional o extranjera, distinta del Banco de México, de otras instituciones de crédito o de 
fideicomisos constituidos por el gobierno federal para el fomento económico, en que las primeras instituciones 
no hayan asumido responsabilidad o riesgo asociado a la cobranza de la cartera respectiva, continuarán 
siendo válidas y, en consecuencia, producirán todos los efectos que en derecho corresponda.  

Asimismo, quedarán incluidas en el supuesto a que se refiere el párrafo anterior aquellas cesiones o 
descuentos de cartera de instituciones de crédito en las que éstas hayan asumido la responsabilidad o el 
riesgo a que se refiere este artículo y que, en este caso, hayan sido autorizadas en lo particular por la propia 
comisión, de conformidad con las disposiciones emitidas al efecto.  

Artículo duodécimo.Lo previsto en el artículo 106 Bis de la Ley de Instituciones de Crédito se establece sin 
perjuicio de las consecuencias que hayan derivado de la violación de normas o disposiciones de carácter 
general emitidas o expedidas con anterioridad a la entrada en vigor del presente decreto.  

Artículo decimotercero. Hasta en tanto el Banco de México expida las disposiciones de carácter general a 
que se refieren los artículos 32 y 179 de la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito, seguirá 
aplicándose lo dispuesto en dichos artículos conforme al texto vigente antes de la entrada en vigor de este 
decreto.  

Artículo decimocuarto. Se considerarán como parte del Sistema Bancario Mexicano, por lo que quedarán 
sujetos a la supervisión de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores y les será aplicable la regulación 
señalada en el artículo 134 Bis 4 de la Ley de Instituciones de Crédito que se adiciona por virtud del presente 
decreto, los fideicomisos públicos siguientes:  

I. Fondo de Garantía y Fomento para la Agricultura, Ganadería y Avicultura.  
II. Fondo de Garantía y Fomento para las Actividades Pesqueras.  

III. Fondo Especial de Asistencia Técnica y Garantía para Créditos Agropecuarios.  

IV. Fondo Especial para Financiamientos Agropecuarios.  
V. Fondo de Operación y Financiamiento Bancario a la Vivienda. 

Sin perjuicio de lo anterior, hasta en tanto se realice la publicación prevista en el artículo 134 Bis 4 de la Ley 
de Instituciones de Crédito, se considerará como parte del Sistema Bancario Mexicano, al Fideicomiso Fondo 
Nacional de Habitaciones Populares y, en consecuencia, quedará sujeto a la supervisión y regulación de la 
propia comisión a que se refiere dicha ley.  

Artículo decimoquinto. El artículo 112, fracción III, de la Ley de Instituciones de Crédito vigente hasta la 
entrada en vigor del presente decreto seguirá aplicándose por los hechos realizados durante su vigencia. 
Asimismo, dicho precepto seguirá aplicándose a las personas procesadas o sentenciadas por los delitos 
previstos y sancionados por el mismo artículo.  

Artículo decimosexto. Las instituciones de banca múltiple contarán con un plazo de 120 días naturales a 
partir de la fecha de publicación del presente decreto para modificar sus estatutos sociales y los títulos 
representativos de su capital social, conforme a lo previsto en el mismo. Tratándose de la modificación de los 
estatutos sociales, éstos deberán someterse a la aprobación de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público.  

Artículo decimoséptimo. Las instituciones de crédito que tengan vínculos de negocio establecidos con 
personas que a la entrada en vigor del presente decreto se encuentren realizando operaciones al amparo del 
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artículo 92, tendrán un plazo que no podrá exceder de dos meses para adecuarse a lo señalado en dicho 
artículo y en las disposiciones de carácter general a que se refiere el artículo 46 Bis 1 de esta ley, a partir del 
día siguiente al de la entrada en vigor de dichas disposiciones.  

Artículo decimoctavo. Las instituciones que a la entrada en vigor de este decreto, se ubiquen en alguno de 
los supuestos previstos en las fracciones III y IV del artículo 45-P, deberán ajustarse a lo dispuesto en el 
capítulo IV de esta ley, en un plazo que no podrá exceder de doce meses contados a partir de dicha fecha.  

Artículo decimonoveno. Lo dispuesto en el último párrafo del artículo 45-R de esta ley, no será aplicable a 
las designaciones futuras de director general o funcionarios o directivos que ocupen las dos jerarquías 
inmediatas inferiores a aquel, de instituciones de banca múltiple que se ubiquen en los supuestos previstos en 
el capítulo IV, del título segundo, de la presente ley, sólo respecto al director general o funcionarios o 
directivos que ocupen las dos jerarquías citadas, que al 31 de octubre de 2007 no cumplían con los requisitos 
establecidos en dicho último párrafo.  

Sala de Comisiones de la honorable Cámara de Diputados, a 21 de noviembre de 2007.  

La Comisión de Hacienda y Crédito Público  

Diputados: Jorge Estefan Chidiac (rúbrica), presidente; David Figueroa Ortega (rúbrica), Emilio Ramón 
Ramiro Flores Domínguez (rúbrica), Ricardo Rodríguez Jiménez (rúbrica), Camerino Eleazar Márquez Madrid, 
José Antonio Saavedra Coronel (rúbrica), Antonio Soto Sánchez (rúbrica), Horacio Emigdio Garza Garza 
(rúbrica), Ismael Ordaz Jiménez (rúbrica), Carlos Alberto Puente Salas (rúbrica), Juan Ignacio Samperio 
Montaño, Joaquín Humberto Vela González (rúbrica), Manuel Cárdenas Fonseca, Aída Marina Arvizu Rivas 
(rúbrica), secretarios; José Alejandro Aguilar López (rúbrica), Samuel Aguilar Solís, José Rosas Aispuro 
Torres (rúbrica), Itzcóatl Tonatiuh Bravo Padilla (rúbrica), Francisco Javier Calzada Vázquez, Ramón Ceja 
Romero, Carlos Chaurand Arzate (rúbrica), Juan Nicasio Guerra Ochoa, Javier Guerrero García (rúbrica), 
José Martín López Cisneros, Lorenzo Daniel Ludlow Kuri (rúbrica), Luis Xavier Maawad Robert, María de 
Jesús Martínez Díaz, José Manuel Minjares Jiménez (rúbrica), José Murat, Miguel Ángel Navarro Quintero, 
Raúl Alejandro Padilla Orozco, Dolores María del Carmen Parra Jiménez, Jorge Alejandro Salum del Palacio, 
Faustino Soto Ramos (rúbrica), Pablo Trejo Pérez (rúbrica).  
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29-11-2007 
Cámara de Diputados. 
DICTAMEN de la Comisión de Hacienda y Crédito Público, con proyecto de decreto por el que se reforman, 
adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley de Instituciones de Crédito; la Ley General de Títulos y 
Operaciones de Crédito; y la Ley Orgánica del Banco Nacional de Obras y Servicios Públicos. 
Aprobado con 252 votos en pro y 1 abstención. 
Se turnó a la Cámara de Senadores. 
Gaceta Parlamentaria, 29 de noviembre de 2007. 
Discusión y votación, 29 de noviembre de 2007. 
 

El siguiente punto del orden del día es la discusión del dictamen con proyecto de decreto que reforma, 
adiciona y deroga diversas disposiciones de la Ley de Instituciones de Crédito, la Ley General de Títulos y 
Operaciones de Crédito y la Ley Orgánica del Banco Nacional de Obras y Servicios Públicos. En virtud de que 
se encuentra publicado en la Gaceta Parlamentaria, consulte la Secretaría a la Asamblea si se dispensa la 
lectura al dictamen. 

El Secretario diputado Jacinto Gómez Pasillas: Por instrucciones de la Presidencia se consulta a la 
asamblea, en votación económica, si se le dispensa la lectura al dictamen. Las diputadas y los diputados que 
estén por la afirmativa sírvanse manifestarlo (votación), gracias. Las diputadas y los diputados que estén por 
la negativa sírvanse manifestarlo (votación). Diputada Presidenta, mayoría por la afirmativa. 

La Presidenta diputada Ruth Zavaleta Salgado: Se le dispensa la lectura. Tiene la palabra el diputado 
Horacio Garza Garza, por la Comisión, para fundamentar el dictamen de conformidad con el artículo 108 del 
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos. 

El diputado Horacio Emigdio Garza Garza: Con su permiso, Presidenta. 

La Presidenta diputada Ruth Zavaleta Salgado: Adelante, diputado. 

El diputado Horacio Emigdio Garza Garza: Compañeros diputados y compañeras diputadas. A nombre de 
la Comisión de Hacienda presento el siguiente posicionamiento sobre el dictamen con proyecto de decreto por 
el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley de Instituciones de Crédito, de la 
Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito y de la Ley Orgánica el Banco Nacional de Obras y Servicios 
Públicos. 

Los usuarios de los servicios bancarios exigen tener acceso a más y mejores servicios financieros, así como a 
menores costos por tales servicios, de ahí la importancia de reformar y actualizar las leyes bancarias que 
permitan cumplir estos objetivos. 

El dictamen con las reformas y adiciones a la Ley de Instituciones de Crédito, la Ley General de Títulos y 
Operaciones de Crédito y la Ley Orgánica del Banco Nacional de Obras y Servicios Públicos que hoy se 
somete a consideración de esta soberanía y que es el resultado de numerosas reuniones que llevó a cabo el 
grupo de trabajo que se constituyó para este propósito, representa un avance en esa dirección. 

Las reformas que se proponen estimulan la competencia bancaria y se complementan con nuevos esquemas 
más eficientes de regulación y supervisión en el sistema financiero mexicano. Con ello se busca impulsar y 
contar con una banca sólida y eficiente, para que cumpla adecuadamente su función básica que es captar 
ahorro y otorgar crédito. 

Los aspectos principales de la reforma consisten en la creación de la banca especializada o de nicho, la 
precisión de las facultades de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores y de la Secretaría de Hacienda y 
Crédito Público en materia bancaria, y la incorporación al texto de la ley de algunos criterios de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, que de no ser considerados podrían generar inconsistencias con la 
normatividad vigente. 

Respecto a la creación de la banca especializada, cabe señalar que el esquema vigente designa cargas 
regulatorias idénticas a las instituciones de banca múltiple, sin reconocer las diferencias que existen en cuanto 
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a la operación de ambos tipos de banca, lo cual incide en costos regulatorios excesivos para las instituciones 
bancarias que realizan sólo ciertas operaciones para el público. 

Con la reforma que se somete a su consideración, los bancos podrán elegir entre ser instituciones autorizadas 
para llevar a cabo la totalidad de las operaciones, o bien, por instituciones que lleven a cabo, a su elección, 
sólo algunas operaciones que le permita la ley, o que atiendan exclusivamente a un sector específico del 
mercado. 

Así, la regulación de cada banco estaría acorde con el tipo de operaciones a realizar y con las actividades y 
productos que ofrezca al público usuario la posibilidad de incrementar o disminuir, en su caso, el número de 
operaciones a llevar a cabo. 

Cabe mencionar, que el esquema propuesto ya funciona en diversos países, y en el nuestro el Poder 
Legislativo ha aprobado en fechas recientes reformas al marco regulatorio de este sistema, tales como la 
creación de las entidades de ahorro y crédito popular y en la nueva Ley del Mercado de Valores y en las 
casas de bolsa. 

Hemos de subrayar que el esquema propuesto permitirá reducir las barreras de entrada, lo cual permitirá una 
mayor competencia entre las instituciones de crédito, redundando así en mejores costos y comisiones, y que 
el público usuario tenga acceso a más y mejores productos. 

Por lo que corresponde a la realineación de facultades entre la Comisión Nacional Bancaria y de Valores y la 
Secretaría de Hacienda, la Ley de Instituciones de Crédito que se reforma, establece una reasignación de 
facultades a la propia secretaría en materia de regulación, control y vigilancia, que resulta ineficiente en 
algunos aspectos, provocando que sus intermediarios financieros deban acudir a diversas ventanillas, lo cual, 
además, le resulta costoso. 

Por tanto, se propone transferir a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, facultades que actualmente 
ejerce la Secretaría de Hacienda y Crédito Público como para otorgar autorizaciones para la organización y 
operación de las instituciones de banca múltiple o la emisión de regulación secundaria cuyo propósito es 
lograr mayor eficiencia y rapidez en los procedimientos administrativos a que están sujetas las instituciones de 
banca múltiple, y al mismo tiempo, de eliminar o reducir procedimientos que puedan llegar a ser redundantes 
y obstaculicen el funcionamiento de las instituciones bancarias. 

Es decir, se busca contar con un organismo sólido, que abarque el ciclo regulatorio y de supervisión completo, 
que adapte la regulación de forma rápida y flexible al contexto económico nacional, y que sea el único 
responsable de la regulación y supervisión de los intermediarios bancarios y que actúe a través de procesos 
claros, oportunos y eficientes. 

Respecto a los criterios que en materia bancaria ha emitido al declarar la Suprema Corte de Justicia 
inconstitucionales ciertas facultades de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, las reformas precisan 
criterios y características que deben contener las disposiciones de carácter general que emita dicha comisión, 
con el propósito de hacerlas acordes a los actuales criterios que sostiene la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación. 

Las autorizaciones que otorgue la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, deberán tener como finalidad, 
propiciar el sano desarrollo del sistema bancario y atender el diseño exigido por el orden constitucional para 
las reglas generales administrativas. 

Otras reformas que someten a la consideración de esta soberanía, son los criterios que deben contener las 
reglas de carácter general que emita la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, respecto a la adquisición 
directa o indirecta por más del 5 por ciento del capital social ordinario pagado de una institución de banca 
múltiple. 

Otra propuesta, consiste en la determinación del plazo para que surta efecto la cancelación de servicios de 
domiciliación, acotados supuestos bajo de los cuales puedan contratarse bajo de los cuales puedan 
contratarse la prestación de servicios, sin afectar los derechos de los actuales trabajadores del sector 
bancario y permitir a los bancos que sean agentes distribuidores de seguros. 
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En este contexto, compañeras diputadas y compañeros diputados, el dictamen que presentamos a su 
consideración permitirá mejorar el funcionamiento y desarrollo del sector bancario en beneficio del público 
ahorrador y de los sectores productivos del país. 

A continuación, agregamos dos apartados: uno en la exposición de motivos y una modificación que se 
incorpora al proyecto de decreto. 

El primero es sobre el artículo 39 que dirá: Por lo tanto esta reforma aplicará a las ventas de cartera que se 
realicen posteriores a la entrada en vigor de este decreto. 

Y la segunda, es un agregado al artículo 93 donde al final del párrafo dirá: A los cesionarios les será aplicable 
la normatividad que regula a las instituciones financieras de esta materia, además de otras consideraciones 
que están contenidas en la Gaceta Parlamentaria. 

Por su atención, muchas gracias. 

La Presidenta diputada Ruth Zavaleta Salgado: Muchas gracias, diputado Horacio Garza Garza. 

Consulte la Secretaría a la asamblea, si se admite la modificación propuesta por el diputad Horacio Garza 
Garza, a nombre de la Comisión. 

El Secretario diputado Jacinto Gómez Pasillas: Por instrucciones de la Presidencia se consulta a la 
asamblea, en votación económica, si se acepta la modificación propuesta por el diputado Horacio Garza 
Garza, a nombre de la comisión y las propuestas publicadas en la Gaceta. Las diputadas y los diputados que 
estén por la afirmativa sírvanse manifestarlo (votación), gracias. Las diputadas y los diputados que estén por 
la negativa sírvanse manifestarlo (votación). Diputada Presidenta, mayoría por la afirmativa. 

La Presidenta diputada Ruth Zavaleta Salgado: Se acepta, y en consecuencia, está a discusión en lo 
general con la modificación propuesta por el diputado Horacio Garza Garza; y las propuestas publicadas en la 
Gaceta, y aceptadas por la asamblea. 

Se ha registrado para participar en este punto el diputado Antonio Soto Sánchez, por lo cual, tiene el uso de la 
palabra. 

El diputado Antonio Soto Sánchez: Con su permiso, Presidenta. El pasado 29 de agosto la Primera Sala de 
la Suprema Corte resolvió un amparo en revisión declarando inconstitucional la segunda parte del primer 
párrafo del artículo 93 de la Ley de Instituciones de Crédito que hoy estamos reformando, el cual concede a la 
Comisión Nacional Bancaria y de Valores la posibilidad para que, mediante reglas generales, autorice a los 
bancos para ceder o vender a instituciones nacionales o extranjeras la cartera vencida. 

La propuesta de redacción que acaba de hacer el diputado Horacio y que es una propuesta de la Comisión de 
Hacienda y Crédito Público, donde participamos todos los grupos parlamentarios, pone a consideración de 
esta honorable asamblea, la resolución a la inconstitucionalidad que prevalecía en el artículo 93. Estamos 
cumpliendo con un mandato de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

Asimismo, con el dictamen se otorga certeza jurídica a los deudores que se encuentran tramitando amparos 
contra dicho artículo, ya que se incluye en las consideraciones de la comisión, que el presente decreto se 
aplicará a la sesión y descuento de la cartera vencida que se haga posterior a la entrada en vigor de la misma, 
aunado a que a las personas físicas y morales que las adquieran, se les aplicará la normatividad financiera en 
la materia. Eso, en fe de erratas, entró en la exposición de motivos. 

No obstante que es muy importante lo que se ha logrado y que hay avances en este sentido, es de señalarse 
que el problema de la cartera vencida es un verdadero foco rojo que debe atenderse de manera urgente. Es 
un asunto social en crecimiento en el que tenemos que poner especial atención para resolverlo ya que, por 
ejemplo, se ve que la cartera vencida de tarjetas de crédito a junio de 2007, asciende a 24 mil millones de 
pesos y se espera cerrar el año con 22 millones de tarjetahabientes. 
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Este problema se agrava con la cesión de créditos vencidos a compañías nacionales y trasnacionales que 
intimidan a los deudores y los someten a acuerdos poco benéficos para la liquidación de sus créditos, que los 
lleva incluso a perder su patrimonio. 

Por otro lado, las condiciones económicas del país derivadas del modelo económico que seguimos, seguirá 
presentando morosidad en los créditos hipotecarios, aunado a que en la práctica de contratación de los 
trabajadores existen vicios de discriminación por edad y sexo, lo cual repercutirá en el mediano plazo en 
montos ascendentes de deudas de créditos que estas personas tengan, además que se prevé otorgar créditos 
hipotecarios a personas que perciban menos de cuatro salarios mínimos en un futuro, lo cual incrementa el 
universo de personas vulnerables a perder su patrimonio. 

Por lo anterior, no tenemos resueltos los problemas de créditos vencidos para pequeños y medianos 
deudores, y sobre todo si estos provienen del ejercicio de sus derechos sociales, por lo cual se puede seguir 
lucrando con las necesidades y derechos básicos de los mexicanos. 

En consecuencia y siendo responsables con nuestro deber como legisladores, es necesario que armonicemos 
el marco legal para dotar a todos los mexicanos de instrumentos que les garanticen el acceso al crédito, pero 
no de manera indiscriminada y que a su vez permita a las instituciones financieras tener la certeza de que los 
mismos serán pagados en tiempo y forma, de lo contrario estaremos siendo responsables por omisión, del 
deterioro de la economía nacional y de poner en riesgo el patrimonio de las familias y usuarios de los servicios 
financieros. 

Es importante destacar que lo que se establece en la fe de erratas, diputado Presidente, es una propuesta 
consensuada de todos los grupos políticos, para que nadie —porque fue una condición de que no se dijera 
que el PRD hizo esta propuesta—, pero cómo no se va a decir, si es una propuesta que ha defendido y ha 
luchado nuestro partido desde hace mucho tiempo, que vamos a seguir insistiendo en ir mejorando este tipo 
de modificaciones a leyes tan importantes para nuestro país. Por su atención, muchas gracias. 

La Presidenta diputada Ruth Zavaleta Salgado: Gracias, diputado Antonio Soto Sánchez. 

No habiéndose registrado ningún orador más, se considera suficientemente discutido en lo general y no 
habiéndose reservado ningún artículo para discutirlo en lo particular, como lo marca el artículo 134 del 
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso General, se pide a la Secretaría abra el sistema 
electrónico, por cinco minutos, para proceder a la votación en lo general y en lo particular de todos los 
artículos en lo general, con las modificaciones propuestas por la comisión y aceptadas por esta asamblea. 

El Secretario diputado Jacinto Gómez Pasillas: Háganse los avisos a que se refiere el artículo 161 del 
Reglamento Interior. Ábrase el sistema electrónico, hasta por cinco minutos, para proceder a la votación en lo 
general y en lo particular de todos los artículos de este dictamen. 

(Votación) 

La Presidenta diputada Ruth Zavaleta Salgado: Compañeros, ya llamamos a los compañeros que están en 
comisión; hay una de Puntos Constitucionales y los compañeros del G5 están en conferencia de prensa, 
entonces falta quórum. Ya, por favor, proceda la Secretaría. 

El Secretario diputado Jacinto Gómez Pasillas: Está todavía abierto el sistema de votación electrónico. 
Pueden votar en su curul. Si todavía falta algún compañero diputado o diputada, está abierto el sistema de 
votación electrónica en este momento, todavía… Ciérrese el sistema de votación electrónico. 

Se emitieron 252 votos en pro, 0 en contra y 1 abstención, diputada Presidenta. 

La Presidenta diputada Ruth Zavaleta Salgado: Aprobado en lo general y en lo particular, por 252 votos, el 
proyecto de decreto que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones de la Ley de Instituciones de 
Crédito, la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito y la Ley Orgánica del Banco Nacional de Obras y 
Servicios Públicos.  

Pasa al Senado para sus efectos constitucionales. 
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04-12-2007 
Cámara de Senadores. 
MINUTA proyecto de decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley de 
Instituciones de Crédito; la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito; y la Ley Orgánica del Banco 
Nacional de Obras y Servicios Públicos. 
Se turnó a las Comisiones Unidas de Hacienda y Crédito Público; y de Estudios Legislativos, Primera. 
Gaceta Parlamentaria, 04 de diciembre de 2007. 
 
OFICIO CON EL QUE REMITE LA SIGUIENTE MINUTA: 
 
PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN, ADICIONAN Y DEROGAN DIVERSAS 
DISPOSICIONES DE LA LEY DE INSTITUCIONES DE CRÉDITO, DE LA LEY GENERAL DE TÍTULOS Y 
OPERACIONES DE CRÉDITO Y DE LA LEY ORGÁNICA DEL BANCO NACIONAL DE OBRAS Y 
SERVICIOS PÚBLICOS.  

 

PODER LEGISLATIVO FEDERAL 
CÁMARA DE DIPUTADOS 

MESA DIRECTIVA  
LX LEGISLATURA  

OFICIO No.: D.G.P.L. 60-II-3-1074.  
EXPEDIENTE No. 2235. 

Secretarios de la 
H. Cámara de Senadores,  
Presente. 

Tenemos el honor de remitir a ustedes para sus efectos Constitucionales, el expediente con la Minuta 
Proyecto de Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley de 
Instituciones de Crédito, de la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito, y de la Ley Orgánica del 
Banco Nacional de Obras y Servicios Públicos, que en esta fecha aprobó la Cámara de Diputados del 
Honorable Congreso de la Unión. 

México, D.F., a 29 de noviembre de 2007. 

DIP. MARIA EUGENIA JIMENEZ VALENZUELA 
Secretaria 

DIP. ESMERALDA CARDENAS SANCHEZ 
Secretaria 

 

MINUTA PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN, ADICIONAN Y DEROGAN DIVERSAS 
DISPOSICIONES DE LA LEY DE INSTITUCIONES DE CRÉDITO, DE LA LEY GENERAL DE TÍTULOS Y 

OPERACIONES DE CRÉDITO Y DE LA LEY ORGÁNICA DEL BANCO NACIONAL DE OBRAS Y 
SERVICIOS PÚBLICOS. 

PRIMERO.- Se REFORMAN los artículos 1; 3; 5 Bis 1, primer párrafo; 5 Bis 2; 7; 8; 9, último párrafo; 10; 12, 
primer párrafo; 14; 17; 18; 19; 22; 23, fracciones II, VII y VIII; 24, último párrafo; 25, último párrafo; 27; 27 Bis; 
27 Bis 1, primer párrafo; 27 Bis 3, fracción I; 28, primer y último párrafos, las fracciones I, II y el segundo y 
tercer párrafos de la fracción VI; 29 Bis, primer párrafo; 29 Bis 2, primer y segundo párrafos; 29 Bis 4, fracción 
V, inciso c); 29 Bis 5, segundo y último párrafos; 29 Bis 12, último párrafo; 41; 42, fracciones I, III, VI, X, XI, 
XVI, XVIII, XXII, XXIII y penúltimo párrafo; 43; 44; 45-C, primer párrafo; 45-G, cuarto párrafo; 45-H; 45-I, 
primer párrafo y la fracción II; 46, segundo párrafo y las fracciones XXV y XXVI; 46 Bis; 47, primer párrafo; 50, 
primero, segundo, tercero y cuarto párrafos; 51, segundo párrafo; 52; 55; 57; 58, primer párrafo; 59, último 
párrafo; 61; 65; 66, fracción V; 71; 73, segundo párrafo, y las fracciones V, segundo párrafo, VI y VII; 73 Bis, 
sexto y séptimo párrafos, así como los incisos a) y b); 75; 76; 81; 84, penúltimo y último párrafos; 85 Bis 1; 87, 
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primero, segundo y cuarto párrafos; 88; 89; 90, tercero y último párrafos; 91; 93, primer párrafo; 94; 96; 99; 
101; 102; 106, fracciones XII, XIX, inciso f) y XX; 108, último párrafo; 112, fracción III, inciso d); 117 Bis; 119; 
122 Bis, primer párrafo, la fracción I, el inciso a) y el segundo párrafo del inciso b) de la fracción II; 133; 134 
Bis, primer párrafo; 134 Bis 1, fracción I, incisos e) y f), y 136; se ADICIONAN los artículos 5 Bis 5; 7 Bis; 7 Bis 
1; 7 Bis 2; 7 Bis 3; 8 Bis;10 Bis; 22 Bis; 23, con un quinto párrafo; 30, con un cuarto, quinto y sexto párrafos; 
40, con un segundo y tercer párrafos; 42, con las fracciones XI bis y XXIV; un Capítulo IV al Título Segundo, 
denominado "De las instituciones de banca múltiple que tengan vínculos de negocio o patrimoniales con 
personas morales que realicen actividades empresariales", que contiene los artículos 45-0, 45-P, 45-Q, 45-R 
Y 45-S; 46, fracción XV con segundo párrafo, con las fracciones XXVI bis y XXVII, pasando la actual XXVII a 
ser la XXVIII, y con un tercer párrafo; 46 Bis 1; 46 Bis 2; 46 Bis 3; 46 Bis 4; 46 Bis 5; 46 Bis 6; 47, con un 
quinto párrafo; 51, con un tercer párrafo; 60, con un tercer párrafo; 72 Bis; 73, con un tercer párrafo, pasando 
los actuales párrafos tercero y cuarto a ser los párrafos cuarto y quinto, respectivamente; 73 Bis, con los 
incisos d) y e); 73 Bis 1, con un inciso d); 90 Bis; 92, con un tercer y un cuarto párrafos; 93, con un segundo y 
tercer párrafos, pasando los actuales párrafos segundo y tercero a ser los párrafos cuarto y quinto, 
respectivamente; 94 Bis; 98 Bis; 100, con un tercer párrafo; 101 Bis; 101 Bis 1; 101 Bis 2; 101 Bis 3; 101 Bis 
4; 101 Bis 5; 106, con una fracción XXI; 106 Bis; 107 Bis; 112, fracción III, con un tercer párrafo; 115 Bis; 116 
Bis 1; 134 Bis 4, y 137 Bis; y se DEROGAN los artículos 42, fracción VIII; 45-1, fracción IV y 106, fracciones I, 
II, VI, IX, XIII, XV, XV Bis, y el inciso a) de la fracción XIX, y penúltimo y último párrafos, de la Ley de 
Instituciones de Crédito, para quedar como sigue: 

Artículo 1.- La presente Ley es de orden público y observancia general en los Estados Unidos Mexicanos y 
tiene por objeto regular el servicio de banca y crédito, la organización y funcionamiento de las instituciones de 
crédito, las actividades y operaciones que las mismas podrán realizar, su sano y equilibrado desarrollo, la 
protección de los intereses del público y los términos en que el Estado ejercerá la rectoría financiera del 
Sistema Bancario Mexicano. 

Artículo 3.- El Sistema Bancario Mexicano estará integrado por el Banco de México, las instituciones de banca 
múltiple, las instituciones de banca de desarrollo y los fideicomisos públicos constituidos por el Gobierno 
Federal para el fomento económico que realicen actividades financieras, así como los organismos 
autorregulatorios bancarios. 

Para efectos de lo dispuesto en el párrafo anterior, se entenderá que realizan actividades financieras los 
fideicomisos públicos para el fomento económico cuyo objeto o finalidad principal sea la realización habitual y 
profesional de operaciones de crédito, incluyendo la asunción de obligaciones por cuenta de terceros.Dichas 
operaciones deberán representar el cincuenta por ciento o más de los activos totales promedio durante el 
ejercicio fiscal inmediato anterior a la fecha de determinación a que se refiere el artículo 134 Bis 4 de esta Ley. 

A todos los fideicomisos públicos para el fomento económico se les podrán otorgar concesiones en los 
mismos términos que a las entidades paraestatales. 

Artículo 5 Bis 1.- Salvo que en las disposiciones específicas se establezca otro plazo, éste no podrá exceder 
de noventa días para que las autoridades administrativas resuelvan lo que corresponda. Transcurrido el plazo 
aplicable, se entenderán las resoluciones en sentido negativo al promovente, a menos que, en las 
disposicionesaplicables, se prevea lo contrario. A petición del interesado, se deberá expedir constanciade tal 
circunstancia, dentro de los dos días hábiles siguientes a la presentación de la solicitud respectiva ante la 
autoridad competente que deba resolver, conforme al Reglamento Interior respectivo. Igual constancia deberá 
expedirse cuando las disposiciones específicas prevean que, transcurrido el plazo aplicable, la resolución 
deba entenderse en sentido positivo. De no expedirse la constancia mencionada dentro del plazo citado, se 
fincará en su caso, la responsabilidad que resulte aplicable. 

... 

... 

... 

... 

... 
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Artículo 5 Bis 2.- El plazo a que se refiere el artículo anterior no será aplicable a las promociones donde por 
disposición expresa de esta Ley las autoridades administrativas deban escuchar la opinión de otras 
autoridades, además de aquéllas relacionadas con las autorizaciones relativas a la constitución, fusión, 
escisión y liquidación de instituciones de crédito. En estos casos, no podrá exceder de ciento ochenta días el 
plazo para que las autoridades administrativas resuelvan lo que corresponda, y serán aplicables las demás 
reglas que señala el artículo 5 Bis 1 de esta Ley. 

Artículo 5 Bis 5.- Para efectos de la presente Ley, los plazos fijados en días se entenderán en días naturales, 
salvo que expresamente se señale que se trata de días hábiles. En los casos en que se haga referencia a un 
plazo en días hábiles, si éste vence en un día inhábil, se entenderá concluido el primer día hábil siguiente. 

Artículo 7.- La Comisión Nacional Bancaria y de Valores, previo acuerdo de su Junta de Gobierno, podrá 
autorizar el establecimiento en el territorio nacional de oficinas de representación de entidades financieras del 
exterior. Estas oficinas no podrán realizar en el mercado nacional ninguna actividad de intermediación 
financiera que requiera de autorización por parte del Gobierno Federal y se abstendrán de actuar, 
directamente o a través de interpósita persona, en operaciones de captación de recursos del público, ya sea 
por cuenta propia o ajena. No obstante lo anterior, dichas oficinas podrán proporcionar, a petición de sus 
clientes, información sobre las operaciones que las entidades financieras del exterior que representan 
celebren en su país de origen, en el entendido de que tales oficinas no podrán difundir publicidad o 
propaganda al público en general respecto de operaciones pasivas. 

Las actividades que realicen las oficinas de representación se sujetarán a las reglas que expida la Secretaría 
de Hacienda y Crédito Público, la que, para ello, escuchará la opinión del Banco de México y de la Comisión 
Nacional Bancaria y de Valores. 

La Comisión Nacional Bancaria y de Valores, previo acuerdo de su Junta de Gobierno, podrá declarar la 
revocación de las autorizaciones correspondientes cuando las referidas oficinas no se ajusten a las 
disposiciones a que se refiere este artículo, sin perjuicio de la aplicación de las sanciones establecidas en la 
presente Ley y en los demás ordenamientos legales. 

Las oficinas se sujetarán a la inspección y vigilancia de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, y 
cubrirán las cuotas que por estos conceptos determinen las disposiciones aplicables. 

Artículo 7 Bis.- Los organismos autorregulatorios bancarios tendrán por objeto implementar estándares de 
conducta y operación entre sus agremiados, a fin de contribuir al sano desarrollo de las instituciones de 
crédito. Dichos organismos podrán ser de diverso tipo acorde con las actividades que realicen. 

Tendrán el carácter de organismos autorregulatorios bancarios las asociaciones o sociedades gremiales de 
instituciones de crédito que, a solicitud de aquellas, sean reconocidas con tal carácter por la Comisión 
Nacional Bancaria y de Valores, previo acuerdo de su Junta de Gobierno. 

Artículo 7 Bis 1.- Los organismos autorregulatorios bancarios podrán, en términos de sus estatutos y 
sujetándose a lo previsto en el artículo 7 Bis 2 de esta Ley, emitir normas relativas a: 

I. Los requisitos de ingreso, exclusión y separación de sus agremiados; 

II. Las políticas y lineamientos que deban seguir sus agremiados en la contratación con la clientela a la cual 
presten sus servicios; 

III. La revelación al público de información distinta o adicional a la que derive de esta Ley; 

IV. Las políticas y lineamientos de conducta tendientes a que sus agremiados y otras personas vinculadas a 
éstos con motivo de un empleo, cargo o comisión en ellos, conozcan y se apeguen a la normativa aplicable, 
así como a los sanos usos y prácticas bancarias; 

V. Los requisitos de calidad técnica, honorabilidad e historial crediticio satisfactorio aplicables al personal de 
sus agremiados; 
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VI. La procuración de la eficiencia y transparencia en las actividades bancarias; 

VII. El proceso para la adopción de normas y la verificación de su cumplimiento; 

VIII. Las medidas disciplinarias y correctivas que se aplicarán a sus agremiados en caso de incumplimiento, 
así como el procedimiento para hacerlas efectivas, y 

IX. Los usos y prácticas bancarias. 

Además, las asociaciones o sociedades gremiales de instituciones de crédito que obtengan el reconocimiento 
de organismo autorregulatorio bancario por parte de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores podrán llevar 
a cabo certificaciones de capacidad técnica de empleados, funcionarios y directivos de las instituciones de 
crédito, así como de sus apoderados, cuando así lo prevean las normas a que se refiere este artículo. 

Los organismos autorregulatorios bancarios deberán llevar a cabo evaluaciones periódicas a sus agremiados, 
sobre el cumplimiento de las normas que expidan dichos organismos para el otorgamiento de las 
certificaciones a que se refiere el párrafo anterior. Cuando de los resultados de dichas evaluaciones puedan 
derivar infracciones administrativas o delitos, a juicio del organismo de que se trate, éste deberá informar de 
ello a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, sin perjuicio de las facultades de supervisión que 
corresponda ejercer a la propia Comisión. Asimismo, dichos organismos deberán llevar un registro de las 
medidas correctivas y disciplinarias que apliquen a las personas certificadas por ellos, el cual estará a 
disposición de la propia Comisión. 

Las normas autorregulatorias que se expidan en términos de lo previsto en este artículo no podrán contravenir 
o exceptuar lo establecido en la presente Ley y demás disposiciones aplicables. 

Artículo 7 Bis 2.- La Comisión Nacional Bancaria y de Valores expedirá disposiciones de carácter general en 
las que establezca los requisitos que deberán cumplir las asociaciones o sociedades gremiales de 
instituciones de crédito para obtener, acorde con su tipo, el reconocimiento de organismo autorregulatorio a 
que se refiere el artículo 7 Bis de esta Ley, así como para regular su funcionamiento. 

Las referidas disposiciones de carácter general preverán requisitos relacionados con la organización y 
funcionamiento interno de las asociaciones y sociedades gremiales que quieran ser reconocidos como 
organismos de autorregulación, a fin de propiciar que sus órganos sociales se integren en forma equitativa, 
por personas con honorabilidad y capacidad técnica, se conduzcan con independencia y cuenten con la 
representativa del gremio para el ejercicio de sus actividades, así como cualquier otro que contribuya a su 
sano desarrollo. 

Artículo 7 Bis 3.- La Comisión Nacional Bancaria y de Valores tendrá facultades para: 

I. Vetar las normas de autorregulación que expidan los organismos autorregulatorios bancarios, cuando la 
propia Comisión considere que éstas puedan afectar el sano y equilibrado desarrollo del sistema financiero, 
en protección de los intereses del público, en cuyo caso tales normas no iniciarán su vigencia o quedarán sin 
efectos; 

II. Ordenar la suspensión, remoción o destitución de los consejeros y directivos de los organismos 
autorregulatorios bancarios, así como imponer veto de tres meses hasta cinco años, a las personas antes 
mencionadas, cuando cometan infracciones graves o reiteradas a esta Ley y demás disposiciones de carácter 
general que emanen de ella, con independencia de las sanciones económicas que correspondan conforme a 
esta u otras leyes, y 

III. Revocar el reconocimiento de organismos autorregulatorios bancarios cuando cometan infracciones graves 
o reiteradas a lo previsto en esta u otras leyes V demás disposiciones de carácter general que emanen de las 
mismas. 

Para proceder en términos de lo previsto en las fracciones II y III de este artículo, dicha Comisión deberá 
contar con el previo acuerdo de su Junta de Gobierno. Antes de dictar la resolución correspondiente, la 
Comisión deberá escuchar al interesado y al organismo de que se trate. 
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Las resoluciones a que se refiere este artículo podrán ser recurridas ante la Comisión Nacional Bancaria y de 
Valores dentro de los quince días hábiles siguientes a la fecha en que se hubieren notificado. La propia 
Comisión, con aprobación de su Junta de Gobierno, podrá revocar, modificar o confirmar la resolución 
recurrida, previa audiencia del afectado. 

Artículo 8.- Para organizarse y operar como institución de banca múltiple se requiere autorización del 
Gobierno Federal, que compete otorgar discrecional mente a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, 
previo acuerdo de su Junta de Gobierno y opinión favorable del Banco de México. Por su naturaleza, estas 
autorizaciones serán intransmisibles. 

Dentro de los cinco días hábiles siguientes a la fecha en que la Junta de Gobierno de la Comisión Nacional 
Bancaria y de Valores haya resuelto otorgar la autorización a que se refiere el párrafo anterior, dicha Comisión 
notificará la resolución, así como su opinión favorable respecto del proyecto de estatutos de la sociedad de 
que se trate, a fin de que se realicen los actos tendientes a su constitución o a la transformación de su 
organización y funcionamiento, según corresponda. El promovente, en un plazo de noventa días contado a 
partir de dicha notificación, deberá presentar a la propia Comisión, para su aprobación, el instrumento público 
en que consten los estatutos de la sociedad en términos de esta Ley para posteriormente proceder a su 
inscripción en el Registro Público de de Comercio sin que se requiera mandamiento judicial al respecto. 

La autorización que se otorgue conforme a este artículo, quedará sujeta ala condición de que se obtenga la 
autorización para iniciar las operaciones respectivas en términos del artículo 46 Bis de esta Ley, la que deberá 
solicitarse dentro de un plazo de ciento ochenta días contado a partir de la aprobación del instrumento público 
a que se refiere el párrafo anterior. Al efectuarse la citada inscripción del instrumento público, deberá hacerse 
constar que la autorización para organizarse y operar como institución de banca múltiple se encuentra sujeta a 
la condición señalada en este párrafo. 

Las autorizaciones para organizarse y operar como institución de banca múltiple, así como sus 
modificaciones, se publicarán, a costa de la institución de que se trate, en el Diario Oficial de la Federación y 
en dos periódicos de amplia circulación de su domicilio social. 

Artículo 8 Bis.- Sin perjuicio de lo señalado en el artículo anterior, hasta en tanto entre en vigor la autorización 
para organizarse y operar como institución de banca múltiple, la sociedad correspondiente, una vez que se 
haya recibido la notificación mencionada en dicho artículo, podrá celebrar los actos necesarios para cumplir 
con los requisitos establecidos en el artículo 46 Bis de esta Ley para el inicio de operaciones, sin que, durante 
dicho periodo, pueda celebrar ninguna de las operaciones señaladas en el artículo 46 de esta Ley, excepto las 
previstas en su fracción XXIII. Durante el periodo antes referido, la sociedad de que se trate estará 
exceptuada de la aplicación de lo dispuesto en el primer párrafo del artículo 105 de esta Ley. 

La autorización para organizarse y operar como institución de banca múltiple conforme a esta Ley no surtirá 
sus efectos, sin que para ello sea necesaria declaración de autoridad alguna, cuando no se cumpla la 
condición referida. 

Artículo 9.- ...( 

I. a IV. ... 

Los estatutos sociales, así como cualquier modificación a los mismos, deberán ser sometidos a la aprobación 
de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores. Una vez aprobados los estatutos sociales o sus reformas, el 
instrumento público en el que consten deberá inscribirse en el Registro Público de Comercio sin que sea 
preciso mandamiento judicial. 

Artículo 10.- Las solicitudes de autorización para organizarse y operar como institución de banca múltiple 
deberán acompañarse de lo siguiente: 

I. Proyecto de estatutos de la sociedad que deberá considerar el objeto social y señalar expresa e 
individualmente las operaciones que pretenda realizar conforme a lo dispuesto por el artículo 46 de esta Ley, 
así como satisfacer los requisitos que, en términos de la presente Ley y de las demás disposiciones 
aplicables, deban contenerse; 
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II. Relación e información de las personas que directa o indirectamente pretendan mantener una participación 
en el capital social de la institución de banca múltiple a constituir, que deberá contener, de conformidad con 
las disposiciones de carácter general que al efecto expida la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, previo 
acuerdo de su Junta de Gobierno, lo siguiente: 

a) El monto del capital social que cada una de ellas suscribirá y el origen de los recursos que utilizará para tal 
efecto; 

b) La situación patrimonial, tratándose de personas físicas, o los estados financieros, tratándose de personas 
morales, en ambos casos de los últimos tres años, y 

c) Aquélla que permita verificar que cuentan con honorabilidad e historial crediticio y de negocios satisfactorio. 

III. Relación de los probables consejeros, director general y principales directivos de la sociedad, acompañada 
de la información que acredite que dichas personas cumplen con los requisitos que esta Ley establece para 
dichos cargos. 

IV. Plan general de funcionamiento de la sociedad que comprenda por lo menos: 

a) Las operaciones a realizar de conformidad con el artículo 46 de esta Ley;  

b) Las medidas de seguridad para preservar la integridad de la información; 

c) Los programas de captación de recursos y de otorgamiento de créditos en los que se refleje la 
diversificación de operaciones pasivas y activas de conformidad con la normativa aplicable, así como los 
segmentos del mercado que se atenderán preferentemente; 

d) Las previsiones de cobertura geográfica, en las que se señalen las regiones y plazas en las que se 
pretenda operar; 

e) El estudio de viabilidad financiera de la sociedad; 

f) Las bases para aplicar utilidades, en la inteligencia de que las sociedades a las que se autorice para 
organizarse y operar como instituciones de banca múltiple no podrán repartir dividendos durante sus tres 
primeros ejercicios sociales y que, en ese mismo periodo, deberán aplicar sus utilidades netas a reservas. La 
restricción anterior no será aplicable a las instituciones de banca múltiple que cuenten con un índice de 
capitalización superior en diez puntos porcentuales al requerido conforme a lo dispuesto en el artículo 50 de la 
presente Ley, y 

g) Las bases relativas a su organización, administración y control interno; 

V. Comprobante de depósito en garantía en moneda nacional constituido en institución de crédito o de valores 
gubernamentales por su valor de mercado, a favor de la Tesorería de la Federación, por una cantidad igual al 
diez por ciento del capital mínimo con que deba operar la sociedad conforme a la presente Ley, y 

VI. La demás documentación e información relacionada, que la Comisión Nacional Bancaria y de Valores 
requiera para el efecto. 

La Comisión Nacional Bancaria y de Valores tendrá la facultad de verificar que la solicitud a que se refiere el 
presente artículo cumpla con lo previsto en esta Ley, para lo cual dicha Comisión contará con facultades para 
corroborar la veracidad de la información proporcionada y, en tal virtud, las dependencias y entidades de la 
Administración Pública Federal, así como las demás instancias federales, entregarán la información 
relacionada. Asimismo, la Comisión podrá solicitar a organismos extranjeros con funciones de supervisión o 
regulación similares corroborar la información que al efecto se le proporcione. 

Cuando no se presente el instrumento público en el que consten los estatutos de la sociedad, para su 
aprobación, dentro del plazo de noventa días señalado en el segundo párrafo del artículo 8 de esta Ley; no se 
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obtenga o no se solicite la autorización para iniciar operaciones en términos de los artículos 8 y 46 Bis de esta 
Ley, respectivamente; la sociedad inicie operaciones distintas a las señaladas en el artículo 8 Bis de esta 
misma Ley sin contar con dicha autorización, o se revoque la autorización para organizarse y operar como 
institución de banca múltiple al amparo de la fracción I del artículo 28 de esta Ley; la Comisión Nacional 
Bancaria y de Valores instruirá a la Tesorería de la Federación para hacer efectiva la garantía por el importe 
original del depósito mencionado en la fracción V de este artículo. 

En los supuestos de que se niegue la autorización, se desista el interesado o la institución de banca múltiple 
de que se trate inicie operaciones en los términos previstos en esta Ley, se devolverá el comprobante de 
depósito a que se refiere la citada fracción V. 

Una vez que se haya hecho la notificación a que se refiere el artículo 8 de la presente Ley y se haya otorgado 
la aprobación de los estatutos prevista en ese mismo artículo, el inicio de operaciones de la institución de 
banca múltiple deberá sujetarse a lo dispuesto en el artículo 46 Bis de esta Ley. 

Artículo 10 Bis.- Las sociedades ya constituidas que, conforme al artículo 8 de esta Ley, soliciten autorización 
para organizarse y operar como institución de banca múltiple deberán acompañar a la solicitud 
correspondiente la información y documentación señalada en el artículo 10 de esta Ley, así como el proyecto 
de acuerdo de su órgano de gobierno, que incluya lo relativo a la transformación de su régimen de 
organización y funcionamiento y la consecuente modificación de sus estatutos sociales. 

En el evento en que la Comisión Nacional Bancaria y de Valores otorgue su autorización en términos del 
artículo 8 de esta Ley a sociedades que, al momento en que dicha autorización entre en vigor, gocen de otra 
autorización para constituirse, organizarse, funcionar y operar, según sea el caso, como entidades financieras 
de otra naturaleza, esa otra autorización quedará sin efectos por ministerio de ley, sin que resulte necesaria la 
emisión de una declaratoria expresa al respecto, por parte de la autoridad que la haya otorgado. 

Artículo 12.- Las acciones serán de igual valor; dentro de cada serie, conferirán a sus tenedores los mismos 
derechos, y deberán pagarse íntegramente en efectivo en el acto de ser suscritas, o bien, en especie si, en 
este último caso, así lo autoriza la Comisión Nacional Bancaria y de Valores considerando la situación 
financiera de la institución y velando por su liquidez y solvencia. Las mencionadas acciones se mantendrán en 
depósito en alguna de las instituciones para el depósito de valores reguladas en la Ley del Mercado de 
Valores, las que en ningún caso se encontrarán obligadas a entregarlas a los titulares. 

... 

... 

... 

Artículo 14.- Las personas que adquieran o transmitan acciones de la serie "O" por más del dos por ciento del 
capital social pagado de una institución de banca múltiple, deberán dar aviso de ello a la Comisión Nacional 
Bancaria y de Valores dentro de los tres días hábiles siguientes a la adquisición o transmisión. 

Artículo 17.- Cualquier persona física o moral podrá, mediante una o varias operaciones simultáneas o 
sucesivas, adquirir acciones de la serie "O" del capital social de una institución de banca múltiple, siempre y 
cuando se sujete a lo dispuesto por este artículo. 

Cuando se pretenda adquirir directa o indirectamente más del cinco por ciento del capital social ordinario 
pagado, o bien, otorgar garantía sobre las acciones que representen dicho porcentaje, se deberá obtener 
previamente la autorización de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, la que podrá otorgarla 
discrecional mente, para lo cual deberá escuchar la opinión del Banco de México. En estos casos, las 
personas que pretendan realizar la adquisición o afectación mencionada deberán acreditar que cumplen con 
los requisitos establecidos en la fracción II del artículo 10 de esta Ley, así como proporcionar a la propia 
Comisión la información que, para tal efecto y previo acuerdo de su Junta de Gobierno, establezca mediante 
reglas de carácter general buscando preservar el sano desarrollo del sistema bancario. 
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En el supuesto de que una persona o un grupo de personas, accionistas o no, pretenda adquirir el veinte por 
ciento o más de las acciones representativas de la serie "O" del capital social de la institución de banca 
múltiple u obtener el control de la propia institución, se deberá solicitar previamente autorización de la 
Comisión Nacional Bancaria y de Valores, la que podrá otorgarla discrecionalmente, previa opinión favorable 
del Banco de México. Para efectos de lo descrito en este artículo, se entenderá por control lo dispuesto en la 
fracción II del artículo 22 Bis de esta Ley.  

Dicha solicitud deberá contener lo siguiente: 

l. Relación o información de la persona o personas que pretenden obtener el control de la institución de banca 
múltiple de que se trate, a la que se deberá acompañar la información que acredite cumplir con los requisitos 
establecidos en la fracción II del artículo 10 de esta Ley, así como aquélla otra prevista en las reglas de 
carácter general señaladas en el segundo párrafo del presente artículo; 

II. Relación de los consejeros y directivos que nombrarían en la institución de banca múltiple de la que 
pretenden adquirir el porcentaje aludido u obtener el control, a la que deberá adjuntarse la información que 
acredite que dichas personas cumplen con los requisitos que esta Ley establece para dichos cargos; 

III. Plan general de funcionamiento de la institución de banca múltiple de que se trate, el cual deberá 
contemplar los aspectos señalados en el artículo 10, fracción IV, de esta Ley, y 

IV. Programa estratégico para la organización, administración y control interno de la institución de que se 
trate. 

La demás documentación conexa que requiera la Comisión Nacional Bancaria y de Valores a efectos de 
evaluar la solicitud correspondiente. 

Artículo 18.- Las instituciones de banca múltiple se abstendrán, en su caso, de efectuar la inscripción en el 
registro a que se refieren los artículos 128 y 129 de la Ley Generale Sociedades Mercantiles de las 
transmisiones de acciones que se efectúen en contravención de lo dispuesto por los artículos 13, 17, 45-G y 
45-H de esta ley, y deberán informar tal circunstancia a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, dentro de 
los cinco días hábiles siguientes a la fecha en que tengan conocimiento de ello. 

La abstención referida en el párrafo anterior no dará lugar a la responsabilidad a que se refiere el artículo 129 
de la Ley General de Sociedades Mercantiles. 

Las adquisiciones de acciones y demás actos jurídicos para obtener el control de una institución de banca 
múltiple, que se realicen en contravención a lo dispuesto por los artículos 17, 45-G y 45-H de esta Ley, 
estarán afectos de nulidad y no surtirán efectos hasta que se acredite que se ha obtenido la autorización que 
corresponda, de modo que las personas que las hubieren adquirido o los hayan celebrado no podrán ejercer 
los derechos corporativos y patrimoniales respectivos. Una vez obtenidas las autorizaciones correspondientes, 
las adquisiciones y actos antes referidos serán convalidados. 

Artículo 19.- El capital mínimo suscrito y pagado para las instituciones de banca múltiple que tengan 
expresamente contempladas en sus estatutos sociales todas las operaciones previstas en el artículo 46 de 
esta Ley será el equivalente en moneda nacional al valor de noventa millones de Unidades de Inversión. La 
Comisión Nacional Bancaria y de Valores, previo acuerdo de su Junta de Gobierno, determinará mediante 
disposiciones de carácter general el importe del capital mínimo con que deberán contar las instituciones de 
banca múltiple, en función de las operaciones que tengan expresamente contempladas en sus estatutos 
sociales, la infraestructura necesaria para su desarrollo, los mercados en que pretendan participar y los 
riesgos que conlleve, entre otros. 

En ningún caso el capital mínimo suscrito y pagado aplicable a una institución de banca múltiple podrá ser 
inferior al equivalente al cuarenta por ciento del capital mínimo previsto para las instituciones que realicen 
todas las operaciones previstas en el artículo 46 de esta Ley. 
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El monto del capital mínimo con el que deberán contar las instituciones tendrá que estar suscrito y pagado a 
más tardar el último día hábil del año de que se trate. Al efecto, se considerará el valor de las Unidades de 
Inversión correspondientes al31 de diciembre del año inmediato anterior. 

El capital mínimo deberá estar íntegramente pagado. Cuando el capital social exceda del mínimo, deberá 
estar pagado, por lo menos, en un cincuenta por ciento, siempre que este porcentaje no sea inferior al mínimo 
establecido. 

Cuando una institución de banca múltiple anuncie su capital social, deberá al mismo tiempo anunciar su 
capital pagado. 

Las instituciones de banca múltiple sólo estarán obligadas a constituir las reservas de capital previstas en la 
presente Ley y en las disposiciones administrativas expedidas con base en la misma para procurar la 
solvencia de las instituciones, proteger al sistema de pagos y al público ahorrador. 

Para cumplir con el capital mínimo, las instituciones, en función de las operaciones que tengan expresamente 
contempladas en sus estatutos sociales, podrán considerar el capital neto con que cuenten conforme a lo 
dispuesto en el artículo 50 de esta Ley. El capital neto en ningún momento podrá ser inferior al capital mínimo 
que les resulte aplicable conforme a lo establecido en el primer párrafo del presente artículo. 

La Comisión Nacional Bancaria y de Valores establecerá los casos y condiciones en que las instituciones de 
banca múltiple podrán adquirir transitoriamente las acciones representativas de su propio capital, sin perjuicio 
de los casos aplicables conforme a la Ley del Mercado de Valores, y procurando el sano desarrollo del 
sistema bancario y no afectar la liquidez de las instituciones. 

Artículo 22.- El consejo de administración de las instituciones de banca múltiple estará integrado por un 
mínimo de cinco y un máximo de quince consejeros propietarios, de los cuales los que integren cuando menos 
el veinticinco por ciento deberán ser independientes. Por cada consejero propietario se podrá designar a un 
suplente, en el entendido de que los consejeros suplentes de los consejeros independientes deberán tener 
este mismo carácter. 

Por consejero independiente deberá entenderse a la persona que sea ajena a la administración de la 
institución de banca múltiple respectiva, y que reúna los requisitos y condiciones que determine la Comisión 
Nacional Bancaria y de Valores, mediante disposiciones de carácter general, en las que igualmente se 
establecerán los supuestos bajo los cuales se considerará que un consejero deja de ser independiente para 
los efectos de este artículo. 

En ningún caso podrán ser consejeros independientes:  

I. Empleados o directivos de la institución; 

II. Personas que se encuentren en alguno de los supuestos previstos en el artículo 73 de esta Ley, o tengan 
poder de mando; 

III. Socios o personas que ocupen un empleo, cargo o comisión en sociedades o asociaciones importantes 
que presten servicios a la institución o a las empresas que pertenezcan al mismo grupo empresarial del cual 
forme parte ésta. 

Se considera que una sociedad o asociación es importante cuando los ingresos que recibe por la prestación 
de servicios a la institución o al mismo grupo empresarial del cual forme parte ésta, representan más del cinco 
por ciento de los ingresos totales de la sociedad o asociación de que se trate. 

IV. Clientes, proveedores, prestadores de servicios, deudores, acreedores, socios, consejeros o empleados de 
una sociedad que sea cliente, proveedor, prestador de servicios, deudor o acreedor importante de la 
institución. 
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Se considera que un cliente, proveedor o prestador de servicios es importante cuando los servicios que le 
preste la institución o las ventas que aquél le haga a ésta representen más del diez por ciento de los servicios 
o ventas totales del cliente, del proveedor o del prestador de servicios, respectivamente. Asimismo, se 
considera que un deudor o acreedor es importante cuando el importe de la operación respectiva sea mayor al 
quince por ciento de los activos de la institución o de su contraparte; 

V. Empleados de una fundación, asociación o sociedad civiles que reciban donativos importantes de la 
institución. 

Se consideran donativos importantes a aquéllos que representen más del quince por ciento del total de 
donativos recibidos por la fundación, asociación o sociedad civiles de que se trate; 

VI. Directores generales o directivos de alto nivel de una sociedad en cuyo consejo de administración participe 
el director general o un directivo de alto nivel de la institución; 

VII. Directores generales o empleados de las empresas que pertenezcan al grupo financiero al que pertenezca 
la propia institución; 

VIII. Cónyuges, concubinas o concubinarios, así como los parientes por consanguinidad, afinidad o civil hasta 
el primer grado, de alguna de las personas mencionadas en las fracciones III a VII anteriores, o bien, hasta el 
tercer grado de alguna de las señaladas en las fracciones I, II, IX Y X de este artículo; 

IX. Directores o empleados de empresas en las que los accionistas de la institución ejerzan el control; 

X. Quienes tengan conflictos de interés o estén supeditados a intereses personales, patrimoniales o 
económicos de cualquiera de las personas que mantengan el control de la institución o del consorcio o grupo 
empresarial al que pertenezca la institución, o el poder de mando en cualquiera de éstos, y 

XI. Quienes hayan estado comprendidos en alguno de los supuestos anteriores, durante el año anterior al 
momento en que se pretenda hacer su designación. 

El consejo deberá reunirse por lo menos trimestralmente, y en forma extraordinaria, cuando sea convocado 
por su presidente o por los consejeros que representen, al menos, el veinticinco por ciento del total de 
miembros del consejo o por cualquiera de los comisarios de la institución. Para la celebración de las sesiones 
ordinarias y extraordinarias del consejo de administración, se deberá contar con la asistencia de los 
consejeros que representen, cuando menos, el cincuenta y uno por ciento de todos los miembros del consejo, 
de los cuales por lo menos uno deberá ser consejero independiente. 

Los accionistas que representen, cuando menos, un diez por ciento del capital pagado ordinario de la 
institución tendrán derecho a designar un consejero. Únicamente podrá revocarse el nombramiento de los 
consejeros de minoría, cuando se revoque el de todos los demás. 

El Presidente del consejo tendrá voto de calidad en caso de empate. Artículo 22 Artículo 22 Bis.- Para efectos 
del artículo 22 de esta Ley, se entenderá por: 

I. Consorcio, el conjunto de personas morales vinculadas entre sí por una o más personas físicas que 
integrando un grupo de personas, tengan el control de las primeras; 

II. Control, a la capacidad de imponer, directa o indirectamente, decisiones en las asambleas generales de 
accionistas de la institución; el mantener la titularidad de derechos que permitan, directa o indirectamente, 
ejercer el voto respecto de más del cincuenta por ciento del capital social de la institución, dirigir, directa o 
indirectamente, la administración, la estrategia o las principales políticas de la institución, ya sea a través de la 
propiedad de valores o por cualquier otro acto jurídico; 

III. Directivo relevante, el director general de las instituciones de crédito, así como las personas físicas que, 
ocupando un empleo, cargo o comisión en aquéllas o en las personas morales que controlen dichas 
instituciones o que la controlen, adopten decisiones que trasciendan de forma significativa en la situación 
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administrativa, financiera, operacional o jurídica de la propia institución o del grupo empresarial al que ésta 
pertenezca, sin que queden comprendidos dentro de esta definición los consejeros de dichas instituciones de 
crédito; 

IV. Grupo de personas, las personas que tengan acuerdos, de cualquier naturaleza, para tomar decisiones en 
un mismo sentido. Se presume, salvo prueba en contrario, que constituyen un grupo de personas: 

a) Las personas que tengan parentesco por consanguinidad, afinidad o civil hasta el cuarto grado, los 
cónyuges, la concubina y el concubinario. 

b) Las sociedades que formen parte de un mismo consorcio o grupo empresarial y la persona o conjunto de 
personas que tengan el control de dichas sociedades. 

V. Grupo empresarial, el conjunto de personas morales organizadas bajo esquemas de participación directa o 
indirecta del capital social, en las que una misma sociedad mantiene el control de dichas personas morales. 
Asimismo, se considerarán como grupo empresarial a los grupos financieros constituidos conforme a la Ley 
para Regular las Agrupaciones Financieras, y 

VI. Poder de mando, la capacidad de hecho de influir de manera decisiva en los acuerdos adoptados en las 
asambleas de accionistas o sesiones del consejo de administración o en la gestión, conducción y ejecución de 
los negocios de la institución de banca múltiple de que se trate o de las personas morales que ésta controle. 
Se presume que tienen poder de mando en una institución de banca múltiple, salvo prueba en contrario, las 
personas que se ubiquen en cualquiera de los supuestos siguientes: 

a) Los accionistas que tengan el control de la administración. 

b) Los individuos que tengan vínculos con la institución de banca múltiple o las personas morales que integran 
el grupo empresarial o consorcio al que aquella pertenezca, a través de cargos vitalicios, honoríficos o con 
cualquier otro título análogo o semejante a los anteriores. 

c) Las personas que hayan transmitido el control de la institución de banca múltiple bajo cualquier título y de 
manera gratuita o a un valor inferior al de mercado o contable, en favor de individuos con los que tengan 
parentesco por consanguinidad, afinidad o civil hasta el cuarto grado, el cónyuge, la concubina o el 
concubinario. 

d) Quienes instruyan a consejeros o directivos relevantes de la institución de banca múltiple, la toma de 
decisiones o la ejecución de operaciones en la propia institución o en las personas morales que ésta controle. 

Artículo 23.- ... 

... 

... 

I. ... 

II. El cónyuge, concubina o concubinario de cualquiera de las personas a que se refiere la fracción anterior. 
Las personas que tengan parentesco por consanguinidad o afinidad hasta el segundo grado, o civil, con más 
de dos consejeros; 

IIII. a VI. ... 

VII. Quienes realicen funciones de regulación y supervisión de las instituciones de crédito, salvo que exista 
participación del Gobierno Federal o del Instituto para la Protección al Ahorro Bancario en el capital de las 
mismas, o reciban apoyos de este último, y 
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VIII. Quienes participen en el consejo de administración de otra institución de banca múltiple o de una 
sociedad controladora de un grupo financiero al que pertenezca una institución de banca múltiple. 

... 

La persona que vaya a ser designada como consejero de una institución de banca múltiple y sea consejero de 
otra entidad financiera deberá revelar dicha circunstancia a la asamblea de accionistas de dicha institución 
para el acto de su designación. 

Artículo 24.- ... 

I. a IV. ... 

Los comisarios de las instituciones deberán contar con calidad técnica, honorabilidad e historial crediticio 
satisfactorio en términos de las disposiciones a que se refiere la fracción II del artículo 10 de esta Ley, así 
como con amplios conocimientos y experiencia en materia financiera, contable, legal o administrativa y, 
además, deberán cumplir con el requisito establecido en la fracción I del presente artículo. 

Artículo 25.- ... 

... 

... 

Las resoluciones a que se refiere este artículo podrán ser recurridas ante la Comisión Nacional Bancaria y de 
Valores dentro de los quince días hábiles siguientes a la fecha en que se hubieren notificado. La propia 
Comisión, con aprobación de su Junta de Gobierno, podrá revocar, modificar o confirmar la resolución 
recurrida, previa audiencia de las partes. 

Artículo 27.- Para la fusión de dos o más instituciones de banca múltiple, o de cualquier sociedad o entidad 
financiera con una institución de banca múltiple, se requerirá autorización previa de la Comisión Nacional 
Bancaria y de Valores, con aprobación de su Junta de Gobierno, previa opinión de la Comisión Federal de 
Competencia y opinión favorable del Banco de México, en el ámbito de sus respectivas atribuciones, y se 
efectuará de acuerdo con las bases siguientes: 

I. Las sociedades respectivas presentarán a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores los proyectos de los 
acuerdos de las asambleas de accionistas relativos a la fusión, del convenio de fusión, y de las modificaciones 
que correspondería realizar a los estatutos de las propias sociedades y al convenio de responsabilidades a 
que se refiere la Ley para Regular las Agrupaciones Financieras; el plan de fusión de dichas sociedades, con 
indicación de las etapas en que deberá llevarse a cabo; los estados contables que presenten la situación de 
las sociedades y que servirán de base para la asamblea que autorice la fusión; los estados financieros 
proyectados de la sociedad resultante de la fusión y la información a que se refieren las fracciones I, II, III y IV 
del artículo 10 de esta Ley, así como la demás documentación e información relacionada que la Comisión 
Nacional Bancaria y de Valores requiera para el efecto; 

II. La autorización a que se refiere este artículo, así como el instrumento público en el que consten los 
acuerdos y el convenio de fusión, se inscribirán en el Registro Público de Comercio. 

La institución de banca múltiple que subsista quedará obligada a continuar con los trámites de la fusión y 
asumirá las obligaciones de la fusionada desde el momento en que la fusión haya sido acordada, siempre y 
cuando dicho acto haya sido autorizado en los términos del presente artículo. 

La fusión surtirá efectos frente a terceros cuando se hayan inscrito la autorización y el instrumento público en 
el que consten los acuerdos de fusión ante el Registro Público de Comercio; 
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III. Una vez hecha la inscripción a que se refiere la fracción 11 de este artículo, los acuerdos de fusión 
adoptados por las respectivas asambleas de accionistas se publicarán en el Diario Oficial de la Federación y 
en dos periódicos de amplia circulación en la plaza en que tengan su domicilio las sociedades; 

IV. La autorización que otorgue la Comisión Nacional Bancaria y de Valores para la fusión de una institución 
de banca múltiple como fusionada, dejará sin efectos la autorización otorgada a ésta para organizarse y 
operar como tal, sin que, para ello, resulte necesaria la emisión de una declaratoria expresa por parte de la 
autoridad que la haya otorgado, y 

V. Durante los noventa días siguientes a partir de la fecha de la publicación a que se refiere la fracción IV de 
este artículo, los acreedores de cualquiera de las sociedades, incluso de las demás entidades financieras del 
o de los grupos financieros a los que pertenezcan las sociedades objeto de la fusión, podrán oponerse 
judicialmente a la misma, con el único objeto de obtener el pago de sus créditos, sin que esta oposición 
suspenda la fusión. 

La fusión de una institución de banca múltiple que pertenezca a un grupo financiero, sea como fusionante o 
fusionada, se sujetará a lo dispuesto por este artículo y no le será aplicable lo previsto en el artículo 10 de la 
Ley para Regular las Agrupaciones Financieras. 

Artículo 27 Bis.- Para la escisión de una institución de banca múltiple, se requerirá autorización previa de la 
Comisión Nacional Bancaria y de Valores, con aprobación de su Junta de Gobierno y después de escuchar la 
opinión del Banco de México. 

La sociedad escindente presentará a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores el proyecto de acta que 
contenga los acuerdos de su asamblea general extraordinaria de accionistas relativos a su escisión, proyecto 
de reformas estatutarias de la sociedad escindente, proyecto de estatutos sociales de la sociedad escindida, 
estados contables que presenten la situación de la sociedad escindente y que servirán de base para la 
asamblea que autorice la escisión, estados financieros proyectados de las sociedades que resulten de la 
escisión y la demás documentación conexa que requiera la Comisión Nacional Bancaria y de Valores a efecto 
de evaluar la solicitud respectiva y cumplir con sus funciones de supervisión y regulación en el ámbito de su 
competencia. 

La autorización a que se refiere este artículo y los acuerdos de la asamblea de accionistas relativos a la 
escisión y la escritura constitutiva de la escindida se inscribirán en el Registro Público de Comercio. A partir de 
la fecha en que se inscriban surtirán efectos la escisión. 

Una vez hecha la inscripción anterior, los acuerdos de escisión adoptados por la asamblea de accionistas de 
la sociedad escindente se publicarán en el Diario Oficial de la Federación y en dos periódicos de amplia 
circulación en la plaza en que tenga su domicilio social la escindente. 

Durante los noventa días naturales siguientes a partir de la fecha de publicación a que se refiere la fracción 
anterior, los acreedores de la sociedad escindente podrán oponerse judicialmente a la misma, con el objeto de 
obtener el pago de sus créditos, sin que esta oposición suspenda la escisión. 

La sociedad escindida no se entenderá autorizada para organizarse y operar como institución de banca 
múltiple y la sociedad escindente que subsista conservará la autorización que se le haya otorgado para esos 
efectos. 

Con motivo de la escisión, a la sociedad escindida sólo se le transmitirán operaciones activas, pasivas y 
fideicomisos, mandatos o comisiones de la institución de banca múltiple escindente, en los casos en que lo 
autorice la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, cuando considere que no se afectan adversamente los 
intereses de las contrapartes de las instituciones en las operaciones respectivas y no exista oposición de 
acreedores. Los fideicomisos, mandatos o comisiones, sólo podrán transmitirse cuando el causahabiente final 
sea una entidad financiera autorizada para llevar a cabo este tipo de actividades. 

En el evento de que la escisión produzca la extinción de la institución de banca múltiple escindente, la 
autorización otorgada para organizarse y operar como tal quedará sin efectos, sin que resulte necesaria la 
emisión de una declaratoria expresa al respecto. 
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Artículo 27 Bis 1.- El Instituto para la Protección al Ahorro Bancario podrá organizar y operar instituciones de 
banca múltiple, exclusivamente con el objeto de celebrar operaciones de transferencia de activos y pasivos de 
las instituciones de crédito en liquidación en términos de lo previsto en el artículo 122 Bis 29 de esta Ley. Las 
instituciones organizadas y operadas en términos de este artículo, podrán prestar el servicio de banca y 
crédito a que se refiere el artículo 2 de la presente Ley a partir de su constitución, sin requerir de la 
autorización expresa de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores. Para tales efectos, la citada Comisión 
emitirá la constancia correspondiente, a solicitud del Instituto para la Protección al Ahorro Bancario, siempre 
que la Junta de Gobierno de este último haya determinado en el método de resolución correspondiente a la 
respectiva institución de crédito en liquidación, la transferencia de activos y pasivos en términos del artículo 
122 Bis 29 de esta Ley. El Instituto para la Protección al Ahorro Bancario deberá publicar la citada constancia 
en el Diario Oficial de la Federación y en dos periódicos de amplia circulación nacional. 

... 

... 

... 

... 

Artículo 27 Bis 3.- ... 

I. Transmitir las acciones representativas del capital social de la institución de que se trate a otra institución de 
banca múltiple autorizada, en cuyo caso deberán fusionarse ambas sociedades previa autorización de la 
Comisión Nacional Bancaria y de Valores en los términos del artículo 27 de esta Ley, o 

II. ... 

... 

Artículo 28.- La Comisión Nacional Bancaria y de Valores, con aprobación de su Junta de Gobierno, después 
de escuchar a la institución de banca múltiple afectada, así como la opinión del Banco de México y del 
Instituto para la Protección al Ahorro Bancario, podrá declarar la revocación de la autorización que le haya 
otorgado a aquélla para organizarse y operar con tal carácter, en los casos siguientes: 

I. Si no inicia sus operaciones dentro del plazo de treinta días a partir de la fecha en que se notifique la 
autorización a que se refiere el artículo 46 Bis de esta Ley; 

II. Si la asamblea general de accionistas de la institución de banca múltiple de que se trate, mediante decisión 
adoptada en sesión extraordinaria, resuelve solicitarla. En aquellos casos en que la institución solicite además 
que la liquidación se lleve de conformidad con lo previsto en el Apartado C de la Sección Segunda del 
Capítulo II del Título Sexto de esta Ley, la Comisión Nacional Bancaria y de Valores escuchará la opinión del 
Instituto para la Protección al Ahorro Bancario al respecto; 

III. a V. ... 

VI. ... 

a) y b)... 

Lo previsto en la presente fracción no será aplicable cuando la institución de que se trate demuestre ante la 
Comisión Nacional Bancaria y de Valores que cuenta con los recursos líquidos necesarios para hacer frente a 
las obligaciones de pago que correspondan, o bien, cuando la obligación de pago respectiva se encuentre 
sujeta a controversia judicial, a un procedimiento arbitral o a un procedimiento de conciliación ante la 
autoridad competente. 
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Las cámaras de compensación, las contrapartes centrales, las instituciones para el depósito de valores, el 
Banco de México, así como cualquier acreedor de la institución, podrán informar a la Comisión Nacional 
Bancaria y de Valores cuando la institución se ubique en alguno de los supuestos a que se refiere esta 
fracción. 

La declaración de revocación se publicará en el Diario Oficial de la Federación y en dos periódicos de amplia 
circulación en el país, se inscribirá en el Registro Público de Comercio y pondrá en estado de disolución y 
liquidación a la sociedad, sin necesidad del acuerdo de la asamblea de accionistas, conforme a lo previsto en 
la Sección Segunda del Capítulo II del Título Sexto de esta Ley. La Comisión Nacional Bancaria y de Valores 
deberá hacer del conocimiento del Instituto para la Protección al Ahorro Bancario la declaración de 
revocación. 

Artículo 29 Bis.- Cuando la Comisión Nacional Bancaria y de Valores tenga conocimiento de que una 
institución de banca múltiple ha incurrido en alguno de los supuestos previstos en el artículo 28 de esta Ley, le 
notificará dicha situación para que, en un plazo de quince días hábiles contados a partir de la fecha en que 
surta efectos la notificación respectiva, la propia institución manifieste por escrito lo que a su derecho 
convenga y presente los elementos que, a su juicio, acrediten que se han subsanado los hechos u omisiones 
señalados en la notificación, o bien, para que formule la solicitud a que se refiere el artículo 29 Bis 2 de esta 
Ley. 

... 

Artículo 29 Bis 2.- Respecto de aquella institución que incurra en la causal de revocación a que se refiere la 
fracción V del artículo 28 de la presente Ley, la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, una vez que haya 
escuchado la opinión del Banco de México y del Instituto para la Protección al Ahorro Bancario, podrá 
abstenerse de revocar la autorización respectiva, con el propósito de que dicha institución continúe operando 
en términos de lo previsto en la presente Sección. 

Lo dispuesto en el párrafo anterior procederá siempre y cuando la institución de que se trate, previa 
aprobación de su asamblea de accionistas celebrada de conformidad con lo dispuesto por el artículo 29 Bis 1 
de esta Ley, lo solicite por escrito a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, y acredite ante ésta, dentro 
del plazo a que se refiere el artículo 29 Bis de este mismo ordenamiento, la ejecución de los siguientes actos 
aprobados por dicha asamblea: 

I. a II. ... 

... 

... 

... 

Artículo 29 Bis 4.- ... 

I. a IV..... 

V. ... 

a) a b)... 

c) La institución de banca múltiple respectiva incurra en alguno de los supuestos previstos en las fracciones IV 
y VI del artículo 28 de esta Ley, en cuyo caso la Comisión Nacional Bancaria y de Valores procederá 
conforme a lo dispuesto por el artículo 29 Bis de esta Ley, con el fin de que dicha institución manifieste lo que 
a su derecho convenga y presente los elementos que, a su juicio, acrediten que se han subsanado los hechos 
u omisiones señalados en la notificación respectiva; 

VI. a VIII. .. . 
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... 

... 

Artículo 29 Bis 5.- ... 

La Comisión Nacional Bancaria y de Valores deberá proceder a declarar la revocación de la autorización para 
organizarse y operar como institución de banca múltiple, cuando tenga conocimiento de que la institución de 
que se trate hubiere incurrido en cualquiera de los supuestos a que se refieren los incisos a), b) y c) de la 
fracción V del artículo anterior, salvo que la propia Comisión, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, el 
Banco de México o el Instituto para la Protección al Ahorro Bancario soliciten que se convoque a sesión del 
Comité de Estabilidad Financiera a que se refiere la Sección Quinta del presente Capítulo, en cuyo caso se 
estará a lo dispuesto por el artículo 29 Bis 12 de la presente Ley. 

... 

Asimismo, en caso de que se actualice el supuesto previsto en el inciso c) de la fracción VII del artículo 29 Bis 
4 de esta Ley, la Comisión Nacional Bancaria y de Valores procederá a declarar la revocación de la 
autorización señalada en ese mismo precepto. 

Artículo 29 Bis 12.- ... 

Cuando el Comité de Estabilidad Financiera determine que una institución no se ubica en alguno de los 
supuestos previstos en el artículo 29 Bis 6 de esta Ley, la Comisión Nacional Bancaria y de Valores revocará 
la autorización para organizarse y operar como institución de banca múltiple y el Instituto para la Protección al 
Ahorro Bancario procederá en términos de lo dispuesto por la Sección Segunda del Capítulo II del Título Sexto 
de esta Ley. 

Artículo 30.- ... 

... 

... 

Las instituciones de banca de desarrollo, en las contrataciones de servicios que requieran para realizar las 
operaciones y servicios previstos en los artículos 46 y 47 de esta Ley, no estarán sujetas a la Ley de 
Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público. 

Las contrataciones que realicen las instituciones de banca de desarrollo relativas al gasto asociado con 
materiales y suministros, servicios generales, e inversión física en bienes muebles e inmuebles, conforme al 
artículo 30 del Reglamento de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, se sujetarán a lo 
dispuesto en la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público. 

Para efectos de lo dispuesto en los párrafos anteriores la Secretaría de Hacienda y Crédito Público estará 
facultada para emitir lineamientos generales conforme a lo dispuesto en el presente artículo, así como 
resolver consultas sobre contrataciones específicas privilegiando en todo momento la eficiencia, eficacia y 
debida oportunidad en los servicios que presta la banca de desarrollo. 

... 

Artículo 40.- ... 

El consejo directivo deberá contar con un comité de auditoría, que tendrá carácter consultivo. La Comisión 
Nacional Bancaria y de Valores establecerá, mediante disposiciones de carácter general, las atribuciones que, 
como mínimo, deberá ejercer dicho comité de auditoría, así como la forma en que el propio comité deberá 
quedar integrado, la periodicidad de sus sesiones y la oportunidad y suficiencia de la información que deba 
considerar. 
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El comité de auditoría podrá someter directamente a la consideración del consejo directivo los proyectos, 
programas y demás asuntos relacionados con las facultades a que se refiere el párrafo anterior, y deberá 
comunicarle las diferencias de opinión que existieran entre la administración de la institución de banca de 
desarrollo de que se trate y el propio comité de auditoría. 

Artículo 41.- La Secretaría de Hacienda y Crédito Público fijará las bases de carácter general para establecer 
la remuneración que corresponda a los consejeros externos con carácter de independientes y comisarios de 
las instituciones de banca de desarrollo que sean designados por los titulares de los certificados de aportación 
patrimonial de la serie "B". 

Las instituciones de banca de desarrollo contarán con un comité de recursos humanos y desarrollo 
institucional. Sin perjuicio de las demás atribuciones que correspondan a dicho comité, éste recomendará al 
consejo directivo el monto de la remuneración que corresponda a los consejeros externos con carácter de 
independientes y comisarios antes referidos, de conformidad con lo establecido en el primer párrafo de este 
artículo. También propondrá las remuneraciones a los expertos que participen en los comités de apoyo 
constituidos por el consejo. 

Las designaciones de consejeros en las instituciones de banca de desarrollo se realizarán de conformidad con 
sus respectivas leyes orgánicas, así como con lo previsto en el presente artículo. 

Los consejeros externos con carácter de independientes deberán observar los requisitos a que se refiere el 
artículo 22, así como lo dispuesto en el artículo 23 segundo párrafo y fracciones II a VI, ambos de esta Ley. 

Los consejeros externos con carácter de independientes no tendrán suplentes y prestarán sus servicios por un 
período de cuatro años. Los períodos de dichos consejeros serán escalonados y se sucederán cada año. Las 
personas que funjan como tales podrán ser designadas con ese carácter más de una vez. 

La vacante que se produzca de algún consejero externo con carácter de independiente será cubierta por el 
nuevo miembro que se designe para integrar el consejo directivo y durará con tal carácter sólo por el tiempo 
que faltare desempeñar al sustituido. 

Al tomar posesión del cargo, cada consejero deberá suscribir un documento elaborado por la institución de 
banca de desarrollo de que se trate, en donde declare bajo protesta de decir verdad que no tiene impedimento 
alguno para desempeñarse como consejero en dicha institución, y en donde acepte los derechos y 
obligaciones derivados de tal cargo. 

Artículo 42.- ... 

... 

... 

I. Nombrar y remover, a propuesta del director general, a los servidores públicos de la institución que ocupen 
cargos con las dos jerarquías administrativas inferiores a la de aquél, y a los demás que señale el reglamento 
orgánico, así como concederles licencias; 

II. ... 

III. Aprobar el establecimiento, reubicación y clausura de sucursales, agencias y oficinas en el país y en el 
extranjero; 

IV. a V. ... 

VI. Aprobar los estados financieros de la institución para proceder a su publicación. Los estados financieros 
anuales se aprobarán previo dictamen de los comisarios y deberán estar suscritos por el director general, el 
responsable de la contabilidad de la institución y el responsable de las funciones de auditoría interna, 
conforme a su competencia, previo a su aprobación; 
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VII. a VII bis. ... 

VIII. Se deroga.  

VIII bis. a IX bis. ... 

X. Aprobar los programas anuales de adquisición, arrendamiento y enajenación de bienes muebles e 
inmuebles, de realización de obras y prestación de servicios, que la institución requiera, así como las políticas 
y bases generales que regulen los convenios, contratos o acuerdos que deba celebrar la institución con 
terceros, en estas materias, de conformidad con las normas aplicables y sin que dichos programas, políticas y 
bases relativos a sus sucursales sean objeto del ejercicio de las atribuciones a que se refiere el artículo 37, 
fracciones XX y XXIII, de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal en materia de arrendamiento 
de bienes inmuebles; 

XI. Proponer a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público las modificaciones al reglamento orgánico; 

XI bis. Aprobar la cesión de activos y pasivos; 

XII. a XV. ... 

XVI. Aprobar las inversiones en el capital de las empresas a que se refieren los artículos 75, 88 y 89 de esta 
Ley, así como su enajenación; 

XVII. ... 

XVIII. Aprobar la estructura orgánica, niveles de empleo, las bases para la elaboración de tabuladores de 
sueldos, política salarial y para el otorgamiento de incentivos; políticas de ascensos, promociones y 
jubilaciones; lineamientos de selección, reclutamiento y capacitación; criterios de separación; indicadores de 
evaluación de desempeño para la determinación de compensaciones y demás prestaciones económicas y de 
seguridad social establecidas en beneficio de los servidores públicos que laboren en la sociedad, así como las 
condiciones generales de trabajo de la institución, a propuesta del director general, y tomando en cuenta la 
opinión del sindicato correspondiente, de conformidad con el artículo 18 de la Ley Reglamentaria de la 
Fracción XIII Bis del Apartado B del Artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
y la remuneración de los consejeros y comisarios designados por los titulares de los certificados de aportación 
patrimonial de la serie "B", por recomendación del comité de recursos humanos y desarrollo institucional, 
como excepción a lo dispuesto por los artículos 31, fracción XXIV, y 37, fracciones VIII, XVIII Y XVIII bis, de la 
Ley Orgánica de la Administración Pública Federal; 

XIX. a XXI. ... 

XXII. Autorizar el programa de financiamiento acorde con las metas que, para la institución de banca de 
desarrollo de que se trate, fije al efecto la Secretaría de Hacienda y Crédito Público; 

XXIII. Conocer y, en su caso, aprobar los informes que le presente el comité de administración integral de 
riesgos, así como los límites prudenciales de riesgos que al efecto le proponga éste, y 

XXIV. Analizar y aprobar, en su caso, los asuntos que someta a su consideración el comité de auditoría y 
dictar las medidas aplicables o procedentes en materia de control interno. 

En los supuestos establecidos en las fracciones III, VII, IX Y XV de este artículo se requerirá de la autorización 
expresa de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público. 

... 

Artículo 43.- El director general, dentro de sus funciones administrativas, someterá a la consideración del 
consejo directivo los proyectos y programas relacionados con las facultades que al propio consejo confiere el 
artículo anterior. 
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Además de las señaladas en esta y otras leyes, es facultad del director general la de designar y remover 
delegados fiduciarios. 

El director general será designado por el Ejecutivo Federal, a través del Secretario de Hacienda y Crédito 
Público, y tal nombramiento deberá recaer en la persona que reúna los requisitos señalados en el artículo 24 
de esta Ley. 

Los mismos requisitos deberán reunir los servidores públicos de la institución que ocupen cargos con las dos 
jerarquías administrativas inferiores a la del director general y los que para estos efectos determine el 
reglamento orgánico. Su designación se hará con base en los méritos obtenidos y con sujeción a lo dispuesto 
por el citado artículo 24. Cuando a criterio de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, los servidores 
públicos que ocupen cargos con las dos jerarquías administrativas inferiores no realicen funciones de carácter 
sustantivo, los podrá eximir de los requisitos contenidos en la fracción II del artículo 24 de esta Ley. 

La Comisión Nacional Bancaria y de Valores, con acuerdo de su Junta de Gobierno y después de escuchar al 
interesado, podrá determinar que se proceda a la remoción o suspensión de los delegados fiduciarios y 
servidores públicos que puedan obligar con su firma a la institución, con excepción del director general, 
cuando considere que tales personas no cuentan con la suficiente calidad técnica o moral para el desempeño 
de sus funciones o que en el desempeño de éstas no se hayan ajustado a las disposiciones legales y 
administrativas aplicables. Las resoluciones de remoción o suspensión podrán ser recurridas ante la Comisión 
Nacional Bancaria y de Valores, la cual resolverá a través de su Junta de Gobierno dentro de los quince días 
hábiles que sigan a la fecha en que la misma se hubiere notificado. La propia Comisión podrá recomendar al 
Ejecutivo Federal, a través de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, la remoción del director general de 
la institución, cuando considere que éste, en el desempeño de sus funciones, no se ha ajustado a las 
disposiciones legales y administrativas aplicables, o bien, no haya conducido la institución con base en las 
sanas prácticas bancarias. 

Artículo 44.- El órgano de vigilancia de las instituciones de banca de desarrollo estará integrado por dos 
comisarios, de los cuales uno será nombrado por la Secretaría de la Función Pública y el otro por los titulares 
de los certificados de aportación patrimonial de la serie "B". Por cada comisario propietario se nombrará el 
respectivo suplente. Los comisarios tendrán las más amplias facultades para examinar los libros de 
contabilidad y demás documentación de la sociedad nacional de crédito de que se trate, incluida la de su 
consejo, así como para llevar a cabo todos los demás actos que requiera el adecuado cumplimiento de sus 
funciones, y tendrá el derecho de asistir a las juntas del consejo directivo con voz. 

La designación de comisarios que realicen los tenedores de los certificados de aportación patrimonial de la 
serie "B" corresponderá a quien o quienes en su conjunto mantengan la mayoría de dicha serie. En el 
supuesto de que el titular sea el Gobierno Federal, la designación correspondiente la realizará el Secretario de 
Hacienda y Crédito Público. 

Artículo 45-C.- Para organizarse y operar como Filial se requiere autorización del Gobierno Federal, que 
compete otorgar discrecionalmente a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, con aprobación de su Junta 
de Gobierno, después de escuchar la opinión del Banco de México. Por su naturaleza estas autorizaciones 
serán intransmisibles. 

... 

Artículo 45-G.- ... 

... 

... 

Las acciones serán de igual valor; dentro de cada serie, conferirán a sus tenedores los mismos derechos, y 
deberán pagarse íntegramente en el acto de ser suscritas, en términos del artículo 12 de esta Ley. Las 
mencionadas acciones se mantendrán en depósito en alguna de las instituciones para el depósito de valores 
reguladas en la Ley del Mercado de Valores, las que en ningún caso se encontrarán obligadas a entregarlas a 
los titulares. 
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Artículo 45-H.- Las acciones serie "F" representativas del capital social de una Filial, únicamente podrán ser 
enajenadas previa autorización de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, con aprobación de su Junta 
de Gobierno. 

Salvo en el caso en que el adquirente sea una Institución Financiera del Exterior, una Sociedad Controladora 
Filial o una Filial, para llevar a cabo la enajenación deberán modificarse los estatutos sociales de la Filial 
cuyas acciones sean objeto de la operación. Tratándose de instituciones de banca múltiple Filiales, deberá 
cumplirse con lo dispuesto en el Capítulo I del presente Título. 

Cuando el adquirente sea una Institución Financiera del Exterior, una Sociedad Controladora Filial o una Filial, 
deberá observarse lo dispuesto en las fracciones I, III y IV del artículo 45-I. Cuando estas personas adquieran 
acciones representativas del capital social de una institución de banca múltiple Filial deberá también 
observarse lo dispuesto en la fracción V del mencionado artículo 45-I. 

No se requerirá autorización de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, ni modificación de estatutos 
cuando la transmisión de acciones sea, en garantía o propiedad, al Instituto para la Protección al Ahorro 
Bancario. 

Las personas que pretendan adquirir, directa o indirectamente, acciones serie "F" representativas del capital 
social de una institución de banca múltiple Filial, deberán obtener previamente la autorización de la Comisión 
Nacional Bancaria y de Valores, quien podrá otorgarla discrecionalmente, después de escuchar la opinión del 
Banco de México. 

Las autorizaciones anteriores estarán sujetas a las disposiciones de carácter general que emita dicha 
Comisión propiciando el sano desarrollo del sistema bancario, y se otorgarán, en su caso, sin perjuicio de lo 
establecido por el artículo 17. 

Artículo 45-I.- La Comisión Nacional Bancaria y de Valores, con aprobación de su Junta de Gobierno y 
después de escuchar la opinión del Banco de México, podrá autorizar a las Instituciones Financieras del 
Exterior, a las Sociedades Controladoras Filiales o a las Filiales la adquisición de acciones representativas del 
capital social de una o más instituciones de banca múltiple, siempre y cuando se cumplan los siguientes 
requisitos: 

I. ... 

II. En caso que se pretenda convertir la institución en Filial, deberán modificarse los estatutos sociales de la 
citada institución cuyas acciones sean objeto de enajenación, a efecto de cumplir con lo dispuesto en el 
presente capítulo; 

III. ... 

IV. Se deroga. 

V. ... 

Capítulo IV 

De las instituciones de banca múltiple que tengan vínculos de negocio o patrimoniales con personas morales 
que realicen actividades empresariales 

Artículo 45-O.- Las instituciones de banca múltiple que mantengan vínculos de negocio o patrimoniales con 
personas morales que realicen actividades empresariales, se regirán por lo previsto en el presente capítulo y 
las demás disposiciones contenidas en esta Ley. 

Sin perjuicio de lo anterior, las disposiciones contenidas en esta Capítulo, no serán aplicables a: 
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I. Instituciones de banca múltiple que formen parte de un grupo financiero constituido en términos de la Ley 
para Regular las Agrupaciones Financieras, respecto de las sociedades integrantes del grupo financiero y sus 
subsidiarias, incluyendo a la sociedad controladora, y 

II. Instituciones de banca múltiple que no sean integrantes de un grupo financiero respecto de aquellas 
entidades financieras reguladas por las leyes financieras vigentes que pertenezcan al mismo Grupo 
empresarial o Consorcio al que pertenezca la institución de banca múltiple. 

Artículo 45-P.- Para los efectos de este Capítulo, se entenderá por consorcio, control, directivo relevante, 
grupo de personas, grupo empresarial y poder de mando, lo señalado en el artículo 22 Bis de esta Ley. 
Adicionalmente por: 

I. Actividad empresarial, la señalada en el artículo 16 del Código Fiscal de la Federación. Quedarán excluidas 
las actividades habituales y profesionales de crédito que en un ejercicio representen la proporción de activos 
crediticios o ingresos asociados a dicha actividad, conforme a lo señalado en el artículo 8 de la Ley del 
Impuesto sobre la Renta. 

II. Influencia significativa, la titularidad de derechos que permitan, directa o indirectamente ejercer el voto 
respecto de cuando menos el veinte por ciento del capital social de una persona moral. 

III. Vínculo de negocio, el que derive de la celebración de convenios de inversión en el capital de otras 
personas morales, en virtud de los cuales se obtenga influencia significativa, quedando incluidos cualquier 
otro tipo de actos jurídicos que produzcan efectos similares a tales convenios de inversión. 

IV. Vínculo patrimonial, el que derive de la pertenencia por parte de la institución de banca múltiple a un 
consorcio o grupo empresarial, al que también pertenezca la persona moral. 

Artículo 45-Q.- Las instituciones de banca múltiple que mantengan vínculos de negocio o patrimoniales con 
personas morales que realicen actividades empresariales, deberán ajustarse a lo siguiente: 

I. Adoptar las medidas de control interno y contar con sistemas informáticos y de contabilidad, que aseguren 
su independencia operativa con respecto a cualquiera de los demás integrantes del consorcio o grupo 
empresarial al que pertenezcan, o bien, dé sus asociados. 

II. Contar con instalaciones que aseguren la independencia de los espacios físicos de sus oficinas 
administrativas con respecto a cualquiera de los demás integrantes del consorcio o grupo empresarial al que 
pertenezcan, o bien, de sus asociados. Sin perjuicio de lo anterior, los espacios físicos habilitados para la 
atención al público, tales como sucursales, podrán ubicarse en un mismo inmueble, siempre que el acceso al 
área interna de trabajo en la sucursal, se permita únicamente al personal de la institución. 

Artículo 45-R.- Los accionistas de las instituciones de banca múltiple a que se refiere este Capítulo, 
designarán a los miembros del consejo de administración. 

La mayoría de los consejeros podrán estar vinculados con la persona o grupo de personas que tengan el 
control del consorcio o grupo empresarial que realice actividades empresariales y mantenga vínculos de 
negocio o patrimoniales con la institución de banca múltiple., La mencionada mayoría se establecerá con las 
siguientes personas: 

A) Aquellas que tengan algún vínculo con el consorcio o grupo empresarial controlado por la persona o grupo 
de personas de referencia, esto es: 

I. Personas físicas que tengan cualquier empleo, cargo o comisión por virtud del cual puedan adoptar 
decisiones que trasciendan de forma significativa en la situación administrativa, financiera, operacional o 
jurídica de la persona moral, o del consorcio o grupo empresarial al que ésta pertenezca. Lo anterior, será 
aplicable también a las personas que hayan tenido dichos empleos, cargos o comisiones, durante los doce 
meses anteriores a la fecha del nombramiento o de la sesión correspondiente. 
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II. Personas físicas que tengan influencia significativa o poder de mando, en el consorcio o grupo empresarial 
al que pertenezca la institución. 

III. Clientes, prestadores de servicios, proveedores, deudores, acreedores, socios, consejeros o empleados de 
una persona moral que realice actividades empresariales, que sea cliente, prestador de servicios, proveedor, 
deudor o acreedor importante de la persona moral. 

Se considera que un cliente, prestador de servicios o proveedor es importante, cuando las ventas de la 
sociedad representen más del diez por ciento de las ventas totales del cliente, del prestador de servicios o del 
proveedor, durante los doce meses anteriores a la fecha del nombramiento o de la sesión correspondiente. 
Asimismo, se considera que un deudor o acreedor es importante, cuando el importe del crédito es mayor al 
quince por ciento de los activos de la propia sociedad o de su contraparte. 

IV. Personas que tengan parentesco por consanguinidad, afinidad o civil hasta el segundo grado, así como los 
cónyuges, la concubina y el concubinario, de cualquiera de las personas físicas referidas en las fracciones I a 
III de este artículo. 

B) Funcionarios de la institución de banca múltiple de que se trate. 

La mayoría a que se refiere este artículo sólo podrá ser conformada por una combinación de las personas 
físicas descritas en los incisos A) y B) anteriores, de tal forma, que las personas a que se refiere el inciso A) 
no sean mayoría. 

Sin perjuicio de lo anterior, la integración del consejo de administración deberá cumplir con los porcentajes de 
consejeros a que se refieren los artículos 22 y 23 de esta ley, así como con las demás disposiciones 
establecidas en el presente ordenamiento. 

Las instituciones de banca múltiple no podrán designar como director general o como funcionarios o directivos 
que ocupen las dos jerarquías inmediatas inferiores a aquél, a personas que ocupen un empleo, cargo o 
comisión de cualquier tipo, en alguno de los integrantes del consorcio o grupo empresarial al que pertenezca 
la institución o en personas morales que realicen actividades empresariales con las cuales la institución 
mantenga vínculos de negocio. Lo señalado en este párrafo, no será aplicable a los consejeros ni a los 
secretarios del consejo de las instituciones de banca múltiple. 

Artículo 45-S.- El consejo de administración de las instituciones de banca múltiple, o bien, un comité que al 
afecto establezca dicho órgano social, integrado por al menos un consejero independiente, quien lo presidirá, 
deberá aprobar la celebración de operaciones de cualquier naturaleza con alguno de los integrantes del grupo 
empresarial o consorcio al que las instituciones pertenezcan, o con personas morales que realicen actividades 
empresariales con las cuales la institución mantenga vínculos de negocio. 

La celebración de tales operaciones deberá pactarse en condiciones de mercado. Adicionalmente, las 
operaciones que por su importancia relativa sean significativas para la institución de banca múltiple, deberán 
celebrarse con base en estudios de precios de transferencia, elaborado por un experto de reconocido prestigio 
e independiente al grupo empresarial o consorcio al que pertenezca la institución. La información a que se 
refiere este párrafo, deberá estar disponible en todo momento para la Comisión Nacional Bancaria y de 
Valores. 

Las instituciones de banca múltiple deberán elaborar y entregar a la Comisión, durante el primer trimestre de 
cada año, un estudio anual de los precios de transferencia utilizados para la celebración de las operaciones a 
que se refiere este artículo, llevadas a cabo durante el año calendario inmediato anterior. 

Cuando se realicen operaciones que impliquen una transferencia de riesgos con importancia relativa en el 
patrimonio de la institución de banca múltiple de que se trate, por parte de algún integrante del consorcio o 
grupo empresarial al que ésta pertenezca, el director general deberá elaborar un informe al respecto y 
presentarlo a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores dentro de los veinte días hábiles siguientes a la 
fecha de celebración de dichas operaciones. 

Artículo 46.- ... 
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I. a XIV. ... 

XV. ... 

Las instituciones de crédito podrán celebrar operaciones consigo mismas en el cumplimiento de fideicomisos, 
mandatos o comisiones, cuando el Banco de México lo autorice mediante disposiciones de carácter general, 
en las que se establezcan requisitos, términos y condiciones que promuevan que las operaciones de 
referencia se realicen en congruencia con las condiciones de mercado al tiempo de su celebración, así como 
que se eviten conflictos de interés; 

XVI. a XXIV. ... 

XXV. Realizar operaciones derivadas, sujetándose a las disposiciones técnicas y operativas que expida el 
Banco de México, en las cuales se establezcan las características de dichas operaciones, tales como tipos, 
plazos, contrapartes, subyacentes, garantías y formas de liquidación; 

XXVI. Efectuar operaciones de factoraje financiero; 

XXVI bis. Emitir y poner en circulación cualquier medio de pago que determine el Banco de México, 
sujetándose a las disposiciones técnicas y operativas que éste expida, en las cuales se establezcan entre 
otras características, las relativas a su uso, monto y vigencia, a fin de propiciar el uso de diversos medios de 
pago; 

XXVII. Intervenir en la contratación de seguros para lo cual deberán cumplir con lo establecido en la Ley 
General de Instituciones y Sociedades Mutualistas de Seguros y en las disposiciones de carácter general que 
de la misma emanen, y 

XXVIII. ... 

Las instituciones de banca múltiple únicamente podrán realizar aquellas operaciones previstas en las 
fracciones anteriores que estén expresamente contempladas en sus estatutos sociales, previa aprobación de 
la Comisión Nacional Bancaria y de Valores en términos de lo dispuesto por los artículos 9Q y 46 Bis de la 
presente Ley. 

La Secretaría de Hacienda y Crédito Público, la Comisión Nacional Bancaria y de Valores y el Banco de 
México, dentro de la regulación que deban emitir en el ámbito de su competencia, deberán considerar las 
operaciones que las instituciones de banca múltiple estén autorizadas a realizar conforme a lo previsto en los 
artículos 8, 10 y 46 Bis de esta Ley, y diferenciar, cuando lo estimen procedente, dicha regulación en aspectos 
tales como la infraestructura con que deberán contar y la información que deberán proporcionar, entre otros. 

Artículo 46 Bis.- La Comisión Nacional Bancaria y de Valores autorizará a las instituciones de banca múltiple 
el inicio de operaciones o la realización de otras adicionales a las que le hayan sido autorizadas, de entre las 
señaladas en el artículo 46 de esta Ley, cuando acrediten el cumplimiento de lo siguiente: 

I. Que las operaciones de que se trate se encuentren expresamente señaladas en sus estatutos sociales; 

II. Que cuenten con el capital mínimo que les corresponda conforme a lo establecido en el artículo 19 de esta 
Ley, en función de las operaciones que pretendan realizar; 

III. Que cuenten con los órganos de gobierno y la estructura corporativa adecuados para realizar las 
operaciones que pretendan llevar a cabo, de acuerdo con lo establecido en esta Ley y en las disposiciones 
técnicas u operativas de carácter general emitidas por la Comisión Nacional Bancaria y de Valores tendientes 
a procurar el buen funcionamiento de las instituciones; 

IV. Que cuenten con la infraestructura y los controles internos necesarios para realizar las operaciones que 
pretendan llevar a cabo, tales como sistemas operativos, contables y de seguridad, oficinas, así como los 
manuales respectivos, conforme a las disposiciones aplicables, y 
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V. Que se encuentren al corriente en el pago de las sanciones impuestas por incumplimiento a esta Ley que 
hayan quedado firmes, así como en el cumplimiento de las observaciones y acciones correctivas que, en 
ejercicio de sus funciones, hubieren dictado la citada Comisión y el Banco de México. 

La Comisión Nacional Bancaria y de Valores practicará las visitas de inspección que considere necesarias a 
efecto de verificar el cumplimiento de los requisitos a que se refieren las fracciones I a IV de este artículo. La 
Comisión consultará con el Banco de México el cumplimiento de las medidas y sanciones que éste hubiere 
impuestos en el ámbito de su competencia. 

La institución de que se trate deberá inscribir en el Registro Público de Comercio, para efectos declarativos, la 
autorización que se le haya otorgado para el inicio de operaciones en términos del presente artículo, a más 
tardar a los treinta días posteriores a que le haya sido notificada. 

Artículo 46 Bis 1.- Las instituciones de crédito podrán pactar con terceros, incluyendo a otras instituciones de 
crédito o entidades financieras, la prestación de servicios necesarios para su operación, así como comisiones 
para realizar las operaciones previstas en el artículo 46 de esta Ley, de conformidad con las disposiciones de 
carácter general que expida la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, previo acuerdo de su Junta de 
Gobierno. 

Las operaciones que lleven a cabo los comisionistas deberán realizarse a nombre y por cuenta de las 
instituciones de crédito con las que celebren los actos jurídicos mencionados en el primer párrafo de este 
artículo. Asimismo, los instrumentos jurídicos que documenten las comisiones deberán prever que las 
instituciones de crédito responderán por las operaciones que los comisionistas celebren por cuenta de dichas 
instituciones, aun cuando éstas se lleven a cabo en términos distintos a los previstos en tales instrumentos 
jurídicos. Las disposiciones de carácter general a que se refiere el primer párrafo de este artículo, deberán 
contener, entre otros, los siguientes elementos: 

I. Los lineamientos técnicos y operativos que deberán observarse para la realización de tales operaciones, así 
como para salvaguardar la confidencialidad de la información de los usuarios del sistema bancario y proveer 
que en la celebración de dichas operaciones se cumplan las disposiciones aplicables; 

II. Las características de las personas físicas o morales que podrán ser contratadas por las instituciones como 
terceros en términos del presente artículo. Tratándose de entidades de la Administración Pública Federal o 
Estatal, las reglas sólo podrán incluir aquellas facultadas expresamente por su ley o reglamento para prestar 
los servicios o comisiones de que se trate; 

III. Los requisitos respecto de los procesos operativos y de control que las instituciones deberán exigir a los 
terceros contratados; 

IV. El tipo de operaciones que podrán realizarse a través de terceros, quedando facultada la Comisión 
Nacional Bancaria y de Valores para señalar el tipo de operaciones en los que se requerirá de su autorización 
previa; 

V. Los contratos de prestación de servicios o comisiones que celebren en términos de este artículo que la 
Comisión determine que deberán serie entregados por las instituciones de banca múltiple, así como la forma, 
condiciones y plazos de dicha entrega; 

VI. Los límites individuales y agregados aplicables a las operaciones que pOdrán llevarse a cabo a través de 
terceros, tratándose de las operaciones a que se refieren las fracciones I y II del artículo 46 de esta Ley; 

VII. Las políticas y procedimientos con que deberán contar las instituciones de crédito para vigilar el 
desempeño de los terceros que sean contratados, así como el cumplimiento de sus obligaciones 
contractuales, entre las cuales deberá preverse la obligación de dichos terceros de proporcionar a la Comisión 
Nacional Bancaria y de Valores, y a los auditores externos de las instituciones, a solicitud de éstas, los 
registros, la información y el apoyo técnico relativos a los servicios prestados a la institución, y 

VIII. Las operaciones y servicios que las instituciones no podrán pactar que los terceros les proporcionen en 
forma exclusiva. 
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Lo dispuesto en el artículo 117 de esta Ley le será también aplicable a los terceros a que se refiere el 
presente artículo, así como los representantes, directivos y empleados de dichos terceros, aún cuando dejen 
de laborar o prestar sus servicios a tales terceros. 

La Comisión Nacional Bancaria y de Valores, previo derecho de audiencia que se otorgue a la institución de 
crédito, podrá ordenar la suspensión parcial o total, temporal o definitiva, de la prestación de los servicios o 
comisiones a través del tercero de que se trate, cuando se incumplan las disposiciones que se mencionan en 
este artículo o pueda verse afectada la continuidad operativa de la institución de crédito o en protección de los 
intereses del público. Lo anterior, salvo que la propia Comisión apruebe un programa de regularización que 
reúna los requisitos que al efecto se establezcan en las disposiciones de carácter general referidas. 

La Comisión Nacional Bancaria y de Valores formulará directamente a las instituciones de crédito los 
requerimientos de información y, en su caso, las observaciones y medidas correctivas que deriven de la 
supervisión que realice con motivo de las actividades que las instituciones lleven a cabo a través de 
prestadores de servicios o comisionistas conforme a lo previsto en el presente artículo, para asegurar la 
continuidad de los servicios que las instituciones proporcionan a sus clientes, la integridad de la información y 
el apego a lo establecido en esta ley. Asimismo, la Comisión estará facultada, en todo momento, para efectuar 
actos de supervisión, inspección y vigilancia respecto de los prestadores de servicios o comisionistas que las 
instituciones contraten en términos de este artículo, así como practicar inspecciones a los terceros que 
contraten las instituciones de crédito con respecto de las actividades contratadas, o bien, ordenar a las 
instituciones realizar auditorías a dichos terceros, quedando obligada la propia institución a rendir un informe a 
la Comisión al respecto. 

La Comisión deberá especificar el objeto de las inspecciones o auditorías, las cuales deberán circunscribirse a 
la materia del servicio contratado y al cumplimiento de lo previsto en esta Ley y las disposiciones que de ella 
emanen. Al efecto, las instituciones deberán pactar en los contratos mediante los cuales se formalice la 
prestación de estos servicios o comisiones, la estipulación expresa del tercero contratado de que acepta 
apegarse a lo establecido en el presente artículo. 

Las empresas a las que se refiere el artículo 88 de la presente Ley, así como las entidades integrantes del 
grupo financiero al que pertenezca la institución, incluyendo a la sociedad controladora y a las subsidiarias del 
propio grupo financiero, no estarán sujetas a lo dispuesto en el presente artículo. Sin perjuicio de lo anterior, 
dichas empresas deberán sujetarse a las disposiciones de carácter general que le sean aplicables. 

Artículo 46 Bis 2.- La contratación de los servicios o comisiones a que se refiere el artículo 46 Bis 1 de esta 
Ley no eximirá a las instituciones de crédito, ni a sus directivos, delegados fiduciarios, empleados y demás 
personas que ocupen un empleo, cargo o comisión en la institución, de la obligación de observar lo 
establecido en el presente ordenamiento legal y en las disposiciones de carácter general que emanen de éste. 

La Comisión Nacional Bancaria y de Valores podrá solicitar a los prestadores de los servicios o comisionistas 
a que se refiere el artículo 46 Bis 1 anterior, por conducto de las instituciones de crédito, información, 
incluyendo libros, registros y documentos, respecto de los servicios que les provean, así como realizar visitas 
de inspección y decretar las medidas que las instituciones de crédito deberán observar para asegurar la 
continuidad de los servicios que éstas proporcionan a sus clientes, la integridad de la información y el apego a 
lo establecido en esta Ley. 

Artículo 46 Bis 3.- Las instituciones de crédito al celebrar operaciones en las que puedan resultar deudores de 
éstas sus funcionarios o empleados o las personas que ostenten algún cargo, mandato, comisión o cualquier 
otro título jurídico que las propias instituciones otorguen para la realización de las actividades que le son 
propias, deberán ajustarse a lo siguiente: 

I. Sólo podrán celebrar tales operaciones, cuando correspondan a prestaciones de carácter laboral otorgadas 
de manera general, o 

II. Cuando se trate de créditos denominados en moneda nacional documentados en tarjetas de crédito; para la 
adquisición de bienes de consumo duradero o destinados a la vivienda, siempre que en cualquiera de los 
casos señalados se celebren en las mismas condiciones que la institución de crédito tenga establecidas para 
el público en general. 
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La restricción a que se refiere este artículo, resulta igualmente aplicable a las operaciones que pretendan 
celebrar las instituciones de crédito con el o los comisarios propietarios o suplentes de la propia institución, así 
como los auditores externos independientes. 

Artículo 46 Bis 4.- Las instituciones de crédito podrán otorgar fianzas o cauciones sólo cuando no puedan ser 
atendidas por las instituciones de fianzas en virtud de su cuantía y previa autorización de la Comisión 
Nacional Bancaria y de Valores. La autorización que expida la Comisión sólo podrá aprobar garantías por 
cantidad determinada y, siempre y cuando, las instituciones de crédito acrediten que exigieron contragarantía 
en efectivo o en valores de los que puedan adquirir las instituciones de crédito conforme a esta Ley. 

Artículo 46 Bis 5.- A las instituciones de crédito también les está permitido: 

I. Dar en garantía sus propiedades en los casos que autorice la Comisión Nacional bancaria y de Valores, 
siempre y cuando ello coadyuve a la estabilidad de las instituciones de crédito o del sistema bancario. 

II. Dar en garantía, incluyendo prenda, prenda bursátil o fideicomiso de garantía, efectivo, derechos de crédito 
a su favor o los títulos o valores de su cartera, en operaciones que se realicen con el Banco de México, con 
las instituciones de banca de desarrollo, con el Instituto para la Protección al Ahorro Bancario o los 
fideicomisos públicos constituidos por el Gobierno Federal para el fomento económico. El Banco de México, 
mediante disposiciones de carácter general, podrá autorizar el otorgamiento de dichas garantías en términos 
distintos a los antes señalados, para lo cual deberá establecer entre otros aspectos, el tipo de operaciones a 
garantizar. 

III. Pagar anticipadamente, en todo o en parte, obligaciones a su cargo derivadas de depósitos bancarios de 
dinero, préstamos o créditos, cuando lo autorice el Banco de México mediante disposiciones de carácter 
general, en las cuales se establezcan los requisitos, así como los términos y condiciones conforme a los que 
procederán los respectivos pagos anticipados. 

IV. Pagar anticipadamente operaciones de reporto celebradas con el Banco de México, instituciones de 
crédito, casas de bolsa, así como con las demás personas que autorice el Banco de México mediante 
disposiciones de carácter general, en las cuales se establezcan los requisitos conforme a los cuales podrá 
realizarse el pago anticipado de estas operaciones. 

Artículo 46 Bis 6.- Las órdenes, actos y operaciones realizados a través de sistemas de pagos del exterior 
relativos a la ejecución, procesamiento, compensación y liquidación respecto de transferencias de recursos 
que sean solicitadas o realizadas por instituciones de crédito participantes a fin de que sean llevadas a cabo a 
través de dichos sistemas de pagos que, de conformidad con la legislación sustantiva aplicable en términos de 
las disposiciones que rijan al sistema de pagos de que se trate, sean consideradas firmes, irrevocables, 
exigibles u oponibles frente a terceros, tendrán dicho carácter en términos de la legislación mexicana. Lo 
antes señalado, también será aplicable a cualquier acto que, en términos de las normas internas de dicho 
sistema de pagos, se realice respecto de las referidas órdenes y operaciones de transferencias de recursos. 

Para efectos de lo dispuesto en el párrafo anterior, no se considerarán las normas conflictuales del derecho 
que rija al sistema de pagos del exterior, que hagan aplicables las normas sustantivas mexicanas o de un 
tercer estado. 

Cualquier resolución judicial o administrativa, incluido el embargo y otros actos de ejecución, así como las 
derivadas de la aplicación de normas de naturaleza concursal o de procedimientos que impliquen la 
liquidación o disolución de una institución participante en los citados sistemas de pagos del exterior, que 
tengan por objeto prohibir, suspender o de cualquier forma limitar los pagos o transferencias de recursos que 
las instituciones de crédito participantes realicen o instruyan a través de los referidos sistemas, sólo surtirá sus 
efectos y, por tanto, será obligatoria y ejecutable, a partir del día hábil bancario siguiente a aquél en que sea 
notificada al administrador del sistema de pagos de que se trate. 

Al surtir efectos las notificaciones el día hábil bancario siguiente al día en que la notificación sea realizada 
conforme a las disposiciones legales aplicables, dichas notificaciones no impedirán que se efectúe a través de 
tales sistemas de pagos, el procesamiento, la compensación y la liquidación de las órdenes ingresadas u 
operaciones realizadas en el mismo con anterioridad a que surtan efectos dichas notificaciones, ni afectará la 
firmeza de dichos actos. 
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En su caso, los recursos o bienes que reciba la institución participante de que se trate, como contraprestación 
por el cumplimiento de la operación respectiva, formarán parte de su patrimonio a fin de que sean utilizados 
por el liquidador o síndico, según corresponda, para pagar los pasivos de la institución en el orden de pago 
establecido en el artículo 122 Bis 24 de esta Ley. 

Las cuentas que los administradores de los sistemas de pagos del exterior referidos en el primer párrafo del 
presente artículo mantengan en el Banco de México serán inembargables en los mismos términos de lo 
señalado en el segundo párrafo del artículo 15 de la Ley de Sistemas de Pagos. 

No obstante lo dispuesto en los párrafos anteriores, los acreedores, los órganos concursales o cualquier 
tercero con interés jurídico podrán exigir de los participantes en los sistemas de pago, a través del ejercicio de 
las acciones legales conducentes, las prestaciones, indemnizaciones y responsabilidades que procedan 
conforme a derecho. 

Artículo 47.- Las instituciones de banca de desarrollo realizarán, además de las señaladas en el artículo 46 de 
esta Ley, las operaciones necesarias para la adecuada atención del correspondiente sector de la economía 
nacional y el cumplimiento de las funciones y objetivos que les sean propios, conforme a las modalidades y 
excepciones que, respecto a las previstas en ésta u otras leyes, determinen sus leyes orgánicas. Por lo que 
corresponde a los sistemas de registro y contabilidad de las operaciones bancarias, / no será aplicable lo 
dispuesto en la fracción VIII del artículo 37 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal. 

... 

... 

... 

Adicionalmente, las instituciones de banca de desarrollo, para la realización de las operaciones y servicios 
bancarios previstos en el artículo 46 de esta ley, sólo por excepción otorgada por la Secretaría de Hacienda y 
Crédito Público, podrán contratar los servicios de terceros o de otras instituciones de crédito a que hace 
referencia el artículo 46 Bis 1 de este ordenamiento. 

Artículo 50.- Las instituciones de crédito deberán mantener un capital neto en relación con los riesgos de 
mercado, de crédito y otros en que incurran en su operación, que no podrá ser inferior a la cantidad que 
resulte de sumar los requerimientos de capital por cada tipo de riesgo, en términos de las disposiciones 
generales que establezca la Comisión Nacional Bancaria y de Valores con aprobación de su Junta de 
Gobierno, para las instituciones de banca múltiple, por un lado, y para las instituciones de banca de desarrollo, 
por el otro. 

El capital neto, en su parte básica y complementaria, se determinará conforme a lo que establezca la propia 
Comisión en las mencionadas disposiciones que deberán salvaguardar la solvencia y estabilidad financiera de 
las instituciones de crédito y proteger los intereses del público. 

Al ejercer las atribuciones y expedir las disposiciones de carácter general a que se refiere este artículo, la 
Comisión Nacional Bancaria y de Valores deberá escuchar la opinión del Banco de México, así como tomar en 
cuenta los usos bancarios internacionales respecto a la adecuada capitalización de las instituciones de 
crédito, al tiempo que determinará las clasificaciones de los activos, de las operaciones causantes de pasivo 
contingente y otras operaciones, en función de su riesgo, determinando los porcentajes de ponderación que 
corresponda a los distintos grupos de activos y operaciones resultantes de las referidas clasificaciones. 

La Comisión Nacional Bancaria y de Valores, en las disposiciones generales a que se refiere el primer párrafo 
de este artículo, establecerá el procedimiento para el cálculo del índice de capitalización aplicable a las 
instituciones de crédito. 

... 

... 
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... 

Artículo 51.- ... 

I. y II. ... 

En adición a los límites señalados en las fracciones I y II anteriores, las citadas reglas podrán referirse a 
límites por entidades o segmentos del mercado que representen una concentración de riesgos de crédito, de 
mercado o incluso de operación. Para este último caso, también podrán preverse límites máximos para 
transacciones efectuadas con una o más personas que formen parte de un consorcio o grupo empresarial, y 
que impliquen la adquisición o el derecho al uso, goce o disfrute de bienes o servicios de cualquier tipo, bajo 
cualquier título jurídico, incluso con motivo de operaciones de fideicomiso. 

Para efectos de este artículo, se entenderá por control, consorcio y grupo empresarial, lo establecido en el 
artículo 22 Bis de esta Ley. 

Artículo 52.- Las instituciones de crédito podrán pactar la celebración de sus operaciones y la prestación de 
servicios con el público mediante el uso de equipos, medios electrónicos, ópticos o de cualquier otra 
tecnología, sistemas automatizados de procesamiento de datos y redes de telecomunicaciones, ya sean 
privados o públicos, y establecerán en los contratos respectivos las bases para determinar lo siguiente: 

I. Las operaciones y servicios cuya prestación se pacte; 

II. Los medios de identificación del usuario y las responsabilidades correspondientes a su uso, y 

III. Los medios por los que se hagan constar la creación, transmisión, modificación o extinción de derechos y 
obligaciones inherentes a las operaciones y servicios de que se trate. 

Cuando así lo acuerden con su clientela, las instituciones podrán suspender o cancelar el trámite de 
operaciones que aquélla pretenda realizar mediante el uso de equipos o medios a que se refiere el primer 
párrafo de este artículo, siempre que cuenten con elementos suficientes para presumir que los medios de 
identificación pactados para tal efecto han sido utilizados en forma indebida. Lo anterior también resultará 
aplicable cuando las instituciones detecten algún error en la instrucción respectiva. 

Asimismo, las instituciones podrán acordar con su clientela que, cuando ésta haya recibido recursos mediante 
alguno de los equipos o medios señalados en el párrafo anterior y aquéllas cuenten con elementos suficientes 
para presumir que los medios de identificación pactados para tal efecto han sido utilizados en forma indebida, 
podrán restringir hasta por quince días hábiles la disposición de tales recursos, a fin de llevar a cabo las 
investigaciones y las consultas que sean necesarias con otras instituciones de crédito relacionadas con la 
operación de que se trate. La institución de crédito podrá prorrogar el plazo antes referido hasta por diez días 
hábiles más, siempre que se haya dado vista a la autoridad competente sobre probables hechos ilícitos 
cometidos en virtud de la operación respectiva. 

No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, cuando las instituciones así lo hayan acordado con su 
clientela, en los casos en que, por motivo de las investigaciones antes referidas, tengan evidencia de que la 
cuenta respectiva fue abierta con información o documentación falsa, o bien, que los medios de identificación 
pactados para la realización de la operación de que se trate fueron utilizados en forma indebida, podrán, bajo 
su responsabilidad, cargar el importe respectivo con el propósito de que se abone en la cuenta de la que 
procedieron los recursos correspondientes. 

Las instituciones que por error hayan abonado recursos en alguna de las cuentas que lleven a su clientela, 
podrán cargar el importe respectivo a la cuenta de que se trate con el propósito de corregir el error, siempre 
que así lo hayan pactado con ella. 

En los casos señalados en los cuatro párrafos anteriores, las instituciones deberán notificar al cliente 
respectivo la realización de cualquiera de las acciones que hayan llevado a cabo de conformidad con lo 
previsto en los mismos. 
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El uso de los medios de identificación que se establezcan conforme a lo previsto por este artículo, en 
sustitución de la firma autógrafa, producirá los mismos efectos que las leyes otorgan a los documentos 
correspondientes y, en consecuencia, tendrán el mismo valor probatorio. 

La instalación y el uso de los equipos y medios señalados en el primer párrafo de este artículo se sujetarán a 
las reglas de carácter general que emita la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, sin perjuicio de las 
facultades con que cuenta el Banco de México para regular las operaciones que efectúen las instituciones de 
crédito relacionadas con los sistemas de pagos y las de transferencias de fondos en términos de su ley. 

Las instituciones de crédito podrán intercambiar información en términos de las disposiciones de carácter 
general a que se refiere el artículo 115 de esta Ley, con el fin de fortalecer las medidas para prevenir y 
detectar actos, omisiones u operaciones que pudieran favorecer, prestar ayuda, auxilio o cooperación de 
cualquier especie para la comisión de los delitos en contra de su clientela o de la propia institución. 

El intercambio de información a que se refiere el párrafo anterior no implicará trasgresión alguna a lo 
establecido en el artículo 117 de esta Ley. 

Artículo 55.- Las inversiones con cargo a la parte básica del capital neto de la institución, señalado en el 
artículo 50 de la presente Ley, se sujetarán a los siguientes límites: 

l. No excederá del sesenta por ciento de la parte básica del referido capital neto de la institución el importe de 
las inversiones en mobiliario y equipo, en inmuebles o en derechos reales que no sean de garantía, más el 
importe de las inversiones en el capital de las sociedades a que se refiere el artículo 88 de esta Ley; 

II. El importe de las adaptaciones y mejoras al mobiliario e inmuebles no podrá exceder del diez por ciento de 
la parte básica del propio capital neto de la institución. La Comisión Nacional Bancaria y de Valores podrá 
aumentar temporalmente en casos individuales este porcentaje, así como el señalado en la fracción que 
antecede, cuando a su juicio la cantidad resultante sea insuficiente para el destino indicado, y 

III. El importe total de inversiones en el capital de sociedades a que se refiere el artículo 89 de esta Ley no 
podrá exceder del menor de los siguientes montos: 

a) El equivalente al cincuenta por ciento de la parte básica del capital neto de la institución, o 

b) El excedente de la parte básica del capital neto de la institución sobre el capital mínimo. 

La suma de las inversiones a que se refieren las fracciones I y II de este artículo, el monto de las operaciones 
que exceda los límites previstos para la inversión de sus pasivos, y el valor estimado de los bienes, derechos 
y títulos que reciban en pago de adeudos o por adjudicación en remate dentro de los juicios relacionados con 
créditos a su favor, no podrá exceder de la parte básica del capital neto de la institución, señalado en el 
artículo 50 de la presente Ley. 

Asimismo, las instituciones de crédito que reciban bienes, derechos y títulos en pago de adeudos o por 
adjudicaciones en remate dentro de los juicios relacionados con créditos a su favor, que no deban conservar 
en su activo, deberán realizar el registro contable y la estimación máxima de valor que la propia Comisión 
establezca para estos supuestos al amparo de lo previsto en los artículos 99 y 102 de esta Ley. 

Artículo 57.- Los clientes de las instituciones de crédito que mantengan cuentas de depósito o de inversión a 
las que se refieren las fracciones I y II del artículo 46 de esta Ley podrán autorizar a terceros para que hagan 
disposiciones de efectivo con cargo a dichas cuentas. Para ello, las instituciones deberán contar con la 
autorización del titular o titulares de la cuenta. 

Asimismo, los clientes de las instituciones de crédito podrán domiciliar el pago de bienes y servicios en las 
cuentas de depósito referidas en los incisos a) y c) de la fracción I del artículo 46 de esta Ley. Los clientes 
podrán autorizar los cargos directamente a la institución de crédito o a los proveedores de los bienes o 
servicios. 
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Las instituciones de crédito podrán cargar a las mencionadas cuentas los importes correspondientes, siempre 
y cuando: 

I. Cuenten con la autorización del titular o titulares de la cuenta de que se trate, o 

II. El titular o titulares de la cuenta autoricen los cargos por medio del proveedor y éste, a través de la 
institución de crédito que le ofrezca el servicio de cobro respectivo, instruya a la institución de crédito que 
mantenga el depósito correspondiente a realizar los cargos. En este caso, la autorización podrá quedar en 
poder del proveedor. 

El titular de la cuenta de depósito que desee objetar un cargo de los previstos en el segundo párrafo de este 
artículo deberá seguir el procedimiento y cumplir los requisitos que, al efecto, establezca el Banco de México 
mediante disposiciones de carácter general. 

En los supuestos y plazos que señalen las disposiciones mencionadas en el párrafo anterior, cuando una 
misma institución lleve las cuentas del depositante que objetó el cargo y del proveedor, deberá abonar en la 
primera el importe total del cargo objetado y posteriormente podrá cargar tal importe a la cuenta que lleve al 
proveedor. Cuando las aludidas cuentas las lleven instituciones de crédito distintas, la institución que lleve la 
cuenta del proveedor deberá devolver los recursos correspondientes a la institución que lleve la cuenta al 
depositante para que los abone a ésta y, posteriormente, la institución que lleve la cuenta al proveedor podrá 
cargar a ella el importe correspondiente. 

Previo a la prestación de los servicios de domiciliación a que se refiere este artículo, las instituciones de 
crédito deberán pactar con los proveedores el procedimiento para efectuar los cargos a que se refiere el 
párrafo anterior. 

En cualquier momento, el depositante podrá solicitar la cancelación de la domiciliación a la institución de 
crédito que le lleve la cuenta, sin importar quién conserve la autorización de los cargos correspondientes. La 
citada cancelación surtirá efectos en el plazo que establezca el Banco de México en las disposiciones de 
carácter general a que se refiere el presente artículo, el cual no podrá exceder de los diez días hábiles 
bancarios siguientes a aquél en que la institución de crédito la reciba, por lo que a partir de dicha fecha deberá 
rechazar cualquier nuevo cargo en favor del proveedor. 

Las autorizaciones, instrucciones y comunicaciones a que se refiere este artículo podrán llevarse a cabo por 
escrito con firma autógrafa o a través de medios electrónicos, ópticos o de cualquier otra tecnología que 
previamente convengan las partes. 

Artículo 58.- Las condiciones generales que se establezcan respecto a los depósitos a la vista, retirables en 
días preestablecidos y de ahorro podrán ser modificadas por la institución conforme a las disposiciones 
aplicables, mediante aviso dado con treinta días de anticipación, por escrito, a través de publicaciones en 
periódicos de amplia circulación. Tratándose de incrementos al importe de las comisiones, así como de 
nuevas comisiones que pretendan cobrar, se estará a lo dispuesto en la Ley para la Transparencia y 
Ordenamiento de los Servicios Financieros. 

... 

Artículo 59.- ... 

J 

Las cuentas de ahorro podrán ser abiertas a favor de menores de edad, sin perjuicio de que, con base en la 
legislación común, los menores de edad puedan celebrar otros depósitos bancarios de dinero. En todos los 
casos, las disposiciones de fondos solo podrán ser hechas por los representantes del titular. 

Artículo 60.- ... 

... 
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Las instituciones no incurrirán en responsabilidad por el cumplimiento de las órdenes de embargo o de 
liberación de embargo que sean dictadas por las autoridades judiciales o administrativas correspondientes. 

Artículo 61.- El principal y los intereses de los instrumentos de captación que no tengan fecha de vencimiento, 
o bien, que teniéndola se renueven en forma automática, así como las transferencias o las inversiones 
vencidas y no reclamadas, que en el transcurso de tres años no hayan tenido movimiento por depósitos o 
retiros y, después de que se haya dado aviso por escrito, en el domicilio del cliente que conste en el 
expediente respectivo, con noventa días de antelación, deberán ser abonados en una cuenta global que 
llevará cada institución para esos efectos. Con respecto a lo anterior, no se considerarán movimientos a los 
cobros de comisiones que realicen las instituciones de crédito. 

Las instituciones no podrán cobrar comisiones cuando los recursos de los instrumentos bancarios de 
captación se encuentren en los supuestos a que se refiere este artículo a partir de su inclusión en la cuenta 
global. Los recursos aportados a dicha cuenta únicamente generarán un interés mensual equivalente al 
aumento en el índice Nacional de Precios al Consumidor en el período respectivo. 

Cuando el depositante o inversionista se presente para realizar un depósito o retiro, o reclamar la 
transferencia o inversión, la institución deberá retirar de la cuenta global el importe total, a efecto de abonarlo 
a la cuenta respectiva o entregárselo. 

Los derechos derivados por los depósitos e inversiones y sus intereses a que se refiere este artículo, sin 
movimiento en el transcurso de tres años contados a partir de que estos últimos se depositen en la cuenta 
global, cuyo importe no exceda por cuenta, al equivalente a trescientos días de salario mínimo general vigente 
en el Distrito Federal, prescribirán en favor del patrimonio de la beneficencia pública. Las instituciones estarán 
obligadas a enterar los recursos correspondientes a la beneficencia pública dentro de un plazo máximo de 
quince días contados a partir del 31 de diciembre del año en que se cumpla el supuesto previsto en este 
párrafo. 

Las instituciones estarán obligadas a notificar a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores sobre el 
cumplimiento del presente artículo dentro de los dos primeros meses de cada año. 

Artículo 65.- Para el otorgamiento de sus créditos, las instituciones de crédito deberán estimar la viabilidad de 
pago de los mismos por parte de los acreditados o contrapartes, valiéndose para ello de un análisis a partir de 
información cuantitativa y cualitativa, que permita establecer su solvencia crediticia y la capacidad de pago en 
el plazo previsto del crédito. Lo anterior, deberá observarse sin menoscabo de considerar el valor monetario 
de las garantías que se hubieren ofrecido. 

De igual manera, las modificaciones a los contratos de crédito que las instituciones acuerden con sus 
acreditados, por convenir a sus respectivos intereses, deberán basarse en análisis de viabilidad de pago, a 
partir de información cuantitativa y cualitativa, en los términos del párrafo anterior. 

Cuando se presenten o se presuman circunstancias financieras adversas o diferentes de aquellas 
consideradas en el momento del análisis original, que le impiden al acreditado hacer frente a sus 
compromisos adquiridos en tiempo y forma, o cuando se mejore la viabilidad de la recuperación, las 
instituciones de crédito deberán basarse en análisis cuantitativos y cualitativos que reflejen una mejoría en las 
posibilidades de recuperación del crédito, para sustentar la viabilidad de la reestructura que se acuerde. En 
estos casos, las instituciones de crédito deberán realizar las gestiones necesarias para la obtención de pagos 
parciales o garantías adicionales a las originalmente contratadas. Si en la reestructura, además de la 
modificación de condiciones originales, se requiriera de recursos adicionales, deberá contarse con un estudio 
que soporte la viabilidad de pago del adeudo agregado bajo las nuevas condiciones. 

En todos los casos deberá existir constancia de que los procedimientos de crédito se ajustaron a las políticas 
y lineamientos que la propia institución de crédito hubiere establecido en los manuales que normen su 
proceso crediticio. En dichas políticas y lineamientos se deberán incluir los procedimientos relativos a crédito y 
operaciones con instrumentos financieros derivados no cotizados en bolsa, así como las aplicables a las 
contrapartes. 

Para la adecuada observancia de lo previsto en el presente artículo, las instituciones de crédito se ajustarán a 
las disposiciones de carácter prudencial que, en materia de crédito y administración de riesgos, expida la 
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Comisión Nacional Bancaria y de Valores para procurar la solvencia de las instituciones de crédito y proteger 
los intereses del público. 

La Comisión Nacional Bancaria y de Valores vigilará que las instituciones de crédito observen debidamente lo 
dispuesto en el presente artículo. 

Artículo 66.- ... 

I. a IV. ... 

V. Podrá exceder del cincuenta por ciento la parte de los créditos refaccionarios que se destine a cubrir los 
pasivos a que se refiere el párrafo segundo del artículo 323 de la Ley General de Títulos y Operaciones de 
Crédito, sólo en los casos que la Comisión Nacional Bancaria y de Valores autorice a la institución de crédito 
para ello, siempre que se acredite el cumplimiento de los requisitos señalados en el artículo 65 de esta Ley. 

Artículo 71.- Las instituciones de crédito, al emitir las cartas de crédito a que se refieren las fracciones VIII y 
XIV del artículo 46 de esta Ley, se sujetarán a lo señalado en este artículo y, de manera supletoria, a los usos 
y prácticas que expresamente indiquen las partes en cada una de ellas, sin que resulte aplicable para esta 
operación lo dispuesto en la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito en materia de cartas de crédito. 

Para efectos de esta Ley, se entenderá por carta de crédito al instrumento por virtud del cual una institución 
de crédito se obliga a pagar, a la vista o a plazo, a nombre propio o por cuenta de su cliente, directamente o a 
través de un banco corresponsal, una suma dedinero determinada o determinable a favor del beneficiario, 
contra la presentación de los documentos respectivos, siempre y cuando se cumplan los términos y 
condiciones previstos en la propia carta de crédito. 

Las cartas de crédito podrán ser emitidas por las instituciones de crédito con base en el otorgamiento de 
créditos o previa recepción de su importe como prestación de un servicio. En ambos casos, los documentos 
con base en los cuales se lleve a cabo la emisión de la carta de crédito deberán contener, al menos, los 
términos y condiciones para el ejercicio del crédito o la prestación del servicio, el pago de principal, 
accesorios, gastos y comisiones, así como la devolución de las cantidades no utilizadas. 

Una vez emitidas las cartas de crédito, la obligación de pago de la institución de crédito emisora será 
independiente de los derechos y obligaciones que ésta tenga frente a su cliente. Las cartas de crédito deberán 
establecer un plazo de vigencia determinado o determinable. 

Las cartas de crédito irrevocables solo podrán ser modificadas o canceladas con la aceptación expresa de la 
institución emisora, del beneficiario y, en su caso, de la institución confirmadora. 

Para efectos del presente artículo, se entenderá por confirmación el compromiso expreso de pago que asume 
una institución de crédito respecto de una carta de crédito emitida por otra, a petición de esta última. La 
confirmación de la carta de crédito que realice una institución de crédito implicará para ella una obligación 
directa de pago frente al beneficiario, sujeta a que éste cumpla con los términos y condiciones previstos en la 
propia carta de crédito. Dicha obligación de pago es independiente de los derechos y obligaciones que existan 
entre la institución de crédito que realiza la confirmación y la institución emisora. 

Las instituciones de crédito no serán responsables por: 

I. El cumplimiento o incumplimiento del hecho o acto que motive la emisión de la carta de crédito; 

II. La exactitud, autenticidad o valor legal de cualquier documento presentado al amparo de la carta de crédito; 

III. Los actos u omisiones de terceros, aun si esos terceros son designados por la institución de crédito 
emisora, incluyendo a bancos que actúen como corresponsales; 

IV. La calidad, cantidad, peso, valor o cualquier otra característica de las mercancías o servicios descritos en 
los documentos; 
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V. El retraso o extravío en los medios de envío o de comunicación, y 

VI. El incumplimiento por caso fortuito o fuerza mayor. 

Las cartas de crédito a que se refiere este artículo podrán ser comerciales, así como de garantía o 
contingentes. 

Las cartas de crédito comerciales permiten al beneficiario hacer exigible el pago de una obligación derivada 
de una operación de comercio, contra la presentación de los documentos en ellas previstos y de conformidad 
con sus términos y condiciones. Cuando se utilicen las expresiones "crédito documentario", "crédito comercial 
documentario" y "crédito comercial", se entenderá que se refieren a las cartas de crédito comerciales previstas 
en este párrafo. 

Como excepción a lo dispuesto en la fracción XV del artículo 106 de esta Ley, las instituciones emisoras o 
confirmadoras podrán pagar anticipadamente obligaciones a su cargo provenientes de cartas de crédito 
comerciales a plazo y, en su caso, de las aceptaciones a plazo giradas en relación con tales cartas de crédito, 
cuando los documentos presentados por el beneficiario cumplan con los términos y condiciones previstos en 
dichas cartas de crédito. Lo anterior no modifica las obligaciones del cliente con la institución emisora. 

Las cartas de crédito de garantía o contingentes garantizan el pago de una suma determinada o determinable 
de dinero, a la presentación del requerimiento de pago y demás documentos previstos en ellas, siempre y 
cuando se cumplan los requisitos estipulados. 

Salvo pacto en contrario, la resolución de controversias relacionadas con las cartas de crédito se sujetará a la 
jurisdicción de los tribunales competentes del lugar donde se emitan. No obstante lo anterior, la obligación de 
pago derivada de la confirmación de cartas de crédito, salvo pacto en contrario, será exigible ante los 
tribunales competentes del lugar donde se efectúe la confirmación. 

Artículo 72 Bis.- Los clientes de las instituciones de crédito que tengan celebrados contratos de apertura de 
crédito en cuenta corriente, a los que se refiere la fracción VII del artículo 46 de esta Ley, podrán autorizar a 
dichas instituciones o a proveedores que se realice el pago de bienes y servicios con cargo a la cuenta que 
corresponda a dicho contrato. 

Para ello, las instituciones de crédito podrán cargar a las mencionadas cuentas los importes correspondientes, 
siempre y cuando: 

l. Cuenten con la autorización del titular o titulares de la cuenta de que se trate, o 

II. El titular o titulares de la cuenta autoricen los cargos por medio del proveedor y éste, a través de la 
institución de crédito que le ofrezca el servicio de cobro respectivo, instruya a la institución de crédito que 
mantenga la cuenta correspondiente a realizar los cargos. En este caso, la autorización podrá quedar en 
poder del proveedor. 

El titular de la cuenta que desee objetar algún pago deberá seguir el procedimiento que, al efecto, establezca 
el Banco de México mediante disposiciones de carácter general. Previo a la prestación de los servicios de 
domiciliación a que se refiere este artículo, las instituciones de crédito deberán pactar con los proveedores el 
procedimiento para efectuarles dichos cargos. 

En cualquier momento el cliente podrá solicitar a la institución de crédito la cancelación de la autorización a 
que se refiere el presente artículo, independientemente de quién la conserve. La citada cancelación surtirá 
efectos en el plazo que establezca el Banco de México en las disposiciones de carácter general a que se 
refiere el párrafo anterior, el cual no podrá exceder de los diez días hábiles bancarios siguientes a aquél en 
que la institución de crédito la reciba, por lo que, a partir de dicha fecha, deberá rechazar cualquier nuevo 
cargo a favor del proveedor. 

Las autorizaciones, instrucciones y comunicaciones a que se refiere este artículo podrán llevarse a cabo por 
escrito con firma autógrafa o a través de medios electrónicos, ópticos o de cualquier otra tecnología que 
previamente convengan las partes. 
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Artículo 73.- ... 

Para efectos de esta Ley, se entenderá como operaciones con personas relacionadas aquéllas en las que 
resulten o puedan resultar deudoras de las instituciones de banca múltiple, cuando se trate, entre otras, de 
operaciones de depósito u otras disponibilidades o de préstamo, crédito o descuento, otorgadas en forma 
revocable o irrevocable y documentadas mediante títulos de crédito o convenio, reestructuración, renovación o 
modificación, quedando incluidas las posiciones netas a favor de la institución por operaciones derivadas y las 
inversiones en valores distintos a acciones. Serán personas relacionadas las que se indican a continuación: 

I. a IV. ... 

V. ... 

La participación indirecta de las instituciones de banca múltiple y de las sociedades controladoras a través de 
los inversionistas institucionales que prevé el artículo 15 de esta Ley no computarán para considerar a la 
empresa emisora como relacionada; 

VI. Las personas morales en las que los funcionarios de las instituciones sean consejeros o administradores u 
ocupen cualquiera de los tres primeros niveles jerárquicos en dichas personas morales, y 

VII. Las personas morales en las que cualquiera de las personas señaladas en las fracciones anteriores, así 
como las personas a las que se refiere la fracción VI del artículo 106 de este ordenamiento, posean directa o 
indirectamente el control del diez por ciento o más de los títulos representativos del capital de dichas personas 
morales, o bien, en las que tengan poder de mando. 

Asimismo, se considerará una operación con personas relacionadas aquélla que se realice a través de 
cualquier persona o fideicomiso, cuando la contraparte y fuente de pago de dicha operación dependa de una 
de las personas relacionadas a que se refiere este artículo. 

... 

... 

Artículo 73 Bis.- ... 

... 

... 

... 

... 

El citado comité deberá presentar un informe de su gestión al consejo de administración con la periodicidad 
que éste le indique, sin que ésta exceda de ciento ochenta días. 

La suma total de las operaciones con personas relacionadas no podrá exceder del cincuenta por ciento de la 
parte básica del capital neto de la institución, señalado en el artículo 50 de la presente Ley. Tratándose de 
préstamos o créditos revocables, computará para este límite únicamente la parte dispuesta. 

... 

... 

... 
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... 

... 

a) El Gobierno Federal y el Instituto para la Protección al Ahorro Bancario; 

b) Las empresas de servicios complementarios o auxiliares de la banca, a que se refiere el artículo 88 de esta 
Ley; 

c) ... 

d) Cualquiera de las personas relacionadas señaladas en el artículo 73, que se aprueben utilizando los 
mismos parámetros aplicables a la clientela en general, hasta por un monto que no exceda del equivalente a 
400,000 Unidades de Inversión por persona, y 

e) Personas no relacionadas que otorguen en garantía derechos de crédito o valores cuyo obligado sea 
alguna de las personas a que se refiere el artículo 73 de esta Ley, hasta en tanto no se ejecute dicha garantía, 
siempre y cuando cuenten con una fuente primaria de pago que sea independiente a la garantía otorgada. 

Artículo 73 Bis 1.- ... 

a) a c) ... 

d) Poder de mando.- al supuesto que actualice una persona física acorde con lo establecido en el artículo 22 
Bis de esta Ley. 

Artículo 75.- Las instituciones de banca múltiple, así como las de banca de desarrollo que estén facultadas 
para ello en sus respectivas leyes orgánicas podrán realizar inversiones, adquirir obligaciones de compra o de 
venta de títulos representativos del capital o realizar aportaciones futuras de capital de sociedades distintas a 
las señaladas en los artículos 88 y 89 de esta Ley, conforme a las bases siguientes: 

I. Hasta el cinco por ciento del capital pagado de la emisora; 

II. Más del cinco y hasta el quince por ciento del capital pagado de la emisora, durante un plazo que no 
exceda de tres años, previo acuerdo de la mayoría de los consejeros de la serie "O" o "F", según corresponda 
y, en su caso, de la mayoría de los de la serie "B". La Comisión Nacional Bancaria y de Valores podrá ampliar 
el plazo a que se refiere esta fracción, considerando la naturaleza y situación de la empresa de que se trate, y 

III. Por porcentajes y plazos mayores, cuando se trate de empresas que desarrollen proyectos nuevos de 
larga maduración o realicen actividades susceptibles de fomento,previa, autorización de la Comisión Nacional 
Bancaria y de Valores, quien la otorga á o negara discrecionalmente, después de escuchar la opinión del 
Banco de México. Dicha Comisión fijará las medidas, condiciones y plazos de tenencia de las acciones, 
deacuerdo con la naturaleza y finalidades de las propias empresas. Cuando la institución mantenga el control 
de las empresas citadas y, a su vez, éstas realicen inversiones en otras, dichas empresas deberán sujetarse a 
lo dispuesto en esta fracción y computarán como si fueran realizadas por la institución, para efectos del límite 
a que se refiere el antepenúltimo párrafo de este artículo. 

Cuando las inversiones de las instituciones de banca de desarrollo referidas en el párrafo primero de este 
artículo se efectúen respecto de empresas que realicen actividades susceptibles de fomento, la autorización 
corresponderá a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, la cual ejercerá las facultades que, al respecto, 
este artículo otorga a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores. Para efectos de lo previsto en este párrafo, 
la Secretaría de Hacienda y Crédito Público determinará qué actividades son de fomento, de conformidad con 
el objeto asignado a cada una de las instituciones de banca de desarrollo en sus respectivas leyes orgánicas. 

Las instituciones de crédito diversificarán las inversiones a que se refiere este artículo de conformidad con las 
bases previstas en el artículo 51 de esta Ley y, en todo caso, deberán observar los límites que propicien la 
dispersión de riesgos, así como una sana revolvencia para apoyar a un mayor número de proyectos. 
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Asimismo, dichas inversiones quedarán sujetas a las medidas prudenciales y disposiciones de carácter 
general que dicte la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, sin perjuicio de aquellas otras que, en lo 
particular, determine la propia Comisión o la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, en el ámbito de su 
competencia conforme a este artículo, para las instituciones respectivas. 

El importe total de las inversiones que cada institución realice con base en el presente artículo no excederá 
del treinta por ciento para las inversiones que se realicen en acciones cotizadas en bolsas de valores 
reconocidas por las autoridades financieras mexicanas, con base en la fracción I del presente artículo; ni del 
treinta por ciento para las inversiones que se realicen en acciones no cotizadas en las citadas bolsas de 
valores, con base en la fracción I del presente artículo, así como las realizadas conforme a las fracciones II y 
III anteriores; ambos porcentajes de la parte básica del capital neto señalado en el artículo 50 de la presente 
Ley. Para efecto del límite en las inversiones u obligaciones sobre acciones de empresas cotizadas en bolsas 
de valores, de las contenidas en la fracción I de este artículo, este se calculará conforme a las disposiciones 
de carácter general a que se refiere el párrafo anterior, las cuales podrán prever los casos en los que se 
consideren las posiciones netas. 

Las adquisiciones de acciones por dación en pago o capitalización de pasivos provenientes de personas 
distintas a las que se refiere el artículo 73 de esta Ley no computarán para determinar el importe total de las 
inversiones durante los primeros tres años posteriores a que se haya realizado la operación correspondiente. 

En ningún caso las instituciones de banca múltiple podrán realizar inversiones en títulos representativos del 
capital de sociedades que, a su vez, tengan el carácter de accionistas en la propia institución o en la sociedad 
controladora de ésta. Tal restricción también será aplicable a las inversiones en títulos representativos del 
capital de sociedades controladas por dichos accionistas o que los controlen. 

Artículo 76.- La Comisión Nacional Bancaria y de Valores, después de escuchar la opinión del Banco de 
México, determinará mediante disposiciones técnicas y operativas de carácter general, las bases para la 
calificación de la cartera de créditos de las instituciones de crédito, la documentación e información que éstas 
recabarán para el otorgamiento, renovación y, durante la vigencia de créditos de cualquier naturaleza, con o 
sin garantía real, los requisitos que dicha documentación habrá de reunir y la periodicidad con que deba 
obtenerse, así como la integración de las reservas preventivas, que tengan que constituirse por cada rango de 
calificación, buscando asegurar la solvencia y estabilidad de las instituciones y la confiabilidad de su 
información financiera. 

Artículo 81.- Las operaciones con valores que realicen las instituciones de crédito en cumplimiento de 
fideicomisos, mandatos, comisiones y contratos de administración, se realizarán en términos de las 
disposiciones de esta Ley y de la Ley del Mercado de Valores, así como de conformidad con las reglas 
generales que, en su caso, emita el Banco de México oyendo la opinión de la Comisión Nacional Bancaria y 
de Valores, con el objeto de procurar el desarrollo ordenado del mercado de valores. 

I 

Las instituciones de crédito, con sujeción a las disposiciones de carácter general que expida el Banco de 
México, podrán realizar operaciones de reporto y préstamo de valores por cuenta de terceros, sin la 
intermediación de casas de bolsa. En dichas disposiciones se deberá establecer, entre otros aspectos, sus 
características, las contrapartes autorizadas, los valores objeto de estas operaciones, los plazos, la forma de 
liquidación, así como las garantías que, en su caso, podrán otorgarse. 

Artículo 84.- ... 

Las acciones para pedir cuentas, para exigir la responsabilidad de las instituciones de crédito y para pedir la 
remoción corresponderá al o los fideicomisarios o a sus representantes legales, en cualquier caso, en la 
medida de sus intereses, y a falta de aquéllos, al Ministerio Público, sin perjuicio de que el fideicomitente 
pueda reservarse, en el acto constitutivo del fideicomiso o en las modificaciones del mismo, el derecho para 
ejercitar esta acción. 

En caso de renuncia o remoción, se estará a lo dispuesto en el párrafo final del artículo 385 de la Ley General 
de Títulos y Operaciones de Crédito. 
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Artículo 85 Bis 1.- La Comisión Nacional Bancaria y de Valores y la Comisión Nacional de Seguros y Fianzas, 
según corresponda, podrán suspender, por un período no menor a ciento ochenta días, la contratación de 
nuevas operaciones de fideicomisos de garantía, a las entidades que sean condenadas a pagar en más de 
una ocasión las indemnizaciones a que se refiere el artículo 393 de la Ley General de Títulos y Operaciones 
de Crédito. 

Artículo 87.- Las instituciones de banca múltiple deberán insertar en una publicación periódica de amplia 
circulación regional de la localidad de que se trate, un aviso dirigido al público que contenga la información 
relativa a la reubicación o clausura de las sucursales respectivas, con una anticipación de quince días a la 
fecha en que se tenga programada. 

Las instituciones de banca múltiple requerirán autorización de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores 
para el establecimiento, cambio de ubicación y clausura de cualquier clase de oficinas en el extranjero, así 
como para la cesión del activo o pasivo de sus sucursales. 

... 

La Secretaría de Hacienda y Crédito Público escuchará la opinión del Banco de México y de la Comisión 
Nacional Bancaria y de Valores para autorizar lo señalado en el párrafo precedente. 

Artículo 88.- Las instituciones de banca múltiple, así como las de banca de desarrollo que estén facultadas 
para ello en sus respectivas leyes orgánicas requerirán autorización de la Comisión Nacional Bancaria y de 
Valores para invertir en títulos representativos del capital social de empresas que les presten servicios 
complementarios o auxiliares en su administración o en la realización de su objeto, así como de sociedades 
inmobiliarias que sean propietarias o administradoras de bienes destinados a sus oficinas. 

Cuando las inversiones de las instituciones de banca de desarrollo referidas en el párrafo que antecede se 
efectúen respecto de empresas que les presten servicios complementarios o auxiliares en la realización de su 
objeto, la autorización corresponderá a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público. 

Las empresas y sociedades en cuyo capital social participen las instituciones de crédito conforme al presente 
artículo se sujetarán a las reglas generales que dicte la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, las cuales 
tendrán como finalidad primordial permitir la supervisión del desempeño y situación de las instituciones, así 
como a la inspección y vigilancia de la misma y, en consecuencia, deberán cubrir las cuotas de inspección y 
vigilancia correspondientes. 

Artículo 89.- Se requerirá autorización de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, previo acuerdo de su 
Junta de Gobierno, para que las instituciones de banca múltiple y las de banca de desarrollo que estén 
facultadas para ello en sus respectivas leyes orgánicas inviertan, directa o indirectamente, en títulos 
representativos del capital social de entidades financieras del exterior. 

Cuando alguna institución de crédito sea propietaria, directa o indirectamente, de acciones con derecho a voto 
de entidades financieras del exterior que representen, por lo menos, el cincuenta y uno por ciento del capital 
pagado, tenga el control de las asambleas generales de accionistas, esté en posibilidad de nombrar a la 
mayoría de los miembros del consejo de administración o sus equivalentes o, por cualquier otro medio, 
controle a las mencionadas entidades, la institución de crédito correspondiente deberá proveer lo necesario 
para que la entidad financiera de que se trate realice sus actividades sujetándose a la legislación extranjera 
que le sea aplicable y a las disposiciones que determinen las autoridades financieras mexicanas. 

Las instituciones a que se refiere el párrafo primero de este artículo podrán invertir en el capital social de 
sociedades de inversión, sociedades operadoras de éstas, administradoras de fondos para el retiro, 
sociedades de inversión especializadas de fondos para el retiro y sociedades financieras de objeto múltiple, 
sin que, respecto de aquellas instituciones que formen parte de grupos financieros, resulten aplicables los 
límites a que se refiere el artículo 31 de la Ley para Regular las Agrupaciones Financieras, así como en el de 
sociedades de información crediticia en los términos de la legislación aplicable. Asimismo, cuando dichas 
instituciones no formen parte de grupos financieros, podrán invertir en el capital social de organizaciones 
auxiliares del crédito e intermediarios financieros que no sean instituciones de crédito, casas de bolsa, 
instituciones y sociedades mutualistas de seguros e instituciones de fianzas, previa autorización de la 
Comisión Nacional Bancaria y de Valores con aprobación de su Junta de Gobierno. 
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Las solicitudes de autorización de las inversiones a que se refiere este artículo, deberán acompañarse del 
documento que precise las políticas para resolver el probable conflicto de interés que en la realización de sus 
operaciones con el público pudieren presentarse. 

Las instituciones de crédito y las filiales a que se refiere el tercer párrafo de este artículo en cuyo capital 
participen, podrán utilizar denominaciones iguales o semejantes, actuar de manera conjunta y ofrecer 
servicios complementarios. 

Al ejercer las facultades que le confiere este artículo, la Comisión Nacional Bancaria y de Valores escuchará 
la opinión del Banco de México. 

Las inversiones a que se refiere este artículo, así como los artículos 75 y 88 de esta Ley, que realicen las 
instituciones de banca de desarrollo, así como de banca múltiple en cuyo capital participe el Gobierno Federal, 
no computarán para considerar a las emisoras como empresas de participación estatal, y no estarán sujetas a 
las disposiciones aplicables a las entidades de la Administración Pública Federal. 

Artículo 90.- ... 

... 

Se entenderá que los poderes conferidos de acuerdo con lo dispuesto en los párrafos primero y segundo del 
artículo 2554 del Código Civil Federal o de sus correlativos en los estados de la República y el Distrito Federal 
comprenden la facultad de otorgar, suscribir, avalar y endosar títulos de crédito, aun cuando no se mencione 
expresamente dicha facultad. 

... 

Los nombramientos del secretario y prosecretario del consejo de administración o consejo directivo deberán 
otorgarse en instrumento ante fedatario público y ser inscritos en el Registro Público de Comercio. 

Artículo 90 Bis.- Las instituciones de crédito, en la celebración de operaciones con el público en general, 
deberán utilizar los servicios de apoderados, representantes, funcionarios y empleados que cuenten con 
conocimientos o capacidad técnica respecto de las características de las operaciones que se ofrezcan o 
celebren. Las instituciones serán responsables de proporcionar capacitación a su personal para cumplir con lo 
anterior. 

La Comisión Nacional Bancaria y de Valores, mediante disposiciones de carácter general, podrá determinar, 
en protección de los intereses del público ahorrador, las personas que, acorde con sus funciones, deberán 
acreditar la calidad técnica, honorabilidad e historial crediticio satisfactorio ante algún organismo 
autorregulatorio bancario. 

Artículo 91.- Las instituciones de crédito responderán directa e ilimitadamente de los actos realizados por sus 
funcionarios y empleados en el desempeño de sus funciones, así como por los actos celebrados por quienes 
ostenten algún cargo, mandato, comisión o cualquier otro título jurídico que aquéllas hubieren otorgado para la 
realización de sus operaciones. Lo anterior será aplicable sin perjuicio de las responsabilidades civiles o 
penales en que dichas personas incurran en lo individual. 

Las personas que ostenten un cargo, mandato, comisión o cualquier otro título jurídico otorgado por alguna 
institución de crédito, deberán cumplir con los requisitos y obligaciones que esta Ley impone a los funcionarios 
y empleados que realicen actividades equivalentes, y les serán aplicables las mismas disposiciones en 
materia de responsabilidades que a éstos. 

Artículo 92.- ... 

I. a IV. ... 

... 
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Las personas que ofrezcan auxilio a clientes de las instituciones de crédito al amparo de un mandato o 
comisión en términos del presente artículo deberán informar al cliente, al momento de proporcionarle el 
servicio, que no están autorizadas por el Gobierno Federal ni por las propias instituciones para asumir 
obligaciones a nombre y por cuenta de estas últimas y que no se encuentran supervisadas ni reguladas por 
las autoridades financieras, lo cual deberá constar en su publicidad o propaganda y en el contrato o en 
cualquier otro documento en que conste la encomienda respectiva. 

Las instituciones de crédito que establezcan relaciones o vínculos de negocio, de hecho o de derecho, con 
algún tercero para la recepción masiva de recursos, en efectivo o en cheques, que impliquen la captación de 
recursos del público o pago de créditos a favor de las propias instituciones, deberán celebrar con dichos 
terceros, un contrato de comisión mercantil para que éstos actúen en todo momento frente al público, como 
sus comisionistas conforme a lo señalado en el artículo 46 Bis 1 de esta Ley. 

Artículo 93.- Las instituciones de crédito podrán ceder o descontar su cartera crediticia con cualquier persona. 

Tratándose de cesiones o descuentos de cartera crediticia que se celebren con el Banco de México, otras 
instituciones de crédito, fideicomisos constituidos por el Gobierno Federal para el fomento económico o 
fideicomisos que tengan por objeto emitir valores, se llevarán a cabo sin restricción alguna. 

Cuando las instituciones de crédito celebren cesiones o descuentos de cartera crediticia con personas 
distintas de las mencionadas en el párrafo anterior y pretendan responder por la solvencia del deudor, otorgar 
financiamiento al cesionario o descontatario, o convenir con estos últimos obligaciones o derechos que le 
permitan readquirir la cartera crediticia cedida o descontada, requerirán de la previa autorización de la 
Comisión Nacional Bancaria y de Valores, la cual deberá salvaguardar la solvencia y estabilidad financiera de 
las instituciones de crédito y la protección de los intereses del público. Asimismo, quienes se subroguen en los 
derechos de dicha cartera, no podrán recibir financiamiento de la propia institución de crédito, respecto de 
dicha operación o los créditos objeto de la misma, ni tampoco esta institución podrá responder por la solvencia 
del deudor. A los cesionarios les será aplicable la normatividad que regula a las instituciones financieras en 
esta materia. 

... 

I. y II. ... 

... 

Artículo 94.- Las instituciones de banca múltiple que de cualquier forma acuerden con personas morales que 
realicen actividades empresariales, difundir publicidad en forma conjunta al público en general a través de 
medios impresos, auditivos, audiovisuales o electrónicos, deberán prever lo necesario para que el contenido 
de dicha publicidad, evite generar confusión respecto de la independencia entre la institución y la persona 
moral de que se trate, así como sobre el oferente y las responsabilidades de las partes en la contratación de 
las operaciones y servicios financieros de la citada institución. 

Artículo 94 Bis.- La Comisión Nacional Bancaria y de Valores podrá emitir disposiciones de carácter general 
en las que se definan las actividades que se aparten de las sanas prácticas y usos comerciales en el 
ofrecimiento y prestación de los servicios financieros de las instituciones de crédito, buscando en todo 
momento la adecuada protección de los intereses del público. 

Artículo 96.- Las instituciones de crédito deberán establecer medidas básicas de seguridad que incluyan la 
instalación y funcionamiento de los dispositivos, mecanismos y equipo indispensable, con objeto de contar con 
la debida protección en las oficinas bancarias para el público, factores y dependientes que las ocupen, así 
como del patrimonio de la institución. Cuando las instituciones contraten a las personas referidas en el artículo 
46 Bis 1 de esta Ley, con el objeto de que éstas reciban recursos de sus clientes, en efectivo o cheque, 
adicional mente deberán asegurarse que los establecimientos que al efecto utilicen dichas personas para 
llevar a cabo tales operaciones en representación de las propias instituciones, cuenten con las medidas 
básicas de seguridad que se establezcan conforme a lo señalado en el presente artículo. 
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Para implementar lo señalado en el párrafo anterior, dichas instituciones deberán contar con una unidad 
especializada. 

La Comisión Nacional Bancaria y de Valores podrá dictar, mediante reglas de carácter general, los 
lineamientos a que se sujetarán las medidas básicas de seguridad que deberán establecer las instituciones de 
crédito y los prestadores de servicios o comisionistas que las instituciones contraten para la recepción de 
recursos de sus clientes, en efectivo o cheque, en términos del artículo 46 Bis 1 de esta Ley, y vigilará que las 
instituciones cumplan con las disposiciones aplicables en la materia. 

No se permitirá la contratación de personal al amparo del artículo 46 Bis 1 de esta Ley, para realizar en el 
interior de las sucursales de atención al público de las instituciones de crédito, cualquiera de las operaciones a 
que se refiere el artículo 46 de este ordenamiento. 

Artículo 98 Bis.- La Comisión Nacional Bancaria y de Valores publicará en el Diario Oficial de la Federación 
las disposiciones y reglas de carácter general que emita en ejercicio de las facultades que esta u otras leyes 
le otorgan, así como los actos administrativos que, en cumplimiento de las leyes, deban publicarse en el 
mismo medio. 

Artículo 99.- Todo acto o contrato que signifique variación en el activo o en el pasivo de una institución de 
crédito o implique obligación directa o contingente, deberá ser registrado en la contabilidad el mismo día en 
que se efectúen. La contabilidad, los libros y documentos correspondientes y el plazo que deban ser 
conservados, se regirán por las disposiciones de carácter general que dicte la Comisión Nacional Bancaria y 
de Valores tendientes a asegurar la confiabilidad, oportunidad y transparencia de la información contable y 
financiera de las instituciones. 

Artículo 100.- ... 

... 

Transcurrido el plazo en el que las instituciones de crédito se encuentran obligadas a conservar la 
contabilidad, libros y demás documentos de conformidad con el artículo 99 de esta Ley y las disposiciones 
que haya emitido la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, los registros que figuren en la contabilidad de la 
institución harán fe, salvo prueba en contrario, en los juicios respectivos para la fijación de los saldos 
resultantes de las operaciones a que se refieren las fracciones I y II del artículo 46 de esta Ley. 

Artículo 101.- La Comisión Nacional Bancaria y de Valores, mediante disposiciones de carácter general que 
procuren la transparencia y confiabilidad de la información financiera de las instituciones de crédito, señalará 
los requisitos a que se sujetará la aprobación de los estados financieros por parte de los administradores de 
las instituciones de crédito; su difusión a través de cualquier medio de comunicación, incluyendo a los medios 
electrónicos, ópticos o de cualquier otra tecnología; así como el procedimiento a que se ajustará la revisión 
que de los mismos efectúe la propia Comisión. 

La Comisión establecerá, mediante disposiciones de carácter general que faciliten la transparencia y 
confiabilidad de la información financiera de las instituciones de crédito, la forma y el contenido que deberán 
presentar los estados financieros de las instituciones de crédito; de igual forma, podrá ordena que los estados 
financieros se difundan con las modificaciones pertinentes y en los plazos que el efecto establezca. 

Las instituciones de crédito como excepción a lo dispuesto en el artículo 177 de la Ley General de Sociedades 
Mercantiles, deberán publicar sus estados financieros en los términos y medios que establezcan las 
disposiciones de carácter general a que se refiere el párrafo primero de esta artículo. 

Los estados financieros anuales deberán estar dictaminados por un auditor externo independiente, quien será 
designado directamente por el consejo de administración de la institución de que se trate. 

La propia Comisión, mediante disposiciones de carácter general que procuren la transparencia y confiabilidad 
de la información financiera de las instituciones de crédito, podrá establecer las características y requisitos 
que deberán cumplir los auditores externos independientes, determinar el contenido de sus dictámenes y 
otros informes, dictar medidas para asegurar una adecuada alternancia de dichos auditores en las 
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instituciones de crédito, así como señalar la información que deberán revelar en sus dictámenes, acerca de 
otros servicios, y en general, de las relaciones profesionales o de negocios que presten o mantengan con las 
instituciones de crédito que auditen, o con empresas relacionadas. 

Artículo 101 Bis.- Las instituciones de crédito estarán obligadas a poner a disposición del público en general la 
información corporativa, financiera, administrativa, operacional, económica y jurídica que determine la 
Comisión Nacional Bancaria y de Valores, mediante reglas de carácter general que emita para tales efectos. 
Para dictar dichas reglas, la Comisión deberá tomar en consideración la relevancia de esa información para 
transparentar al público la solvencia, liquidez y seguridad operativa de las instituciones. 

Artículo 101 Bis 1.- La Comisión Nacional Bancaria y de Valores contará con facultades de inspección y 
vigilancia, respecto de las personas morales que presten servicios de auditoría externa en términos de esta 
Ley, incluyendo los socios o empleados de aquéllas que formen parte del equipo de auditoría, a fin de verificar 
el cumplimiento de esta Ley y la observancia de las disposiciones de carácter general que de ella emanen. 
Para tal efecto, la citada Comisión podrá: 

I. Requerir toda clase de información y documentación relacionada con la prestación de este tipo de servicios; 

II. Practicar visitas de inspección; 

III. Requerir la comparecencia de socios, representantes y demás empleados de las personas morales que 
presten servicios de auditoría externa, y 

IV. Emitir o reconocer normas y procedimientos de auditoría que deberán observar las personas morales que 
presten servicios de auditoría externa al dictaminar o emitir opiniones relativas a los estados financieros de las 
instituciones de crédito. 

El ejercicio de las facultades a que se refiere este artículo estará circunscrito a los dictámenes, opiniones y 
prácticas de auditoría que, en términos de esta Ley, practiquen las personas morales que presten servicios de 
auditoría externa, así como sus socios o empleados. 

Artículo 101 Bis 2.- Las instituciones de crédito deberán observar lo dispuesto en los artículos 101 y 101 Bis 3 
de esta Ley, respecto a los requisitos que debe cumplir la persona moral que les proporcione los servicios de 
auditoría externa, así como el auditor externo que suscriba el dictamen y otros informes correspondientes a 
los estados financieros. 

Artículo 101 Bis 3.- Los auditores externos que suscriban el dictamen a los estados financieros en 
representación de las personas morales que proporcionen los servicios de auditoría externa deberán contar 
con honorabilidad en términos del artículo 10, fracción II, de esta Ley; reunir los requisitos personales y 
profesionales que establezca la Comisión Nacional Bancaria y de Valores mediante disposiciones de carácter 
general, y ser socios de una persona moral que preste servicios profesionales de auditoría de estados 
financieros y que cumpla con los requisitos de control de calidad que al efecto establezca la propia Comisión 
en las citadas disposiciones. 

Además, los citados auditores externos, la persona moral de la cual sean socios y los socios o personas que 
formen parte del equipo de auditoría no deberán ubicarse en ninguno de los supuestos de falta de 
independencia que al efecto establezca la Comisión, mediante disposiciones de carácter general, en las que 
se consideren, entre otros aspectos, vínculos financieros o de dependencia económica, prestación de 
servicios adicionales al de auditoría y plazos máximos durante los cuales los auditores externos puedan 
prestar los servicios de auditoría externa a las instituciones de crédito. 

Artículo 101 Bis 4.- El auditor externo, así como la persona moral de la cual sea socio, estarán obligados a 
conservar la documentación, información y demás elementos utilizados para elaborar su dictamen, informe u 
opinión, por un plazo de al menos cinco años. Para tales efectos, se podrán utilizar medios automatizados o 
digitalizados. 

Asimismo, los auditores externos deberán suministrar a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores los 
informes y demás elementos de juicio en los que sustenten sus dictámenes y conclusiones. Si durante la 
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práctica o como resultado de la auditoría encuentran irregularidades que afecten la liquidez, estabilidad o 
solvencia de alguna de las instituciones de crédito a las que presten sus servicios de auditoría, deberán 
presentar al comité de auditoría, y en todo caso a la Comisión, un informe detallado sobre la situación 
observada. 

Las personas que proporcionen servicios de auditoría externa responderán por los daños y perjuicios que 
ocasionen a la institución de crédito que los contrate, cuando: 

I. Por negligencia inexcusable, el dictamen u opinión que proporcionen contenga vicios u omisiones que, en 
razón de su profesión u oficio, debieran formar parte del análisis, evaluación o estudio que dio origen al 
dictamen u opinión. 

II. Intencionalmente, en el dictamen u opinión:  

a) Omitan información relevante de la que tengan conocimiento, cuando deba contenerseen su dictamen u 
opinión; 

b) Incorporen información falsa o que induzca a error, o bien, adecuen el resultado con el fin de aparentar una 
situación distinta de la que corresponda a la realidad; 

c) Recomienden la celebración de alguna operación, optando dentro de las alternativas existentes, por aquélla 
que genere efectos patrimoniales notoriamente perjudiciales para la institución, o 

d) Sugieran, acepten, propicien o propongan que una determinada transacción se registre en contravención 
de los criterios de contabilidad emitidos por la Comisión. 

Artículo 101 Bis 5.- Las personas a que se refiere el artículo 101 Bis 2 de esta Ley no incurrirán en 
responsabilidad por los daños o perjuicios que ocasionen, derivados de los servicios u opiniones que emitan, 
cuando actuando de buena fe y sin dolo se actualice lo siguiente: 

I. Rindan su dictamen u opinión con base en información proporcionada por la persona a la que otorguen sus 
servicios, y 

II. Rindan su dictamen u opinión apegándose a las normas, procedimientos y metodologías que deban ser 
aplicadas para realizar el análisis, evaluación o estudio que corresponda a su profesión u oficio. 

Artículo 102.- La Comisión Nacional Bancaria y de Valores fijará las reglas para la estimación máxima de los 
activos de las instituciones de crédito y las reglas para la estimación mínima de sus obligaciones y 
responsabilidades, en aras de procurar la adecuada valuación de dichos conceptos en la contabilidad de las 
instituciones de crédito. 

Artículo 106.- ... 

I. Se deroga.  

II. Se deroga. 

III a V. ... 

VI. Se deroga. 

VII. y VIII. ... 

IX. Se deroga. 

X. y XI. ... 
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XII. Participar en sociedades que no sean de responsabilidad limitada y explotar por su cuenta 
establecimientos mercantiles o industriales o fincas rústicas, sin perjuicio de la facultad de mantener en 
propiedad bonos, obligaciones, acciones u otros títulos de dichas empresas conforme a lo previsto en esta 
Ley. La Comisión Nacional Bancaria y de Valores, podrá autorizar mediante disposiciones de carácter general, 
que continúen su explotación temporal, cuando las reciban en pago de créditos o para aseguramiento de los 
ya concertados, en cuyo caso la institución de crédito de que se trate, deberá realizar el registro contable y 
estimación máxima de valor que la propia Comisión establezca para estos casos al amparo de lo previsto en 
los artículos 99 y 102 de esta Ley. 

XIII. Se deroga. 

XIV. ... 

XV. Se deroga.  

XV Bis. Se deroga. 

XV Bis 1 y XV Bis 2. ... 

XVI a XVIII. ... 

XIX. ... 

a) Se deroga. 

b) a e)... 

f) Utilizar fondos o valores de los fideicomisos, mandatos o comisiones destinados al otorgamiento de créditos, 
en que la fiduciaria tenga la facultad discrecional, en el otorgamiento de los mismos para realizar operaciones 
en virtud de las cuales resulten o puedan resultar deudores sus delegados fiduciarios; los miembros del 
consejo de administración o consejo directivo, según corresponda, tanto propietarios como suplentes, estén o 
no en funciones; los empleados y funcionarios de la institución; los comisarios propietarios o suplentes, estén 
o no en funciones; los auditores externos de la institución; los miembros del comité técnico del fideicomiso 
respectivo; los ascendientes o descendientes en primer grado o cónyuges de las personas citadas, las 
sociedades en cuyas asambleas tengan mayoría dichas personas o las mismas instituciones, asimismo 
aquellas personas que el Banco de México determine mediante disposiciones de carácter general, y 

g) ... 

XX. Proporcionar, para cualquier fin, incluyendo la comercialización de productos o 

servicios, la información que obtengan con motivo de la celebración de operaciones con sus clientes, salvo 
que cuenten con el consentimiento expreso del cliente respectivo, el cual deberá constar en una sección 
especial dentro de la documentación que deba firmar el cliente para contratar una operación o servicio con 
una institución de crédito, y siempre que la firma autógrafa de aquél relativa al texto de dicho consentimiento 
sea adicional a la normalmente requerida por la institución para la celebración de la operación o servicio 
solicitado. En ningún caso, el otorgamiento de dicho consentimiento será condición para la contratación de 
dicha operación o servicio, y 

XXI. Realizar operaciones no autorizadas conforme a lo establecido en el tercer párrafo del artículo 46 de esta 
Ley. 

Penúltimo párrafo.- Se deroga. 

Último párrafo.- Se deroga. 
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Artículo 106 Bis.- Los actos jurídicos que se celebren en contravención a lo establecido por esta Ley o por las 
disposiciones que de ella emanen, así como a las condiciones que, en lo particular, se señalen en las 
autorizaciones que se emitan para que se organicen y operen instituciones de banca múltiple con tal carácter 
y en los demás actos administrativos, darán lugar a la imposición de las sanciones administrativas y penales 
que correspondan, sin que dichas contravenciones produzcan la nulidad de los actos, en protección de 
terceros de buena fe, salvo que esta Ley establezca expresamente lo contrario. 

Artículo 107 Bis.- La Comisión Nacional Bancaria y de Valores, para determinar si la infracción administrativa 
cometida en términos de lo dispuesto por la presente Ley, se considera como grave, tomará en cuenta 
cualquiera de los aspectos siguientes: 

I. El impacto que en el sistema bancario mexicano puede producir la infracción; 

II. El monto del quebranto o perjuicio patrimonial causado; 

III. La existencia de un lucro obtenido en forma indebida; 

IV. El incumplimiento a los requisitos de honorabilidad impuestos por la Ley y las disposiciones de carácter 
general que de ella emanen, por parte del infractor; 

V. La negligencia inexcusable o dolo con que se hubiere actuado, o 

VI. Las demás circunstancias que la Comisión Nacional Bancaria y de Valores estime aplicables para tales 
efectos. 

Artículo 108.- ... 

... 

El incumplimiento por parte de las instituciones de banca múltiple de cualquiera de las medidas correctivas a 
que se refieren los artículos 134 Bis y 134 Bis 1 de esta Ley, así como de las establecidas en las reglas de 
carácter general que de ellos emanen, será sancionado por parte de la Comisión Nacional Bancaria y de 
Valores con multa equivalente de veinte mil a doscientas mil veces el salario mínimo general diario vigente en 
el Distrito Federal. Lo anterior es sin perjuicio de la facultad de la misma Comisión para revocar la autorización 
otorgada para organizarse como institución de banca múltiple y operar con tal carácter, cuando se ubique en 
el supuesto previsto en la fracción IV del artículo 28 de esta Ley. 

Artículo 112.- ... 

... 

... 

... 

... 

I. a II. ... 

III. ... 

... 

a) a c)... 
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d) Que renueven créditos vencidos parcial o totalmente a las personas físicas o morales a que se refiere el 
inciso anterior si resulta previsible al realizar la operación, que carecen de capacidad económica para pagar o 
responder por el importe de las sumas acreditadas, produciendo quebranto o perjuicio patrimonial a la 
Institución, y 

e) ... 

Para efectos de lo previsto en el primer párrafo de la presente fracción, no se considera que causen un 
quebranto o perjuicio al patrimonio de la institución las operaciones que se celebren como parte de procesos 
de reestructuración de operaciones de pago que se realicen en términos del artículo 65 de esta Ley. 

IV. y V. 

Artículo 115 Bis.- Las instituciones de crédito podrán intercambiar información en términos de las 
disposiciones de carácter general a que se refiere el artículo 115 de esta Ley, con el fin de fortalecer las 
medidas para prevenir y detectar actos, omisiones u operaciones que pudieran favorecer, prestar ayuda, 
auxilio o cooperación de cualquier especie para la comisión del delito previsto en el artículo 139 del Código 
Penal Federal, o que pudieran ubicarse en los supuestos del artículo 400 Bis del mismo Código. 

El cumplimiento de las obligaciones y el intercambio de información a que se refiere este artículo no implicará 
trasgresión alguna a lo establecido en el artículo 117 de esta Ley. 

Artículo 116 Bis 1.- Las personas que ostenten algún cargo, mandato, comisión o cualquier otro título jurídico 
que, para el desempeño de las actividades y operaciones que correspondan a las instituciones de crédito, 
éstas les hubieren otorgado, serán consideradas como funcionarios o empleados de dichas instituciones, para 
efectos de las responsabilidades administrativas y penales establecidas en el presente Título. 

Artículo 117 Bis.- La Comisión Nacional Bancaria y de Valores estará facultada para proporcionar a las 
autoridades financieras del exterior toda clase de información necesaria para atender los requerimientos que 
le formulen en el ámbito de su competencia, tales como documentos, constancias, registros, declaraciones y 
demás evidencias que la Comisión tenga en su poder, o que pueda obtener en ejercicio de sus facultades o 
actuando en coordinación con otras entidades, personas o autoridades. 

Tratándose de intercambios de información protegida por disposiciones de confidencialidad, se deberá tener 
suscrito un acuerdo de intercambio de información con las autoridades financieras de que se trate, en el que 
se contemple el principio de reciprocidad. La Comisión podrá abstenerse de proporcionar la información 
solicitada o requerir la devolución de la información que haya entregado, cuando el uso que se le pretenda dar 
a la misma sea distinto a aquél para el cual haya sido solicitada, sea contrario al orden público, a la seguridad 
nacional o a los términos convenidos en el acuerdo de intercambio de información respectivo. 

Artículo 119.- Las instituciones de banca múltiple que de cualquier forma acuerden llevar a cabo las conductas 
a que se refieren las fracciones I y II siguientes, con personas morales que realicen actividades empresariales, 
se constituirán conjuntamente como agentes económicos que den lugar a concentraciones de mercado en 
términos de la Ley Federal de Competencia Económica, cuando en adición a lo señalado en dicha Ley: 

I. Se condicione el acceso a la proveeduría de bienes o servicios de uno u otro agente económico, a la 
celebración de operaciones con la institución de banca múltiple que se trate. 

II. Se establezca en exclusiva o se imponga la apertura de cuentas o el uso de medios de pago de la 
institución de banca múltiple vinculada a la persona moral de que se trate. 

Las instituciones adicionalmente deberán observar lo previsto en el artículo 17 de la Ley para la Transparencia 
y Ordenamiento de los Servicios Financieros. 

La Comisión Nacional Bancaria y de Valores dará vista a la Comisión Federal de Competencia, cuando en el 
ejercicio de sus facultades detecte la existencia de alguna de las prácticas mencionadas en este artículo, a 
efecto de que esta última en el ámbito de su competencia, resuelva lo que conforme a derecho corresponda. 
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Artículo 122 Bis.- La resolución de una institución de banca múltiple procederá cuando la Comisión Nacional 
Bancaria y de Valores haya revocado la autorización que le haya otorgado para organizarse y operar con tal 
carácter, o bien, cuando el Comité de Estabilidad Financiera determine que se podría actualizar alguno de los 
supuestos previstos en el artículo 29 Bis 6 de esta Ley. 

... 

l. Cuando la Comisión Nacional Bancaria y de Valores haya revocado la autorización para organizarse y 
operar como institución de banca múltiple, la Junta de Gobierno del Instituto para la Protección al Ahorro 
Bancario determinará que la disolución y liquidación se realice a través de las operaciones previstas en los 
Apartados A y B de la Sección Segunda de este Capítulo, o 

II. ... 

a) El saneamiento de la institución de banca múltiple en los términos previstos en los Apartados B o C de la 
presente Sección, según corresponda, siempre que el Comité de Estabilidad Financiera haya determinado 
además que, a fin de evitar que la institución de banca múltiple se ubique en alguno de los supuestos 
previstos en el artículo 29 Bis 6 de esta Ley, resulta necesario efectuar el pago total de todas las operaciones 
a cargo de la institución de que se trate que no sean consideradas como obligaciones garantizadas en 
términos de la Ley de Protección al Ahorro Bancario, así como de aquellas consideradas como obligaciones 
garantizadas que rebasen el límite señalado en el artículo 11 de esa misma Ley, con las excepciones 
previstas en el propio artículo 29 Bis 6, en cuyo caso la Comisión Nacional Bancaria y de Valores se 
abstendrá de revocar la autorización otorgada a la institución de banca múltiple de que se trate para 
organizarse y operar con tal carácter, o 

b)... 

El Instituto para la Protección al Ahorro Bancario deberá notificar a la Comisión Nacional Bancaria y de 
Valores la adopción del método de resolución a que se refiere este inciso, para efectos de que se lleve a cabo 
la revocación de la autorización de la institución de que se trate para organizarse y operar con tal carácter. 

... 

... 

... 

Artículo 133.- La supervisión de las entidades reguladas por la presente Ley estará a cargo de la Comisión 
Nacional Bancaria y de Valores, quien la llevará a cabo sujetándose a lo previsto en su Ley, en el Reglamento 
respectivo y en las demás disposiciones que resulten aplicables. La citada Comisión podrá efectuar visitas a 
las instituciones de crédito, que tendrán por objeto revisar, verificar, comprobar y evaluar las operaciones, 
organización, funcionamiento, los procesos, los sistemas de control interno, de administración de riesgos y de 
información, así como el patrimonio, la adecuación del capital a los riesgos, la calidad de los activos y, en 
general, todo lo que pudiendo afectar la posición financiera y legal, conste o deba constar en los registros, a 
fin de que las instituciones de crédito se ajusten al cumplimiento de las disposiciones que las rigen y a las 
sanas prácticas de la materia. 

Asimismo, la Comisión Nacional Bancaria y de Valores podrá investigar hechos, actos u omisiones de los 
cuales pueda presumirse la violación a esta Ley y demás disposiciones que de ella deriven. 

Las visitas podrán ser ordinarias, especiales y de investigación, las primeras se llevarán a cabo de 
conformidad con el programa anual que se establezca al efecto; las segundas serán aquellas que sin estar 
incluidas en el programa anual referido, se practiquen en cualquiera de los supuestos siguientes: 

I. Para examinar y, en su caso, corregir situaciones especiales operativas. 

II. Para dar seguimiento a los resultados obtenidos en una visita de inspección. 
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III. Cuando se presenten cambios o modificaciones en la situación contable, jurídica, económica, financiera o 
administrativa de una institución de crédito. 

IV. Cuando una institución de crédito inicie operaciones después de la elaboración del programa anual a que 
se refiere el tercer párrafo de este artículo. 

V. Cuando se presenten actos, hechos u omisiones en una institución de crédito que no hayan sido 
originalmente contempladas en el programa anual a que se refiere el tercer párrafo de este artículo, que 
motiven la realización de la visita. 

VI. Cuando deriven de la cooperación internacional. 

Las visitas de investigación se efectuarán siempre que la Comisión tenga indicios de los cuales pueda 
desprenderse la realización de alguna conducta que presuntamente contravenga lo previsto en esta Ley y 
demás disposiciones de carácter general que emanen de ella. 

En todo caso, las visitas a que se refiere este artículo se sujetarán a lo dispuesto en esta Ley, en la Ley de la 
Comisión Nacional Bancaria y de Valores, en el Reglamento a que se refiere el primer párrafo de este mismo 
artículo, así como a las demás disposiciones que resulten aplicables. 

Cuando, en el ejercicio de la función prevista en este artículo, la Comisión Nacional Bancaria y de Valores así 
lo requiera, podrá contratar los servicios de auditores y de otros profesionistas que le auxilien en dicha 
función. 

La vigilancia se efectuará a través del análisis de la información contable, legal, económica, financiera, 
administrativa, de procesos y de procedimientos que obtenga la Comisión con base en las disposiciones que 
resulten aplicables, con la finalidad de evaluar el apego a la normativa que rige a las instituciones de crédito, 
así como la estabilidad y correcto funcionamiento de éstas. 

Sin perjuicio de la información y documentación que las instituciones de crédito deban proporcionarle 
periódicamente, la Comisión Nacional Bancaria y de Valores podrá, dentro del ámbito de las disposiciones 
aplicables, solicitarles la información y documentación que requiera para poder cumplir con su función de 
vigilancia. 

La Comisión Nacional Bancaria y de Valores como resultado de sus facultades de supervisión, podrá formular 
observaciones y ordenar la adopción de medidas tendientes a corregir los hechos, actos u omisiones 
irregulares que haya detectado con motivo de dichas funciones, en términos de esta Ley. 

Artículo 134 Bis.- En ejercicio de sus funciones de inspección y vigilancia, la Comisión Nacional Bancaria y de 
Valores, mediante las reglas de carácter general que al efecto apruebe su Junta de Gobierno, clasificará a las 
instituciones de banca múltiple en categorías, tomando como base el índice de capitalización requerido 
conforme a las disposiciones aplicables a los requerimientos de capitalización, emitidas por dicha Comisión en 
términos del artículo 50 de esta Ley. 

... 

... 

... 

... 

... 

... 
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... 

... 

Artículo 134 Bis 1.-... 

l. ... 

a) a d) ... 

e) Diferir o cancelar el pago de intereses y, en su caso, diferir el pago de principal o convertir en acciones 
hasta por la cantidad que sea necesaria para cubrir el faltante de capital, anticipadamente y a prorrata, las 
obligaciones subordinadas que se encuentren en circulación, según la naturaleza de tales obligaciones. Esta 
medida correctiva será aplicable a aquellas obligaciones subordinadas que así lo hayan previsto en sus actas 
de emisión o documento de emisión. 

Las instituciones de banca múltiple que emitan obligaciones subordinadas deberán incluir en los títulos de 
crédito correspondientes, en el acta de emisión, en el prospecto informativo, así como en cualquier otro 
instrumento que documente la emisión, las características de las mismas y la posibilidad de que sean 
procedentes algunas de las medidas contempladas en el párrafo anterior cuando se actualicen las causales 
correspondientes conforme a las reglas a que se refiere el artículo 134 Bis de esta Ley, sin que sea causal de 
incumplimiento por parte de la institución emisora; 

f) Suspender el pago de las compensaciones y bonos extraordinarios adicionales al salario del director general 
y de los funcionarios de los dos niveles jerárquicos inferiores a éste, así como no otorgar nuevas 
compensaciones en el futuro para el director general y funcionarios, hasta en tanto la institución de banca 
múltiple cumpla con los niveles de capitalización requeridos por la Comisión Nacional Bancaria y de Valores 
en términos de las disposiciones a que se refiere el artículo 50 de esta Ley. Esta previsión deberá contenerse 
en los contratos y demás documentación que regulen las condiciones de trabajo. 

g) y h) ... 

II. a IV. ... 

Artículo 134 Bis 4.- La Secretaría de Hacienda y Crédito Público señalará, en la relación que publique 
anualmente en atención a lo dispuesto por el artículo 12 de la Ley Federal de las Entidades Paraestatales, 
aquellos fideicomisos públicos que tengan el carácter de entidades paraestatales y que formen parte del 
Sistema Bancario Mexicano, de conformidad con el artículo 3 de la presente Ley. 

Para efectos de la integración de la relación a que se refiere el párrafo anterior, las dependencias 
coordinadoras de sector deberán proporcionar a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público la determinación 
de aquellos fideicomisos públicos constituidos como entidades paraestatales que formen parte del Sistema 
Bancario Mexicano en términos del artículo 3 de la presente Ley, y que se encuentren agrupados en el sector 
coordinado por las mismas. 

Los fideicomisos públicos que formen parte del Sistema Bancario Mexicano estarán sujetos a la supervisión 
de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores. La Comisión Nacional Bancaria y de Valores, respecto de 
aquellos fideicomisos que dejen de formar parte de dicho sistema y que hayan incurrido en incumplimientos 
de las disposiciones aplicables durante el tiempo en que fueron sujetos a su supervisión, llevará a cabo los 
actos necesarios para la imposición de las sanciones a que haya lugar, incluso con posterioridad. 

La referida Comisión, al ejercer las facultades de supervisión sobre los fideicomisos de que se trata, contará 
con las mismas atribuciones que le confieren los artículos 133 y 134 de esta Ley, así como las que le otorga la 
ley que rige dicha Comisión, con respecto a las instituciones de crédito. 
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La Comisión Nacional Bancaria y de Valores emitirá reglas prudenciales, de registro contable de operaciones, 
de requerimientos de información financiera, de estimación de activos y pasivos y de constitución de reservas 
preventivas, aplicables a los fideicomisos a que se refiere este artículo. 

Artículo 136.- Los servidores públicos de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores tendrán prohibido 
realizar operaciones con las instituciones sujetas a supervisión de esta última, en condiciones preferentes a 
las ofrecidas al público en general. 

Dichos servidores públicos deberán cumplir con los requisitos del perfil del puesto que determine la referida 
Comisión, conforme a lo dispuesto por la Ley del Servicio Profesional de Carrera en la Administración Pública 
Federal. 

Artículo 137 Bis.- La Comisión Nacional Bancaria y de Valores podrá, previo derecho de audiencia de las 
instituciones de crédito, suspender o limitar de manera parcial la celebración de las operaciones activas, 
pasivas y de servicios a que se refiere el artículo 46 de esta Ley, cuando dichas actividades se ubiquen en 
cualquiera de los supuestos siguientes:  

I. No se cuente con la infraestructura o controles internos necesarios para realizar las operaciones y servicios 
respectivos, conforme a las disposiciones aplicables; 

II. Se deje de cumplir o se incumpla con alguno de los requisitos para el inicio de las operaciones y servicios 
de que se trate; 

III. Se realicen operaciones distintas a las autorizadas; 

IV. Se incumpla con los requisitos necesarios para realizar operaciones o proporcionar servicios específicos, 
establecidos en disposiciones de carácter general; 

V. Se realicen operaciones o proporcionen servicios que impliquen conflicto de interés en perjuicio de sus 
clientes o intervengan en actividades que estén prohibidas en esta Ley o en las disposiciones que de ella 
emanen, y 

VI. En los demás casos que señalen ésta u otras leyes. 

La orden de suspensión a que se refiere este artículo es sin perjuicio de las sanciones que puedan resultar 
aplicables en términos de lo previsto en esta Ley y demás disposiciones. 

SEGUNDO.- Se REFORMAN los artículos 32, tercer párrafo; 179, segundo párrafo, y 392, fracciones VI y VII, 
y se ADICIONAN una fracción VIII al artículo 392 y el artículo 392 Bis de la Ley General de Títulos y 
Operaciones de Crédito, para quedar como sigue: 

Artículo 32.- ... 

...... 

Tratándose de acciones, bonos de fundador, obligaciones, certificados de depósito, certificados de 
participación y cheques, el endoso siempre será a favor de persona determinada; el endoso en blanco o al 
portador no producirá efecto alguno. Lo previsto en este párrafo no será aplicable a los cheques expedidos 
por cantidades superiores a las establecidas por el Banco de México, a través de disposiciones de carácter 
general que publique en el Diario Oficial de la Federación. 

Artículo 179.- ... 

El cheque expedido por cantidades superiores a las establecidas por el Banco de México, a través de 
disposiciones de carácter general que publique en el Diario Oficial de la Federación, siempre será nominativo. 
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...... 

...... 

Artículo 392.- ... 

I. a V. ... 

VI. Por revocación hecha por el fideicomitente, cuando éste se haya reservado expresamente ese derecho al 
constituir el fideicomiso; 

VII. En el caso del párrafo final del artículo 386, y  

VIII. En el caso del artículo 392 Bis. 

Artículo 392 Bis.- En el supuesto de que a la institución fiduciaria no se le haya cubierto la contraprestación 
debida, en los términos establecidos en el contrato respectivo, por un periodo igualo superior a tres años, la 
institución fiduciaria podrá dar por terminado, sin responsabilidad, el fideicomiso. 

En el supuesto a que se refiere el párrafo anterior, la institución fiduciaria deberá notificar al fideicomitente y al 
fideicomisario su decisión de dar por terminado el fideicomiso por falta de pago de las contraprestaciones 
debidas por su actuación como fiduciario y establecer un plazo de quince días hábiles para que los mismos 
puedan cubrir los adeudos, según corresponda. En el caso de que, transcurrido el citado plazo, no se hayan 
cubierto las contraprestaciones debidas, la institución fiduciaria transmitirá los bienes o derechos en su poder 
en virtud del fideicomiso, al fideicomitente o al fideicomisario, según corresponda. En el evento de que, 
después de esfuerzos razonables, la institución fiduciaria no pueda encontrar o no tenga noticias del 
fideicomitente o fideicomisario para efectos de lo anterior y siempre que haya transcurrido el plazo señalado 
sin haber recibido la contraprestación correspondiente, estará facultada para abonar los referidos bienes, 
cuando éstos se traten de recursos líquidos entre las opciones disponibles que maximicen la recuperación, a 
la cuenta global de la institución a que se refiere el artículo 61 de la Ley de Instituciones de Crédito, en cuyo 
caso los mencionados recursos se sujetarán atas disposiciones aplicables a la citada cuenta global. 
Tratándose de bienes que no sean recursos líquidos, la institución fiduciaria, sin responsabilidad alguna, 
estará facultada para enajenar los mismos y convertirlos en recursos líquidos, para su posterior abono en la 
cuenta global en los términos señalados. Contra los recursos líquidos que se obtengan, podrán deducirse los 
gastos relacionados con la recuperación. 

Para efectos de este artículo se entenderá que se realizaron esfuerzos razonables por parte de la institución 
fiduciaria cuando se observe el procedimiento de notificación previsto en el artículo 1070 del Código de 
Comercio. 

TERCERO.- Se DEROGAN las reformas al artículo 45-I de la Ley de Instituciones de Crédito establecidas en 
artículo tercero del "Decreto por el que se reforman, derogan y adicionan diversas disposiciones de la Ley 
General de Títulos y Operaciones de Crédito, Ley General de Organizaciones y Actividades Auxiliares del 
Crédito, Ley de Instituciones de Crédito, Ley General de Instituciones y Sociedades Mutualistas de Seguros, 
Ley Federal de Instituciones de Fianzas, Ley para Regular las Agrupaciones Financieras, Ley de Ahorro y 
Crédito Popular, Ley de Inversión Extranjera, Ley del Impuesto sobre la Renta, Ley del Impuesto al Valor 
Agregado y del Código Fiscal de la Federación", publicado en el Diario Oficial de la Federación el 18 de julio 
de 2006. 

CUARTO.- La facultad que se otorga a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores conforme al artículo 98 Bis 
de la Ley de Instituciones de Crédito que se adiciona por virtud del Artículo Primero del presente Decreto, se 
entenderá conferida en los mismos términos respecto de aquellas otras disposiciones y reglas de carácter 
general aplicables a cualesquiera entidades financieras que corresponda expedir al amparo de la Ley de la 
Comisión Nacional Bancaria y de Valores y demás leyes relativas al sistema financiero mexicano, así como 
respecto de los demás actos administrativos que, en cumplimiento de las leyes, deban publicarse en el mismo 
medio. 
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QUINTO.- Se REFORMA el artículo 17, primer párrafo y fracción III de la Ley Orgánica del Banco Nacional de 
Obras y Servicios Públicos, para quedar como sigue: 

Artículo 17.- El Consejo Directivo estará integrado por catorce consejeros designados de la siguiente forma: 

I. a II. ... 

III. Dos consejeros externos de la serie "B" designados por el Ejecutivo Federal, a través de la Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público, que tendrán el carácter de consejeros independientes. El nombramiento de 
consejeros independientes deberá recaer en personas de nacionalidad mexicana que por sus conocimientos, 
honorabilidad, prestigio profesional y experiencia sean ampliamente reconocidos. 

... 

... 

TRANSITORIOS 

ARTÍCULO PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente al de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación, salvo por lo dispuesto en el artículo Noveno Transitorio del presente Decreto. 

ARTÍCULO SEGUNDO.- En términos de los artículos 7 y 28 de la Ley de Instituciones de Crédito que se 
reforman por virtud del presente Decreto y del primer párrafo de su artículo Noveno Transitorio, corresponderá 
a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, en sustitución de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, 
ejercer la facultad de revocar aquellas autorizaciones para el establecimiento en el territorio nacional de 
oficinas de representación de entidades financieras del exterior o para la organización y operación de 
instituciones de banca múltiple que hayan sido otorgadas con anterioridad a la entrada en vigor de este mismo 
Decreto, en el evento en que dichas oficinas o instituciones incurran en las causales respectivas a que se 
refieren esos mismos artículos. 

ARTÍCULO TERCERO.- Las instituciones de crédito que hayan celebrado operaciones con las personas a 
que se refiere la fracción VI del artículo 73 de la Ley de Instituciones de Crédito, y que excedan los límites 
máximos a que se refiere dicho artículo, deberán informarlo a la vicepresidencia de la Comisión Nacional 
Bancaria y de Valores encargada de su supervisión, a más tardar dentro de los treinta días hábiles siguientes 
a la fecha de la entrada en vigor de este Decreto, sin que al efecto puedan incrementarlas en el monto o límite 
establecido en el artículo 73 Bis, salvo que deriven de la capitalización de intereses. 

ARTÍCULO CUARTO.- Las instituciones de banca múltiple deberán contar con el capital mínimo a que se 
refiere el artículo 19 de la Ley de Instituciones de Crédito que se reforma conforme a este Decreto, a más 
tardar el 31 de diciembre de 2007. Entre tanto, deberán contar con el capital mínimo dado a conocer por la 
Comisión Nacional Bancaria y de Valores en la última publicación en el Diario Oficial de la Federación, en 
términos de las disposiciones aplicables con anterioridad al presente Decreto. 

ARTÍCULO QUINTO.- Las instituciones de banca múltiple que mantengan montos de crédito dispuestos y 
cuenten con líneas de apertura de crédito irrevocables a favor de personas relacionadas, tendrán un plazo de 
ciento ochenta días naturales a partir de la entrada en vigor del presente Decreto para dar cumplimiento a lo 
dispuesto en el séptimo párrafo del artículo 73 Bis de esta Ley. El importe de las líneas de crédito que dichas 
instituciones hubieren otorgado con anterioridad a la entrada en vigor del presente Decreto, que exceda del 
límite previsto en términos del séptimo párrafo del artículo 73 Bis contenido en el artículo primero de este 
Decreto, en ningún caso podrá incrementarse. 

ARTÍCULO SEXTO.- En tanto la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, el Banco de México y la Comisión 
Nacional Bancaria y de Valores emitan las disposiciones de carácter general a que se refieren las reformas 
contenidas en el presente Decreto, seguirán aplicándose las expedidas con anterioridad a la vigencia de la 
misma, en las materias correspondientes, en lo que no se oponga al presente Decreto. 

Al expedirse las disposiciones a que se refiere este artículo, se señalarán expresamente aquéllas a las que 
sustituyan o que queden derogadas. 
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ARTÍCULO SÉPTIMO.- Sin perjuicio de lo que dispone el "Decreto por el que se reforman, derogan y 
adicionan diversas disposiciones de la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito, Ley General de 
Organizaciones y Actividades Auxiliares del Crédito, Ley de Instituciones de Crédito, Ley General de 
Instituciones y Sociedades Mutualistas de Seguros, Ley Federal de Instituciones de Fianzas, Ley para Regular 
las Agrupaciones Financieras, Ley de Ahorro y Crédito Popular, Ley de Inversión Extranjera, Ley del Impuesto 
sobre la Renta, Ley del Impuesto al Valor Agregado y del Código Fiscal de la Federación", publicado en el 
Diario Oficial de la Federación el 18 de julio de 2006, las sociedades financieras de objeto limitado a que se 
refiere la fracción IV del artículo 103 de la Ley de Instituciones de Crédito estarán a lo siguiente: 

I. Las autorizaciones para organizarse y operar como sociedad financiera de objeto limitado que hubiere 
otorgado la Secretaría de Hacienda y Crédito Público estarán vigentes hasta la fecha de entrada en vigor 
señalada en el artículo quinto transitorio del Decreto a que se refiere el párrafo primero de este artículo 
transitorio, por lo que, en esa misma fecha, quedarán sin efecto las citadas autorizaciones por ministerio de 
Ley. Sin perjuicio de lo anterior, durante el periodo comprendido entre la fecha de entrada en vigor del 
presente Decreto y la señalada en el artículo quinto transitorio del Decreto antes referido, la Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público, previa audiencia de la sociedad financiera de objeto de limitado de que se trate, 
podrá revocar la autorización que le haya otorgado en términos de la fracción IV del artículo 103 de la Ley de 
Instituciones de Crédito cuando dicha sociedad se encuentre en alguno de los supuestos siguientes: 

a) No inicie operaciones dentro del plazo de noventa días contado a partir del otorgamiento de la autorización; 

b) No cuente con un capital mínimo equivalente a aquél que, para dichas sociedades, dé a conocer la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público mediante disposiciones de carácter general; 

c) Realice alguna de las operaciones o actividades prohibidas por las reglas a que hace referencia el tercer 
párrafo del artículo 103 de la Ley de Instituciones de Crédito; 

d) Su contabilidad y registros no se ajusten a las disposiciones aplicables; 

e) En la celebración de sus operaciones, no se ajusten a la Ley de Instituciones de 

Crédito y demás disposiciones aplicables; 

f) Incurra en una violación directa a la Ley, a las reglas o a la autorización emitidas por la Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público al no cumplir adecuadamente con su objeto social o por no otorgar créditos para la 
actividad o sector señalados en la autorización que le hubiere sido otorgada, por un período mayor a un año; 

g) Se disuelva, entre en estado de liquidación o concurso mercantil, o 

h) Si los accionistas, en asamblea general extraordinaria, resuelven solicitarla. 

Cuando, en virtud de la inspección y vigilancia que efectúe la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, se 
encuentre que las operaciones de alguna sociedad financiera de objeto limitado no se ajustan a las 
disposiciones aplicables expedidas por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, el Banco de México o la 
Comisión Nacional Bancaria y de Valores, esta última dictará las medidas necesarias para normalizarlas y 
señalará un plazo para tal efecto que no excederá de noventa días naturales a partir de la notificación de 
dichas medidas. Si, transcurrido dicho plazo, la sociedad financiera de objeto limitado no ha regularizado las 
operaciones en cuestión, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público podrá revocar la autorización. 

La revocación por las causales señaladas en los incisos a) a f) de la presente fracción pondrá en estado de 
disolución y liquidación a las sociedades financieras de objeto limitado en términos de las disposiciones de la 
Ley General de Sociedades Mercantiles. 

II. Acorde con lo previsto en el artículo octavo transitorio del Decreto citado en el primer párrafo de este 
Artículo, las sociedades financieras de objeto limitado en las que se mantengan vínculos patrimoniales, 
quedarán sujetas, en tanto conserven el carácter de sociedades financieras de objeto limitado, a lo que para 
las instituciones de crédito disponen los artículos 4, fracciones I a VI, y 6 de la Ley de la Comisión Nacional 
Bancaria y de Valores, y 24 Bis, 49, 50, 51, 65, 66, 67, 68, 69, 70, 73, 73 Bis, 73 Bis 1, 76, 93, 99, 101, 102, 
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115 y 115 Bis de la Ley de Instituciones de Crédito, así como las disposiciones que, al amparo del artículo 103 
del mismo ordenamiento legal, hubieren expedido o expidan la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y el 
Banco de México. 

Se entenderá por vínculo patrimonial, para efectos de las sociedades financieras de objeto limitado, lo 
establecido en el artículo 87-C de la Ley General de Organizaciones y Actividades Auxiliares del Crédito para 
las sociedades financieras de objeto múltiple. 

III. Las sociedades financieras de objeto limitado deberán presentar la información y documentación que, en el 
ámbito de sus respectivas competencias, les soliciten la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, el Banco 
de México y la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, dentro de los plazos y a través de los medios que 
las mismas establezcan. 

ARTÍCULO OCTAVO.- A la entrada en vigor del presente Decreto, la Comisión Nacional Bancaria y de 
Valores, en los términos del artículo 45-I de la Ley de Instituciones de Crédito previstos en el artículo primero 
de este mismo Decreto, podrá autorizar a las Instituciones Financieras del Exterior, a las Sociedades 
Controladoras Filiales o a las Filiales a que dicho artículo se refiere, la adquisición de acciones representativas 
del capital social de una o más sociedades financieras de objeto limitado, siempre y cuando se cumplan los 
requisitos señalados en la fracción I de dicho artículo 45-I y se modifiquen los estatutos sociales de aquella 
sociedad cuyas acciones sean objeto de enajenación, en caso que ésta se pretenda convertir en Filial, a 
efecto de cumplir con lo dispuesto en el Capítulo III del Título Segundo de dicha Ley. 

La vigencia de lo dispuesto en el párrafo anterior concluirá cuando entren en vigor las disposiciones a que se 
refiere el artículo quinto transitorio del "Decreto por el que se reforman, derogan y adicionan diversas 
disposiciones de la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito, Ley General de Organizaciones y 
Actividades Auxiliares del Crédito, Ley de Instituciones de Crédito, Ley General de Instituciones y Sociedades 
Mutualistas de Seguros, Ley Federal de Instituciones de Fianzas, Ley para Regular las Agrupaciones 
Financieras, Ley de Ahorro y Crédito Popular, Ley de Inversión Extranjera, Ley del Impuesto sobre la Renta, 
Ley del Impuesto al Valor Agregado y del Código Fiscal de la Federación", publicado en el Diario Oficial de la 
Federación el 18 de julio de 2006. 

ARTÍCULO NOVENO.- Las facultades que, con anterioridad a la entrada en vigor del presente Decreto, 
correspondían a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y que, por virtud del mismo, se asignan a la 
Comisión Nacional Bancaria y de Valores quedarán conferidas a ésta, una vez cumplido el plazo de ciento 
veinte días naturales contados a partir de la fecha de publicación del presente Decreto. 

Durante el plazo a que se refiere el párrafo anterior, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público continuará 
ejerciendo sus facultades de conformidad con las disposiciones en la materia vigentes hasta la entrada en 
vigor de este Decreto. Asimismo, respecto de aquellas solicitudes de autorización o aprobación que dicha 
Secretaría reciba dentro del plazo a que se refiere este artículo, corresponderá a ésta darles trámite y resolver 
lo conducente, para lo cual podrá, aún después de la conclusión de dicho plazo, continuar ejerciendo sus 
facultades conferidas con fundamento en las disposiciones en la materia vigentes hasta la entrada en vigor de 
este Decreto. En todo caso, a partir de la entrada en vigor del presente Decreto, las solicitudes que se 
presenten a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público para su trámite y resolución y que se ubiquen en 
alguno de los supuestos previstos en este párrafo deberán ajustarse a las disposiciones en la materia como 
se reforman, adicionan y derogan conforme a este Decreto. 

ARTÍCULO DÉCIMO.- En tanto la Comisión Nacional Bancaria y de Valores emite las disposiciones de 
carácter general a que se refiere el artículo 46 Bis 1 de la Ley de Instituciones de Crédito que se adiciona 
mediante el presente Decreto, seguirán aplicándose las emitidas por dicha Comisión, de conformidad con el 
artículo 46 Bis vigente antes de la entrada en vigor de este Decreto, en lo que no se oponga al presente 
Decreto. 

ARTÍCULO DÉCIMO PRIMERO.- Las cesiones o descuentos de cartera que, de conformidad con las 
disposiciones aplicables, hayan celebrado las instituciones de crédito con anterioridad a la entrada en vigor 
del presente Decreto, incluyendo aquellas que, por virtud de la autorización genérica de la Comisión Nacional 
Bancaria y de Valores contenida en las reglas generales emitidas por ésta, hayan sido realizadas con 
cualquier persona física o moral, nacional o extranjera, distinta del Banco de México, de otras instituciones de 
crédito o de fideicomisos constituidos por el Gobierno Federal para el fomento económico, en que las primeras 
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instituciones no hayan asumido responsabilidad o riesgo asociado a la cobranza de la cartera respectiva, 
continuarán siendo válidas y, enconsecuencia, producirán todos los efectos que en derecho corresponda. 

Asimismo, quedarán incluidas en el supuesto a que se refiere el párrafo anterior aquellas cesiones o 
descuentos de cartera de instituciones de crédito en las que éstas hayan asumido la responsabilidad o el 
riesgo a que se refiere este artículo y que, en este caso, hayan sido autorizadas en lo particular por la propia 
Comisión de conformidad con las disposiciones emitidas al efecto. 

ARTÍCULO DÉCIMO SEGUNDO.- Lo previsto en el artículo 106 Bis de la Ley de Instituciones de Crédito se 
establece sin perjuicio de las consecuencias que hayan derivado de la violación de normas o disposiciones de 
carácter general emitidas o expedidas con anterioridad a la entrada en vigor del presente Decreto. 

ARTÍCULO DÉCIMO TERCERO.- Hasta en tanto el Banco de México expida las disposiciones de carácter 
general a que se refieren los artículos 32 y 179 de la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito, 
seguirá aplicándose lo dispuesto en dichos artículos conforme al texto vigente antes de la entrada en vigor de 
este Decreto. 

ARTÍCULO DÉCIMO CUARTO.- Se considerarán como parte del Sistema Bancario Mexicano, por lo que 
quedarán sujetos a la supervisión de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores y les será aplicable la 
regulación señalada en el artículo 134 Bis 4 de la Ley de Instituciones de Crédito que se adiciona por virtud 
del presente Decreto, los fideicomisos públicos siguientes: 

I. Fondo de Garantía y Fomento para la Agricultura, Ganadería y Avicultura.  

II. Fondo de Garantía y Fomento para las Actividades Pesqueras. 

III. Fondo Especial de Asistencia Técnica y Garantía para Créditos Agropecuarios. 

IV. Fondo Especial para Financiamientos Agropecuarios. 

V. Fondo de Operación y Financiamiento Bancario a la Vivienda. 

Sin perjuicio de lo anterior, hasta en tanto se realice la publicación prevista en el artículo 134 Bis 4 de la Ley 
de Instituciones de Crédito, se considerará como parte del Sistema Bancario Mexicano, al Fideicomiso Fondo 
Nacional de Habitaciones Populares y, en consecuencia, quedará sujeto a la supervisión y regulación de la 
propia Comisión a que se refiere dicha Ley. 

ARTÍCULO DÉCIMO QUINTO.- El artículo 112, fracción III de la Ley de Instituciones de Crédito vigente hasta 
la entrada en vigor del presente Decreto seguirá aplicándose por los hechos realizados durante su vigencia. 
Asimismo, dicho precepto seguirá aplicándose a las personas procesadas o sentenciadas por los delitos 
previstos y sancionados por el mismo articulo. 

ARTÍCULO DÉCIMO SEXTO: Las instituciones de banca múltiple contarán con un plazo de 120 días naturales 
a partir de la fecha de publicación del presente Decreto para modificar sus estatutos sociales y los títulos 
representativos de su capital social, conforme a lo previsto en el mismo. Tratándose de la modificación de los 
estatutos sociales, éstos deberán someterse a la aprobación de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público. 

ARTÍCULO DÉCIMO SÉPTIMO.- Las instituciones de crédito que tengan vínculos de negocio establecidos 
con personas que a la entrada en vigor del presente Decreto, se encuentren realizando operaciones al 
amparo del artículo 92, tendrán un plazo que no podrá exceder de dos meses para adecuarse a lo señalado 
en dicho artículo y en las disposiciones de carácter general a que se refiere el artículo 46 Bis 1 de esta Ley, a 
partir del día siguiente al de la entrada en vigor de dichas disposiciones. 

ARTÍCULO DÉCIMO OCTAVO.- Las instituciones que a la entrada en vigor de este Decreto, se ubiquen en 
alguno de los supuestos previstos en las fracciones III y IV del artículo 45-P, deberán de ajustarse a lo 
dispuesto en el Capítulo IV de esta ley, en un plazo que no podrá exceder de doce meses contados a partir de 
dicha fecha. 
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ARTÍCULO DÉCIMO NOVENO.- Lo dispuesto en el último párrafo del artículo 45-R de esta Ley, no será 
aplicable a las designaciones futuras de director general o funcionarios o directivos que ocupen las dos 
jerarquías inmediatas inferiores a aquel, de instituciones de banca múltiple que se ubiquen en los supuestos 
previstos en el Capítulo IV del Título Segundo de la presente Ley, sólo respecto al director general o 
funcionarios o directivos que ocupen las dos jerarquías citadas, que al 31 de octubre de 2007 no cumplían con 
los requisitos establecidos en dicho último párrafo. 

SALON DE SESIONES DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS DEL HONORABLE CONGRESO DE LA UNIÓN.- 
México, D.F., a 29 de noviembre de 2007. 

DIP. RUTH ZAVALETA SALGADO 
Presidenta 

DIP. ESMERALDA CÁRDENAS SÁNCHEZ 
Secretaria 
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11-12-2007 
Cámara de Senadores. 
DICTAMEN de las Comisiones Unidas de Hacienda y Crédito Público; y de Estudios Legislativos, Primera, 
con proyecto de decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley de 
Instituciones de Crédito; la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito; y la Ley Orgánica del Banco 
Nacional de Obras y Servicios Públicos. 
Aprobado con 108 votos en pro. 
Se turnó al Ejecutivo Federal para sus efectos constitucionales. 
Gaceta Parlamentaria, 11 de diciembre de 2007. 
Discusión y votación, 11 de diciembre de 2007. 
 
DE LAS COMISIONES UNIDAS DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO; Y DE ESTUDIOS LEGISLATIVOS, 
PRIMERA, EL QUE CONTIENE PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN, ADICIONAN Y 
DEROGAN DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY DE INSTITUCIONES DE CRÉDITO, DE LA LEY 
GENERAL DE TÍTULOS Y OPERACIONES DE CRÉDITO Y DE LA LEY ORGÁNICA DEL BANCO 
NACIONAL DE OBRAS Y SERVICIOS PÚBLICOS.  

 
 

COMISIONES UNIDAS DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO;Y DE ESTUDIOS LEGISLATIVOS, PRIMERA 

Diciembre 6, 2007. 

HONORABLE ASAMBLEA  

Con fundamento en los artículos 72 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 39 y 40 de 
la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos; 87 y 88 del Reglamento para el 
Gobierno Interior del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, la H. Cámara de Diputados de la 
LX Legislatura remitió la Minuta con proyecto de Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas 
disposiciones de la Ley de Instituciones de Crédito, la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito y la 
Ley Orgánica del Banco Nacional de Obras y Servicios Públicos. 

ANTECEDENTES 

1. En sesión de fecha 29 de noviembre del 2007, la Colegisladora aprobó el dictamen con 
proyecto de Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de 
la Ley de Instituciones de Crédito, la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito y la 
Ley Orgánica del Banco Nacional de Obras y Servicios Públicos. 

2. En sesión de 4 de diciembre de 2007, la Mesa Directiva de esta H. Cámara de Senadores 
turnó, la Minuta con proyecto de Decreto antes señalada, a las Comisiones Unidas de 
Hacienda y Crédito Público, y de Estudios Legislativos, Primera para su estudio y dictamen. 

3. En sesión ordinaria, los CC. Senadores integrantes de estas Comisiones Unidas 
realizaron diversos trabajos a efecto de revisar el contenido de la citada Minuta, con el 
objeto de expresar sus observaciones y comentarios a las mismas e integrar el presente 
dictamen. 

Con base en las referidas actividades y del análisis que hicieron de todas las Iniciativas antes referidas estas 
Comisiones someten a la consideración de esta Honorable Asamblea el siguiente: 

DICTAMEN 
I. ANÁLISIS DE LA MINUTA 
El día 4 de diciembre de 2007, la Mesa Directiva del Senado de la República de la LX Legislatura, recibió la 
Minuta con proyecto de Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley 
de Instituciones de Crédito, la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito y la Ley Orgánica del Banco 
Nacional de Obras y Servicios Públicos, que fue turnada a las Comisiones de Hacienda y Crédito Público y de 
Estudios Legislativos, Primera. 
La Minuta corresponde a la Iniciativacon proyecto de decreto por el que se reforman, adicionan y derogan 
diversas disposiciones de la Ley de Instituciones de Crédito, la Ley General de Títulos y Operaciones de 
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Crédito y la Ley Orgánica del Banco Nacional de Obras y Servicios Público, presentada por el Ejecutivo 
Federal, ante la Comisión Permanente, el día 31 de agosto de 2007. 
La Colegisladora aprobó diversas modificaciones y adiciones a la Ley de Instituciones de Crédito, que a 
continuación se señalan: 

• Se establece en la Minuta la posibilidad de que las Instituciones de Crédito, con relación al tipo de 
operaciones que realicen, se puedan ubicar en alguno de los siguientes supuestos:  

a)Instituciones autorizadas para llevar a cabo la totalidad de las operaciones que permite la 
ley, es decir, como se prevé en el esquema vigente,  

b)Instituciones autorizadas para realizar, a su elección, sólo algunas de las operaciones que 
les permite la ley, con la posibilidad de incrementar o disminuir el número de dichas 
operaciones. 

Con lo anterior, la Minuta busca que la carga de regulación para las instituciones de crédito sea acorde con el 
tipo de operaciones que lleven a cabo.  

• Adicionalmente, se transfieren a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores diversas facultades que 
actualmente ejerce la Secretaría de Hacienda y Crédito Público. Tales funciones consisten 
principalmente en el otorgamiento de autorizaciones para la organización y operación de las 
instituciones de banca múltiple, sus fusiones, escisiones y diversos actos corporativos, así como la 
facultad de revocar la citada autorización para organizarse y operar como tal.  

• Asimismo, la Colegisladora otorga facultades a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores para 
realizar labores de inspección y vigilancia a las empresas que presten a las instituciones de crédito 
servicios de auditoria externa. Entre las principales facultades que se confieren, se encuentran las de 
requerir toda clase de información y documentación, practicar visitas de inspección, requerir la 
comparecencia de socios, representantes y demás empleados de las empresas que presten servicios 
de auditoria externa y reconocer normas y procedimientos de auditoria que deberán observar los 
auditores externos al dictaminar o emitir opiniones relativas a los estados financieros de las 
instituciones de crédito.  

• Por otra parte, se actualiza el marco normativo respecto a la contratación con terceros de servicios 
necesarios para la operación de instituciones de crédito, para lo cual se establecen, de una forma 
clara, los casos en que la Comisión Nacional Bancaria y de Valores puede ordenar la suspensión 
parcial o total, temporal o definitiva, de la prestación de dichos servicios.  

• Adicionalmente, la Minuta precisa diversos aspectos relativos al tratamiento de las operaciones que 
lleven a cabo las instituciones de banca múltiple con las denominadas personas relacionadas. Al 
respecto, se detalla el concepto de "operaciones con personas relacionadas", así como de los 
sujetos que pueden llevarlas a cabo y, se propone adecuar los parámetros para calcular los límites 
aplicables a dichas operaciones.  

• Se consideran necesarios, los parámetros para el cálculo de los límites a los que están sujetas las 
inversiones que realicen las instituciones de crédito en distintos rubros, por lo que se propone que el 
límite se establezca como un porcentaje de la parte básica del capital neto a que se refiere el artículo 
50 de la ley.  

• La Minuta reconoce, la totalidad de las etapas del procedimiento de autorización para la organización 
y operación de una institución de banca múltiple. Asimismo, se actualizan y aclaran los requisitos que 
se deben satisfacer para la autorización para la organización y operación de una institución de banca 
múltiple.  

• Por otra parte, la Colegisladora incluye la figura de los organismos autorregulatorios bancarios, que 
serán aquellas asociaciones gremiales de instituciones de crédito que obtengan el reconocimiento de 
la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, y tendrían por objeto la implantación de diversos 
estándares de conducta y operación entre las instituciones de crédito que se encuentren agremiadas 
a ellos.  

• La Minuta otorga facultades adicionales a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores que le 
permitan suspender o limitar de manera parcial las operaciones activas, pasivas y de servicios que 
realicen las instituciones de crédito, cuando no cuenten con la infraestructura o controles internos 
necesarios para realizar las operaciones que les fueron autorizadas, se incumpla con alguno de los 
requisitos que establece la Ley de Instituciones de Crédito para el inicio de sus operaciones, realicen 
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operaciones distintas a las autorizadas, o bien, que sean declaradas por la autoridad judicial en 
estado de concurso mercantil.  

• Se propone actualizar las disposiciones aplicables a las figuras de consejeros independientes, 
directivos y comisarios de las instituciones de banca múltiple, para lo cual se prevé reforzar en ley las 
características que tales sujetos deben reunir para desempeñar dichas funciones.  

• De igual manera, la Colegisladora elimina vacíos jurídicos que existen en el texto de la ley vigente, 
para lo cual se señala con claridad el momento exacto en el que surtirá efectos la fusión de 
instituciones de banca múltiple, y se aclara que la misma deja sin efectos la autorización para 
organizarse y operar como institución de banca múltiple otorgada originalmente a la sociedad 
fusionada, que desaparece por consecuencia del citado acto corporativo.  

• Se establece la obligación de que las personas que pretendan constituir una institución de banca 
múltiple o adquirir acciones de alguna que se encuentre en operación, acrediten que cuentan, con 
honorabilidad e historial crediticio y de negocios satisfactorio y que no han sido sentenciados por 
delito patrimonial doloso.  

• La Minuta considera necesario actualizar la legislación bancaria vigente para estar en concordancia 
con los usos y prácticas bancarias en materia de cartas de crédito, tanto a nivel nacional como 
internacional.  

• En el mismo sentido, actualiza y detalla las facultades de la Comisión Nacional Bancaria y de 
Valores, en su calidad de supervisor de las instituciones de crédito. Para esto, se especifican los 
tipos de visitas que la comisión puede realizar a las citadas instituciones, y se señala claramente que 
la vigilancia se efectuará a través del análisis de la información contable, legal, económica, 
financiera, administrativa, de procesos y de procedimientos que obtenga, con la finalidad de evaluar 
el apego a la normatividad que rige a las instituciones de crédito, así como la estabilidad y correcto 
funcionamiento de éstas.  

• Por otro lado, se faculta al Banco de México para que, en ejercicio de las facultades que le otorga la 
ley que lo regula pueda emitir las disposiciones que expida sin la necesidad de escuchar la opinión 
de las demás autoridades financieras  

• Se prevé además, que la Comisión Nacional Bancaria y de Valores podrá solicitar directamente la 
publicación en el Diario Oficial de la Federación de las disposiciones y reglas de carácter general, así 
como de los actos administrativos que dicho órgano desconcentrado expida en el ámbito de su 
competencia, acorde con las leyes relativas al Sistema Financiero Mexicano.  

• Asimismo, se reconoce como fin el fortalecimiento del gobierno corporativo de las instituciones de 
banca de desarrollo, a través de la creación de un comité de auditoria y un comité de recursos 
humanos y desarrollo institucional. El comité de auditoria podrá someter a la consideración del 
consejo directivo los proyectos, programas y demás asuntos relacionados con sus facultades.  

• Se establecen las características de las disposiciones en las que se señalarán los requisitos y la 
documentación que deberá acompañarse a la solicitud para obtener el reconocimiento de organismo 
auto regulatorio.  

• Establece que en el caso de que la Comisión Nacional Bancaria y de Valores autorice que las 
acciones se paguen en especie, dicha autorización se emita, cuidando la liquidez y solvencia de la 
institución de que se trate, con lo que se adiciona un elemento que otorga mayor seguridad jurídica a 
los participantes.  

• Asimismo, la Minuta establece que las reglas de carácter general que emita la Comisión Nacional 
Bancaria y de Valores a fin de detallar la información que deberá ser proporcionada en el caso de 
que se pretenda adquirir directa o indirectamente más del cinco por ciento del capital social ordinario 
pagado, o bien, otorgar garantía sobre las acciones que representen dicho porcentaje, deberán tener 
como finalidad la preservación del sano desarrollo del sistema bancario en México, satisfaciendo de 
esta manera el diseño exigido por el orden constitucional para las reglas generales administrativas, 
de conformidad con los actuales criterios de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.  

• Por otro lado, establece que las disposiciones y criterios que se emitan de conformidad con el 
artículo en comento deberán tener en cuenta para su elaboración o emisión, según corresponda, la 
procuración de la solvencia de las instituciones y de un sano desarrollo del sistema bancario, así 
como la protección al sistema de pagos y al público ahorrador.  

• Es importante mencionar que se incluye la referencia a "grupo empresarial o consorcio" en lugar de 
"grupo financiero", a fin de establecer una referencia mas completa y adecuada que permita 
identificar también a aquellos individuos o personas morales que se encuentren vinculados a través 
de personas morales distintas a los grupos financieros.  

• En adición, la Minuta prevé que para la fusión de dos o más instituciones de banca múltiple, se 
requerirá, además de la opinión del Banco de México, la de la Comisión Federal de Competencia.  
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• Se establece que la documentación conexa que en su caso requiera la Comisión Nacional Bancaria y 
de Valores deberá tener como base el cumplimiento de sus funciones de supervisión y regulación. 
Asimismo, se señala que en los casos en que la citada comisión otorgue la autorización a que se 
refiere el artículo en cuestión se deberá tomar en consideración la no afectación a los intereses de 
las contrapartes de las instituciones, vigilando que no exista oposición de acreedores.  

• Por otra parte, se prevé que para la revocación de la autorización de una institución de banca 
múltiple, se requerirá, además de la opinión del Banco de México, la del Instituto para la Protección al 
Ahorro Bancario.  

• Asimismo, la Minuta señala que para abstenerse de revocar la autorización a una institución de 
banca múltiple en términos del artículo y que ésta se encuentre en un régimen de operación 
condicionada, se requerirá, además de la opinión del Banco de México, la del Instituto para la 
Protección al Ahorro Bancario.  

• En otro orden de ideas, la Colegisladora establece con claridad el marco jurídico aplicable a los 
diversos actos que realicen las sociedades nacionales de crédito, en la contratación de operaciones y 
servicios, delimitando con exactitud los casos en que será aplicable la Ley de Adquisiciones, 
Arrendamientos y Servicios del Sector Público.  

• La Minuta establece que el comité de desarrollo institucional de las instituciones de banca de 
desarrollo también propondrá las remuneraciones que correspondan a los expertos que participen en 
los comités de apoyo que constituya su consejo directivo.  

• Se otorga la facultad a los sindicatos de trabajadores de las instituciones de banca de desarrollo, de 
participar en la determinación de las condiciones generales de trabajo de las citadas instituciones, 
con lo que se otorga una mayor protección jurídica a sus trabajadores.  

• Es importante mencionar que la Minuta señala que las disposiciones a las que estarán sujetas las 
autorizaciones que otorgue la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, deberán tener como 
finalidad el propiciar el sano desarrollo del sistema bancario satisfaciendo de esta manera el diseño 
exigido por el orden constitucional para las reglas generales administrativas, de conformidad con los 
actuales criterios de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.  

• Por otro lado, se establecen disposiciones especialmente diseñadas para aquellas instituciones que 
mantengan vínculos de negocio o patrimoniales con personas morales que realicen actividades 
empresariales.  

• Se delimita con toda claridad los límites a los que se deberán sujetar las instituciones de crédito que 
mantengan vínculos de negocio o patrimoniales con personas morales que realicen actividades 
comerciales empresariales, estableciendo la obligación de mantener una independencia operativa no 
obstante el vínculo existente.  

• En este sentido, también se establecen claramente las directrices a las que deberán ceñirse las 
instituciones de banca múltiple que mantengan vínculos de negocio o patrimoniales con personas 
morales que realicen actividades empresariales, respecto a la integración de sus consejos de 
administración, así como para la designación de sus directores generales o funcionarios que ocupen 
las dos jerarquías inmediatas inferiores a aquél.  

• Por otro lado, se establecen los parámetros bajo los cuales las instituciones de banca múltiple 
celebrarán operaciones de cualquier tipo con los integrantes del consorcio o grupo empresarial al que 
pertenezcan, a través de obligaciones tales como celebrar operaciones en condiciones de mercado, 
realizar estudios de precios de transferencia y remitir informes a la Comisión Nacional Bancaria y de 
Valores.  

• Se incluye dentro del catálogo de operaciones que pueden realizar las instituciones de crédito, la de 
intervenir en las operaciones de contratación de seguros, cumpliendo con lo establecido en la Ley 
General de Instituciones y Sociedades Mutualistas de Seguros y en las disposiciones de carácter 
general que de la misma emanen, en atención a que, actualmente, tales instituciones intervienen en 
dichas operaciones conforme a lo previsto en el artículo 41 de la Ley invocada.  

• Se establece la obligación a las instituciones de banca múltiple para que tanto al inicio de sus 
operaciones, como en el caso de que pretendan realizar operaciones adicionales a las que 
originalmente le hubieren sido autorizadas, acrediten que los órganos de gobierno y estructura 
corporativa con que cuenten, sean los adecuados para realizar las operaciones que pretendan llevar 
a cabo.  

• Por otro lado, se señala que las disposiciones de carácter general que, en materia de contratación de 
servicios o comisiones necesarios para realizar las operaciones previstas en el artículo 46 de esta 
ley, expida la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, deben tener como finalidad el 
establecimiento de lineamientos técnicos y operativos, así como la protección de la información de 
los usuarios del sistema bancario, mismas que podrán establecer límites individuales y agregados 
para la celebración de operaciones y los tipos de servicios a los que les serán aplicables.  
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• Se otorga al cuerpo legal un mayor orden y congruencia en los temas que se regulan. Asimismo, se 
eliminan de la restricción relativa a la celebración de operaciones en las que puedan resultar 
deudores de las instituciones de crédito sus funcionarios o empleados o las personas que ostenten 
algún cargo, mandato, comisión o cualquier otro título, sus ascendientes o descendientes en primer 
grado, así como sus cónyuges, en virtud de considerarse como una excesiva limitante para las 
personas antes mencionadas.  

• Se reconocer los pagos efectuados a través de sistemas de pagos extranjeros, a fin de que la 
moneda de curso legal en los Estados Unidos Mexicanos pueda ser operada en el sistema CLS.  

• La Minuta limita a las instituciones de banca de desarrollo, la contratación de servicios que presten 
terceros u otras instituciones de crédito, para la realización de las operaciones y servicios bancarios 
previstos en el artículo 46 de la Ley de Instituciones de Crédito, y en sus respectivas leyes orgánicas.  

• Establece que las disposiciones que con fundamento en el presente artículo se emitan, además de 
ser generales, deberán tener como base la salvaguarda de la solvencia y de la estabilidad financiera 
de las instituciones de crédito, así como la protección de los intereses del público ahorrador.  

• Adicionalmente, se establece que la parte básica del capital neto deberá considerarse sin disminuir 
las inversiones que la institución de que se trate hubiere realizado con base en lo dispuesto por el 
artículo 89 de la Ley de Instituciones de Crédito.  

• Por otro lado, la Minuta señala que a través de disposiciones de carácter general se establecerá el 
plazo para que surta efectos la cancelación de los servicios de domiciliación, el cual no podrá 
exceder de diez días, con lo cual se adecua el mencionado plazo, de tal forma que en la práctica 
permita a las instituciones de crédito cumplir a cabalidad lo dispuesto en el presente artículo.  

• Asimismo, se establece que las disposiciones de carácter prudencial que, en materia de crédito y 
administración de riesgos, expida la Comisión Nacional Bancaria y de Valores tengan como finalidad 
la procuración de la solvencia de las instituciones de crédito, así como la protección de los intereses 
del público.  

• En este sentido, la Minuta señala que a través de disposiciones de carácter general se establecerá el 
plazo para que surta efectos la cancelación de los servicios de domiciliación, el cual no podrá 
exceder de diez días.  

• ·Se brinda mayor claridad, en lo relativo a la definición de operaciones con personas relacionadas, 
dentro de las cuales se incluye el término de disponibilidades en lugar de depósitos, por tratarse de 
un término más amplio y adecuado para los fines de la disposición de referencia.  

• Se amplia el universo de operaciones que podrán llevar a cabo las instituciones de crédito respecto 
de sociedades distintas a las señaladas en los artículos 88 y 89 de la Ley de Instituciones de Crédito, 
incluyendo la posibilidad de adquirir obligaciones de compra o de venta de títulos representativos del 
capital, así como de realizar aportaciones futuras de capital.  

• Se establece el enfoque jurídico de las disposiciones que emitirá la Comisión Nacional Bancaria y de 
Valores, así como para señalar que las mismas buscarán asegurar la solvencia y estabilidad de las 
instituciones y la confiabilidad de su información financiera.  

• Se prevén los parámetros a que se sujetará la elaboración de las reglas generales a que se refiere el 
artículo. De igual forma, se establece que a los servicios que las instituciones obtengan de 
sociedades en las que inviertan al amparo del referido artículo, así como los que contraten con sus 
subsidiarias u otras entidades financieras que formen parte del grupo financiero al que pertenezca la 
propia institución, no le será aplicable la prohibición a que se refiere el último párrafo del artículo 96 
de esta ley.  

• Por otro lado, se prevé la obligación de que las personas con las cuales las instituciones de crédito 
hubieren establecido vínculo de negocio para la recepción de recursos dinerarios para depósito en 
cuenta, actúen en todo momento frente al público como prestadores de servicios o comisionistas de 
las citadas instituciones, evitando con ello cualquier tipo de confusión o abuso respecto de la 
utilización de este tipo de servicios.  

• La Minuta prevé que las instituciones de banca múltiple que de cualquier forma se asocien con 
personas morales que realicen actividades empresariales, realicen los actos que sean necesarios 
para que el contenido de la publicidad que difundan, evite generar confusión a los clientes de las 
mencionadas instituciones, respecto de la independencia entre la institución y la persona moral de 
que se trate.  

• Asimismo, de dota a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores de la facultad de emitir 
disposiciones que establezcan las sanas prácticas comerciales que las instituciones de crédito 
deberán de seguir en la prestación de sus servicios financieros.  

• Se establece la obligación de que las instituciones de crédito se aseguren que los establecimientos 
que utilicen personas que, en su caso, hubieren contratado para llevar a operaciones en su 
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representación, cuenten con las medidas básicas de seguridad que de conformidad con el artículo en 
cuestión, también les serán aplicables.  

• Se permite a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, además de reconocer las normas y 
procedimientos de auditoría externa que presten personas morales a las instituciones de crédito, 
emitirlas.  

• Se establecen los términos bajo los cuales se considerará la existencia de concentraciones de 
mercado en términos de la Ley Federal de Competencia Económica (condicionamiento del acceso a 
la proveeduría de bienes o servicios de uno u otro agente económico, a la celebración de 
operaciones con la institución de banca múltiple que se trate o establecimiento en exclusiva o 
imposición de la apertura de cuentas o el uso de medios de pago de la institución de banca múltiple 
vinculada a la persona moral de que se trate).  

• Se señala que la suspensión de las operaciones que con fundamento en el artículo que nos ocupa 
determine la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, deberá llevarse a cabo siempre y cuando se 
tenga como propósito el salvaguardar la solvencia de las instituciones de crédito, satisfaciendo de 
esta manera el diseño exigido por el orden constitucional para las reglas generales administrativas, 
de conformidad con los actuales criterios de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.  

En adición a lo anterior, la Minuta también reforma la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito, a 
efecto de actualizar los límites de los montos máximos para la emisión de cheques al portador, así como para 
el endoso en blanco de cheques, a fin de que los montos respectivos no sean muy altos. 
 
Asimismo, en la citada Ley se establece que la conversión en recursos líquidos que podrán hacer las 
instituciones fiduciarias, se haga entre las opciones disponibles que maximicen la recuperación, y que contra 
dichos recursos se puedan deducir los gastos originados por la misma.  
 
En la Minuta se propone también, modificaciones a los artículos transitorios: 
 
a) Transitorio Decimosexto. Se establece plazo para que las instituciones de crédito lleven a cabo la 
modificación de sus estatutos sociales que este decreto implica.  
 
b) Transitorio Decimoséptimo. Se incorpora a fin de establecer el plazo en que las instituciones de crédito que 
tengan vínculos de negocio establecidos con personas que a la entrada en vigor del decreto en comento, se 
encuentren realizando operaciones al amparo del artículo 92, deberán adecuarse a lo señalado en dicho 
artículo y en las disposiciones de carácter general a que se refiere el artículo 46 Bis 1 del citado proyecto.  
 
c) Transitorio Decimoctavo. Se incluye con la finalidad de establecer el plazo en que las instituciones que 
caigan en los supuestos de vínculos con personas morales que realicen actividades empresariales deberán 
ajustarse a lo dispuesto en el Capítulo IV de este decreto.  
 
d) Transitorio Decimonoveno. Se incluye para establecer los términos de aplicación de lo dispuesto en el 
último párrafo del artículo 45-R, a fin de que no sean afectados los derechos adquiridos de las instituciones de 
banca múltiple. Con esto, las personas que hoy laboran en ellas y que cuentan con amplia experiencia en el 
sector financiero, no les aplicará de manera retroactiva de la disposición en comento. Asimismo, se prevé que 
para futuras designaciones exclusivamente de las posiciones que ocupan hoy funcionarios que no cumplen lo 
dispuesto en el artículo 45-R, no les serán aplicables las restricciones previstas en la referida disposición para 
no aplicarla de manera retroactiva. 
 
II. CONSIDERACIONES DE LAS COMISIONES 
 
PRIMERA.- Estas Comisiones resultan competentes para dictaminar la Minuta con proyecto de Decreto antes 
descrita, de conformidad con lo dispuesto por los artículos 86, 87, 93 y 94 de la Ley Orgánica del Congreso 
General de los Estados Unidos Mexicanos, 87 y 88 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso 
General de los Estados Unidos Mexicanos.  
 
SEGUNDA.- Las Comisiones que dictaminan estiman procedente la aprobación de la Minuta en sus términos, 
toda vez que considera como prioridad el fomento a la certidumbre jurídica en los diversos ámbitos del 
desarrollo nacional con la que se pretende promover el esquema de regulación y supervisión al sistema 
financiero de manera más eficiente.  
 
Estas Comisiones reconocen que en términos generales, el texto vigente resulta insuficiente ya que es omiso 
respecto a las garantías contingentes que en la actualidad son de uso común tanto en operaciones 
domésticas como internacionales, por lo que, coincide con la Minuta en la necesidad de actualizar la 
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legislación bancaria vigente para estar en concordancia con los usos y prácticas bancarias en materia de 
cartas de crédito, tanto a nivel nacional como internacional.  
 
En adición, las que Dictaminan consideran adecuado que uno de los principales ejes de la Minuta que 
contiene diversas modificaciones a la legislación financiera, permita incrementar las posibilidades de 
desarrollo y la competitividad de todos los participantes en el sistema financiero, a través de la inclusión de 
bancos autorizados con operaciones limitadas, es decir, se otorga la entrada de instituciones bancarias que 
llevan a cabo parte de las operaciones que les permite la Ley de Instituciones de Crédito requerimientos de 
información diferenciados con base en el tipo de operaciones que realicen. 
 
Así pues, se estiman atinados los argumentos vertidos pon la Colegisladora, en el sentido de actualizar el 
marco normativo respecto a la contratación con terceros de servicios necesarios para la operación de 
instituciones de crédito, toda vez que otorga mayor seguridad jurídica a las instituciones que los contraten.  
 
TERCERA.- En lo que respecta a los parámetros para el cálculo de los límites a los que están sujetas las 
inversiones que realicen las instituciones de crédito en distintos rubros, las Comisiones consideran que esta 
medida sin lugar a dudas fomentará una mayor congruencia y eficiencia en el esquema de inversión previsto 
en la ley vigente.  
 
Asimismo, en lo concerniente a que la Comisión Nacional Bancaria y de Valores podrá solicitar directamente 
la publicación en el Diario Oficial de la Federación de las disposiciones y reglas de carácter general, las que 
dictaminan consideran acertada la medida, ya que a todas luces, agilizará el procedimiento de publicación en 
el citado DOF, y dada la naturaleza de estos actos, resulta imperativo darlos a conocer a sus destinatarios de 
manera pronta y oportuna.  
 
Por otra parte, las Comisiones estiman conveniente y adecuado el establecer las características de las 
disposiciones en las que se señalarán los requisitos y la documentación que deberá acompañarse a la 
solicitud para obtener el reconocimiento de organismo autorregulatorio, derivado de que brinda mayor certeza 
jurídica a las asociaciones o sociedades gremiales de instituciones de crédito que se encuentren interesadas 
en solicitar el reconocimiento en cuestión, satisfaciendo de esta manera el diseño exigido por el orden 
constitucional para las reglas generales administrativas, de conformidad con los actuales criterios de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación 
 
CUARTA.- Por otro lado, las dictaminadoras estiman oportuno que las disposiciones y criterios que se emitan, 
tengan en cuenta la procuración de la solvencia de las instituciones y del sano desarrollo del sistema 
bancario, así como la protección al sistema de pagos y al público ahorrador. Con ello, se considera que queda 
satisfecho el diseño exigido por el orden constitucional para las reglas generales administrativas, de 
conformidad con los actuales criterios de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 
 
De igual manera, existe coincidencia en que la documentación conexa que en su caso requiera la Comisión 
Nacional Bancaria y de Valores deberá tener como base el cumplimiento de sus funciones de supervisión y 
regulación, otorgando con ello claridad jurídica sobre los elementos que se deberán considerar en la solicitud 
de referencia. 
 
En adición, estas Comisiones celebran el otorgar la facultad a los sindicatos de trabajadores de las 
instituciones de banca de desarrollo, de participar en la determinación de las condiciones generales de trabajo 
de las citadas instituciones, toda vez que se otorga una mayor protección jurídica a sus trabajadores 
 
QUINTA.- En otro orden de ideas, estas Comisiones estiman que se contará con un marco normativo más 
completo y eficiente en el que se contemplen las nuevas opciones de negocios que se están desarrollando en 
la actualidad, derivado de establecer disposiciones para aquellas instituciones que mantengan vínculos de 
negocio o patrimoniales con personas morales que realicen actividades empresariales,  
 
En este sentido, también las que dictaminan celebran el que la Minuta señale las directrices a las que deberán 
ceñirse las instituciones de banca múltiple que mantengan vínculos de negocio o patrimoniales con personas 
morales que realicen actividades empresariales, toda vez que se logrará minimizar la influencia de personas 
que por cualquiera de los motivos que en el mismo artículo se detallan, pudieran influir en la administración y 
dirección de las instituciones en comento.  
 
SEXTA.- En lo que respecta a los parámetros bajo los cuales las instituciones de banca múltiple celebrarán 
operaciones de cualquier tipo con los integrantes del consorcio o grupo empresarial al que pertenezcan, las 
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Comisiones estiman necesaria esta medida, se conseguirá el objetivo de evitar arbitrajes regulatorios llevando 
a cabo las operaciones, con estricto apego al marco legal.  
 
Por otra parte, al establecer la obligación a las instituciones de banca múltiple para que al inicio de sus 
operaciones, acrediten que los órganos de gobierno y estructura corporativa con que cuenten, sean los 
adecuados para realizar las operaciones que pretendan llevar a cabo, estas Comisiones coinciden en que la 
medida incrementará la protección al público ahorrador,  
 
En otro orden ideas, al limitar la contratación de servicios que presten terceros u otras instituciones de crédito, 
para la realización de las operaciones y servicios bancarios previstos en el artículo 46 de la Ley de 
Instituciones de Crédito, estas dictaminadoras coinciden con lo planteado en la Minuta, a fin de otorgar mayor 
estabilidad y certidumbre jurídica a los trabajadores de las instituciones de banca de desarrollo. 
 
En este sentido, la Minuta señala que a través de disposiciones de carácter general se establecerá el plazo 
para que surta efectos la cancelación de los servicios de domiciliación, el cual no podrá exceder de diez días, 
con lo cual las Comisiones consideran que se adecua el mencionado plazo, de tal forma que en la práctica, 
permita a las instituciones de crédito cumplir a cabalidad con lo dispuesto en el presente artículo.  
 
SÉPTIMA.- En adición a lo anterior, la Minuta también reforma la Ley General de Títulos y Operaciones de 
Crédito, a efecto de actualizar los límites de los montos máximos para la emisión de cheques al portador, así 
como para el endoso en blanco de cheques, a fin de que los montos respectivos no sean muy altos. Al 
respecto, estas Comisiones coinciden plenamente con los planteamientos vertidos en lamisma, y estiman su 
aprobación en los términos, ya que con ello se desincentiven actos ilícitos que se realizan actualmente con 
dichos instrumentos 
 
Por las relatadas consideraciones, estas Comisiones Unidas reunidas en Pleno, someten a la consideración 
esta H. Asamblea, el siguiente: 
 
DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN, ADICIONAN Y DEROGAN DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA 
LEY DE INSTITUCIONES DE CRÉDITO, LA LEY GENERAL DE TÍTULOS Y OPERACIONES DE CRÉDITO 
Y la Ley Orgánica del Banco Nacional de Obras y Servicios Públicos.  
 
PRIMERO.- Se REFORMAN los artículos 1o.; 3o.; 5 Bis 1, primer párrafo; 5 Bis 2; 7o.; 8o.; 9o., último párrafo; 
10; 12, primer párrafo; 14; 17; 18; 19; 22; 23, fracciones II, VII y VIII; 24, último párrafo; 25, último párrafo; 27; 
27 Bis; 27 Bis 1, primer párrafo; 27 Bis 3, fracción I; 28, primer y último párrafos, las fracciones I, II y el 
segundo y tercer párrafos de la fracción VI; 29 Bis, primer párrafo; 29 Bis 2, primer y segundo párrafos; 29 Bis 
4, fracción V, inciso c); 29 Bis 5, segundo y último párrafos; 29 Bis 12, último párrafo; 41; 42, fracciones I, III, 
VI, X, XI, XVI, XVIII, XXII, XXIII y penúltimo párrafo; 43; 44; 45-C, primer párrafo; 45-G, cuarto párrafo; 45-H; 
45-I, primer párrafo y la fracción II; 46, segundo párrafo y las fracciones XXV y XXVI; 46 Bis; 47, primer 
párrafo; 50, primero, segundo, tercero y cuarto párrafos; 51, segundo párrafo; 52; 55; 57; 58, primer párrafo; 
59, último párrafo; 61; 65; 66, fracción V; 71; 73, segundo párrafo, y las fracciones V, segundo párrafo, VI y 
VII; 73 Bis, sexto y séptimo párrafos, así como los incisos a) y b); 75; 76; 81; 84, penúltimo y último párrafos; 
85 Bis 1; 87, primero, segundo y cuarto párrafos; 88; 89; 90, tercero y último párrafos; 91; 93, primer párrafo; 
94; 96; 99; 101; 102; 106, fracciones XII, XIX, inciso f) y XX; 108, último párrafo; 112, fracción III, inciso d); 117 
Bis; 119; 122 Bis, primer párrafo, la fracción I, el inciso a) y el segundo párrafo del inciso b) de la fracción II; 
133; 134 Bis, primer párrafo; 134 Bis 1, fracción I, incisos e) y f), y 136; se ADICIONAN los artículos 5 Bis 5; 7 
Bis; 7 Bis 1; 7 Bis 2; 7 Bis 3; 8 Bis;10 Bis; 22 Bis; 23, con un quinto párrafo; 30, con un cuarto, quinto y sexto 
párrafos; 40, con un segundo y tercer párrafos; 42, con las fracciones XI bis y XXIV; un Capítulo IV al Título 
Segundo, denominado "De las instituciones de banca múltiple que tengan vínculos de negocio o patrimoniales 
con personas morales que realicen actividades empresariales", que contiene los artículos 45-O, 45-P, 45-Q, 
45-R y 45-S; 46, fracción XV con segundo párrafo, con las fracciones XXVI bis y XXVII, pasando la actual 
XXVII a ser la XXVIII, y con un tercer párrafo; 46 Bis 1; 46 Bis 2; 46 Bis 3; 46 Bis 4; 46 Bis 5; 46 Bis 6; 47, con 
un quinto párrafo; 51, con un tercer párrafo; 60, con un tercer párrafo; 72 Bis; 73, con un tercer párrafo, 
pasando los actuales párrafos tercero y cuarto a ser los párrafos cuarto y quinto, respectivamente; 73 Bis, con 
los incisos d) y e); 73 Bis 1, con un inciso d); 90 Bis; 92, con un tercer y un cuarto párrafos; 93, con un 
segundo y tercer párrafos, pasando los actuales párrafos segundo y tercero a ser los párrafos cuarto y quinto, 
respectivamente; 94 Bis; 98 Bis; 100, con un tercer párrafo; 101 Bis; 101 Bis 1; 101 Bis 2; 101 Bis 3; 101 Bis 
4; 101 Bis 5; 106, con una fracción XXI; 106 Bis; 107 Bis; 112, fracción III, con un tercer párrafo; 115 Bis; 116 
Bis 1; 134 Bis 4, y 137 Bis; y se DEROGAN los artículos 42, fracción VIII; 45-I, fracción IV y 106, fracciones I, 
II, VI, IX, XIII, XV, XV Bis, y el inciso a) de la fracción XIX, y penúltimo y último párrafos, de la Ley de 
Instituciones de Crédito, para quedar como sigue: 
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Artículo 1o.-La presente Ley es de orden público y observancia general en los Estados Unidos Mexicanos y 
tiene por objeto regular el servicio de banca y crédito, la organización y funcionamiento de las instituciones de 
crédito, las actividades y operaciones que las mismas podrán realizar, su sano y equilibrado desarrollo, la 
protección de los intereses del público y los términos en que el Estado ejercerá la rectoría financiera del 
Sistema Bancario Mexicano.  
 
Artículo 3o.-El Sistema Bancario Mexicano estará integrado por el Banco de México, las instituciones de 
banca múltiple, las instituciones de banca de desarrollo y los fideicomisos públicos constituidos por el 
Gobierno Federal para el fomento económico que realicen actividades financieras, así como los organismos 
auto regulatorios bancarios. 
 
Para efectos de lo dispuesto en el párrafo anterior, se entenderá que realizan actividades financieras los 
fideicomisos públicos para el fomento económico cuyo objeto o finalidad principal sea la realización habitual y 
profesional de operaciones de crédito, incluyendo la asunción de obligaciones por cuenta de terceros.Dichas 
operaciones deberán representar el cincuenta por ciento o más de los activos totales promedio durante el 
ejercicio fiscal inmediato anterior a la fecha de determinación a que se refiere el artículo 134 Bis 4 de esta Ley. 
 
A todos los fideicomisos públicos para el fomento económico se les podrán otorgar concesiones en los 
mismos términos que a las entidades paraestatales. 
 
Artículo 5 Bis 1.- Salvo que en las disposiciones específicas se establezca otro plazo, éste no podrá exceder 
de noventa días para que las autoridades administrativas resuelvan lo que corresponda. Transcurrido el plazo 
aplicable, se entenderán las resoluciones en sentido negativo al promovente, a menos que, en las 
disposiciones aplicables, se prevea lo contrario. A petición del interesado, se deberá expedir constancia de tal 
circunstancia, dentro de los dos días hábiles siguientes a la presentación de la solicitud respectiva ante la 
autoridad competente que deba resolver, conforme al Reglamento Interior respectivo. Igual constancia deberá 
expedirse cuando las disposiciones específicas prevean que, transcurrido el plazo aplicable, la resolución 
deba entenderse en sentido positivo. De no expedirse la constancia mencionada dentro del plazo citado, se 
fincará en su caso, la responsabilidad que resulte aplicable. 
... 
... 
... 
... 
... 
Artículo 5 Bis 2.- El plazo a que se refiere el artículo anterior no será aplicable a las promociones donde por 
disposición expresa de esta Ley las autoridades administrativas deban escuchar la opinión de otras 
autoridades, además de aquéllas relacionadas con las autorizaciones relativas a la constitución, fusión, 
escisión y liquidación de instituciones de crédito. En estos casos, no podrá exceder de ciento ochenta días el 
plazo para que las autoridades administrativas resuelvan lo que corresponda, y serán aplicables las demás 
reglas que señala el artículo 5 Bis 1 de esta Ley.  
 
Artículo 5 Bis 5.- Para efectos de la presente Ley, los plazos fijados en días se entenderán en días naturales, 
salvo que expresamente se señale que se trata de días hábiles. En los casos en que se haga referencia a un 
plazo en días hábiles, si éste vence en un día inhábil, se entenderá concluido el primer día hábil siguiente. 
 
Artículo 7o.- La Comisión Nacional Bancaria y de Valores, previo acuerdo de su Junta de Gobierno, podrá 
autorizar el establecimiento en el territorio nacional de oficinas de representación de entidades financieras del 
exterior. Estas oficinas no podrán realizar en el mercado nacional ninguna actividad de intermediación 
financiera que requiera de autorización por parte del Gobierno Federal y se abstendrán de actuar, 
directamente o a través de interpósita persona, en operaciones de captación de recursos del público, ya sea 
por cuenta propia o ajena. No obstante lo anterior, dichas oficinas podrán proporcionar, a petición de sus 
clientes, información sobrelas operaciones que las entidades financieras del exterior que representan celebren 
en su país de origen, en el entendido de que tales oficinas no podrán difundir publicidad o propaganda al 
público en general respecto de operaciones pasivas.  
 
Las actividades que realicen las oficinas de representación se sujetarán a las reglas que expida la Secretaría 
de Hacienda y Crédito Público, la que, para ello, escuchará la opinión del Banco de México y de la Comisión 
Nacional Bancaria y de Valores. 
 
La Comisión Nacional Bancaria y de Valores, previo acuerdo de su Junta de Gobierno, podrá declarar la 
revocación de las autorizaciones correspondientes cuando las referidas oficinas no se ajusten a las 
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disposiciones a que se refiere este artículo, sin perjuicio de la aplicación de las sanciones establecidas en la 
presente Ley y en los demás ordenamientos legales.  
 
Las oficinas se sujetarán a la inspección y vigilancia de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, y 
cubrirán las cuotas que por estos conceptos determinen las disposiciones aplicables. 
 
Artículo 7 Bis.- Los organismos autorregulatorios bancarios tendrán por objeto implementar estándares de 
conducta y operación entre sus agremiados, a fin de contribuir al sano desarrollo de las instituciones de 
crédito. Dichos organismos podrán ser de diverso tipo acorde con las actividades que realicen. 
 
Tendrán el carácter de organismos autorregulatorios bancarios las asociaciones o sociedades gremiales de 
instituciones de crédito que, a solicitud de aquellas, sean reconocidas con tal carácter por la Comisión 
Nacional Bancaria y de Valores, previo acuerdo de su Junta de Gobierno. 
 
Artículo 7 Bis 1.-Los organismos autorregulatorios bancarios podrán, en términos de sus estatutos y 
sujetándose a lo previsto en el artículo 7 Bis 2 de esta Ley, emitir normas relativas a: 
 
I. Los requisitos de ingreso, exclusión y separación de sus agremiados; 
 
II. Las políticas y lineamientos que deban seguir sus agremiados en la contratación con la clientela a la cual 
presten sus servicios; 
 
III. La revelación al público de información distinta o adicional a la que derive de esta Ley; 
 
IV. Las políticas y lineamientos de conducta tendientes a que sus agremiados y otras personas vinculadas a 
éstos con motivo de un empleo, cargo o comisión en ellos, conozcan y se apeguen a la normativa aplicable, 
así como a los sanos usos y prácticas bancarias; 
 
V. Los requisitos de calidad técnica, honorabilidad e historial crediticio satisfactorio aplicables al personal de 
sus agremiados; 
 
VI. La procuración de la eficiencia y transparencia en las actividades bancarias; 
 
VII. El proceso para la adopción de normas y la verificación de su cumplimiento; 
 
VIII. Las medidas disciplinarias y correctivas que se aplicarán a sus agremiados en caso de incumplimiento, 
así como el procedimiento para hacerlas efectivas, y 
 
IX. Los usos y prácticas bancarias. 
 
Además, las asociaciones o sociedades gremiales de instituciones de crédito que obtengan el reconocimiento 
de organismo autorregulatorio bancario por parte de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores podrán llevar 
a cabo certificaciones de capacidad técnica de empleados, funcionarios y directivos de las instituciones de 
crédito, así como de sus apoderados, cuando así lo prevean las normas a que se refiere este artículo. 
 
Los organismos autorregulatorios bancarios deberán llevar a cabo evaluaciones periódicas a sus agremiados, 
sobre el cumplimiento delas normas que expidan dichos organismos para el otorgamiento de las 
certificaciones a que se refiere el párrafo anterior. Cuando de los resultados de dichas evaluaciones puedan 
derivar infracciones administrativas o delitos, a juicio del organismo de que se trate, éste deberá informar de 
ello a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, sin perjuicio de las facultades de supervisión que 
corresponda ejercer a la propia Comisión. Asimismo, dichos organismos deberán llevar un registro de las 
medidas correctivas y disciplinarias que apliquen a las personas certificadas por ellos, el cual estará a 
disposición de la propia Comisión. 
 
Las normas autorregulatorias que se expidan en términos de lo previsto en este artículo no podrán contravenir 
o exceptuar lo establecido en la presente Ley y demás disposiciones aplicables. 
 
Artículo 7 Bis 2.- La Comisión Nacional Bancaria y de Valores expedirá disposiciones de carácter general en 
las que establezca los requisitos que deberán cumplir las asociaciones o sociedades gremiales de 
instituciones de crédito para obtener, acorde con su tipo, el reconocimiento de organismo autorregulatorio a 
que se refiere el artículo 7 Bis de esta Ley, así como para regular su funcionamiento. 
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Las referidas disposiciones de carácter general preverán requisitos relacionados con la organización y 
funcionamiento interno de las asociaciones y sociedades gremiales que quieran ser reconocidos como 
organismos de autorregulación, a fin de propiciar que sus órganos sociales se integren en forma equitativa, 
por personas con honorabilidad y capacidad técnica, se conduzcan con independencia y cuenten con la 
representativa del gremio para el ejercicio de sus actividades, así como cualquier otro que contribuya a su 
sano desarrollo. 
 
Artículo 7 Bis 3.- La Comisión Nacional Bancaria y de Valores tendrá facultades para: 
 
I. Vetar las normas de autorregulación que expidan los organismos autorregulatorios bancarios, cuando la 
propia Comisión considere que éstas puedan afectar el sano y equilibrado desarrollo del sistema financiero, 
en protección de los intereses del público, en cuyo caso tales normas no iniciarán su vigencia o quedarán sin 
efectos; 
 
II. Ordenar la suspensión, remoción o destitución de los consejeros y directivos de los organismos 
autorregulatorios bancarios, así como imponer veto de tres meses hasta cinco años, a las personas antes 
mencionadas, cuando cometan infracciones graves o reiteradas a esta Ley y demás disposiciones de carácter 
general que emanen de ella, con independencia de las sanciones económicas que correspondan conforme a 
esta u otras leyes, y 
 
III. Revocar el reconocimiento de organismos autorregulatorios bancarios cuando cometan infracciones graves 
o reiteradas a lo previsto en esta u otras leyes y demás disposiciones de carácter general que emanen de las 
mismas. 
 
Para proceder en términos de lo previsto en las fracciones II y III de este artículo, dicha Comisión deberá 
contar con el previo acuerdo de su Junta de Gobierno. Antes de dictar la resolución correspondiente, la 
Comisión deberá escuchar al interesado y al organismo de que se trate. 
 
Las resoluciones a que se refiere este artículo podrán ser recurridas ante la Comisión Nacional Bancaria y de 
Valores dentro de los quince días hábiles siguientes a la fecha en que se hubieren notificado. La propia 
Comisión, con aprobación de su Junta de Gobierno, podrá revocar, modificar o confirmar la resolución 
recurrida, previa audiencia del afectado. 
 
Artículo 8o.- Para organizarse y operar como institución de banca múltiple se requiere autorización del 
Gobierno Federal, que compete otorgar discrecionalmente a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, 
previo acuerdo de su Junta de Gobierno y opinión favorable del Banco de México. Por su naturaleza, estas 
autorizaciones serán intransmisibles. 
 
Dentro de los cinco días hábiles siguientes a la fecha en que la Junta de Gobierno de la Comisión Nacional 
Bancaria y de Valores haya resuelto otorgar la autorización a que se refiere el párrafo anterior, dicha Comisión 
notificará la resolución, así como su opinión favorable respecto del proyecto de estatutos de la sociedad de 
que se trate, a fin de que se realicen los actos tendientes a su constitución o a la transformación de su 
organización y funcionamiento, según corresponda. El promovente, en un plazo de noventa días contado a 
partir de dicha notificación, deberá presentar a la propia Comisión, para su aprobación, el instrumento público 
en que consten los estatutos de la sociedad en términos de esta Ley para posteriormente proceder a su 
inscripción en el Registro Público de Comercio sin que se requiera mandamiento judicial al respecto. 
 
La autorización que se otorgue conforme a este artículo, quedará sujeta a la condición de que se obtenga la 
autorización para iniciar las operaciones respectivas en términos del artículo 46Bis de esta Ley, la que deberá 
solicitarse dentro de un plazo de ciento ochenta días contado a partir de la aprobación del instrumento público 
a que se refiere el párrafo anterior. Al efectuarse la citada inscripción del instrumento público, deberá hacerse 
constar que la autorización para organizarse y operar como institución de banca múltiple se encuentra sujeta a 
la condición señalada en este párrafo. 
 
Las autorizaciones para organizarse y operar como institución de banca múltiple, así como sus 
modificaciones, se publicarán, a costa de la institución de que se trate, en el Diario Oficial de la Federación y 
en dos periódicos de amplia circulación de su domicilio social. 
 
Artículo 8 Bis.- Sin perjuicio de lo señalado en el artículo anterior, hasta en tanto entre en vigor la 
autorización para organizarse y operar como institución de banca múltiple, la sociedad correspondiente, una 
vez que se haya recibido la notificación mencionada en dicho artículo, podrá celebrar los actos necesarios 
para cumplir con los requisitos establecidos en el artículo 46 Bis de esta Ley para el inicio de operaciones, sin 



 12

que, durante dicho periodo, pueda celebrar ninguna de las operaciones señaladas en el artículo 46 de esta 
Ley, excepto las previstas en su fracción XXIII. Durante el periodo antes referido, la sociedad de que se trate 
estará exceptuada de la aplicación de lo dispuesto en el primer párrafo del artículo 105 de esta Ley. 
 
La autorización para organizarse y operar como institución de banca múltiple conforme a esta Ley no surtirá 
sus efectos, sin que para ello sea necesaria declaración de autoridad alguna, cuando no se cumpla la 
condición referida. 
 
Artículo 9o.- ... 
 
I. a IV..... 
 
Los estatutos sociales, así como cualquier modificación a los mismos, deberán ser sometidos a la aprobación 
de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores. Una vez aprobados los estatutos sociales o sus reformas, el 
instrumento público en el que consten deberá inscribirse en el Registro Público de Comercio sin que sea 
preciso mandamiento judicial.  
 
Artículo 10.- Las solicitudes de autorización para organizarse y operar como institución de banca múltiple 
deberán acompañarse de lo siguiente: 
 
I. Proyecto de estatutos de la sociedad que deberá considerar el objeto social y señalar expresa e 
individualmente las operaciones que pretenda realizar conforme a lo dispuesto por el artículo 46 de esta Ley, 
así como satisfacer los requisitos que, en términos de la presente Ley y de las demás disposiciones 
aplicables, deban contenerse; 
 
II. Relación e información de las personas que directa o indirectamente pretendan mantener una participación 
en el capital social de la institución de banca múltiple a constituir, que deberá contener, de conformidad con 
las disposiciones de carácter general que al efecto expida la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, previo 
acuerdo de su Junta de Gobierno, lo siguiente: 
 
a) El monto del capital social que cada una de ellas suscribirá y el origen de los recursos que utilizará para tal 
efecto;  
 
b) La situación patrimonial, tratándose de personas físicas, o los estados financieros, tratándose de personas 
morales, en ambos casos de los últimos tres años, y  
 
c) Aquélla que permita verificar que cuentan con honorabilidad e historial crediticio y de negocios satisfactorio.  
 
III. Relación de los probables consejeros, director general y principales directivos de la sociedad, acompañada 
de la información que acredite que dichas personas cumplen con los requisitos que esta Ley establece para 
dichos cargos. 
 
IV. Plan general de funcionamiento de la sociedad que comprenda por lo menos: 
 
a) Las operaciones a realizar de conformidad con el artículo 46 de esta Ley; 
 
b) Las medidas de seguridad para preservar la integridad de la información; 
 
c) Los programas de captación de recursos y de otorgamiento de créditos en los que se refleje la 
diversificación de operaciones pasivas y activas de conformidad con la normativa aplicable, así como los 
segmentos del mercado que se atenderán preferentemente; 
 
d) Las previsiones de cobertura geográfica, en las que se señalen las regiones y plazas en las que se 
pretenda operar; 
 
e) El estudio de viabilidad financiera de la sociedad; 
 
f) Las bases para aplicar utilidades, en la inteligencia de que las sociedades a las que se autorice para 
organizarse y operar como instituciones de banca múltiple no podrán repartir dividendos durante sus tres 
primeros ejercicios sociales y que, en ese mismo periodo, deberán aplicar sus utilidades netas a reservas. La 
restricción anterior no será aplicable a las instituciones de banca múltiple que cuenten con un índice de 
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capitalización superior en diez puntos porcentuales al requerido conforme a lo dispuesto en el artículo 50 de la 
presente Ley, y 
 
g) Las bases relativas a su organización, administración y control interno; 
 
V. Comprobante de depósito en garantía en moneda nacional constituido en institución de crédito o de valores 
gubernamentales por su valor de mercado, a favor de la Tesorería de la Federación, por una cantidad igual al 
diez por ciento del capital mínimo con que deba operar la sociedad conforme a la presente Ley, y 
 
VI. La demás documentación e información relacionada, que la Comisión Nacional Bancaria y de Valores 
requiera para el efecto. 
 
La Comisión Nacional Bancaria y de Valores tendrá la facultad de verificar que la solicitud a que se refiere el 
presente artículo cumpla con lo previsto en esta Ley, para lo cual dicha Comisión contará con facultades para 
corroborar la veracidad de la información proporcionada y, en tal virtud, las dependencias y entidades de la 
Administración Pública Federal, así como las demás instancias federales, entregarán la información 
relacionada. Asimismo, la Comisión podrá solicitar a organismos extranjeros con funciones de supervisión o 
regulación similares corroborar la información que al efecto se le proporcione. 
 
Cuando no se presente el instrumento público en el que consten los estatutos de la sociedad, para su 
aprobación, dentro del plazo de noventa días señalado en el segundo párrafo del artículo 8º de esta Ley; no 
se obtenga o no se solicite la autorización para iniciar operaciones en términos de los artículos 8º y 46 Bis de 
esta Ley, respectivamente; la sociedad inicie operaciones distintas a las señaladas en el artículo 8 Bis de esta 
misma Ley sin contar con dicha autorización, o se revoque la autorización para organizarse y operar como 
institución de banca múltiple al amparo de la fracción I del artículo 28 de esta Ley; la Comisión Nacional 
Bancaria y de Valores instruirá a la Tesorería de la Federación para hacer efectiva la garantía por el importe 
original del depósito mencionado en la fracción V de este artículo. 
 
En los supuestos de que se niegue la autorización, se desista el interesado o la institución de banca múltiple 
de que se trate inicie operaciones en los términos previstos en esta Ley, se devolverá el comprobante de 
depósito a que se refiere la citada fracción V. 
 
Una vez que se haya hecho la notificación a que se refiere el artículo 8º de la presente Ley y se haya otorgado 
la aprobación de los estatutos prevista en ese mismo artículo, el inicio de operaciones de la institución de 
banca múltiple deberá sujetarse a lo dispuesto en el artículo 46 Bis de esta Ley. 
 
Artículo 10 Bis.- Las sociedades ya constituidas que, conforme al artículo 8º de esta Ley, soliciten 
autorización para organizarse y operar como institución de banca múltiple deberán acompañar a la solicitud 
correspondiente la información y documentación señalada en el artículo 10 de esta Ley, así como el proyecto 
de acuerdo de su órgano de gobierno, que incluya lo relativo a la transformación de su régimen de 
organización y funcionamiento y la consecuente modificación de sus estatutos sociales. 
 
En el evento en que la Comisión Nacional Bancaria y de Valores otorgue su autorización en términos del 
artículo 8 de esta Ley a sociedades que, al momento en que dicha autorización entre en vigor, gocen de otra 
autorización para constituirse, organizarse, funcionar y operar, según sea el caso, como entidades financieras 
de otra naturaleza, esa otra autorización quedará sin efectos por ministerio de ley, sin que resulte necesaria la 
emisión de una declaratoria expresa al respecto, por parte de la autoridad que la haya otorgado. 
 
Artículo 12.- Las acciones serán de igual valor; dentro de cada serie, conferirán a sus tenedores los mismos 
derechos, y deberán pagarse íntegramente en efectivo en el acto de ser suscritas, o bien, en especie si, en 
este último caso, así lo autoriza la Comisión Nacional Bancaria y de Valores considerando la situación 
financiera de la institución y velando por su liquidez y solvencia. Las mencionadas acciones se mantendrán en 
depósito en alguna de las instituciones para el depósito de valores reguladas en la Ley del Mercado de 
Valores, las que en ningún caso se encontrarán obligadas a entregarlas a los titulares. 
...... 
...... 
...... 
Artículo 14.- Las personas que adquieran o transmitan acciones de la serie "O" por más del dos por ciento del 
capital social pagado de una institución de banca múltiple, deberán dar aviso de ello a la Comisión Nacional 
Bancaria y de Valores dentro de los tres días hábiles siguientes a la adquisición o transmisión.  



 14

Artículo 17.- Cualquier persona física o moral podrá, mediante una o varias operaciones simultáneas o 
sucesivas, adquirir acciones de la serie "O" del capital social de una institución de banca múltiple, siempre y 
cuando se sujete a lo dispuesto por este artículo. 
 
Cuando se pretenda adquirir directa o indirectamente más del cinco por ciento del capital social ordinario 
pagado, o bien, otorgar garantía sobre las acciones que representen dicho porcentaje, se deberá obtener 
previamente la autorización de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, la que podrá otorgarla 
discrecionalmente, para lo cual deberá escuchar la opinión del Banco de México. En estos casos, las 
personas que pretendan realizar la adquisición o afectación mencionada deberán acreditar que cumplen con 
los requisitos establecidos en la fracción II del artículo 10 de esta Ley, así como proporcionar a la propia 
Comisión la información que, para tal efecto y previo acuerdo de su Junta de Gobierno, establezca mediante 
reglas de carácter general buscando preservar el sano desarrollo del sistema bancario. 
 
En el supuesto de que una persona o un grupo de personas, accionistas o no, pretenda adquirir el veinte por 
ciento o más de las acciones representativas de la serie "O" del capital social de la institución de banca 
múltiple u obtener el control de la propia institución, se deberá solicitar previamente autorización de la 
Comisión Nacional Bancaria y de Valores, la que podrá otorgarla discrecionalmente, previa opinión favorable 
del Banco de México. Para efectos de lo descrito en este artículo, se entenderá por control lo dispuesto en la 
fracción II del artículo 22 Bis de esta Ley. 
 
Dicha solicitud deberá contener lo siguiente: 
 
I.Relación o información de la persona o personas que pretenden obtener el control de la institución de banca 
múltiple de que se trate, a la que se deberá acompañar la información que acredite cumplir con los requisitos 
establecidos en la fracción II del artículo 10 de esta Ley, así como aquélla otra prevista en las reglas de 
carácter general señaladas en el segundo párrafo del presente artículo; 
 
II.Relación de los consejeros y directivos que nombrarían en la institución de banca múltiple de la que 
pretenden adquirir el porcentaje aludido u obtener el control, a la que deberá adjuntarse la información que 
acredite que dichas personas cumplen con los requisitos que esta Ley establece para dichos cargos; 
 
III.Plan general de funcionamiento de la institución de banca múltiple de que se trate, el cual deberá 
contemplar los aspectos señalados en el artículo 10, fracción IV, de esta Ley, y 
 
IV.Programa estratégico para la organización, administración y control interno de la institución de que se trate. 
 
La demás documentación conexa que requiera la Comisión Nacional Bancaria y deValores a efectos de 
evaluar la solicitud correspondiente. 
 
Artículo 18.- Las instituciones de banca múltiple se abstendrán, en su caso, de efectuar la inscripción en el 
registro a que se refieren los artículos 128 y 129 de la Ley General de Sociedades Mercantiles de las 
transmisiones de acciones que se efectúen en contravención de lo dispuesto por los artículos 13, 17, 45-G y 
45-H de esta ley, y deberán informar tal circunstancia a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, dentro de 
los cinco días hábiles siguientes a la fecha en que tengan conocimiento de ello.  
 
La abstención referida en el párrafo anterior no dará lugar a la responsabilidad a que se refiere el artículo 129 
de la Ley General de Sociedades Mercantiles. 
 
Las adquisiciones de acciones y demás actos jurídicos para obtener el control de una institución de banca 
múltiple, que se realicen en contravención a lo dispuesto por los artículos 17, 45-G y 45-H de esta Ley, 
estarán afectos de nulidad y no surtirán efectos hasta que se acredite que se ha obtenido la autorización que 
corresponda, de modo que las personas que las hubieren adquirido o los hayan celebrado no podrán ejercer 
los derechos corporativos y patrimoniales respectivos. Una vez obtenidas las autorizaciones correspondientes, 
las adquisiciones y actos antes referidos serán convalidados. 
 
Artículo 19.- El capital mínimo suscrito y pagado para las instituciones de banca múltiple que tengan 
expresamente contempladas en sus estatutos sociales todas las operaciones previstas en el artículo 46 de 
esta Ley será el equivalente en moneda nacional al valor denoventa millones de Unidades de Inversión. La 
Comisión Nacional Bancaria y de Valores, previo acuerdo de su Junta de Gobierno, determinará mediante 
disposiciones de carácter general el importe del capital mínimo con que deberán contar las instituciones de 
banca múltiple, en función de las operaciones que tengan expresamente contempladas en sus estatutos 
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sociales, la infraestructura necesaria para su desarrollo, los mercados en que pretendan participar y los 
riesgos que conlleve, entre otros. 
 
En ningún caso el capital mínimo suscrito y pagado aplicable a una institución de banca múltiple podrá ser 
inferior al equivalente al cuarenta por ciento del capital mínimo previsto para las instituciones que realicen 
todas las operaciones previstas en el artículo 46 de esta Ley. 
 
El monto del capital mínimo con el que deberán contar las instituciones tendrá que estar suscrito y pagado a 
más tardar el último día hábil del año de que se trate. Al efecto, se considerará el valor de las Unidades de 
Inversión correspondientes al 31 de diciembre del año inmediato anterior. 
 
El capital mínimo deberá estar íntegramente pagado. Cuando el capital social exceda del mínimo, deberá 
estar pagado, por lo menos, en un cincuenta por ciento, siempre que este porcentaje no sea inferior al mínimo 
establecido. 
 
Cuando una institución de banca múltiple anuncie su capital social, deberá al mismo tiempo anunciar su 
capital pagado. 
 
Las instituciones de banca múltiple sólo estarán obligadas a constituir las reservas de capital previstas en la 
presente Ley y en las disposiciones administrativas expedidas con base en la misma para procurar la 
solvencia de las instituciones, proteger al sistema de pagos y al público ahorrador. 
 
Para cumplir con el capital mínimo, las instituciones, en función de las operaciones que tengan expresamente 
contempladas en sus estatutos sociales, podrán considerar el capital neto con que cuenten conforme a lo 
dispuesto en el artículo 50 de esta Ley. El capital neto en ningún momento podrá ser inferior al capital mínimo 
que les resulte aplicable conforme a lo establecido en el primer párrafo del presente artículo. 
 
La Comisión Nacional Bancaria y de Valores establecerá los casos y condiciones en que las instituciones de 
banca múltiple podrán adquirir transitoriamente las acciones representativas de su propio capital, sin perjuicio 
de los casos aplicables conforme a la Ley del Mercado de Valores, y procurando el sano desarrollo del 
sistema bancario y no afectar la liquidez de las instituciones. 
 
Artículo 22.- El consejo de administración de las instituciones de banca múltiple estará integrado por un 
mínimo de cinco y un máximo de quince consejeros propietarios, de los cuales los que integren cuando menos 
el veinticinco por ciento deberán ser independientes. Por cada consejero propietario se podrá designar a un 
suplente, en el entendido de que los consejeros suplentes de los consejeros independientes deberán tener 
este mismo carácter. 
 
Por consejero independiente deberá entenderse a la persona que sea ajena a la administración de la 
institución de banca múltiple respectiva, y que reúna los requisitos y condiciones que determine la Comisión 
Nacional Bancaria y de Valores, mediante disposiciones de carácter general, en las que igualmente se 
establecerán los supuestos bajo los cuales se considerará que un consejero deja de ser independiente para 
los efectos de este artículo. 
 
En ningún caso podrán ser consejeros independientes: 
 
I. Empleados o directivos de la institución; 
 
II. Personas que se encuentren en alguno de los supuestos previstos en el artículo 73 de esta Ley, o tengan 
poder de mando;  
 
III. Socios o personas que ocupen un empleo, cargo o comisión en sociedades o asociaciones importantes 
que presten servicios a la institución o a las empresas que pertenezcan al mismo grupo empresarial del cual 
forme parte ésta. 
 
Se considera que una sociedad o asociación es importante cuando los ingresos que recibe por la prestación 
de servicios a la institución o al mismo grupo empresarial del cual forme parte ésta, representan más del cinco 
por ciento de los ingresos totales de la sociedad o asociación de que se trate.  
 
IV. Clientes, proveedores, prestadores de servicios, deudores, acreedores, socios, consejeros o empleados de 
una sociedad que sea cliente, proveedor, prestador de servicios, deudor o acreedor importante de la 
institución. 
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Se considera que un cliente, proveedor o prestador de servicios es importante cuando los servicios que le 
preste la institución o las ventas que aquél le haga a ésta representen más del diez por ciento de los servicios 
o ventas totales del cliente, del proveedor o del prestador de servicios, respectivamente. Asimismo, se 
considera que un deudor o acreedor es importante cuando el importe de la operación respectiva sea mayor al 
quince por ciento de los activos de la institución o de su contraparte; 
 
V. Empleados de una fundación, asociación o sociedad civiles que reciban donativos importantes de la 
institución. 
 
Se consideran donativos importantes a aquéllos que representen más del quince por ciento del total de 
donativos recibidos por la fundación, asociación o sociedad civiles de que se trate; 
 
VI. Directores generales o directivos de alto nivel de una sociedad en cuyo consejo de administración participe 
el director general o un directivo de alto nivel de la institución; 
 
VII. Directores generales o empleados de las empresas que pertenezcan al grupo financiero al que pertenezca 
la propia institución; 
 
VIII. Cónyuges, concubinas o concubinarios, así como los parientes por consanguinidad, afinidad o civil hasta 
el primer grado, de alguna de las personas mencionadas en las fracciones III a VII anteriores, o bien, hasta el 
tercer grado de alguna de las señaladas en las fracciones I, II, IX y X de este artículo; 
 
IX. Directores o empleados de empresas en las que los accionistas de la institución ejerzan el control; 
 
X. Quienes tengan conflictos de interés o estén supeditados a intereses personales, patrimoniales o 
económicos de cualquiera de las personas que mantengan el control de la institución o del consorcio o grupo 
empresarial al que pertenezca la institución, o el poder de mando en cualquiera de éstos, y 
 
XI. Quienes hayan estado comprendidos en alguno de los supuestos anteriores, durante el año anterior al 
momento en que se pretenda hacer su designación. 
 
El consejo deberá reunirse por lo menos trimestralmente, y en forma extraordinaria, cuando sea convocado 
por su presidente o por los consejeros que representen, al menos, el veinticinco por ciento del total de 
miembros del consejo o por cualquiera de los comisarios de la institución. Para la celebración de las sesiones 
ordinarias y extraordinarias del consejo de administración, se deberá contar con la asistencia de los 
consejeros que representen, cuando menos, el cincuenta y uno por ciento de todos los miembros del consejo, 
de los cuales por lo menos uno deberá ser consejero independiente. 
 
Los accionistas que representen, cuando menos, un diez por ciento del capital pagado ordinario de la 
institución tendrán derecho a designar un consejero. Únicamente podrá revocarse el nombramiento de los 
consejeros de minoría, cuando se revoque el de todos los demás. 
 
El Presidente del consejo tendrá voto de calidad en caso de empate. 
 
Artículo 22 Bis.- Para efectos del artículo 22 de esta Ley, se entenderá por: 
 
I. Consorcio, el conjunto de personas morales vinculadas entre sí por una o más personas físicas que 
integrando un grupo de personas, tengan el control de las primeras; 
 
II. Control, a la capacidad de imponer, directa o indirectamente, decisiones en las asambleas generales de 
accionistas de la institución; el mantener la titularidad de derechos que permitan, directa o indirectamente, 
ejercer el voto respecto de más del cincuenta por ciento del capital social de la institución, dirigir, directa o 
indirectamente, la administración, la estrategia o las principales políticas de la institución, ya sea a través de la 
propiedad de valores o por cualquier otro acto jurídico; 
 
III. Directivo relevante, el director general de las instituciones de crédito, así como las personas físicas que, 
ocupando un empleo, cargo o comisión en aquéllas o en las personas morales que controlen dichas 
instituciones o que la controlen, adopten decisiones que trasciendan de forma significativa en la situación 
administrativa, financiera, operacional o jurídica de la propia institución o del grupo empresarial al que ésta 
pertenezca, sin que queden comprendidos dentro de esta definición los consejeros de dichas instituciones de 
crédito; 
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IV. Grupo de personas, las personas que tengan acuerdos, de cualquier naturaleza, para tomar decisiones en 
un mismo sentido. Se presume, salvo prueba en contrario, que constituyen un grupo de personas: 
 
a) Las personas que tengan parentesco por consanguinidad, afinidad o civil hasta el cuarto grado, los 
cónyuges, la concubina y el concubinario. 
 
b) Las sociedades que formen parte de un mismo consorcio o grupo empresarial y la persona o conjunto de 
personas que tengan el control de dichas sociedades. 
 
V. Grupo empresarial, el conjunto de personas morales organizadas bajo esquemas de participación directa o 
indirecta del capital social, en las que una misma sociedad mantiene el control de dichas personas morales. 
Asimismo, se considerarán como grupo empresarial a los grupos financieros constituidos conforme a la Ley 
para Regular las Agrupaciones Financieras, y  
 
VI. Poder de mando, la capacidad de hecho de influir de manera decisiva en los acuerdos adoptados en las 
asambleas de accionistas o sesiones del consejo de administración o en la gestión, conducción y ejecución de 
los negocios de la institución de banca múltiple de que se trate o de las personas morales que ésta controle. 
Se presume que tienen poder de mando en una institución de banca múltiple, salvo prueba en contrario, las 
personas que se ubiquen en cualquiera de los supuestos siguientes: 
 
a) Los accionistas que tengan el control de la administración. 
 
b) Los individuos que tengan vínculos con la institución de banca múltiple o las personas morales que integran 
el grupo empresarial o consorcio al que aquella pertenezca, a través de cargos vitalicios, honoríficos o con 
cualquier otro título análogo o semejante a los anteriores. 
 
c) Las personas que hayan transmitido el control de la institución de banca múltiple bajo cualquier título y de 
manera gratuita o a un valor inferior al de mercado o contable, en favor de individuos con los que tengan 
parentesco por consanguinidad, afinidad o civil hasta el cuarto grado, el cónyuge, la concubina o el 
concubinario. 
 
d) Quienes instruyan a consejeros o directivos relevantes de la institución de banca múltiple, la toma de 
decisiones o la ejecución de operaciones en la propia institución o en las personas morales que ésta controle.  
 
Artículo 23.-...  
...... 
...... 
I. ... 
II. El cónyuge, concubina o concubinario de cualquiera de las personas a que se refiere la fracción anterior. 
Las personas que tengan parentesco por consanguinidad o afinidad hasta el segundo grado, o civil, con más 
de dos consejeros; 
 
III. a VI. ... 
 
VII. Quienes realicen funciones de regulación y supervisión de las instituciones de crédito, salvo que exista 
participación del Gobierno Federal o del Instituto para la Protección al Ahorro Bancario en el capital de las 
mismas, o reciban apoyos de este último, y 
 
VIII. Quienes participen en el consejo de administración de otra institución de banca múltiple o de una 
sociedad controladora de un grupo financiero al que pertenezca una institución de banca múltiple. 
 
........ 
 
La persona que vaya a ser designada como consejero de una institución de banca múltiple y sea consejero de 
otra entidad financiera deberá revelar dicha circunstancia a la asamblea de accionistas de dicha institución 
para el acto de su designación. 
 
Artículo 24.- ... 
 
I. a IV. ... 
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Los comisarios de las instituciones deberán contar con calidad técnica, honorabilidad e historial crediticio 
satisfactorio en términos de las disposiciones a que se refiere la fracción II del artículo 10 de esta Ley, así 
como con amplios conocimientos y experiencia en materia financiera, contable, legal o administrativa y, 
además, deberán cumplir con el requisito establecido en la fracción I del presente artículo. 
 
Artículo 25.- ... 
...... 
...... 
Las resoluciones a que se refiere este artículo podrán ser recurridas ante la Comisión Nacional Bancaria y de 
Valores dentro de los quince días hábiles siguientes a la fecha en que se hubieren notificado. La propia 
Comisión, con aprobación de su Junta de Gobierno, podrá revocar, modificar o confirmar la resolución 
recurrida, previa audiencia de las partes. 
 
Artículo 27.- Para la fusión de dos o más instituciones de banca múltiple, o de cualquier sociedad o entidad 
financiera con una institución de banca múltiple, se requerirá autorización previa de la Comisión Nacional 
Bancaria y de Valores, con aprobación de su Junta de Gobierno, previa opinión de la Comisión Federal de 
Competencia y opinión favorable del Banco de México, en el ámbito de sus respectivas atribuciones, y se 
efectuará de acuerdo con las bases siguientes:  
 
I. Las sociedades respectivas presentarán a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores los proyectos de los 
acuerdos de las asambleas de accionistas relativos a la fusión, del convenio de fusión, y de las modificaciones 
que correspondería realizar a los estatutos de las propias sociedades y al convenio de responsabilidades a 
que se refiere la Ley para Regular las Agrupaciones Financieras; el plan de fusión de dichas sociedades, con 
indicación de las etapas en que deberá llevarse a cabo; los estados contables que presenten la situación de 
las sociedades y que servirán de base para la asamblea que autorice la fusión; los estados financieros 
proyectados de la sociedad resultante de la fusión y la información a que se refieren las fracciones I, II, III y IV 
del artículo 10 de esta Ley, así como la demás documentación e información relacionada que la Comisión 
Nacional Bancaria y de Valores requiera para el efecto; 
 
II. La autorización a que se refiere este artículo, así como el instrumento público en el que consten los 
acuerdos y el convenio de fusión, se inscribirán en el Registro Público de Comercio. 
 
La institución de banca múltiple que subsista quedará obligada a continuar con los trámites de la fusión y 
asumirá las obligaciones de la fusionada desde el momento en que la fusión haya sido acordada, siempre y 
cuando dicho acto haya sido autorizado en los términos del presente artículo.  
 
La fusión surtirá efectos frente a terceros cuando se hayan inscrito la autorización y el instrumento público en 
el que consten los acuerdos de fusión ante el Registro Público de Comercio;  
 
III. Una vez hecha la inscripción a que se refiere la fracción II de este artículo, los acuerdos de fusión 
adoptados por las respectivas asambleas de accionistas se publicarán en el Diario Oficial de la Federación y 
en dos periódicos de amplia circulación en la plaza en que tengan su domicilio las sociedades;  
 
IV. La autorización que otorgue la Comisión Nacional Bancaria y de Valores para la fusión de una institución 
de banca múltiple como fusionada, dejará sin efectos la autorización otorgada a ésta para organizarse y 
operar como tal, sin que, para ello, resulte necesaria la emisión de una declaratoria expresa por parte de la 
autoridad que la haya otorgado, y 
 
V. Durante los noventa días siguientes a partir de la fecha de la publicación a que se refiere la fracción IV de 
este artículo, los acreedores de cualquiera de las sociedades, incluso de las demás entidades financieras del 
o de los grupos financieros a los que pertenezcan las sociedades objeto de la fusión, podrán oponerse 
judicialmente a la misma, con el único objeto de obtener el pago de sus créditos, sin que esta oposición 
suspenda la fusión. 
 
La fusión de una institución de banca múltiple que pertenezca a un grupo financiero, sea como fusionante o 
fusionada, se sujetará a lo dispuesto por este artículo y no le será aplicable lo previsto en el artículo 10 de la 
Ley para Regular las Agrupaciones Financieras. 
 
Artículo 27 Bis.- Para la escisión de una institución de banca múltiple, se requerirá autorización previa de la 
Comisión Nacional Bancaria y de Valores, con aprobación de su Junta de Gobierno y después de escuchar la 
opinión del Banco de México. 
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La sociedad escindente presentará a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores el proyecto de acta que 
contenga los acuerdos de su asamblea general extraordinaria de accionistas relativos a su escisión, proyecto 
de reformas estatutarias de la sociedad escindente, proyecto de estatutos sociales de la sociedad escindida, 
estados contables que presenten la situación de la sociedad escindente y que servirán de base para la 
asamblea que autorice la escisión, estados financieros proyectados de las sociedades que resulten de la 
escisión y la demás documentación conexa que requiera la Comisión Nacional Bancaria y de Valores a efecto 
de evaluar la solicitud respectiva y cumplir con sus funciones de supervisión y regulación en el ámbito de su 
competencia. 
 
La autorización a que se refiere este artículo y los acuerdos de la asamblea de accionistas relativos a la 
escisión y la escritura constitutiva de la escindida se inscribirán en el Registro Público de Comercio. A partir de 
la fecha en que se inscriban surtirá efectos la escisión. 
 
Una vez hecha la inscripción anterior, los acuerdos de escisión adoptados por la asamblea de accionistas de 
la sociedad escindente se publicarán en el Diario Oficial de la Federación y en dos periódicos de amplia 
circulación en la plaza en que tenga su domicilio social la escindente. 
 
Durante los noventa días naturales siguientes a partir de la fecha de publicación a que se refiere la fracción 
anterior, los acreedores de la sociedad escindente podrán oponerse judicialmente a la misma, con el objeto de 
obtener el pago de sus créditos, sin que esta oposición suspenda la escisión. 
 
La sociedad escindida no se entenderá autorizada para organizarse y operar como institución de banca 
múltiple y la sociedad escindente que subsista conservará la autorización que se le haya otorgado para esos 
efectos. 
 
Con motivo de la escisión, a la sociedad escindida sólo se le transmitirán operaciones activas, pasivas y 
fideicomisos, mandatos o comisiones de la institución de banca múltiple escindente, en los casos en que lo 
autorice la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, cuando considere que no se afectan adversamente los 
intereses de las contrapartes de las instituciones en las operaciones respectivas y no exista oposición de 
acreedores. Los fideicomisos, mandatos o comisiones, sólo podrán transmitirse cuando el causahabiente final 
sea una entidad financiera autorizada para llevar a cabo este tipo de actividades. 
 
En el evento de que la escisión produzca la extinción de la institución de banca múltiple escindente, la 
autorización otorgada para organizarse y operar como tal quedará sin efectos, sin que resulte necesaria la 
emisión de una declaratoria expresa al respecto. 
 
Artículo 27 Bis 1.- El Instituto para la Protección al Ahorro Bancario podrá organizar y operar instituciones de 
banca múltiple, exclusivamente con el objeto de celebrar operaciones de transferencia de activos y pasivos de 
las instituciones de crédito en liquidación en términos de lo previsto en el artículo 122 Bis 29 de esta Ley. Las 
instituciones organizadas y operadas en términos de este artículo, podrán prestar el servicio de banca y 
crédito a que se refiere el artículo 2 de la presente Ley a partir de su constitución, sin requerir de la 
autorización expresa de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores. Para tales efectos, la citada Comisión 
emitirá la constancia correspondiente, a solicitud del Instituto para la Protección al Ahorro Bancario, siempre 
que la Junta de Gobierno de este último haya determinado en el método de resolución correspondiente a la 
respectiva institución de crédito en liquidación, la transferencia de activos y pasivos en términos del artículo 
122 Bis 29 de esta Ley. El Instituto para la Protección al Ahorro Bancario deberá publicar la citada constancia 
en el Diario Oficial de la Federación y en dos periódicos de amplia circulación nacional. 
... 
... 
... 
... 
Artículo 27 Bis 3.-... 
I. Transmitir las acciones representativas del capital social de la institución de que se trate a otra institución de 
banca múltiple autorizada, en cuyo caso deberán fusionarse ambas sociedades previa autorización de la 
Comisión Nacional Bancaria y de Valores en los términos del artículo 27 de esta Ley, o 
II. ... 
... 
Artículo 28.- La Comisión Nacional Bancaria y de Valores, con aprobación de su Junta de Gobierno, después 
de escuchar a la institución de banca múltiple afectada, así como la opinión del Banco de México y del 
Instituto para la Protección al Ahorro Bancario, podrá declarar la revocación de la autorización que le haya 
otorgado a aquélla para organizarse y operar con tal carácter, en los casos siguientes:  
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I. Si no inicia sus operaciones dentro del plazo de treinta días a partir de la fecha en que se notifique la 
autorización a que se refiere el artículo 46 Bis de esta Ley; 
II. Si la asamblea general de accionistas de la institución de banca múltiple de que se trate, mediante decisión 
adoptada en sesión extraordinaria, resuelve solicitarla. En aquellos casos en que la institución solicite además 
que la liquidación se lleve de conformidad con lo previsto en el Apartado C de la Sección Segunda del 
Capítulo II del Título Sexto de esta Ley, la Comisión Nacional Bancaria y de Valores escuchará la opinión del 
Instituto para la Protección al Ahorro Bancario al respecto; 
III. a V. ... 
VI. ... 
a) y b) ... 
Lo previsto en la presente fracción no será aplicable cuando la institución de que se trate demuestre ante la 
Comisión Nacional Bancaria y de Valores que cuenta con los recursos líquidos necesarios para hacer frente a 
las obligaciones de pago que correspondan, o bien, cuando la obligación de pago respectiva se encuentre 
sujeta a controversia judicial, a un procedimiento arbitral o a un procedimiento de conciliación ante la 
autoridad competente.  
 
Las cámaras de compensación, las contrapartes centrales, las instituciones para el depósito de valores, el 
Banco de México, así como cualquier acreedor de la institución, podrán informar a la Comisión Nacional 
Bancaria y de Valores cuando la institución se ubique en alguno de los supuestos a que se refiere esta 
fracción. 
 
La declaración de revocación se publicará en el Diario Oficial de la Federación y en dos periódicos de amplia 
circulación en el país, se inscribirá en el Registro Público de Comercio y pondrá en estado de disolución y 
liquidación a la sociedad, sin necesidad del acuerdo de la asamblea de accionistas, conforme a lo previsto en 
la Sección Segunda del Capítulo II del Título Sexto de esta Ley. La Comisión Nacional Bancaria y de Valores 
deberá hacer del conocimiento del Instituto para la Protección al Ahorro Bancario la declaración de 
revocación. 
 
Artículo 29 Bis.- Cuando la Comisión Nacional Bancaria y de Valores tenga conocimiento de que una 
institución de banca múltiple ha incurrido en alguno de los supuestos previstos en el artículo 28 de esta Ley, le 
notificará dicha situación para que, en un plazo de quince días hábiles contados a partir de la fecha en que 
surta efectos la notificación respectiva, la propia institución manifieste por escrito lo que a su derecho 
convenga y presente los elementos que, a su juicio, acrediten que se han subsanado los hechos u omisiones 
señalados en la notificación, o bien, para que formule la solicitud a que se refiere el artículo 29 Bis 2 de esta 
Ley. 
... 
Artículo 29 Bis 2.- Respecto de aquella institución que incurra en la causal de revocación a que se refiere la 
fracción V del artículo 28 de la presente Ley, la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, una vez que haya 
escuchado la opinión del Banco de México y del Instituto para la Protección al Ahorro Bancario, podrá 
abstenerse de revocar la autorización respectiva, con el propósito de que dicha institución continúe operando 
en términos de lo previsto en la presente Sección. 
 
Lo dispuesto en el párrafo anterior procederá siempre y cuando la institución de que se trate, previa 
aprobación de su asamblea de accionistas celebrada de conformidad con lo dispuesto por el artículo 29 Bis 1 
de esta Ley, lo solicite por escrito a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, y acredite ante ésta, dentro 
del plazo a que se refiere el artículo 29 Bis de este mismo ordenamiento, la ejecución de los siguientes actos 
aprobados por dicha asamblea: 
I.a II. ...  
... 
... 
... 
Artículo 29 Bis 4.- ... 
I. a IV. .... 
V. ... 
a) a b) ... 
c) La institución de banca múltiple respectiva incurra en alguno de los supuestos previstos en las fracciones IV 
y VI del artículo 28 de esta Ley, en cuyo caso la Comisión Nacional Bancaria y de Valores procederá 
conforme a lo dispuesto por el artículo 29 Bis de esta Ley, con el fin de que dicha institución manifieste lo que 
a su derecho convenga y presente los elementos que, a su juicio, acrediten que se han subsanado los hechos 
u omisiones señalados en la notificación respectiva; 
VI. a VIII.... 
... 
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... 
Artículo 29 Bis 5.- ... 
La Comisión Nacional Bancaria y de Valores deberá proceder a declarar la revocación de la autorización para 
organizarse y operar como institución de banca múltiple, cuando tenga conocimiento de que la institución de 
que se trate hubiere incurrido en cualquiera de los supuestos a que se refieren los incisos a), b) y c) de la 
fracción V del artículo anterior, salvo que la propia Comisión, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, el 
Banco de México o el Instituto para la Protección al Ahorro Bancario soliciten que se convoque a sesión del 
Comité de Estabilidad Financiera a que se refiere la Sección Quinta del presente Capítulo, en cuyo caso se 
estará a lo dispuesto por el artículo 29 Bis 12 de la presente Ley. 
 
... 
Asimismo, en caso de que se actualice el supuesto previsto en el inciso c) de la fracción VII del artículo 29 Bis 
4 de esta Ley, la Comisión Nacional Bancaria y de Valores procederá a declarar la revocación de la 
autorización señalada en ese mismo precepto. 
 
Artículo 29 Bis 12.- ... 
 
Cuando el Comité de Estabilidad Financiera determine que una institución no se ubica en alguno de los 
supuestos previstos en el artículo 29 Bis 6 de esta Ley, la Comisión Nacional Bancaria y de Valores revocará 
la autorización para organizarse y operar como institución de banca múltiple y el Instituto para la Protección al 
Ahorro Bancario procederá en términos de lo dispuesto por la Sección Segunda del Capítulo II del Título Sexto 
de esta Ley.  
 
Artículo 30.-... 
... 
... 
Lasinstituciones de banca de desarrollo, en las contrataciones de servicios que requieran para realizar las 
operaciones y servicios previstos en los artículos 46 y 47 de esta Ley, no estarán sujetas a la Ley de 
Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público. 
 
Las contrataciones que realicen las instituciones de banca de desarrollo relativas al gasto asociado con 
materiales y suministros, servicios generales, e inversión física en bienes muebles e inmuebles, conforme al 
artículo 30 del Reglamento de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, se sujetarán a lo 
dispuesto en la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público. 
 
Para efectos de lo dispuesto en los párrafos anteriores la Secretaría de Hacienda y Crédito Público estará 
facultada para emitir lineamientos generales conforme a lo dispuesto en el presente artículo, así como 
resolver consultas sobre contrataciones específicas privilegiando en todo momento la eficiencia, eficacia y 
debida oportunidad en los servicios que presta la banca de desarrollo. 
... 
Artículo 40.- ...  
El consejo directivo deberá contar con un comité de auditoría, que tendrá carácter consultivo. La Comisión 
Nacional Bancaria y de Valores establecerá, mediante disposiciones de carácter general, las atribuciones que, 
como mínimo, deberá ejercer dicho comité de auditoría, así como la forma en que el propio comité deberá 
quedar integrado, la periodicidad de sus sesiones y la oportunidad y suficiencia de la información que deba 
considerar. 
 
El comité de auditoría podrá someter directamente a la consideración del consejo directivo los proyectos, 
programas y demás asuntos relacionados con las facultades a que se refiere el párrafo anterior, y deberá 
comunicarle las diferencias de opinión que existieran entre la administración de la institución de banca de 
desarrollo de que se trate y el propio comité de auditoría.  
 
Artículo 41.- La Secretaría de Hacienda y Crédito Público fijará las bases de carácter general para establecer 
la remuneración que corresponda a los consejeros externos con carácter de independientes y comisarios de 
las instituciones de banca de desarrollo que sean designados por los titulares de los certificados de aportación 
patrimonial de la serie "B". 
 
Las instituciones de banca de desarrollo contarán con un comité de recursos humanos y desarrollo 
institucional. Sin perjuicio de las demás atribuciones que correspondan a dicho comité, éste recomendará al 
consejo directivo el monto de la remuneración que corresponda a los consejeros externos con carácter de 
independientes y comisarios antes referidos, de conformidad con lo establecido en el primer párrafo de este 
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artículo. También propondrá las remuneraciones a los expertos que participen en los comités de apoyo 
constituidos por el consejo. 
 
Las designaciones de consejeros en las instituciones de banca de desarrollo se realizarán de conformidad con 
sus respectivas leyes orgánicas, así como con lo previsto en el presente artículo. 
 
Los consejeros externos con carácter de independientes deberán observar los requisitos a que se refiere el 
artículo 22, así como lo dispuesto en el artículo 23 segundo párrafo y fracciones II a VI, ambos de esta Ley.  
 
Los consejeros externos con carácter de independientes no tendrán suplentes y prestarán sus servicios por un 
período de cuatro años. Los períodos de dichos consejeros serán escalonados y se sucederán cada año. Las 
personas que funjan como tales podrán ser designadas con ese carácter más de una vez. 
 
La vacante que se produzca de algún consejero externo con carácter de independiente será cubierta por el 
nuevo miembro que se designe para integrar el consejo directivo y durará con tal carácter sólo por el tiempo 
que faltare desempeñar al sustituido. 
 
Al tomar posesión del cargo, cada consejero deberá suscribir un documento elaborado por la institución de 
banca de desarrollo de que se trate, en donde declare bajo protesta de decir verdad que no tiene impedimento 
alguno para desempeñarse como consejero en dicha institución, y en donde acepte los derechos y 
obligaciones derivados de tal cargo. 
 
Artículo 42.- ... 
... 
... 
I. Nombrar y remover, a propuesta del director general, a los servidores públicos de la institución que ocupen 
cargos con las dos jerarquías administrativas inferiores a la de aquél, y a los demás que señale el reglamento 
orgánico, así como concederles licencias; 
II. ... 
III. Aprobar el establecimiento, reubicación y clausura de sucursales, agencias y oficinas en el país y en el 
extranjero; 
IV. a V. ... 
VI. Aprobar los estados financieros de la institución para proceder a su publicación. Los estados financieros 
anuales se aprobarán previo dictamen de los comisarios y deberán estar suscritos por el director general, el 
responsable de la contabilidad de la institución y el responsable de las funciones de auditoría interna, 
conforme a su competencia, previo a su aprobación; 
VII. a VII bis. ... 
VIII. Se deroga. 
VIII bis. a IX bis. ... 
X. Aprobar los programas anuales de adquisición, arrendamiento y enajenación de bienes muebles e 
inmuebles, de realización de obras y prestación de servicios, que la institución requiera, así como las políticas 
y bases generales que regulen los convenios, contratos o acuerdos que deba celebrar la institución con 
terceros, en estas materias, de conformidad con las normas aplicables y sin que dichos programas, políticas y 
bases relativos a sus sucursales sean objeto del ejercicio de las atribuciones a que se refiere el artículo 37, 
fracciones XX y XXlll, de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal en materia de arrendamiento 
de bienes inmuebles; 
XI. Proponer a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público las modificaciones al reglamento orgánico;  
XI bis. Aprobar la cesión de activos y pasivos;  
XII. a XV. ... 
XVI. Aprobar las inversiones en el capital de las empresas a que se refieren los artículos 75, 88 y 89 de esta 
Ley, así como su enajenación; 
XVII. ... 
XVIII. Aprobar la estructura orgánica, niveles de empleo, las bases para la elaboración de tabuladores de 
sueldos, política salarial y para el otorgamiento de incentivos; políticas de ascensos, promociones y 
jubilaciones; lineamientos de selección, reclutamiento y capacitación; criterios de separación; indicadores de 
evaluación de desempeño para la determinación de compensaciones y demás prestaciones económicas y de 
seguridad social establecidas en beneficio de los servidores públicos que laboren en la sociedad, así como las 
condiciones generales de trabajo de la institución, a propuesta del director general, y tomando en cuenta la 
opinión del sindicato correspondiente, de conformidad con el artículo 18 de la Ley Reglamentaria de la 
Fracción XIII Bis del Apartado B del Artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
y la remuneración de los consejeros y comisarios designados por los titulares de los certificados de aportación 
patrimonial de la serie "B", por recomendación del comité de recursos humanos y desarrollo institucional, 
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como excepción a lo dispuesto por los artículos 31, fracción XXIV, y 37, fracciones VIII, XVIII y XVIII bis, de la 
Ley Orgánica de la Administración Pública Federal; 
XIX. a XXI. ... 
XXII. Autorizar el programa de financiamiento acorde con las metas que, para la institución de banca de 
desarrollo de que se trate, fije al efecto la Secretaría de Hacienda y Crédito Público; 
 
XXIII. Conocer y, en su caso, aprobar los informes que le presente el comité de administración integral de 
riesgos, así como los límites prudenciales de riesgos que al efecto le proponga éste, y 
 
XXIV. Analizar y aprobar, en su caso, los asuntos que someta a su consideración el comité de auditoría y 
dictar las medidas aplicables o procedentes en materia de control interno. 
 
En los supuestos establecidos en las fracciones III, VII, IX y XV de este artículo se requerirá de la autorización 
expresa de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público. 
 
... 
Artículo 43.- El director general, dentro de sus funciones administrativas, someterá a la consideración del 
consejo directivo los proyectos y programas relacionados con las facultades que al propio consejo confiere el 
artículo anterior. 
 
Además de las señaladas en esta y otras leyes, es facultad del director general la de designar y remover 
delegados fiduciarios. 
 
El director general será designado por el Ejecutivo Federal, a través del Secretario de Hacienda y Crédito 
Público, y tal nombramiento deberá recaer en la persona que reúna los requisitos señalados en el artículo 24 
de esta Ley. 
 
Los mismos requisitos deberán reunir los servidores públicos de la institución que ocupen cargos con las dos 
jerarquías administrativas inferiores a la del director general y los que para estos efectos determine el 
reglamento orgánico. Su designación se hará con base en los méritos obtenidos y con sujeción a lo dispuesto 
por el citado artículo 24. Cuando a criterio de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, los servidores 
públicos que ocupen cargos con las dos jerarquías administrativas inferiores no realicen funciones de carácter 
sustantivo, los podrá eximir de los requisitos contenidos en la fracción II del artículo 24 de esta Ley. 
 
La Comisión Nacional Bancaria y de Valores, con acuerdo de su Junta de Gobierno y después de escuchar al 
interesado, podrá determinar que se proceda a la remoción o suspensión de los delegados fiduciarios y 
servidores públicos que puedan obligar con su firma a la institución, con excepción del director general, 
cuando considere que tales personas no cuentan con la suficiente calidad técnica o moral para el desempeño 
de sus funciones o que en el desempeño de éstas no se hayan ajustado a las disposiciones legales y 
administrativas aplicables. Las resoluciones de remoción o suspensión podrán ser recurridas ante la Comisión 
Nacional Bancaria y de Valores, la cual resolverá a través de su Junta de Gobierno dentro de los quince días 
hábiles que sigan a la fecha en que la misma se hubiere notificado. La propia Comisión podrá recomendar al 
Ejecutivo Federal, a través de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, la remoción del director general de 
la institución, cuando considere que éste, en el desempeño de sus funciones, no se ha ajustado a las 
disposiciones legales y administrativas aplicables, o bien, no haya conducido la institución con base en las 
sanas prácticas bancarias.  
 
Artículo 44.- El órgano de vigilancia de las instituciones de banca de desarrollo estará integrado por dos 
comisarios, de los cuales uno será nombrado por la Secretaría de la Función Pública y el otro por los titulares 
de los certificados de aportación patrimonial de la serie "B". Por cada comisario propietario se nombrará el 
respectivo suplente. Los comisarios tendrán las más amplias facultades para examinar los libros de 
contabilidad y demás documentación de la sociedad nacional de crédito de que se trate, incluida la de su 
consejo, así como para llevar a cabo todos los demás actos que requiera el adecuado cumplimiento de sus 
funciones, y tendrá el derecho de asistir a las juntas del consejo directivo con voz. 
 
La designación de comisarios que realicen los tenedores de los certificados de aportación patrimonial de la 
serie "B" corresponderá a quien o quienes en su conjunto mantengan la mayoría de dicha serie. En el 
supuesto de que el titular sea el Gobierno Federal, la designación correspondiente la realizará el Secretario de 
Hacienda y Crédito Público.  
 
Artículo 45-C.- Para organizarse y operar como Filial se requiere autorización del Gobierno Federal, que 
compete otorgar discrecionalmente a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, con aprobación de su Junta 
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de Gobierno, después de escuchar la opinión del Banco de México. Por su naturaleza estas autorizaciones 
serán intransmisibles. 
... 
Artículo 45-G.- ... 
... 
... 
Las acciones serán de igual valor; dentro de cada serie, conferirán a sus tenedores los mismos derechos, y 
deberán pagarse íntegramente en el acto de ser suscritas, en términos del artículo 12 de esta Ley. Las 
mencionadas acciones se mantendrán en depósito en alguna de las instituciones para el depósito de valores 
reguladas en la Ley del Mercado de Valores, las que en ningún caso se encontrarán obligadas a entregarlas a 
los titulares. 
 
Artículo 45-H.- Las acciones serie "F" representativas del capital social de una Filial, únicamente podrán ser 
enajenadas previa autorización de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, con aprobación de su Junta 
de Gobierno.  
 
Salvo en el caso en que el adquirente sea una Institución Financiera del Exterior, una Sociedad Controladora 
Filial o una Filial, para llevar a cabo la enajenación deberán modificarse los estatutos sociales de la Filial 
cuyas acciones sean objeto de la operación. Tratándose de instituciones de banca múltiple Filiales, deberá 
cumplirse con lo dispuesto en el Capítulo I del presente Título. 
 
Cuando el adquirente sea una Institución Financiera del Exterior, una Sociedad Controladora Filial o una Filial, 
deberá observarse lo dispuesto en las fracciones I, III y IV del artículo 45-I. Cuando estas personas adquieran 
acciones representativas del capital social de una institución de banca múltiple Filial deberá también 
observarse lo dispuesto en la fracción V del mencionado artículo 45-I. 
 
No se requerirá autorización de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, ni modificación de estatutos 
cuando la transmisión de acciones sea, en garantía o propiedad, al Instituto para la Protección al Ahorro 
Bancario. 
 
Las personas que pretendan adquirir, directa o indirectamente, acciones serie "F" representativas del capital 
social de una institución de banca múltiple Filial, deberán obtener previamente la autorización de la Comisión 
Nacional Bancaria y de Valores, quien podrá otorgarla discrecionalmente, después de escuchar la opinión del 
Banco de México.  
 
Las autorizaciones anteriores estarán sujetas a las disposiciones de carácter general que emita dicha 
Comisión propiciando el sano desarrollo del sistema bancario, y se otorgarán, en su caso, sin perjuicio de lo 
establecido por el artículo 17. 
 
Artículo 45-I.- La Comisión Nacional Bancaria y de Valores, con aprobación de su Junta de Gobierno y 
después de escuchar la opinión del Banco de México, podrá autorizar a las Instituciones Financieras del 
Exterior, a las Sociedades Controladoras Filiales o a las Filiales la adquisición de acciones representativas del 
capital social de una o más instituciones de banca múltiple, siempre y cuando se cumplan los siguientes 
requisitos: 
 
I. ... 
II. En caso que se pretenda convertir la institución en Filial, deberán modificarse los estatutos sociales de la 
citada institución cuyas acciones sean objeto de enajenación, a efecto de cumplir con lo dispuesto en el 
presente capítulo; 
III. ... 
IV. Se deroga. 
V. ... 

Capítulo IV 
De las instituciones de banca múltiple que tengan vínculos de negocio o patrimoniales con personas 
morales que realicen actividades empresariales 
 
Artículo 45-O.- Las instituciones de banca múltiple que mantengan vínculos de negocio o patrimoniales con 
personas morales que realicen actividades empresariales, se regirán por lo previsto en el presente capítulo y 
las demás disposiciones contenidas en esta Ley. 
 
Sin perjuicio de lo anterior, las disposiciones contenidas en este Capítulo, no serán aplicables a: 
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I.Instituciones de banca múltiple que formen parte de un grupo financiero constituido en términos de la Ley 
para Regular las Agrupaciones Financieras, respecto de las sociedades integrantes del grupo financiero y sus 
subsidiarias, incluyendo a la sociedad controladora, y 
 
II.Instituciones de banca múltiple que no sean integrantes de un grupo financiero respecto de aquellas 
entidades financieras reguladas por las leyes financieras vigentes que pertenezcan al mismo Grupo 
empresarial o Consorcio al que pertenezca la institución de banca múltiple. 
 
Artículo 45-P.- Para los efectos de este Capítulo, se entenderá por consorcio, control, directivo relevante, 
grupo de personas, grupo empresarial y poder de mando, lo señalado en el artículo 22 Bis de esta Ley. 
Adicionalmente por: 
 
I.Actividad empresarial, la señalada en el artículo 16 del Código Fiscal de la Federación. Quedarán excluidas 
las actividades habituales y profesionales de crédito que en un ejercicio representen la proporción de activos 
crediticios o ingresos asociados a dicha actividad, conforme a lo señalado en el artículo 8 de la Ley del 
Impuesto sobre la Renta. 
 
II.Influencia significativa, la titularidad de derechos que permitan, directa o indirectamente ejercer el voto 
respecto de cuando menos el veinte por ciento del capital social de una persona moral. 
 
III.Vínculo de negocio, el que derive de la celebración de convenios de inversión en el capital de otras 
personas morales, en virtud de los cuales se obtenga influencia significativa, quedando incluidos cualquier 
otro tipo de actos jurídicos que produzcan efectos similares a tales convenios de inversión.  
 
IV.Vínculo patrimonial, el que derive de la pertenencia por parte de la institución de banca múltiple a un 
consorcio o grupo empresarial, al que también pertenezca la persona moral.  
 
Artículo 45-Q.- Las instituciones de banca múltiple que mantengan vínculos de negocio o patrimoniales con 
personas morales que realicen actividades empresariales, deberán ajustarse a lo siguiente: 
 
I. Adoptar las medidas de control interno y contar con sistemas informáticos y de contabilidad, que aseguren 
su independencia operativa con respecto a cualquiera de los demás integrantes del consorcio o grupo 
empresarial al que pertenezcan, o bien, de sus asociados. 
 
II. Contar con instalaciones que aseguren la independencia de los espacios físicos de sus oficinas 
administrativas con respecto a cualquiera de los demás integrantes del consorcio o grupo empresarial al que 
pertenezcan, o bien, de sus asociados. Sin perjuicio de lo anterior, los espacios físicos habilitados para la 
atención al público, tales como sucursales, podrán ubicarse en un mismo inmueble, siempre que el acceso al 
área interna de trabajo en la sucursal, se permita únicamente al personal de la institución. 
 
Artículo 45-R.- Los accionistas de las instituciones de banca múltiple a que se refiere este Capítulo, 
designarán a los miembros del consejo de administración. 
 
La mayoría de los consejeros podrán estar vinculados con la persona o grupo de personas que tengan el 
control del consorcio o grupo empresarial que realice actividades empresariales y mantenga vínculos de 
negocio o patrimoniales con la institución de banca múltiple., La mencionada mayoría se establecerá con las 
siguientes personas: 
 
A) Aquellas que tengan algún vínculo con el consorcio o grupo empresarial controlado por la persona o grupo 
de personas de referencia, esto es: 
 
I. Personas físicas que tengan cualquier empleo, cargo o comisión por virtud del cual puedan adoptar 
decisiones que trasciendan de forma significativa en la situación administrativa, financiera, operacional o 
jurídica de la persona moral, o del consorcio o grupo empresarial al que ésta pertenezca. Lo anterior, será 
aplicable también a las personas que hayan tenido dichos empleos, cargos o comisiones, durante los doce 
meses anteriores a la fecha del nombramiento o de la sesión correspondiente.  
 
II. Personas físicas que tengan influencia significativa o poder de mando, en el consorcio o grupo empresarial 
al que pertenezca la institución. 
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III. Clientes, prestadores de servicios, proveedores, deudores, acreedores, socios, consejeros o empleados de 
una persona moral que realice actividades empresariales, que sea cliente, prestador de servicios, proveedor, 
deudor o acreedor importante de la persona moral. 
 
Se considera que un cliente, prestador de servicios o proveedor es importante, cuando las ventas de la 
sociedad representen más del diez por ciento de las ventas totales del cliente, del prestador de servicios o del 
proveedor, durante los doce meses anteriores a la fecha del nombramiento o de la sesión correspondiente. 
Asimismo, se considera que un deudor o acreedor es importante, cuando el importe del crédito es mayor al 
quince por ciento de los activos de la propia sociedad o de su contraparte. 
 
IV. Personas que tengan parentesco por consanguinidad, afinidad o civil hasta el segundo grado, así como los 
cónyuges, la concubina y el concubinario, de cualquiera de las personas físicas referidas en las fracciones I a 
III de este artículo. 
 
B) Funcionarios de la institución de banca múltiple de que se trate. 
 
La mayoría a que se refiere este artículo sólo podrá ser conformada por una combinación de las personas 
físicas descritas en los incisos A) y B) anteriores, de tal forma, que las personas a que se refiere el inciso A) 
no sean mayoría. 
 
Sin perjuicio de lo anterior, la integración del consejo de administración deberá cumplir con los porcentajes de 
consejeros a que se refieren los artículos 22 y 23 de esta ley, así como con las demás disposiciones 
establecidas en el presente ordenamiento. 
 
Las instituciones de banca múltiple no podrán designar como director general o como funcionarios o directivos 
que ocupen las dos jerarquías inmediatas inferiores a aquél, a personas que ocupen un empleo, cargo o 
comisión de cualquier tipo, en alguno de los integrantes del consorcio o grupo empresarial al que pertenezca 
la institución o en personas morales que realicen actividades empresariales con las cuales la institución 
mantenga vínculos de negocio. Lo señalado en este párrafo, no será aplicable a los consejeros ni a los 
secretarios del consejo de las instituciones de banca múltiple. 
 
Artículo 45-S.- El consejo de administración de las instituciones de banca múltiple, o bien, un comité que al 
afecto establezca dicho órgano social, integrado por al menos un consejero independiente, quien lo presidirá, 
deberá aprobar la celebración de operaciones de cualquier naturaleza con alguno de los integrantes del grupo 
empresarial o consorcio al que las instituciones pertenezcan, o con personas morales que realicen actividades 
empresariales con las cuales la institución mantenga vínculos de negocio.  
 
La celebración de tales operaciones deberá pactarse en condiciones de mercado. Adicionalmente, las 
operaciones que por su importancia relativa sean significativas para la institución de banca múltiple, deberán 
celebrarse con base en estudios de precios de transferencia, elaborado por un experto de reconocido prestigio 
e independiente al grupo empresarial o consorcio al que pertenezca la institución. La información a que se 
refiere este párrafo, deberá estar disponible en todo momento para la Comisión Nacional Bancaria y de 
Valores. 
 
Las instituciones de banca múltiple deberán elaborar y entregar a la Comisión, durante el primer trimestre de 
cada año, un estudio anual de los precios de transferencia utilizados para la celebración de las operaciones a 
que se refiere este artículo, llevadas a cabo durante el año calendario inmediato anterior. 
 
Cuando se realicen operaciones que impliquen una transferencia de riesgos con importancia relativa en el 
patrimonio de la institución de banca múltiple de que se trate, por parte de algún integrante del consorcio o 
grupo empresarial al que ésta pertenezca, el director general deberá elaborar un informe al respecto y 
presentarlo a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores dentro de los veinte días hábiles siguientes a la 
fecha de celebración de dichas operaciones. 
 
Artículo 46.-... 
I. a XIV. ... 
XV. ... 
Las instituciones de crédito podrán celebrar operaciones consigo mismas en el cumplimiento de fideicomisos, 
mandatos o comisiones, cuando el Banco de México lo autorice mediante disposiciones de carácter general, 
en las que se establezcan requisitos, términos y condiciones que promuevan que las operaciones de 
referencia se realicen en congruencia con las condiciones de mercado al tiempo de su celebración, así como 
que se eviten conflictos de interés; 
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XVI. a XXIV. ... 
XXV. Realizar operaciones derivadas, sujetándose a las disposiciones técnicas y operativas que expida el 
Banco de México, en las cuales se establezcan las características de dichas operaciones, tales como tipos, 
plazos, contrapartes, subyacentes, garantías y formas de liquidación; 
 
XXVI. Efectuar operaciones de factoraje financiero; 
 
XXVI bis. Emitir y poner en circulación cualquier medio de pago que determine el Banco de México, 
sujetándose a las disposiciones técnicas y operativas que éste expida, en las cuales se establezcan entre 
otras características, las relativas a su uso, monto y vigencia, a fin de propiciar el uso de diversos medios de 
pago; 
XXVII. Intervenir en la contratación de seguros para lo cual deberán cumplir con lo establecido en la Ley 
General de Instituciones y Sociedades Mutualistas de Seguros y en las disposiciones de carácter general que 
de la misma emanen, y 
XXVIII. ... 
Las instituciones de banca múltiple únicamente podrán realizar aquellas operaciones previstas en las 
fracciones anteriores que estén expresamente contempladas en sus estatutos sociales, previa aprobación de 
la Comisión Nacional Bancaria y de Valores en términos de lo dispuesto por los artículos 9º y 46 Bis de la 
presente Ley.  
La Secretaría de Hacienda y Crédito Público, la Comisión Nacional Bancaria y de Valores y el Banco de 
México, dentro de la regulación que deban emitir en el ámbito de su competencia, deberán considerar las 
operaciones que las instituciones de banca múltiple estén autorizadas a realizar conforme a lo previsto en los 
artículos8º, 10 y 46 Bis de esta Ley, y diferenciar, cuando lo estimen procedente, dicha regulación en 
aspectos tales como la infraestructura con que deberán contar y la información que deberán proporcionar, 
entre otros. 
 
Artículo 46 Bis.- La Comisión Nacional Bancaria y de Valores autorizará a las instituciones de banca múltiple 
el inicio de operaciones o la realización de otras adicionales a las que le hayan sido autorizadas, de entre las 
señaladas en el artículo 46 de esta Ley, cuando acrediten el cumplimiento de lo siguiente: 
 
I.Que las operaciones de que se trate se encuentren expresamente señaladas en sus estatutos sociales; 
 
II.Que cuenten con el capital mínimo que les corresponda conforme a lo establecido en el artículo 19 de esta 
Ley, en función de las operaciones que pretendan realizar; 
 
III.Que cuenten con los órganos de gobierno y la estructura corporativa adecuados para realizar las 
operaciones que pretendan llevar a cabo, de acuerdo con lo establecido en esta Ley y en las disposiciones 
técnicas u operativas de carácter general emitidas por la Comisión Nacional Bancaria y de Valores tendientes 
a procurar el buen funcionamiento de las instituciones; 
IV.Que cuenten con la infraestructura y los controles internos necesarios para realizar las operaciones que 
pretendan llevar a cabo, tales como sistemas operativos, contables y de seguridad, oficinas, así como los 
manuales respectivos, conforme a las disposiciones aplicables, y 
V.Que se encuentren al corriente en el pago de las sanciones impuestas por incumplimiento a esta Ley que 
hayan quedado firmes, así como en el cumplimiento de las observaciones y acciones correctivas que, en 
ejercicio de sus funciones, hubieren dictado la citada Comisión y el Banco de México. 
La Comisión Nacional Bancaria y de Valores practicará las visitas de inspección que considere necesarias a 
efecto de verificar el cumplimiento de los requisitos a que se refieren las fracciones I a IV de este artículo. La 
Comisión consultará con el Banco de México el cumplimiento de las medidas y sanciones que éste hubiere 
impuestos en el ámbito de su competencia. 
 
La institución de que se trate deberá inscribir en el Registro Público de Comercio, para efectos declarativos, la 
autorización que se le haya otorgado para el inicio de operaciones en términos del presente artículo, a más 
tardar a los treinta días posteriores a que le haya sido notificada. 
 
Artículo 46 Bis 1.- Las instituciones de crédito podrán pactar con terceros, incluyendo a otras instituciones de 
crédito o entidades financieras, la prestación de servicios necesarios para su operación, así como comisiones 
para realizar las operaciones previstas en el artículo 46 de esta Ley, de conformidad con las disposiciones de 
carácter general que expida la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, previo acuerdo de su Junta de 
Gobierno. 
 
Las operaciones que lleven a cabo los comisionistas deberán realizarse a nombre y por cuenta de las 
instituciones de crédito con las que celebren los actos jurídicos mencionados en el primer párrafo de este 
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artículo. Asimismo, los instrumentos jurídicos que documenten las comisiones deberán prever que las 
instituciones de crédito responderán por las operaciones que los comisionistas celebren por cuenta de dichas 
instituciones, aun cuando éstas se lleven a cabo en términos distintos a los previstos en tales instrumentos 
jurídicos. Las disposiciones de carácter general a que se refiere el primer párrafo de este artículo, deberán 
contener, entre otros, los siguientes elementos: 
 
I.Los lineamientos técnicos y operativos que deberán observarse para la realización de tales operaciones, así 
como para salvaguardar la confidencialidad de la información de los usuarios del sistema bancario y proveer 
que en la celebración de dichas operaciones se cumplan las disposiciones aplicables; 
 
II.Las características de las personas físicas o morales que podrán ser contratadas por las instituciones como 
terceros en términos del presente artículo. Tratándose deentidades de la Administración Pública Federal o 
Estatal, las reglas sólo podrán incluir aquellas facultadas expresamente por su ley o reglamento para prestar 
los servicios o comisiones de que se trate; 
 
III.Los requisitos respecto de los procesos operativos y de control que las instituciones deberán exigir a los 
terceros contratados; 
 
IV.El tipo de operaciones que podrán realizarse a través de terceros, quedando facultada la Comisión 
Nacional Bancaria y de Valores para señalar el tipo de operaciones en los que se requerirá de su autorización 
previa; 
 
V.Los contratos de prestación de servicios o comisiones que celebren en términos de este artículo que la 
Comisión determine que deberán serle entregados por las instituciones de banca múltiple, así como la forma, 
condiciones y plazos de dicha entrega; 
VI.Los límites individuales y agregados aplicables a las operaciones que podrán llevarse a cabo a través de 
terceros, tratándose de las operaciones a que se refieren las fracciones I y II del artículo 46 de esta Ley; 
VII.Las políticas y procedimientos con que deberán contar las instituciones de crédito para vigilar el 
desempeño de los terceros que sean contratados, así como el cumplimiento de sus obligaciones 
contractuales, entre las cuales deberá preverse la obligación de dichos terceros de proporcionar a la Comisión 
Nacional Bancaria y de Valores, y a los auditores externos de las instituciones, a solicitud de éstas, los 
registros, la información y el apoyo técnico relativos a los servicios prestados a la institución, y 
VIII.Las operaciones y servicios que las instituciones no podrán pactar que los terceros les proporcionen en 
forma exclusiva. 
Lo dispuesto en el artículo 117 de esta Ley le será también aplicable a los terceros a que se refiere el 
presente artículo, así como los representantes, directivos y empleados de dichos terceros, aún cuando dejen 
de laborar o prestar sus servicios a tales terceros.  
La Comisión Nacional Bancaria y de Valores, previo derecho de audiencia que se otorgue a la institución de 
crédito, podrá ordenar la suspensión parcial o total, temporal o definitiva, de la prestación de los servicios o 
comisiones a través del tercero de que se trate, cuando se incumplan las disposiciones que se mencionan en 
este artículo o pueda verse afectada la continuidad operativa de la institución de crédito o en protección de los 
intereses del público. Lo anterior, salvo que la propia Comisión apruebe un programa de regularización que 
reúna los requisitos que al efecto se establezcan en las disposiciones de carácter general referidas. 
La Comisión Nacional Bancaria y de Valores formulará directamente a las instituciones de crédito los 
requerimientos de información y, en su caso, las observaciones y medidas correctivas que deriven de la 
supervisión que realice con motivo de las actividades que las instituciones lleven a cabo a través de 
prestadores de servicios o comisionistas conforme a lo previsto en el presente artículo, para asegurar la 
continuidad de los servicios que las instituciones proporcionan a sus clientes, la integridad de la información y 
el apego a lo establecido en esta ley. Asimismo, la Comisión estará facultada, en todo momento, para efectuar 
actos de supervisión, inspección y vigilancia respecto de los prestadores de servicios o comisionistas que las 
instituciones contraten en términos de este artículo, así como practicar inspecciones a los terceros que 
contraten las instituciones de crédito con respecto de las actividades contratadas, o bien, ordenar a las 
instituciones realizar auditorías a dichos terceros, quedando obligada la propia institución a rendir un informe a 
la Comisión al respecto.  
La Comisión deberá especificar el objeto de las inspecciones o auditorías, las cuales deberán circunscribirse a 
la materia del servicio contratado y al cumplimiento de lo previsto en esta Ley y las disposiciones que de ella 
emanen. Al efecto, las instituciones deberán pactar en los contratos mediante los cuales se formalice la 
prestación de estos servicios o comisiones, la estipulación expresa del tercero contratado de que acepta 
apegarse a lo establecido en el presente artículo. 
Las empresas a las que se refiere el artículo 88 de la presente Ley, así como las entidades integrantes del 
grupo financiero al que pertenezca la institución, incluyendo a la sociedad controladora y a las subsidiarias del 
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propio grupo financiero, no estarán sujetas a lo dispuesto en el presente artículo. Sin perjuicio de lo anterior, 
dichas empresas deberán sujetarse a las disposiciones de carácter general que le sean aplicables. 
Artículo 46 Bis 2.- La contratación de los servicios o comisiones a que se refiere el artículo 46 Bis 1 de esta 
Ley no eximirá a las instituciones de crédito, ni a sus directivos, delegados fiduciarios, empleados y demás 
personas que ocupen un empleo, cargo o comisión en la institución, de la obligación de observar lo 
establecido en el presente ordenamiento legal y en las disposiciones de carácter general que emanen de éste. 
La Comisión Nacional Bancaria y de Valores podrá solicitar a los prestadores de los servicios o comisionistas 
a que se refiere el artículo 46 Bis 1 anterior, por conducto de las instituciones de crédito, información, 
incluyendo libros, registros y documentos, respecto de los servicios que les provean, así como realizar visitas 
de inspección y decretar las medidas que las instituciones de crédito deberán observar para asegurar la 
continuidad de los servicios que éstas proporcionan a sus clientes, la integridad de la información y el apego a 
lo establecido en esta Ley. 
Artículo 46 Bis 3.- Las instituciones de crédito al celebrar operaciones en las que puedan resultar deudores 
de éstas sus funcionarios o empleados o las personas que ostenten algún cargo, mandato, comisión o 
cualquier otro título jurídico que las propias instituciones otorguen para la realización de las actividades que le 
son propias, deberán ajustarse a lo siguiente: 
I. Sólo podrán celebrar tales operaciones, cuando correspondan a prestaciones de carácter laboral otorgadas 
de manera general, o 
II. Cuando se trate de créditos denominados en moneda nacional documentados en tarjetas de crédito; para la 
adquisición de bienes de consumo duradero o destinados a la vivienda, siempre que en cualquiera de los 
casos señalados se celebren en las mismas condiciones que la institución de crédito tenga establecidas para 
el público en general. 
La restricción a que se refiere este artículo, resulta igualmente aplicable a las operaciones que pretendan 
celebrar las instituciones de crédito con el o los comisarios propietarios o suplentes de la propia institución, así 
como los auditores externos independientes. 
Artículo 46 Bis 4.- Las instituciones de crédito podrán otorgar fianzas o cauciones sólo cuando no puedan ser 
atendidas por las instituciones de fianzas en virtud de su cuantía y previa autorización de la Comisión 
Nacional Bancaria y de Valores. La autorización que expida la Comisión sólo podrá aprobar garantías por 
cantidad determinada y, siempre y cuando, las instituciones de crédito acrediten que exigieron contragarantía 
en efectivo o en valores de los que puedan adquirir las instituciones de crédito conforme a esta Ley. 
Artículo 46 Bis 5.- A las instituciones de crédito también les está permitido: 
I. Dar en garantía sus propiedades en los casos que autorice la Comisión Nacional Bancaria y de 
Valores,siempre y cuando ello coadyuve a la estabilidad de las instituciones de crédito o del sistema bancario. 
II. Dar en garantía, incluyendo prenda, prenda bursátil o fideicomiso de garantía, efectivo, derechos de crédito 
a su favor o los títulos o valores de su cartera, en operaciones que se realicen con el Banco de México, con 
las instituciones de banca de desarrollo, con el Instituto para la Protección al Ahorro Bancario o los 
fideicomisos públicos constituidos por el Gobierno Federal para el fomento económico. El Banco de México, 
mediante disposiciones de carácter general, podrá autorizar el otorgamiento de dichas garantías en términos 
distintos a los antes señalados, para lo cual deberá establecer entre otros aspectos, el tipo de operaciones a 
garantizar. 
III. Pagar anticipadamente, en todo o en parte, obligaciones a su cargo derivadas de depósitos bancarios de 
dinero, préstamos o créditos, cuando lo autorice el Banco de México mediante disposiciones de carácter 
general, en las cuales se establezcan los requisitos, así como los términos y condiciones conforme a los que 
procederán los respectivos pagos anticipados. 
IV. Pagar anticipadamente operaciones de reporto celebradas con el Banco de México, instituciones de 
crédito, casas de bolsa, así como con las demás personas que autorice el Banco de México mediante 
disposiciones de carácter general, en las cuales se establezcan los requisitos conforme a los cuales podrá 
realizarse el pago anticipado de estas operaciones. 
Artículo 46Bis 6.- Las órdenes, actos y operaciones realizados a través de sistemas de pagos del exterior 
relativos a la ejecución, procesamiento, compensación y liquidación respecto de transferencias de recursos 
que sean solicitadas o realizadas por instituciones de crédito participantes a fin de que sean llevadas a cabo a 
través de dichos sistemas de pagos que, de conformidad con la legislación sustantiva aplicable en términos de 
las disposiciones que rijan al sistema de pagos de que se trate, sean consideradas firmes, irrevocables, 
exigibles u oponibles frente a terceros, tendrán dicho carácter en términos de la legislación mexicana. Lo 
antes señalado, también será aplicable a cualquier acto que, en términos de las normas internas de dicho 
sistema de pagos, se realice respecto de las referidas órdenes y operaciones de transferencias de recursos. 
Para efectos de lo dispuesto en el párrafo anterior, no se considerarán las normas conflictuales del derecho 
que rija al sistema de pagos del exterior, que hagan aplicables las normas sustantivas mexicanas o de un 
tercer estado. 
Cualquier resolución judicial o administrativa, incluido el embargo y otros actos de ejecución, así como las 
derivadas de la aplicación de normas de naturaleza concursal o de procedimientos que impliquen la 
liquidación o disolución de una institución participante en los citados sistemas de pagos del exterior, que 
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tengan por objeto prohibir, suspender o de cualquier forma limitar los pagos o transferencias de recursos que 
las instituciones de crédito participantes realicen o instruyan a través de los referidos sistemas, sólo surtirá sus 
efectos y, por tanto, será obligatoria y ejecutable, a partir del día hábil bancario siguiente a aquél en que sea 
notificada al administrador del sistema de pagos de que se trate. 
Al surtir efectos las notificaciones el día hábil bancario siguiente al día en que la notificación sea realizada 
conforme a las disposiciones legales aplicables, dichas notificaciones no impedirán que se efectúe a través de 
tales sistemas de pagos, el procesamiento, la compensación y la liquidación de las órdenes ingresadas u 
operaciones realizadas en el mismo con anterioridad a que surtan efectos dichas notificaciones, ni afectará la 
firmeza de dichos actos. 
En su caso, los recursos o bienes que reciba la institución participante de que se trate, como contraprestación 
por el cumplimiento de la operación respectiva, formarán parte de su patrimonio a fin de que sean utilizados 
por el liquidador o síndico, según corresponda, para pagar los pasivos de la institución en el orden de pago 
establecido en el artículo 122 Bis 24 de esta Ley. 
Las cuentas que los administradores de los sistemas de pagos del exterior referidos en el primer párrafo del 
presente artículo mantengan en el Banco de México serán inembargables en los mismos términos de lo 
señalado en el segundo párrafo del artículo 15 de la Ley de Sistemas de Pagos. 
No obstante lo dispuesto en los párrafos anteriores, los acreedores, los órganos concursales o cualquier 
tercero con interés jurídico podrán exigir de los participantes en los sistemas de pago, a través del ejercicio de 
las acciones legales conducentes, las prestaciones, indemnizaciones y responsabilidades que procedan 
conforme a derecho. 
Artículo 47.- Las instituciones de banca de desarrollo realizarán, además de las señaladas en el artículo 46 
de esta Ley, las operaciones necesarias para la adecuada atención del correspondiente sector de la economía 
nacional y el cumplimiento de las funciones y objetivos que les sean propios, conforme a las modalidades y 
excepciones que, respecto a las previstas en ésta u otras leyes, determinen sus leyes orgánicas. Por lo que 
corresponde a los sistemas de registro y contabilidad de las operaciones bancarias, no será aplicable lo 
dispuesto en la fracción VIII del artículo 37 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal. 
... 
... 
... 
Adicionalmente, las instituciones de banca de desarrollo, para la realización de las operaciones y servicios 
bancarios previstos en el artículo 46 de esta ley, sólo por excepción otorgada por la Secretaría de Hacienda y 
Crédito Público, podrán contratar los servicios de terceros o de otras instituciones de crédito a que hace 
referencia el articulo 46 Bis 1 de este ordenamiento. 
Artículo 50.- Las instituciones de crédito deberán mantener un capital neto en relación con los riesgos de 
mercado, de crédito y otros en que incurran en su operación, que no podrá ser inferior a la cantidad que 
resulte de sumar los requerimientos de capital por cada tipo de riesgo, en términos de las disposiciones 
generales que establezca la Comisión Nacional Bancaria y de Valores con aprobación de su Junta de 
Gobierno, para las instituciones de banca múltiple, por un lado, y para las instituciones de banca de desarrollo, 
por el otro. 
El capital neto, en su parte básica y complementaria, se determinará conforme a lo que establezca la propia 
Comisión en las mencionadas disposiciones que deberán salvaguardar la solvencia y estabilidad financiera de 
las instituciones de crédito y proteger los intereses del público. 
Al ejercer las atribuciones y expedir las disposiciones de carácter general a que se refiere este artículo, la 
Comisión Nacional Bancaria y de Valores deberá escuchar la opinión del Banco de México, así como tomar en 
cuenta los usos bancarios internacionales respecto a la adecuada capitalización de las instituciones de 
crédito, al tiempo que determinará las clasificaciones de los activos, de las operaciones causantes de pasivo 
contingente y otras operaciones, en función de suriesgo, determinando los porcentajes de ponderación que 
corresponda a los distintos grupos de activos y operaciones resultantes de las referidas clasificaciones. 
La Comisión Nacional Bancaria y de Valores, en las disposiciones generales a que se refiere el primer párrafo 
de este artículo, establecerá el procedimiento para el cálculo del índice de capitalización aplicable a las 
instituciones de crédito. 
... 
... 
... 
Artículo 51.- ... 
I. y II.... 
En adición a los límites señalados en las fracciones I y II anteriores, las citadas reglas podrán referirse a 
límites por entidades o segmentos del mercado que representen una concentración de riesgos de crédito, de 
mercado o incluso de operación. Para este último caso, también podrán preverse límites máximos para 
transacciones efectuadas con una o más personas que formen parte de un consorcio o grupo empresarial, y 
que impliquen la adquisición o el derecho al uso, goce o disfrute de bienes o servicios de cualquier tipo, bajo 
cualquier título jurídico, incluso con motivo de operaciones de fideicomiso. 
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Para efectos de este artículo, se entenderá por control, consorcio y grupo empresarial, lo establecido en el 
artículo 22 Bis de esta Ley. 
Artículo 52.- Las instituciones de crédito podrán pactar la celebración de sus operaciones y la prestación de 
servicios con el público mediante el uso de equipos, medios electrónicos, ópticos o de cualquier otra 
tecnología, sistemas automatizados de procesamiento de datos y redes de telecomunicaciones, ya sean 
privados o públicos, y establecerán en los contratos respectivos las bases para determinar lo siguiente: 
I. Las operaciones y servicios cuya prestación se pacte; 
II. Los medios de identificación del usuario y las responsabilidades correspondientes a su uso, y 
III. Los medios por los que se hagan constar la creación, transmisión, modificación o extinción de derechos y 
obligaciones inherentes a las operaciones y servicios de que se trate. 
Cuando así lo acuerden con su clientela, las instituciones podrán suspender o cancelar el trámite de 
operaciones que aquélla pretenda realizar mediante el uso de equipos o medios a que se refiere el primer 
párrafo de este artículo, siempre que cuenten con elementos suficientes para presumir que los medios de 
identificación pactados para tal efecto han sido utilizados en forma indebida. Lo anterior también resultará 
aplicable cuando las instituciones detecten algún error en la instrucción respectiva.  
Asimismo, las instituciones podrán acordar con su clientela que, cuando ésta haya recibido recursos mediante 
alguno de los equipos o medios señalados en el párrafo anterior y aquéllas cuenten con elementos suficientes 
para presumir que los medios de identificación pactados para tal efecto han sido utilizados en forma indebida, 
podrán restringir hasta por quince días hábiles la disposición de tales recursos, a fin de llevar a cabo las 
investigaciones y las consultas que sean necesarias con otras instituciones de crédito relacionadas con la 
operación de que se trate. La institución de crédito podrá prorrogar el plazo antes referido hasta por diez días 
hábiles más, siempre que se haya dado vista a la autoridad competente sobre probables hechos ilícitos 
cometidos en virtud de la operación respectiva. 
No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, cuando las instituciones así lo hayan acordado con su 
clientela, en los casos en que, por motivo de las investigaciones antes referidas, tengan evidencia de que la 
cuenta respectiva fue abierta con información o documentación falsa, o bien, que los medios de identificación 
pactados para la realización de la operación de que se trate fueron utilizados en forma indebida, podrán, bajo 
su responsabilidad, cargar el importe respectivo con el propósito de que se abone en la cuenta de la que 
procedieron los recursos correspondientes. 
Las instituciones que por error hayan abonado recursos en alguna de las cuentas que lleven a su clientela, 
podrán cargar el importe respectivo a la cuenta de que se trate con el propósito de corregir el error, siempre 
que así lo hayan pactado con ella. 
En los casos señalados en los cuatro párrafos anteriores, las instituciones deberán notificar al cliente 
respectivo la realización de cualquiera de las acciones que hayan llevado a cabo de conformidad con lo 
previsto en los mismos. 
El uso de los medios de identificación que se establezcan conforme a lo previsto por este artículo, en 
sustitución de la firma autógrafa, producirá los mismos efectos que las leyes otorgan a los documentos 
correspondientes y, en consecuencia, tendrán el mismo valor probatorio.  
La instalación y el uso de los equipos y medios señalados en el primer párrafo de este artículo se sujetarán a 
las reglas de carácter general que emita la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, sin perjuicio de las 
facultades con que cuenta el Banco de México para regular las operaciones que efectúen las instituciones de 
crédito relacionadas con los sistemas de pagos y las de transferencias de fondos en términos de su ley. 
Las instituciones de crédito podrán intercambiar información en términos de las disposiciones de carácter 
general a que se refiere el artículo 115 de esta Ley, con el fin de fortalecer las medidas para prevenir y 
detectar actos, omisiones u operaciones que pudieran favorecer, prestar ayuda, auxilio o cooperación de 
cualquier especie para la comisión de los delitos en contra de su clientela o de la propia institución. 
El intercambio de información a que se refiere el párrafo anterior no implicará trasgresión alguna a lo 
establecido en el artículo 117 de esta Ley.  
Artículo 55.- Las inversiones con cargo a la parte básica del capital neto de la institución, señalado en el 
artículo 50 de la presente Ley, se sujetarán a los siguientes límites: 
I. No excederá del sesenta por ciento de la parte básica del referido capital neto de la institución el importe de 
las inversiones en mobiliario y equipo, en inmuebles o en derechos reales que no sean de garantía, más el 
importe de las inversiones en el capital de las sociedades a que se refiere el artículo 88 de esta Ley; 
II. El importe de las adaptaciones y mejoras al mobiliario e inmuebles no podrá exceder del diez por ciento de 
la parte básica del propio capital neto de la institución. La Comisión Nacional Bancaria y de Valores podrá 
aumentar temporalmente en casos individuales este porcentaje, así como el señalado en la fracción que 
antecede, cuando a su juicio la cantidad resultante sea insuficiente para el destino indicado, y 
III. El importe total de inversiones en el capital de sociedades a que se refiere el artículo 89 de esta Ley no 
podrá exceder del menor de los siguientes montos: 
a) El equivalente al cincuenta por ciento de la parte básica del capital neto de la institución, o 
b) El excedente de la parte básica del capital neto de la institución sobre el capital mínimo. 
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La suma de las inversiones a que se refieren las fracciones I y II de este artículo, el monto de las operaciones 
que exceda los límites previstos para la inversión de sus pasivos, y el valor estimado de los bienes, derechos 
y títulos que reciban en pago de adeudos o por adjudicación en remate dentro de los juicios relacionados con 
créditos a su favor, no podrá exceder de la parte básica del capital neto de la institución, señalado en el 
artículo 50 de la presente Ley. 
Asimismo, las instituciones de crédito que reciban bienes, derechos y títulos en pago de adeudos o por 
adjudicaciones en remate dentro de los juicios relacionados con créditos a su favor, que no deban conservar 
en su activo, deberán realizar el registro contable y la estimación máxima de valor que la propia Comisión 
establezca para estos supuestos al amparo de lo previsto en los artículos 99 y 102 de esta Ley.  
Artículo 57.- Los clientes de las instituciones de crédito que mantengan cuentas de depósito o de inversión a 
las que se refieren las fracciones I y II del artículo 46 de esta Ley podrán autorizar a terceros para que hagan 
disposiciones de efectivo con cargo a dichas cuentas. Para ello, las instituciones deberán contar con la 
autorización del titular o titulares de la cuenta. 
Asimismo, los clientes de las instituciones de crédito podrán domiciliar el pago de bienes y servicios en las 
cuentas de depósito referidas en los incisos a) y c) de la fracción I del artículo 46 de esta Ley. Los clientes 
podrán autorizar los cargos directamente a la institución de crédito o a los proveedores de los bienes o 
servicios.  
Las instituciones de crédito podrán cargar a las mencionadas cuentas los importes correspondientes, siempre 
y cuando: 
I. Cuenten con la autorización del titular o titulares de la cuenta de que se trate, o 
II. El titular o titulares de la cuenta autoricen los cargos por medio del proveedor y éste, a través de la 
institución de crédito que le ofrezca el servicio de cobro respectivo, instruya a la institución de crédito que 
mantenga el depósito correspondiente a realizar los cargos. En este caso, la autorización podrá quedar en 
poder del proveedor.  
El titular de la cuenta de depósito que desee objetar un cargo de los previstos en el segundo párrafo de este 
artículo deberá seguir el procedimiento y cumplir los requisitos que, al efecto, establezca el Banco de México 
mediante disposiciones de carácter general. 
En los supuestos y plazos que señalen las disposiciones mencionadas en el párrafo anterior, cuando una 
misma institución lleve las cuentas del depositante que objetó el cargo y del proveedor, deberá abonar en la 
primera el importe total del cargo objetado y posteriormente podrá cargar tal importe a la cuenta que lleve al 
proveedor. Cuando las aludidas cuentas las lleven instituciones de crédito distintas, la institución que lleve la 
cuenta del proveedor deberá devolver los recursos correspondientes a la institución que lleve la cuenta al 
depositante para que los abone a ésta y, posteriormente, la institución que lleve la cuenta al proveedor podrá 
cargar a ella el importe correspondiente.  
Previo a la prestación de los servicios de domiciliación a que se refiere este artículo, las instituciones de 
crédito deberán pactar con los proveedores el procedimiento para efectuar los cargos a que se refiere el 
párrafo anterior. 
En cualquier momento, el depositante podrá solicitar la cancelación de la domiciliación a la institución de 
crédito que le lleve la cuenta, sin importar quién conserve la autorización de los cargos correspondientes. La 
citada cancelación surtirá efectos en el plazo que establezca el Banco de México en las disposiciones de 
carácter general a que se refiere el presente artículo, el cual no podrá exceder de los diez días hábiles 
bancarios siguientes a aquél en que la institución de crédito la reciba, por lo que a partir de dicha fecha deberá 
rechazar cualquier nuevo cargo en favor del proveedor. 
Las autorizaciones, instrucciones y comunicaciones a que se refiere este artículo podrán llevarse a cabo por 
escrito con firma autógrafa o a través de medios electrónicos, ópticos o de cualquier otra tecnología que 
previamente convengan las partes. 
Artículo 58.- Las condiciones generales que se establezcan respecto a los depósitos a la vista, retirables en 
días preestablecidos y de ahorro podrán ser modificadas por la institución conforme a las disposiciones 
aplicables, mediante aviso dado con treinta días de anticipación, por escrito, a través de publicaciones en 
periódicos de amplia circulación. Tratándose de incrementos al importe de las comisiones, así como de 
nuevas comisiones que pretendan cobrar, se estará a lo dispuesto en la Ley para la Transparencia y 
Ordenamiento de los Servicios Financieros.  
... 
Artículo 59.- ... 
Las cuentas de ahorro podrán ser abiertas a favor de menores de edad, sin perjuicio de que, con base en la 
legislación común, los menores de edad puedan celebrar otros depósitos bancarios de dinero. En todos los 
casos, las disposiciones de fondos solo podrán ser hechas por los representantes del titular.  
Artículo 60.- ... 
... 
Las instituciones no incurrirán en responsabilidad por el cumplimiento de las órdenes de embargo o de 
liberación de embargo que sean dictadas por las autoridades judiciales o administrativas correspondientes. 
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Artículo 61.- El principal y los intereses de los instrumentos de captación que no tengan fecha de 
vencimiento, o bien, que teniéndola se renueven en forma automática, así como las transferencias o las 
inversiones vencidas y no reclamadas, que en el transcurso de tres años no hayan tenido movimiento por 
depósitos o retiros y, después de que se haya dado aviso por escrito, en el domicilio del cliente que conste en 
el expediente respectivo, con noventa días de antelación, deberán ser abonados en una cuenta global que 
llevará cada institución para esos efectos. Con respecto a lo anterior, no se considerarán movimientos a los 
cobros de comisiones que realicen las instituciones de crédito.  
Las instituciones no podrán cobrar comisiones cuando los recursos de los instrumentos bancarios de 
captación se encuentren en los supuestos a que se refiere este artículo a partir de su inclusión en la cuenta 
global. Los recursos aportados a dicha cuenta únicamente generarán un interés mensual equivalente al 
aumento en el Índice Nacional de Precios al Consumidor en el período respectivo. 
Cuando el depositante o inversionista se presente para realizar un depósito o retiro, o reclamar la 
transferencia o inversión, la institución deberá retirar de la cuenta global el importe total, a efecto de abonarlo 
a la cuenta respectiva o entregárselo.  
Los derechos derivados por los depósitos e inversiones y sus intereses a que se refiere este artículo, sin 
movimiento en el transcurso de tres años contados a partir de que estos últimos se depositen en la cuenta 
global, cuyo importe no exceda por cuenta, al equivalente a trescientos días de salario mínimo general vigente 
en el Distrito Federal, prescribirán en favor del patrimonio de la beneficencia pública. Las instituciones estarán 
obligadas a enterar los recursos correspondientes a la beneficencia pública dentro de un plazo máximo de 
quince días contados a partir del 31 de diciembre del año en que se cumpla el supuesto previsto en este 
párrafo. 
Las instituciones estarán obligadas a notificar a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores sobre el 
cumplimiento del presente artículo dentro de los dos primeros meses de cada año.  
Artículo 65.- Para el otorgamiento de sus créditos, las instituciones de crédito deberán estimar la viabilidad de 
pago de los mismos por parte de los acreditados o contrapartes, valiéndose para ello de un análisis a partir de 
información cuantitativa y cualitativa, que permita establecer su solvencia crediticia y la capacidad de pago en 
el plazo previsto del crédito. Lo anterior, deberá observarse sin menoscabo de considerar el valor monetario 
de las garantías que se hubieren ofrecido. 
De igual manera, las modificaciones a los contratos de crédito que las instituciones acuerden con sus 
acreditados, por convenir a sus respectivos intereses, deberán basarse en análisis de viabilidad de pago, a 
partir de información cuantitativa y cualitativa, en los términos del párrafo anterior. 
Cuando se presenten o se presuman circunstancias financieras adversas o diferentes de aquellas 
consideradas en el momento del análisis original, que le impiden al acreditado hacer frente a sus 
compromisos adquiridos en tiempo y forma, o cuando se mejore la viabilidad de la recuperación, las 
instituciones de crédito deberán basarse en análisis cuantitativos y cualitativos que reflejen una mejoría en las 
posibilidades de recuperación del crédito, para sustentar la viabilidad de la reestructura que se acuerde.En 
estos casos, las instituciones de crédito deberán realizar las gestiones necesarias para la obtención de pagos 
parciales o garantías adicionales a las originalmente contratadas. Si en la reestructura, además de la 
modificación de condiciones originales, se requiriera de recursos adicionales, deberá contarse con un estudio 
que soporte la viabilidad de pago del adeudo agregado bajo las nuevas condiciones. 
En todos los casos deberá existir constancia de que los procedimientos de crédito se ajustaron a las políticas 
y lineamientos que la propia institución de créditohubiere establecido en los manuales que normen su proceso 
crediticio. En dichas políticas y lineamientos se deberán incluir los procedimientos relativos a crédito y 
operaciones con instrumentos financieros derivados no cotizados en bolsa, así como las aplicables a las 
contrapartes. 
Para la adecuada observancia de lo previsto en el presente artículo, las instituciones de crédito se ajustarán a 
las disposiciones de carácter prudencial que, en materia de crédito y administración de riesgos, expida la 
Comisión Nacional Bancaria y de Valores para procurar la solvencia de las instituciones de crédito y proteger 
los intereses del público. 
La Comisión Nacional Bancaria y de Valores vigilará que las instituciones de crédito observen debidamente lo 
dispuesto en el presente artículo. 
Artículo 66.- ... 
I. a IV. ... 
V.Podrá exceder del cincuenta por ciento la parte de los créditos refaccionarios que se destine a cubrir los 
pasivos a que se refiere el párrafo segundo el artículo 323 de la Ley General de Títulos y Operaciones de 
Crédito, sólo en los casos que la Comisión Nacional Bancaria y de Valores autorice a la institución de crédito 
para ello, siempre que se acredite el cumplimiento de los requisitos señalados en el artículo 65 de esta Ley. 
Artículo 71.- Las instituciones de crédito, al emitir las cartas de crédito a que se refieren las fracciones VIII y 
XIV del artículo 46 de esta Ley, se sujetarán a lo señalado en este artículo y, de manera supletoria, a los usos 
y prácticas que expresamente indiquen las partes en cada una de ellas, sin que resulte aplicable para esta 
operación lo dispuesto en la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito en materia de cartas de crédito.  
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Para efectos de esta Ley, se entenderá por carta de crédito al instrumento por virtud del cual una institución 
de crédito se obliga a pagar, a la vista o a plazo, a nombre propio o por cuenta de su cliente, directamente o a 
través de un banco corresponsal, una suma de dinero determinada o determinable a favor del beneficiario, 
contra la presentación de los documentos respectivos, siempre y cuando se cumplan los términos y 
condiciones previstos en la propia carta de crédito. 
Las cartas de crédito podrán ser emitidas por las instituciones de crédito con base en el otorgamiento de 
créditos o previa recepción de su importe como prestación de un servicio. En ambos casos, los documentos 
con base en los cuales se lleve a cabo la emisión de la carta de crédito deberán contener, al menos, los 
términos y condiciones para el ejercicio del crédito o la prestación del servicio, el pago de principal, 
accesorios, gastos y comisiones, así como la devolución de las cantidades no utilizadas. 
Una vez emitidas las cartas de crédito, la obligación de pago de la institución de crédito emisora será 
independiente de los derechos y obligaciones que ésta tenga frente a su cliente. Las cartas de crédito deberán 
establecer un plazo de vigencia determinado o determinable.  
Las cartas de crédito irrevocables solo podrán ser modificadas o canceladas con la aceptación expresa de la 
institución emisora, del beneficiario y, en su caso, de la institución confirmadora. 
Para efectos del presente artículo, se entenderá por confirmación el compromiso expreso de pago que asume 
una institución de crédito respecto de una carta de crédito emitida por otra, a petición de esta última. La 
confirmación de la carta de crédito que realice una institución de crédito implicará para ella una obligación 
directa de pago frente al beneficiario, sujeta a que éste cumpla con los términos y condiciones previstos en la 
propia carta de crédito. Dicha obligación de pago es independiente de los derechos y obligaciones que existan 
entre la institución de crédito que realiza la confirmación y la institución emisora. 
Las instituciones de crédito no serán responsables por: 
I. El cumplimiento o incumplimiento del hecho o acto que motive la emisión de la carta de crédito; 
II. La exactitud, autenticidad o valor legal de cualquier documento presentado al amparo de la carta de crédito; 
III. Los actos u omisiones de terceros, aun si esos terceros son designados por la institución de crédito 
emisora, incluyendo a bancos que actúen como corresponsales; 
IV. La calidad, cantidad, peso, valor o cualquier otra característica de las mercancías o servicios descritos en 
los documentos; 
V. El retraso o extravío en los medios de envío o de comunicación, y 
VI. El incumplimiento por caso fortuito o fuerza mayor. 
Las cartas de crédito a que se refiere este artículo podrán ser comerciales, así como de garantía o 
contingentes. 
Las cartas de crédito comerciales permiten al beneficiario hacer exigible el pago de una obligación derivada 
de una operación de comercio, contra la presentación de los documentos en ellas previstos y de conformidad 
con sus términos y condiciones. Cuando se utilicen las expresiones "crédito documentario", "crédito comercial 
documentario" y "crédito comercial", se entenderá que se refieren a las cartas de crédito comerciales previstas 
en este párrafo. 
Como excepción a lo dispuesto en la fracción XV del artículo 106 de esta Ley, las instituciones emisoras o 
confirmadoras podrán pagar anticipadamente obligaciones a su cargo provenientes de cartas de crédito 
comerciales a plazo y, en su caso, de las aceptaciones a plazo giradas en relación con tales cartas de crédito, 
cuando los documentos presentados por el beneficiario cumplan con los términos y condiciones previstos en 
dichas cartas de crédito. Lo anterior no modifica las obligaciones del cliente con la institución emisora. 
Las cartas de crédito de garantía o contingentes garantizan el pago de una suma determinada o determinable 
de dinero, a la presentación del requerimiento de pago y demás documentos previstos en ellas, siempre y 
cuandose cumplan los requisitos estipulados. 
Salvo pacto en contrario, la resolución de controversias relacionadas con las cartas de crédito se sujetará a la 
jurisdicción de los tribunales competentes del lugar donde se emitan. No obstante lo anterior, la obligación de 
pago derivada de la confirmación de cartas de crédito, salvo pacto en contrario, será exigible ante los 
tribunales competentes del lugar donde se efectúe la confirmación.  
Artículo 72 Bis.- Los clientes de las instituciones de crédito que tengan celebrados contratos de apertura de 
crédito en cuenta corriente, a los que se refiere la fracción VII del artículo 46 de esta Ley, podrán autorizar a 
dichas instituciones o a proveedores que se realice el pago de bienes y servicios con cargo a la cuenta que 
corresponda a dicho contrato. 
Para ello, las instituciones de crédito podrán cargar a las mencionadas cuentas los importes correspondientes, 
siempre y cuando: 
I. Cuenten con la autorización del titular o titulares de la cuenta de que se trate, o 
II. El titular o titulares de la cuenta autoricen los cargos por medio del proveedor y éste, a través de la 
institución de crédito que le ofrezca el servicio de cobro respectivo, instruya a la institución de crédito que 
mantenga la cuenta correspondiente a realizar los cargos. En este caso, la autorización podrá quedar en 
poder del proveedor. 
El titular de la cuenta que desee objetar algún pago deberá seguir el procedimiento que, al efecto, establezca 
el Banco de México mediante disposiciones de carácter general. Previo a la prestación de los servicios de 
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domiciliación a que se refiere este artículo, las instituciones de crédito deberán pactar con los proveedores el 
procedimiento para efectuarles dichos cargos. 
En cualquier momento el cliente podrá solicitar a la institución de crédito la cancelación de la autorización a 
que se refiere el presente artículo, independientemente de quién la conserve. La citada cancelación surtirá 
efectos en el plazo que establezca el Banco de México en las disposiciones de carácter general a que se 
refiere el párrafo anterior, el cual no podrá exceder de los diez días hábiles bancarios siguientes a aquél en 
que la institución de crédito la reciba, por lo que, a partir de dicha fecha, deberá rechazar cualquier nuevo 
cargo a favor del proveedor. 
Las autorizaciones, instrucciones y comunicaciones a que se refiere este artículo podrán llevarse a cabo por 
escrito con firma autógrafa o a través de medios electrónicos, ópticos o de cualquier otra tecnología que 
previamente convengan las partes. 
Artículo 73.- ... 
Para efectos de esta Ley, se entenderá como operaciones con personas relacionadas aquéllas en las que 
resulten o puedan resultar deudoras de las instituciones de banca múltiple, cuando se trate, entre otras, de 
operaciones de depósito u otras disponibilidades o de préstamo, crédito o descuento, otorgadas en forma 
revocable o irrevocable y documentadas mediante títulos de crédito o convenio, reestructuración, renovación o 
modificación, quedando incluidas las posiciones netas a favor de la institución por operaciones derivadas y las 
inversiones en valores distintos a acciones. Serán personas relacionadas las que se indican a continuación: 
I. a IV. ... 
V. ...  
La participación indirecta de las instituciones de banca múltiple y de las sociedades controladoras a través de 
los inversionistas institucionales que prevé el artículo 15 de esta Ley no computarán para considerar a la 
empresa emisora como relacionada;  
VI. Las personas morales en las que los funcionarios de las instituciones sean consejeros o administradores u 
ocupen cualquiera de los tres primeros niveles jerárquicos en dichas personas morales, y 
VII. Las personas morales en las que cualquiera de las personas señaladas en las fracciones anteriores, así 
como las personas a las que se refiere la fracción VI del artículo 106 de este ordenamiento, posean directa o 
indirectamente el control del diez por ciento o más de los títulos representativos del capital de dichas personas 
morales, o bien, en las que tengan poder de mando. 
Asimismo, se considerará una operación con personas relacionadas aquélla que se realice a través de 
cualquier persona o fideicomiso, cuando la contraparte y fuente de pago de dicha operación dependa de una 
de las personas relacionadas a que se refiere este artículo. 
... 
... 
Artículo 73 Bis.- ... 
... 
... 
... 
... 
El citado comité deberá presentar un informe de su gestión al consejo de administración con la periodicidad 
que éste le indique, sin que ésta exceda de ciento ochenta días. 
La suma total de las operaciones con personas relacionadas no podrá exceder del cincuenta por ciento de la 
parte básica del capital neto de la institución, señalado en el artículo 50 de la presente Ley. Tratándose de 
préstamos o créditos revocables, computará para este límite únicamente la parte dispuesta. 
... 
... 
... 
... 
... 
a) El Gobierno Federal y el Instituto para la Protección al Ahorro Bancario; 
b)Las empresas de servicios complementarios o auxiliares de la banca, a que se refiere el artículo 88 de esta 
Ley; 
c) ... 
d) Cualquiera de las personas relacionadas señaladas en el artículo 73, que se aprueben utilizando los 
mismos parámetros aplicables a la clientela en general, hasta por un monto que no exceda del equivalente a 
400,000 Unidades de Inversión por persona, y 
e) Personas no relacionadas que otorguen en garantía derechos de crédito o valores cuyo obligado sea 
alguna de las personas a que se refiere el artículo 73 de esta Ley, hasta en tanto no se ejecute dicha garantía, 
siempre y cuando cuenten con una fuente primaria de pago que sea independiente a la garantía otorgada. 
Artículo 73 Bis 1.- ... 
a) a c) ...  
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d) Poder de mando.- al supuesto que actualice una persona física acorde con lo establecido en el artículo 22 
Bis de esta Ley. 
Artículo 75.- Las instituciones de banca múltiple, así como las de banca de desarrollo que estén facultadas 
para ello en sus respectivas leyes orgánicas podrán realizar inversiones, adquirir obligaciones de compra o de 
venta de títulos representativos del capital o realizar aportaciones futuras de capital de sociedades distintas a 
las señaladas en los artículos 88 y 89 de esta Ley, conforme a las bases siguientes: 
I. Hasta el cinco por ciento del capital pagado de la emisora; 
II. Más del cinco y hasta el quince por ciento del capital pagado de la emisora, durante un plazo que no 
exceda de tres años, previo acuerdo de la mayoría de los consejeros de la serie "O" o "F", según corresponda 
y, en su caso, de la mayoría de los de la serie "B". La Comisión Nacional Bancaria y de Valores podrá ampliar 
el plazo a que se refiere esta fracción, considerando la naturaleza y situación de la empresa de que se trate, y  
III. Por porcentajes y plazos mayores, cuando se trate de empresas que desarrollen proyectos nuevos de 
larga maduración o realicen actividades susceptibles de fomento, previa autorización de la Comisión Nacional 
Bancaria y de Valores, quien la otorgará o negará discrecionalmente, después de escuchar la opinión del 
Banco de México. Dicha Comisión fijará las medidas, condiciones y plazos de tenencia de las acciones, de 
acuerdo con la naturaleza y finalidades de las propias empresas. Cuando la institución mantenga el control de 
las empresas citadas y, a su vez, éstas realicen inversiones en otras, dichas empresas deberán sujetarse a lo 
dispuesto en esta fracción y computarán como si fueran realizadas por la institución, para efectos del límite a 
que se refiere el antepenúltimo párrafo de este artículo. 
Cuando las inversiones de las instituciones de banca de desarrollo referidas en el párrafo primero de este 
artículo se efectúen respecto de empresas que realicen actividades susceptibles de fomento, la autorización 
corresponderá a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, la cual ejercerá las facultades que, al respecto, 
este artículo otorga a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores. Para efectos de lo previsto en este párrafo, 
la Secretaría de Hacienda y Crédito Público determinará qué actividades son de fomento, de conformidad con 
el objeto asignado a cada una de las instituciones de banca de desarrollo en sus respectivas leyes orgánicas. 
Las instituciones de crédito diversificarán las inversiones a que se refiere este artículo de conformidad con las 
bases previstas en el artículo 51 de esta Ley y, en todo caso, deberán observar los límites que propicien la 
dispersión de riesgos, así como una sana revolvencia para apoyar a un mayor número de proyectos. 
Asimismo, dichas inversiones quedarán sujetas a las medidas prudencialesy disposiciones de carácter 
general que dicte la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, sin perjuicio de aquellas otras que, en lo 
particular, determine la propia Comisión o la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, en el ámbito de su 
competencia conforme a este artículo, para las instituciones respectivas. 
El importe total de las inversiones que cada institución realice con base en el presente artículo no excederá 
del treinta por ciento para las inversiones que se realicen en acciones cotizadas en bolsas de valores 
reconocidas por las autoridades financieras mexicanas, con base en la fracción I del presente artículo; ni del 
treinta por ciento para las inversiones que se realicen en acciones no cotizadas en las citadas bolsas de 
valores, con base en la fracción I del presente artículo, así como las realizadas conforme a las fracciones II y 
III anteriores; ambos porcentajes de la parte básica del capital neto señalado en el artículo 50 de la presente 
Ley. Para efecto del límite en las inversiones u obligaciones sobre acciones de empresas cotizadas en bolsas 
de valores, de las contenidas en la fracción I de este artículo, este se calculará conforme a las disposiciones 
de carácter general a que se refiere el párrafo anterior, las cuales podrán prever los casos en los que se 
consideren las posiciones netas. 
Las adquisiciones de acciones por dación en pago o capitalización de pasivos provenientes de personas 
distintas a las que se refiere el artículo 73 de esta Ley no computarán para determinar el importe total de las 
inversiones durante los primeros tres años posteriores a que se haya realizado la operación correspondiente. 
En ningún caso las instituciones de banca múltiple podrán realizar inversiones en títulos representativos del 
capital de sociedades que, a su vez, tengan el carácter de accionistas en la propia institución o en la sociedad 
controladora de ésta. Tal restricción también será aplicable a las inversiones en títulos representativos del 
capital de sociedades controladas por dichos accionistas o que los controlen. 
Artículo 76.- La Comisión Nacional Bancaria y de Valores, después de escuchar la opinión del Banco de 
México, determinará mediante disposiciones técnicas y operativas de carácter general, las bases para la 
calificación de la cartera de créditos de las instituciones de crédito, la documentación e información que éstas 
recabarán para el otorgamiento, renovación y, durante la vigencia de créditos de cualquier naturaleza, con o 
sin garantía real, los requisitos que dicha documentación habrá de reunir y la periodicidad con que deba 
obtenerse, así como la integración de las reservas preventivas, que tengan que constituirse por cada rango de 
calificación, buscando asegurar la solvencia y estabilidad de las instituciones y la confiabilidad de su 
información financiera.  
Artículo 81.- Las operaciones con valores que realicen las instituciones de crédito en cumplimiento de 
fideicomisos, mandatos, comisiones y contratos de administración, se realizarán en términos de las 
disposiciones de esta Ley y de la Ley del Mercado de Valores, así como de conformidad con las reglas 
generales que, en su caso, emita el Banco de México oyendo la opinión de la Comisión Nacional Bancaria y 
de Valores, con el objeto de procurar el desarrollo ordenado del mercado de valores. 
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Las instituciones de crédito, con sujeción a las disposiciones de carácter general que expida el Banco de 
México, podrán realizar operaciones de reporto y préstamo de valores por cuenta de terceros, sin la 
intermediación de casas de bolsa. En dichas disposiciones se deberá establecer, entre otros aspectos, sus 
características, las contrapartes autorizadas, los valores objeto de estas operaciones, los plazos, la forma de 
liquidación, así como las garantías que, en su caso, podrán otorgarse. 
Artículo 84.- ... 
Las acciones para pedir cuentas, para exigir la responsabilidad de las instituciones de crédito y para pedir la 
remoción corresponderá al o los fideicomisarios o a sus representantes legales, en cualquier caso, en la 
medida de sus intereses, y a falta de aquéllos, al Ministerio Público, sin perjuicio de que el fideicomitente 
pueda reservarse, en el acto constitutivo del fideicomiso o en las modificaciones del mismo, el derecho para 
ejercitar esta acción. 
En caso de renuncia o remoción, se estará a lo dispuesto en el párrafo final del artículo 385 de la Ley General 
de Títulos y Operaciones de Crédito. 
Artículo 85 Bis 1.- La Comisión Nacional Bancaria y de Valores y la Comisión Nacional de Seguros y 
Fianzas, según corresponda, podrán suspender, por un período no menor a ciento ochenta días, la 
contratación de nuevas operaciones de fideicomisos de garantía, a las entidades que sean condenadas a 
pagar en más de una ocasión las indemnizaciones a que se refiere el artículo 393 de la Ley General de Títulos 
y Operaciones de Crédito.  
Artículo 87.- Las instituciones de banca múltiple deberán insertar en una publicación periódica de amplia 
circulación regional de la localidad de que se trate, un aviso dirigido al público que contenga la información 
relativa a la reubicación o clausura de las sucursales respectivas, con una anticipación de quince días a la 
fecha en que se tenga programada. 
Las instituciones de banca múltiple requerirán autorización de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores 
para el establecimiento, cambio de ubicación y clausura de cualquier clase de oficinas en el extranjero, así 
como para la cesión del activo o pasivo de sus sucursales. 
... 
La Secretaría de Hacienda y Crédito Público escuchará la opinión del Banco de México y de la Comisión 
Nacional Bancaria y de Valores para autorizar lo señalado en el párrafo precedente. 
Artículo 88.- Las instituciones de banca múltiple, así como las de banca de desarrollo que estén facultadas 
para ello en sus respectivas leyes orgánicas requerirán autorización de la Comisión Nacional Bancaria y de 
Valores para invertir en títulos representativos del capital social de empresas que les presten servicios 
complementarios o auxiliares en su administración o en la realización de su objeto, así como de sociedades 
inmobiliarias que sean propietarias o administradoras de bienes destinados a sus oficinas. 
Cuando las inversiones de las instituciones de banca de desarrollo referidas en el párrafo que antecede se 
efectúen respecto de empresas que les presten servicios complementarios o auxiliares en la realización de su 
objeto, la autorización corresponderá a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público. 
Las empresas y sociedades en cuyo capital social participen las instituciones de crédito conforme al presente 
artículo se sujetarán a las reglas generales que dicte la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, las cuales 
tendrán como finalidad primordial permitir la supervisión del desempeño y situación de las instituciones, así 
como a la inspección y vigilancia de la misma y, en consecuencia, deberán cubrir las cuotas de inspección y 
vigilancia correspondientes. 
Artículo 89.- Se requerirá autorización de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, previo acuerdo de su 
Junta de Gobierno, para que las instituciones de banca múltiple y las de banca de desarrollo que estén 
facultadas para ello en sus respectivas leyes orgánicas inviertan, directa o indirectamente, en títulos 
representativos del capital social de entidades financieras del exterior. 
Cuando alguna institución de crédito sea propietaria, directa o indirectamente, de acciones con derecho a voto 
de entidades financieras del exterior que representen, por lo menos, el cincuenta y uno por ciento del capital 
pagado, tenga el control de las asambleas generales de accionistas, esté en posibilidad de nombrar a la 
mayoría de los miembros del consejo de administración o sus equivalentes o, por cualquier otro medio, 
controle a las mencionadas entidades, la institución de crédito correspondiente deberá proveer lo necesario 
para que la entidad financiera de que se trate realice sus actividades sujetándose a la legislación extranjera 
que le sea aplicable y a las disposiciones que determinen las autoridades financieras mexicanas. 
Las instituciones a que se refiere el párrafo primero de este artículo podrán invertir en el capital social de 
sociedades de inversión, sociedades operadoras de éstas, administradoras de fondos para el retiro, 
sociedades de inversión especializadas de fondos para el retiro y sociedades financieras de objeto múltiple, 
sin que, respecto de aquellas instituciones que formen parte de grupos financieros, resulten aplicables los 
límites a que se refiere el artículo 31 de la Ley para Regular las Agrupaciones Financieras, así como en el de 
sociedades de información crediticia en los términos de la legislación aplicable. Asimismo, cuando dichas 
instituciones no formen parte de grupos financieros, podrán invertir en el capital social de organizaciones 
auxiliares del crédito e intermediarios financieros que no sean instituciones de crédito, casas de bolsa, 
instituciones y sociedades mutualistas de seguros e instituciones de fianzas, previa autorización de la 
Comisión Nacional Bancaria y de Valores con aprobación de su Junta de Gobierno. 
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Las solicitudes de autorización de las inversiones a que se refiere este artículo, deberán acompañarse del 
documento que precise las políticas para resolver el probable conflicto de interés que en la realización de sus 
operaciones con el público pudieren presentarse. 
Las instituciones de crédito y las filiales a que se refiere el tercer párrafo de este artículo en cuyo capital 
participen, podrán utilizar denominaciones iguales o semejantes, actuar de manera conjunta y ofrecer 
servicios complementarios. 
Al ejercer las facultades que le confiere este artículo, la Comisión Nacional Bancaria y de Valores escuchará 
la opinión del Banco de México. 
Las inversiones a que se refiere este artículo, así como los artículos 75 y 88 de esta Ley, que realicen las 
instituciones de banca de desarrollo, así como de banca múltiple en cuyo capital participe el Gobierno Federal, 
no computarán para considerar a las emisoras como empresas de participación estatal, y no estarán sujetas a 
las disposiciones aplicables a las entidades de la Administración Pública Federal. 
Artículo 90.- ... 
... 
Se entenderá que los poderes conferidos de acuerdo con lo dispuesto en los párrafos primero y segundo del 
artículo 2554 del Código Civil Federal o de sus correlativos en los estados de la República y el Distrito Federal 
comprenden la facultad de otorgar, suscribir, avalar y endosar títulos de crédito, aun cuando no se mencione 
expresamente dicha facultad. 
... 
Los nombramientos del secretario y prosecretario del consejo de administración o consejo directivo deberán 
otorgarse en instrumento ante fedatario público y ser inscritos en el Registro Público de Comercio. 
Artículo 90 Bis.- Las instituciones de crédito, en la celebración de operaciones con el público en general, 
deberán utilizar los servicios de apoderados, representantes, funcionarios y empleados que cuenten con 
conocimientos o capacidad técnica respecto de las características de las operaciones que se ofrezcan o 
celebren. Las instituciones serán responsables de proporcionar capacitación a su personal para cumplir con lo 
anterior.  
La Comisión Nacional Bancaria y de Valores, mediante disposiciones de carácter general, podrá determinar, 
en protección de los intereses del público ahorrador, las personas que, acorde con sus funciones, deberán 
acreditar la calidad técnica, honorabilidad e historial crediticio satisfactorio ante algún organismo 
autorregulatorio bancario. 
Artículo 91.- Las instituciones de crédito responderán directa e ilimitadamente de los actos realizados por sus 
funcionarios y empleados en el desempeño de sus funciones, así como por los actos celebrados por quienes 
ostenten algún cargo, mandato, comisión o cualquier otro título jurídico que aquéllas hubieren otorgado para la 
realización de sus operaciones. Lo anterior será aplicable sin perjuicio de las responsabilidades civiles o 
penales en que dichas personas incurran en lo individual. 
Las personas que ostenten un cargo, mandato, comisión o cualquier otro título jurídico otorgado por alguna 
institución de crédito, deberán cumplir con los requisitos y obligaciones que esta Ley impone a los funcionarios 
y empleados que realicen actividades equivalentes, y les serán aplicables las mismas disposiciones en 
materia de responsabilidades que a éstos. 
Artículo 92.- ... 
I. a IV. ... 
... 
Las personas que ofrezcan auxilio a clientes de las instituciones de crédito al amparo de un mandato o 
comisión en términos del presente artículo deberán informar al cliente, al momento de proporcionarle el 
servicio, que no están autorizadas por el Gobierno Federal ni por las propias instituciones para asumir 
obligaciones a nombre y por cuenta de estas últimas y que no se encuentran supervisadas ni reguladas por 
las autoridades financieras, lo cual deberá constar en su publicidad o propaganda y en el contrato o en 
cualquier otro documento en que conste la encomienda respectiva.  
Las instituciones de crédito que establezcan relaciones o vínculos de negocio, de hecho o de derecho, con 
algún tercero para la recepción masiva de recursos, en efectivo o en cheques, que impliquen la captación de 
recursos del público o pago de créditos a favor de las propias instituciones, deberán celebrar con dichos 
terceros, un contrato de comisión mercantil para que éstos actúen en todo momento frente al público, como 
sus comisionistas conforme a lo señalado en el artículo 46 Bis 1 de esta Ley. 
Artículo 93.- Las instituciones de crédito podrán ceder o descontar su cartera crediticia con cualquier 
persona.  
Tratándose de cesiones o descuentos de cartera crediticia que se celebren con el Banco de México, otras 
instituciones de crédito, fideicomisos constituidos por el Gobierno Federal para el fomento económico o 
fideicomisos que tengan por objeto emitir valores, se llevarán a cabo sin restricción alguna.  
Cuando las instituciones de crédito celebren cesiones o descuentos de cartera crediticia con personas 
distintas de las mencionadas en el párrafo anterior y pretendan responder por la solvencia del deudor, otorgar 
financiamiento al cesionario o descontatario, o convenir con estos últimos obligaciones o derechos que le 
permitan readquirir la cartera crediticia cedida o descontada, requerirán de la previa autorización de la 
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Comisión Nacional Bancaria y de Valores, la cual deberá salvaguardar la solvencia y estabilidad financiera de 
las instituciones de crédito y la protección de los intereses del público. Asimismo, quienes se subroguen en los 
derechos de dicha cartera, no podrán recibir financiamiento de la propia institución de crédito, respecto de 
dicha operación o los créditos objeto de la misma, ni tampoco esta institución podrá responder por la solvencia 
del deudor. A los cesionarios les será aplicable la normatividad que regula a las instituciones financieras en 
esta materia. 
... 
I. y II. ... 
... 
Artículo 94.- Las instituciones de banca múltiple que de cualquier forma acuerden con personas morales que 
realicen actividades empresariales, difundir publicidad en forma conjunta al público en general a través de 
medios impresos, auditivos, audiovisuales o electrónicos, deberán prever lo necesario para que el contenido 
de dicha publicidad, evite generar confusión respecto de la independencia entre la institución y la persona 
moral de que se trate, así como sobre el oferente y las responsabilidades de las partes en la contratación de 
las operaciones y servicios financieros de la citada institución. 
Artículo 94 Bis.- La Comisión Nacional Bancaria y de Valores podrá emitir disposiciones de carácter general 
en las que se definan las actividades que se aparten de las sanas prácticas y usos comerciales en el 
ofrecimiento y prestación de los servicios financieros de las instituciones de crédito, buscando en todo 
momento la adecuada protección de los intereses del público.  
Artículo 96.- Las instituciones de crédito deberán establecer medidas básicas de seguridad que incluyan la 
instalación y funcionamiento de los dispositivos, mecanismos y equipo indispensable, con objeto de contar con 
la debida protección en las oficinas bancarias para el público, factores y dependientes que las ocupen, así 
como del patrimonio de la institución. Cuando las instituciones contraten a las personas referidas en el artículo 
46 Bis 1 de esta Ley, con el objeto de que éstas reciban recursos de sus clientes, en efectivo o cheque, 
adicionalmente deberán asegurarse que los establecimientos que al efecto utilicen dichas personas para llevar 
a cabo tales operaciones en representación de las propias instituciones, cuenten con las medidas básicas de 
seguridad que se establezcan conforme a lo señalado en el presente artículo.  
Para implementar lo señalado en el párrafo anterior, dichas instituciones deberán contar con una unidad 
especializada. 
La Comisión Nacional Bancaria y de Valores podrá dictar, mediante reglas de carácter general, los 
lineamientos a que se sujetarán las medidas básicas de seguridad que deberán establecer las instituciones de 
crédito y los prestadores de servicios o comisionistas que las instituciones contraten para la recepción de 
recursosde sus clientes, en efectivo o cheque, en términos del artículo 46 Bis 1 de esta Ley, y vigilará que las 
instituciones cumplan con las disposiciones aplicables en la materia.  
No se permitirá la contratación de personal al amparo del artículo 46 Bis 1 de esta Ley, para realizar en el 
interior de las sucursales de atención al público de las instituciones de crédito, cualquiera de las operaciones a 
que se refiere el artículo 46 de este ordenamiento. 
Artículo 98 Bis.- La Comisión Nacional Bancaria y de Valores publicará en el Diario Oficial de la Federación 
las disposiciones y reglas de carácter general que emita en ejercicio de las facultades que esta u otras leyes 
le otorgan, así como los actos administrativos que, en cumplimiento de las leyes, deban publicarse en el 
mismo medio.  
Artículo 99.- Todo acto o contrato que signifique variación en el activo o en el pasivo de una institución de 
crédito o implique obligación directa o contingente, deberá ser registrado en la contabilidad el mismo día en 
que se efectúen. La contabilidad, los libros y documentos correspondientes y el plazo que deban ser 
conservados, se regirán por las disposiciones de carácter general que dicte la Comisión Nacional Bancaria y 
de Valores tendientes a asegurar la confiabilidad, oportunidad y transparencia de la información contable y 
financiera de las instituciones. 
Artículo 100.- ... 
... 
Transcurrido el plazo en el que las instituciones de crédito se encuentran obligadas a conservar la 
contabilidad, libros y demás documentos de conformidad con el artículo 99 de esta Ley y las disposiciones 
que haya emitido la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, los registros que figuren en la contabilidad de la 
institución harán fe, salvo prueba en contrario, en los juicios respectivos para la fijación de los saldos 
resultantes de las operaciones a que se refieren las fracciones I y II del artículo 46 de esta Ley. 
Artículo 101.- La Comisión Nacional Bancaria y de Valores, mediante disposiciones de carácter general que 
procuren la transparencia y confiabilidad de la información financiera de las instituciones de crédito, señalará 
los requisitos a que se sujetará la aprobación de los estados financieros por parte de los administradores de 
las instituciones de crédito; su difusión a través de cualquier medio de comunicación, incluyendo a los medios 
electrónicos, ópticos o de cualquier otra tecnología; así como el procedimiento a que se ajustará la revisión 
que de los mismos efectúe la propia Comisión. 
La Comisión establecerá, mediante disposiciones de carácter general que faciliten la transparencia y 
confiabilidad de la información financiera de las instituciones de crédito, la forma y el contenido que deberán 



 40

presentar los estados financieros de las instituciones de crédito; de igual forma, podrá ordena que los estados 
financieros se difundan con las modificaciones pertinentes y en los plazos que al efecto establezca. 
Las instituciones de crédito como excepción a lo dispuesto en el artículo 177 de la Ley General de Sociedades 
Mercantiles, deberán publicar sus estados financieros en los términos y medios que establezcan las 
disposiciones de carácter general a que se refiere el párrafo primero de este artículo. 
Los estados financieros anuales deberán estar dictaminados por un auditor externo independiente, quien será 
designado directamente por el consejo de administración de la institución de que se trate. 
La propia Comisión, mediante disposiciones de carácter general que procuren la transparencia y confiabilidad 
de la información financiera de las instituciones de crédito, podrá establecer las características y requisitos 
que deberán cumplir los auditores externos independientes, determinar el contenido de sus dictámenes y 
otros informes, dictar medidas para asegurar una adecuada alternancia de dichos auditores en las 
instituciones de crédito, así como señalar la información que deberán revelar en sus dictámenes, acerca de 
otros servicios, y en general, de las relaciones profesionales o de negocios que presten o mantengan con las 
instituciones de crédito que auditen, o con empresas relacionadas. 
Artículo 101 Bis.-Las instituciones de crédito estarán obligadas a poner a disposición del público en general 
la información corporativa, financiera, administrativa, operacional, económica y jurídica que determine la 
Comisión Nacional Bancaria y de Valores, mediante reglas de carácter general que emita para tales efectos. 
Para dictar dichas reglas, la Comisión deberá tomar en consideración la relevancia de esa información para 
transparentar al público la solvencia, liquidez y seguridad operativa de las instituciones. 
Artículo 101 Bis 1.-La Comisión Nacional Bancaria y de Valores contará con facultades de inspección y 
vigilancia, respecto de las personas morales que presten servicios de auditoría externa en términos de esta 
Ley, incluyendo los socios o empleados de aquéllas que formen parte del equipo de auditoría, a fin de verificar 
el cumplimiento de esta Ley y la observancia de las disposiciones de carácter general que de ella emanen. 
Para tal efecto, la citada Comisión podrá: 
I. Requerir toda clase de información y documentación relacionada con la prestación de este tipo de servicios; 
II. Practicar visitas de inspección; 
III. Requerir la comparecencia de socios, representantes y demás empleados de las personas morales que 
presten servicios de auditoría externa, y 
IV. Emitir o reconocer normas y procedimientos de auditoría que deberán observar las personas morales que 
presten servicios de auditoría externa al dictaminar o emitir opiniones relativas a los estados financieros de las 
instituciones de crédito. 
El ejercicio de las facultades a que se refiere este artículo estará circunscrito a los dictámenes, opiniones y 
prácticas de auditoría que, en términos de esta Ley, practiquen las personas morales que presten servicios de 
auditoría externa, así como sus socios o empleados. 
Artículo 101 Bis 2.- Las instituciones de crédito deberán observar lo dispuesto en los artículos 101 y 101 Bis 
3 de esta Ley, respecto a los requisitos que debe cumplir la persona moral que les proporcione los servicios 
de auditoría externa, así como el auditor externo que suscriba el dictamen y otros informes correspondientes a 
los estados financieros. 
Artículo 101 Bis 3.- Los auditores externos que suscriban el dictamen a los estados financieros en 
representación de las personas morales que proporcionen los servicios de auditoría externa deberán contar 
con honorabilidad en términos del artículo 10, fracción II, de esta Ley; reunir los requisitos personales y 
profesionales que establezca la Comisión Nacional Bancaria y de Valores mediante disposiciones de carácter 
general, y ser socios de una persona moral que preste servicios profesionales de auditoría de estados 
financieros y que cumpla con los requisitos de control de calidad que al efecto establezca la propia Comisión 
en las citadas disposiciones. 
Además, los citados auditores externos, la persona moral de la cual sean socios y los socios o personas que 
formen parte del equipo de auditoría no deberán ubicarse en ninguno de los supuestos de falta de 
independencia que al efecto establezca la Comisión, mediante disposiciones de carácter general, en las que 
se consideren, entre otros aspectos, vínculos financieros o de dependencia económica, prestación de 
servicios adicionales al de auditoría y plazos máximos durante los cuales los auditores externos puedan 
prestar los servicios de auditoría externa a las instituciones de crédito. 
Artículo 101 Bis 4.-El auditor externo, así como la persona moral de la cual sea socio, estarán obligados a 
conservar la documentación, información y demás elementos utilizados para elaborar su dictamen, informe u 
opinión, por un plazo de al menos cinco años. Para tales efectos, se podrán utilizar medios automatizados o 
digitalizados. 
Asimismo, los auditores externos deberán suministrar a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores los 
informes y demás elementos de juicio en los que sustenten sus dictámenes y conclusiones. Si durante la 
práctica o como resultado de la auditoría encuentran irregularidades que afecten la liquidez, estabilidad o 
solvencia de alguna de las instituciones de crédito a las que presten sus servicios de auditoría, deberán 
presentar al comité de auditoría, y en todo caso a la Comisión, un informe detallado sobre la situación 
observada. 
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Las personas que proporcionen servicios de auditoría externa responderán por los daños y perjuicios que 
ocasionen a la institución de crédito que los contrate, cuando: 
I. Por negligencia inexcusable, el dictamen u opinión que proporcionen contenga vicios u omisiones que, en 
razón de su profesión u oficio, debieran formar parte del análisis, evaluación o estudio que dio origen al 
dictamen u opinión. 
II. Intencionalmente, en el dictamen u opinión:  
a) Omitan información relevante de la que tengan conocimiento, cuando deba contenerse en su dictamen u 
opinión; 
b) Incorporen información falsa o que induzca a error, o bien, adecuen el resultado con el fin de aparentar una 
situación distinta de la que corresponda a la realidad; 
c) Recomienden la celebración de alguna operación, optando dentro de las alternativas existentes, por aquélla 
que genere efectos patrimoniales notoriamente perjudiciales para la institución, o 
d) Sugieran, acepten, propicien o propongan que una determinada transacción se registre en contravención 
de los criterios de contabilidad emitidos por la Comisión. 
Artículo 101 Bis 5.-Las personas a que se refiere el artículo 101 Bis 2 de esta Ley no incurrirán en 
responsabilidad por los daños o perjuicios que ocasionen, derivados de los servicios u opiniones que emitan, 
cuando actuando de buena fe y sin dolo se actualice lo siguiente: 
I. Rindan su dictamen u opinión con base en información proporcionada por la persona a la que otorguen sus 
servicios, y 
II. Rindan su dictamen u opinión apegándose a las normas, procedimientos y metodologías que deban ser 
aplicadas para realizar el análisis, evaluación o estudio que corresponda a su profesión u oficio. 
Artículo 102.- La Comisión Nacional Bancaria y de Valores fijará las reglas para la estimación máxima de los 
activos de las instituciones de crédito y las reglas para la estimación mínima de sus obligaciones y 
responsabilidades, en aras de procurar la adecuada valuación de dichos conceptos en la contabilidad de las 
instituciones de crédito. 
Artículo 106.-...  
I. Se deroga. 
II. Se deroga. 
III a V. ... 
VI.Se deroga. 
VII. y VIII. ... 
IX. Se deroga. 
X. yXI. ... 
XII. Participar en sociedades que no sean de responsabilidad limitada y explotar por su cuenta 
establecimientos mercantiles o industriales o fincas rústicas, sin perjuicio de la facultad de mantener en 
propiedad bonos, obligaciones, acciones u otros títulos de dichas empresas conforme a lo previsto en esta 
Ley. La Comisión Nacional Bancaria y de Valores, podrá autorizar mediante disposiciones de carácter general, 
que continúen su explotación temporal, cuando las reciban en pago de créditos o para aseguramiento de los 
ya concertados, en cuyo caso la institución de crédito de que se trate, deberá realizar el registro contable y 
estimación máxima de valor que la propia Comisión establezca para estos casos al amparo de lo previsto en 
los artículos 99 y 102 de esta Ley. 
XIII. Se deroga. 
XIV. ... 
XV. Se deroga. 
XV Bis. Se deroga. 
XV Bis 1 y XV Bis 2. ... 
XVI a XVIII. ... 
XIX.... 
a) Se deroga. 
b) a e) ... 
f) Utilizar fondos o valores de los fideicomisos, mandatos o comisiones destinados al otorgamiento de créditos, 
en que la fiduciaria tenga la facultad discrecional, en el otorgamiento de los mismos para realizar operaciones 
en virtud de las cuales resulten o puedan resultar deudores sus delegados fiduciarios; los miembros del 
consejo de administración o consejo directivo, según corresponda, tanto propietarios como suplentes, estén o 
no en funciones; los empleados y funcionarios de la institución; los comisarios propietarios o suplentes, estén 
o no en funciones; los auditores externos de la institución; los miembros del comité técnico del fideicomiso 
respectivo; los ascendientes o descendientes en primer grado o cónyuges de las personas citadas, las 
sociedades en cuyas asambleas tengan mayoría dichas personas o las mismas instituciones, asimismo 
aquellas personas que el Banco de México determine mediante disposiciones de carácter general, y 
g) ... 
XX. Proporcionar, para cualquier fin, incluyendo la comercialización de productos o servicios, la información 
que obtengan con motivo de la celebración de operaciones con sus clientes, salvo que cuenten con el 
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consentimiento expreso del cliente respectivo, el cual deberá constar en una sección especial dentro de la 
documentación que deba firmar el cliente para contratar una operación o servicio con una institución de 
crédito, y siempre que la firma autógrafa de aquél relativa al texto de dicho consentimiento sea adicional a la 
normalmente requerida por la institución para la celebración de la operación o servicio solicitado. En ningún 
caso, el otorgamiento de dicho consentimiento será condición para la contratación de dicha operación o 
servicio, y 
XXI. Realizar operaciones no autorizadas conforme a lo establecido en el tercer párrafo del artículo 46 de esta 
Ley. 
Penúltimo párrafo.- Se deroga. 
Último párrafo.- Se deroga. 
Artículo 106 Bis.- Los actos jurídicos que se celebren en contravención a lo establecido por esta Ley o por 
las disposiciones que de ella emanen, así como a las condiciones que, en lo particular, se señalen en las 
autorizaciones que se emitan para que se organicen y operen instituciones de banca múltiple con tal carácter 
y en los demás actos administrativos, darán lugar a la imposición de las sanciones administrativas y penales 
que correspondan, sin que dichas contravenciones produzcan la nulidad de los actos, en protección de 
terceros de buena fe, salvo que esta Ley establezca expresamente lo contrario. 
Artículo 107 Bis.- La Comisión Nacional Bancaria y de Valores, para determinar si la infracción administrativa 
cometida en términos de lo dispuesto por la presente Ley, se considera como grave, tomará en cuenta 
cualquiera de los aspectos siguientes: 
I.El impacto que en el sistema bancario mexicano puede producir la infracción; 
II.El monto del quebranto o perjuicio patrimonial causado; 
III.La existencia de un lucro obtenido en forma indebida; 
IV.El incumplimiento a los requisitos de honorabilidad impuestos por la Ley y las disposiciones de carácter 
general que de ella emanen, por parte del infractor; 
V.La negligencia inexcusable o dolo con que se hubiere actuado, o 
VI.Las demás circunstancias que la Comisión Nacional Bancaria y de Valoresestime aplicables para tales 
efectos. 
Artículo 108.-... 
... 
El incumplimiento por parte de las instituciones de banca múltiple de cualquiera de las medidas correctivas a 
que se refieren los artículos 134 Bis y 134 Bis 1 de esta Ley, así como de las establecidas en las reglas de 
carácter general que de ellos emanen, será sancionado por parte de la Comisión Nacional Bancaria y de 
Valores con multa equivalente de veinte mil a doscientas mil veces el salario mínimo general diario vigente en 
el Distrito Federal. Lo anterior es sin perjuicio de la facultad de la misma Comisión para revocar la autorización 
otorgada para organizarse como institución de banca múltiple y operar con tal carácter, cuando se ubique en 
el supuesto previsto en la fracción IV del artículo 28 de esta Ley. 
Artículo 112.- ... 
... 
... 
... 
... 
I. a II. ... 
III. ... 
... 
a) a c) ... 
d) Que renueven créditos vencidos parcial o totalmente a las personas físicas o morales a que se refiere el 
inciso anterior si resulta previsible al realizar la operación, que carecen de capacidad económica para pagar o 
responder por el importe de las sumas acreditadas, produciendo quebranto o perjuicio patrimonial a la 
Institución, y 
e) ... 
Para efectos de lo previsto en el primer párrafo de la presente fracción, no se considera que causen un 
quebranto o perjuicio al patrimonio de la institución las operaciones que se celebren como parte de procesos 
de reestructuración de operaciones de pago que se realicen en términos del artículo 65 de esta Ley. 
IV. y V. ... 
Artículo 115 Bis.- Las instituciones de crédito podrán intercambiar información en términos de las 
disposiciones de carácter general a que se refiere el artículo 115 de esta Ley, con el fin de fortalecer las 
medidas para prevenir y detectar actos, omisiones u operaciones que pudieran favorecer, prestar ayuda, 
auxilio o cooperación de cualquier especie para la comisión del delito previsto en el artículo 139 del Código 
Penal Federal, o que pudieran ubicarse en los supuestos del artículo 400 Bis del mismo Código. 
El cumplimiento de las obligaciones y el intercambio de información a que se refiere este artículo no implicará 
trasgresión alguna a lo establecido en el artículo 117 de esta Ley.  
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Artículo 116 Bis 1.- Las personas que ostenten algún cargo, mandato, comisión o cualquier otro título jurídico 
que, para el desempeño de las actividades y operaciones que correspondan a las instituciones de crédito, 
éstas les hubieren otorgado, serán consideradas como funcionarios o empleados de dichas instituciones, para 
efectos de las responsabilidades administrativas y penales establecidas en el presente Título. 
Artículo 117 Bis.- La Comisión Nacional Bancaria y de Valores estará facultada para proporcionar a las 
autoridades financieras del exterior toda clase deinformación necesaria para atender los requerimientos que le 
formulen en el ámbito de su competencia, tales como documentos, constancias, registros, declaracionesy 
demásevidenciasquela Comisión tenga en su poder, o que pueda obtener en ejercicio de sus facultades o 
actuando en coordinación con otras entidades, personas o autoridades.  
Tratándose de intercambios de información protegida por disposiciones de confidencialidad, se deberá tener 
suscrito un acuerdo de intercambio de información con las autoridades financieras de que se trate, en el que 
se contemple el principio de reciprocidad. La Comisión podrá abstenerse de proporcionar la información 
solicitadao requerir la devolución de la información que haya entregado, cuando el uso que se le pretenda dar 
a la misma sea distinto a aquél para el cual haya sido solicitada, sea contrario al orden público, a la seguridad 
nacional o a los términos convenidos en el acuerdo de intercambio de información respectivo. 
Artículo 119.- Las instituciones de banca múltiple que de cualquier forma acuerden llevar a cabo las 
conductas a que se refieren las fracciones I y II siguientes, con personas morales que realicen actividades 
empresariales, se constituirán conjuntamente como agentes económicos que den lugar a concentraciones de 
mercado en términos de la Ley Federal de Competencia Económica, cuando en adición a lo señalado en 
dicha Ley: 
I.Se condicione el acceso a la proveeduría de bienes o servicios de uno u otro agente económico, a la 
celebración de operaciones con la institución de banca múltiple que se trate. 
II.Se establezca en exclusiva o se imponga la apertura de cuentas o el uso de medios de pago de la 
institución de banca múltiple vinculada a la persona moral de que se trate.  
Las instituciones adicionalmente deberán observar lo previsto en el artículo 17 de la Ley para la Transparencia 
y Ordenamiento de los Servicios Financieros. 
La Comisión Nacional Bancaria y de Valores dará vista a la Comisión Federal de Competencia, cuando en el 
ejercicio de sus facultades detecte la existencia de alguna de las prácticas mencionadas en este artículo, a 
efecto de que esta última en el ámbito de su competencia, resuelva lo que conforme a derecho corresponda. 
Artículo 122 Bis.- La resolución de una institución de banca múltiple procederá cuando la Comisión Nacional 
Bancaria y de Valores haya revocado la autorización que le haya otorgado para organizarse y operar con tal 
carácter, o bien, cuando el Comité de Estabilidad Financiera determine que se podría actualizar alguno de los 
supuestos previstos en el artículo 29 Bis 6 de esta Ley. 
... 
I. Cuando la Comisión Nacional Bancaria y de Valores haya revocado la autorización para organizarse y 
operar como institución de banca múltiple, la Junta de Gobierno del Instituto para la Protección al Ahorro 
Bancario determinará que la disolución y liquidación se realice a través de las operaciones previstas en los 
Apartados A y B de la Sección Segunda de este Capítulo, o 
II. ... 
a) El saneamiento de la institución de banca múltiple en los términos previstos en los Apartados B o C de la 
presente Sección, según corresponda, siempre que el Comité de Estabilidad Financiera haya determinado 
además que, a fin de evitar que la institución de banca múltiple se ubique en alguno de los supuestos 
previstos en el artículo 29 Bis 6 de esta Ley, resulta necesario efectuar el pago total de todas las operaciones 
a cargo de la institución de que se trate que no sean consideradas como obligaciones garantizadas en 
términos de la Ley de Protección al Ahorro Bancario, así como de aquellas consideradas como obligaciones 
garantizadas que rebasen el límite señalado en el artículo 11 de esa misma Ley, con las excepciones 
previstas en el propio artículo 29 Bis 6, en cuyo caso la Comisión Nacional Bancaria y de Valores se 
abstendrá de revocar la autorización otorgada a la institución de banca múltiple de que se trate para 
organizarse y operar con tal carácter, o 
b)... 
El Instituto para la Protección al Ahorro Bancario deberá notificar a la Comisión Nacional Bancaria y de 
Valores la adopción del método de resolución a que se refiere este inciso, para efectos de que se lleve a cabo 
la revocación de la autorización de la institución de que se trate para organizarse y operar con tal carácter. 
... 
... 
...  
Artículo 133.- La supervisión de las entidades reguladas por la presente Ley estará a cargo de la Comisión 
Nacional Bancaria y de Valores, quien la llevará a cabo sujetándose a lo previsto en su Ley, en el Reglamento 
respectivo y en las demás disposiciones que resulten aplicables.La citada Comisión podrá efectuar visitas a 
las instituciones de crédito, que tendrán por objeto revisar, verificar, comprobar y evaluar las operaciones, 
organización, funcionamiento, los procesos, los sistemas de control interno, de administración de riesgos y de 
información, así como el patrimonio, la adecuación del capital a los riesgos, la calidad de los activos y, en 
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general, todo lo que pudiendo afectar la posición financiera y legal, conste o deba constar en los registros, a 
fin de que las instituciones de crédito se ajusten al cumplimiento de las disposiciones que las rigen y a las 
sanas prácticas de la materia. 
Asimismo, la Comisión Nacional Bancaria y de Valores podrá investigar hechos, actos u omisiones de los 
cuales pueda presumirse la violación a esta Ley y demás disposiciones que de ella deriven. 
Las visitas podrán ser ordinarias, especiales y de investigación, las primeras se llevarán a cabo de 
conformidad con el programa anual que se establezca al efecto; las segundas serán aquellas que sin estar 
incluidas en el programa anual referido, se practiquen en cualquiera de los supuestos siguientes: 
I. Para examinar y, en su caso, corregir situaciones especiales operativas. 
II. Para dar seguimiento a los resultados obtenidos en una visita de inspección. 
III. Cuando se presenten cambios o modificaciones en la situación contable, jurídica, económica, financiera o 
administrativa de una institución de crédito. 
IV. Cuando una institución de crédito inicie operaciones después de la elaboración del programa anual a que 
se refiere el tercer párrafo de este artículo. 
V. Cuando se presenten actos, hechos u omisiones en una institución de crédito que no hayan sido 
originalmente contempladas en el programa anual a que se refiere el tercer párrafo de este artículo, que 
motiven la realización de la visita. 
VI. Cuando deriven de la cooperación internacional. 
Las visitas de investigación se efectuarán siempre que la Comisión tenga indicios de los cuales pueda 
desprenderse la realización de alguna conducta que presuntamente contravenga lo previsto en esta Ley y 
demás disposiciones de carácter general que emanen de ella. 
En todo caso, las visitas a que se refiere este artículo se sujetarán a lo dispuesto en esta Ley, en la Ley de la 
Comisión Nacional Bancaria y de Valores, en el Reglamento a que se refiere el primer párrafo de este mismo 
artículo, así como a las demás disposiciones que resulten aplicables. 
Cuando, en el ejercicio de la función prevista en este artículo, la Comisión Nacional Bancaria y de Valores así 
lo requiera, podrá contratar los servicios de auditores y de otros profesionistas que le auxilien en dicha 
función. 
La vigilancia se efectuará a través del análisis de la información contable, legal, económica, financiera, 
administrativa, de procesos y de procedimientos que obtenga la Comisión con base en las disposiciones que 
resulten aplicables, con la finalidad de evaluar el apego a la normativa que rige a las instituciones de crédito, 
así como la estabilidad y correcto funcionamiento de éstas. 
Sin perjuicio de la información y documentación que las instituciones de crédito deban proporcionarle 
periódicamente, la Comisión Nacional Bancaria y de Valores podrá, dentro del ámbito de las disposiciones 
aplicables, solicitarles la información y documentación que requiera para poder cumplir con su función de 
vigilancia. 
La Comisión Nacional Bancaria y de Valores como resultado de sus facultades de supervisión, podrá formular 
observaciones y ordenar la adopción de medidas tendientes a corregir los hechos, actos u omisiones 
irregulares que haya detectado con motivo de dichas funciones, en términos de esta Ley. 
Artículo 134 Bis.- En ejercicio de sus funciones de inspección y vigilancia, la Comisión Nacional Bancaria y 
de Valores, mediante las reglas de carácter general que al efecto apruebe su Junta de Gobierno, clasificará a 
las instituciones de banca múltiple en categorías, tomando como base el índice de capitalización requerido 
conforme a las disposiciones aplicables a los requerimientos de capitalización, emitidas por dicha Comisión en 
términos del artículo 50 de esta Ley. 
... 
... 
... 
... 
... 
... 
... 
... 
Artículo 134 Bis 1.- ... 
I. ... 
a) a d) ... 
e) Diferir o cancelar el pago de intereses y, en su caso, diferir el pago de principal o convertir en acciones 
hasta por la cantidad que sea necesaria para cubrir el faltante de capital, anticipadamente y a prorrata, las 
obligaciones subordinadas que se encuentren en circulación, según la naturaleza de tales obligaciones. Esta 
medida correctiva será aplicable a aquellas obligaciones subordinadas que así lo hayan previsto en sus actas 
de emisión o documento de emisión. 
Las instituciones de banca múltiple que emitan obligaciones subordinadas deberán incluir en los títulos de 
crédito correspondientes, en el acta de emisión, en el prospecto informativo, así como en cualquier otro 
instrumento que documente la emisión, las características de las mismas y la posibilidad de que sean 
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procedentes algunas de las medidas contempladas en el párrafo anterior cuando se actualicen las causales 
correspondientes conforme a las reglas a que se refiere el artículo 134 Bis de esta Ley, sin que sea causal de 
incumplimiento por parte de la institución emisora; 
f) Suspender el pago de las compensaciones y bonos extraordinarios adicionales al salario del director general 
y de los funcionarios de los dos niveles jerárquicos inferiores a éste, así como no otorgar nuevas 
compensaciones en el futuro para el director general y funcionarios, hasta en tanto la institución de banca 
múltiple cumpla con los niveles de capitalización requeridos por la Comisión Nacional Bancaria y de Valores 
en términos de las disposiciones a que se refiere el artículo 50 de esta Ley. Esta previsión deberá contenerse 
en los contratos y demás documentación que regulen las condiciones de trabajo. 
g) y h) ... 
II. a IV. ... 
Artículo 134 Bis 4.- La Secretaría de Hacienda y Crédito Público señalará, en la relación que publique 
anualmente en atención a lo dispuesto por el artículo 12 de la Ley Federal de las Entidades Paraestatales, 
aquellos fideicomisos públicos que tengan el carácter de entidades paraestatales y que formen parte del 
Sistema Bancario Mexicano, de conformidad con el artículo 3º de la presente Ley. 
Para efectos de la integración de la relación a que se refiere el párrafo anterior, las dependencias 
coordinadoras de sector deberán proporcionar a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público la determinación 
de aquellos fideicomisos públicos constituidos como entidades paraestatales que formen parte del Sistema 
Bancario Mexicano en términos del artículo 3º de la presente Ley, y que se encuentren agrupados en el sector 
coordinado por las mismas. 
Los fideicomisos públicos que formen parte del Sistema Bancario Mexicano estarán sujetos a la supervisión 
de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores. La Comisión Nacional Bancaria y de Valores, respecto de 
aquellos fideicomisos que dejen de formar parte de dicho sistema y que hayan incurrido en incumplimientos 
de las disposiciones aplicables durante el tiempo en que fueron sujetos a su supervisión, llevará a cabo los 
actos necesarios para la imposición de las sanciones a que haya lugar, incluso con posterioridad.  
La referida Comisión, al ejercer las facultades de supervisión sobre los fideicomisos de que se trata, contará 
con las mismas atribuciones que le confieren los artículos 133 y 134 de esta Ley, así como las que le otorga la 
ley que rige dicha Comisión, con respecto a las instituciones de crédito. 
La Comisión Nacional Bancaria y de Valores emitirá reglas prudenciales, de registro contable de operaciones, 
de requerimientos de información financiera, de estimación de activos y pasivos y de constitución de reservas 
preventivas, aplicables a los fideicomisos a que se refiere este artículo. 
Artículo 136.- Los servidores públicos de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores tendrán prohibido 
realizar operaciones con las instituciones sujetas a supervisión de esta última, en condiciones preferentes a 
las ofrecidas al público en general. 
Dichos servidores públicos deberán cumplir con los requisitos del perfil del puesto que determine la referida 
Comisión, conforme a lo dispuesto por la Ley del Servicio Profesional de Carrera en la Administración Pública 
Federal. 
Artículo 137 Bis.- La Comisión Nacional Bancaria y de Valores podrá, previo derecho de audiencia de las 
instituciones de crédito, suspender o limitar de manera parcial la celebración de las operaciones activas, 
pasivas y de servicios a que se refiere el artículo 46 de esta Ley, cuando dichas actividades se ubiquen en 
cualquiera de los supuestos siguientes: 
I. No se cuente con la infraestructura o controles internos necesarios para realizar las operaciones y servicios 
respectivos, conforme a las disposiciones aplicables; 
II. Se deje de cumplir o se incumpla con alguno de los requisitos para el inicio de las operaciones y servicios 
de que se trate; 
III. Se realicen operaciones distintas a las autorizadas; 
IV. Se incumpla con los requisitos necesarios para realizar operaciones o proporcionar servicios específicos, 
establecidos en disposiciones de carácter general;  
V. Se realicen operaciones o proporcionen servicios que impliquen conflicto de interés en perjuicio de sus 
clientes o intervengan en actividades que estén prohibidas en esta Ley o en las disposiciones que de ella 
emanen, y 
VI. En los demás casos que señalen ésta u otras leyes. 
La orden de suspensión a que se refiere este artículo es sin perjuicio de las sanciones que puedan resultar 
aplicables en términos de lo previsto en esta Ley y demás disposiciones. 
 
SEGUNDO.- Se REFORMAN los artículos 32, tercer párrafo; 179, segundo párrafo, y 392, fracciones VI y VII, 
y se ADICIONAN una fracción VIII al artículo 392 y el artículo 392 Bis de la Ley General de Títulos y 
Operaciones de Crédito, para quedar como sigue:  
Artículo 32.- ... 
...... 
Tratándose de acciones, bonos de fundador, obligaciones, certificados de depósito, certificados de 
participación y cheques, el endoso siempre será a favor de persona determinada; el endoso en blanco o al 
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portador no producirá efecto alguno. Lo previsto en este párrafo no será aplicable a los cheques expedidos 
por cantidades superiores a las establecidas por el Banco de México, a través de disposiciones de carácter 
general que publique en el Diario Oficial de la Federación. 
Artículo 179.- ... 
El cheque expedido por cantidades superiores a las establecidas por el Banco de México, a través de 
disposiciones de carácter general que publique en el Diario Oficial de la Federación, siempre será nominativo.  
...... 
...... 
Artículo 392.- ... 
I. a V. ... 
VI. Por revocación hecha por el fideicomitente, cuando éste se haya reservado expresamente ese derecho al 
constituir el fideicomiso; 
VII. En el caso del párrafo final del artículo 386, y 
VIII. En el caso del artículo 392 Bis. 
Artículo 392 Bis.- En el supuesto de que a la institución fiduciaria no se le haya cubierto la contraprestación 
debida, en los términos establecidos en el contrato respectivo, por un periodo igual o superior a tres años, la 
institución fiduciaria podrá dar por terminado, sin responsabilidad, el fideicomiso. 
En el supuesto a que se refiere el párrafo anterior, la institución fiduciaria deberá notificar al fideicomitente y al 
fideicomisario su decisión de dar por terminado el fideicomiso por falta de pago de las contraprestaciones 
debidas por su actuación como fiduciario y establecer un plazo de quince días hábiles para que los mismos 
puedan cubrir los adeudos, según corresponda. En el caso de que, transcurrido el citado plazo, no se hayan 
cubierto las contraprestaciones debidas, la institución fiduciaria transmitirá los bienes o derechos en su poder 
en virtud del fideicomiso, al fideicomitente o al fideicomisario, según corresponda. En el evento de que, 
después de esfuerzos razonables, la institución fiduciaria no pueda encontrar o no tenga noticias del 
fideicomitente o fideicomisario para efectos de lo anterior y siempre que haya transcurrido el plazo señalado 
sin haber recibido la contraprestación correspondiente, estará facultada para abonar los referidos bienes, 
cuando éstos se traten de recursos líquidos entre las opciones disponibles que maximicen la recuperación, a 
la cuenta global de la institución a que se refiere el artículo 61 de la Ley de Instituciones de Crédito, en cuyo 
caso los mencionados recursos se sujetarán a las disposiciones aplicables a la citada cuenta global. 
Tratándose de bienes que no sean recursos líquidos, la institución fiduciaria, sin responsabilidad alguna, 
estará facultada para enajenar los mismos y convertirlos en recursos líquidos, para su posterior abono en la 
cuenta global en los términos señalados. Contra los recursos líquidos que se obtengan, podrán deducirse los 
gastos relacionados con la recuperación.  
Para efectos de este artículo se entenderá que se realizaron esfuerzos razonables por parte de la institución 
fiduciaria cuando se observe el procedimiento de notificación previsto en el artículo 1070 del Código de 
Comercio. 
TERCERO.-Se DEROGAN las reformas al artículo 45-I de la Ley de Instituciones de Crédito establecidas en 
artículo tercero del "Decreto por el que se reforman, derogan y adicionan diversas disposiciones de la Ley 
General de Títulos y Operaciones de Crédito, Ley General de Organizaciones y Actividades Auxiliares del 
Crédito, Ley de Instituciones de Crédito, Ley General de Instituciones y Sociedades Mutualistas de Seguros, 
Ley Federal de Instituciones de Fianzas, Ley para Regular las Agrupaciones Financieras, Ley de Ahorro y 
Crédito Popular, Ley de Inversión Extranjera, Ley del Impuesto sobre la Renta, Ley del Impuesto al Valor 
Agregado y del Código Fiscal de la Federación", publicado en el Diario Oficial de la Federación el 18 de julio 
de 2006. 
CUARTO.- La facultad que se otorga a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores conforme al artículo 98 
Bis de la Ley de Instituciones de Crédito que se adiciona por virtud del Artículo Primero del presente Decreto, 
se entenderá conferida en los mismos términos respecto de aquellas otras disposiciones y reglas de carácter 
general aplicables a cualesquiera entidades financieras que corresponda expedir al amparo de la Ley de la 
Comisión Nacional Bancaria y de Valores y demás leyes relativas al sistema financiero mexicano, así como 
respecto de los demás actos administrativos que, en cumplimiento de las leyes, deban publicarse en el mismo 
medio. 
QUINTO.- Se REFORMA el artículo 17, primer párrafo y fracción III de la Ley Orgánica del Banco Nacional de 
Obras y Servicios Públicos, para quedar como sigue: 
Artículo 17.- El Consejo Directivo estará integrado por catorce consejeros designados de la siguiente forma: 
I. a II. ... 
III. Dos consejeros externos de la serie "B" designados por el Ejecutivo Federal, a través de la Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público, que tendrán el carácter de consejeros independientes. El nombramiento de 
consejeros independientes deberá recaer en personas de nacionalidad mexicana que por sus conocimientos, 
honorabilidad, prestigio profesional y experiencia sean ampliamente reconocidos. 
... 
... 

TRANSITORIOS  
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ARTÍCULO PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente al de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación, salvo por lo dispuesto en el artículo Noveno Transitorio del presente Decreto. 
ARTÍCULO SEGUNDO.- En términos de los artículos 7 y 28 de la Ley de Instituciones de Crédito que se 
reforman por virtud del presente Decreto y del primer párrafo de su artículo Noveno Transitorio, corresponderá 
a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, en sustitución de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, 
ejercer la facultad de revocar aquellas autorizaciones para el establecimiento en el territorio nacional de 
oficinas de representación de entidades financieras del exterior o para la organización y operación de 
instituciones de banca múltiple que hayan sido otorgadas con anterioridad a la entrada en vigor de este mismo 
Decreto, en el evento en que dichas oficinas o instituciones incurran en las causales respectivas a que se 
refieren esos mismos artículos. 
ARTÍCULO TERCERO.- Las instituciones de crédito que hayan celebrado operaciones con las personas a 
que se refiere la fracción VI del artículo 73 de la Ley de Instituciones de Crédito, y que excedan los límites 
máximos a que se refiere dicho artículo, deberán informarlo a la vicepresidencia de la Comisión Nacional 
Bancaria y de Valores encargada de su supervisión, a más tardar dentro de los treinta días hábiles siguientes 
a la fecha de la entrada en vigor de este Decreto, sin que al efecto puedan incrementarlas en el monto o límite 
establecido en el artículo 73 Bis, salvo que deriven de la capitalización de intereses.  
ARTÍCULO CUARTO.- Las instituciones de banca múltiple deberán contar con el capital mínimo a que se 
refiere el artículo 19 de la Ley de Instituciones de Crédito que se reforma conforme a este Decreto, a más 
tardar el 31 de diciembre de 2007.Entre tanto, deberán contar con el capital mínimo dado a conocer por la 
Comisión Nacional Bancaria y de Valores en la última publicación en el Diario Oficial de la Federación, en 
términos de las disposiciones aplicables con anterioridad al presente Decreto. 
ARTÍCULO QUINTO.-Las instituciones de banca múltiple que mantengan montos de crédito dispuestos y 
cuenten con líneas de apertura de crédito irrevocables a favor de personas relacionadas, tendrán un plazo de 
ciento ochenta días naturales a partir de la entrada en vigor del presente Decreto para dar cumplimiento a lo 
dispuesto en el séptimo párrafo del artículo 73 Bis de esta Ley. El importe de las líneas de crédito que dichas 
instituciones hubieren otorgado con anterioridad a la entrada en vigor del presente Decreto, que exceda del 
límite previsto en términos del séptimo párrafo del artículo 73 Bis contenido en el artículo primero de este 
Decreto, en ningún caso podrá incrementarse.  
ARTÍCULO SEXTO.- En tanto la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, el Banco de México y la Comisión 
Nacional Bancaria y de Valores emitan las disposiciones de carácter general a que se refieren las reformas 
contenidas en el presente Decreto, seguirán aplicándose las expedidas con anterioridad a la vigencia de la 
misma, en las materias correspondientes, en lo que no se oponga al presente Decreto. 
Al expedirse las disposiciones a que se refiere este artículo, se señalarán expresamente aquéllas a las que 
sustituyan o que queden derogadas. 
ARTÍCULO SÉPTIMO.-Sin perjuicio de lo que dispone el "Decreto por el que se reforman, derogan y 
adicionan diversas disposiciones de la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito, Ley General de 
Organizaciones y Actividades Auxiliares del Crédito, Ley de Instituciones de Crédito, Ley General de 
Instituciones y Sociedades Mutualistas de Seguros, Ley Federal de Instituciones de Fianzas, Ley para Regular 
las Agrupaciones Financieras, Ley de Ahorro y Crédito Popular, Ley de Inversión Extranjera, Ley del Impuesto 
sobre la Renta, Ley del Impuesto al Valor Agregado y del Código Fiscal de la Federación", publicado en el 
Diario Oficial de la Federación el 18 de julio de 2006, las sociedades financieras de objeto limitado a que se 
refiere la fracción IV del artículo 103 de la Ley de Instituciones de Crédito estarán a lo siguiente: 
I. Las autorizaciones para organizarse y operar como sociedad financiera de objeto limitado que hubiere 
otorgado la Secretaría de Hacienda y Crédito Público estarán vigentes hasta la fecha de entrada en vigor 
señalada en el artículo quinto transitorio del Decreto a que se refiere el párrafo primero de este artículo 
transitorio, por lo que, en esa misma fecha, quedarán sin efecto las citadas autorizaciones por ministerio de 
Ley. Sin perjuicio de lo anterior, durante el periodo comprendido entre la fecha de entrada en vigor del 
presente Decreto y la señalada en el artículo quinto transitorio del Decreto antes referido, la Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público, previa audiencia de la sociedad financiera de objeto de limitado de que se trate, 
podrá revocar la autorización que le haya otorgado en términos de la fracción IV del artículo 103 de la Ley de 
Instituciones de Crédito cuando dicha sociedad se encuentre en alguno de los supuestos siguientes: 
a) No inicie operaciones dentro del plazo de noventa días contado a partir del otorgamiento de la autorización; 
b) No cuente con un capital mínimo equivalente a aquél que, para dichas sociedades, dé a conocer la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público mediante disposiciones de carácter general; 
c) Realice alguna de las operaciones o actividades prohibidas por las reglas a que hace referencia el tercer 
párrafo del artículo 103 de la Ley de Instituciones de Crédito; 
d) Su contabilidad y registros no se ajusten a las disposiciones aplicables; 
e) En la celebración de sus operaciones, no se ajusten a la Ley de Instituciones de Crédito y demás 
disposiciones aplicables; 
f) Incurra en una violación directa a la Ley, a las reglas o a la autorización emitidas por la Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público al no cumplir adecuadamente con su objeto social o por no otorgar créditos para la 
actividad o sector señalados en la autorización que le hubiere sido otorgada, por un período mayor a un año; 
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g) Se disuelva, entre en estado de liquidación o concurso mercantil, o 
h) Si los accionistas, en asamblea general extraordinaria, resuelven solicitarla. 
Cuando, en virtud de la inspección y vigilancia que efectúe la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, se 
encuentre que las operaciones de alguna sociedad financiera de objeto limitado no se ajustan a las 
disposiciones aplicables expedidas por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, el Banco de México o la 
Comisión Nacional Bancaria y de Valores, esta última dictará las medidas necesarias para normalizarlas y 
señalará un plazo para tal efecto que no excederá de noventa días naturales a partir de la notificación de 
dichas medidas. Si, transcurrido dicho plazo, la sociedad financiera de objeto limitado no ha regularizado las 
operaciones en cuestión, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público podrá revocar la autorización.  
La revocación por las causales señaladas en los incisos a) a f) de la presente fracción pondrá en estado de 
disolución y liquidación a las sociedades financieras de objeto limitado en términos de las disposiciones de la 
Ley General de Sociedades Mercantiles.  
II. Acorde con lo previsto en el artículo octavo transitorio del Decreto citado en el primer párrafo de este 
Artículo, las sociedades financieras de objeto limitado en las que se mantengan vínculos patrimoniales, 
quedarán sujetas, en tanto conserven el carácter de sociedades financieras de objeto limitado, a lo que 
paralas instituciones de crédito disponen los artículos 4, fracciones I a VI, y 6 de la Ley de la Comisión 
Nacional Bancaria y de Valores, y 24 Bis, 49, 50, 51, 65, 66, 67, 68, 69, 70, 73, 73 Bis, 73 Bis 1, 76, 93, 99, 
101, 102, 115 y 115 Bis de la Ley de Instituciones de Crédito, así como las disposiciones que, al amparo del 
artículo 103 del mismo ordenamiento legal, hubieren expedido o expidan la Secretaría de Hacienda y Crédito 
Público y el Banco de México. 
Se entenderá por vínculo patrimonial, para efectos de las sociedades financieras de objeto limitado, lo 
establecido en el artículo 87-C de la Ley General de Organizaciones y Actividades Auxiliares del Crédito para 
las sociedades financieras de objeto múltiple. 
III.Las sociedades financieras de objeto limitado deberán presentar la información y documentación que, en el 
ámbito de sus respectivas competencias, les soliciten la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, el Banco 
de México y la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, dentro de los plazos y a través de los medios que 
las mismas establezcan. 
ARTÍCULO OCTAVO.- A la entrada en vigor del presente Decreto, la Comisión Nacional Bancaria y de 
Valores, en los términos del artículo 45-I de la Ley de Instituciones de Crédito previstos en el artículo primero 
de este mismo Decreto, podrá autorizar a las Instituciones Financieras del Exterior, a las Sociedades 
Controladoras Filiales o a las Filiales a que dicho artículo se refiere, la adquisición de acciones representativas 
del capital social de una o más sociedades financieras de objeto limitado, siempre y cuando se cumplan los 
requisitos señalados en la fracción I de dicho artículo 45-I y se modifiquen los estatutos sociales de aquella 
sociedad cuyas acciones sean objeto de enajenación, en caso que ésta se pretenda convertir en Filial, a 
efecto de cumplir con lo dispuesto en el Capítulo III del Título Segundo de dicha Ley. 
La vigencia de lo dispuesto en el párrafo anterior concluirá cuando entren en vigor las disposiciones a que se 
refiere el artículo quinto transitorio del "Decreto por el que se reforman, derogan y adicionan diversas 
disposiciones de la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito, Ley General de Organizaciones y 
Actividades Auxiliares del Crédito, Ley de Instituciones de Crédito, Ley General de Instituciones y Sociedades 
Mutualistas de Seguros, Ley Federal de Instituciones de Fianzas, Ley para Regular las Agrupaciones 
Financieras, Ley de Ahorro y Crédito Popular, Ley de Inversión Extranjera, Ley del Impuesto sobre la Renta, 
Ley del Impuesto al Valor Agregado y del Código Fiscal de la Federación", publicado en el Diario Oficial de la 
Federación el 18 de julio de 2006. 
ARTÍCULO NOVENO.-Las facultades que, con anterioridad a la entrada en vigor del presente Decreto, 
correspondían a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y que, por virtud del mismo, se asignan a la 
Comisión Nacional Bancaria y de Valores quedarán conferidas a ésta, una vez cumplido el plazo de ciento 
veinte días naturales contados a partir de la fecha de publicación del presente Decreto. 
Durante el plazo a que se refiere el párrafo anterior, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público continuará 
ejerciendo sus facultades de conformidad con las disposiciones en la materia vigentes hasta la entrada en 
vigor de este Decreto.Asimismo, respecto de aquellas solicitudes de autorización o aprobación que dicha 
Secretaría reciba dentro del plazo a que se refiere este artículo, corresponderá a ésta darles trámite y resolver 
lo conducente, para lo cual podrá, aún después de la conclusión de dicho plazo, continuar ejerciendo sus 
facultades conferidas con fundamento en las disposiciones en la materia vigentes hasta la entrada en vigor de 
este Decreto.En todo caso, a partir de la entrada en vigor del presente Decreto, las solicitudes que se 
presenten a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público para su trámite y resolución y que se ubiquen en 
alguno de los supuestos previstos en este párrafo deberán ajustarse a las disposiciones en la materia como 
se reforman, adicionan y derogan conforme a este Decreto. 
ARTÍCULO DÉCIMO.- En tanto la Comisión Nacional Bancaria y de Valores emite las disposiciones de 
carácter general a que se refiere el artículo 46 Bis 1 de la Ley de Instituciones de Crédito que se adiciona 
mediante el presente Decreto, seguirán aplicándose las emitidas por dicha Comisión, de conformidad con el 
artículo 46 Bis vigente antes de la entrada en vigor de este Decreto, en lo que no se oponga al presente 
Decreto. 



 49

ARTÍCULO DÉCIMO PRIMERO.- Las cesiones o descuentos de cartera que, de conformidad con las 
disposiciones aplicables, hayan celebrado las instituciones de crédito con anterioridad a la entrada en vigor 
del presente Decreto, incluyendo aquellas que, por virtud de la autorización genérica de la Comisión Nacional 
Bancaria y de Valores contenida en las reglas generales emitidas por ésta, hayan sido realizadas con 
cualquier persona física o moral, nacional o extranjera, distinta del Banco de México, de otras instituciones de 
crédito o de fideicomisos constituidos por el Gobierno Federal para el fomento económico, en que las primeras 
instituciones no hayan asumido responsabilidad o riesgo asociado a la cobranza de la cartera respectiva, 
continuarán siendo válidas y, en consecuencia, producirán todos los efectos que en derecho corresponda. 
Asimismo, quedarán incluidas en el supuesto a que se refiere el párrafo anterior aquellas cesiones o 
descuentos de cartera de instituciones de crédito en las que éstas hayan asumido la responsabilidad o el 
riesgo a que se refiere este artículo y que, en este caso, hayan sido autorizadas en lo particular por la propia 
Comisión de conformidad con las disposiciones emitidas al efecto. 
ARTÍCULO DÉCIMO SEGUNDO.-Lo previsto en el artículo 106 Bis de la Ley de Instituciones de Crédito se 
establece sin perjuicio de las consecuencias que hayan derivado de la violación de normas o disposiciones de 
carácter general emitidas o expedidas con anterioridad a la entrada en vigor del presente Decreto. 
ARTÍCULO DÉCIMO TERCERO.- Hasta en tanto el Banco de México expida las disposiciones de carácter 
general a que se refieren los artículos 32 y 179 de la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito, 
seguirá aplicándose lo dispuesto en dichos artículos conforme al texto vigente antes de la entrada en vigor de 
este Decreto. 
ARTÍCULO DÉCIMO CUARTO.- Se considerarán como parte del Sistema Bancario Mexicano, por lo que 
quedarán sujetos a la supervisión de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores y les será aplicable la 
regulación señalada en el artículo 134 Bis 4 de la Ley de Instituciones de Crédito que se adiciona por virtud 
del presente Decreto, los fideicomisos públicos siguientes: 
I. Fondo de Garantía y Fomento para la Agricultura, Ganadería y Avicultura. 
II. Fondo de Garantía y Fomento para las Actividades Pesqueras. 
III. Fondo Especial de Asistencia Técnica y Garantía para Créditos Agropecuarios. 
IV. Fondo Especial para Financiamientos Agropecuarios. 
V. Fondo de Operación y Financiamiento Bancario a la Vivienda. 
Sin perjuicio de lo anterior, hasta en tanto se realice la publicación prevista en el artículo 134 Bis 4 de la Ley 
de Instituciones de Crédito, se considerará como parte del Sistema Bancario Mexicano, al Fideicomiso Fondo 
Nacional de Habitaciones Populares y, en consecuencia, quedará sujeto a la supervisión y regulación de la 
propia Comisión a que se refiere dicha Ley. 
ARTÍCULO DÉCIMO QUINTO.- El artículo 112, fracción III de la Ley de Instituciones de Crédito vigente hasta 
la entrada en vigor del presente Decreto seguirá aplicándose por los hechos realizados durante su vigencia. 
Asimismo, dicho precepto seguirá aplicándose a las personas procesadas o sentenciadas por los delitos 
previstos y sancionados por el mismo artículo. 
ARTÍCULO DÉCIMO SEXTO: Las instituciones de banca múltiple contarán con un plazo de 120 días 
naturales a partir de la fecha de publicación del presente Decreto para modificar sus estatutos sociales y los 
títulos representativos de su capital social, conforme a lo previsto en el mismo. Tratándose de la modificación 
de los estatutos sociales, éstos deberán someterse a la aprobación de la Secretaría de Hacienda y Crédito 
Público. 
ARTÍCULO DÉCIMO SÉPTIMO.- Las instituciones de crédito que tengan vínculos de negocio establecidos 
con personas que a la entrada en vigor del presente Decreto, se encuentren realizando operaciones al 
amparo del artículo 92, tendrán un plazo que no podrá exceder de dos meses para adecuarse a lo señalado 
en dicho artículo y en las disposiciones de carácter general a que se refiere el artículo 46 Bis 1 de esta Ley, a 
partir del día siguiente al de la entrada en vigor de dichas disposiciones.  
ARTÍCULO DÉCIMO OCTAVO.- Las instituciones que a la entrada en vigor de este Decreto, se ubiquen en 
alguno de los supuestos previstos en las fracciones III y IV del artículo 45-P, deberán de ajustarse a lo 
dispuesto en el Capítulo IV de esta ley, en un plazo que no podrá exceder de doce meses contados a partir de 
dicha fecha. 
ARTÍCULO DÉCIMO NOVENO.- Lo dispuesto en el último párrafo del artículo 45-R de esta Ley, no será 
aplicable a las designaciones futuras de director general o funcionarios o directivos que ocupen las dos 
jerarquías inmediatas inferiores a aquel, de instituciones de banca múltiple que se ubiquen en los supuestos 
previstos en el Capítulo IV del Título Segundo de la presente Ley, sólo respecto al director general o 
funcionarios o directivos que ocupen las dos jerarquías citadas, que al 31 de octubre de 2007 no cumplían con 
los requisitos establecidos en dicho último párrafo. 
Dado en la Sala de Comisiones de la H. Cámara de Senadores a los seis días del mes de diciembre de dos 
mil siete. 
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11-12-2007 
Cámara de Senadores. 
DICTAMEN de las Comisiones Unidas de Hacienda y Crédito Público; y de Estudios Legislativos, Primera, 
con proyecto de decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley de 
Instituciones de Crédito; la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito; y la Ley Orgánica del Banco 
Nacional de Obras y Servicios Públicos. 
Aprobado con 108 votos en pro. 
Se turnó al Ejecutivo Federal para sus efectos constitucionales. 
Gaceta Parlamentaria, 11 de diciembre de 2007. 
Discusión y votación, 11 de diciembre de 2007. 
 
 

Entonces, voy a pedir a la secretaría consulte a la Asamblea, en votación económica, si el dictamen --y aclaro 
cuál es--, el dictamen de las Comisiones Unidas de Hacienda y Crédito; y de Estudios Legislativos, Primera, 
con proyecto de decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley de 
Instituciones de Crédito; de la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito, y de la Ley Orgánica del 
Banco Nacional de Obras y Servicios Públicos, se le dispensa la segunda lectura y se pone a discusión de 
inmediato.  

-EL C. SENADOR FELIPE GONZALEZ GONZALEZ (Desde su escaño): Perdón, señor Presidente.  

-EL C. PRESIDENTE GONZALEZ MORFIN: Dígame, señor senador Felipe González.  

-EL C. SENADOR FELIPE GONZALEZ GONZALEZ (Desde su escaño): ¿Está firmado ya el dictamen por 
todos ellos? 

-EL C. PRESIDENTE GONZALEZ MORFIN: Sí, sí, sí, por supuesto que sí.  

-EL C. SENADOR FELIPE GONZALEZ GONZALEZ (Desde su escaño): Digo, para que se cheque que no 
tenga ese problema.  

-EL C. PRESIDENTE GONZALEZ MORFIN: Por supuesto. Los que no tenían las firmas, se retiraron, estos 
habían quedado de primera lectura, va uno por uno.  

-Consulte la secretaría si a este dictamen se le dispensa la lectura, y se pone a discusión de inmediato.  

-EL C. SECRETARIO RIVERA PEREZ: Consulto a la Asamblea, en votación económica, si se autoriza se 
dispense la segunda lectura del dictamen al que ha dado lectura el Presidente.  

-Quienes estén por la afirmativa, favor de levantar la mano.  

(La Asamblea asiente) 

-Quienes estén por la negativa, favor de levantar la mano.  

(La Asamblea no asiente) 

-Sí se dispensa la segunda lectura, señor Presidente.  

-EL C. PRESIDENTE GONZALEZ MORFIN: Gracias, secretario.  

Consulte ahora la secretaría a la Asamblea, en votación económica, si se dispensa la segunda lectura al 
dictamen de Comisiones Unidas de Hacienda y Crédito Público; y de Estudios Legislativos, con proyecto de 
decreto que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones de la Ley de Instituciones de Crédito.  



 2

-EL C. SECRETARIO RIVERA PEREZ: Consulto a la Asamblea, en votación económica, si se autoriza que se 
dispense la segunda lectura del dictamen anterior al que se le dio lectura.  

-Quienes estén por la afirmativa, favor de levantar la mano.  

(La Asamblea asiente) 

-Quienes estén por la negativa, favor de levantar la mano.  

(La Asamblea no asiente) 

-Sí se dispensa la segunda lectura, señor Presidente.  

-EL C. PRESIDENTE GONZALEZ MORFIN: Gracias.  

-Entonces, para fundamentar estos tres dictámenes, tiene la palabra el Presidente de la Comisión de 
Hacienda, el senador Gustavo Madero, y por supuesto serán posteriormente votados uno por uno.  

-EL C. SENADOR GUSTAVO ENRIQUE MADERO MUÑOZ: Muchas gracias, señor Presidente.  

Compañeras y compañeros legisladores:  

A nombre de la Comisión de Hacienda y Crédito Público, y recogiendo los planteamientos de los grupos 
parlamentarios integrados en ella, quiero fundamentar los tres dictámenes de las minutas a su consideración.  

En los últimos años, el Congreso ha realizado una importante labor para atender las necesidades de los 
usuarios de servicios bancarios, quienes con todo derecho demandan un acceso a más y mejores servicios 
financieros, acompañados siempre por un abatimiento de sus costos de transacción. De ahí la importancia de 
reformar permanentemente y actualizar las leyes relacionadas con el sector financiero.  

Vale la pena señalar que el contenido de los dictámenes, fue siempre enriquecido por las propuestas y las 
aportaciones de mis compañeros integrantes de la comisión, y contemplan reformar y adicionan diversos 
preceptos de la Ley de Instituciones de Crédito: la Ley para Regular las Sociedades de Información Crediticia; 
la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito, y la Ley Orgánica del Banco Nacional de Obras y 
Servicios Públicos.  

En materia de sanciones, el dictamen establece un procedimiento único para la imposición de las sanciones 
en el que se precisan ahora los plazos que tienen las entidades financieras, así como un solo catálogo de 
conductas sancionables.  

Ahora bien, se fortalecen de manera importante las atribuciones encomendadas a la Comisión Nacional 
Bancaria y de Valores en materia de imposición de sanciones administrativas a entidades financieras, 
facultándola para que de acuerdo a los lineamientos que fije su Junta de Gobierno se haga del conocimiento 
público las sanciones impuestas, siempre y cuando éstas hayan quedado firmes con el propósito de difundir 
información en beneficio del interés público.  

Por otra parte, se otorga un plazo de 5 años para que caduquen las facultades de las autoridades para 
imponer sanciones administrativas, con lo que consideramos se brinda ahora una mayor certidumbre jurídica 
a los sujetos obligados de la ley.  

También se consideró en el dictamen, ampliar los supuestos en que se puede promover el recurso de 
revisión. En este sentido, se incluye una modificación, a fin de que el órgano que resuelva, el recurso de 
revocación lo haga sin la intervención de ningún servidor público de la Comisión Nacional Bancaria y de 
Valores que hubiera dictaminado la sanción, garantizando con ello la imparcialidad de la resolución.  
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En adición a lo anterior, se sanciona con prisión a aquel, que habiendo sido removido, suspendido o 
inhabilitado, continúe desempeñando las funciones respecto a las cuales se le impusieron sanciones. O bien, 
que ocupe un empleo o cargo o comisión dentro del sistema financiero mexicano a pesar de encontrase 
suspendido o inhabilitado, y se disminuyen las penas a un tercio cuando se acredite haber reparado el daño o 
resarcido el perjuicio ocasionado.  

En este orden de ideas, el dictamen de la minuta de sanciones contempla tipificar la conducta de aquellas 
personas que participen en las solicitudes de otorgamiento de créditos, cuando conozcan de la falsedad de los 
datos de los acreditados o cuando alteren o sustituyan la información correspondiente.  

Ahora bien, es fundamental mencionar, que pese a la simultaneidad en ambas Cámaras en la presentación de 
las iniciativas para reformar la ley que regula las sociedades de información crediticia, al interior de nuestras 
comisiones hubo la coincidencia de incluir en la minuta del buró de crédito, el dictamen previamente, que 
habíamos elaborado aquí en el Senado, obedeciendo a que en ambos son complementarios, y a fin de 
simplificar el trámite legislativo; por lo que dicho dictamen incluye, no sólo lo propuesto por los diputados, sino 
que también retoma los aspectos más relevantes de las iniciativas presentadas por los senadores Tomás 
Torres y el senador José Luis Lobato, así como la Iniciativa presentada por la propia Comisión de Hacienda y 
Crédito Público de esta soberanía.  

Al respecto se prevé: que cuando un cliente realice el pago total de un adeudo vencido, pueda actualizar 
anticipadamente su estatus en la sociedad de información crediticia, ya que actualmente no se puede solicitar 
con la actualización anticipada.  

Asimismo, el dictamen considera que serán eliminadas las claves de prevención que reflejen incumplimientos 
para que no quede huella negativa en los casos de reestructura de crédito, incluso en los casos que haya 
pagos parciales.  

Un aspecto que debe destacarse y en el que existe total coincidencia con la minuta y con las diversas 
iniciativas en esta materia, es que actualmente la ley se interpreta en el sentido de que mientras no exista un 
pago que libere de la obligación no comienzan a correr los siete años para borrar el antecedente negativo. Por 
ello se modifica la ley a efecto de que en el plazo comience a correr a partir del momento en que se registre el 
primer incumplimiento del adeudo.  

Creemos que ello reduce de forma importante el plazo que actualmente se borraba la información.  

Para tales efectos, redujimos también el plazo de conservación de la información de 84 a 72 meses y también 
se establece que en el caso del finiquito de un adeudo el usuario mande al buró la información que refleje que 
el pago sea realizado y se incorpore la clave de observación que aclare los términos del pago.  

Por otro lado, se establecen los plazos y sanciones que garantizan el cumplimiento de las nuevas 
disposiciones por parte de las sociedades de información crediticio y otorgan mayores facultades de 
supervisión a las autoridades correspondientes, como son la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, el 
Banco de México, la Comisión Nacional para la Protección y Defensa de los Usuarios de Servicios Financieros 
y la Procuraduría Federal del Consumidor.  

Una modificación importante en el dictamen es la integración de la base primaria de datos por la información 
de cartera vencida que proporcionen los usuarios, considerando para cada tipo de crédito los plazos, 
conforme a los criterios y disposiciones aplicables a instituciones de crédito emitidos por la Comisión Nacional 
Bancaria y de Valores. Lo anterior a efecto de igualar los plazos con las disposiciones de la Comisión 
Nacional Bancaria y de Valores, evitando la confusión en los plazos del incumplimiento que debe tener un 
crédito para ser considerado cartera vencida.  

Quiero hacer un comentario especial sobre el artículo 36 bis que presentamos en el anterior dictamen y que 
modificamos en esta versión, en donde establecemos que las sociedades estarán obligadas a emitir a los 
usuarios que los soliciten reportes de créditos, en los que además de la información con la que cuenten 
incluyan el historial crediticio del cliente, conteniendo en las bases de datos de las demás sociedades. Las 
sociedades deberán divulgar la existencia de este servicio. 
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Una modificación que hicimos es que los ingresos de las sociedades que obtengan la venta de estos reportes 
serán distribuidos entre ellas en la forma en que ellos los pacten. Aquí suspendimos la redacción y estamos 
esperando que estas sociedades se pongan de acuerdo en los términos y condiciones para establecer estos 
cobros y estos ingresos entre ellas, y no estamos elaborando ya, en el dictamen, precisamente la redacción 
que establecía la consideración, primero, que establecía cuál es la sociedad a través de la cual se originaba la 
consulta; segundo, el número de registros de los créditos u operaciones análogos por cada sociedad que 
contribuya al reporte de crédito de que se trate, sin considerar los registros duplicados de la sociedad que no 
origine la consulta, lo anterior sin perjuicio que las sociedades pacten criterios adicionales.  

Esta redacción fue eliminada, repito, con el entendido de que esperamos que las sociedades se pongan de 
acuerdo en las reglas específicas entre ellas. De no ser así, en el corto plazo esta soberanía estará pendiente 
para establecer una disposición pertinente.  

Asimismo es importante resaltar la prohibición para hacer funcionarios de la sociedad de información crediticia 
a quienes presten sus servicios en cualquier usuario, entidad financiera, empresa comercial o Sofon, con ello 
se evita el conflicto de intereses que pudiera existir.  

Por otra parte, se incorpora al dictamen la propuesta vertida en las iniciativas presentadas en esta Cámara de 
ampliar el monto a partir del cual no se puede eliminar de la base de datos de la sociedad de información 
crediticia los créditos para pasar de 300 mil a 400 mil UDIS, con lo que la información de crédito realmente 
altos sea la que se conserve en las bases de datos de las sociedades.  

En el mismo sentido se establece la obligación de conservar las firmas autógrafas por el periodo de 12 meses 
de que se haya realizado la consulta. Y transcurriendo dicho plazo deberán conservar la información a través 
de medios electrónicos ópticos o de cualquier otra tecnología análoga.  

También se incorpora la obligación de las sociedades de información crediticia para emitir a los usuarios que 
lo soliciten un reporte de crédito o bien un reporte de crédito especial consolidado sobre el historial crediticio 
contenido en las bases de datos de las demás sociedades, con esta forma se logra que las sociedades al 
consultar la base de datos de otras sociedades se otorgue mayor información y certeza jurídica a los usuarios. 
Estoy convencido de que con la aprobación de estos dictámenes que he expuesto se fomentan los principios 
de equidad en sus relaciones con los acreedores y usuarios que tienen la facultad de proporcionar la 
información crediticia a las sociedades de información crediticia.  

Al mismo tiempo se fomenta la seguridad jurídica en este tipo de relaciones a efecto de que las sociedades 
cuenten con una base de datos con información confiable y actualizada.  

Por último, en esta exposición de los tres dictámenes que hoy se encuentran a su consideración, también 
presentamos una reforma a la Ley de Instituciones de Crédito, la Ley General de Títulos y Operaciones de 
Crédito y la Ley Orgánica del BANOBRAS.  

Cabe resaltar que esta minuta no fue modificada al interior de las comisiones encargadas de dictaminar, toda 
vez que coincidimos en los términos que fue enviada que cumple cabalmente con el objeto de incrementar el 
desarrollo y la competitividad de los participantes, en el sistema financiero a través de la inclusión de bancos 
autorizados con operaciones limitadas y toda vez que es importante destacar que con el objeto de no 
modificar esta minuta, recogimos el compromiso de la autoridad por medio de la Secretaría de Hacienda y 
Crédito Público para trabajar conjuntamente y someter a próximas fechas a la consideración de esta 
asamblea una iniciativa que reforme la citada Ley de Instituciones de Crédito, con el objeto de incorporar 
claramente los términos y condiciones conforme los cuales los menores de edad podrán acceder a sus 
depósitos en cuentas bancarias a través de cajeros automáticos. Así como también establecer reglas claras 
para los depósitos, inversiones y sus respectivos intereses que se mantengan sin movimiento durante 
periodos prolongados.  

Esto es con el objeto de proteger precisamente a estos ahorradores y que no sean las comisiones las que 
vayan mermando precisamente año con año y periódicamente en los ahorros depositados.  

También debemos de proteger a los usuarios con depósitos a plazo fijos con o sin renovación automática para 
que no caigan también en esta situación y una revisión a la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito 
para revisar los fideicomisos y movimientos y que tengan cargos por administración.  
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El contenido del dictamen fortalece el organismo supervisor para que defina la política de regulación y 
supervisión a través de procesos claros y eficientes, ello mediante el otorgamiento de mayores atribuciones a 
la Comisión Nacional Bancaria y de Valores para la debida inspección y vigilancia de las empresas que 
presten servicios de auditoría externa.  

Por otro lado, se modifiquen los límites para inversiones… no financieras, 30 por ciento para inversiones de 
hasta 5 por ciento del capital en empresas que coticen en bolsa y 30 por ciento para el resto de las 
inversiones en empresas no financieras.  

Se establece con claridad los límites que deberán sujetar las instituciones de banca múltiple que mantengan 
vínculos de negocio o patrimoniales con personas morales que realicen actividades comerciales 
empresariales, con lo que evitaremos ventajas competitivas respecto a instituciones no vinculadas.  
Una de las mejores innovaciones del dictamen es la figura de organismos autoregulatorios bancarios, que 
serán aquellas asociaciones gremiales de instituciones de crédito que obtengan el reconocimiento de la 
Comisión Nacional Bancaria y de Valores y tendrán por objeto la implantación de diversos estándares de 
conducta y operación entre las instituciones de créditos que se encuentren agremiados con ellos.  

Un aspecto relevante es la institución dentro del catálogo de operaciones que pueden realizar las instituciones 
de Créditos, la intervención en la contratación de seguros.  

Quiero por último, poner a la consideración dentro de estos dictámenes una e de erratas respecto al artículo 
5º de la Ley de Instituciones de Crédito en donde establece el plazo de 180 días naturales a partir de la entrad 
en vigor de este decreto, debiendo decir por acuerdo de la Comisión “90 días naturales a partir de la entrada 
en vigor del presente decreto”.  

Con esta fe de erratas que estoy presentando, señor Presidente, a consideración estoy sometiendo también y 
pidiendo la aprobación de estas tres minutas que vendrán a fortalecer de manera importante la 
reglamentación del sistema financiero mexicano.  

Es cuanto, señor Presidente.  

-EL C. PRESIDENTE GONZALEZ MORFIN: Gracias, senador Madero, le pido que me deje el texto de la fe de 
erratas, es en el tercero de los dictámenes.  

No habiendo más oradores registrados para estos temas, espérenme, voy a pedir se abra el sistema 
electrónico de votación para recoger la votación nominal en lo general y en lo particular del Proyecto de 
Decreto por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la Ley de Instituciones de Crédito, de la 
Ley General de Títulos y operaciones de Crédito y de la Ley Orgánica del Banco Nacional de Obras y 
Servicios Públicos.  

Abrase el sistema electrónico de votación por tres minutos para recoger la votación nominal del proyecto de 
decreto.  

(Se recoge la votación)  

-EL C. SECRETARIO RIVERA PEREZ: Ciudadano Presidente, conforme al registro en el sistema electrónico, 
se emitieron 108 votos en pro, cero en contra.  

-EL C. PRESIDENTE GONZALEZ MORFIN: Gracias, aprobado en lo general y en lo particular el decreto por 
el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley de Instituciones de Crédito, de la 
Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito y de la Ley Orgánica del Banco Nacional de Obras y 
Servicios Públicos.  

Pasa al Ejecutivo de la Unión para sus efectos constitucionales.  
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SECRETARIA DE HACIENDA Y CREDITO PUBLICO 
DECRETO por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley de Instituciones de 
Crédito, la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito y la Ley Orgánica del Banco Nacional de Obras y 
Servicios Públicos. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Presidencia 
de la República. 

FELIPE DE JESÚS CALDERÓN HINOJOSA, Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, a sus 
habitantes sabed: 

Que el Honorable Congreso de la Unión, se ha servido dirigirme el siguiente 

DECRETO 

"EL CONGRESO GENERAL DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, DECRETA: 

SE REFORMAN, ADICIONAN Y DEROGAN DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY DE INSTITUCIONES DE 
CRÉDITO, LA LEY GENERAL DE TÍTULOS Y OPERACIONES DE CRÉDITO Y LA LEY ORGÁNICA DEL BANCO 
NACIONAL DE OBRAS Y SERVICIOS PÚBLICOS. 

PRIMERO.- Se REFORMAN los artículos 1o.; 3o.; 5 Bis 1, primer párrafo; 5 Bis 2; 7o.; 8o.; 9o., último 
párrafo; 10; 12, primer párrafo; 14; 17; 18; 19; 22; 23, fracciones II, VII y VIII; 24, último párrafo; 25, último 
párrafo; 27; 27 Bis; 27 Bis 1, primer párrafo; 27 Bis 3, fracción I; 28, primer y último párrafos, las fracciones I, II 
y el segundo y tercer párrafos de la fracción VI; 29 Bis, primer párrafo; 29 Bis 2, primer y segundo párrafos; 29 
Bis 4, fracción V, inciso c); 29 Bis 5, segundo y último párrafos; 29 Bis 12, último párrafo; 41; 42, fracciones I, 
III, VI, X, XI, XVI, XVIII, XXII, XXIII y penúltimo párrafo; 43; 44; 45-C, primer párrafo; 45-G, cuarto párrafo; 
45-H; 45-I, primer párrafo y la fracción II; 46, segundo párrafo y las fracciones XXV y XXVI; 46 Bis; 47, primer 
párrafo; 50, primero, segundo, tercero y cuarto párrafos; 51, segundo párrafo; 52; 55; 57; 58, primer párrafo; 
59, último párrafo; 61; 65; 66, fracción V; 71; 73, segundo párrafo, y las fracciones V, segundo párrafo, VI y 
VII; 73 Bis, sexto y séptimo párrafos, así como los incisos a) y b); 75; 76; 81; 84, penúltimo y último párrafos; 
85 Bis 1; 87, primero, segundo y cuarto párrafos; 88; 89; 90, tercero y último párrafos; 91; 93, primer párrafo; 
94; 96; 99; 101; 102; 106, fracciones XII, XIX, inciso f) y XX; 108, último párrafo; 112, fracción III, inciso d); 117 
Bis; 119; 122 Bis, primer párrafo, la fracción I, el inciso a) y el segundo párrafo del inciso b) de la fracción II; 
133; 134 Bis, primer párrafo; 134 Bis 1, fracción I, incisos e) y f), y 136; se ADICIONAN los artículos 5 Bis 5; 
7 Bis; 7 Bis 1; 7 Bis 2; 7 Bis 3; 8 Bis; 10 Bis; 22 Bis; 23, con un quinto párrafo; 30, con un cuarto, quinto y 
sexto párrafos; 40, con un segundo y tercer párrafos; 42, con las fracciones XI bis y XXIV; un Capítulo IV al 
Título Segundo, denominado "De las instituciones de banca múltiple que tengan vínculos de negocio o 
patrimoniales con personas morales que realicen actividades empresariales", que contiene los artículos 45-O, 
45-P, 45-Q, 45-R y 45-S; 46, fracción XV con segundo párrafo, con las fracciones XXVI bis y XXVII, pasando 
la actual XXVII a ser la XXVIII, y con un tercer párrafo; 46 Bis 1; 46 Bis 2; 46 Bis 3; 46 Bis 4; 46 Bis 5; 46 Bis 
6; 47, con un quinto párrafo; 51, con un tercer párrafo; 60, con un tercer párrafo; 72 Bis; 73, con un tercer 
párrafo, pasando los actuales párrafos tercero y cuarto a ser los párrafos cuarto y quinto, respectivamente; 
73 Bis, con los incisos d) y e); 73 Bis 1, con un inciso d); 90 Bis; 92, con un tercer y un cuarto párrafos; 93, con 
un segundo y tercer párrafos, pasando los actuales párrafos segundo y tercero a ser los párrafos cuarto y 
quinto, respectivamente; 94 Bis; 98 Bis; 100, con un tercer párrafo; 101 Bis; 101 Bis 1; 101 Bis 2; 101 Bis 3; 
101 Bis 4; 101 Bis 5; 106, con una fracción XXI; 106 Bis; 107 Bis; 112, fracción III, con un tercer párrafo; 
115 Bis; 116 Bis 1; 134 Bis 4, y 137 Bis; y se DEROGAN los artículos 42, fracción VIII; 45-I, fracción IV y 106, 
fracciones I, II, VI, IX, XIII, XV, XV Bis, y el inciso a) de la fracción XIX, y penúltimo y último párrafos, de la Ley 
de Instituciones de Crédito, para quedar como sigue: 

Artículo 1o.- La presente Ley es de orden público y observancia general en los Estados Unidos 
Mexicanos y tiene por objeto regular el servicio de banca y crédito, la organización y funcionamiento de las 
instituciones de crédito, las actividades y operaciones que las mismas podrán realizar, su sano y equilibrado 
desarrollo, la protección de los intereses del público y los términos en que el Estado ejercerá la rectoría 
financiera del Sistema Bancario Mexicano. 

Artículo 3o.- El Sistema Bancario Mexicano estará integrado por el Banco de México, las instituciones de 
banca múltiple, las instituciones de banca de desarrollo y los fideicomisos públicos constituidos por el 
Gobierno Federal para el fomento económico que realicen actividades financieras, así como los organismos 
auto regulatorios bancarios. 
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Para efectos de lo dispuesto en el párrafo anterior, se entenderá que realizan actividades financieras los 
fideicomisos públicos para el fomento económico cuyo objeto o finalidad principal sea la realización habitual y 
profesional de operaciones de crédito, incluyendo la asunción de obligaciones por cuenta de terceros. Dichas 
operaciones deberán representar el cincuenta por ciento o más de los activos totales promedio durante el 
ejercicio fiscal inmediato anterior a la fecha de determinación a que se refiere el artículo 134 Bis 4 de esta Ley. 

A todos los fideicomisos públicos para el fomento económico se les podrán otorgar concesiones en los 
mismos términos que a las entidades paraestatales. 

Artículo 5 Bis 1.- Salvo que en las disposiciones específicas se establezca otro plazo, éste no podrá 
exceder de noventa días para que las autoridades administrativas resuelvan lo que corresponda. Transcurrido 
el plazo aplicable, se entenderán las resoluciones en sentido negativo al promovente, a menos que, en las 
disposiciones aplicables, se prevea lo contrario. A petición del interesado, se deberá expedir constancia de tal 
circunstancia, dentro de los dos días hábiles siguientes a la presentación de la solicitud respectiva ante la 
autoridad competente que deba resolver, conforme al Reglamento Interior respectivo. Igual constancia deberá 
expedirse cuando las disposiciones específicas prevean que, transcurrido el plazo aplicable, la resolución 
deba entenderse en sentido positivo. De no expedirse la constancia mencionada dentro del plazo citado, se 
fincará en su caso, la responsabilidad que resulte aplicable. 

... 

... 

... 

... 

... 
Artículo 5 Bis 2.- El plazo a que se refiere el artículo anterior no será aplicable a las promociones donde 

por disposición expresa de esta Ley las autoridades administrativas deban escuchar la opinión de otras 
autoridades, además de aquéllas relacionadas con las autorizaciones relativas a la constitución, fusión, 
escisión y liquidación de instituciones de crédito. En estos casos, no podrá exceder de ciento ochenta días el 
plazo para que las autoridades administrativas resuelvan lo que corresponda, y serán aplicables las demás 
reglas que señala el artículo 5 Bis 1 de esta Ley. 

Artículo 5 Bis 5.- Para efectos de la presente Ley, los plazos fijados en días se entenderán en días 
naturales, salvo que expresamente se señale que se trata de días hábiles. En los casos en que se haga 
referencia a un plazo en días hábiles, si éste vence en un día inhábil, se entenderá concluido el primer día 
hábil siguiente. 

Artículo 7o.- La Comisión Nacional Bancaria y de Valores, previo acuerdo de su Junta de Gobierno, podrá 
autorizar el establecimiento en el territorio nacional de oficinas de representación de entidades financieras del 
exterior. Estas oficinas no podrán realizar en el mercado nacional ninguna actividad de intermediación 
financiera que requiera de autorización por parte del Gobierno Federal y se abstendrán de actuar, 
directamente o a través de interpósita persona, en operaciones de captación de recursos del público, ya sea 
por cuenta propia o ajena. No obstante lo anterior, dichas oficinas podrán proporcionar, a petición de sus 
clientes, información sobre las operaciones que las entidades financieras del exterior que representan 
celebren en su país de origen, en el entendido de que tales oficinas no podrán difundir publicidad o 
propaganda al público en general respecto de operaciones pasivas. 

Las actividades que realicen las oficinas de representación se sujetarán a las reglas que expida la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público, la que, para ello, escuchará la opinión del Banco de México y de la 
Comisión Nacional Bancaria y de Valores. 

La Comisión Nacional Bancaria y de Valores, previo acuerdo de su Junta de Gobierno, podrá declarar la 
revocación de las autorizaciones correspondientes cuando las referidas oficinas no se ajusten a las 
disposiciones a que se refiere este artículo, sin perjuicio de la aplicación de las sanciones establecidas en la 
presente Ley y en los demás ordenamientos legales. 

Las oficinas se sujetarán a la inspección y vigilancia de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, y 
cubrirán las cuotas que por estos conceptos determinen las disposiciones aplicables. 

Artículo 7 Bis.- Los organismos autorregulatorios bancarios tendrán por objeto implementar estándares 
de conducta y operación entre sus agremiados, a fin de contribuir al sano desarrollo de las instituciones de 
crédito. Dichos organismos podrán ser de diverso tipo acorde con las actividades que realicen. 

Tendrán el carácter de organismos autorregulatorios bancarios las asociaciones o sociedades gremiales 
de instituciones de crédito que, a solicitud de aquellas, sean reconocidas con tal carácter por la Comisión 
Nacional Bancaria y de Valores, previo acuerdo de su Junta de Gobierno. 
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Artículo 7 Bis 1.- Los organismos autorregulatorios bancarios podrán, en términos de sus estatutos y 
sujetándose a lo previsto en el artículo 7 Bis 2 de esta Ley, emitir normas relativas a: 

I. Los requisitos de ingreso, exclusión y separación de sus agremiados; 

II. Las políticas y lineamientos que deban seguir sus agremiados en la contratación con la clientela a la 
cual presten sus servicios; 

III. La revelación al público de información distinta o adicional a la que derive de esta Ley; 

IV. Las políticas y lineamientos de conducta tendientes a que sus agremiados y otras personas vinculadas 
a éstos con motivo de un empleo, cargo o comisión en ellos, conozcan y se apeguen a la normativa aplicable, 
así como a los sanos usos y prácticas bancarias; 

V. Los requisitos de calidad técnica, honorabilidad e historial crediticio satisfactorio aplicables al personal 
de sus agremiados; 

VI. La procuración de la eficiencia y transparencia en las actividades bancarias; 

VII. El proceso para la adopción de normas y la verificación de su cumplimiento; 

VIII. Las medidas disciplinarias y correctivas que se aplicarán a sus agremiados en caso de 
incumplimiento, así como el procedimiento para hacerlas efectivas, y 

IX. Los usos y prácticas bancarias. 

Además, las asociaciones o sociedades gremiales de instituciones de crédito que obtengan el 
reconocimiento de organismo autorregulatorio bancario por parte de la Comisión Nacional Bancaria y de 
Valores podrán llevar a cabo certificaciones de capacidad técnica de empleados, funcionarios y directivos de 
las instituciones de crédito, así como de sus apoderados, cuando así lo prevean las normas a que se refiere 
este artículo. 

Los organismos autorregulatorios bancarios deberán llevar a cabo evaluaciones periódicas a sus 
agremiados, sobre el cumplimiento de las normas que expidan dichos organismos para el otorgamiento de las 
certificaciones a que se refiere el párrafo anterior. Cuando de los resultados de dichas evaluaciones puedan 
derivar infracciones administrativas o delitos, a juicio del organismo de que se trate, éste deberá informar de 
ello a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, sin perjuicio de las facultades de supervisión que 
corresponda ejercer a la propia Comisión. Asimismo, dichos organismos deberán llevar un registro de las 
medidas correctivas y disciplinarias que apliquen a las personas certificadas por ellos, el cual estará a 
disposición de la propia Comisión. 

Las normas autorregulatorias que se expidan en términos de lo previsto en este artículo no podrán 
contravenir o exceptuar lo establecido en la presente Ley y demás disposiciones aplicables. 

Artículo 7 Bis 2.- La Comisión Nacional Bancaria y de Valores expedirá disposiciones de carácter general 
en las que establezca los requisitos que deberán cumplir las asociaciones o sociedades gremiales de 
instituciones de crédito para obtener, acorde con su tipo, el reconocimiento de organismo autorregulatorio a 
que se refiere el artículo 7 Bis de esta Ley, así como para regular su funcionamiento. 

Las referidas disposiciones de carácter general preverán requisitos relacionados con la organización y 
funcionamiento interno de las asociaciones y sociedades gremiales que quieran ser reconocidos como 
organismos de autorregulación, a fin de propiciar que sus órganos sociales se integren en forma equitativa, 
por personas con honorabilidad y capacidad técnica, se conduzcan con independencia y cuenten con la 
representativa del gremio para el ejercicio de sus actividades, así como cualquier otro que contribuya a su 
sano desarrollo. 

Artículo 7 Bis 3.- La Comisión Nacional Bancaria y de Valores tendrá facultades para: 

I. Vetar las normas de autorregulación que expidan los organismos autorregulatorios bancarios, cuando la 
propia Comisión considere que éstas puedan afectar el sano y equilibrado desarrollo del sistema financiero, 
en protección de los intereses del público, en cuyo caso tales normas no iniciarán su vigencia o quedarán sin 
efectos; 

II. Ordenar la suspensión, remoción o destitución de los consejeros y directivos de los organismos 
autorregulatorios bancarios, así como imponer veto de tres meses hasta cinco años, a las personas antes 
mencionadas, cuando cometan infracciones graves o reiteradas a esta Ley y demás disposiciones de carácter 
general que emanen de ella, con independencia de las sanciones económicas que correspondan conforme a 
esta u otras leyes, y 

III. Revocar el reconocimiento de organismos autorregulatorios bancarios cuando cometan infracciones 
graves o reiteradas a lo previsto en esta u otras leyes y demás disposiciones de carácter general que emanen 
de las mismas. 
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Para proceder en términos de lo previsto en las fracciones II y III de este artículo, dicha Comisión deberá 
contar con el previo acuerdo de su Junta de Gobierno. Antes de dictar la resolución correspondiente, la 
Comisión deberá escuchar al interesado y al organismo de que se trate. 

Las resoluciones a que se refiere este artículo podrán ser recurridas ante la Comisión Nacional Bancaria y 
de Valores dentro de los quince días hábiles siguientes a la fecha en que se hubieren notificado. La propia 
Comisión, con aprobación de su Junta de Gobierno, podrá revocar, modificar o confirmar la resolución 
recurrida, previa audiencia del afectado. 

Artículo 8o.- Para organizarse y operar como institución de banca múltiple se requiere autorización del 
Gobierno Federal, que compete otorgar discrecionalmente a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, 
previo acuerdo de su Junta de Gobierno y opinión favorable del Banco de México. Por su naturaleza, estas 
autorizaciones serán intransmisibles. 

Dentro de los cinco días hábiles siguientes a la fecha en que la Junta de Gobierno de la Comisión Nacional 
Bancaria y de Valores haya resuelto otorgar la autorización a que se refiere el párrafo anterior, dicha Comisión 
notificará la resolución, así como su opinión favorable respecto del proyecto de estatutos de la sociedad de 
que se trate, a fin de que se realicen los actos tendientes a su constitución o a la transformación de su 
organización y funcionamiento, según corresponda. El promovente, en un plazo de noventa días contado a 
partir de dicha notificación, deberá presentar a la propia Comisión, para su aprobación, el instrumento público 
en que consten los estatutos de la sociedad en términos de esta Ley para posteriormente proceder a su 
inscripción en el Registro Público de Comercio sin que se requiera mandamiento judicial al respecto. 

La autorización que se otorgue conforme a este artículo, quedará sujeta a la condición de que se obtenga 
la autorización para iniciar las operaciones respectivas en términos del artículo 46 Bis de esta Ley, la que 
deberá solicitarse dentro de un plazo de ciento ochenta días contado a partir de la aprobación del instrumento 
público a que se refiere el párrafo anterior. Al efectuarse la citada inscripción del instrumento público, deberá 
hacerse constar que la autorización para organizarse y operar como institución de banca múltiple se 
encuentra sujeta a la condición señalada en este párrafo. 

Las autorizaciones para organizarse y operar como institución de banca múltiple, así como sus 
modificaciones, se publicarán, a costa de la institución de que se trate, en el Diario Oficial de la Federación y 
en dos periódicos de amplia circulación de su domicilio social. 

Artículo 8 Bis.- Sin perjuicio de lo señalado en el artículo anterior, hasta en tanto entre en vigor la 
autorización para organizarse y operar como institución de banca múltiple, la sociedad correspondiente, una 
vez que se haya recibido la notificación mencionada en dicho artículo, podrá celebrar los actos necesarios 
para cumplir con los requisitos establecidos en el artículo 46 Bis de esta Ley para el inicio de operaciones, sin 
que, durante dicho periodo, pueda celebrar ninguna de las operaciones señaladas en el artículo 46 de esta 
Ley, excepto las previstas en su fracción XXIII. Durante el periodo antes referido, la sociedad de que se trate 
estará exceptuada de la aplicación de lo dispuesto en el primer párrafo del artículo 105 de esta Ley. 

La autorización para organizarse y operar como institución de banca múltiple conforme a esta Ley no 
surtirá sus efectos, sin que para ello sea necesaria declaración de autoridad alguna, cuando no se cumpla la 
condición referida. 

Artículo 9o.- ... 
I. a IV. ... 
Los estatutos sociales, así como cualquier modificación a los mismos, deberán ser sometidos a la 

aprobación de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores. Una vez aprobados los estatutos sociales o sus 
reformas, el instrumento público en el que consten deberá inscribirse en el Registro Público de Comercio sin 
que sea preciso mandamiento judicial. 

Artículo 10.- Las solicitudes de autorización para organizarse y operar como institución de banca múltiple 
deberán acompañarse de lo siguiente: 

I. Proyecto de estatutos de la sociedad que deberá considerar el objeto social y señalar expresa e 
individualmente las operaciones que pretenda realizar conforme a lo dispuesto por el artículo 46 de esta Ley, 
así como satisfacer los requisitos que, en términos de la presente Ley y de las demás disposiciones 
aplicables, deban contenerse; 

II. Relación e información de las personas que directa o indirectamente pretendan mantener una 
participación en el capital social de la institución de banca múltiple a constituir, que deberá contener, de 
conformidad con las disposiciones de carácter general que al efecto expida la Comisión Nacional Bancaria y 
de Valores, previo acuerdo de su Junta de Gobierno, lo siguiente: 

a) El monto del capital social que cada una de ellas suscribirá y el origen de los recursos que utilizará para 
tal efecto; 
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b) La situación patrimonial, tratándose de personas físicas, o los estados financieros, tratándose de 
personas morales, en ambos casos de los últimos tres años, y 

c) Aquélla que permita verificar que cuentan con honorabilidad e historial crediticio y de negocios 
satisfactorio. 

III. Relación de los probables consejeros, director general y principales directivos de la sociedad, 
acompañada de la información que acredite que dichas personas cumplen con los requisitos que esta Ley 
establece para dichos cargos. 

IV. Plan general de funcionamiento de la sociedad que comprenda por lo menos: 

a) Las operaciones a realizar de conformidad con el artículo 46 de esta Ley; 

b) Las medidas de seguridad para preservar la integridad de la información; 

c) Los programas de captación de recursos y de otorgamiento de créditos en los que se refleje la 
diversificación de operaciones pasivas y activas de conformidad con la normativa aplicable, así como los 
segmentos del mercado que se atenderán preferentemente; 

d) Las previsiones de cobertura geográfica, en las que se señalen las regiones y plazas en las que se 
pretenda operar; 

e) El estudio de viabilidad financiera de la sociedad; 

f) Las bases para aplicar utilidades, en la inteligencia de que las sociedades a las que se autorice para 
organizarse y operar como instituciones de banca múltiple no podrán repartir dividendos durante sus tres 
primeros ejercicios sociales y que, en ese mismo periodo, deberán aplicar sus utilidades netas a reservas. La 
restricción anterior no será aplicable a las instituciones de banca múltiple que cuenten con un índice de 
capitalización superior en diez puntos porcentuales al requerido conforme a lo dispuesto en el artículo 50 de la 
presente Ley, y 

g) Las bases relativas a su organización, administración y control interno; 

V. Comprobante de depósito en garantía en moneda nacional constituido en institución de crédito o de 
valores gubernamentales por su valor de mercado, a favor de la Tesorería de la Federación, por una cantidad 
igual al diez por ciento del capital mínimo con que deba operar la sociedad conforme a la presente Ley, y 

VI. La demás documentación e información relacionada, que la Comisión Nacional Bancaria y de Valores 
requiera para el efecto. 

La Comisión Nacional Bancaria y de Valores tendrá la facultad de verificar que la solicitud a que se refiere 
el presente artículo cumpla con lo previsto en esta Ley, para lo cual dicha Comisión contará con facultades 
para corroborar la veracidad de la información proporcionada y, en tal virtud, las dependencias y entidades de 
la Administración Pública Federal, así como las demás instancias federales, entregarán la información 
relacionada. Asimismo, la Comisión podrá solicitar a organismos extranjeros con funciones de supervisión o 
regulación similares corroborar la información que al efecto se le proporcione. 

Cuando no se presente el instrumento público en el que consten los estatutos de la sociedad, para su 
aprobación, dentro del plazo de noventa días señalado en el segundo párrafo del artículo 8o. de esta Ley; no 
se obtenga o no se solicite la autorización para iniciar operaciones en términos de los artículos 8o. y 46 Bis de 
esta Ley, respectivamente; la sociedad inicie operaciones distintas a las señaladas en el artículo 8 Bis de esta 
misma Ley sin contar con dicha autorización, o se revoque la autorización para organizarse y operar como 
institución de banca múltiple al amparo de la fracción I del artículo 28 de esta Ley; la Comisión Nacional 
Bancaria y de Valores instruirá a la Tesorería de la Federación para hacer efectiva la garantía por el importe 
original del depósito mencionado en la fracción V de este artículo. 

En los supuestos de que se niegue la autorización, se desista el interesado o la institución de banca 
múltiple de que se trate inicie operaciones en los términos previstos en esta Ley, se devolverá el comprobante 
de depósito a que se refiere la citada fracción V. 

Una vez que se haya hecho la notificación a que se refiere el artículo 8o. de la presente Ley y se haya 
otorgado la aprobación de los estatutos prevista en ese mismo artículo, el inicio de operaciones de la 
institución de banca múltiple deberá sujetarse a lo dispuesto en el artículo 46 Bis de esta Ley. 

Artículo 10 Bis.- Las sociedades ya constituidas que, conforme al artículo 8o. de esta Ley, soliciten 
autorización para organizarse y operar como institución de banca múltiple deberán acompañar a la solicitud 
correspondiente la información y documentación señalada en el artículo 10 de esta Ley, así como el proyecto 
de acuerdo de su órgano de gobierno, que incluya lo relativo a la transformación de su régimen de 
organización y funcionamiento y la consecuente modificación de sus estatutos sociales. 
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En el evento en que la Comisión Nacional Bancaria y de Valores otorgue su autorización en términos del 
artículo 8 de esta Ley a sociedades que, al momento en que dicha autorización entre en vigor, gocen de otra 
autorización para constituirse, organizarse, funcionar y operar, según sea el caso, como entidades financieras 
de otra naturaleza, esa otra autorización quedará sin efectos por ministerio de ley, sin que resulte necesaria la 
emisión de una declaratoria expresa al respecto, por parte de la autoridad que la haya otorgado. 

Artículo 12.- Las acciones serán de igual valor; dentro de cada serie, conferirán a sus tenedores los 
mismos derechos, y deberán pagarse íntegramente en efectivo en el acto de ser suscritas, o bien, en especie 
si, en este último caso, así lo autoriza la Comisión Nacional Bancaria y de Valores considerando la situación 
financiera de la institución y velando por su liquidez y solvencia. Las mencionadas acciones se mantendrán en 
depósito en alguna de las instituciones para el depósito de valores reguladas en la Ley del Mercado de 
Valores, las que en ningún caso se encontrarán obligadas a entregarlas a los titulares. 

...... 

...... 

...... 
Artículo 14.- Las personas que adquieran o transmitan acciones de la serie "O" por más del dos por ciento 

del capital social pagado de una institución de banca múltiple, deberán dar aviso de ello a la Comisión 
Nacional Bancaria y de Valores dentro de los tres días hábiles siguientes a la adquisición o transmisión. 

Artículo 17.- Cualquier persona física o moral podrá, mediante una o varias operaciones simultáneas o 
sucesivas, adquirir acciones de la serie "O" del capital social de una institución de banca múltiple, siempre y 
cuando se sujete a lo dispuesto por este artículo. 

Cuando se pretenda adquirir directa o indirectamente más del cinco por ciento del capital social ordinario 
pagado, o bien, otorgar garantía sobre las acciones que representen dicho porcentaje, se deberá obtener 
previamente la autorización de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, la que podrá otorgarla 
discrecionalmente, para lo cual deberá escuchar la opinión del Banco de México. En estos casos, las 
personas que pretendan realizar la adquisición o afectación mencionada deberán acreditar que cumplen con 
los requisitos establecidos en la fracción II del artículo 10 de esta Ley, así como proporcionar a la propia 
Comisión la información que, para tal efecto y previo acuerdo de su Junta de Gobierno, establezca mediante 
reglas de carácter general buscando preservar el sano desarrollo del sistema bancario. 

En el supuesto de que una persona o un grupo de personas, accionistas o no, pretenda adquirir el veinte 
por ciento o más de las acciones representativas de la serie "O" del capital social de la institución de banca 
múltiple u obtener el control de la propia institución, se deberá solicitar previamente autorización de la 
Comisión Nacional Bancaria y de Valores, la que podrá otorgarla discrecionalmente, previa opinión favorable 
del Banco de México. Para efectos de lo descrito en este artículo, se entenderá por control lo dispuesto en la 
fracción II del artículo 22 Bis de esta Ley. 

Dicha solicitud deberá contener lo siguiente: 

I. Relación o información de la persona o personas que pretenden obtener el control de la institución de 
banca múltiple de que se trate, a la que se deberá acompañar la información que acredite cumplir con los 
requisitos establecidos en la fracción II del artículo 10 de esta Ley, así como aquélla otra prevista en las reglas 
de carácter general señaladas en el segundo párrafo del presente artículo; 

II. Relación de los consejeros y directivos que nombrarían en la institución de banca múltiple de la que 
pretenden adquirir el porcentaje aludido u obtener el control, a la que deberá adjuntarse la información que 
acredite que dichas personas cumplen con los requisitos que esta Ley establece para dichos cargos; 

III. Plan general de funcionamiento de la institución de banca múltiple de que se trate, el cual deberá 
contemplar los aspectos señalados en el artículo 10, fracción IV, de esta Ley, y 

IV. Programa estratégico para la organización, administración y control interno de la institución de que se 
trate. 

La demás documentación conexa que requiera la Comisión Nacional Bancaria y de Valores a efectos de 
evaluar la solicitud correspondiente. 

Artículo 18.- Las instituciones de banca múltiple se abstendrán, en su caso, de efectuar la inscripción en 
el registro a que se refieren los artículos 128 y 129 de la Ley General de Sociedades Mercantiles de las 
transmisiones de acciones que se efectúen en contravención de lo dispuesto por los artículos 13, 17, 45-G y 
45-H de esta ley, y deberán informar tal circunstancia a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, dentro de 
los cinco días hábiles siguientes a la fecha en que tengan conocimiento de ello. 

La abstención referida en el párrafo anterior no dará lugar a la responsabilidad a que se refiere el artículo 
129 de la Ley General de Sociedades Mercantiles. 
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Las adquisiciones de acciones y demás actos jurídicos para obtener el control de una institución de banca 
múltiple, que se realicen en contravención a lo dispuesto por los artículos 17, 45-G y 45-H de esta Ley, 
estarán afectos de nulidad y no surtirán efectos hasta que se acredite que se ha obtenido la autorización que 
corresponda, de modo que las personas que las hubieren adquirido o los hayan celebrado no podrán ejercer 
los derechos corporativos y patrimoniales respectivos. Una vez obtenidas las autorizaciones correspondientes, 
las adquisiciones y actos antes referidos serán convalidados. 

Artículo 19.- El capital mínimo suscrito y pagado para las instituciones de banca múltiple que tengan 
expresamente contempladas en sus estatutos sociales todas las operaciones previstas en el artículo 46 de 
esta Ley será el equivalente en moneda nacional al valor de noventa millones de Unidades de Inversión. La 
Comisión Nacional Bancaria y de Valores, previo acuerdo de su Junta de Gobierno, determinará mediante 
disposiciones de carácter general el importe del capital mínimo con que deberán contar las instituciones de 
banca múltiple, en función de las operaciones que tengan expresamente contempladas en sus estatutos 
sociales, la infraestructura necesaria para su desarrollo, los mercados en que pretendan participar y los 
riesgos que conlleve, entre otros. 

En ningún caso el capital mínimo suscrito y pagado aplicable a una institución de banca múltiple podrá ser 
inferior al equivalente al cuarenta por ciento del capital mínimo previsto para las instituciones que realicen 
todas las operaciones previstas en el artículo 46 de esta Ley. 

El monto del capital mínimo con el que deberán contar las instituciones tendrá que estar suscrito y pagado 
a más tardar el último día hábil del año de que se trate. Al efecto, se considerará el valor de las Unidades de 
Inversión correspondientes al 31 de diciembre del año inmediato anterior. 

El capital mínimo deberá estar íntegramente pagado. Cuando el capital social exceda del mínimo, deberá 
estar pagado, por lo menos, en un cincuenta por ciento, siempre que este porcentaje no sea inferior al mínimo 
establecido. 

Cuando una institución de banca múltiple anuncie su capital social, deberá al mismo tiempo anunciar su 
capital pagado. 

Las instituciones de banca múltiple sólo estarán obligadas a constituir las reservas de capital previstas en 
la presente Ley y en las disposiciones administrativas expedidas con base en la misma para procurar la 
solvencia de las instituciones, proteger al sistema de pagos y al público ahorrador. 

Para cumplir con el capital mínimo, las instituciones, en función de las operaciones que tengan 
expresamente contempladas en sus estatutos sociales, podrán considerar el capital neto con que cuenten 
conforme a lo dispuesto en el artículo 50 de esta Ley. El capital neto en ningún momento podrá ser inferior al 
capital mínimo que les resulte aplicable conforme a lo establecido en el primer párrafo del presente artículo. 

La Comisión Nacional Bancaria y de Valores establecerá los casos y condiciones en que las instituciones 
de banca múltiple podrán adquirir transitoriamente las acciones representativas de su propio capital, sin 
perjuicio de los casos aplicables conforme a la Ley del Mercado de Valores, y procurando el sano desarrollo 
del sistema bancario y no afectar la liquidez de las instituciones. 

Artículo 22.- El consejo de administración de las instituciones de banca múltiple estará integrado por un 
mínimo de cinco y un máximo de quince consejeros propietarios, de los cuales los que integren cuando menos 
el veinticinco por ciento deberán ser independientes. Por cada consejero propietario se podrá designar a un 
suplente, en el entendido de que los consejeros suplentes de los consejeros independientes deberán tener 
este mismo carácter. 

Por consejero independiente deberá entenderse a la persona que sea ajena a la administración de la 
institución de banca múltiple respectiva, y que reúna los requisitos y condiciones que determine la Comisión 
Nacional Bancaria y de Valores, mediante disposiciones de carácter general, en las que igualmente se 
establecerán los supuestos bajo los cuales se considerará que un consejero deja de ser independiente para 
los efectos de este artículo. 

En ningún caso podrán ser consejeros independientes: 
I. Empleados o directivos de la institución; 
II. Personas que se encuentren en alguno de los supuestos previstos en el artículo 73 de esta Ley, o 

tengan poder de mando; 
III. Socios o personas que ocupen un empleo, cargo o comisión en sociedades o asociaciones importantes 

que presten servicios a la institución o a las empresas que pertenezcan al mismo grupo empresarial del cual 
forme parte ésta. 

Se considera que una sociedad o asociación es importante cuando los ingresos que recibe por la 
prestación de servicios a la institución o al mismo grupo empresarial del cual forme parte ésta, representan 
más del cinco por ciento de los ingresos totales de la sociedad o asociación de que se trate; 
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IV. Clientes, proveedores, prestadores de servicios, deudores, acreedores, socios, consejeros o 
empleados de una sociedad que sea cliente, proveedor, prestador de servicios, deudor o acreedor importante 
de la institución. 

Se considera que un cliente, proveedor o prestador de servicios es importante cuando los servicios que le 
preste la institución o las ventas que aquél le haga a ésta representen más del diez por ciento de los servicios 
o ventas totales del cliente, del proveedor o del prestador de servicios, respectivamente. Asimismo, se 
considera que un deudor o acreedor es importante cuando el importe de la operación respectiva sea mayor al 
quince por ciento de los activos de la institución o de su contraparte; 

V. Empleados de una fundación, asociación o sociedad civiles que reciban donativos importantes de la 
institución. 

Se consideran donativos importantes a aquéllos que representen más del quince por ciento del total de 
donativos recibidos por la fundación, asociación o sociedad civiles de que se trate; 

VI. Directores generales o directivos de alto nivel de una sociedad en cuyo consejo de administración 
participe el director general o un directivo de alto nivel de la institución; 

VII. Directores generales o empleados de las empresas que pertenezcan al grupo financiero al que 
pertenezca la propia institución; 

VIII. Cónyuges, concubinas o concubinarios, así como los parientes por consanguinidad, afinidad o civil 
hasta el primer grado, de alguna de las personas mencionadas en las fracciones III a VII anteriores, o bien, 
hasta el tercer grado de alguna de las señaladas en las fracciones I, II, IX y X de este artículo; 

IX. Directores o empleados de empresas en las que los accionistas de la institución ejerzan el control; 
X. Quienes tengan conflictos de interés o estén supeditados a intereses personales, patrimoniales o 

económicos de cualquiera de las personas que mantengan el control de la institución o del consorcio o grupo 
empresarial al que pertenezca la institución, o el poder de mando en cualquiera de éstos, y 

XI. Quienes hayan estado comprendidos en alguno de los supuestos anteriores, durante el año anterior al 
momento en que se pretenda hacer su designación. 

El consejo deberá reunirse por lo menos trimestralmente, y en forma extraordinaria, cuando sea 
convocado por su presidente o por los consejeros que representen, al menos, el veinticinco por ciento del total 
de miembros del consejo o por cualquiera de los comisarios de la institución. Para la celebración de las 
sesiones ordinarias y extraordinarias del consejo de administración, se deberá contar con la asistencia de los 
consejeros que representen, cuando menos, el cincuenta y uno por ciento de todos los miembros del consejo, 
de los cuales por lo menos uno deberá ser consejero independiente. 

Los accionistas que representen, cuando menos, un diez por ciento del capital pagado ordinario de la 
institución tendrán derecho a designar un consejero. Únicamente podrá revocarse el nombramiento de los 
consejeros de minoría, cuando se revoque el de todos los demás. 

El Presidente del consejo tendrá voto de calidad en caso de empate. 
Artículo 22 Bis.- Para efectos del artículo 22 de esta Ley, se entenderá por: 
I. Consorcio, el conjunto de personas morales vinculadas entre sí por una o más personas físicas que 

integrando un grupo de personas, tengan el control de las primeras; 
II. Control, a la capacidad de imponer, directa o indirectamente, decisiones en las asambleas generales de 

accionistas de la institución; el mantener la titularidad de derechos que permitan, directa o indirectamente, 
ejercer el voto respecto de más del cincuenta por ciento del capital social de la institución, dirigir, directa o 
indirectamente, la administración, la estrategia o las principales políticas de la institución, ya sea a través de la 
propiedad de valores o por cualquier otro acto jurídico; 

III. Directivo relevante, el director general de las instituciones de crédito, así como las personas físicas que, 
ocupando un empleo, cargo o comisión en aquéllas o en las personas morales que controlen dichas 
instituciones o que la controlen, adopten decisiones que trasciendan de forma significativa en la situación 
administrativa, financiera, operacional o jurídica de la propia institución o del grupo empresarial al que ésta 
pertenezca, sin que queden comprendidos dentro de esta definición los consejeros de dichas instituciones de 
crédito; 

IV. Grupo de personas, las personas que tengan acuerdos, de cualquier naturaleza, para tomar decisiones 
en un mismo sentido. Se presume, salvo prueba en contrario, que constituyen un grupo de personas: 

a) Las personas que tengan parentesco por consanguinidad, afinidad o civil hasta el cuarto grado, los 
cónyuges, la concubina y el concubinario. 

b) Las sociedades que formen parte de un mismo consorcio o grupo empresarial y la persona o conjunto 
de personas que tengan el control de dichas sociedades. 
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V. Grupo empresarial, el conjunto de personas morales organizadas bajo esquemas de participación 
directa o indirecta del capital social, en las que una misma sociedad mantiene el control de dichas personas 
morales. Asimismo, se considerarán como grupo empresarial a los grupos financieros constituidos conforme a 
la Ley para Regular las Agrupaciones Financieras, y 

VI. Poder de mando, la capacidad de hecho de influir de manera decisiva en los acuerdos adoptados en 
las asambleas de accionistas o sesiones del consejo de administración o en la gestión, conducción y 
ejecución de los negocios de la institución de banca múltiple de que se trate o de las personas morales que 
ésta controle. Se presume que tienen poder de mando en una institución de banca múltiple, salvo prueba en 
contrario, las personas que se ubiquen en cualquiera de los supuestos siguientes: 

a) Los accionistas que tengan el control de la administración. 

b) Los individuos que tengan vínculos con la institución de banca múltiple o las personas morales que 
integran el grupo empresarial o consorcio al que aquella pertenezca, a través de cargos vitalicios, honoríficos 
o con cualquier otro título análogo o semejante a los anteriores. 

c) Las personas que hayan transmitido el control de la institución de banca múltiple bajo cualquier título y 
de manera gratuita o a un valor inferior al de mercado o contable, en favor de individuos con los que tengan 
parentesco por consanguinidad, afinidad o civil hasta el cuarto grado, el cónyuge, la concubina o el 
concubinario. 

d) Quienes instruyan a consejeros o directivos relevantes de la institución de banca múltiple, la toma de 
decisiones o la ejecución de operaciones en la propia institución o en las personas morales que ésta controle. 

Artículo 23.- ... 

…… 

…… 

I. ... 

II. El cónyuge, concubina o concubinario de cualquiera de las personas a que se refiere la fracción 
anterior. Las personas que tengan parentesco por consanguinidad o afinidad hasta el segundo grado, o civil, 
con más de dos consejeros; 

III. a VI. ... 

VII. Quienes realicen funciones de regulación y supervisión de las instituciones de crédito, salvo que exista 
participación del Gobierno Federal o del Instituto para la Protección al Ahorro Bancario en el capital de las 
mismas, o reciban apoyos de este último, y 

VIII. Quienes participen en el consejo de administración de otra institución de banca múltiple o de una 
sociedad controladora de un grupo financiero al que pertenezca una institución de banca múltiple. 

…… 

La persona que vaya a ser designada como consejero de una institución de banca múltiple y sea consejero 
de otra entidad financiera deberá revelar dicha circunstancia a la asamblea de accionistas de dicha institución 
para el acto de su designación. 

Artículo 24.- ... 

I. a IV. ... 

Los comisarios de las instituciones deberán contar con calidad técnica, honorabilidad e historial crediticio 
satisfactorio en términos de las disposiciones a que se refiere la fracción II del artículo 10 de esta Ley, así 
como con amplios conocimientos y experiencia en materia financiera, contable, legal o administrativa y, 
además, deberán cumplir con el requisito establecido en la fracción I del presente artículo. 

Artículo 25.- ... 

...... 

...... 

Las resoluciones a que se refiere este artículo podrán ser recurridas ante la Comisión Nacional Bancaria y 
de Valores dentro de los quince días hábiles siguientes a la fecha en que se hubieren notificado. La propia 
Comisión, con aprobación de su Junta de Gobierno, podrá revocar, modificar o confirmar la resolución 
recurrida, previa audiencia de las partes. 
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Artículo 27.- Para la fusión de dos o más instituciones de banca múltiple, o de cualquier sociedad o 
entidad financiera con una institución de banca múltiple, se requerirá autorización previa de la Comisión 
Nacional Bancaria y de Valores, con aprobación de su Junta de Gobierno, previa opinión de la Comisión 
Federal de Competencia y opinión favorable del Banco de México, en el ámbito de sus respectivas 
atribuciones, y se efectuará de acuerdo con las bases siguientes: 

I. Las sociedades respectivas presentarán a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores los proyectos de 
los acuerdos de las asambleas de accionistas relativos a la fusión, del convenio de fusión, y de las 
modificaciones que correspondería realizar a los estatutos de las propias sociedades y al convenio de 
responsabilidades a que se refiere la Ley para Regular las Agrupaciones Financieras; el plan de fusión de 
dichas sociedades, con indicación de las etapas en que deberá llevarse a cabo; los estados contables que 
presenten la situación de las sociedades y que servirán de base para la asamblea que autorice la fusión; los 
estados financieros proyectados de la sociedad resultante de la fusión y la información a que se refieren las 
fracciones I, II, III y IV del artículo 10 de esta Ley, así como la demás documentación e información 
relacionada que la Comisión Nacional Bancaria y de Valores requiera para el efecto; 

II. La autorización a que se refiere este artículo, así como el instrumento público en el que consten los 
acuerdos y el convenio de fusión, se inscribirán en el Registro Público de Comercio. 

La institución de banca múltiple que subsista quedará obligada a continuar con los trámites de la fusión y 
asumirá las obligaciones de la fusionada desde el momento en que la fusión haya sido acordada, siempre y 
cuando dicho acto haya sido autorizado en los términos del presente artículo. 

La fusión surtirá efectos frente a terceros cuando se hayan inscrito la autorización y el instrumento público 
en el que consten los acuerdos de fusión ante el Registro Público de Comercio; 

III. Una vez hecha la inscripción a que se refiere la fracción II de este artículo, los acuerdos de fusión 
adoptados por las respectivas asambleas de accionistas se publicarán en el Diario Oficial de la Federación y 
en dos periódicos de amplia circulación en la plaza en que tengan su domicilio las sociedades; 

IV. La autorización que otorgue la Comisión Nacional Bancaria y de Valores para la fusión de una 
institución de banca múltiple como fusionada, dejará sin efectos la autorización otorgada a ésta para 
organizarse y operar como tal, sin que, para ello, resulte necesaria la emisión de una declaratoria expresa por 
parte de la autoridad que la haya otorgado, y 

V. Durante los noventa días siguientes a partir de la fecha de la publicación a que se refiere la fracción IV 
de este artículo, los acreedores de cualquiera de las sociedades, incluso de las demás entidades financieras 
del o de los grupos financieros a los que pertenezcan las sociedades objeto de la fusión, podrán oponerse 
judicialmente a la misma, con el único objeto de obtener el pago de sus créditos, sin que esta oposición 
suspenda la fusión. 

La fusión de una institución de banca múltiple que pertenezca a un grupo financiero, sea como fusionante 
o fusionada, se sujetará a lo dispuesto por este artículo y no le será aplicable lo previsto en el artículo 10 de la 
Ley para Regular las Agrupaciones Financieras. 

Artículo 27 Bis.- Para la escisión de una institución de banca múltiple, se requerirá autorización previa de 
la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, con aprobación de su Junta de Gobierno y después de escuchar 
la opinión del Banco de México. 

La sociedad escindente presentará a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores el proyecto de acta que 
contenga los acuerdos de su asamblea general extraordinaria de accionistas relativos a su escisión, proyecto 
de reformas estatutarias de la sociedad escindente, proyecto de estatutos sociales de la sociedad escindida, 
estados contables que presenten la situación de la sociedad escindente y que servirán de base para la 
asamblea que autorice la escisión, estados financieros proyectados de las sociedades que resulten de la 
escisión y la demás documentación conexa que requiera la Comisión Nacional Bancaria y de Valores a efecto 
de evaluar la solicitud respectiva y cumplir con sus funciones de supervisión y regulación en el ámbito de su 
competencia. 

La autorización a que se refiere este artículo y los acuerdos de la asamblea de accionistas relativos a la 
escisión y la escritura constitutiva de la escindida se inscribirán en el Registro Público de Comercio. A partir de 
la fecha en que se inscriban surtirá efectos la escisión. 

Una vez hecha la inscripción anterior, los acuerdos de escisión adoptados por la asamblea de accionistas 
de la sociedad escindente se publicarán en el Diario Oficial de la Federación y en dos periódicos de amplia 
circulación en la plaza en que tenga su domicilio social la escindente. 

Durante los noventa días naturales siguientes a partir de la fecha de publicación a que se refiere la 
fracción anterior, los acreedores de la sociedad escindente podrán oponerse judicialmente a la misma, con el 
objeto de obtener el pago de sus créditos, sin que esta oposición suspenda la escisión. 
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La sociedad escindida no se entenderá autorizada para organizarse y operar como institución de banca 
múltiple y la sociedad escindente que subsista conservará la autorización que se le haya otorgado para 
esos efectos. 

Con motivo de la escisión, a la sociedad escindida sólo se le transmitirán operaciones activas, pasivas y 
fideicomisos, mandatos o comisiones de la institución de banca múltiple escindente, en los casos en que lo 
autorice la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, cuando considere que no se afectan adversamente los 
intereses de las contrapartes de las instituciones en las operaciones respectivas y no exista oposición de 
acreedores. Los fideicomisos, mandatos o comisiones, sólo podrán transmitirse cuando el causahabiente final 
sea una entidad financiera autorizada para llevar a cabo este tipo de actividades. 

En el evento de que la escisión produzca la extinción de la institución de banca múltiple escindente, la 
autorización otorgada para organizarse y operar como tal quedará sin efectos, sin que resulte necesaria 
la emisión de una declaratoria expresa al respecto. 

Artículo 27 Bis 1.- El Instituto para la Protección al Ahorro Bancario podrá organizar y operar instituciones 
de banca múltiple, exclusivamente con el objeto de celebrar operaciones de transferencia de activos y pasivos 
de las instituciones de crédito en liquidación en términos de lo previsto en el artículo 122 Bis 29 de esta Ley. 
Las instituciones organizadas y operadas en términos de este artículo, podrán prestar el servicio de banca y 
crédito a que se refiere el artículo 2 de la presente Ley a partir de su constitución, sin requerir de la 
autorización expresa de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores. Para tales efectos, la citada Comisión 
emitirá la constancia correspondiente, a solicitud del Instituto para la Protección al Ahorro Bancario, siempre 
que la Junta de Gobierno de este último haya determinado en el método de resolución correspondiente a la 
respectiva institución de crédito en liquidación, la transferencia de activos y pasivos en términos del artículo 
122 Bis 29 de esta Ley. El Instituto para la Protección al Ahorro Bancario deberá publicar la citada constancia 
en el Diario Oficial de la Federación y en dos periódicos de amplia circulación nacional. 

... 

... 

... 

... 

Artículo 27 Bis 3.- ... 

I. Transmitir las acciones representativas del capital social de la institución de que se trate a otra institución 
de banca múltiple autorizada, en cuyo caso deberán fusionarse ambas sociedades previa autorización de la 
Comisión Nacional Bancaria y de Valores en los términos del artículo 27 de esta Ley, o 

II. ... 

... 

Artículo 28.- La Comisión Nacional Bancaria y de Valores, con aprobación de su Junta de Gobierno, 
después de escuchar a la institución de banca múltiple afectada, así como la opinión del Banco de México y 
del Instituto para la Protección al Ahorro Bancario, podrá declarar la revocación de la autorización que le haya 
otorgado a aquélla para organizarse y operar con tal carácter, en los casos siguientes: 

I. Si no inicia sus operaciones dentro del plazo de treinta días a partir de la fecha en que se notifique la 
autorización a que se refiere el artículo 46 Bis de esta Ley; 

II. Si la asamblea general de accionistas de la institución de banca múltiple de que se trate, mediante 
decisión adoptada en sesión extraordinaria, resuelve solicitarla. En aquellos casos en que la institución solicite 
además que la liquidación se lleve de conformidad con lo previsto en el Apartado C de la Sección Segunda del 
Capítulo II del Título Sexto de esta Ley, la Comisión Nacional Bancaria y de Valores escuchará la opinión del 
Instituto para la Protección al Ahorro Bancario al respecto; 

III. a V. ... 

VI. ... 

a) y b) ... 

Lo previsto en la presente fracción no será aplicable cuando la institución de que se trate demuestre ante 
la Comisión Nacional Bancaria y de Valores que cuenta con los recursos líquidos necesarios para hacer frente 
a las obligaciones de pago que correspondan, o bien, cuando la obligación de pago respectiva se encuentre 
sujeta a controversia judicial, a un procedimiento arbitral o a un procedimiento de conciliación ante la 
autoridad competente. 
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Las cámaras de compensación, las contrapartes centrales, las instituciones para el depósito de valores, el 
Banco de México, así como cualquier acreedor de la institución, podrán informar a la Comisión Nacional 
Bancaria y de Valores cuando la institución se ubique en alguno de los supuestos a que se refiere 
esta fracción. 

La declaración de revocación se publicará en el Diario Oficial de la Federación y en dos periódicos de 
amplia circulación en el país, se inscribirá en el Registro Público de Comercio y pondrá en estado 
de disolución y liquidación a la sociedad, sin necesidad del acuerdo de la asamblea de accionistas, conforme 
a lo previsto en la Sección Segunda del Capítulo II del Título Sexto de esta Ley. La Comisión Nacional 
Bancaria y de Valores deberá hacer del conocimiento del Instituto para la Protección al Ahorro Bancario la 
declaración de revocación. 

Artículo 29 Bis.- Cuando la Comisión Nacional Bancaria y de Valores tenga conocimiento de que una 
institución de banca múltiple ha incurrido en alguno de los supuestos previstos en el artículo 28 de esta Ley, le 
notificará dicha situación para que, en un plazo de quince días hábiles contados a partir de la fecha en que 
surta efectos la notificación respectiva, la propia institución manifieste por escrito lo que a su derecho 
convenga y presente los elementos que, a su juicio, acrediten que se han subsanado los hechos u omisiones 
señalados en la notificación, o bien, para que formule la solicitud a que se refiere el artículo 29 Bis 2 
de esta Ley. 

... 
Artículo 29 Bis 2.- Respecto de aquella institución que incurra en la causal de revocación a que se refiere 

la fracción V del artículo 28 de la presente Ley, la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, una vez que haya 
escuchado la opinión del Banco de México y del Instituto para la Protección al Ahorro Bancario, podrá 
abstenerse de revocar la autorización respectiva, con el propósito de que dicha institución continúe operando 
en términos de lo previsto en la presente Sección. 

Lo dispuesto en el párrafo anterior procederá siempre y cuando la institución de que se trate, previa 
aprobación de su asamblea de accionistas celebrada de conformidad con lo dispuesto por el artículo 29 Bis 1 
de esta Ley, lo solicite por escrito a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, y acredite ante ésta, dentro 
del plazo a que se refiere el artículo 29 Bis de este mismo ordenamiento, la ejecución de los siguientes actos 
aprobados por dicha asamblea: 

I. a II. ... 
... 
... 
... 
Artículo 29 Bis 4.- ... 
I. a IV. ... 
V. ... 
a) a b) ... 
c) La institución de banca múltiple respectiva incurra en alguno de los supuestos previstos en las 

fracciones IV y VI del artículo 28 de esta Ley, en cuyo caso la Comisión Nacional Bancaria y de Valores 
procederá conforme a lo dispuesto por el artículo 29 Bis de esta Ley, con el fin de que dicha institución 
manifieste lo que a su derecho convenga y presente los elementos que, a su juicio, acrediten que se han 
subsanado los hechos u omisiones señalados en la notificación respectiva; 

VI. a VIII. ... 
... 
... 
Artículo 29 Bis 5.- ... 
La Comisión Nacional Bancaria y de Valores deberá proceder a declarar la revocación de la autorización 

para organizarse y operar como institución de banca múltiple, cuando tenga conocimiento de que la institución 
de que se trate hubiere incurrido en cualquiera de los supuestos a que se refieren los incisos a), b) y c) de la 
fracción V del artículo anterior, salvo que la propia Comisión, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, el 
Banco de México o el Instituto para la Protección al Ahorro Bancario soliciten que se convoque a sesión del 
Comité de Estabilidad Financiera a que se refiere la Sección Quinta del presente Capítulo, en cuyo caso se 
estará a lo dispuesto por el artículo 29 Bis 12 de la presente Ley. 

... 
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Asimismo, en caso de que se actualice el supuesto previsto en el inciso c) de la fracción VII del artículo 
29 Bis 4 de esta Ley, la Comisión Nacional Bancaria y de Valores procederá a declarar la revocación de la 
autorización señalada en ese mismo precepto. 

Artículo 29 Bis 12.- ... 
Cuando el Comité de Estabilidad Financiera determine que una institución no se ubica en alguno de los 

supuestos previstos en el artículo 29 Bis 6 de esta Ley, la Comisión Nacional Bancaria y de Valores revocará 
la autorización para organizarse y operar como institución de banca múltiple y el Instituto para la Protección al 
Ahorro Bancario procederá en términos de lo dispuesto por la Sección Segunda del Capítulo II del Título Sexto 
de esta Ley. 

Artículo 30.- ... 
... 
... 
Las instituciones de banca de desarrollo, en las contrataciones de servicios que requieran para realizar las 

operaciones y servicios previstos en los artículos 46 y 47 de esta Ley, no estarán sujetas a la Ley de 
Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público. 

Las contrataciones que realicen las instituciones de banca de desarrollo relativas al gasto asociado con 
materiales y suministros, servicios generales, e inversión física en bienes muebles e inmuebles, conforme al 
artículo 30 del Reglamento de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, se sujetarán a lo 
dispuesto en la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público. 

Para efectos de lo dispuesto en los párrafos anteriores la Secretaría de Hacienda y Crédito Público estará 
facultada para emitir lineamientos generales conforme a lo dispuesto en el presente artículo, así como 
resolver consultas sobre contrataciones específicas privilegiando en todo momento la eficiencia, eficacia y 
debida oportunidad en los servicios que presta la banca de desarrollo. 

... 
Artículo 40.- ... 
El consejo directivo deberá contar con un comité de auditoría, que tendrá carácter consultivo. La Comisión 

Nacional Bancaria y de Valores establecerá, mediante disposiciones de carácter general, las atribuciones que, 
como mínimo, deberá ejercer dicho comité de auditoría, así como la forma en que el propio comité deberá 
quedar integrado, la periodicidad de sus sesiones y la oportunidad y suficiencia de la información que deba 
considerar. 

El comité de auditoría podrá someter directamente a la consideración del consejo directivo los proyectos, 
programas y demás asuntos relacionados con las facultades a que se refiere el párrafo anterior, y deberá 
comunicarle las diferencias de opinión que existieran entre la administración de la institución de banca de 
desarrollo de que se trate y el propio comité de auditoría. 

Artículo 41.- La Secretaría de Hacienda y Crédito Público fijará las bases de carácter general para 
establecer la remuneración que corresponda a los consejeros externos con carácter de independientes y 
comisarios de las instituciones de banca de desarrollo que sean designados por los titulares de los certificados 
de aportación patrimonial de la serie "B". 

Las instituciones de banca de desarrollo contarán con un comité de recursos humanos y desarrollo 
institucional. Sin perjuicio de las demás atribuciones que correspondan a dicho comité, éste recomendará al 
consejo directivo el monto de la remuneración que corresponda a los consejeros externos con carácter de 
independientes y comisarios antes referidos, de conformidad con lo establecido en el primer párrafo de este 
artículo. También propondrá las remuneraciones a los expertos que participen en los comités de apoyo 
constituidos por el consejo. 

Las designaciones de consejeros en las instituciones de banca de desarrollo se realizarán de conformidad 
con sus respectivas leyes orgánicas, así como con lo previsto en el presente artículo. 

Los consejeros externos con carácter de independientes deberán observar los requisitos a que se refiere 
el artículo 22, así como lo dispuesto en el artículo 23 segundo párrafo y fracciones II a VI, ambos de esta Ley. 

Los consejeros externos con carácter de independientes no tendrán suplentes y prestarán sus servicios 
por un período de cuatro años. Los períodos de dichos consejeros serán escalonados y se sucederán cada 
año. Las personas que funjan como tales podrán ser designadas con ese carácter más de una vez. 

La vacante que se produzca de algún consejero externo con carácter de independiente será cubierta por el 
nuevo miembro que se designe para integrar el consejo directivo y durará con tal carácter sólo por el tiempo 
que faltare desempeñar al sustituido. 
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Al tomar posesión del cargo, cada consejero deberá suscribir un documento elaborado por la institución de 
banca de desarrollo de que se trate, en donde declare bajo protesta de decir verdad que no tiene impedimento 
alguno para desempeñarse como consejero en dicha institución, y en donde acepte los derechos y 
obligaciones derivados de tal cargo. 

Artículo 42.- ... 

... 

... 

I. Nombrar y remover, a propuesta del director general, a los servidores públicos de la institución que 
ocupen cargos con las dos jerarquías administrativas inferiores a la de aquél, y a los demás que señale el 
reglamento orgánico, así como concederles licencias; 

II. ... 

III. Aprobar el establecimiento, reubicación y clausura de sucursales, agencias y oficinas en el país y en el 
extranjero; 

IV. a V. ... 

VI. Aprobar los estados financieros de la institución para proceder a su publicación. Los estados 
financieros anuales se aprobarán previo dictamen de los comisarios y deberán estar suscritos por el director 
general, el responsable de la contabilidad de la institución y el responsable de las funciones de auditoría 
interna, conforme a su competencia, previo a su aprobación; 

VII. a VII bis. ... 

VIII. Se deroga. 

VIII bis. a IX bis. ... 

X. Aprobar los programas anuales de adquisición, arrendamiento y enajenación de bienes muebles e 
inmuebles, de realización de obras y prestación de servicios, que la institución requiera, así como las políticas 
y bases generales que regulen los convenios, contratos o acuerdos que deba celebrar la institución con 
terceros, en estas materias, de conformidad con las normas aplicables y sin que dichos programas, políticas y 
bases relativos a sus sucursales sean objeto del ejercicio de las atribuciones a que se refiere el artículo 37, 
fracciones XX y XXIII, de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal en materia de arrendamiento 
de bienes inmuebles; 

XI. Proponer a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público las modificaciones al reglamento orgánico; 

XI bis. Aprobar la cesión de activos y pasivos; 

XII. a XV. ... 

XVI. Aprobar las inversiones en el capital de las empresas a que se refieren los artículos 75, 88 y 89 de 
esta Ley, así como su enajenación; 

XVII. ... 

XVIII. Aprobar la estructura orgánica, niveles de empleo, las bases para la elaboración de tabuladores de 
sueldos, política salarial y para el otorgamiento de incentivos; políticas de ascensos, promociones y 
jubilaciones; lineamientos de selección, reclutamiento y capacitación; criterios de separación; indicadores de 
evaluación de desempeño para la determinación de compensaciones y demás prestaciones económicas y de 
seguridad social establecidas en beneficio de los servidores públicos que laboren en la sociedad, así como las 
condiciones generales de trabajo de la institución, a propuesta del director general, y tomando en cuenta la 
opinión del sindicato correspondiente, de conformidad con el artículo 18 de la Ley Reglamentaria de la 
Fracción XIII Bis del Apartado B del Artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
y la remuneración de los consejeros y comisarios designados por los titulares de los certificados de aportación 
patrimonial de la serie "B", por recomendación del comité de recursos humanos y desarrollo institucional, 
como excepción a lo dispuesto por los artículos 31, fracción XXIV, y 37, fracciones VIII, XVIII y XVIII bis, de la 
Ley Orgánica de la Administración Pública Federal; 

XIX. a XXI. ... 

XXII. Autorizar el programa de financiamiento acorde con las metas que, para la institución de banca de 
desarrollo de que se trate, fije al efecto la Secretaría de Hacienda y Crédito Público; 

XXIII. Conocer y, en su caso, aprobar los informes que le presente el comité de administración integral de 
riesgos, así como los límites prudenciales de riesgos que al efecto le proponga éste, y 
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XXIV. Analizar y aprobar, en su caso, los asuntos que someta a su consideración el comité de auditoría y 
dictar las medidas aplicables o procedentes en materia de control interno. 

En los supuestos establecidos en las fracciones III, VII, IX y XV de este artículo se requerirá de la 
autorización expresa de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público. 

... 
Artículo 43.- El director general, dentro de sus funciones administrativas, someterá a la consideración del 

consejo directivo los proyectos y programas relacionados con las facultades que al propio consejo confiere el 
artículo anterior. 

Además de las señaladas en esta y otras leyes, es facultad del director general la de designar y remover 
delegados fiduciarios. 

El director general será designado por el Ejecutivo Federal, a través del Secretario de Hacienda y Crédito 
Público, y tal nombramiento deberá recaer en la persona que reúna los requisitos señalados en el artículo 24 
de esta Ley. 

Los mismos requisitos deberán reunir los servidores públicos de la institución que ocupen cargos con las 
dos jerarquías administrativas inferiores a la del director general y los que para estos efectos determine el 
reglamento orgánico. Su designación se hará con base en los méritos obtenidos y con sujeción a lo dispuesto 
por el citado artículo 24. Cuando a criterio de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, los servidores 
públicos que ocupen cargos con las dos jerarquías administrativas inferiores no realicen funciones de carácter 
sustantivo, los podrá eximir de los requisitos contenidos en la fracción II del artículo 24 de esta Ley. 

La Comisión Nacional Bancaria y de Valores, con acuerdo de su Junta de Gobierno y después de 
escuchar al interesado, podrá determinar que se proceda a la remoción o suspensión de los delegados 
fiduciarios y servidores públicos que puedan obligar con su firma a la institución, con excepción del director 
general, cuando considere que tales personas no cuentan con la suficiente calidad técnica o moral para el 
desempeño de sus funciones o que en el desempeño de éstas no se hayan ajustado a las disposiciones 
legales y administrativas aplicables. Las resoluciones de remoción o suspensión podrán ser recurridas ante la 
Comisión Nacional Bancaria y de Valores, la cual resolverá a través de su Junta de Gobierno dentro de los 
quince días hábiles que sigan a la fecha en que la misma se hubiere notificado. La propia Comisión podrá 
recomendar al Ejecutivo Federal, a través de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, la remoción del 
director general de la institución, cuando considere que éste, en el desempeño de sus funciones, no se ha 
ajustado a las disposiciones legales y administrativas aplicables, o bien, no haya conducido la institución con 
base en las sanas prácticas bancarias. 

Artículo 44.- El órgano de vigilancia de las instituciones de banca de desarrollo estará integrado por dos 
comisarios, de los cuales uno será nombrado por la Secretaría de la Función Pública y el otro por los titulares 
de los certificados de aportación patrimonial de la serie "B". Por cada comisario propietario se nombrará el 
respectivo suplente. Los comisarios tendrán las más amplias facultades para examinar los libros de 
contabilidad y demás documentación de la sociedad nacional de crédito de que se trate, incluida la de su 
consejo, así como para llevar a cabo todos los demás actos que requiera el adecuado cumplimiento de sus 
funciones, y tendrá el derecho de asistir a las juntas del consejo directivo con voz. 

La designación de comisarios que realicen los tenedores de los certificados de aportación patrimonial de la 
serie "B" corresponderá a quien o quienes en su conjunto mantengan la mayoría de dicha serie. En el 
supuesto de que el titular sea el Gobierno Federal, la designación correspondiente la realizará el Secretario de 
Hacienda y Crédito Público. 

Artículo 45-C.- Para organizarse y operar como Filial se requiere autorización del Gobierno Federal, que 
compete otorgar discrecionalmente a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, con aprobación de su Junta 
de Gobierno, después de escuchar la opinión del Banco de México. Por su naturaleza estas autorizaciones 
serán intransmisibles. 

... 
Artículo 45-G.- ... 
... 
... 
Las acciones serán de igual valor; dentro de cada serie, conferirán a sus tenedores los mismos derechos, 

y deberán pagarse íntegramente en el acto de ser suscritas, en términos del artículo 12 de esta Ley. Las 
mencionadas acciones se mantendrán en depósito en alguna de las instituciones para el depósito de valores 
reguladas en la Ley del Mercado de Valores, las que en ningún caso se encontrarán obligadas a entregarlas a 
los titulares. 
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Artículo 45-H.- Las acciones serie "F" representativas del capital social de una Filial, únicamente podrán 
ser enajenadas previa autorización de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, con aprobación de su 
Junta de Gobierno. 

Salvo en el caso en que el adquirente sea una Institución Financiera del Exterior, una Sociedad 
Controladora Filial o una Filial, para llevar a cabo la enajenación deberán modificarse los estatutos sociales de 
la Filial cuyas acciones sean objeto de la operación. Tratándose de instituciones de banca múltiple Filiales, 
deberá cumplirse con lo dispuesto en el Capítulo I del presente Título. 

Cuando el adquirente sea una Institución Financiera del Exterior, una Sociedad Controladora Filial o una 
Filial, deberá observarse lo dispuesto en las fracciones I, III y IV del artículo 45-I. Cuando estas personas 
adquieran acciones representativas del capital social de una institución de banca múltiple Filial deberá 
también observarse lo dispuesto en la fracción V del mencionado artículo 45-I. 

No se requerirá autorización de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, ni modificación de estatutos 
cuando la transmisión de acciones sea, en garantía o propiedad, al Instituto para la Protección al Ahorro 
Bancario. 

Las personas que pretendan adquirir, directa o indirectamente, acciones serie "F" representativas del 
capital social de una institución de banca múltiple Filial, deberán obtener previamente la autorización de la 
Comisión Nacional Bancaria y de Valores, quien podrá otorgarla discrecionalmente, después de escuchar la 
opinión del Banco de México. 

Las autorizaciones anteriores estarán sujetas a las disposiciones de carácter general que emita dicha 
Comisión propiciando el sano desarrollo del sistema bancario, y se otorgarán, en su caso, sin perjuicio de lo 
establecido por el artículo 17. 

Artículo 45-I.- La Comisión Nacional Bancaria y de Valores, con aprobación de su Junta de Gobierno y 
después de escuchar la opinión del Banco de México, podrá autorizar a las Instituciones Financieras del 
Exterior, a las Sociedades Controladoras Filiales o a las Filiales la adquisición de acciones representativas del 
capital social de una o más instituciones de banca múltiple, siempre y cuando se cumplan los siguientes 
requisitos: 

I. ... 

II. En caso que se pretenda convertir la institución en Filial, deberán modificarse los estatutos sociales de 
la citada institución cuyas acciones sean objeto de enajenación, a efecto de cumplir con lo dispuesto en el 
presente capítulo; 

III. ... 

IV. Se deroga. 

V. ... 

Capítulo IV 

De las instituciones de banca múltiple que tengan vínculos de negocio o patrimoniales con 
personas morales que realicen actividades empresariales 

Artículo 45-O.- Las instituciones de banca múltiple que mantengan vínculos de negocio o patrimoniales 
con personas morales que realicen actividades empresariales, se regirán por lo previsto en el presente 
capítulo y las demás disposiciones contenidas en esta Ley. 

Sin perjuicio de lo anterior, las disposiciones contenidas en este Capítulo, no serán aplicables a: 

I. Instituciones de banca múltiple que formen parte de un grupo financiero constituido en términos de la Ley 
para Regular las Agrupaciones Financieras, respecto de las sociedades integrantes del grupo financiero y sus 
subsidiarias, incluyendo a la sociedad controladora, y 

II. Instituciones de banca múltiple que no sean integrantes de un grupo financiero respecto de aquellas 
entidades financieras reguladas por las leyes financieras vigentes que pertenezcan al mismo Grupo 
empresarial o Consorcio al que pertenezca la institución de banca múltiple. 

Artículo 45-P.- Para los efectos de este Capítulo, se entenderá por consorcio, control, directivo relevante, 
grupo de personas, grupo empresarial y poder de mando, lo señalado en el artículo 22 Bis de esta Ley. 
Adicionalmente por: 

I. Actividad empresarial, la señalada en el artículo 16 del Código Fiscal de la Federación. Quedarán 
excluidas las actividades habituales y profesionales de crédito que en un ejercicio representen la proporción 
de activos crediticios o ingresos asociados a dicha actividad, conforme a lo señalado en el artículo 8 de la Ley 
del Impuesto sobre la Renta. 
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II. Influencia significativa, la titularidad de derechos que permitan, directa o indirectamente ejercer el voto 
respecto de cuando menos el veinte por ciento del capital social de una persona moral. 

III. Vínculo de negocio, el que derive de la celebración de convenios de inversión en el capital de otras 
personas morales, en virtud de los cuales se obtenga influencia significativa, quedando incluidos cualquier 
otro tipo de actos jurídicos que produzcan efectos similares a tales convenios de inversión. 

IV. Vínculo patrimonial, el que derive de la pertenencia por parte de la institución de banca múltiple a un 
consorcio o grupo empresarial, al que también pertenezca la persona moral. 

Artículo 45-Q.- Las instituciones de banca múltiple que mantengan vínculos de negocio o patrimoniales 
con personas morales que realicen actividades empresariales, deberán ajustarse a lo siguiente: 

I. Adoptar las medidas de control interno y contar con sistemas informáticos y de contabilidad, que 
aseguren su independencia operativa con respecto a cualquiera de los demás integrantes del consorcio o 
grupo empresarial al que pertenezcan, o bien, de sus asociados. 

II. Contar con instalaciones que aseguren la independencia de los espacios físicos de sus oficinas 
administrativas con respecto a cualquiera de los demás integrantes del consorcio o grupo empresarial al que 
pertenezcan, o bien, de sus asociados. Sin perjuicio de lo anterior, los espacios físicos habilitados para la 
atención al público, tales como sucursales, podrán ubicarse en un mismo inmueble, siempre que el acceso al 
área interna de trabajo en la sucursal, se permita únicamente al personal de la institución. 

Artículo 45-R.- Los accionistas de las instituciones de banca múltiple a que se refiere este Capítulo, 
designarán a los miembros del consejo de administración. 

La mayoría de los consejeros podrán estar vinculados con la persona o grupo de personas que tengan el 
control del consorcio o grupo empresarial que realice actividades empresariales y mantenga vínculos de 
negocio o patrimoniales con la institución de banca múltiple. La mencionada mayoría se establecerá con las 
siguientes personas: 

A) Aquellas que tengan algún vínculo con el consorcio o grupo empresarial controlado por la persona o 
grupo de personas de referencia, esto es: 

I. Personas físicas que tengan cualquier empleo, cargo o comisión por virtud del cual puedan adoptar 
decisiones que trasciendan de forma significativa en la situación administrativa, financiera, operacional o 
jurídica de la persona moral, o del consorcio o grupo empresarial al que ésta pertenezca. Lo anterior, será 
aplicable también a las personas que hayan tenido dichos empleos, cargos o comisiones, durante los doce 
meses anteriores a la fecha del nombramiento o de la sesión correspondiente. 

II. Personas físicas que tengan influencia significativa o poder de mando, en el consorcio o grupo 
empresarial al que pertenezca la institución. 

III. Clientes, prestadores de servicios, proveedores, deudores, acreedores, socios, consejeros o 
empleados de una persona moral que realice actividades empresariales, que sea cliente, prestador de 
servicios, proveedor, deudor o acreedor importante de la persona moral. 

Se considera que un cliente, prestador de servicios o proveedor es importante, cuando las ventas de la 
sociedad representen más del diez por ciento de las ventas totales del cliente, del prestador de servicios o del 
proveedor, durante los doce meses anteriores a la fecha del nombramiento o de la sesión correspondiente. 
Asimismo, se considera que un deudor o acreedor es importante, cuando el importe del crédito es mayor al 
quince por ciento de los activos de la propia sociedad o de su contraparte. 

IV. Personas que tengan parentesco por consanguinidad, afinidad o civil hasta el segundo grado, así como 
los cónyuges, la concubina y el concubinario, de cualquiera de las personas físicas referidas en las fracciones 
I a III de este artículo. 

B) Funcionarios de la institución de banca múltiple de que se trate. 
La mayoría a que se refiere este artículo sólo podrá ser conformada por una combinación de las personas 

físicas descritas en los incisos A) y B) anteriores, de tal forma, que las personas a que se refiere el inciso A) 
no sean mayoría. 

Sin perjuicio de lo anterior, la integración del consejo de administración deberá cumplir con los porcentajes 
de consejeros a que se refieren los artículos 22 y 23 de esta ley, así como con las demás disposiciones 
establecidas en el presente ordenamiento. 

Las instituciones de banca múltiple no podrán designar como director general o como funcionarios o 
directivos que ocupen las dos jerarquías inmediatas inferiores a aquél, a personas que ocupen un empleo, 
cargo o comisión de cualquier tipo, en alguno de los integrantes del consorcio o grupo empresarial al que 
pertenezca la institución o en personas morales que realicen actividades empresariales con las cuales la 
institución mantenga vínculos de negocio. Lo señalado en este párrafo, no será aplicable a los consejeros ni a 
los secretarios del consejo de las instituciones de banca múltiple. 
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Artículo 45-S.- El consejo de administración de las instituciones de banca múltiple, o bien, un comité que 
al afecto establezca dicho órgano social, integrado por al menos un consejero independiente, quien lo 
presidirá, deberá aprobar la celebración de operaciones de cualquier naturaleza con alguno de los integrantes 
del grupo empresarial o consorcio al que las instituciones pertenezcan, o con personas morales que realicen 
actividades empresariales con las cuales la institución mantenga vínculos de negocio. 

La celebración de tales operaciones deberá pactarse en condiciones de mercado. Adicionalmente, las 
operaciones que por su importancia relativa sean significativas para la institución de banca múltiple, deberán 
celebrarse con base en estudios de precios de transferencia, elaborado por un experto de reconocido prestigio 
e independiente al grupo empresarial o consorcio al que pertenezca la institución. La información a que se 
refiere este párrafo, deberá estar disponible en todo momento para la Comisión Nacional Bancaria 
y de Valores. 

Las instituciones de banca múltiple deberán elaborar y entregar a la Comisión, durante el primer trimestre 
de cada año, un estudio anual de los precios de transferencia utilizados para la celebración de las 
operaciones a que se refiere este artículo, llevadas a cabo durante el año calendario inmediato anterior. 

Cuando se realicen operaciones que impliquen una transferencia de riesgos con importancia relativa en el 
patrimonio de la institución de banca múltiple de que se trate, por parte de algún integrante del consorcio o 
grupo empresarial al que ésta pertenezca, el director general deberá elaborar un informe al respecto y 
presentarlo a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores dentro de los veinte días hábiles siguientes a la 
fecha de celebración de dichas operaciones. 

Artículo 46.- ... 
I. a XIV. ... 
XV. ... 
Las instituciones de crédito podrán celebrar operaciones consigo mismas en el cumplimiento de 

fideicomisos, mandatos o comisiones, cuando el Banco de México lo autorice mediante disposiciones de 
carácter general, en las que se establezcan requisitos, términos y condiciones que promuevan que las 
operaciones de referencia se realicen en congruencia con las condiciones de mercado al tiempo de su 
celebración, así como que se eviten conflictos de interés; 

XVI. a XXIV. ... 
XXV. Realizar operaciones derivadas, sujetándose a las disposiciones técnicas y operativas que expida el 

Banco de México, en las cuales se establezcan las características de dichas operaciones, tales como tipos, 
plazos, contrapartes, subyacentes, garantías y formas de liquidación; 

XXVI. Efectuar operaciones de factoraje financiero; 
XXVI bis. Emitir y poner en circulación cualquier medio de pago que determine el Banco de México, 

sujetándose a las disposiciones técnicas y operativas que éste expida, en las cuales se establezcan entre 
otras características, las relativas a su uso, monto y vigencia, a fin de propiciar el uso de diversos medios 
de pago; 

XXVII. Intervenir en la contratación de seguros para lo cual deberán cumplir con lo establecido en la Ley 
General de Instituciones y Sociedades Mutualistas de Seguros y en las disposiciones de carácter general que 
de la misma emanen, y 

XXVIII. ... 
Las instituciones de banca múltiple únicamente podrán realizar aquellas operaciones previstas en las 

fracciones anteriores que estén expresamente contempladas en sus estatutos sociales, previa aprobación de 
la Comisión Nacional Bancaria y de Valores en términos de lo dispuesto por los artículos 9o. y 46 Bis de la 
presente Ley. 

La Secretaría de Hacienda y Crédito Público, la Comisión Nacional Bancaria y de Valores y el Banco de 
México, dentro de la regulación que deban emitir en el ámbito de su competencia, deberán considerar las 
operaciones que las instituciones de banca múltiple estén autorizadas a realizar conforme a lo previsto en los 
artículos 8o., 10 y 46 Bis de esta Ley, y diferenciar, cuando lo estimen procedente, dicha regulación en 
aspectos tales como la infraestructura con que deberán contar y la información que deberán proporcionar, 
entre otros. 

Artículo 46 Bis.- La Comisión Nacional Bancaria y de Valores autorizará a las instituciones de banca 
múltiple el inicio de operaciones o la realización de otras adicionales a las que le hayan sido autorizadas, de 
entre las señaladas en el artículo 46 de esta Ley, cuando acrediten el cumplimiento de lo siguiente: 

I. Que las operaciones de que se trate se encuentren expresamente señaladas en sus estatutos sociales; 
II. Que cuenten con el capital mínimo que les corresponda conforme a lo establecido en el artículo 19 de 

esta Ley, en función de las operaciones que pretendan realizar; 
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III. Que cuenten con los órganos de gobierno y la estructura corporativa adecuados para realizar las 
operaciones que pretendan llevar a cabo, de acuerdo con lo establecido en esta Ley y en las disposiciones 
técnicas u operativas de carácter general emitidas por la Comisión Nacional Bancaria y de Valores tendientes 
a procurar el buen funcionamiento de las instituciones; 

IV. Que cuenten con la infraestructura y los controles internos necesarios para realizar las operaciones que 
pretendan llevar a cabo, tales como sistemas operativos, contables y de seguridad, oficinas, así como los 
manuales respectivos, conforme a las disposiciones aplicables, y 

V. Que se encuentren al corriente en el pago de las sanciones impuestas por incumplimiento a esta Ley 
que hayan quedado firmes, así como en el cumplimiento de las observaciones y acciones correctivas que, en 
ejercicio de sus funciones, hubieren dictado la citada Comisión y el Banco de México. 

La Comisión Nacional Bancaria y de Valores practicará las visitas de inspección que considere necesarias 
a efecto de verificar el cumplimiento de los requisitos a que se refieren las fracciones I a IV de este artículo. La 
Comisión consultará con el Banco de México el cumplimiento de las medidas y sanciones que éste hubiere 
impuestos en el ámbito de su competencia. 

La institución de que se trate deberá inscribir en el Registro Público de Comercio, para efectos 
declarativos, la autorización que se le haya otorgado para el inicio de operaciones en términos del presente 
artículo, a más tardar a los treinta días posteriores a que le haya sido notificada. 

Artículo 46 Bis 1.- Las instituciones de crédito podrán pactar con terceros, incluyendo a otras instituciones 
de crédito o entidades financieras, la prestación de servicios necesarios para su operación, así como 
comisiones para realizar las operaciones previstas en el artículo 46 de esta Ley, de conformidad con las 
disposiciones de carácter general que expida la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, previo acuerdo de 
su Junta de Gobierno. 

Las operaciones que lleven a cabo los comisionistas deberán realizarse a nombre y por cuenta de las 
instituciones de crédito con las que celebren los actos jurídicos mencionados en el primer párrafo de este 
artículo. Asimismo, los instrumentos jurídicos que documenten las comisiones deberán prever que las 
instituciones de crédito responderán por las operaciones que los comisionistas celebren por cuenta de dichas 
instituciones, aun cuando éstas se lleven a cabo en términos distintos a los previstos en tales instrumentos 
jurídicos. Las disposiciones de carácter general a que se refiere el primer párrafo de este artículo, deberán 
contener, entre otros, los siguientes elementos: 

I. Los lineamientos técnicos y operativos que deberán observarse para la realización de tales operaciones, 
así como para salvaguardar la confidencialidad de la información de los usuarios del sistema bancario y 
proveer que en la celebración de dichas operaciones se cumplan las disposiciones aplicables; 

II. Las características de las personas físicas o morales que podrán ser contratadas por las instituciones 
como terceros en términos del presente artículo. Tratándose de entidades de la Administración Pública 
Federal o Estatal, las reglas sólo podrán incluir aquellas facultadas expresamente por su ley o reglamento 
para prestar los servicios o comisiones de que se trate; 

III. Los requisitos respecto de los procesos operativos y de control que las instituciones deberán exigir a 
los terceros contratados; 

IV. El tipo de operaciones que podrán realizarse a través de terceros, quedando facultada la Comisión 
Nacional Bancaria y de Valores para señalar el tipo de operaciones en los que se requerirá de su autorización 
previa; 

V. Los contratos de prestación de servicios o comisiones que celebren en términos de este artículo que la 
Comisión determine que deberán serle entregados por las instituciones de banca múltiple, así como la forma, 
condiciones y plazos de dicha entrega; 

VI. Los límites individuales y agregados aplicables a las operaciones que podrán llevarse a cabo a través 
de terceros, tratándose de las operaciones a que se refieren las fracciones I y II del artículo 46 de esta Ley; 

VII. Las políticas y procedimientos con que deberán contar las instituciones de crédito para vigilar el 
desempeño de los terceros que sean contratados, así como el cumplimiento de sus obligaciones 
contractuales, entre las cuales deberá preverse la obligación de dichos terceros de proporcionar a la Comisión 
Nacional Bancaria y de Valores, y a los auditores externos de las instituciones, a solicitud de éstas, los 
registros, la información y el apoyo técnico relativos a los servicios prestados a la institución, y 

VIII. Las operaciones y servicios que las instituciones no podrán pactar que los terceros les proporcionen 
en forma exclusiva. 

Lo dispuesto en el artículo 117 de esta Ley le será también aplicable a los terceros a que se refiere el 
presente artículo, así como los representantes, directivos y empleados de dichos terceros, aún cuando dejen 
de laborar o prestar sus servicios a tales terceros. 
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La Comisión Nacional Bancaria y de Valores, previo derecho de audiencia que se otorgue a la institución 
de crédito, podrá ordenar la suspensión parcial o total, temporal o definitiva, de la prestación de los servicios o 
comisiones a través del tercero de que se trate, cuando se incumplan las disposiciones que se mencionan en 
este artículo o pueda verse afectada la continuidad operativa de la institución de crédito o en protección de los 
intereses del público. Lo anterior, salvo que la propia Comisión apruebe un programa de regularización que 
reúna los requisitos que al efecto se establezcan en las disposiciones de carácter general referidas. 

La Comisión Nacional Bancaria y de Valores formulará directamente a las instituciones de crédito los 
requerimientos de información y, en su caso, las observaciones y medidas correctivas que deriven de la 
supervisión que realice con motivo de las actividades que las instituciones lleven a cabo a través de 
prestadores de servicios o comisionistas conforme a lo previsto en el presente artículo, para asegurar la 
continuidad de los servicios que las instituciones proporcionan a sus clientes, la integridad de la información y 
el apego a lo establecido en esta ley. Asimismo, la Comisión estará facultada, en todo momento, para efectuar 
actos de supervisión, inspección y vigilancia respecto de los prestadores de servicios o comisionistas que las 
instituciones contraten en términos de este artículo, así como practicar inspecciones a los terceros que 
contraten las instituciones de crédito con respecto de las actividades contratadas, o bien, ordenar a las 
instituciones realizar auditorías a dichos terceros, quedando obligada la propia institución a rendir un informe a 
la Comisión al respecto. 

La Comisión deberá especificar el objeto de las inspecciones o auditorías, las cuales deberán 
circunscribirse a la materia del servicio contratado y al cumplimiento de lo previsto en esta Ley y las 
disposiciones que de ella emanen. Al efecto, las instituciones deberán pactar en los contratos mediante los 
cuales se formalice la prestación de estos servicios o comisiones, la estipulación expresa del tercero 
contratado de que acepta apegarse a lo establecido en el presente artículo. 

Las empresas a las que se refiere el artículo 88 de la presente Ley, así como las entidades integrantes del 
grupo financiero al que pertenezca la institución, incluyendo a la sociedad controladora y a las subsidiarias del 
propio grupo financiero, no estarán sujetas a lo dispuesto en el presente artículo. Sin perjuicio de lo anterior, 
dichas empresas deberán sujetarse a las disposiciones de carácter general que le sean aplicables. 

Artículo 46 Bis 2.- La contratación de los servicios o comisiones a que se refiere el artículo 46 Bis 1 de 
esta Ley no eximirá a las instituciones de crédito, ni a sus directivos, delegados fiduciarios, empleados y 
demás personas que ocupen un empleo, cargo o comisión en la institución, de la obligación de observar lo 
establecido en el presente ordenamiento legal y en las disposiciones de carácter general que emanen de éste. 

La Comisión Nacional Bancaria y de Valores podrá solicitar a los prestadores de los servicios o 
comisionistas a que se refiere el artículo 46 Bis 1 anterior, por conducto de las instituciones de crédito, 
información, incluyendo libros, registros y documentos, respecto de los servicios que les provean, así como 
realizar visitas de inspección y decretar las medidas que las instituciones de crédito deberán observar para 
asegurar la continuidad de los servicios que éstas proporcionan a sus clientes, la integridad de la información 
y el apego a lo establecido en esta Ley. 

Artículo 46 Bis 3.- Las instituciones de crédito al celebrar operaciones en las que puedan resultar 
deudores de éstas sus funcionarios o empleados o las personas que ostenten algún cargo, mandato, comisión 
o cualquier otro título jurídico que las propias instituciones otorguen para la realización de las actividades que 
le son propias, deberán ajustarse a lo siguiente: 

I. Sólo podrán celebrar tales operaciones, cuando correspondan a prestaciones de carácter laboral 
otorgadas de manera general, o 

II. Cuando se trate de créditos denominados en moneda nacional documentados en tarjetas de crédito; 
para la adquisición de bienes de consumo duradero o destinados a la vivienda, siempre que en cualquiera de 
los casos señalados se celebren en las mismas condiciones que la institución de crédito tenga establecidas 
para el público en general. 

La restricción a que se refiere este artículo, resulta igualmente aplicable a las operaciones que pretendan 
celebrar las instituciones de crédito con el o los comisarios propietarios o suplentes de la propia institución, así 
como los auditores externos independientes. 

Artículo 46 Bis 4.- Las instituciones de crédito podrán otorgar fianzas o cauciones sólo cuando no puedan 
ser atendidas por las instituciones de fianzas en virtud de su cuantía y previa autorización de la Comisión 
Nacional Bancaria y de Valores. La autorización que expida la Comisión sólo podrá aprobar garantías por 
cantidad determinada y, siempre y cuando, las instituciones de crédito acrediten que exigieron contragarantía 
en efectivo o en valores de los que puedan adquirir las instituciones de crédito conforme a esta Ley. 

Artículo 46 Bis 5.- A las instituciones de crédito también les está permitido: 

I. Dar en garantía sus propiedades en los casos que autorice la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, 
siempre y cuando ello coadyuve a la estabilidad de las instituciones de crédito o del sistema bancario. 
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II. Dar en garantía, incluyendo prenda, prenda bursátil o fideicomiso de garantía, efectivo, derechos de 
crédito a su favor o los títulos o valores de su cartera, en operaciones que se realicen con el Banco de México, 
con las instituciones de banca de desarrollo, con el Instituto para la Protección al Ahorro Bancario o los 
fideicomisos públicos constituidos por el Gobierno Federal para el fomento económico. El Banco de México, 
mediante disposiciones de carácter general, podrá autorizar el otorgamiento de dichas garantías en términos 
distintos a los antes señalados, para lo cual deberá establecer entre otros aspectos, el tipo de operaciones a 
garantizar. 

III. Pagar anticipadamente, en todo o en parte, obligaciones a su cargo derivadas de depósitos bancarios 
de dinero, préstamos o créditos, cuando lo autorice el Banco de México mediante disposiciones de carácter 
general, en las cuales se establezcan los requisitos, así como los términos y condiciones conforme a los que 
procederán los respectivos pagos anticipados. 

IV. Pagar anticipadamente operaciones de reporto celebradas con el Banco de México, instituciones de 
crédito, casas de bolsa, así como con las demás personas que autorice el Banco de México mediante 
disposiciones de carácter general, en las cuales se establezcan los requisitos conforme a los cuales podrá 
realizarse el pago anticipado de estas operaciones. 

Artículo 46 Bis 6.- Las órdenes, actos y operaciones realizados a través de sistemas de pagos del 
exterior relativos a la ejecución, procesamiento, compensación y liquidación respecto de transferencias de 
recursos que sean solicitadas o realizadas por instituciones de crédito participantes a fin de que sean llevadas 
a cabo a través de dichos sistemas de pagos que, de conformidad con la legislación sustantiva aplicable en 
términos de las disposiciones que rijan al sistema de pagos de que se trate, sean consideradas firmes, 
irrevocables, exigibles u oponibles frente a terceros, tendrán dicho carácter en términos de la legislación 
mexicana. Lo antes señalado, también será aplicable a cualquier acto que, en términos de las normas internas 
de dicho sistema de pagos, se realice respecto de las referidas órdenes y operaciones de transferencias de 
recursos. 

Para efectos de lo dispuesto en el párrafo anterior, no se considerarán las normas conflictuales del 
derecho que rija al sistema de pagos del exterior, que hagan aplicables las normas sustantivas mexicanas o 
de un tercer estado. 

Cualquier resolución judicial o administrativa, incluido el embargo y otros actos de ejecución, así como las 
derivadas de la aplicación de normas de naturaleza concursal o de procedimientos que impliquen la 
liquidación o disolución de una institución participante en los citados sistemas de pagos del exterior, que 
tengan por objeto prohibir, suspender o de cualquier forma limitar los pagos o transferencias de recursos que 
las instituciones de crédito participantes realicen o instruyan a través de los referidos sistemas, sólo surtirá sus 
efectos y, por tanto, será obligatoria y ejecutable, a partir del día hábil bancario siguiente a aquél en que sea 
notificada al administrador del sistema de pagos de que se trate. 

Al surtir efectos las notificaciones el día hábil bancario siguiente al día en que la notificación sea realizada 
conforme a las disposiciones legales aplicables, dichas notificaciones no impedirán que se efectúe a través de 
tales sistemas de pagos, el procesamiento, la compensación y la liquidación de las órdenes ingresadas u 
operaciones realizadas en el mismo con anterioridad a que surtan efectos dichas notificaciones, ni afectará la 
firmeza de dichos actos. 

En su caso, los recursos o bienes que reciba la institución participante de que se trate, como 
contraprestación por el cumplimiento de la operación respectiva, formarán parte de su patrimonio a fin de que 
sean utilizados por el liquidador o síndico, según corresponda, para pagar los pasivos de la institución en el 
orden de pago establecido en el artículo 122 Bis 24 de esta Ley. 

Las cuentas que los administradores de los sistemas de pagos del exterior referidos en el primer párrafo 
del presente artículo mantengan en el Banco de México serán inembargables en los mismos términos de lo 
señalado en el segundo párrafo del artículo 15 de la Ley de Sistemas de Pagos. 

No obstante lo dispuesto en los párrafos anteriores, los acreedores, los órganos concursales o cualquier 
tercero con interés jurídico podrán exigir de los participantes en los sistemas de pago, a través del ejercicio de 
las acciones legales conducentes, las prestaciones, indemnizaciones y responsabilidades que procedan 
conforme a derecho. 

Artículo 47.- Las instituciones de banca de desarrollo realizarán, además de las señaladas en el artículo 
46 de esta Ley, las operaciones necesarias para la adecuada atención del correspondiente sector de la 
economía nacional y el cumplimiento de las funciones y objetivos que les sean propios, conforme a las 
modalidades y excepciones que, respecto a las previstas en ésta u otras leyes, determinen sus leyes 
orgánicas. Por lo que corresponde a los sistemas de registro y contabilidad de las operaciones bancarias, no 
será aplicable lo dispuesto en la fracción VIII del artículo 37 de la Ley Orgánica de la Administración 
Pública Federal. 
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... 

... 

... 

Adicionalmente, las instituciones de banca de desarrollo, para la realización de las operaciones y servicios 
bancarios previstos en el artículo 46 de esta ley, sólo por excepción otorgada por la Secretaría de Hacienda y 
Crédito Público, podrán contratar los servicios de terceros o de otras instituciones de crédito a que hace 
referencia el artículo 46 Bis 1 de este ordenamiento. 

Artículo 50.- Las instituciones de crédito deberán mantener un capital neto en relación con los riesgos de 
mercado, de crédito y otros en que incurran en su operación, que no podrá ser inferior a la cantidad que 
resulte de sumar los requerimientos de capital por cada tipo de riesgo, en términos de las disposiciones 
generales que establezca la Comisión Nacional Bancaria y de Valores con aprobación de su Junta de 
Gobierno, para las instituciones de banca múltiple, por un lado, y para las instituciones de banca de desarrollo, 
por el otro. 

El capital neto, en su parte básica y complementaria, se determinará conforme a lo que establezca la 
propia Comisión en las mencionadas disposiciones que deberán salvaguardar la solvencia y estabilidad 
financiera de las instituciones de crédito y proteger los intereses del público. 

Al ejercer las atribuciones y expedir las disposiciones de carácter general a que se refiere este artículo, la 
Comisión Nacional Bancaria y de Valores deberá escuchar la opinión del Banco de México, así como tomar en 
cuenta los usos bancarios internacionales respecto a la adecuada capitalización de las instituciones de 
crédito, al tiempo que determinará las clasificaciones de los activos, de las operaciones causantes de pasivo 
contingente y otras operaciones, en función de su riesgo, determinando los porcentajes de ponderación que 
corresponda a los distintos grupos de activos y operaciones resultantes de las referidas clasificaciones. 

La Comisión Nacional Bancaria y de Valores, en las disposiciones generales a que se refiere el primer 
párrafo de este artículo, establecerá el procedimiento para el cálculo del índice de capitalización aplicable a 
las instituciones de crédito. 

... 

... 

... 

Artículo 51.- ... 

I. y II. ... 

En adición a los límites señalados en las fracciones I y II anteriores, las citadas reglas podrán referirse a 
límites por entidades o segmentos del mercado que representen una concentración de riesgos de crédito, de 
mercado o incluso de operación. Para este último caso, también podrán preverse límites máximos para 
transacciones efectuadas con una o más personas que formen parte de un consorcio o grupo empresarial, y 
que impliquen la adquisición o el derecho al uso, goce o disfrute de bienes o servicios de cualquier tipo, bajo 
cualquier título jurídico, incluso con motivo de operaciones de fideicomiso. 

Para efectos de este artículo, se entenderá por control, consorcio y grupo empresarial, lo establecido en el 
artículo 22 Bis de esta Ley. 

Artículo 52.- Las instituciones de crédito podrán pactar la celebración de sus operaciones y la prestación 
de servicios con el público mediante el uso de equipos, medios electrónicos, ópticos o de cualquier otra 
tecnología, sistemas automatizados de procesamiento de datos y redes de telecomunicaciones, ya sean 
privados o públicos, y establecerán en los contratos respectivos las bases para determinar lo siguiente: 

I. Las operaciones y servicios cuya prestación se pacte; 

II. Los medios de identificación del usuario y las responsabilidades correspondientes a su uso, y 

III. Los medios por los que se hagan constar la creación, transmisión, modificación o extinción de derechos 
y obligaciones inherentes a las operaciones y servicios de que se trate. 

Cuando así lo acuerden con su clientela, las instituciones podrán suspender o cancelar el trámite de 
operaciones que aquélla pretenda realizar mediante el uso de equipos o medios a que se refiere el primer 
párrafo de este artículo, siempre que cuenten con elementos suficientes para presumir que los medios de 
identificación pactados para tal efecto han sido utilizados en forma indebida. Lo anterior también resultará 
aplicable cuando las instituciones detecten algún error en la instrucción respectiva. 
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Asimismo, las instituciones podrán acordar con su clientela que, cuando ésta haya recibido recursos 
mediante alguno de los equipos o medios señalados en el párrafo anterior y aquéllas cuenten con elementos 
suficientes para presumir que los medios de identificación pactados para tal efecto han sido utilizados en 
forma indebida, podrán restringir hasta por quince días hábiles la disposición de tales recursos, a fin de llevar 
a cabo las investigaciones y las consultas que sean necesarias con otras instituciones de crédito relacionadas 
con la operación de que se trate. La institución de crédito podrá prorrogar el plazo antes referido hasta por 
diez días hábiles más, siempre que se haya dado vista a la autoridad competente sobre probables hechos 
ilícitos cometidos en virtud de la operación respectiva. 

No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, cuando las instituciones así lo hayan acordado con su 
clientela, en los casos en que, por motivo de las investigaciones antes referidas, tengan evidencia de que la 
cuenta respectiva fue abierta con información o documentación falsa, o bien, que los medios de identificación 
pactados para la realización de la operación de que se trate fueron utilizados en forma indebida, podrán, bajo 
su responsabilidad, cargar el importe respectivo con el propósito de que se abone en la cuenta de la que 
procedieron los recursos correspondientes. 

Las instituciones que por error hayan abonado recursos en alguna de las cuentas que lleven a su clientela, 
podrán cargar el importe respectivo a la cuenta de que se trate con el propósito de corregir el error, siempre 
que así lo hayan pactado con ella. 

En los casos señalados en los cuatro párrafos anteriores, las instituciones deberán notificar al cliente 
respectivo la realización de cualquiera de las acciones que hayan llevado a cabo de conformidad con lo 
previsto en los mismos. 

El uso de los medios de identificación que se establezcan conforme a lo previsto por este artículo, en 
sustitución de la firma autógrafa, producirá los mismos efectos que las leyes otorgan a los documentos 
correspondientes y, en consecuencia, tendrán el mismo valor probatorio. 

La instalación y el uso de los equipos y medios señalados en el primer párrafo de este artículo se sujetarán 
a las reglas de carácter general que emita la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, sin perjuicio de las 
facultades con que cuenta el Banco de México para regular las operaciones que efectúen las instituciones de 
crédito relacionadas con los sistemas de pagos y las de transferencias de fondos en términos de su ley. 

Las instituciones de crédito podrán intercambiar información en términos de las disposiciones de carácter 
general a que se refiere el artículo 115 de esta Ley, con el fin de fortalecer las medidas para prevenir y 
detectar actos, omisiones u operaciones que pudieran favorecer, prestar ayuda, auxilio o cooperación de 
cualquier especie para la comisión de los delitos en contra de su clientela o de la propia institución. 

El intercambio de información a que se refiere el párrafo anterior no implicará trasgresión alguna a lo 
establecido en el artículo 117 de esta Ley. 

Artículo 55.- Las inversiones con cargo a la parte básica del capital neto de la institución, señalado en el 
artículo 50 de la presente Ley, se sujetarán a los siguientes límites: 

I. No excederá del sesenta por ciento de la parte básica del referido capital neto de la institución el importe 
de las inversiones en mobiliario y equipo, en inmuebles o en derechos reales que no sean de garantía, más el 
importe de las inversiones en el capital de las sociedades a que se refiere el artículo 88 de esta Ley; 

II. El importe de las adaptaciones y mejoras al mobiliario e inmuebles no podrá exceder del diez por ciento 
de la parte básica del propio capital neto de la institución. La Comisión Nacional Bancaria y de Valores podrá 
aumentar temporalmente en casos individuales este porcentaje, así como el señalado en la fracción que 
antecede, cuando a su juicio la cantidad resultante sea insuficiente para el destino indicado, y 

III. El importe total de inversiones en el capital de sociedades a que se refiere el artículo 89 de esta Ley no 
podrá exceder del menor de los siguientes montos: 

a) El equivalente al cincuenta por ciento de la parte básica del capital neto de la institución, o 

b) El excedente de la parte básica del capital neto de la institución sobre el capital mínimo. 

La suma de las inversiones a que se refieren las fracciones I y II de este artículo, el monto de las 
operaciones que exceda los límites previstos para la inversión de sus pasivos, y el valor estimado de los 
bienes, derechos y títulos que reciban en pago de adeudos o por adjudicación en remate dentro de los juicios 
relacionados con créditos a su favor, no podrá exceder de la parte básica del capital neto de la institución, 
señalado en el artículo 50 de la presente Ley. 

Asimismo, las instituciones de crédito que reciban bienes, derechos y títulos en pago de adeudos o por 
adjudicaciones en remate dentro de los juicios relacionados con créditos a su favor, que no deban conservar 
en su activo, deberán realizar el registro contable y la estimación máxima de valor que la propia Comisión 
establezca para estos supuestos al amparo de lo previsto en los artículos 99 y 102 de esta Ley. 
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Artículo 57.- Los clientes de las instituciones de crédito que mantengan cuentas de depósito o de 
inversión a las que se refieren las fracciones I y II del artículo 46 de esta Ley podrán autorizar a terceros para 
que hagan disposiciones de efectivo con cargo a dichas cuentas. Para ello, las instituciones deberán contar 
con la autorización del titular o titulares de la cuenta. 

Asimismo, los clientes de las instituciones de crédito podrán domiciliar el pago de bienes y servicios en las 
cuentas de depósito referidas en los incisos a) y c) de la fracción I del artículo 46 de esta Ley. Los clientes 
podrán autorizar los cargos directamente a la institución de crédito o a los proveedores de los bienes o 
servicios. 

Las instituciones de crédito podrán cargar a las mencionadas cuentas los importes correspondientes, 
siempre y cuando: 

I. Cuenten con la autorización del titular o titulares de la cuenta de que se trate, o 
II. El titular o titulares de la cuenta autoricen los cargos por medio del proveedor y éste, a través de la 

institución de crédito que le ofrezca el servicio de cobro respectivo, instruya a la institución de crédito que 
mantenga el depósito correspondiente a realizar los cargos. En este caso, la autorización podrá quedar en 
poder del proveedor. 

El titular de la cuenta de depósito que desee objetar un cargo de los previstos en el segundo párrafo de 
este artículo deberá seguir el procedimiento y cumplir los requisitos que, al efecto, establezca el Banco de 
México mediante disposiciones de carácter general. 

En los supuestos y plazos que señalen las disposiciones mencionadas en el párrafo anterior, cuando una 
misma institución lleve las cuentas del depositante que objetó el cargo y del proveedor, deberá abonar en la 
primera el importe total del cargo objetado y posteriormente podrá cargar tal importe a la cuenta que lleve al 
proveedor. Cuando las aludidas cuentas las lleven instituciones de crédito distintas, la institución que lleve la 
cuenta del proveedor deberá devolver los recursos correspondientes a la institución que lleve la cuenta al 
depositante para que los abone a ésta y, posteriormente, la institución que lleve la cuenta al proveedor podrá 
cargar a ella el importe correspondiente. 

Previo a la prestación de los servicios de domiciliación a que se refiere este artículo, las instituciones de 
crédito deberán pactar con los proveedores el procedimiento para efectuar los cargos a que se refiere el 
párrafo anterior. 

En cualquier momento, el depositante podrá solicitar la cancelación de la domiciliación a la institución de 
crédito que le lleve la cuenta, sin importar quién conserve la autorización de los cargos correspondientes. La 
citada cancelación surtirá efectos en el plazo que establezca el Banco de México en las disposiciones de 
carácter general a que se refiere el presente artículo, el cual no podrá exceder de los diez días hábiles 
bancarios siguientes a aquél en que la institución de crédito la reciba, por lo que a partir de dicha fecha deberá 
rechazar cualquier nuevo cargo en favor del proveedor. 

Las autorizaciones, instrucciones y comunicaciones a que se refiere este artículo podrán llevarse a cabo 
por escrito con firma autógrafa o a través de medios electrónicos, ópticos o de cualquier otra tecnología que 
previamente convengan las partes. 

Artículo 58.- Las condiciones generales que se establezcan respecto a los depósitos a la vista, retirables 
en días preestablecidos y de ahorro podrán ser modificadas por la institución conforme a las disposiciones 
aplicables, mediante aviso dado con treinta días de anticipación, por escrito, a través de publicaciones en 
periódicos de amplia circulación. Tratándose de incrementos al importe de las comisiones, así como de 
nuevas comisiones que pretendan cobrar, se estará a lo dispuesto en la Ley para la Transparencia y 
Ordenamiento de los Servicios Financieros. 

... 
Artículo 59.- ... 
Las cuentas de ahorro podrán ser abiertas a favor de menores de edad, sin perjuicio de que, con base en 

la legislación común, los menores de edad puedan celebrar otros depósitos bancarios de dinero. En todos los 
casos, las disposiciones de fondos solo podrán ser hechas por los representantes del titular. 

Artículo 60.- ... 
... 
Las instituciones no incurrirán en responsabilidad por el cumplimiento de las órdenes de embargo o de 

liberación de embargo que sean dictadas por las autoridades judiciales o administrativas correspondientes. 
Artículo 61.- El principal y los intereses de los instrumentos de captación que no tengan fecha de 

vencimiento, o bien, que teniéndola se renueven en forma automática, así como las transferencias o las 
inversiones vencidas y no reclamadas, que en el transcurso de tres años no hayan tenido movimiento por 
depósitos o retiros y, después de que se haya dado aviso por escrito, en el domicilio del cliente que conste en 
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el expediente respectivo, con noventa días de antelación, deberán ser abonados en una cuenta global que 
llevará cada institución para esos efectos. Con respecto a lo anterior, no se considerarán movimientos a los 
cobros de comisiones que realicen las instituciones de crédito. 

Las instituciones no podrán cobrar comisiones cuando los recursos de los instrumentos bancarios de 
captación se encuentren en los supuestos a que se refiere este artículo a partir de su inclusión en la cuenta 
global. Los recursos aportados a dicha cuenta únicamente generarán un interés mensual equivalente al 
aumento en el Índice Nacional de Precios al Consumidor en el período respectivo. 

Cuando el depositante o inversionista se presente para realizar un depósito o retiro, o reclamar la 
transferencia o inversión, la institución deberá retirar de la cuenta global el importe total, a efecto de abonarlo 
a la cuenta respectiva o entregárselo. 

Los derechos derivados por los depósitos e inversiones y sus intereses a que se refiere este artículo, sin 
movimiento en el transcurso de tres años contados a partir de que estos últimos se depositen en la cuenta 
global, cuyo importe no exceda por cuenta, al equivalente a trescientos días de salario mínimo general vigente 
en el Distrito Federal, prescribirán en favor del patrimonio de la beneficencia pública. Las instituciones estarán 
obligadas a enterar los recursos correspondientes a la beneficencia pública dentro de un plazo máximo de 
quince días contados a partir del 31 de diciembre del año en que se cumpla el supuesto previsto en este 
párrafo. 

Las instituciones estarán obligadas a notificar a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores sobre el 
cumplimiento del presente artículo dentro de los dos primeros meses de cada año. 

Artículo 65.- Para el otorgamiento de sus créditos, las instituciones de crédito deberán estimar la 
viabilidad de pago de los mismos por parte de los acreditados o contrapartes, valiéndose para ello de un 
análisis a partir de información cuantitativa y cualitativa, que permita establecer su solvencia crediticia y la 
capacidad de pago en el plazo previsto del crédito. Lo anterior, deberá observarse sin menoscabo de 
considerar el valor monetario de las garantías que se hubieren ofrecido. 

De igual manera, las modificaciones a los contratos de crédito que las instituciones acuerden con sus 
acreditados, por convenir a sus respectivos intereses, deberán basarse en análisis de viabilidad de pago, a 
partir de información cuantitativa y cualitativa, en los términos del párrafo anterior. 

Cuando se presenten o se presuman circunstancias financieras adversas o diferentes de aquellas 
consideradas en el momento del análisis original, que le impiden al acreditado hacer frente a sus 
compromisos adquiridos en tiempo y forma, o cuando se mejore la viabilidad de la recuperación, las 
instituciones de crédito deberán basarse en análisis cuantitativos y cualitativos que reflejen una mejoría en las 
posibilidades de recuperación del crédito, para sustentar la viabilidad de la reestructura que se acuerde. En 
estos casos, las instituciones de crédito deberán realizar las gestiones necesarias para la obtención de pagos 
parciales o garantías adicionales a las originalmente contratadas. Si en la reestructura, además de la 
modificación de condiciones originales, se requiriera de recursos adicionales, deberá contarse con un estudio 
que soporte la viabilidad de pago del adeudo agregado bajo las nuevas condiciones. 

En todos los casos deberá existir constancia de que los procedimientos de crédito se ajustaron a las 
políticas y lineamientos que la propia institución de crédito hubiere establecido en los manuales que normen 
su proceso crediticio. En dichas políticas y lineamientos se deberán incluir los procedimientos relativos a 
crédito y operaciones con instrumentos financieros derivados no cotizados en bolsa, así como las aplicables 
a las contrapartes. 

Para la adecuada observancia de lo previsto en el presente artículo, las instituciones de crédito se 
ajustarán a las disposiciones de carácter prudencial que, en materia de crédito y administración de riesgos, 
expida la Comisión Nacional Bancaria y de Valores para procurar la solvencia de las instituciones de crédito y 
proteger los intereses del público. 

La Comisión Nacional Bancaria y de Valores vigilará que las instituciones de crédito observen 
debidamente lo dispuesto en el presente artículo. 

Artículo 66.- ... 
I. a IV. ... 
V. Podrá exceder del cincuenta por ciento la parte de los créditos refaccionarios que se destine a cubrir los 

pasivos a que se refiere el párrafo segundo el artículo 323 de la Ley General de Títulos y Operaciones de 
Crédito, sólo en los casos que la Comisión Nacional Bancaria y de Valores autorice a la institución de crédito 
para ello, siempre que se acredite el cumplimiento de los requisitos señalados en el artículo 65 de esta Ley. 

Artículo 71.- Las instituciones de crédito, al emitir las cartas de crédito a que se refieren las fracciones VIII 
y XIV del artículo 46 de esta Ley, se sujetarán a lo señalado en este artículo y, de manera supletoria, a los 
usos y prácticas que expresamente indiquen las partes en cada una de ellas, sin que resulte aplicable para 
esta operación lo dispuesto en la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito en materia de cartas 
de crédito. 
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Para efectos de esta Ley, se entenderá por carta de crédito al instrumento por virtud del cual una 
institución de crédito se obliga a pagar, a la vista o a plazo, a nombre propio o por cuenta de su cliente, 
directamente o a través de un banco corresponsal, una suma de dinero determinada o determinable a favor 
del beneficiario, contra la presentación de los documentos respectivos, siempre y cuando se cumplan los 
términos y condiciones previstos en la propia carta de crédito. 

Las cartas de crédito podrán ser emitidas por las instituciones de crédito con base en el otorgamiento de 
créditos o previa recepción de su importe como prestación de un servicio. En ambos casos, los documentos 
con base en los cuales se lleve a cabo la emisión de la carta de crédito deberán contener, al menos, los 
términos y condiciones para el ejercicio del crédito o la prestación del servicio, el pago de principal, 
accesorios, gastos y comisiones, así como la devolución de las cantidades no utilizadas. 

Una vez emitidas las cartas de crédito, la obligación de pago de la institución de crédito emisora será 
independiente de los derechos y obligaciones que ésta tenga frente a su cliente. Las cartas de crédito deberán 
establecer un plazo de vigencia determinado o determinable. 

Las cartas de crédito irrevocables solo podrán ser modificadas o canceladas con la aceptación expresa de 
la institución emisora, del beneficiario y, en su caso, de la institución confirmadora. 

Para efectos del presente artículo, se entenderá por confirmación el compromiso expreso de pago que 
asume una institución de crédito respecto de una carta de crédito emitida por otra, a petición de esta última. 
La confirmación de la carta de crédito que realice una institución de crédito implicará para ella una obligación 
directa de pago frente al beneficiario, sujeta a que éste cumpla con los términos y condiciones previstos en la 
propia carta de crédito. Dicha obligación de pago es independiente de los derechos y obligaciones que existan 
entre la institución de crédito que realiza la confirmación y la institución emisora. 

Las instituciones de crédito no serán responsables por: 

I. El cumplimiento o incumplimiento del hecho o acto que motive la emisión de la carta de crédito; 

II. La exactitud, autenticidad o valor legal de cualquier documento presentado al amparo de la carta 
de crédito; 

III. Los actos u omisiones de terceros, aun si esos terceros son designados por la institución de crédito 
emisora, incluyendo a bancos que actúen como corresponsales; 

IV. La calidad, cantidad, peso, valor o cualquier otra característica de las mercancías o servicios descritos 
en los documentos; 

V. El retraso o extravío en los medios de envío o de comunicación, y 

VI. El incumplimiento por caso fortuito o fuerza mayor. 

Las cartas de crédito a que se refiere este artículo podrán ser comerciales, así como de garantía 
o contingentes. 

Las cartas de crédito comerciales permiten al beneficiario hacer exigible el pago de una obligación 
derivada de una operación de comercio, contra la presentación de los documentos en ellas previstos y de 
conformidad con sus términos y condiciones. Cuando se utilicen las expresiones "crédito documentario", 
"crédito comercial documentario" y "crédito comercial", se entenderá que se refieren a las cartas de crédito 
comerciales previstas en este párrafo. 

Como excepción a lo dispuesto en la fracción XV del artículo 106 de esta Ley, las instituciones emisoras o 
confirmadoras podrán pagar anticipadamente obligaciones a su cargo provenientes de cartas de crédito 
comerciales a plazo y, en su caso, de las aceptaciones a plazo giradas en relación con tales cartas de crédito, 
cuando los documentos presentados por el beneficiario cumplan con los términos y condiciones previstos en 
dichas cartas de crédito. Lo anterior no modifica las obligaciones del cliente con la institución emisora. 

Las cartas de crédito de garantía o contingentes garantizan el pago de una suma determinada o 
determinable de dinero, a la presentación del requerimiento de pago y demás documentos previstos en ellas, 
siempre y cuando se cumplan los requisitos estipulados. 

Salvo pacto en contrario, la resolución de controversias relacionadas con las cartas de crédito se sujetará 
a la jurisdicción de los tribunales competentes del lugar donde se emitan. No obstante lo anterior, la obligación 
de pago derivada de la confirmación de cartas de crédito, salvo pacto en contrario, será exigible ante los 
tribunales competentes del lugar donde se efectúe la confirmación. 

Artículo 72 Bis.- Los clientes de las instituciones de crédito que tengan celebrados contratos de apertura 
de crédito en cuenta corriente, a los que se refiere la fracción VII del artículo 46 de esta Ley, podrán autorizar 
a dichas instituciones o a proveedores que se realice el pago de bienes y servicios con cargo a la cuenta que 
corresponda a dicho contrato. 
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Para ello, las instituciones de crédito podrán cargar a las mencionadas cuentas los importes 
correspondientes, siempre y cuando: 

I. Cuenten con la autorización del titular o titulares de la cuenta de que se trate, o 

II. El titular o titulares de la cuenta autoricen los cargos por medio del proveedor y éste, a través de la 
institución de crédito que le ofrezca el servicio de cobro respectivo, instruya a la institución de crédito que 
mantenga la cuenta correspondiente a realizar los cargos. En este caso, la autorización podrá quedar en 
poder del proveedor. 

El titular de la cuenta que desee objetar algún pago deberá seguir el procedimiento que, al efecto, 
establezca el Banco de México mediante disposiciones de carácter general. Previo a la prestación de los 
servicios de domiciliación a que se refiere este artículo, las instituciones de crédito deberán pactar 
con los proveedores el procedimiento para efectuarles dichos cargos. 

En cualquier momento el cliente podrá solicitar a la institución de crédito la cancelación de la autorización 
a que se refiere el presente artículo, independientemente de quién la conserve. La citada cancelación surtirá 
efectos en el plazo que establezca el Banco de México en las disposiciones de carácter general a que se 
refiere el párrafo anterior, el cual no podrá exceder de los diez días hábiles bancarios siguientes a aquél en 
que la institución de crédito la reciba, por lo que, a partir de dicha fecha, deberá rechazar cualquier nuevo 
cargo a favor del proveedor. 

Las autorizaciones, instrucciones y comunicaciones a que se refiere este artículo podrán llevarse a cabo 
por escrito con firma autógrafa o a través de medios electrónicos, ópticos o de cualquier otra tecnología que 
previamente convengan las partes. 

Artículo 73.- ... 
Para efectos de esta Ley, se entenderá como operaciones con personas relacionadas aquéllas en las que 

resulten o puedan resultar deudoras de las instituciones de banca múltiple, cuando se trate, entre otras, de 
operaciones de depósito u otras disponibilidades o de préstamo, crédito o descuento, otorgadas en forma 
revocable o irrevocable y documentadas mediante títulos de crédito o convenio, reestructuración, renovación o 
modificación, quedando incluidas las posiciones netas a favor de la institución por operaciones derivadas y las 
inversiones en valores distintos a acciones. Serán personas relacionadas las que se indican a continuación: 

I. a IV. ... 
V. ... 
La participación indirecta de las instituciones de banca múltiple y de las sociedades controladoras a través 

de los inversionistas institucionales que prevé el artículo 15 de esta Ley no computarán para considerar a la 
empresa emisora como relacionada; 

VI. Las personas morales en las que los funcionarios de las instituciones sean consejeros o 
administradores u ocupen cualquiera de los tres primeros niveles jerárquicos en dichas personas morales, y 

VII. Las personas morales en las que cualquiera de las personas señaladas en las fracciones anteriores, 
así como las personas a las que se refiere la fracción VI del artículo 106 de este ordenamiento, posean directa 
o indirectamente el control del diez por ciento o más de los títulos representativos del capital de dichas 
personas morales, o bien, en las que tengan poder de mando. 

Asimismo, se considerará una operación con personas relacionadas aquélla que se realice a través de 
cualquier persona o fideicomiso, cuando la contraparte y fuente de pago de dicha operación dependa de una 
de las personas relacionadas a que se refiere este artículo. 

... 

... 
Artículo 73 Bis.- ... 
... 
... 
... 
... 
El citado comité deberá presentar un informe de su gestión al consejo de administración con la 

periodicidad que éste le indique, sin que ésta exceda de ciento ochenta días. 

La suma total de las operaciones con personas relacionadas no podrá exceder del cincuenta por ciento de 
la parte básica del capital neto de la institución, señalado en el artículo 50 de la presente Ley. Tratándose de 
préstamos o créditos revocables, computará para este límite únicamente la parte dispuesta. 
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... 

... 

... 

... 

... 
a) El Gobierno Federal y el Instituto para la Protección al Ahorro Bancario; 

b) Las empresas de servicios complementarios o auxiliares de la banca, a que se refiere el artículo 88 de 
esta Ley; 

c) ... 
d) Cualquiera de las personas relacionadas señaladas en el artículo 73, que se aprueben utilizando los 

mismos parámetros aplicables a la clientela en general, hasta por un monto que no exceda del equivalente a 
400,000 Unidades de Inversión por persona, y 

e) Personas no relacionadas que otorguen en garantía derechos de crédito o valores cuyo obligado sea 
alguna de las personas a que se refiere el artículo 73 de esta Ley, hasta en tanto no se ejecute dicha garantía, 
siempre y cuando cuenten con una fuente primaria de pago que sea independiente a la garantía otorgada. 

Artículo 73 Bis 1.- ... 
a) a c) ... 
d) Poder de mando.- al supuesto que actualice una persona física acorde con lo establecido en el artículo 

22 Bis de esta Ley. 

Artículo 75.- Las instituciones de banca múltiple, así como las de banca de desarrollo que estén 
facultadas para ello en sus respectivas leyes orgánicas podrán realizar inversiones, adquirir obligaciones de 
compra o de venta de títulos representativos del capital o realizar aportaciones futuras de capital de 
sociedades distintas a las señaladas en los artículos 88 y 89 de esta Ley, conforme a las bases siguientes: 

I. Hasta el cinco por ciento del capital pagado de la emisora; 

II. Más del cinco y hasta el quince por ciento del capital pagado de la emisora, durante un plazo que no 
exceda de tres años, previo acuerdo de la mayoría de los consejeros de la serie "O" o "F", según corresponda 
y, en su caso, de la mayoría de los de la serie "B". La Comisión Nacional Bancaria y de Valores podrá ampliar 
el plazo a que se refiere esta fracción, considerando la naturaleza y situación de la empresa de que se trate, y 

III. Por porcentajes y plazos mayores, cuando se trate de empresas que desarrollen proyectos nuevos de 
larga maduración o realicen actividades susceptibles de fomento, previa autorización de la Comisión Nacional 
Bancaria y de Valores, quien la otorgará o negará discrecionalmente, después de escuchar la opinión del 
Banco de México. Dicha Comisión fijará las medidas, condiciones y plazos de tenencia de las acciones, 
de acuerdo con la naturaleza y finalidades de las propias empresas. Cuando la institución mantenga 
el control de las empresas citadas y, a su vez, éstas realicen inversiones en otras, dichas empresas deberán 
sujetarse a lo dispuesto en esta fracción y computarán como si fueran realizadas por la institución, para 
efectos del límite a que se refiere el antepenúltimo párrafo de este artículo. 

Cuando las inversiones de las instituciones de banca de desarrollo referidas en el párrafo primero de este 
artículo se efectúen respecto de empresas que realicen actividades susceptibles de fomento, la autorización 
corresponderá a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, la cual ejercerá las facultades que, al respecto, 
este artículo otorga a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores. Para efectos de lo previsto en este párrafo, 
la Secretaría de Hacienda y Crédito Público determinará qué actividades son de fomento, de conformidad con 
el objeto asignado a cada una de las instituciones de banca de desarrollo en sus respectivas leyes orgánicas. 

Las instituciones de crédito diversificarán las inversiones a que se refiere este artículo de conformidad con 
las bases previstas en el artículo 51 de esta Ley y, en todo caso, deberán observar los límites que propicien la 
dispersión de riesgos, así como una sana revolvencia para apoyar a un mayor número de proyectos. 
Asimismo, dichas inversiones quedarán sujetas a las medidas prudenciales y disposiciones de carácter 
general que dicte la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, sin perjuicio de aquellas otras que, en lo 
particular, determine la propia Comisión o la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, en el ámbito de su 
competencia conforme a este artículo, para las instituciones respectivas. 

El importe total de las inversiones que cada institución realice con base en el presente artículo no 
excederá del treinta por ciento para las inversiones que se realicen en acciones cotizadas en bolsas de 
valores reconocidas por las autoridades financieras mexicanas, con base en la fracción I del presente artículo; 
ni del treinta por ciento para las inversiones que se realicen en acciones no cotizadas en las citadas bolsas de 
valores, con base en la fracción I del presente artículo, así como las realizadas conforme a las fracciones II y 
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III anteriores; ambos porcentajes de la parte básica del capital neto señalado en el artículo 50 de la presente 
Ley. Para efecto del límite en las inversiones u obligaciones sobre acciones de empresas cotizadas en bolsas 
de valores, de las contenidas en la fracción I de este artículo, éste se calculará conforme a las disposiciones 
de carácter general a que se refiere el párrafo anterior, las cuales podrán prever los casos en los que se 
consideren las posiciones netas. 

Las adquisiciones de acciones por dación en pago o capitalización de pasivos provenientes de personas 
distintas a las que se refiere el artículo 73 de esta Ley no computarán para determinar el importe total de las 
inversiones durante los primeros tres años posteriores a que se haya realizado la operación correspondiente. 

En ningún caso las instituciones de banca múltiple podrán realizar inversiones en títulos representativos 
del capital de sociedades que, a su vez, tengan el carácter de accionistas en la propia institución o en la 
sociedad controladora de ésta. Tal restricción también será aplicable a las inversiones en títulos 
representativos del capital de sociedades controladas por dichos accionistas o que los controlen. 

Artículo 76.- La Comisión Nacional Bancaria y de Valores, después de escuchar la opinión del Banco de 
México, determinará mediante disposiciones técnicas y operativas de carácter general, las bases para la 
calificación de la cartera de créditos de las instituciones de crédito, la documentación e información que éstas 
recabarán para el otorgamiento, renovación y, durante la vigencia de créditos de cualquier naturaleza, con o 
sin garantía real, los requisitos que dicha documentación habrá de reunir y la periodicidad con que deba 
obtenerse, así como la integración de las reservas preventivas, que tengan que constituirse por cada rango de 
calificación, buscando asegurar la solvencia y estabilidad de las instituciones y la confiabilidad de su 
información financiera. 

Artículo 81.- Las operaciones con valores que realicen las instituciones de crédito en cumplimiento de 
fideicomisos, mandatos, comisiones y contratos de administración, se realizarán en términos de las 
disposiciones de esta Ley y de la Ley del Mercado de Valores, así como de conformidad con las reglas 
generales que, en su caso, emita el Banco de México oyendo la opinión de la Comisión Nacional Bancaria y 
de Valores, con el objeto de procurar el desarrollo ordenado del mercado de valores. 

Las instituciones de crédito, con sujeción a las disposiciones de carácter general que expida el Banco de 
México, podrán realizar operaciones de reporto y préstamo de valores por cuenta de terceros, sin la 
intermediación de casas de bolsa. En dichas disposiciones se deberá establecer, entre otros aspectos, sus 
características, las contrapartes autorizadas, los valores objeto de estas operaciones, los plazos, la forma de 
liquidación, así como las garantías que, en su caso, podrán otorgarse. 

Artículo 84.- ... 
Las acciones para pedir cuentas, para exigir la responsabilidad de las instituciones de crédito y para pedir 

la remoción corresponderá al o los fideicomisarios o a sus representantes legales, en cualquier caso, en la 
medida de sus intereses, y a falta de aquéllos, al Ministerio Público, sin perjuicio de que el fideicomitente 
pueda reservarse, en el acto constitutivo del fideicomiso o en las modificaciones del mismo, el derecho para 
ejercitar esta acción. 

En caso de renuncia o remoción, se estará a lo dispuesto en el párrafo final del artículo 385 de la Ley 
General de Títulos y Operaciones de Crédito. 

Artículo 85 Bis 1.- La Comisión Nacional Bancaria y de Valores y la Comisión Nacional de Seguros y 
Fianzas, según corresponda, podrán suspender, por un período no menor a ciento ochenta días, la 
contratación de nuevas operaciones de fideicomisos de garantía, a las entidades que sean condenadas a 
pagar en más de una ocasión las indemnizaciones a que se refiere el artículo 393 de la Ley General de Títulos 
y Operaciones de Crédito. 

Artículo 87.- Las instituciones de banca múltiple deberán insertar en una publicación periódica de amplia 
circulación regional de la localidad de que se trate, un aviso dirigido al público que contenga la información 
relativa a la reubicación o clausura de las sucursales respectivas, con una anticipación de quince días a la 
fecha en que se tenga programada. 

Las instituciones de banca múltiple requerirán autorización de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores 
para el establecimiento, cambio de ubicación y clausura de cualquier clase de oficinas en el extranjero, así 
como para la cesión del activo o pasivo de sus sucursales. 

... 
La Secretaría de Hacienda y Crédito Público escuchará la opinión del Banco de México y de la Comisión 

Nacional Bancaria y de Valores para autorizar lo señalado en el párrafo precedente. 
Artículo 88.- Las instituciones de banca múltiple, así como las de banca de desarrollo que estén 

facultadas para ello en sus respectivas leyes orgánicas requerirán autorización de la Comisión Nacional 
Bancaria y de Valores para invertir en títulos representativos del capital social de empresas que les presten 
servicios complementarios o auxiliares en su administración o en la realización de su objeto, así como de 
sociedades inmobiliarias que sean propietarias o administradoras de bienes destinados a sus oficinas. 
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Cuando las inversiones de las instituciones de banca de desarrollo referidas en el párrafo que antecede se 
efectúen respecto de empresas que les presten servicios complementarios o auxiliares en la realización de su 
objeto, la autorización corresponderá a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público. 

Las empresas y sociedades en cuyo capital social participen las instituciones de crédito conforme al 
presente artículo se sujetarán a las reglas generales que dicte la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, 
las cuales tendrán como finalidad primordial permitir la supervisión del desempeño y situación de las 
instituciones, así como a la inspección y vigilancia de la misma y, en consecuencia, deberán cubrir las cuotas 
de inspección y vigilancia correspondientes. 

Artículo 89.- Se requerirá autorización de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, previo acuerdo de 
su Junta de Gobierno, para que las instituciones de banca múltiple y las de banca de desarrollo que estén 
facultadas para ello en sus respectivas leyes orgánicas inviertan, directa o indirectamente, en títulos 
representativos del capital social de entidades financieras del exterior. 

Cuando alguna institución de crédito sea propietaria, directa o indirectamente, de acciones con derecho a 
voto de entidades financieras del exterior que representen, por lo menos, el cincuenta y uno por ciento del 
capital pagado, tenga el control de las asambleas generales de accionistas, esté en posibilidad de nombrar a 
la mayoría de los miembros del consejo de administración o sus equivalentes o, por cualquier otro medio, 
controle a las mencionadas entidades, la institución de crédito correspondiente deberá proveer lo necesario 
para que la entidad financiera de que se trate realice sus actividades sujetándose a la legislación extranjera 
que le sea aplicable y a las disposiciones que determinen las autoridades financieras mexicanas. 

Las instituciones a que se refiere el párrafo primero de este artículo podrán invertir en el capital social de 
sociedades de inversión, sociedades operadoras de éstas, administradoras de fondos para el retiro, 
sociedades de inversión especializadas de fondos para el retiro y sociedades financieras de objeto múltiple, 
sin que, respecto de aquellas instituciones que formen parte de grupos financieros, resulten aplicables los 
límites a que se refiere el artículo 31 de la Ley para Regular las Agrupaciones Financieras, así como en el de 
sociedades de información crediticia en los términos de la legislación aplicable. Asimismo, cuando dichas 
instituciones no formen parte de grupos financieros, podrán invertir en el capital social de organizaciones 
auxiliares del crédito e intermediarios financieros que no sean instituciones de crédito, casas de bolsa, 
instituciones y sociedades mutualistas de seguros e instituciones de fianzas, previa autorización de la 
Comisión Nacional Bancaria y de Valores con aprobación de su Junta de Gobierno. 

Las solicitudes de autorización de las inversiones a que se refiere este artículo, deberán acompañarse del 
documento que precise las políticas para resolver el probable conflicto de interés que en la realización de sus 
operaciones con el público pudieren presentarse. 

Las instituciones de crédito y las filiales a que se refiere el tercer párrafo de este artículo en cuyo capital 
participen, podrán utilizar denominaciones iguales o semejantes, actuar de manera conjunta y ofrecer 
servicios complementarios. 

Al ejercer las facultades que le confiere este artículo, la Comisión Nacional Bancaria y de Valores 
escuchará la opinión del Banco de México. 

Las inversiones a que se refiere este artículo, así como los artículos 75 y 88 de esta Ley, que realicen las 
instituciones de banca de desarrollo, así como de banca múltiple en cuyo capital participe el Gobierno Federal, 
no computarán para considerar a las emisoras como empresas de participación estatal, y no estarán sujetas a 
las disposiciones aplicables a las entidades de la Administración Pública Federal. 

Artículo 90.- ... 

... 

Se entenderá que los poderes conferidos de acuerdo con lo dispuesto en los párrafos primero y segundo 
del artículo 2554 del Código Civil Federal o de sus correlativos en los estados de la República y el Distrito 
Federal comprenden la facultad de otorgar, suscribir, avalar y endosar títulos de crédito, aun cuando no se 
mencione expresamente dicha facultad. 

... 

Los nombramientos del secretario y prosecretario del consejo de administración o consejo directivo 
deberán otorgarse en instrumento ante fedatario público y ser inscritos en el Registro Público de Comercio. 

Artículo 90 Bis.- Las instituciones de crédito, en la celebración de operaciones con el público en general, 
deberán utilizar los servicios de apoderados, representantes, funcionarios y empleados que cuenten con 
conocimientos o capacidad técnica respecto de las características de las operaciones que se ofrezcan o 
celebren. Las instituciones serán responsables de proporcionar capacitación a su personal para cumplir 
con lo anterior. 
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La Comisión Nacional Bancaria y de Valores, mediante disposiciones de carácter general, podrá 
determinar, en protección de los intereses del público ahorrador, las personas que, acorde con sus funciones, 
deberán acreditar la calidad técnica, honorabilidad e historial crediticio satisfactorio ante algún organismo 
autorregulatorio bancario. 

Artículo 91.- Las instituciones de crédito responderán directa e ilimitadamente de los actos realizados por 
sus funcionarios y empleados en el desempeño de sus funciones, así como por los actos celebrados por 
quienes ostenten algún cargo, mandato, comisión o cualquier otro título jurídico que aquéllas hubieren 
otorgado para la realización de sus operaciones. Lo anterior será aplicable sin perjuicio de las 
responsabilidades civiles o penales en que dichas personas incurran en lo individual. 

Las personas que ostenten un cargo, mandato, comisión o cualquier otro título jurídico otorgado por alguna 
institución de crédito, deberán cumplir con los requisitos y obligaciones que esta Ley impone a los funcionarios 
y empleados que realicen actividades equivalentes, y les serán aplicables las mismas disposiciones en 
materia de responsabilidades que a éstos. 

Artículo 92.- ... 

I. a IV. ... 

... 

Las personas que ofrezcan auxilio a clientes de las instituciones de crédito al amparo de un mandato o 
comisión en términos del presente artículo deberán informar al cliente, al momento de proporcionarle el 
servicio, que no están autorizadas por el Gobierno Federal ni por las propias instituciones para asumir 
obligaciones a nombre y por cuenta de estas últimas y que no se encuentran supervisadas ni reguladas por 
las autoridades financieras, lo cual deberá constar en su publicidad o propaganda y en el contrato o en 
cualquier otro documento en que conste la encomienda respectiva. 

Las instituciones de crédito que establezcan relaciones o vínculos de negocio, de hecho o de derecho, con 
algún tercero para la recepción masiva de recursos, en efectivo o en cheques, que impliquen la captación de 
recursos del público o pago de créditos a favor de las propias instituciones, deberán celebrar con dichos 
terceros, un contrato de comisión mercantil para que éstos actúen en todo momento frente al público, como 
sus comisionistas conforme a lo señalado en el artículo 46 Bis 1 de esta Ley. 

Artículo 93.- Las instituciones de crédito podrán ceder o descontar su cartera crediticia con cualquier 
persona. 

Tratándose de cesiones o descuentos de cartera crediticia que se celebren con el Banco de México, otras 
instituciones de crédito, fideicomisos constituidos por el Gobierno Federal para el fomento económico o 
fideicomisos que tengan por objeto emitir valores, se llevarán a cabo sin restricción alguna. 

Cuando las instituciones de crédito celebren cesiones o descuentos de cartera crediticia con personas 
distintas de las mencionadas en el párrafo anterior y pretendan responder por la solvencia del deudor, otorgar 
financiamiento al cesionario o descontatario, o convenir con estos últimos obligaciones o derechos que le 
permitan readquirir la cartera crediticia cedida o descontada, requerirán de la previa autorización de la 
Comisión Nacional Bancaria y de Valores, la cual deberá salvaguardar la solvencia y estabilidad financiera de 
las instituciones de crédito y la protección de los intereses del público. Asimismo, quienes se subroguen en los 
derechos de dicha cartera, no podrán recibir financiamiento de la propia institución de crédito, respecto de 
dicha operación o los créditos objeto de la misma, ni tampoco esta institución podrá responder por la solvencia 
del deudor. A los cesionarios les será aplicable la normatividad que regula a las instituciones financieras en 
esta materia. 

... 

I. y II. ... 

... 

Artículo 94.- Las instituciones de banca múltiple que de cualquier forma acuerden con personas morales 
que realicen actividades empresariales, difundir publicidad en forma conjunta al público en general a través de 
medios impresos, auditivos, audiovisuales o electrónicos, deberán prever lo necesario para que el contenido 
de dicha publicidad, evite generar confusión respecto de la independencia entre la institución y la persona 
moral de que se trate, así como sobre el oferente y las responsabilidades de las partes en la contratación de 
las operaciones y servicios financieros de la citada institución. 

Artículo 94 Bis.- La Comisión Nacional Bancaria y de Valores podrá emitir disposiciones de carácter 
general en las que se definan las actividades que se aparten de las sanas prácticas y usos comerciales en el 
ofrecimiento y prestación de los servicios financieros de las instituciones de crédito, buscando en todo 
momento la adecuada protección de los intereses del público. 
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Artículo 96.- Las instituciones de crédito deberán establecer medidas básicas de seguridad que incluyan 
la instalación y funcionamiento de los dispositivos, mecanismos y equipo indispensable, con objeto de contar 
con la debida protección en las oficinas bancarias para el público, factores y dependientes que las ocupen, así 
como del patrimonio de la institución. Cuando las instituciones contraten a las personas referidas en el artículo 
46 Bis 1 de esta Ley, con el objeto de que éstas reciban recursos de sus clientes, en efectivo o cheque, 
adicionalmente deberán asegurarse que los establecimientos que al efecto utilicen dichas personas para llevar 
a cabo tales operaciones en representación de las propias instituciones, cuenten con las medidas básicas de 
seguridad que se establezcan conforme a lo señalado en el presente artículo. 

Para implementar lo señalado en el párrafo anterior, dichas instituciones deberán contar con una unidad 
especializada. 

La Comisión Nacional Bancaria y de Valores podrá dictar, mediante reglas de carácter general, los 
lineamientos a que se sujetarán las medidas básicas de seguridad que deberán establecer las instituciones de 
crédito y los prestadores de servicios o comisionistas que las instituciones contraten para la recepción de 
recursos de sus clientes, en efectivo o cheque, en términos del artículo 46 Bis 1 de esta Ley, y vigilará que las 
instituciones cumplan con las disposiciones aplicables en la materia. 

No se permitirá la contratación de personal al amparo del artículo 46 Bis 1 de esta Ley, para realizar en el 
interior de las sucursales de atención al público de las instituciones de crédito, cualquiera de las operaciones a 
que se refiere el artículo 46 de este ordenamiento. 

Artículo 98 Bis.- La Comisión Nacional Bancaria y de Valores publicará en el Diario Oficial de la 
Federación las disposiciones y reglas de carácter general que emita en ejercicio de las facultades que esta u 
otras leyes le otorgan, así como los actos administrativos que, en cumplimiento de las leyes, deban publicarse 
en el mismo medio. 

Artículo 99.- Todo acto o contrato que signifique variación en el activo o en el pasivo de una institución de 
crédito o implique obligación directa o contingente, deberá ser registrado en la contabilidad el mismo día en 
que se efectúen. La contabilidad, los libros y documentos correspondientes y el plazo que deban ser 
conservados, se regirán por las disposiciones de carácter general que dicte la Comisión Nacional Bancaria y 
de Valores tendientes a asegurar la confiabilidad, oportunidad y transparencia de la información contable 
y financiera de las instituciones. 

Artículo 100.- ... 
... 
Transcurrido el plazo en el que las instituciones de crédito se encuentran obligadas a conservar la 

contabilidad, libros y demás documentos de conformidad con el artículo 99 de esta Ley y las disposiciones 
que haya emitido la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, los registros que figuren en la contabilidad de la 
institución harán fe, salvo prueba en contrario, en los juicios respectivos para la fijación de los saldos 
resultantes de las operaciones a que se refieren las fracciones I y II del artículo 46 de esta Ley. 

Artículo 101.- La Comisión Nacional Bancaria y de Valores, mediante disposiciones de carácter general 
que procuren la transparencia y confiabilidad de la información financiera de las instituciones de crédito, 
señalará los requisitos a que se sujetará la aprobación de los estados financieros por parte de los 
administradores de las instituciones de crédito; su difusión a través de cualquier medio de comunicación, 
incluyendo a los medios electrónicos, ópticos o de cualquier otra tecnología; así como el procedimiento a que 
se ajustará la revisión que de los mismos efectúe la propia Comisión. 

La Comisión establecerá, mediante disposiciones de carácter general que faciliten la transparencia y 
confiabilidad de la información financiera de las instituciones de crédito, la forma y el contenido que deberán 
presentar los estados financieros de las instituciones de crédito; de igual forma, podrá ordena que los estados 
financieros se difundan con las modificaciones pertinentes y en los plazos que al efecto establezca. 

Las instituciones de crédito como excepción a lo dispuesto en el artículo 177 de la Ley General de 
Sociedades Mercantiles, deberán publicar sus estados financieros en los términos y medios que establezcan 
las disposiciones de carácter general a que se refiere el párrafo primero de este artículo. 

Los estados financieros anuales deberán estar dictaminados por un auditor externo independiente, quien 
será designado directamente por el consejo de administración de la institución de que se trate. 

La propia Comisión, mediante disposiciones de carácter general que procuren la transparencia y 
confiabilidad de la información financiera de las instituciones de crédito, podrá establecer las características 
y requisitos que deberán cumplir los auditores externos independientes, determinar el contenido de sus 
dictámenes y otros informes, dictar medidas para asegurar una adecuada alternancia de dichos auditores en 
las instituciones de crédito, así como señalar la información que deberán revelar en sus dictámenes, acerca 
de otros servicios, y en general, de las relaciones profesionales o de negocios que presten o mantengan con 
las instituciones de crédito que auditen, o con empresas relacionadas. 
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Artículo 101 Bis.- Las instituciones de crédito estarán obligadas a poner a disposición del público en 
general la información corporativa, financiera, administrativa, operacional, económica y jurídica que determine 
la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, mediante reglas de carácter general que emita para tales 
efectos. Para dictar dichas reglas, la Comisión deberá tomar en consideración la relevancia de esa 
información para transparentar al público la solvencia, liquidez y seguridad operativa de las instituciones. 

Artículo 101 Bis 1.- La Comisión Nacional Bancaria y de Valores contará con facultades de inspección y 
vigilancia, respecto de las personas morales que presten servicios de auditoría externa en términos de esta 
Ley, incluyendo los socios o empleados de aquéllas que formen parte del equipo de auditoría, a fin de verificar 
el cumplimiento de esta Ley y la observancia de las disposiciones de carácter general que de ella emanen. 
Para tal efecto, la citada Comisión podrá: 

I. Requerir toda clase de información y documentación relacionada con la prestación de este tipo de 
servicios; 

II. Practicar visitas de inspección; 

III. Requerir la comparecencia de socios, representantes y demás empleados de las personas morales que 
presten servicios de auditoría externa, y 

IV. Emitir o reconocer normas y procedimientos de auditoría que deberán observar las personas morales 
que presten servicios de auditoría externa al dictaminar o emitir opiniones relativas a los estados financieros 
de las instituciones de crédito. 

El ejercicio de las facultades a que se refiere este artículo estará circunscrito a los dictámenes, opiniones y 
prácticas de auditoría que, en términos de esta Ley, practiquen las personas morales que presten servicios de 
auditoría externa, así como sus socios o empleados. 

Artículo 101 Bis 2.- Las instituciones de crédito deberán observar lo dispuesto en los artículos 101 y 101 
Bis 3 de esta Ley, respecto a los requisitos que debe cumplir la persona moral que les proporcione los 
servicios de auditoría externa, así como el auditor externo que suscriba el dictamen y otros informes 
correspondientes a los estados financieros. 

Artículo 101 Bis 3.- Los auditores externos que suscriban el dictamen a los estados financieros en 
representación de las personas morales que proporcionen los servicios de auditoría externa deberán contar 
con honorabilidad en términos del artículo 10, fracción II, de esta Ley; reunir los requisitos personales y 
profesionales que establezca la Comisión Nacional Bancaria y de Valores mediante disposiciones de carácter 
general, y ser socios de una persona moral que preste servicios profesionales de auditoría de estados 
financieros y que cumpla con los requisitos de control de calidad que al efecto establezca la propia Comisión 
en las citadas disposiciones. 

Además, los citados auditores externos, la persona moral de la cual sean socios y los socios o personas 
que formen parte del equipo de auditoría no deberán ubicarse en ninguno de los supuestos de falta de 
independencia que al efecto establezca la Comisión, mediante disposiciones de carácter general, en las que 
se consideren, entre otros aspectos, vínculos financieros o de dependencia económica, prestación de 
servicios adicionales al de auditoría y plazos máximos durante los cuales los auditores externos puedan 
prestar los servicios de auditoría externa a las instituciones de crédito. 

Artículo 101 Bis 4.- El auditor externo, así como la persona moral de la cual sea socio, estarán obligados 
a conservar la documentación, información y demás elementos utilizados para elaborar su dictamen, informe u 
opinión, por un plazo de al menos cinco años. Para tales efectos, se podrán utilizar medios automatizados o 
digitalizados. 

Asimismo, los auditores externos deberán suministrar a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores los 
informes y demás elementos de juicio en los que sustenten sus dictámenes y conclusiones. Si durante la 
práctica o como resultado de la auditoría encuentran irregularidades que afecten la liquidez, estabilidad o 
solvencia de alguna de las instituciones de crédito a las que presten sus servicios de auditoría, deberán 
presentar al comité de auditoría, y en todo caso a la Comisión, un informe detallado sobre la situación 
observada. 

Las personas que proporcionen servicios de auditoría externa responderán por los daños y perjuicios que 
ocasionen a la institución de crédito que los contrate, cuando: 

I. Por negligencia inexcusable, el dictamen u opinión que proporcionen contenga vicios u omisiones que, 
en razón de su profesión u oficio, debieran formar parte del análisis, evaluación o estudio que dio origen al 
dictamen u opinión. 

II. Intencionalmente, en el dictamen u opinión: 

a) Omitan información relevante de la que tengan conocimiento, cuando deba contenerse en su dictamen 
u opinión; 
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b) Incorporen información falsa o que induzca a error, o bien, adecuen el resultado con el fin de aparentar 
una situación distinta de la que corresponda a la realidad; 

c) Recomienden la celebración de alguna operación, optando dentro de las alternativas existentes, por 
aquélla que genere efectos patrimoniales notoriamente perjudiciales para la institución, o 

d) Sugieran, acepten, propicien o propongan que una determinada transacción se registre en 
contravención de los criterios de contabilidad emitidos por la Comisión. 

Artículo 101 Bis 5.- Las personas a que se refiere el artículo 101 Bis 2 de esta Ley no incurrirán en 
responsabilidad por los daños o perjuicios que ocasionen, derivados de los servicios u opiniones que emitan, 
cuando actuando de buena fe y sin dolo se actualice lo siguiente: 

I. Rindan su dictamen u opinión con base en información proporcionada por la persona a la que otorguen 
sus servicios, y 

II. Rindan su dictamen u opinión apegándose a las normas, procedimientos y metodologías que deban ser 
aplicadas para realizar el análisis, evaluación o estudio que corresponda a su profesión u oficio. 

Artículo 102.- La Comisión Nacional Bancaria y de Valores fijará las reglas para la estimación máxima de 
los activos de las instituciones de crédito y las reglas para la estimación mínima de sus obligaciones y 
responsabilidades, en aras de procurar la adecuada valuación de dichos conceptos en la contabilidad de las 
instituciones de crédito. 

Artículo 106.- ... 
I. Se deroga. 
II. Se deroga. 
III a V. ... 
VI. Se deroga. 
VII. y VIII. ... 
IX. Se deroga. 
X. y XI. ... 
XII. Participar en sociedades que no sean de responsabilidad limitada y explotar por su cuenta 

establecimientos mercantiles o industriales o fincas rústicas, sin perjuicio de la facultad de mantener en 
propiedad bonos, obligaciones, acciones u otros títulos de dichas empresas conforme a lo previsto en esta 
Ley. La Comisión Nacional Bancaria y de Valores, podrá autorizar mediante disposiciones de carácter general, 
que continúen su explotación temporal, cuando las reciban en pago de créditos o para aseguramiento de los 
ya concertados, en cuyo caso la institución de crédito de que se trate, deberá realizar el registro contable y 
estimación máxima de valor que la propia Comisión establezca para estos casos al amparo de lo previsto en 
los artículos 99 y 102 de esta Ley. 

XIII. Se deroga. 
XIV. ... 
XV. Se deroga. 
XV Bis. Se deroga. 
XV Bis 1 y XV Bis 2. ... 
XVI a XVIII. ... 
XIX. ... 
a) Se deroga. 
b) a e) ... 
f) Utilizar fondos o valores de los fideicomisos, mandatos o comisiones destinados al otorgamiento de 

créditos, en que la fiduciaria tenga la facultad discrecional, en el otorgamiento de los mismos para realizar 
operaciones en virtud de las cuales resulten o puedan resultar deudores sus delegados fiduciarios; los 
miembros del consejo de administración o consejo directivo, según corresponda, tanto propietarios como 
suplentes, estén o no en funciones; los empleados y funcionarios de la institución; los comisarios propietarios 
o suplentes, estén o no en funciones; los auditores externos de la institución; los miembros del comité técnico 
del fideicomiso respectivo; los ascendientes o descendientes en primer grado o cónyuges de las personas 
citadas, las sociedades en cuyas asambleas tengan mayoría dichas personas o las mismas instituciones, 
asimismo aquellas personas que el Banco de México determine mediante disposiciones de carácter general, y 

g) ... 
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XX. Proporcionar, para cualquier fin, incluyendo la comercialización de productos o servicios, la 
información que obtengan con motivo de la celebración de operaciones con sus clientes, salvo que cuenten 
con el consentimiento expreso del cliente respectivo, el cual deberá constar en una sección especial dentro de 
la documentación que deba firmar el cliente para contratar una operación o servicio con una institución de 
crédito, y siempre que la firma autógrafa de aquél relativa al texto de dicho consentimiento sea adicional a la 
normalmente requerida por la institución para la celebración de la operación o servicio solicitado. En ningún 
caso, el otorgamiento de dicho consentimiento será condición para la contratación de dicha operación o 
servicio, y 

XXI. Realizar operaciones no autorizadas conforme a lo establecido en el tercer párrafo del artículo 46 de 
esta Ley. 

Penúltimo párrafo.- Se deroga. 

Último párrafo.- Se deroga. 

Artículo 106 Bis.- Los actos jurídicos que se celebren en contravención a lo establecido por esta Ley o 
por las disposiciones que de ella emanen, así como a las condiciones que, en lo particular, se señalen en las 
autorizaciones que se emitan para que se organicen y operen instituciones de banca múltiple con tal carácter 
y en los demás actos administrativos, darán lugar a la imposición de las sanciones administrativas y penales 
que correspondan, sin que dichas contravenciones produzcan la nulidad de los actos, en protección de 
terceros de buena fe, salvo que esta Ley establezca expresamente lo contrario. 

Artículo 107 Bis.- La Comisión Nacional Bancaria y de Valores, para determinar si la infracción 
administrativa cometida en términos de lo dispuesto por la presente Ley, se considera como grave, tomará en 
cuenta cualquiera de los aspectos siguientes: 

I. El impacto que en el sistema bancario mexicano puede producir la infracción; 

II. El monto del quebranto o perjuicio patrimonial causado; 

III. La existencia de un lucro obtenido en forma indebida; 

IV. El incumplimiento a los requisitos de honorabilidad impuestos por la Ley y las disposiciones de carácter 
general que de ella emanen, por parte del infractor; 

V. La negligencia inexcusable o dolo con que se hubiere actuado, o 

VI. Las demás circunstancias que la Comisión Nacional Bancaria y de Valores estime aplicables para tales 
efectos. 

Artículo 108.- ... 
... 
El incumplimiento por parte de las instituciones de banca múltiple de cualquiera de las medidas correctivas 

a que se refieren los artículos 134 Bis y 134 Bis 1 de esta Ley, así como de las establecidas en las reglas de 
carácter general que de ellos emanen, será sancionado por parte de la Comisión Nacional Bancaria y de 
Valores con multa equivalente de veinte mil a doscientas mil veces el salario mínimo general diario vigente en 
el Distrito Federal. Lo anterior es sin perjuicio de la facultad de la misma Comisión para revocar la autorización 
otorgada para organizarse como institución de banca múltiple y operar con tal carácter, cuando se ubique en 
el supuesto previsto en la fracción IV del artículo 28 de esta Ley. 

Artículo 112.- ... 
... 
... 
... 
... 
I. a II. ... 
III. ... 
... 
a) a c) ... 
d) Que renueven créditos vencidos parcial o totalmente a las personas físicas o morales a que se refiere el 

inciso anterior si resulta previsible al realizar la operación, que carecen de capacidad económica para pagar o 
responder por el importe de las sumas acreditadas, produciendo quebranto o perjuicio patrimonial a la 
Institución, y 

e) ... 
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Para efectos de lo previsto en el primer párrafo de la presente fracción, no se considera que causen un 
quebranto o perjuicio al patrimonio de la institución las operaciones que se celebren como parte de procesos 
de reestructuración de operaciones de pago que se realicen en términos del artículo 65 de esta Ley. 

IV. y V. ... 
Artículo 115 Bis.- Las instituciones de crédito podrán intercambiar información en términos de las 

disposiciones de carácter general a que se refiere el artículo 115 de esta Ley, con el fin de fortalecer las 
medidas para prevenir y detectar actos, omisiones u operaciones que pudieran favorecer, prestar ayuda, 
auxilio o cooperación de cualquier especie para la comisión del delito previsto en el artículo 139 del Código 
Penal Federal, o que pudieran ubicarse en los supuestos del artículo 400 Bis del mismo Código. 

El cumplimiento de las obligaciones y el intercambio de información a que se refiere este artículo no 
implicará trasgresión alguna a lo establecido en el artículo 117 de esta Ley. 

Artículo 116 Bis 1.- Las personas que ostenten algún cargo, mandato, comisión o cualquier otro título 
jurídico que, para el desempeño de las actividades y operaciones que correspondan a las instituciones de 
crédito, éstas les hubieren otorgado, serán consideradas como funcionarios o empleados de dichas 
instituciones, para efectos de las responsabilidades administrativas y penales establecidas en el presente 
Título. 

Artículo 117 Bis.- La Comisión Nacional Bancaria y de Valores estará facultada para proporcionar a las 
autoridades financieras del exterior toda clase de información necesaria para atender los requerimientos que 
le formulen en el ámbito de su competencia, tales como documentos, constancias, registros, declaraciones y 
demás evidencias que la Comisión tenga en su poder, o que pueda obtener en ejercicio de sus facultades o 
actuando en coordinación con otras entidades, personas o autoridades. 

Tratándose de intercambios de información protegida por disposiciones de confidencialidad, se deberá 
tener suscrito un acuerdo de intercambio de información con las autoridades financieras de que se trate, en el 
que se contemple el principio de reciprocidad. La Comisión podrá abstenerse de proporcionar la información 
solicitada o requerir la devolución de la información que haya entregado, cuando el uso que se le pretenda dar 
a la misma sea distinto a aquél para el cual haya sido solicitada, sea contrario al orden público, a la seguridad 
nacional o a los términos convenidos en el acuerdo de intercambio de información respectivo. 

Artículo 119.- Las instituciones de banca múltiple que de cualquier forma acuerden llevar a cabo las 
conductas a que se refieren las fracciones I y II siguientes, con personas morales que realicen actividades 
empresariales, se constituirán conjuntamente como agentes económicos que den lugar a concentraciones de 
mercado en términos de la Ley Federal de Competencia Económica, cuando en adición a lo señalado en 
dicha Ley: 

I. Se condicione el acceso a la proveeduría de bienes o servicios de uno u otro agente económico, a la 
celebración de operaciones con la institución de banca múltiple que se trate. 

II. Se establezca en exclusiva o se imponga la apertura de cuentas o el uso de medios de pago de la 
institución de banca múltiple vinculada a la persona moral de que se trate. 

Las instituciones adicionalmente deberán observar lo previsto en el artículo 17 de la Ley para la 
Transparencia y Ordenamiento de los Servicios Financieros. 

La Comisión Nacional Bancaria y de Valores dará vista a la Comisión Federal de Competencia, cuando en 
el ejercicio de sus facultades detecte la existencia de alguna de las prácticas mencionadas en este artículo, a 
efecto de que esta última en el ámbito de su competencia, resuelva lo que conforme a derecho corresponda. 

Artículo 122 Bis.- La resolución de una institución de banca múltiple procederá cuando la Comisión 
Nacional Bancaria y de Valores haya revocado la autorización que le haya otorgado para organizarse y operar 
con tal carácter, o bien, cuando el Comité de Estabilidad Financiera determine que se podría actualizar alguno 
de los supuestos previstos en el artículo 29 Bis 6 de esta Ley. 

... 
I. Cuando la Comisión Nacional Bancaria y de Valores haya revocado la autorización para organizarse y 

operar como institución de banca múltiple, la Junta de Gobierno del Instituto para la Protección al Ahorro 
Bancario determinará que la disolución y liquidación se realice a través de las operaciones previstas en los 
Apartados A y B de la Sección Segunda de este Capítulo, o 

II. ... 
a) El saneamiento de la institución de banca múltiple en los términos previstos en los Apartados B o C de 

la presente Sección, según corresponda, siempre que el Comité de Estabilidad Financiera haya determinado 
además que, a fin de evitar que la institución de banca múltiple se ubique en alguno de los supuestos 
previstos en el artículo 29 Bis 6 de esta Ley, resulta necesario efectuar el pago total de todas las operaciones 
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a cargo de la institución de que se trate que no sean consideradas como obligaciones garantizadas en 
términos de la Ley de Protección al Ahorro Bancario, así como de aquellas consideradas como obligaciones 
garantizadas que rebasen el límite señalado en el artículo 11 de esa misma Ley, con las excepciones 
previstas en el propio artículo 29 Bis 6, en cuyo caso la Comisión Nacional Bancaria y de Valores se 
abstendrá de revocar la autorización otorgada a la institución de banca múltiple de que se trate para 
organizarse y operar con tal carácter, o 

b) ... 
El Instituto para la Protección al Ahorro Bancario deberá notificar a la Comisión Nacional Bancaria y de 

Valores la adopción del método de resolución a que se refiere este inciso, para efectos de que se lleve a cabo 
la revocación de la autorización de la institución de que se trate para organizarse y operar con tal carácter. 

... 

... 

... 
Artículo 133.- La supervisión de las entidades reguladas por la presente Ley estará a cargo de la 

Comisión Nacional Bancaria y de Valores, quien la llevará a cabo sujetándose a lo previsto en su Ley, en el 
Reglamento respectivo y en las demás disposiciones que resulten aplicables. La citada Comisión podrá 
efectuar visitas a las instituciones de crédito, que tendrán por objeto revisar, verificar, comprobar y evaluar las 
operaciones, organización, funcionamiento, los procesos, los sistemas de control interno, de administración de 
riesgos y de información, así como el patrimonio, la adecuación del capital a los riesgos, la calidad de los 
activos y, en general, todo lo que pudiendo afectar la posición financiera y legal, conste o deba constar en los 
registros, a fin de que las instituciones de crédito se ajusten al cumplimiento de las disposiciones que las rigen 
y a las sanas prácticas de la materia. 

Asimismo, la Comisión Nacional Bancaria y de Valores podrá investigar hechos, actos u omisiones de los 
cuales pueda presumirse la violación a esta Ley y demás disposiciones que de ella deriven. 

Las visitas podrán ser ordinarias, especiales y de investigación, las primeras se llevarán a cabo de 
conformidad con el programa anual que se establezca al efecto; las segundas serán aquellas que sin estar 
incluidas en el programa anual referido, se practiquen en cualquiera de los supuestos siguientes: 

I. Para examinar y, en su caso, corregir situaciones especiales operativas. 

II. Para dar seguimiento a los resultados obtenidos en una visita de inspección. 

III. Cuando se presenten cambios o modificaciones en la situación contable, jurídica, económica, financiera 
o administrativa de una institución de crédito. 

IV. Cuando una institución de crédito inicie operaciones después de la elaboración del programa anual a 
que se refiere el tercer párrafo de este artículo. 

V. Cuando se presenten actos, hechos u omisiones en una institución de crédito que no hayan sido 
originalmente contempladas en el programa anual a que se refiere el tercer párrafo de este artículo, que 
motiven la realización de la visita. 

VI. Cuando deriven de la cooperación internacional. 

Las visitas de investigación se efectuarán siempre que la Comisión tenga indicios de los cuales pueda 
desprenderse la realización de alguna conducta que presuntamente contravenga lo previsto en esta Ley y 
demás disposiciones de carácter general que emanen de ella. 

En todo caso, las visitas a que se refiere este artículo se sujetarán a lo dispuesto en esta Ley, en la Ley de 
la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, en el Reglamento a que se refiere el primer párrafo de este 
mismo artículo, así como a las demás disposiciones que resulten aplicables. 

Cuando, en el ejercicio de la función prevista en este artículo, la Comisión Nacional Bancaria y de Valores 
así lo requiera, podrá contratar los servicios de auditores y de otros profesionistas que le auxilien en dicha 
función. 

La vigilancia se efectuará a través del análisis de la información contable, legal, económica, financiera, 
administrativa, de procesos y de procedimientos que obtenga la Comisión con base en las disposiciones que 
resulten aplicables, con la finalidad de evaluar el apego a la normativa que rige a las instituciones de crédito, 
así como la estabilidad y correcto funcionamiento de éstas. 

Sin perjuicio de la información y documentación que las instituciones de crédito deban proporcionarle 
periódicamente, la Comisión Nacional Bancaria y de Valores podrá, dentro del ámbito de las disposiciones 
aplicables, solicitarles la información y documentación que requiera para poder cumplir con su función de 
vigilancia. 
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La Comisión Nacional Bancaria y de Valores como resultado de sus facultades de supervisión, podrá 
formular observaciones y ordenar la adopción de medidas tendientes a corregir los hechos, actos u omisiones 
irregulares que haya detectado con motivo de dichas funciones, en términos de esta Ley. 

Artículo 134 Bis.- En ejercicio de sus funciones de inspección y vigilancia, la Comisión Nacional Bancaria 
y de Valores, mediante las reglas de carácter general que al efecto apruebe su Junta de Gobierno, clasificará 
a las instituciones de banca múltiple en categorías, tomando como base el índice de capitalización requerido 
conforme a las disposiciones aplicables a los requerimientos de capitalización, emitidas por dicha Comisión en 
términos del artículo 50 de esta Ley. 

... 

... 

... 

... 

... 

... 

... 

... 
Artículo 134 Bis 1.- ... 
I. ... 
a) a d) ... 
e) Diferir o cancelar el pago de intereses y, en su caso, diferir el pago de principal o convertir en acciones 

hasta por la cantidad que sea necesaria para cubrir el faltante de capital, anticipadamente y a prorrata, las 
obligaciones subordinadas que se encuentren en circulación, según la naturaleza de tales obligaciones. Esta 
medida correctiva será aplicable a aquellas obligaciones subordinadas que así lo hayan previsto en sus actas 
de emisión o documento de emisión. 

Las instituciones de banca múltiple que emitan obligaciones subordinadas deberán incluir en los títulos de 
crédito correspondientes, en el acta de emisión, en el prospecto informativo, así como en cualquier otro 
instrumento que documente la emisión, las características de las mismas y la posibilidad de que sean 
procedentes algunas de las medidas contempladas en el párrafo anterior cuando se actualicen las causales 
correspondientes conforme a las reglas a que se refiere el artículo 134 Bis de esta Ley, sin que sea causal de 
incumplimiento por parte de la institución emisora; 

f) Suspender el pago de las compensaciones y bonos extraordinarios adicionales al salario del director 
general y de los funcionarios de los dos niveles jerárquicos inferiores a éste, así como no otorgar nuevas 
compensaciones en el futuro para el director general y funcionarios, hasta en tanto la institución de banca 
múltiple cumpla con los niveles de capitalización requeridos por la Comisión Nacional Bancaria y de Valores 
en términos de las disposiciones a que se refiere el artículo 50 de esta Ley. Esta previsión deberá contenerse 
en los contratos y demás documentación que regulen las condiciones de trabajo. 

g) y h) ... 
II. a IV. ... 
Artículo 134 Bis 4.- La Secretaría de Hacienda y Crédito Público señalará, en la relación que publique 

anualmente en atención a lo dispuesto por el artículo 12 de la Ley Federal de las Entidades Paraestatales, 
aquellos fideicomisos públicos que tengan el carácter de entidades paraestatales y que formen parte del 
Sistema Bancario Mexicano, de conformidad con el artículo 3o. de la presente Ley. 

Para efectos de la integración de la relación a que se refiere el párrafo anterior, las dependencias 
coordinadoras de sector deberán proporcionar a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público la determinación 
de aquellos fideicomisos públicos constituidos como entidades paraestatales que formen parte del Sistema 
Bancario Mexicano en términos del artículo 3o. de la presente Ley, y que se encuentren agrupados en el 
sector coordinado por las mismas. 

Los fideicomisos públicos que formen parte del Sistema Bancario Mexicano estarán sujetos a la 
supervisión de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores. La Comisión Nacional Bancaria y de Valores, 
respecto de aquellos fideicomisos que dejen de formar parte de dicho sistema y que hayan incurrido en 
incumplimientos de las disposiciones aplicables durante el tiempo en que fueron sujetos a su supervisión, 
llevará a cabo los actos necesarios para la imposición de las sanciones a que haya lugar, incluso con 
posterioridad. 
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La referida Comisión, al ejercer las facultades de supervisión sobre los fideicomisos de que se trata, 
contará con las mismas atribuciones que le confieren los artículos 133 y 134 de esta Ley, así como las que le 
otorga la ley que rige dicha Comisión, con respecto a las instituciones de crédito. 

La Comisión Nacional Bancaria y de Valores emitirá reglas prudenciales, de registro contable de 
operaciones, de requerimientos de información financiera, de estimación de activos y pasivos 
y de constitución de reservas preventivas, aplicables a los fideicomisos a que se refiere este artículo. 

Artículo 136.- Los servidores públicos de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores tendrán prohibido 
realizar operaciones con las instituciones sujetas a supervisión de esta última, en condiciones preferentes a 
las ofrecidas al público en general. 

Dichos servidores públicos deberán cumplir con los requisitos del perfil del puesto que determine la 
referida Comisión, conforme a lo dispuesto por la Ley del Servicio Profesional de Carrera en la Administración 
Pública Federal. 

Artículo 137 Bis.- La Comisión Nacional Bancaria y de Valores podrá, previo derecho de audiencia de las 
instituciones de crédito, suspender o limitar de manera parcial la celebración de las operaciones activas, 
pasivas y de servicios a que se refiere el artículo 46 de esta Ley, cuando dichas actividades se ubiquen en 
cualquiera de los supuestos siguientes: 

I. No se cuente con la infraestructura o controles internos necesarios para realizar las operaciones y 
servicios respectivos, conforme a las disposiciones aplicables; 

II. Se deje de cumplir o se incumpla con alguno de los requisitos para el inicio de las operaciones 
y servicios de que se trate; 

III. Se realicen operaciones distintas a las autorizadas; 

IV. Se incumpla con los requisitos necesarios para realizar operaciones o proporcionar servicios 
específicos, establecidos en disposiciones de carácter general; 

V. Se realicen operaciones o proporcionen servicios que impliquen conflicto de interés en perjuicio de sus 
clientes o intervengan en actividades que estén prohibidas en esta Ley o en las disposiciones que de ella 
emanen, y 

VI. En los demás casos que señalen ésta u otras leyes. 

La orden de suspensión a que se refiere este artículo es sin perjuicio de las sanciones que puedan resultar 
aplicables en términos de lo previsto en esta Ley y demás disposiciones. 

SEGUNDO.- Se REFORMAN los artículos 32, tercer párrafo; 179, segundo párrafo, y 392, fracciones VI y 
VII, y se ADICIONAN una fracción VIII al artículo 392 y el artículo 392 Bis de la Ley General de Títulos 
y Operaciones de Crédito, para quedar como sigue: 

Artículo 32.- ... 

...... 

Tratándose de acciones, bonos de fundador, obligaciones, certificados de depósito, certificados de 
participación y cheques, el endoso siempre será a favor de persona determinada; el endoso en blanco o al 
portador no producirá efecto alguno. Lo previsto en este párrafo no será aplicable a los cheques expedidos 
por cantidades superiores a las establecidas por el Banco de México, a través de disposiciones de carácter 
general que publique en el Diario Oficial de la Federación. 

Artículo 179.- ... 

El cheque expedido por cantidades superiores a las establecidas por el Banco de México, a través de 
disposiciones de carácter general que publique en el Diario Oficial de la Federación, siempre será nominativo. 

...... 

...... 

Artículo 392.- ... 

I. a V. ... 

VI. Por revocación hecha por el fideicomitente, cuando éste se haya reservado expresamente ese derecho 
al constituir el fideicomiso; 
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VII. En el caso del párrafo final del artículo 386, y 

VIII. En el caso del artículo 392 Bis. 

Artículo 392 Bis.- En el supuesto de que a la institución fiduciaria no se le haya cubierto la 
contraprestación debida, en los términos establecidos en el contrato respectivo, por un periodo igual o 
superior a tres años, la institución fiduciaria podrá dar por terminado, sin responsabilidad, el fideicomiso. 

En el supuesto a que se refiere el párrafo anterior, la institución fiduciaria deberá notificar al fideicomitente 
y al fideicomisario su decisión de dar por terminado el fideicomiso por falta de pago de las contraprestaciones 
debidas por su actuación como fiduciario y establecer un plazo de quince días hábiles para que los mismos 
puedan cubrir los adeudos, según corresponda. En el caso de que, transcurrido el citado plazo, no se hayan 
cubierto las contraprestaciones debidas, la institución fiduciaria transmitirá los bienes o derechos en su poder 
en virtud del fideicomiso, al fideicomitente o al fideicomisario, según corresponda. En el evento de que, 
después de esfuerzos razonables, la institución fiduciaria no pueda encontrar o no tenga noticias del 
fideicomitente o fideicomisario para efectos de lo anterior y siempre que haya transcurrido el plazo señalado 
sin haber recibido la contraprestación correspondiente, estará facultada para abonar los referidos bienes, 
cuando éstos se traten de recursos líquidos entre las opciones disponibles que maximicen la recuperación, a 
la cuenta global de la institución a que se refiere el artículo 61 de la Ley de Instituciones de Crédito, en cuyo 
caso los mencionados recursos se sujetarán a las disposiciones aplicables a la citada cuenta global. 
Tratándose de bienes que no sean recursos líquidos, la institución fiduciaria, sin responsabilidad alguna, 
estará facultada para enajenar los mismos y convertirlos en recursos líquidos, para su posterior abono en la 
cuenta global en los términos señalados. Contra los recursos líquidos que se obtengan, podrán deducirse los 
gastos relacionados con la recuperación. 

Para efectos de este artículo se entenderá que se realizaron esfuerzos razonables por parte de la 
institución fiduciaria cuando se observe el procedimiento de notificación previsto en el artículo 1070 del Código 
de Comercio. 

TERCERO.- Se DEROGAN las reformas al artículo 45-I de la Ley de Instituciones de Crédito establecidas 
en artículo tercero del "Decreto por el que se reforman, derogan y adicionan diversas disposiciones de la Ley 
General de Títulos y Operaciones de Crédito, Ley General de Organizaciones y Actividades Auxiliares del 
Crédito, Ley de Instituciones de Crédito, Ley General de Instituciones y Sociedades Mutualistas de Seguros, 
Ley Federal de Instituciones de Fianzas, Ley para Regular las Agrupaciones Financieras, Ley de Ahorro y 
Crédito Popular, Ley de Inversión Extranjera, Ley del Impuesto sobre la Renta, Ley del Impuesto al Valor 
Agregado y del Código Fiscal de la Federación", publicado en el Diario Oficial de la Federación el 18 de julio 
de 2006. 

CUARTO.- La facultad que se otorga a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores conforme al artículo 98 
Bis de la Ley de Instituciones de Crédito que se adiciona por virtud del Artículo Primero del presente Decreto, 
se entenderá conferida en los mismos términos respecto de aquellas otras disposiciones y reglas de carácter 
general aplicables a cualesquiera entidades financieras que corresponda expedir al amparo de la Ley de la 
Comisión Nacional Bancaria y de Valores y demás leyes relativas al sistema financiero mexicano, así como 
respecto de los demás actos administrativos que, en cumplimiento de las leyes, deban publicarse en el mismo 
medio. 

QUINTO.- Se REFORMA el artículo 17, primer párrafo y fracción III de la Ley Orgánica del Banco Nacional 
de Obras y Servicios Públicos, para quedar como sigue: 

Artículo 17.- El Consejo Directivo estará integrado por catorce consejeros designados de la siguiente 
forma: 

I. a II. ... 

III. Dos consejeros externos de la serie "B" designados por el Ejecutivo Federal, a través de la Secretaría 
de Hacienda y Crédito Público, que tendrán el carácter de consejeros independientes. El nombramiento de 
consejeros independientes deberá recaer en personas de nacionalidad mexicana que por sus conocimientos, 
honorabilidad, prestigio profesional y experiencia sean ampliamente reconocidos. 

... 

... 
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TRANSITORIOS 

ARTÍCULO PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente al de su publicación en el 
Diario Oficial de la Federación, salvo por lo dispuesto en el artículo Noveno Transitorio del presente Decreto. 

ARTÍCULO SEGUNDO.- En términos de los artículos 7 y 28 de la Ley de Instituciones de Crédito que se 
reforman por virtud del presente Decreto y del primer párrafo de su artículo Noveno Transitorio, corresponderá 
a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, en sustitución de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, 
ejercer la facultad de revocar aquellas autorizaciones para el establecimiento en el territorio nacional de 
oficinas de representación de entidades financieras del exterior o para la organización y operación de 
instituciones de banca múltiple que hayan sido otorgadas con anterioridad a la entrada en vigor de este mismo 
Decreto, en el evento en que dichas oficinas o instituciones incurran en las causales respectivas a que se 
refieren esos mismos artículos. 

ARTÍCULO TERCERO.- Las instituciones de crédito que hayan celebrado operaciones con las personas a 
que se refiere la fracción VI del artículo 73 de la Ley de Instituciones de Crédito, y que excedan los límites 
máximos a que se refiere dicho artículo, deberán informarlo a la vicepresidencia de la Comisión Nacional 
Bancaria y de Valores encargada de su supervisión, a más tardar dentro de los treinta días hábiles siguientes 
a la fecha de la entrada en vigor de este Decreto, sin que al efecto puedan incrementarlas en el monto o límite 
establecido en el artículo 73 Bis, salvo que deriven de la capitalización de intereses. 

ARTÍCULO CUARTO.- Las instituciones de banca múltiple deberán contar con el capital mínimo a que se 
refiere el artículo 19 de la Ley de Instituciones de Crédito que se reforma conforme a este Decreto, a más 
tardar el 31 de diciembre de 2007. Entre tanto, deberán contar con el capital mínimo dado a conocer por la 
Comisión Nacional Bancaria y de Valores en la última publicación en el Diario Oficial de la Federación, en 
términos de las disposiciones aplicables con anterioridad al presente Decreto. 

ARTÍCULO QUINTO.- Las instituciones de banca múltiple que mantengan montos de crédito dispuestos y 
cuenten con líneas de apertura de crédito irrevocables a favor de personas relacionadas, tendrán un plazo de 
ciento ochenta días naturales a partir de la entrada en vigor del presente Decreto para dar cumplimiento a lo 
dispuesto en el séptimo párrafo del artículo 73 Bis de esta Ley. El importe de las líneas de crédito que dichas 
instituciones hubieren otorgado con anterioridad a la entrada en vigor del presente Decreto, que exceda del 
límite previsto en términos del séptimo párrafo del artículo 73 Bis contenido en el artículo primero de este 
Decreto, en ningún caso podrá incrementarse. 

ARTÍCULO SEXTO.- En tanto la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, el Banco de México y la 
Comisión Nacional Bancaria y de Valores emitan las disposiciones de carácter general a que se refieren las 
reformas contenidas en el presente Decreto, seguirán aplicándose las expedidas con anterioridad a la 
vigencia de la misma, en las materias correspondientes, en lo que no se oponga al presente Decreto. 

Al expedirse las disposiciones a que se refiere este artículo, se señalarán expresamente aquéllas a las que 
sustituyan o que queden derogadas. 

ARTÍCULO SÉPTIMO.- Sin perjuicio de lo que dispone el "Decreto por el que se reforman, derogan y 
adicionan diversas disposiciones de la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito, Ley General de 
Organizaciones y Actividades Auxiliares del Crédito, Ley de Instituciones de Crédito, Ley General de 
Instituciones y Sociedades Mutualistas de Seguros, Ley Federal de Instituciones de Fianzas, Ley para Regular 
las Agrupaciones Financieras, Ley de Ahorro y Crédito Popular, Ley de Inversión Extranjera, Ley del Impuesto 
sobre la Renta, Ley del Impuesto al Valor Agregado y del Código Fiscal de la Federación", publicado en el 
Diario Oficial de la Federación el 18 de julio de 2006, las sociedades financieras de objeto limitado a que se 
refiere la fracción IV del artículo 103 de la Ley de Instituciones de Crédito estarán a lo siguiente: 

I. Las autorizaciones para organizarse y operar como sociedad financiera de objeto limitado que hubiere 
otorgado la Secretaría de Hacienda y Crédito Público estarán vigentes hasta la fecha de entrada en vigor 
señalada en el artículo quinto transitorio del Decreto a que se refiere el párrafo primero de este artículo 
transitorio, por lo que, en esa misma fecha, quedarán sin efecto las citadas autorizaciones por ministerio de 
Ley. Sin perjuicio de lo anterior, durante el periodo comprendido entre la fecha de entrada en vigor del 
presente Decreto y la señalada en el artículo quinto transitorio del Decreto antes referido, la Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público, previa audiencia de la sociedad financiera de objeto de limitado de que se trate, 
podrá revocar la autorización que le haya otorgado en términos de la fracción IV del artículo 103 de la Ley de 
Instituciones de Crédito cuando dicha sociedad se encuentre en alguno de los supuestos siguientes: 

a) No inicie operaciones dentro del plazo de noventa días contado a partir del otorgamiento de la 
autorización; 

b) No cuente con un capital mínimo equivalente a aquél que, para dichas sociedades, dé a conocer la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público mediante disposiciones de carácter general; 

c) Realice alguna de las operaciones o actividades prohibidas por las reglas a que hace referencia el tercer 
párrafo del artículo 103 de la Ley de Instituciones de Crédito; 
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d) Su contabilidad y registros no se ajusten a las disposiciones aplicables; 
e) En la celebración de sus operaciones, no se ajusten a la Ley de Instituciones de Crédito y demás 

disposiciones aplicables; 
f) Incurra en una violación directa a la Ley, a las reglas o a la autorización emitidas por la Secretaría de 

Hacienda y Crédito Público al no cumplir adecuadamente con su objeto social o por no otorgar créditos para la 
actividad o sector señalados en la autorización que le hubiere sido otorgada, por un período mayor a un año; 

g) Se disuelva, entre en estado de liquidación o concurso mercantil, o 
h) Si los accionistas, en asamblea general extraordinaria, resuelven solicitarla. 
Cuando, en virtud de la inspección y vigilancia que efectúe la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, se 

encuentre que las operaciones de alguna sociedad financiera de objeto limitado no se ajustan a las 
disposiciones aplicables expedidas por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, el Banco de México o la 
Comisión Nacional Bancaria y de Valores, esta última dictará las medidas necesarias para normalizarlas y 
señalará un plazo para tal efecto que no excederá de noventa días naturales a partir de la notificación de 
dichas medidas. Si, transcurrido dicho plazo, la sociedad financiera de objeto limitado no ha regularizado las 
operaciones en cuestión, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público podrá revocar la autorización. 

La revocación por las causales señaladas en los incisos a) a f) de la presente fracción pondrá en estado 
de disolución y liquidación a las sociedades financieras de objeto limitado en términos de las disposiciones de 
la Ley General de Sociedades Mercantiles. 

II. Acorde con lo previsto en el artículo octavo transitorio del Decreto citado en el primer párrafo de este 
Artículo, las sociedades financieras de objeto limitado en las que se mantengan vínculos patrimoniales, 
quedarán sujetas, en tanto conserven el carácter de sociedades financieras de objeto limitado, a lo que para 
las instituciones de crédito disponen los artículos 4, fracciones I a VI, y 6 de la Ley de la Comisión Nacional 
Bancaria y de Valores, y 24 Bis, 49, 50, 51, 65, 66, 67, 68, 69, 70, 73, 73 Bis, 73 Bis 1, 76, 93, 99, 101, 102, 
115 y 115 Bis de la Ley de Instituciones de Crédito, así como las disposiciones que, al amparo del artículo 103 
del mismo ordenamiento legal, hubieren expedido o expidan la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y el 
Banco de México. 

Se entenderá por vínculo patrimonial, para efectos de las sociedades financieras de objeto limitado, lo 
establecido en el artículo 87-C de la Ley General de Organizaciones y Actividades Auxiliares del Crédito para 
las sociedades financieras de objeto múltiple. 

III. Las sociedades financieras de objeto limitado deberán presentar la información y documentación que, 
en el ámbito de sus respectivas competencias, les soliciten la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, el 
Banco de México y la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, dentro de los plazos y a través de los medios 
que las mismas establezcan. 

ARTÍCULO OCTAVO.- A la entrada en vigor del presente Decreto, la Comisión Nacional Bancaria y de 
Valores, en los términos del artículo 45-I de la Ley de Instituciones de Crédito previstos en el artículo primero 
de este mismo Decreto, podrá autorizar a las Instituciones Financieras del Exterior, a las Sociedades 
Controladoras Filiales o a las Filiales a que dicho artículo se refiere, la adquisición de acciones representativas 
del capital social de una o más sociedades financieras de objeto limitado, siempre y cuando se cumplan los 
requisitos señalados en la fracción I de dicho artículo 45-I y se modifiquen los estatutos sociales de aquella 
sociedad cuyas acciones sean objeto de enajenación, en caso que ésta se pretenda convertir en Filial, a 
efecto de cumplir con lo dispuesto en el Capítulo III del Título Segundo de dicha Ley. 

La vigencia de lo dispuesto en el párrafo anterior concluirá cuando entren en vigor las disposiciones a que 
se refiere el artículo quinto transitorio del "Decreto por el que se reforman, derogan y adicionan diversas 
disposiciones de la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito, Ley General de Organizaciones y 
Actividades Auxiliares del Crédito, Ley de Instituciones de Crédito, Ley General de Instituciones y Sociedades 
Mutualistas de Seguros, Ley Federal de Instituciones de Fianzas, Ley para Regular las Agrupaciones 
Financieras, Ley de Ahorro y Crédito Popular, Ley de Inversión Extranjera, Ley del Impuesto sobre la Renta, 
Ley del Impuesto al Valor Agregado y del Código Fiscal de la Federación", publicado en el Diario Oficial de la 
Federación el 18 de julio de 2006. 

ARTÍCULO NOVENO.- Las facultades que, con anterioridad a la entrada en vigor del presente Decreto, 
correspondían a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y que, por virtud del mismo, se asignan a la 
Comisión Nacional Bancaria y de Valores quedarán conferidas a ésta, una vez cumplido el plazo de ciento 
veinte días naturales contados a partir de la fecha de publicación del presente Decreto. 

Durante el plazo a que se refiere el párrafo anterior, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público 
continuará ejerciendo sus facultades de conformidad con las disposiciones en la materia vigentes hasta la 
entrada en vigor de este Decreto. Asimismo, respecto de aquellas solicitudes de autorización o aprobación 
que dicha Secretaría reciba dentro del plazo a que se refiere este artículo, corresponderá a ésta darles trámite 
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y resolver lo conducente, para lo cual podrá, aún después de la conclusión de dicho plazo, continuar 
ejerciendo sus facultades conferidas con fundamento en las disposiciones en la materia vigentes hasta la 
entrada en vigor de este Decreto. En todo caso, a partir de la entrada en vigor del presente Decreto, las 
solicitudes que se presenten a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público para su trámite y resolución y que 
se ubiquen en alguno de los supuestos previstos en este párrafo deberán ajustarse a las disposiciones en la 
materia como se reforman, adicionan y derogan conforme a este Decreto. 

ARTÍCULO DÉCIMO.- En tanto la Comisión Nacional Bancaria y de Valores emite las disposiciones de 
carácter general a que se refiere el artículo 46 Bis 1 de la Ley de Instituciones de Crédito que se adiciona 
mediante el presente Decreto, seguirán aplicándose las emitidas por dicha Comisión, de conformidad con el 
artículo 46 Bis vigente antes de la entrada en vigor de este Decreto, en lo que no se oponga al presente 
Decreto. 

ARTÍCULO DÉCIMO PRIMERO.- Las cesiones o descuentos de cartera que, de conformidad con las 
disposiciones aplicables, hayan celebrado las instituciones de crédito con anterioridad a la entrada en vigor 
del presente Decreto, incluyendo aquellas que, por virtud de la autorización genérica de la Comisión Nacional 
Bancaria y de Valores contenida en las reglas generales emitidas por ésta, hayan sido realizadas con 
cualquier persona física o moral, nacional o extranjera, distinta del Banco de México, de otras instituciones de 
crédito o de fideicomisos constituidos por el Gobierno Federal para el fomento económico, en que las primeras 
instituciones no hayan asumido responsabilidad o riesgo asociado a la cobranza de la cartera respectiva, 
continuarán siendo válidas y, en consecuencia, producirán todos los efectos que en derecho corresponda. 

Asimismo, quedarán incluidas en el supuesto a que se refiere el párrafo anterior aquellas cesiones o 
descuentos de cartera de instituciones de crédito en las que éstas hayan asumido la responsabilidad o el 
riesgo a que se refiere este artículo y que, en este caso, hayan sido autorizadas en lo particular por la propia 
Comisión de conformidad con las disposiciones emitidas al efecto. 

ARTÍCULO DÉCIMO SEGUNDO.- Lo previsto en el artículo 106 Bis de la Ley de Instituciones de Crédito 
se establece sin perjuicio de las consecuencias que hayan derivado de la violación de normas o disposiciones 
de carácter general emitidas o expedidas con anterioridad a la entrada en vigor del presente Decreto. 

ARTÍCULO DÉCIMO TERCERO.- Hasta en tanto el Banco de México expida las disposiciones de carácter 
general a que se refieren los artículos 32 y 179 de la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito, 
seguirá aplicándose lo dispuesto en dichos artículos conforme al texto vigente antes de la entrada en vigor de 
este Decreto. 

ARTÍCULO DÉCIMO CUARTO.- Se considerarán como parte del Sistema Bancario Mexicano, por lo que 
quedarán sujetos a la supervisión de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores y les será aplicable la 
regulación señalada en el artículo 134 Bis 4 de la Ley de Instituciones de Crédito que se adiciona por virtud 
del presente Decreto, los fideicomisos públicos siguientes: 

I. Fondo de Garantía y Fomento para la Agricultura, Ganadería y Avicultura. 
II. Fondo de Garantía y Fomento para las Actividades Pesqueras. 
III. Fondo Especial de Asistencia Técnica y Garantía para Créditos Agropecuarios. 
IV. Fondo Especial para Financiamientos Agropecuarios. 
V. Fondo de Operación y Financiamiento Bancario a la Vivienda. 
Sin perjuicio de lo anterior, hasta en tanto se realice la publicación prevista en el artículo 134 Bis 4 de la 

Ley de Instituciones de Crédito, se considerará como parte del Sistema Bancario Mexicano, al Fideicomiso 
Fondo Nacional de Habitaciones Populares y, en consecuencia, quedará sujeto a la supervisión y regulación 
de la propia Comisión a que se refiere dicha Ley. 

ARTÍCULO DÉCIMO QUINTO.- El artículo 112, fracción III de la Ley de Instituciones de Crédito vigente 
hasta la entrada en vigor del presente Decreto seguirá aplicándose por los hechos realizados durante su 
vigencia. Asimismo, dicho precepto seguirá aplicándose a las personas procesadas o sentenciadas por los 
delitos previstos y sancionados por el mismo artículo. 

ARTÍCULO DÉCIMO SEXTO.- Las instituciones de banca múltiple contarán con un plazo de 120 días 
naturales a partir de la fecha de publicación del presente Decreto para modificar sus estatutos sociales y los 
títulos representativos de su capital social, conforme a lo previsto en el mismo. Tratándose de la modificación 
de los estatutos sociales, éstos deberán someterse a la aprobación de la Secretaría de Hacienda 
y Crédito Público. 

ARTÍCULO DÉCIMO SÉPTIMO.- Las instituciones de crédito que tengan vínculos de negocio establecidos 
con personas que a la entrada en vigor del presente Decreto, se encuentren realizando operaciones al 
amparo del artículo 92, tendrán un plazo que no podrá exceder de dos meses para adecuarse a lo señalado 
en dicho artículo y en las disposiciones de carácter general a que se refiere el artículo 46 Bis 1 de esta Ley, a 
partir del día siguiente al de la entrada en vigor de dichas disposiciones. 
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ARTÍCULO DÉCIMO OCTAVO.- Las instituciones que a la entrada en vigor de este Decreto, se ubiquen 
en alguno de los supuestos previstos en las fracciones III y IV del artículo 45-P, deberán de ajustarse a lo 
dispuesto en el Capítulo IV de esta Ley, en un plazo que no podrá exceder de doce meses contados a partir 
de dicha fecha. 

ARTÍCULO DÉCIMO NOVENO.- Lo dispuesto en el último párrafo del artículo 45-R de esta Ley, no será 
aplicable a las designaciones futuras de director general o funcionarios o directivos que ocupen las dos 
jerarquías inmediatas inferiores a aquel, de instituciones de banca múltiple que se ubiquen en los supuestos 
previstos en el Capítulo IV del Título Segundo de la presente Ley, sólo respecto al director general o 
funcionarios o directivos que ocupen las dos jerarquías citadas, que al 31 de octubre de 2007 no cumplían con 
los requisitos establecidos en dicho último párrafo. 

México, D.F., a 11 de diciembre de 2007.- Dip. Ruth Zavaleta Salgado, Presidenta.- Sen. Santiago Creel 
Miranda, Presidente.- Dip. Esmeralda Cardenas Sanchez, Secretaria.- Sen. Adrián Rivera Pérez, 
Secretario.- Rúbricas." 

En cumplimiento de lo dispuesto por la fracción I del Artículo 89 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, y para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto en la Residencia 
del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México, Distrito Federal, a catorce de enero de dos mil ocho.- 
Felipe de Jesús Calderón Hinojosa.- Rúbrica.- El Secretario de Gobernación, Francisco Javier Ramírez 
Acuña.- Rúbrica. 
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